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§ 1

Orden PCM/219/2020, de 13 de marzo, por la que se publica el 
Acuerdo del Consejo de Seguridad Nacional, por el que se crea y 

regula el Comité Especializado contra el Terrorismo

Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática
«BOE» núm. 66, de 14 de marzo de 2020

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2020-3639

El Consejo de Seguridad Nacional, en su reunión del día 4 de marzo de 2020, ha 
aprobado un Acuerdo por el que se crea y regula el Comité Especializado contra el 
Terrorismo.

Para general conocimiento se dispone su publicación en el «Boletín Oficial del Estado» 
como anejo a la presente Orden.

ANEJO
Acuerdo por el que se crea y regula el Comité Especializado contra el 

Terrorismo

EXPOSICIÓN
El artículo 21.1 h) de la Ley 36/2015, de 28 de septiembre, de Seguridad Nacional, 

atribuye al Consejo de Seguridad Nacional la función de acordar la creación y el 
fortalecimiento de los órganos de apoyo necesarios para el desempeño de sus funciones, en 
su condición de Comisión Delegada del Gobierno para la Seguridad Nacional.

Como tal órgano colegiado del Gobierno, el Consejo de Seguridad Nacional asiste al 
Presidente del Gobierno en la dirección de la política de Seguridad Nacional y del Sistema 
de Seguridad, así como ejerce las demás funciones previstas en la citada Ley y en las 
normas de carácter legal y reglamentario que resultan aplicables.

Un aspecto nuclear de la Ley de Seguridad Nacional reside en la concepción del Sistema 
de Seguridad Nacional como el conjunto de órganos, organismos, recursos y procedimientos 
integrados en su estructura, bajo la dirección del Presidente del Gobierno asistido por el 
Consejo de Seguridad Nacional, que permite a los órganos competentes en materia de 
Seguridad Nacional ejercer sus funciones.

El Sistema, además, se integra por el Departamento de Seguridad Nacional del Gabinete 
de la Presidencia del Gobierno, en su calidad de Secretaría Técnica y órgano de trabajo 
permanente del Consejo y por los órganos de apoyo del Consejo de Seguridad Nacional, 
que con la denominación de Comités Especializados u otra que se determine, ejercen las 
funciones asignadas por el Consejo de Seguridad Nacional en los ámbitos de actuación 
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previstos en la Estrategia de Seguridad Nacional o cuando las circunstancias propias de la 
gestión de crisis lo precisen.

Es de resaltar que la Estrategia de Seguridad Nacional define diversas líneas de acción 
estratégicas que enmarcan actuaciones concretas para la preservación de la Seguridad 
Nacional en el ámbito de la lucha contra el terrorismo, que constituye una de las principales 
amenazas que pueden socavar la Seguridad Nacional.

La Estrategia Nacional Contra el Terrorismo (ENCOT), aprobada por el Consejo de 
Seguridad Nacional en su reunión del día 21 de enero de 2019, previó la creación de un 
Comité especializado, con el nombre específico y las tareas concretas que se determinaran 
en en su norma de creación, con la función de apoyo al Consejo de Seguridad Nacional para 
el cumplimiento de sus funciones y, en particular, en la asistencia al Presidente del Gobierno 
en la dirección y coordinación de la Política de Seguridad Nacional en el ámbito de la lucha 
contra el terrorismo. También en la Estrategia se señalan los factores que caracterizarán al 
nuevo Comité, entre ellos:

– La necesidad de un afrontamiento integral y cooperativo para cuestiones horizontales 
como la prevención de la radicalización, especialmente en sus aspectos educativos y 
sociales, el fomento de la resiliencia frente a atentados terroristas y la generación de 
contranarrativas para hacer frente a las falaces narrativas terroristas.

– La indicación de que el Comité sea presidido por el Secretario de Estado de Seguridad 
del Ministerio del Interior.

– La focalización de las funciones del Comité en cuestiones transversales en el ámbito 
político-estratégico que requieran una actuación concertada, multidisciplinar y multiagencia, 
en las que la integración sea un activo a fortalecer, sin perjuicio del mantenimiento de los 
protocolos y mecanismos de coordinación operativa y de inteligencia preexistentes.

Por todo lo anterior, y en aplicación de lo dispuesto por el artículo 21.1.h) de la Ley 
36/2015, de 28 de septiembre, de Seguridad Nacional, y de conformidad con el Acuerdo del 
Consejo de Seguridad Nacional, de 20 de enero de 2017, por el que se dictan directrices 
para la regulación de los órganos de apoyo, el Consejo de Seguridad Nacional, en su 
reunión del día 4 de marzo de 2020, ha adoptado el siguiente acuerdo:

Primero.  
Se aprueba la creación y regulación del Comité Especializado contra el Terrorismo.

Segundo.  
Este acuerdo se publicará en el «Boletín Oficial del Estado», en la página web del 

Departamento de Seguridad Nacional www.dsn.gob.es y en las sedes electrónicas de los 
órganos y organismos a los que sea de aplicación, y producirá efectos desde el día siguiente 
al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

ANEXO
Acuerdo por el que se crea y regula el Comité Especializado contra el 

Terrorismo.

Primero.  Objeto.
El presente acuerdo tiene por objeto la creación y regulación del Comité Especializado 

contra el Terrorismo (en adelante, el Comité), de conformidad con lo dispuesto en la Ley 
36/2015, de 28 de septiembre, de Seguridad Nacional, y en las demás normas que resulten 
de aplicación, en su condición de órgano de apoyo del Consejo de Seguridad Nacional en el 
marco del Sistema de Seguridad Nacional.

Segundo.  Naturaleza jurídica.
El Comité es un órgano de apoyo del Consejo de Seguridad Nacional de los previstos en 

el artículo 20.3 de la Ley 36/2015, de 28 de septiembre, de Seguridad Nacional, al que 

ÁMBITOS DE LA SEGURIDAD NACIONAL: TERRORISMO

§ 1  Comité Especializado contra el Terrorismo

– 2 –



corresponde ejercer las funciones asignadas por aquél en el ámbito la lucha contra el 
terrorismo y en el marco del Sistema de Seguridad Nacional, según se concreta en este 
Acuerdo.

Tercero.  Régimen jurídico aplicable.
El Comité se rige por lo dispuesto en la Ley 36/2015, de 28 de septiembre, de Seguridad 

Nacional, por el presente Acuerdo y por sus Normas de régimen interno y de funcionamiento. 
En su defecto, por lo dispuesto en las instrucciones que han de seguirse para la tramitación 
de asuntos ante los órganos colegiados del Gobierno y en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, 
de Régimen Jurídico del Sector Público, que resulte de aplicación.

Cuarto.  Funciones específicas.
El Comité ejercerá las siguientes funciones:
1. Proponer al Consejo de Seguridad Nacional las directrices en materia de planificación 

y coordinación de la política de Seguridad Nacional relacionadas con la lucha contra el 
terrorismo.

2. Contribuir a reforzar el adecuado funcionamiento del Sistema de Seguridad Nacional 
en el ámbito de la lucha contra el terrorismo, cuya supervisión y coordinación corresponde al 
Consejo de Seguridad Nacional.

3. Apoyar al Consejo de Seguridad Nacional en su función de verificar el grado de 
cumplimiento de la Estrategia de Seguridad Nacional y proponer, en su caso, su revisión, en 
lo relacionado con la lucha contra el terrorismo.

4. Verificar el grado de cumplimiento de la Estrategia Nacional Contra el Terrorismo y 
realizar aportaciones a los procesos de elaboración de los planes estratégicos definidos en 
la ENCOT.

5. Impulsar las actuaciones transversales de lucha contra la radicalización violenta, 
generar contranarrativas para hacer frente a las falaces narrativas terroristas y contribuir a la 
elaboración de propuestas normativas para el fortalecimiento del Sistema de Seguridad 
Nacional en el ámbito de la lucha contra el terrorismo.

6. Apoyar la toma de decisiones del Consejo de Seguridad Nacional en las materias 
propias del ámbito de la lucha contra el terrorismo, mediante el análisis, estudio y propuesta 
de iniciativas tanto en el ámbito nacional como internacional.

7. Reforzar las relaciones entre las Administraciones Públicas concernidas en el ámbito 
de la lucha contra el terrorismo, así como la coordinación, la colaboración y cooperación 
entre los sectores público y privado.

8. Actuar en apoyo del Comité de Situación ante escenarios susceptibles de derivar en 
una situación de interés para la Seguridad Nacional.

9. Aprobar sus propias Normas de régimen interno y funcionamiento.
10. Todas aquellas otras funciones que le atribuya el ordenamiento jurídico o que le 

encomiende el Consejo de Seguridad Nacional.

Quinto.  Composición.
a) Presidencia:
La Presidencia será ejercida por el Secretario de Estado de Seguridad.
Corresponde al Presidente:
– Ostentar la representación del órgano y, en particular, canalizar los informes del 

Comité al Consejo de Seguridad Nacional.
– Acordar la convocatoria de las sesiones ordinarias y extraordinarias y la fijación del 

orden del día en los términos señalados en las Normas de régimen interno y de 
funcionamiento.

– Presidir las reuniones, moderar el desarrollo de los debates y acordar su suspensión 
por causas justificadas.

– Asegurar el cumplimiento de las leyes.
– Visar las actas y certificaciones de los acuerdos del órgano.
– Velar por la búsqueda del consenso para la adopción de acuerdos.
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– En caso de llevarse a cabo votación para la adopción de un acuerdo, de conformidad 
con las Normas de régimen interno y de funcionamiento, dirimirá con su voto los empates.

– Las demás funciones previstas en las normas legales y reglamentarias que le resulten 
aplicables y, en particular, en las Normas de régimen interno y de funcionamiento del Comité.

b) Vicepresidencia:
La Vicepresidencia será ocupada por el Director del Departamento de Seguridad 

Nacional. Corresponderá al Vicepresidente sustituir al Presidente en los casos de vacante, 
ausencia, enfermedad u otra causa legal y, en su defecto, por el miembro de mayor 
jerarquía, antigüedad y edad, por este orden.

c) Vocales:
1. El Comité estará compuesto por el Director del Centro de Inteligencia contra el 

Terrorismo y el Crimen Organizado, el Director del Gabinete de Coordinación y Estudios de 
la Secretaría de Estado de Seguridad, el Comisario Jefe de la Comisaría General de 
Información de la Policía Nacional, el General Jefe de la Jefatura de Información de la 
Guardia Civil, así como un vocal con rango mínimo de Subdirector general o asimilado u 
Oficial General de los siguientes ministerios y organismos ministeriales: Ministerio de 
Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, Ministerio de Justicia, Ministerio de 
Defensa, Centro Nacional de Inteligencia y Secretaría de Estado de Comunicación, que será 
designado por el titular del ministerio u organismo respectivo.

2. Asimismo, podrán formar parte del Comité un representante del resto de los 
departamentos ministeriales u organismos públicos cuya presencia sea así acordada por el 
Presidente del Comité, en función de los asuntos a tratar.

3. Serán convocados, además, los titulares de los órganos superiores y directivos de la 
Administración General del Estado, las autoridades competentes de las Comunidades 
Autónomas, de las Ciudades con Estatuto de Autonomía, de la Administración Local, así 
como de los organismos públicos y entidades de Derecho público vinculados o dependientes 
de las Administraciones Públicas, cuando su contribución se considere necesaria y, en todo 
caso, cuando los asuntos a tratar afecten a sus respectivas competencias. Igualmente 
podrán ser convocados representantes de las demás entidades que integran el sector 
público institucional, del sector privado y aquellas personas en su condición de expertos 
cuya contribución se considere relevante.

4. El Comité podrá ser convocado por el Presidente en composición reducida de acuerdo 
a las circunstancias concurrentes y el orden del día fijado para la reunión.

5. Los miembros del Comité no podrán atribuirse las funciones de representación 
asignadas en su condición de órgano de apoyo, salvo que expresamente se les hayan 
reconocido por una norma o por un acuerdo expresamente así adoptado para cada caso en 
particular por el propio Comité.

d) Secretaría Técnica y órgano de trabajo permanente del Comité y otros apoyos a la 
Presidencia:

1. Las funciones de Secretaría Técnica y órgano de trabajo permanente del Comité 
serán desempeñadas por el Departamento de Seguridad Nacional. En este campo, le 
corresponderá efectuar la coordinación necesaria para que el Comité en el ámbito de sus 
funciones preste el apoyo necesario al Consejo de Seguridad Nacional, asumiendo, en este 
contexto, el punto de enlace único entre el citado Consejo y el Comité.

2. El Secretario será designado por el Presidente, a propuesta del Director del 
Departamento de Seguridad Nacional, entre el personal perteneciente a dicho 
Departamento.

3. En apoyo a la presidencia, el Presidente podrá recabar los apoyos necesarios de su 
propia estructura, en especial en todo lo relacionado con la organización de las reuniones y 
grupos de trabajo del Comité, bajo la coordinación del Departamento de Seguridad Nacional.

Sexto.  Emisión de informes.
1. Los informes podrán ser emitidos a instancia del Consejo de Seguridad Nacional o a 

iniciativa del Comité.
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2. En todo caso, serán elevados a la consideración y, en su caso, conformidad del 
Consejo de Seguridad Nacional, a través del Presidente.

Séptimo.  Utilización de mecanismos de enlace y coordinación.
1. El Comité utilizará los mecanismos de enlace y coordinación que en cumplimiento a lo 

dispuesto en la Ley 36/2015, de 28 de septiembre, de Seguridad Nacional ha establecido el 
Consejo de Seguridad Nacional en el Acuerdo de 20 de enero de 2017, de implementación 
de los mecanismos para garantizar el funcionamiento integrado del Sistema de Seguridad 
Nacional, así como aquellos otros que se determinen en cumplimiento de lo dispuesto en la 
mencionada Ley.

2. De acuerdo con lo dispuesto en el apartado quinto del citado Acuerdo del Consejo de 
Seguridad Nacional de 20 de enero de 2017, los miembros del Comité velarán por la 
coherencia y armonización de la información a trasladar en el seno del Comité, para lo cual 
se ordenarán con sus respectivos puntos de contacto de Seguridad Nacional, dando así 
cumplimiento a los principios y procedimientos de actuación previstos en el mencionado 
Acuerdo.

3. El Departamento de Seguridad Nacional, de acuerdo con lo establecido en el artículo 
20.4 de la Ley 36/2015, de 28 de septiembre, de Seguridad Nacional, mantendrá activados 
los mecanismos de enlace y coordinación permanentes con los organismos del conjunto de 
las Administraciones Públicas que sean necesarios para que el Sistema de Seguridad 
Nacional ejerza sus funciones y cumpla con sus objetivos, de manera continua y sin perjuicio 
de las funciones que correspondan al Comité de Situación en materia de gestión de crisis.

Octavo.  Grupos de trabajo.
1. El Comité podrá crear grupos de trabajo para la asistencia técnica en el desempeño 

de sus funciones, con la composición, objetivos, cometidos y calendario para su realización, 
que para cada caso se disponga. Los grupos de trabajo podrán incorporar a expertos en la 
materia o recabar su criterio e invitar a participar en sus actividades a representantes de las 
Administraciones Públicas y del sector público y privado.

2. Los grupos de trabajo responderán ante el Comité del resultado de sus cometidos y 
actividades que desarrollen.

3. El régimen de funcionamiento de los grupos de trabajo que se constituyan se 
determinará en las normas de régimen interno de las que se doten. En lo no previsto, se 
tendrá en cuenta lo dispuesto en la Sección 3.ª del Capítulo II, del Título Preliminar, de la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

Noveno.  Reuniones.
El Comité se reunirá con carácter presencial o a distancia a iniciativa de su Presidente 

como mínimo con carácter bimestral, o cuantas veces lo considere oportuno, atendiendo a 
las necesidades que en materia de lucha contra el terrorismo demande la Seguridad 
Nacional, todo ello conforme a lo dispuesto en este Acuerdo y en las Normas de régimen 
interno y de funcionamiento del Comité.

El contenido de este Acuerdo será tramitado por la Secretaría Técnica y órgano de 
trabajo permanente del Consejo de Seguridad Nacional.
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§ 2

Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. 
[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 281, de 24 de noviembre de 1995

Última modificación: 28 de abril de 2023
Referencia: BOE-A-1995-25444

[ . . . ]
LIBRO I

Disposiciones generales sobre los delitos, las personas responsables, las 
penas, medidas de seguridad y demás consecuencias de la infracción penal.

[ . . . ]
TÍTULO III

De las penas

CAPÍTULO I
De las penas, sus clases y efectos

[ . . . ]
Sección 2.ª De las penas privativas de libertad

[ . . . ]
Artículo 36.  

1. La pena de prisión permanente será revisada de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 92.

La clasificación del condenado en el tercer grado deberá ser autorizada por el tribunal 
previo pronóstico individualizado y favorable de reinserción social, oídos el Ministerio Fiscal e 
Instituciones Penitenciarias, y no podrá efectuarse:

a) Hasta el cumplimiento de veinte años de prisión efectiva, en el caso de que el penado 
lo hubiera sido por un delito del Capítulo VII del Título XXII del Libro II de este Código.

b) Hasta el cumplimiento de quince años de prisión efectiva, en el resto de los casos.
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En estos supuestos, el penado no podrá disfrutar de permisos de salida hasta que haya 
cumplido un mínimo de doce años de prisión, en el caso previsto en la letra a), y ocho años 
de prisión, en el previsto en la letra b).

2. La pena de prisión tendrá una duración mínima de tres meses y máxima de veinte 
años, salvo lo que excepcionalmente dispongan otros preceptos del presente Código.

Cuando la duración de la pena de prisión impuesta sea superior a cinco años, el juez o 
tribunal podrá ordenar que la clasificación del condenado en el tercer grado de tratamiento 
penitenciario no se efectúe hasta el cumplimiento de la mitad de la pena impuesta.

En cualquier caso, cuando la duración de la pena de prisión impuesta sea superior a 
cinco años y se trate de los delitos enumerados a continuación, la clasificación del 
condenado en el tercer grado de tratamiento penitenciario no podrá efectuarse hasta el 
cumplimiento de la mitad de la misma:

a) Delitos referentes a organizaciones y grupos terroristas y delitos de terrorismo del 
Capítulo VII del Título XXII del Libro II de este Código.

b) Delitos cometidos en el seno de una organización o grupo criminal.
c) Delitos del Título VII bis del Libro II de este Código, cuando la víctima sea una persona 

menor de edad o persona con discapacidad necesitada de especial protección.
d) Delitos del artículo 181.
e) Delitos del Capítulo V del Título VIII del Libro II de este Código, cuando la víctima sea 

menor de dieciséis años.
En los supuestos de las letras c), d) y e), si la condena fuera superior a cinco años de 

prisión la clasificación del condenado en el tercer grado de tratamiento penitenciario no 
podrá efectuarse sin valoración e informe específico acerca del aprovechamiento por el reo 
del programa de tratamiento para condenados por agresión sexual.

3. La autoridad judicial de vigilancia penitenciaria, previo pronóstico individualizado y 
favorable de reinserción social y valorando, en su caso, las circunstancias personales de la 
persona condenada y la evolución del tratamiento reeducador, podrá acordar 
razonadamente, oídos el Ministerio Fiscal, Instituciones Penitenciarias y las demás partes, la 
aplicación del régimen general de cumplimiento, salvo en los supuestos contenidos en el 
apartado anterior.

4. En todo caso, la autoridad judicial de vigilancia penitenciaria, según corresponda, 
podrá acordar, previo informe del Ministerio Fiscal, Instituciones Penitenciarias y las demás 
partes, la progresión a tercer grado por motivos humanitarios y de dignidad personal de las 
personas condenadas enfermas muy graves con padecimientos incurables y de las personas 
septuagenarias, valorando, especialmente, su escasa peligrosidad.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De la aplicación de las penas

[ . . . ]
Sección 2.ª Reglas especiales para la aplicación de las penas

[ . . . ]
Artículo 76.  

1. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, el máximo de cumplimiento efectivo de 
la condena del culpable no podrá exceder del triple del tiempo por el que se le imponga la 
más grave de las penas en que haya incurrido, declarando extinguidas las que procedan 
desde que las ya impuestas cubran dicho máximo, que no podrá exceder de 20 años. 
Excepcionalmente, este límite máximo será:

a) De 25 años, cuando el sujeto haya sido condenado por dos o más delitos y alguno de 
ellos esté castigado por la ley con pena de prisión de hasta 20 años.
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b) De 30 años, cuando el sujeto haya sido condenado por dos o más delitos y alguno de 
ellos esté castigado por la ley con pena de prisión superior a 20 años.

c) De 40 años, cuando el sujeto haya sido condenado por dos o más delitos y, al menos, 
dos de ellos estén castigados por la ley con pena de prisión superior a 20 años.

d) De 40 años, cuando el sujeto haya sido condenado por dos o más delitos referentes a 
organizaciones y grupos terroristas y delitos de terrorismo del Capítulo VII del Título XXII del 
Libro II de este Código y alguno de ellos esté castigado por la ley con pena de prisión 
superior a 20 años.

e) Cuando el sujeto haya sido condenado por dos o más delitos y, al menos, uno de ellos 
esté castigado por la ley con pena de prisión permanente revisable, se estará a lo dispuesto 
en los artículos 92 y 78 bis.

2. La limitación se aplicará aunque las penas se hayan impuesto en distintos procesos 
cuando lo hayan sido por hechos cometidos antes de la fecha en que fueron enjuiciados los 
que, siendo objeto de acumulación, lo hubieran sido en primer lugar.

[ . . . ]
Artículo 78.  

1. Si a consecuencia de las limitaciones establecidas en el apartado 1 del artículo 76 la 
pena a cumplir resultase inferior a la mitad de la suma total de las impuestas, el juez o 
tribunal sentenciador podrá acordar que los beneficios penitenciarios, los permisos de salida, 
la clasificación en tercer grado y el cómputo de tiempo para la libertad condicional se refieran 
a la totalidad de las penas impuestas en las sentencias.

2. En estos casos, el juez de vigilancia, previo pronóstico individualizado y favorable de 
reinserción social y valorando, en su caso, las circunstancias personales del reo y la 
evolución del tratamiento reeducador, podrá acordar razonadamente, oídos el Ministerio 
Fiscal, Instituciones Penitenciarias y las demás partes, la aplicación del régimen general de 
cumplimiento.

Si se tratase de delitos referentes a organizaciones y grupos terroristas y delitos de 
terrorismo del Capítulo VII del Título XXII del Libro II de este Código, o cometidos en el seno 
de organizaciones criminales, y atendiendo a la suma total de las penas impuestas, la 
anterior posibilidad sólo será aplicable:

a) Al tercer grado penitenciario, cuando quede por cumplir una quinta parte del límite 
máximo de cumplimiento de la condena.

b) A la libertad condicional, cuando quede por cumplir una octava parte del límite máximo 
de cumplimiento de la condena.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

De las formas sustitutivas de la ejecución de las penas privativas de libertad y 
de la libertad condicional.

[ . . . ]
Sección 2.ª De la sustitución de las penas privativas de libertad

[ . . . ]
Artículo 89.  

1. Las penas de prisión de más de un año impuestas a un ciudadano extranjero serán 
sustituidas por su expulsión del territorio español. Excepcionalmente, cuando resulte 
necesario para asegurar la defensa del orden jurídico y restablecer la confianza en la 
vigencia de la norma infringida por el delito, el juez o tribunal podrá acordar la ejecución de 
una parte de la pena que no podrá ser superior a dos tercios de su extensión, y la sustitución 
del resto por la expulsión del penado del territorio español. En todo caso, se sustituirá el 

ÁMBITOS DE LA SEGURIDAD NACIONAL: TERRORISMO

§ 2  Ley Orgánica del Código Penal [parcial]

– 8 –



resto de la pena por la expulsión del penado del territorio español cuando aquél acceda al 
tercer grado o le sea concedida la libertad condicional.

2. Cuando hubiera sido impuesta una pena de más de cinco años de prisión, o varias 
penas que excedieran de esa duración, el juez o tribunal acordará la ejecución de todo o 
parte de la pena, en la medida en que resulte necesario para asegurar la defensa del orden 
jurídico y restablecer la confianza en la vigencia de la norma infringida por el delito. En estos 
casos, se sustituirá la ejecución del resto de la pena por la expulsión del penado del territorio 
español, cuando el penado cumpla la parte de la pena que se hubiera determinado, acceda 
al tercer grado o se le conceda la libertad condicional.

3. El juez o tribunal resolverá en sentencia sobre la sustitución de la ejecución de la pena 
siempre que ello resulte posible. En los demás casos, una vez declarada la firmeza de la 
sentencia, se pronunciará con la mayor urgencia, previa audiencia al Fiscal y a las demás 
partes, sobre la concesión o no de la sustitución de la ejecución de la pena.

4. No procederá la sustitución cuando, a la vista de las circunstancias del hecho y las 
personales del autor, en particular su arraigo en España, la expulsión resulte 
desproporcionada.

La expulsión de un ciudadano de la Unión Europea solamente procederá cuando 
represente una amenaza grave para el orden público o la seguridad pública en atención a la 
naturaleza, circunstancias y gravedad del delito cometido, sus antecedentes y circunstancias 
personales.

Si hubiera residido en España durante los diez años anteriores procederá la expulsión 
cuando además:

a) Hubiera sido condenado por uno o más delitos contra la vida, libertad, integridad física 
y libertad e indemnidad sexuales castigados con pena máxima de prisión de más de cinco 
años y se aprecie fundadamente un riesgo grave de que pueda cometer delitos de la misma 
naturaleza.

b) Hubiera sido condenado por uno o más delitos de terrorismo u otros delitos cometidos 
en el seno de un grupo u organización criminal.

En estos supuestos será en todo caso de aplicación lo dispuesto en el apartado 2 de 
este artículo.

5. El extranjero no podrá regresar a España en un plazo de cinco a diez años, contados 
desde la fecha de su expulsión, atendidas la duración de la pena sustituida y las 
circunstancias personales del penado.

6. La expulsión llevará consigo el archivo de cualquier procedimiento administrativo que 
tuviera por objeto la autorización para residir o trabajar en España.

7. Si el extranjero expulsado regresara a España antes de transcurrir el período de 
tiempo establecido judicialmente, cumplirá las penas que fueron sustituidas, salvo que, 
excepcionalmente, el juez o tribunal, reduzca su duración cuando su cumplimiento resulte 
innecesario para asegurar la defensa del orden jurídico y restablecer la confianza en la 
norma jurídica infringida por el delito, en atención al tiempo transcurrido desde la expulsión y 
las circunstancias en las que se haya producido su incumplimiento.

No obstante, si fuera sorprendido en la frontera, será expulsado directamente por la 
autoridad gubernativa, empezando a computarse de nuevo el plazo de prohibición de 
entrada en su integridad.

8. Cuando, al acordarse la expulsión en cualquiera de los supuestos previstos en este 
artículo, el extranjero no se encuentre o no quede efectivamente privado de libertad en 
ejecución de la pena impuesta, el juez o tribunal podrá acordar, con el fin de asegurar la 
expulsión, su ingreso en un centro de internamiento de extranjeros, en los términos y con los 
límites y garantías previstos en la ley para la expulsión gubernativa.

En todo caso, si acordada la sustitución de la pena privativa de libertad por la expulsión, 
ésta no pudiera llevarse a efecto, se procederá a la ejecución de la pena originariamente 
impuesta o del período de condena pendiente, o a la aplicación, en su caso, de la 
suspensión de la ejecución de la misma.

9. No serán sustituidas las penas que se hubieran impuesto por la comisión de los delitos 
a que se refieren los artículos 177 bis, 312, 313 y 318 bis.
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Sección 3.ª De la libertad condicional

[ . . . ]
Artículo 92.  

1. El tribunal acordará la suspensión de la ejecución de la pena de prisión permanente 
revisable cuando se cumplan los siguientes requisitos:

a) Que el penado haya cumplido veinticinco años de su condena, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo 78 bis para los casos regulados en el mismo.

b) Que se encuentre clasificado en tercer grado.
c) Que el tribunal, a la vista de la personalidad del penado, sus antecedentes, las 

circunstancias del delito cometido, la relevancia de los bienes jurídicos que podrían verse 
afectados por una reiteración en el delito, su conducta durante el cumplimiento de la pena, 
sus circunstancias familiares y sociales, y los efectos que quepa esperar de la propia 
suspensión de la ejecución y del cumplimiento de las medidas que fueren impuestas, pueda 
fundar, previa valoración de los informes de evolución remitidos por el centro penitenciario y 
por aquellos especialistas que el propio tribunal determine, la existencia de un pronóstico 
favorable de reinserción social.

En el caso de que el penado lo hubiera sido por varios delitos, el examen de los 
requisitos a que se refiere la letra c) se realizará valorando en su conjunto todos los delitos 
cometidos.

El tribunal resolverá sobre la suspensión de la pena de prisión permanente revisable tras 
un procedimiento oral contradictorio en el que intervendrán el Ministerio Fiscal y el penado, 
asistido por su abogado.

2. Si se tratase de delitos referentes a organizaciones y grupos terroristas y delitos de 
terrorismo del Capítulo VII del Título XXII del Libro II de este Código, será además necesario 
que el penado muestre signos inequívocos de haber abandonado los fines y los medios de la 
actividad terrorista y haya colaborado activamente con las autoridades, bien para impedir la 
producción de otros delitos por parte de la organización o grupo terrorista, bien para atenuar 
los efectos de su delito, bien para la identificación, captura y procesamiento de responsables 
de delitos terroristas, para obtener pruebas o para impedir la actuación o el desarrollo de las 
organizaciones o asociaciones a las que haya pertenecido o con las que haya colaborado, lo 
que podrá acreditarse mediante una declaración expresa de repudio de sus actividades 
delictivas y de abandono de la violencia y una petición expresa de perdón a las víctimas de 
su delito, así como por los informes técnicos que acrediten que el preso está realmente 
desvinculado de la organización terrorista y del entorno y actividades de asociaciones y 
colectivos ilegales que la rodean y su colaboración con las autoridades.

3. La suspensión de la ejecución tendrá una duración de cinco a diez años. El plazo de 
suspensión y libertad condicional se computará desde la fecha de puesta en libertad del 
penado. Son aplicables las normas contenidas en el párrafo segundo del apartado 1 del 
artículo 80 y en los artículos 83, 86, 87 y 91.

El juez o tribunal, a la vista de la posible modificación de las circunstancias valoradas, 
podrá modificar la decisión que anteriormente hubiera adoptado conforme al artículo 83, y 
acordar la imposición de nuevas prohibiciones, deberes o prestaciones, la modificación de 
las que ya hubieran sido acordadas, o el alzamiento de las mismas.

Asimismo, el juez de vigilancia penitenciaria revocará la suspensión de la ejecución del 
resto de la pena y la libertad condicional concedida cuando se ponga de manifiesto un 
cambio de las circunstancias que hubieran dado lugar a la suspensión que no permita 
mantener ya el pronóstico de falta de peligrosidad en que se fundaba la decisión adoptada.

4. Extinguida la parte de la condena a que se refiere la letra a) del apartado 1 de este 
artículo o, en su caso, en el artículo 78 bis, el tribunal deberá verificar, al menos cada dos 
años, el cumplimiento del resto de requisitos de la libertad condicional. El tribunal resolverá 
también las peticiones de concesión de la libertad condicional del penado, pero podrá fijar un 
plazo de hasta un año dentro del cual, tras haber sido rechazada una petición, no se dará 
curso a sus nuevas solicitudes.
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Téngase en cuenta que el apartado 3, párrafo tercero, y el apartado 4, en la redacción dada 
por el art. único.51 de la Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo, no son inconstitucionales 
siempre que se interpreten en el sentido establecido en el fundamento jurídico 9 b) de la 
Sentencia del TC 169/2021, de 6 de octubre. Ref. BOE-A-2021-18372

[ . . . ]
TÍTULO VI

De las consecuencias accesorias

[ . . . ]
Artículo 127 bis.  

1. El juez o tribunal ordenará también el decomiso de los bienes, efectos y ganancias 
pertenecientes a una persona condenada por alguno de los siguientes delitos cuando 
resuelva, a partir de indicios objetivos fundados, que los bienes o efectos provienen de una 
actividad delictiva, y no se acredite su origen lícito:

a) Delitos de trata de seres humanos.
a bis) Delitos de tráfico de órganos.
b) Delitos relativos a la prostitución y a la explotación sexual y corrupción de menores y 

delitos de abusos y agresiones sexuales a menores de dieciséis años.
c) Delitos informáticos de los apartados 2 y 3 del artículo 197 y artículo 264.
d) Delitos contra el patrimonio y contra el orden socioeconómico en los supuestos de 

continuidad delictiva y reincidencia.
e) Delitos relativos a las insolvencias punibles.
f) Delitos contra la propiedad intelectual o industrial.
g) Delitos de corrupción en los negocios.
h) Delitos de receptación del apartado 2 del artículo 298.
i) Delitos de blanqueo de capitales.
j) Delitos contra la Hacienda pública y la Seguridad Social.
k) Delitos contra los derechos de los trabajadores de los artículos 311 a 313.
l) Delitos contra los derechos de los ciudadanos extranjeros.
m) Delitos contra la salud pública de los artículos 368 a 373.
n) Delitos de falsificación de moneda.
o) Delitos de cohecho.
p) Delitos de malversación.
q) Delitos de terrorismo.
r) Delitos cometidos en el seno de una organización o grupo criminal.
2. A los efectos de lo previsto en el apartado 1 de este artículo, se valorarán, 

especialmente, entre otros, los siguientes indicios:
1.º La desproporción entre el valor de los bienes y efectos de que se trate y los ingresos 

de origen lícito de la persona condenada.
2.º La ocultación de la titularidad o de cualquier poder de disposición sobre los bienes o 

efectos mediante la utilización de personas físicas o jurídicas o entes sin personalidad 
jurídica interpuestos, o paraísos fiscales o territorios de nula tributación que oculten o 
dificulten la determinación de la verdadera titularidad de los bienes.

3.º La transferencia de los bienes o efectos mediante operaciones que dificulten o 
impidan su localización o destino y que carezcan de una justificación legal o económica 
válida.

3. En estos supuestos será también aplicable lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 
anterior.
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4. Si posteriormente el condenado lo fuera por hechos delictivos similares cometidos con 
anterioridad, el juez o tribunal valorará el alcance del decomiso anterior acordado al resolver 
sobre el decomiso en el nuevo procedimiento.

5. El decomiso a que se refiere este artículo no será acordado cuando las actividades 
delictivas de las que provengan los bienes o efectos hubieran prescrito o hubieran sido ya 
objeto de un proceso penal resuelto por sentencia absolutoria o resolución de 
sobreseimiento con efectos de cosa juzgada.

[ . . . ]
Artículo 129 bis.  

Si se trata de condenados por la comisión de un delito grave contra la vida, la integridad 
de las personas, la libertad, la libertad o indemnidad sexual, de terrorismo, o cualquier otro 
delito grave que conlleve un riesgo grave para la vida, la salud o la integridad física de las 
personas, cuando de las circunstancias del hecho, antecedentes, valoración de su 
personalidad, o de otra información disponible pueda valorarse que existe un peligro 
relevante de reiteración delictiva, el juez o tribunal podrá acordar la toma de muestras 
biológicas de su persona y la realización de análisis para la obtención de identificadores de 
ADN e inscripción de los mismos en la base de datos policial. Únicamente podrán llevarse a 
cabo los análisis necesarios para obtener los identificadores que proporcionen, 
exclusivamente, información genética reveladora de la identidad de la persona y de su sexo.

Si el afectado se opusiera a la recogida de las muestras, podrá imponerse su ejecución 
forzosa mediante el recurso a las medidas coactivas mínimas indispensables para su 
ejecución, que deberán ser en todo caso proporcionadas a las circunstancias del caso y 
respetuosas con su dignidad.

TÍTULO VII
De la extinción de la responsabilidad criminal y sus efectos

CAPÍTULO I
De las causas que extinguen la responsabilidad criminal

[ . . . ]
Artículo 131.  

1. Los delitos prescriben:
A los veinte años, cuando la pena máxima señalada al delito sea prisión de quince o más 

años.
A los quince, cuando la pena máxima señalada por la ley sea inhabilitación por más de 

diez años, o prisión por más de diez y menos de quince años.
A los diez, cuando la pena máxima señalada por la ley sea prisión o inhabilitación por 

más de cinco años y que no exceda de diez.
A los cinco, los demás delitos, excepto los delitos leves y los delitos de injurias y 

calumnias, que prescriben al año.
2. Cuando la pena señalada por la ley fuere compuesta, se estará, para la aplicación de 

las reglas comprendidas en este artículo, a la que exija mayor tiempo para la prescripción.
3. Los delitos de lesa humanidad y de genocidio y los delitos contra las personas y 

bienes protegidos en caso de conflicto armado, salvo los castigados en el artículo 614, no 
prescribirán en ningún caso.

Tampoco prescribirán los delitos de terrorismo, si hubieren causado la muerte de una 
persona.

4. En los supuestos de concurso de infracciones o de infracciones conexas, el plazo de 
prescripción será el que corresponda al delito más grave.
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[ . . . ]
Artículo 133.  

1. Las penas impuestas por sentencia firme prescriben:
A los 30 años, las de prisión por más de 20 años.
A los 25 años, las de prisión de 15 o más años sin que excedan de 20.
A los 20, las de inhabilitación por más de 10 años y las de prisión por más de 10 y 

menos de 15.
A los 15, las de inhabilitación por más de seis años y que no excedan de 10, y las de 

prisión por más de cinco años y que no excedan de 10.
A los 10, las restantes penas graves.
A los cinco, las penas menos graves.
Al año, las penas leves.
2. Las penas impuestas por los delitos de lesa humanidad y de genocidio y por los 

delitos contra las personas y bienes protegidos en caso de conflicto armado, salvo los 
castigados en el artículo 614, no prescribirán en ningún caso.

Tampoco prescribirán las penas impuestas por delitos de terrorismo, si estos hubieren 
causado la muerte de una persona.

[ . . . ]
LIBRO II

Delitos y sus penas

[ . . . ]
TÍTULO XX

Delitos contra la Administración de Justicia

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Del encubrimiento

Artículo 451.  
Será castigado con la pena de prisión de seis meses a tres años el que, con 

conocimiento de la comisión de un delito y sin haber intervenido en el mismo como autor o 
cómplice, interviniere con posterioridad a su ejecución, de alguno de los modos siguientes:

1.º Auxiliando a los autores o cómplices para que se beneficien del provecho, producto o 
precio del delito, sin ánimo de lucro propio.

2.º Ocultando, alterando o inutilizando el cuerpo, los efectos o los instrumentos de un 
delito, para impedir su descubrimiento.

3.º Ayudando a los presuntos responsables de un delito a eludir la investigación de la 
autoridad o de sus agentes, o a sustraerse a su busca o captura, siempre que concurra 
alguna de las circunstancias siguientes:

a) Que el hecho encubierto sea constitutivo de traición, homicidio del Rey o de la Reina o 
de cualquiera de sus ascendientes o descendientes, de la Reina consorte o del consorte de 
la Reina, del Regente o de algún miembro de la Regencia, o del Príncipe o de la Princesa de 
Asturias, genocidio, delito de lesa humanidad, delito contra las personas y bienes protegidos 
en caso de conflicto armado, rebelión, terrorismo, homicidio, piratería, trata de seres 
humanos o tráfico ilegal de órganos.

b) Que el favorecedor haya obrado con abuso de funciones públicas. En este caso se 
impondrá, además de la pena de privación de libertad, la de inhabilitación especial para 
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empleo o cargo público por tiempo de dos a cuatro años si el delito encubierto fuere menos 
grave, y la de inhabilitación absoluta por tiempo de seis a doce años si aquél fuera grave.

[ . . . ]
TÍTULO XXII

Delitos contra el orden público

[ . . . ]
CAPÍTULO VII

De las organizaciones y grupos terroristas y de los delitos de terrorismo

Sección 1.ª De las organizaciones y grupos terroristas

Artículo 571.  
A los efectos de este Código se considerarán organizaciones o grupos terroristas 

aquellas agrupaciones que, reuniendo las características respectivamente establecidas en el 
párrafo segundo del apartado 1 del artículo 570 bis y en el párrafo segundo del apartado 1 
del artículo 570 ter, tengan por finalidad o por objeto la comisión de alguno de los delitos 
tipificados en la sección siguiente.

Artículo 572.  
1. Quienes promovieran, constituyeran, organizaran o dirigieran una organización o 

grupo terrorista serán castigados con las penas de prisión de ocho a quince años e 
inhabilitación absoluta durante el tiempo de la condena.

2. Quienes participaran activamente en la organización o grupo, o formaran parte de 
ellos, serán castigados con las penas de prisión de seis a doce años e inhabilitación absoluta 
durante el tiempo de la condena.

Sección 2.ª De los delitos de terrorismo

Artículo 573.  
1. Se considerará delito de terrorismo la comisión de cualquier delito grave contra la vida 

o la integridad física, la libertad, la integridad moral, la libertad e indemnidad sexuales, el 
patrimonio, los recursos naturales o el medio ambiente, la salud pública, de riesgo 
catastrófico, incendio, de falsedad documental, contra la Corona, de atentado y tenencia, 
tráfico y depósito de armas, municiones o explosivos, previstos en el presente Código, y el 
apoderamiento de aeronaves, buques u otros medios de transporte colectivo o de 
mercancías, cuando se llevaran a cabo con cualquiera de las siguientes finalidades:

1.ª Subvertir el orden constitucional, o suprimir o desestabilizar gravemente el 
funcionamiento de las instituciones políticas o de las estructuras económicas o sociales del 
Estado, u obligar a los poderes públicos a realizar un acto o a abstenerse de hacerlo.

2.ª Alterar gravemente la paz pública.
3.ª Desestabilizar gravemente el funcionamiento de una organización internacional.
4.ª Provocar un estado de terror en la población o en una parte de ella.
2. Se considerarán igualmente delitos de terrorismo los delitos informáticos tipificados en 

los artículos 197 bis y 197 ter y 264 a 264 quater cuando los hechos se cometan con alguna 
de las finalidades a las que se refiere el apartado anterior.

3. Asimismo, tendrán la consideración de delitos de terrorismo el resto de los delitos 
tipificados en este Capítulo.
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Artículo 573 bis.  
1. Los delitos de terrorismo a los que se refiere el apartado 1 del artículo anterior serán 

castigados con las siguientes penas:
1.ª Con la de prisión por el tiempo máximo previsto en este Código si se causara la 

muerte de una persona.
2.ª Con la de prisión de veinte a veinticinco años cuando, en los casos de secuestro o 

detención ilegal, no se dé razón del paradero de la persona.
3.ª Con la de prisión de quince a veinte años si se causara un aborto del artículo 144, se 

produjeran lesiones de las tipificadas en los artículos 149, 150, 157 o 158, el secuestro de 
una persona, o estragos o incendio de los previstos respectivamente en los artículos 346 y 
351.

4.ª Con la de prisión de diez a quince años si se causara cualquier otra lesión, o se 
detuviera ilegalmente, amenazara o coaccionara a una persona.

5.ª Y con la pena prevista para el delito cometido en su mitad superior, pudiéndose llegar 
a la superior en grado, cuando se tratase de cualquier otro de los delitos a que se refiere el 
apartado 1 del artículo anterior.

2. Las penas se impondrán en su mitad superior si los hechos se cometieran contra las 
personas mencionadas en el apartado 3 del artículo 550 o contra miembros de las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad o de las Fuerzas Armadas o contra empleados públicos que presten 
servicio en instituciones penitenciarias.

3. Los delitos de terrorismo a los que se refiere el apartado 2 del artículo anterior se 
castigarán con la pena superior en grado a la respectivamente prevista en los 
correspondientes artículos.

4. El delito de desórdenes públicos previsto en los apartados 2 y 3 del artículo 557, así 
como el delito de rebelión, cuando se cometan por una organización o grupo terrorista o 
individualmente pero amparados en ellos, se castigarán con la pena superior en grado a las 
previstas para tales delitos.

Artículo 574.  
1. El depósito de armas o municiones, la tenencia o depósito de sustancias o aparatos 

explosivos, inflamables, incendiarios o asfixiantes, o de sus componentes, así como su 
fabricación, tráfico, transporte o suministro de cualquier forma, y la mera colocación o 
empleo de tales sustancias o de los medios o artificios adecuados, serán castigados con la 
pena de prisión de ocho a quince años cuando los hechos se cometan con cualquiera de las 
finalidades expresadas en el apartado 1 del artículo 573.

2. Se impondrá la pena de diez a veinte años de prisión cuando se trate de armas, 
sustancias o aparatos nucleares, radiológicos, químicos o biológicos, o cualesquiera otros de 
similar potencia destructiva.

3. Serán también castigados con la pena de diez a veinte años de prisión quienes, con 
las mismas finalidades indicadas en el apartado 1, desarrollen armas químicas o biológicas, 
o se apoderen, posean, transporten, faciliten a otros o manipulen materiales nucleares, 
elementos radioactivos o materiales o equipos productores de radiaciones ionizantes.

Artículo 575.  
1. Será castigado con la pena de prisión de dos a cinco años quien, con la finalidad de 

capacitarse para llevar a cabo cualquiera de los delitos tipificados en este Capítulo, reciba 
adoctrinamiento o adiestramiento militar o de combate, o en técnicas de desarrollo de armas 
químicas o biológicas, de elaboración o preparación de sustancias o aparatos explosivos, 
inflamables, incendiarios o asfixiantes, o específicamente destinados a facilitar la comisión 
de alguna de tales infracciones.

2. Con la misma pena se castigará a quien, con la misma finalidad de capacitarse para 
cometer alguno de los delitos tipificados en este Capítulo, lleve a cabo por sí mismo 
cualquiera de las actividades previstas en el apartado anterior.

Se entenderá que comete este delito quien, con tal finalidad, acceda de manera habitual 
a uno o varios servicios de comunicación accesibles al público en línea o contenidos 
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accesibles a través de internet o de un servicio de comunicaciones electrónicas cuyos 
contenidos estén dirigidos o resulten idóneos para incitar a la incorporación a una 
organización o grupo terrorista, o a colaborar con cualquiera de ellos o en sus fines. Los 
hechos se entenderán cometidos en España cuando se acceda a los contenidos desde el 
territorio español.

Asimismo se entenderá que comete este delito quien, con la misma finalidad, adquiera o 
tenga en su poder documentos que estén dirigidos o, por su contenido, resulten idóneos 
para incitar a la incorporación a una organización o grupo terrorista o a colaborar con 
cualquiera de ellos o en sus fines.

3. La misma pena se impondrá a quien, para ese mismo fin, o para colaborar con una 
organización o grupo terrorista, o para cometer cualquiera de los delitos comprendidos en 
este Capítulo, se traslade o establezca en un territorio extranjero.

Artículo 576.  
1. Será castigado con la pena de prisión de cinco a diez años y multa del triple al 

quíntuplo de su valor el que, por cualquier medio, directa o indirectamente, recabe, adquiera, 
posea, utilice, convierta, transmita o realice cualquier otra actividad con bienes o valores de 
cualquier clase con la intención de que se utilicen, o a sabiendas de que serán utilizados, en 
todo o en parte, para cometer cualquiera de los delitos comprendidos en este Capítulo.

2. Si los bienes o valores se pusieran efectivamente a disposición del responsable del 
delito de terrorismo, se podrá imponer la pena superior en grado. Si llegaran a ser 
empleados para la ejecución de actos terroristas concretos, el hecho se castigará como 
coautoría o complicidad, según los casos.

3. En el caso de que la conducta a que se refiere el apartado 1 se hubiera llevado a cabo 
atentando contra el patrimonio, cometiendo extorsión, falsedad documental o mediante la 
comisión de cualquier otro delito, éstos se castigarán con la pena superior en grado a la que 
les corresponda, sin perjuicio de imponer además la que proceda conforme a los apartados 
anteriores.

4. El que estando específicamente sujeto por la ley a colaborar con la autoridad en la 
prevención de las actividades de financiación del terrorismo dé lugar, por imprudencia grave 
en el cumplimiento de dichas obligaciones, a que no sea detectada o impedida cualquiera de 
las conductas descritas en el apartado 1 será castigado con la pena inferior en uno o dos 
grados a la prevista en él.

Artículo 577.  
1. Será castigado con las penas de prisión de cinco a diez años y multa de dieciocho a 

veinticuatro meses el que lleve a cabo, recabe o facilite cualquier acto de colaboración con 
las actividades o las finalidades de una organización, grupo o elemento terrorista, o para 
cometer cualquiera de los delitos comprendidos en este Capítulo.

En particular son actos de colaboración la información o vigilancia de personas, bienes o 
instalaciones, la construcción, acondicionamiento, cesión o utilización de alojamientos o 
depósitos, la ocultación, acogimiento o traslado de personas, la organización de prácticas de 
entrenamiento o la asistencia a ellas, la prestación de servicios tecnológicos, y cualquier otra 
forma equivalente de cooperación o ayuda a las actividades de las organizaciones o grupos 
terroristas, grupos o personas a que se refiere el párrafo anterior.

Cuando la información o vigilancia de personas mencionada en el párrafo anterior ponga 
en peligro la vida, la integridad física, la libertad o el patrimonio de las mismas se impondrá 
la pena prevista en este apartado en su mitad superior. Si se produjera la lesión de 
cualquiera de estos bienes jurídicos se castigará el hecho como coautoría o complicidad, 
según los casos.

2. Las penas previstas en el apartado anterior se impondrán a quienes lleven a cabo 
cualquier actividad de captación, adoctrinamiento o adiestramiento, que esté dirigida o que, 
por su contenido, resulte idónea para incitar a incorporarse a una organización o grupo 
terrorista, o para cometer cualquiera de los delitos comprendidos en este Capítulo.

Asimismo se impondrán estas penas a los que faciliten adiestramiento o instrucción 
sobre la fabricación o uso de explosivos, armas de fuego u otras armas o sustancias nocivas 
o peligrosas, o sobre métodos o técnicas especialmente adecuados para la comisión de 
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alguno de los delitos del artículo 573, con la intención o conocimiento de que van a ser 
utilizados para ello.

Las penas se impondrán en su mitad superior, pudiéndose llegar a la superior en grado, 
cuando los actos previstos en este apartado se hubieran dirigido a menores de edad o 
personas con discapacidad necesitadas de especial protección o a mujeres víctimas de trata 
con el fin de convertirlas en cónyuges, compañeras o esclavas sexuales de los autores del 
delito, sin perjuicio de imponer las que además procedan por los delitos contra la libertad 
sexual cometidos.

3. Si la colaboración con las actividades o las finalidades de una organización o grupo 
terrorista, o en la comisión de cualquiera de los delitos comprendidos en este Capítulo, se 
hubiera producido por imprudencia grave se impondrá la pena de prisión de seis a dieciocho 
meses y multa de seis a doce meses.

Artículo 578.  
1. El enaltecimiento o la justificación públicos de los delitos comprendidos en los 

artículos 572 a 577 o de quienes hayan participado en su ejecución, o la realización de actos 
que entrañen descrédito, menosprecio o humillación de las víctimas de los delitos terroristas 
o de sus familiares, se castigará con la pena de prisión de uno a tres años y multa de doce a 
dieciocho meses. El juez también podrá acordar en la sentencia, durante el período de 
tiempo que él mismo señale, alguna o algunas de las prohibiciones previstas en el artículo 
57.

2. Las penas previstas en el apartado anterior se impondrán en su mitad superior cuando 
los hechos se hubieran llevado a cabo mediante la difusión de servicios o contenidos 
accesibles al público a través de medios de comunicación, internet, o por medio de servicios 
de comunicaciones electrónicas o mediante el uso de tecnologías de la información.

3. Cuando los hechos, a la vista de sus circunstancias, resulten idóneos para alterar 
gravemente la paz pública o crear un grave sentimiento de inseguridad o temor a la sociedad 
o parte de ella se impondrá la pena en su mitad superior, que podrá elevarse hasta la 
superior en grado.

4. El juez o tribunal acordará la destrucción, borrado o inutilización de los libros, archivos, 
documentos, artículos o cualquier otro soporte por medio del que se hubiera cometido el 
delito. Cuando el delito se hubiera cometido a través de tecnologías de la información y la 
comunicación se acordará la retirada de los contenidos.

Si los hechos se hubieran cometido a través de servicios o contenidos accesibles a 
través de internet o de servicios de comunicaciones electrónicas, el juez o tribunal podrá 
ordenar la retirada de los contenidos o servicios ilícitos. Subsidiariamente, podrá ordenar a 
los prestadores de servicios de alojamiento que retiren los contenidos ilícitos, a los motores 
de búsqueda que supriman los enlaces que apunten a ellos y a los proveedores de servicios 
de comunicaciones electrónicas que impidan el acceso a los contenidos o servicios ilícitos 
siempre que concurra alguno de los siguientes supuestos:

a) Cuando la medida resulte proporcionada a la gravedad de los hechos y a la relevancia 
de la información y necesaria para evitar su difusión.

b) Cuando se difundan exclusiva o preponderantemente los contenidos a los que se 
refieren los apartados anteriores.

5. Las medidas previstas en el apartado anterior podrán también ser acordadas por el 
juez instructor con carácter cautelar durante la instrucción de la causa.

Artículo 579.  
1. Será castigado con la pena inferior en uno o dos grados a la prevista para el delito de 

que se trate el que, por cualquier medio, difunda públicamente mensajes o consignas que 
tengan como finalidad o que, por su contenido, sean idóneos para incitar a otros a la 
comisión de alguno de los delitos de este Capítulo.

2. La misma pena se impondrá al que, públicamente o ante una concurrencia de 
personas, incite a otros a la comisión de alguno de los delitos de este Capítulo, así como a 
quien solicite a otra persona que los cometa.
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3. Los demás actos de provocación, conspiración y proposición para cometer alguno de 
los delitos regulados en este Capítulo se castigarán también con la pena inferior en uno o 
dos grados a la que corresponda respectivamente a los hechos previstos en este Capítulo.

4. En los casos previstos en este precepto, los jueces o tribunales podrán adoptar las 
medidas establecidas en los apartados 4 y 5 del artículo anterior.

Artículo 579 bis.  
1. El responsable de los delitos previstos en este Capítulo, sin perjuicio de las penas que 

correspondan con arreglo a los artículos precedentes, será también castigado, atendiendo 
proporcionalmente a la gravedad del delito, el número de los cometidos y a las 
circunstancias que concurran en el delincuente, con las penas de inhabilitación absoluta, 
inhabilitación especial para profesión u oficio educativos, en los ámbitos docente, deportivo y 
de tiempo libre, por un tiempo superior entre seis y veinte años al de la duración de la pena 
de privación de libertad impuesta en su caso en la sentencia.

2. Al condenado a pena grave privativa de libertad por uno o más delitos comprendidos 
en este Capítulo se le impondrá además la medida de libertad vigilada de cinco a diez años, 
y de uno a cinco años si la pena privativa de libertad fuera menos grave. No obstante lo 
anterior, cuando se trate de un solo delito que no sea grave, y su autor hubiere delinquido 
por primera vez, el tribunal podrá imponer o no la medida de libertad vigilada, en atención a 
su menor peligrosidad.

3. En los delitos previstos en este Capítulo, los jueces y tribunales, razonándolo en 
sentencia, podrán imponer la pena inferior en uno o dos grados a la señalada para el delito 
de que se trate, cuando el sujeto haya abandonado voluntariamente sus actividades 
delictivas, se presente a las autoridades confesando los hechos en que haya participado y 
colabore activamente con éstas para impedir la producción del delito, o coadyuve 
eficazmente a la obtención de pruebas decisivas para la identificación o captura de otros 
responsables o para impedir la actuación o el desarrollo de organizaciones, grupos u otros 
elementos terroristas a los que haya pertenecido o con los que haya colaborado.

4. Los jueces y tribunales, motivadamente, atendiendo a las circunstancias concretas, 
podrán imponer también la pena inferior en uno o dos grados a la señalada en este Capítulo 
para el delito de que se trate, cuando el hecho sea objetivamente de menor gravedad, 
atendidos el medio empleado o el resultado producido.

Artículo 580.  
En todos los delitos de terrorismo, la condena de un juez o tribunal extranjero será 

equiparada a las sentencias de los jueces o tribunales españoles a los efectos de aplicación 
de la agravante de reincidencia.

Artículo 580 bis.  
Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea 

responsable de los delitos recogidos en este Capítulo, se le impondrán las siguientes penas:
a) Multa de dos a cinco años, o del doble al cuádruple del perjuicio causado cuando la 

cantidad resultante fuese más elevada, si el delito cometido por la persona física tiene 
prevista una pena de más de dos años de privación de libertad.

b) Multa de seis meses a dos años, o del doble al triple del perjuicio causado si la 
cantidad resultante fuese más elevada, en el resto de los casos.

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán 
asimismo imponer las penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33.

[ . . . ]
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§ 3

Ley 23/2014, de 20 de noviembre, de reconocimiento mutuo de 
resoluciones penales en la Unión Europea. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 282, de 21 de noviembre de 2014

Última modificación: 2 de julio de 2021
Referencia: BOE-A-2014-12029

[ . . . ]
TÍTULO VIII

Resoluciones de decomiso

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 157.  Resoluciones de decomiso.
1. Las resoluciones cuyo régimen de reconocimiento y ejecución se regula por este 

Título son aquellas por las que un órgano jurisdiccional impone una sanción o medida firme a 
raíz de un procedimiento relacionado con una o varias infracciones penales, que tiene como 
resultado la privación definitiva de bienes.

2. La resolución de decomiso puede afectar a cualquier tipo de bienes, ya sean 
materiales o inmateriales, muebles o inmuebles, así como a los documentos con fuerza 
jurídica u otros documentos acreditativos de un título o derecho sobre esos bienes respecto 
de los cuales el órgano jurisdiccional del Estado de emisión haya decidido:

a) Que constituyen el producto de una infracción penal o equivalen total o parcialmente 
al valor de dicho producto.

b) Que constituyen los instrumentos de dicha infracción.
c) Que pueden ser decomisados con motivo de la aplicación en el Estado de emisión de 

cualquiera de los supuestos de potestad de decomiso ampliada que se especifican en el 
artículo 3, apartados 1 y 2, de la Decisión Marco 2005/212/JAI, del Consejo, de 24 de febrero 
de 2005, relativa al decomiso de los productos, instrumentos y bienes relacionados con el 
delito.

d) O que pueden ser decomisados a tenor de cualesquiera otras disposiciones 
relacionadas con una potestad de decomiso ampliada de conformidad con el Derecho del 
Estado de emisión.
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Artículo 158.  Autoridades judiciales competentes en España para transmitir y ejecutar una 
resolución de decomiso.

1. Son autoridades de emisión de una resolución de decomiso los Jueces o Tribunales 
penales que conozcan de la ejecución de la sentencia donde se imponga como 
consecuencia accesoria el decomiso de un bien.

2. Es autoridad competente para reconocer y ejecutar la resolución de decomiso el Juez 
de lo Penal del lugar donde se encuentre cualquiera de los bienes objeto de decomiso.

El cambio sobrevenido de la ubicación del bien no implicará una pérdida de la 
competencia del Juez de lo Penal que hubiera acordado el reconocimiento y la ejecución de 
la resolución de decomiso transmitida a España.

Si el certificado se hubiese emitido en relación con varios bienes ubicados en 
circunscripciones distintas, el Juez de lo Penal que primero lo reciba y en cuya 
circunscripción se encuentre al menos uno de dichos bienes será competente para conocer 
del decomiso de todos los demás.

Si la autoridad emisora no conociera el lugar de ubicación del bien a decomisar y sí 
indicara en el certificado el lugar de residencia o domicilio social de la persona frente a la 
que se dictó la resolución, será competente el Juez de lo Penal de dicha localidad, aun 
cuando se constatase con posterioridad que el bien está ubicado en otra circunscripción o 
que la persona ha trasladado su domicilio.

Si un mismo certificado se hubiese emitido en relación con varias personas, con 
residencia en varios lugares distintos del territorio español, el Juez de lo Penal que primero 
lo reciba y en cuya circunscripción se encuentre al menos uno de dichos domicilios será 
competente para conocer del decomiso decretado frente al resto de las personas reseñadas 
en el certificado.

CAPÍTULO II
Transmisión de una resolución de decomiso

Artículo 159.  Transmisión de una resolución de decomiso.
1. La resolución de decomiso se transmitirá a la autoridad competente del Estado 

miembro de la Unión Europea en el que tenga motivos fundados de que se encuentran los 
bienes objeto de decomiso.

2. En caso de que en relación con esos bienes se hubiera dictado y ejecutado con 
anterioridad una resolución de embargo de bienes o de aseguramiento de pruebas en 
procedimientos penales, el Juez de lo Penal recabará los antecedentes al Juez de 
Instrucción a los efectos de continuar su tramitación.

3. Cuando se trate de una resolución de decomiso relativa a una cantidad de dinero, se 
transmitirá a la autoridad competente del Estado miembro de la Unión Europea en el que 
tenga motivos fundados para creer que la persona natural o jurídica contra la que se ha 
dictado la resolución tiene bienes o ingresos.

4. Si la autoridad judicial penal española no tiene motivos fundados que le permitan 
determinar el Estado al que pueda trasladar la resolución de decomiso, la transmitirá a la 
autoridad competente del Estado miembro donde la persona natural o jurídica contra la que 
se ha dictado la resolución resida habitualmente o tenga su domicilio social, 
respectivamente.

Artículo 160.  Documentación de la resolución de decomiso.
La resolución de decomiso se documentará en el certificado previsto en el anexo XI y se 

remitirá conjuntamente con la resolución judicial que acuerde la privación definitiva del bien.
En el certificado se señalará específicamente que no cabe imponer penas privativas de 

libertad o de otros derechos como alternativa a la resolución de decomiso.
Asimismo, en caso de que en relación con los bienes objeto de decomiso se hubiera 

ejecutado con anterioridad una resolución de embargo preventivo de bienes o de 
aseguramiento de pruebas se hará constar así expresamente.
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Artículo 161.  Procedimiento para la transmisión de la resolución de decomiso.
1. Con carácter previo a la emisión podrá recabarse de la autoridad competente del 

Estado de ejecución o de los organismos que puedan facilitar la información sobre los bienes 
o ingresos a los que afecta la medida, así como la residencia habitual o domicilio social de la 
persona a la que afecta el decomiso.

2. La resolución de decomiso podrá emitirse de oficio o a instancia de parte. En este 
último caso, se solicitará a la parte que aporte justificación documental u otro tipo de indicio 
fehaciente que evidencie la existencia del bien concreto y que se encuentra en el territorio 
del Estado de ejecución, de la existencia de ingresos en dicho Estado o de que la persona 
frente a la que se dirige la resolución tiene en el mismo su residencia habitual o sede social.

3. Durante esta tramitación podrán emitirse resoluciones de embargo preventivo de 
bienes o de aseguramiento de pruebas u otro tipo de peticiones de asistencia judicial 
convencional que garanticen la ejecución del decomiso una vez sea emitido.

Artículo 162.  Transmisión de una resolución de decomiso a más de un Estado miembro.
1. Una resolución de decomiso referente a bienes concretos se podrá transmitir 

simultáneamente a más de un Estado de ejecución cuando se dé alguno de los siguientes 
supuestos:

a) Que la autoridad judicial española competente tenga motivos fundados para creer que 
los distintos bienes objeto de la resolución de decomiso se encuentran en distintos Estados 
de ejecución.

b) Que el decomiso de un bien concreto incluido en la resolución de decomiso requiera la 
intervención en más de un Estado de ejecución.

c) Que la autoridad judicial española competente tenga motivos fundados para creer que 
un bien concreto incluido en la resolución de decomiso está localizado en uno de los dos o 
más Estados de ejecución determinados.

2. Una resolución de decomiso referente a una cantidad de dinero podrá transmitirse 
simultáneamente a más de un Estado de ejecución cuando la autoridad judicial española 
competente considere que hay motivos específicos para hacerlo. Entre otros supuestos, se 
considera que concurren tales motivos:

a) Cuando no se hubiere decretado con carácter preventivo su embargo, con arreglo a 
esta Ley.

b) Cuando el valor de los bienes que pueden ser decomisados en el Estado de emisión y 
en cualquier Estado de ejecución probablemente no sea suficiente para ejecutar la cantidad 
total objeto de la resolución de decomiso.

3. Siempre que no se haya cumplido en su totalidad la resolución de decomiso, se 
efectuará su remisión de forma sucesiva a los Estados en los que se presuma que se 
encuentran bienes del condenado.

Artículo 163.  Consecuencias de la transmisión de una resolución de decomiso.
1. La transmisión de una resolución de decomiso no impedirá que la autoridad judicial 

penal española pueda proceder a su ejecución.
2. En caso de transmisión a uno o más Estados de ejecución de una resolución de 

decomiso referente a una cantidad de dinero, la autoridad judicial española garantizará que 
el valor total derivado de la ejecución de la resolución no exceda del importe máximo 
especificado en la misma.

3. La autoridad judicial penal española informará de inmediato a la autoridad competente 
de todo Estado de ejecución afectado, por cualquier medio que pueda dejar constancia 
escrita, en los siguientes casos:

a) Cuando considere que hay riesgo de que la ejecución supere el importe máximo 
especificado. Informará, asimismo, cuando considere que el riesgo mencionado ha dejado 
de existir.
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b) Cuando la totalidad o parte de la resolución de decomiso haya sido ejecutada en 
España o en otro Estado de ejecución. En este caso, se especificará en la comunicación el 
importe de la sentencia de decomiso que aún no haya sido ejecutado.

c) Si, con posterioridad a la transmisión de una resolución de decomiso, una autoridad 
española ha recibido una cantidad de dinero pagada voluntariamente por el condenado en 
cumplimiento de la resolución de decomiso. En este caso, se indicará si queda parte de la 
resolución por ejecutar y su importe.

Artículo 164.  Transformación del decomiso.
1. Cuando una resolución de decomiso afecte a un bien en concreto y por cualquier 

circunstancia no fuera posible el decomiso del mismo, la autoridad judicial española solicitará 
a la autoridad competente del Estado de ejecución que el decomiso adopte la forma de 
obligación de pago de una cantidad de dinero equivalente al valor del bien de que se trate.

2. Para dicha transformación, una vez se reciba noticia de la imposibilidad de llevar a 
cabo el decomiso del bien concreto de que se trate, se acordará en el plazo de cinco días 
que se practique la tasación judicial del bien. De su resultado se dará traslado por cinco días 
al Ministerio Fiscal y a todas las partes personadas, a fin de que impugnen la tasación o 
manifiesten lo que a su derecho convenga. El incidente finalizará con el auto dictado por el 
Juez o Tribunal determinando la cuantía de la obligación de pago que, una vez firme, se 
comunicará a la autoridad de ejecución.

Artículo 165.  Acuerdo entre autoridades sobre la disposición de los bienes decomisados.
1. El Juez o Tribunal competente que hubiera emitido la resolución de decomiso podrá 

alcanzar un acuerdo en relación con la disposición de los bienes decomisados cuando así lo 
solicitase la autoridad de ejecución. En este caso, la ejecución del decomiso quedará a 
expensas de lo que al respecto se acuerde.

2. La autoridad judicial española que reciba una comunicación de la autoridad del Estado 
de ejecución sobre gastos especiales que ha conllevado la ejecución de la resolución de 
decomiso, lo comunicará al Ministerio de Justicia a efectos de un posible acuerdo sobre el 
reparto de costes con el Estado de ejecución.

La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos podrá llegar a un acuerdo con el 
Estado de ejecución sobre el reparto de costes cuando hubiera intervenido en la gestión de 
los bienes decomisados.

CAPÍTULO III
Ejecución de una resolución de decomiso

Artículo 166.  Reconocimiento de una resolución de decomiso.
1. El Juez de lo Penal competente reconocerá y ejecutará una resolución de decomiso 

cuando se encuentre en España el bien sobre el que recaiga o el domicilio o, en su caso, el 
domicilio social de la persona afectada.

2. Cuando la resolución de decomiso hubiera sido emitida por un delito que pertenezca a 
una de las categorías de delitos enumeradas en el apartado 1 del artículo 20 y dicho delito 
estuviera castigado en el Estado de emisión con una pena privativa de libertad cuya duración 
máxima sea, al menos, de tres años, el Juez de lo Penal acordará la realización de la 
medida sin control de la doble tipificación de los hechos.

3. También se ejecutará la resolución de decomiso que se haya impuesto en el Estado 
de emisión a una persona jurídica por una infracción para la que no se prevea su 
responsabilidad de acuerdo con el Derecho español.

Artículo 167.  Procedimiento sobre el reconocimiento de la resolución de decomiso.
1. El Juez de lo Penal que recibiera la resolución de decomiso procederá a la 

averiguación de la localización del bien objeto de decomiso.
Asimismo, el Juez de lo Penal podrá dirigir comunicación a la autoridad judicial emisora 

para que amplíe cualquier circunstancia relevante para la ejecución del decomiso.
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2. El Juez de lo Penal, previo informe del Ministerio Fiscal y demás partes personadas 
emitido en el plazo de cinco días, acordará mediante auto el despacho de ejecución de la 
resolución de decomiso debidamente transmitida, en un plazo máximo de diez días desde su 
recepción. La adopción de la resolución de decomiso de que se trate sucederá, en su caso, 
a las medidas que sobre los mismos bienes se hubieran acordado en aplicación de un 
embargo preventivo.

Artículo 168.  Ejecución de una resolución de decomiso.
1. En caso de que una solicitud de decomiso afecte a un bien concreto y por cualquier 

circunstancia no fuera posible el decomiso del mismo, el Juez de lo Penal competente 
acordará que el decomiso adopte la forma de la obligación de pago de una cantidad de 
dinero correspondiente al valor del bien de que se trate.

2. En caso de que una resolución de decomiso se refiera a una cantidad de dinero, el 
Juez de lo Penal competente, en caso de que no pueda obtener el pago, ejecutará la 
resolución de decomiso sobre cualquier bien disponible a tal efecto.

3. En caso de que una resolución de decomiso se refiera a una cantidad de dinero, el 
Juez de lo Penal competente convertirá, cuando sea necesario, el importe que deba 
decomisarse a la moneda del Estado de ejecución, aplicando el tipo de cambio vigente en el 
momento de dictarse la resolución de decomiso.

4. En todos los supuestos previstos en este artículo se oirá al Ministerio Fiscal y demás 
partes personadas por el plazo de cinco días.

Artículo 169.  Ejecución de resoluciones de decomiso múltiples.
1. Cuando el Juez de lo Penal competente estuviera tramitando dos o más resoluciones 

de decomiso referentes a una cantidad de dinero dictadas contra la misma persona natural o 
jurídica que no disponga de medios suficientes en España para que se ejecuten todas ellas, 
o cuando se refieran a un mismo bien, decidirá cuál o cuáles de aquellas resoluciones se 
ejecutarán, tras considerar debidamente todas esas circunstancias. Para adoptar esta 
decisión se tendrá en cuenta principalmente y por este orden la existencia de un embargo 
preventivo, la gravedad relativa y el lugar de la infracción, las fechas de las resoluciones 
respectivas y las fechas de su transmisión. El Juez de lo Penal competente comunicará sin 
dilación su decisión a las autoridades competentes del Estado o Estados de emisión.

2. En caso de que el condenado pudiera facilitar la prueba del decomiso, total o parcial, 
efectuado en otro Estado, el Juez de lo Penal competente consultará a la autoridad 
competente del Estado de emisión. En caso de decomiso de productos de un delito, toda 
porción del valor de los bienes afectados que se recupere en virtud de la resolución de 
decomiso en otro Estado se deducirá en su totalidad del valor de los bienes que se han de 
decomisar en España.

Artículo 170.  Denegación del reconocimiento y ejecución de una resolución de decomiso.
1. El Juez de lo Penal competente denegará el reconocimiento y la ejecución de las 

resoluciones de decomiso, además de en los supuestos de los artículos 32 y 33, en los 
siguientes casos:

a) Cuando los derechos de las partes interesadas, incluidos los terceros de buena fe con 
arreglo a la legislación española, impidan la ejecución de la resolución de decomiso.

b) Cuando el Juez considere incompatible con los derechos y libertades fundamentales 
reconocidos en la Constitución la resolución adoptada en aplicación de las disposiciones 
sobre la potestad de decomiso ampliada a que se refiere la letra d) del apartado 2 del 
artículo 157.

c) Cuando la resolución se refiera a hechos que se hayan cometido fuera del Estado 
emisor y el Derecho español no permita la persecución de dichas infracciones cuando se 
hayan cometido fuera de su territorio.

2. En caso de que concurra alguno de los motivos de denegación del reconocimiento y la 
ejecución previstos en las letras a), c) y d) del apartado 1 del artículo 32, en el apartado 1 del 
artículo 33 o en las letras b) y c) del apartado anterior, antes de denegar parcial o totalmente 
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el reconocimiento y la ejecución de la resolución, el Juez de lo Penal consultará a la 
autoridad competente del Estado de emisión para que aclare la situación y, en su caso, 
subsane el defecto en que se hubiera incurrido. Esta previsión también será de aplicación en 
el caso de la letra a) del apartado anterior cuando no se hubiera informado de la 
interposición de un recurso en España.

Artículo 171.  Suspensión de la ejecución de una resolución de decomiso.
1. El Juez de lo Penal competente podrá suspender la ejecución de una resolución de 

decomiso transmitida en los siguientes supuestos:
a) Cuando, en el caso de una resolución de decomiso referente a una cantidad de 

dinero, considere que hay riesgo de que el valor total derivado de su ejecución pueda 
exceder del importe especificado en la resolución como consecuencia de su ejecución 
simultánea en más de un Estado miembro.

b) Cuando la ejecución de la resolución de decomiso pueda impedir el buen desarrollo 
de una investigación o actuación penal en curso, durante el tiempo que estime razonable.

c) Cuando considere necesario traducir, sin repercutir su coste al Estado de emisión, la 
resolución de decomiso o partes de ella, por el tiempo necesario para obtener su traducción.

d) Cuando el bien ya fuera objeto de un procedimiento de decomiso en España.
2. El Juez de lo Penal competente adoptará, durante el período de suspensión, las 

medidas necesarias para asegurar la ejecución de la resolución de decomiso.
3. En caso de suspensión de conformidad con la letra a) del apartado 1 de este artículo, 

el Juez de lo Penal competente informará de ello sin dilación a la autoridad competente del 
Estado de emisión por cualquier medio que pueda dejar constancia escrita.

4. En los casos contemplados en letras b), c) y d) del apartado 1 de este artículo, el Juez 
de lo Penal comunicará sin dilación la suspensión de la ejecución de la resolución de 
decomiso, sus motivos y, si es posible, su duración prevista, a la autoridad competente del 
Estado de emisión por cualquier medio que pueda dejar constancia escrita.

5. Tan pronto como hayan dejado de existir los motivos de suspensión, el Juez de lo 
Penal competente tomará de inmediato las medidas oportunas para ejecutar la resolución de 
decomiso e informará de ello a la autoridad competente del Estado de emisión por cualquier 
medio que pueda dejar constancia escrita.

Artículo 172.  Disposición de los bienes decomisados.
1. El Juez de lo Penal competente, en defecto de acuerdo con la autoridad de emisión, 

dispondrá del dinero obtenido de la ejecución de la resolución de decomiso de acuerdo con 
las siguientes reglas:

a) Si el importe obtenido de la ejecución de la resolución de decomiso es inferior a 
10.000 euros o al equivalente a dicho importe, el mismo se ingresará en la cuenta de 
depósitos y consignaciones judiciales.

b) En todos los demás casos, se transferirá al Estado de emisión el 50 por 100 del 
importe que se haya obtenido de la ejecución de la resolución de decomiso. El 50 por 100 
restante se ingresará en la cuenta de depósitos y consignaciones judiciales.

Las cantidades que, en aplicación de lo dispuesto anteriormente, correspondan a 
España serán transferidas al Tesoro Público con aplicación, en su caso, de lo que se 
establezca en normas especiales y, particularmente, en lo previsto por el Código Penal, la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal y la Ley 17/2003, de 29 de mayo, por la que se regula el 
Fondo de bienes decomisados por tráfico ilícito de drogas y otros delitos relacionados, y en 
su normativa de desarrollo.

2. El Juez de lo Penal competente decidirá que los bienes que no sean dinero u otros 
instrumentos de pago al portador obtenidos de la ejecución de la resolución de decomiso 
sean enajenados y aplicados de la forma prevista en el apartado anterior.

También podrán ser transferidos al Estado de emisión, siendo necesario su 
consentimiento en el supuesto de que la resolución de decomiso se refiera a una suma de 
dinero en efectivo.
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La enajenación de los bienes se realizará de acuerdo con la legislación española, 
observándose, cuando proceda, lo previsto por la Ley Orgánica 12/1995, de 12 de diciembre, 
de represión del contrabando y su normativa de desarrollo.

3. Cuando de la ejecución de la resolución de decomiso resulten afectados bienes 
integrantes del patrimonio histórico español, el Juez de lo Penal en ningún caso procederá a 
su enajenación o restitución al Estado de emisión. En tal supuesto, lo comunicará a las 
autoridades españolas competentes y serán de aplicación las disposiciones de la Ley 
16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español y su normativa de desarrollo.

[ . . . ]
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§ 4

Ley Orgánica 19/1994, de 23 de diciembre, de protección a testigos y 
peritos en causas criminales

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 307, de 24 de diciembre de 1994

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-1994-28510

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

Ley Orgánica.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La experiencia diaria pone de manifiesto en algunos casos las reticencias de los 

ciudadanos a colaborar con la policía judicial y con la Administración de Justicia en 
determinadas causas penales ante el temor a sufrir represalias.

Ello conlleva, con frecuencia, que no se pueda contar con testimonios y pruebas muy 
valiosos en estos procesos.

Ante esta situación, el legislador debe proceder a dictar normas que resulten eficaces en 
la salvaguarda de quienes, como testigos o peritos, deben cumplir con el deber 
constitucional de colaboración con la justicia.

De no hacerlo así, podrían encontrarse motivos que comportasen retraimientos e 
inhibiciones por parte de posibles testigos y peritos no deseables en un Estado de Derecho, 
con el añadido de verse perjudicada la recta aplicación del ordenamiento jurídico-penal y 
facilitada, en su caso, la impunidad de los presuntos culpables.

Es obvio, sin embargo, que las garantías arbitradas en favor de los testigos y peritos no 
pueden gozar de un carácter absoluto e ilimitado, es decir, no pueden violar los principios del 
proceso penal. De ahí que la presente Ley tenga como norte hacer posible el necesario 
equilibrio entre el derecho a un proceso con todas las garantías y la tutela de derechos 
fundamentales inherentes a los testigos y peritos y a sus familiares.

El sistema implantado confiere al Juez o Tribunal la apreciación racional del grado de 
riesgo o peligro y la aplicación de todas o alguna de las medidas legales de protección que 
considere necesarias, previa ponderación, a la luz del proceso, de los distintos bienes 
jurídicos constitucionalmente protegidos; medidas que, en el marco del derecho de defensa, 
serán susceptibles de recurso en ambos efectos.

El propósito protector al que responde la Ley no es, por lo demás, exclusivo de nuestro 
país. De acuerdo con directrices señaladas por el Derecho comparado, se ha entendido ser 
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imperiosa e indeclinable la promulgación de las normas precisas para hacer realidad aquel 
propósito de protección de testigos y peritos que, además, ha sido admitido por el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos, cuyo principio general se hace también patente en la 
Resolución 827/1993, de 25 de mayo, del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, 
concerniente a la antigua Yugoslavia.

El contenido de la Ley es breve. Junto a su ámbito de aplicación, regulado en el artículo 
1, y las medidas protectoras y garantías del justiciable recogidos en los artículos 2 y 3, 
contiene el artículo 4 y último una serie de medidas complementarias de protección que 
habrán de aplicar, cada uno en su esfera, los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad del Estado, el Ministerio Fiscal y la autoridad judicial.

Artículo 1.  
1. Las medidas de protección previstas en esta Ley son aplicables a quienes en calidad 

de testigos o peritos intervengan en procesos penales.
2. Para que sean de aplicación las disposiciones de la presente Ley será necesario que 

la autoridad judicial aprecie racionalmente un peligro grave para la persona, libertad o bienes 
de quien pretenda ampararse en ella, su cónyuge o persona a quien se halle ligado por 
análoga relación de afectividad o sus ascendientes, descendientes o hermanos.

Artículo 2.  
Apreciada la circunstancia prevista en el artículo anterior, el Juez instructor acordará 

motivadamente, de oficio o a instancia de parte, cuando lo estime necesario en atención al 
grado de riesgo o peligro, las medidas necesarias para preservar la identidad de los testigos 
y peritos, su domicilio, profesión y lugar de trabajo, sin perjuicio de la acción de contradicción 
que asiste a la defensa del procesado, pudiendo adoptar las siguientes decisiones:

a) Que no consten en las diligencias que se practiquen su nombre, apellidos, domicilio, 
lugar de trabajo y profesión, ni cualquier otro dato que pudiera servir para la identificación de 
los mismos, pudiéndose utilizar para ésta un número o cualquier otra clave.

b) Que comparezcan para la práctica de cualquier diligencia utilizando cualquier 
procedimiento que imposibilite su identificación visual normal.

c) Que se fije como domicilio, a efectos de citaciones y notificaciones, la sede del órgano 
judicial interviniente, el cual las hará llegar reservadamente a su destinatario.

Artículo 3.  
1. Los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, el Ministerio Fiscal y la 

autoridad judicial cuidarán de evitar que a los testigos o peritos se les hagan fotografías o se 
tome su imagen por cualquier otro procedimiento, debiéndose proceder a retirar el material 
fotográfico, cinematográfico, viedográfico o de cualquier otro tipo a quien contraviniere esta 
prohibición. Dicho material será devuelto a su titular una vez comprobado que no existen 
vestigios de tomas en las que aparezcan los testigos o peritos de forma tal que pudieran se 
identificados.

2. A instancia del Ministerio Fiscal y para todo el proceso, o si, una vez finalizado éste, 
se mantuviera la circunstancia de peligro grave prevista en el artículo 1.2 de esta Ley, se 
brindará a los testigos y peritos, en su caso, protección policial. En casos excepcionales 
podrán facilitárseles documentos de una nueva identidad y medios económicos para cambiar 
su residencia o lugar de trabajo. Los testigos y peritos podrán solicitar ser conducidos a las 
dependencias judiciales, al lugar donde hubiere de practicarse alguna diligencia o a su 
domicilio en vehículos oficiales y durante el tiempo que permanezcan en dichas 
dependencias se les facilitará un local reservado para su exclusivo uso, convenientemente 
custodiado.

Artículo 4.  
1. Recibidas las actuaciones, el órgano judicial competente para el enjuiciamiento de los 

hechos se pronunciará motivadamente sobre la procedencia de mantener, modificar o 
suprimir todas o algunas de las medidas de protección de los testigos y peritos adoptadas 

ÁMBITOS DE LA SEGURIDAD NACIONAL: TERRORISMO

§ 4  Ley Orgánica de protección a testigos y peritos en causas criminales

– 27 –



por el Juez de Instrucción, así como si procede la adopción de otras nuevas, previa 
ponderación de los bienes jurídicos constitucionalmente protegidos, de los derechos 
fundamentales en conflicto y de las circunstancias concurrentes en los testigos y peritos en 
relación con el proceso penal de que se trate.

2. Las medidas adoptadas podrán ser objeto de recurso de reforma o súplica.
3. Sin perjuicio de lo anterior, si cualquiera de las partes solicitase motivadamente en su 

escrito de calificación provisional, acusación o defensa, el conocimiento de la identidad de 
los testigos o peritos propuestos, cuya declaración o informe sea estimado pertinente, el 
Juez o Tribunal que haya de entender la causa, en el mismo auto en el que declare la 
pertinencia de la prueba propuesta, deberá facilitar el nombre y los apellidos de los testigos y 
peritos, respetando las restantes garantías reconocidas a los mismos en esta Ley.

En tal caso, el plazo para la recusación de peritos a que se refiere el artículo 662 de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal se computará a partir del momento en que se notifique a las 
partes la identidad de los mismos.

En los cinco días siguientes a la notificación a las partes de la identidad de los testigos, 
cualquiera de ellos podrá proponer nueva prueba tendente a acreditar alguna circunstancia 
que pueda influir en el valor probatorio de su testimonio.

4. De igual forma, la partes podrán hacer uso del derecho previsto en el apartado 
anterior, a la vista de las pruebas solicitadas por las otras partes y admitidas por el órgano 
judicial, en el plazo previsto para la interposición de recurso de reforma y apelación.

5. Las declaraciones o informes de los testigos y peritos que hayan sido objeto de 
protección en aplicación de esta Ley durante la fase de instrucción, solamente podrán tener 
valor de prueba, a efectos de sentencia, si son ratificados en el acto del juicio oral en la 
forma prescrita en la Ley de Enjuiciamiento Criminal por quien los prestó. Si se consideraran 
de imposible reproducción, a efectos del artículo 730 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
habrán de ser ratificados mediante lectura literal a fin de que puedan ser sometidos a 
contradicción por las partes.

Disposición adicional primera.  
El artículo 3.2 de esta Ley tendrá el carácter de Ley ordinaria.

Disposición adicional segunda.  
El Gobierno, en el plazo de un año a partir de la publicación de la presente Ley, dictará 

las disposiciones reglamentarias que resulten necesarias para su ejecución.

Disposición derogatoria única.  
Quedan derogados cuantos preceptos se opongan a lo dispuesto en la presente Ley.

Disposición final única.  
Esta Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado».
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§ 5

Real Decreto de 14 de septiembre de 1882 por el que se aprueba la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal. [Inclusión parcial]

Ministerio de Gracia y Justicia
«Gaceta de Madrid» núm. 260, de 17 de septiembre de 1882

Última modificación: 20 de diciembre de 2023
Referencia: BOE-A-1882-6036

Artículo 1º.  
Se aprueba el adjunto proyecto de Código de Enjuiciamiento Criminal redactado con 

arreglo a la autorización concedida al Gobierno por la Ley sancionada en 11 de febrero de 
1881 y publicada en virtud del Real Decreto de 22 de junio de 1882.

Artículo 2º.  
El nuevo Código de Enjuiciamiento Criminal comenzará a regir en el tiempo y de la 

manera que establecen las reglas siguientes:
1.ª Se aplicará y regirá en su totalidad desde el día siguiente al en que se constituyan los 

Tribunales de que habla la Ley sancionada en 15 de junio de 1882 y promulgada por virtud 
del Real Decreto de 22 de junio del propio año.

2.ª Se aplicará y regirá desde el 15 de octubre próximo en la parte referente a la 
formación de los sumarios, comprendida desde el título IV del libro II hasta el art. 622 del 
título XI del mismo libro.

3.ª Las causas por delitos cometidos con anterioridad al 15 de octubre próximo 
continuarán sustanciándose con arreglo a las disposiciones del procedimiento vigente en la 
actualidad.

4.ª Si las causas a que se refiere la regla anterior no hubieren llegado al período de 
calificación, podrán sustanciarse con arreglo a las disposiciones del nuevo Código si todos 
los procesados en cada una de ellas optan por el nuevo procedimiento.

Para ello, el Juez que estuviere conociendo del sumario en 15 de octubre próximo hará 
comparecer a su presencia a todos los procesados, acompañados de sus defensores. Si aún 
no los tuvieren, se les nombrará de oficio para la comparecencia. Ésta se hará constar en la 
causa por medio de acta.

5.ª Cuando las causas por delitos cometidos con posterioridad al 15 de octubre próximo, 
y las que se refiere la regla anterior, alcancen el estado de conclusión del sumario antes de 
que se hayan constituido las nuevas Audiencias de lo criminal, se suspenderán en tal estado 
en los Juzgados que de ellas entiendan, debiendo remitirlas a dichas Audiencias en el 
mismo día en que éstas se constituyan.

6.ª Las Salas de lo Criminal de las actuales Audiencias conocerán, en tanto que se 
constituyan las nuevas, de los recursos que se entablen en los sumarios instruidos o 
continuados con sujeción a los preceptos de la nueva Ley.
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Los Jueces de primera instancia se considerarán desde luego como Jueces instructores 
en las causas que se ajusten al nuevo procedimiento.

Artículo 3º.  
Un Real Decreto fijará, con la debida anticipación, el día en que han de constituirse los 

nuevos Tribunales.

Artículo 4º.  
Desde que cesen en sus cargos los actuales Promotores, desempeñarán las funciones 

del Ministerio público durante la primera instancia, en las causas que se sigan sustanciando 
con arreglo al procedimiento vigente en la actualidad, los Fiscales municipales que sean 
Letrados y, a falta de éstos, los que designen los Fiscales de las Audiencias Territoriales.

Artículo 5º.  
Las Salas de Gobierno del Tribunal Supremo y de las Audiencias y, en su día, los nuevos 

Tribunales consultarán directamente con el Ministerio de Gracia y Justicia, para su 
resolución, las dudas que puedan originarse en la inteligencia y aplicación de este Real 
Decreto.

[ . . . ]
LIBRO II

Del sumario

TÍTULO I
De la denuncia

[ . . . ]
Artículo 263.  

La obligación impuesta en el párrafo primero del art. anterior no comprenderá a los 
Abogados ni a los Procuradores respecto de las instrucciones o explicaciones que recibieren 
de sus clientes. Tampoco comprenderá a los eclesiásticos y ministros de cultos disidentes 
respecto de las noticias que se les hubieren revelado en el ejercicio de las funciones de su 
ministerio.

[ . . . ]
TÍTULO III

De la Policía judicial

[ . . . ]
Artículo 282 bis.  

1. A los fines previstos en el artículo anterior y cuando se trate de investigaciones que 
afecten a actividades propias de la delincuencia organizada, el Juez de Instrucción 
competente o el Ministerio Fiscal dando cuenta inmediata al Juez, podrán autorizar a 
funcionarios de la Policía Judicial, mediante resolución fundada y teniendo en cuenta su 
necesidad a los fines de la investigación, a actuar bajo identidad supuesta y a adquirir y 
transportar los objetos, efectos e instrumentos del delito y diferir la incautación de los 
mismos. La identidad supuesta será otorgada por el Ministerio del Interior por el plazo de 
seis meses prorrogables por períodos de igual duración, quedando legítimamente habilitados 
para actuar en todo lo relacionado con la investigación concreta y a participar en el tráfico 
jurídico y social bajo tal identidad.
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La resolución por la que se acuerde deberá consignar el nombre verdadero del agente y 
la identidad supuesta con la que actuará en el caso concreto. La resolución será reservada y 
deberá conservarse fuera de las actuaciones con la debida seguridad.

La información que vaya obteniendo el agente encubierto deberá ser puesta a la mayor 
brevedad posible en conocimiento de quien autorizó la investigación. Asimismo, dicha 
información deberá aportarse al proceso en su integridad y se valorará en conciencia por el 
órgano judicial competente.

2. Los funcionarios de la Policía Judicial que hubieran actuado en una investigación con 
identidad falsa de conformidad a lo previsto en el apartado 1, podrán mantener dicha 
identidad cuando testifiquen en el proceso que pudiera derivarse de los hechos en que 
hubieran intervenido y siempre que así se acuerde mediante resolución judicial motivada, 
siéndole también de aplicación lo previsto en la Ley Orgánica 19/1994, de 23 de diciembre.

Ningún funcionario de la Policía Judicial podrá ser obligado a actuar como agente 
encubierto.

3. Cuando las actuaciones de investigación puedan afectar a los derechos 
fundamentales, el agente encubierto deberá solicitar del órgano judicial competente las 
autorizaciones que, al respecto, establezca la Constitución y la Ley, así como cumplir las 
demás previsiones legales aplicables.

4. A los efectos señalados en el apartado 1 de este artículo, se considerará como 
delincuencia organizada la asociación de tres o más personas para realizar, de forma 
permanente o reiterada, conductas que tengan como fin cometer alguno o algunos de los 
delitos siguientes:

a) Delitos de obtención, tráfico ilícito de órganos humanos y trasplante de los mismos, 
previstos en el artículo 156 bis del Código Penal.

b) Delito de secuestro de personas previsto en los artículos 164 a 166 del Código Penal.
c) Delito de trata de seres humanos previsto en el artículo 177 bis del Código Penal.
d) Delitos relativos a la prostitución previstos en los artículos 187 a 189 del Código 

Penal.
e) Delitos contra el patrimonio y contra el orden socioeconómico previstos en los 

artículos 237, 243, 244, 248 y 301 del Código Penal.
f) Delitos relativos a la propiedad intelectual e industrial previstos en los artículos 270 a 

277 del Código Penal.
g) Delitos contra los derechos de los trabajadores previstos en los artículos 312 y 313 del 

Código Penal.
h) Delitos contra los derechos de los ciudadanos extranjeros previstos en el artículo 318 

bis del Código Penal.
i) Delitos de tráfico de especies de flora o fauna amenazada previstos en los artículos 

332 y 334 del Código Penal.
j) Delito de tráfico de material nuclear y radiactivo previsto en el artículo 345 del Código 

Penal.
k) Delitos contra la salud pública previstos en los artículos 368 a 373 del Código Penal.
l) Delitos de falsificación de moneda, previsto en el artículo 386 del Código Penal, y de 

falsificación de tarjetas de crédito o débito o cheques de viaje, previsto en el artículo 399 bis 
del Código Penal.

m) Delito de tráfico y depósito de armas, municiones o explosivos previsto en los 
artículos 566 a 568 del Código Penal.

n) Delitos de terrorismo previstos en los artículos 572 a 578 del Código Penal.
o) Delitos contra el patrimonio histórico previstos en el artículo 2.1.e de la Ley Orgánica 

12/1995, de 12 de diciembre, de represión del contrabando.
5. El agente encubierto estará exento de responsabilidad criminal por aquellas 

actuaciones que sean consecuencia necesaria del desarrollo de la investigación, siempre 
que guarden la debida proporcionalidad con la finalidad de la misma y no constituyan una 
provocación al delito.

Para poder proceder penalmente contra el mismo por las actuaciones realizadas a los 
fines de la investigación, el Juez competente para conocer la causa deberá, tan pronto tenga 
conocimiento de la actuación de algún agente encubierto en la misma, requerir informe 
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relativo a tal circunstancia de quien hubiere autorizado la identidad supuesta, en atención al 
cual resolverá lo que a su criterio proceda.

6. El juez de instrucción podrá autorizar a funcionarios de la Policía Judicial para actuar 
bajo identidad supuesta en comunicaciones mantenidas en canales cerrados de 
comunicación con el fin de esclarecer alguno de los delitos a los que se refiere el apartado 4 
de este artículo o cualquier delito de los previstos en el artículo 588 ter a.

El agente encubierto informático, con autorización específica para ello, podrá 
intercambiar o enviar por sí mismo archivos ilícitos por razón de su contenido y analizar los 
resultados de los algoritmos aplicados para la identificación de dichos archivos ilícitos.

7. En el curso de una investigación llevada a cabo mediante agente encubierto, el juez 
competente podrá autorizar la obtención de imágenes y la grabación de las conversaciones 
que puedan mantenerse en los encuentros previstos entre el agente y el investigado, aun 
cuando se desarrollen en el interior de un domicilio.

[ . . . ]

ÁMBITOS DE LA SEGURIDAD NACIONAL: TERRORISMO

§ 5  Ley de Enjuiciamiento Criminal [parcial]

– 32 –



§ 6

Real Decreto 769/1987, de 19 de junio, sobre regulación de la Policía 
Judicial. [Inclusión parcial]

Ministerio de Relaciones con las Cortes y de la Secretaría del Gobierno
«BOE» núm. 150, de 24 de junio de 1987
Última modificación: 29 de enero de 2002

Referencia: BOE-A-1987-14578

[ . . . ]
CAPÍTULO V

De las Comisiones de Coordinación de la Policía Judicial

Sección 1.ª De su composición

Artículo 31.  
Se crean las Comisiones Nacional y Provinciales de Coordinación de la Policía Judicial 

con el fin de armonizar y lograr la unidad de dirección en las fuerzas policiales adscritas a la 
investigación criminal.

Artículo 32.  
La Comisión Nacional de Coordinación de la Policía Judicial, estará integrada por:
a) El Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, que la 

presidirá cuando asista personalmente.
b) El Ministro de Justicia.
c) El Ministro del Interior.
d) El Fiscal General del Estado.
e) El Secretario de Estado para la Seguridad.
f) Un Vocal del Consejo General del Poder Judicial, nombrado y separado libremente por 

el Pleno de dicho órgano.
g) Un miembro de la Carrera Judicial nombrado y separado por el Consejo General del 

Poder Judicial, que tenga, al menos, la categoría de Magistrado.
h) Un representante de cada una de las Comunidades Autónomas con competencia 

estatutaria para la protección de las personas y bienes y para el mantenimiento del orden 
público, que ejerzan efectivamente funciones de policía judicial.

En caso de ausencia personal del Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo 
General del Poder Judicial, ostentará la presidencia el miembro de la Comisión a quien 
corresponda por razón de precedencia.
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Artículo 33.  
El Presidente del Tribunal Supremo podrá delegar en un Magistrado de la Sala Segunda 

de dicho Alto Tribunal.
El Ministro de Justicia, en el Subsecretario o en el Director general de relaciones con la 

Administración de Justicia.
El Ministro del Interior y el Secretario de Estado para la Seguridad, en el Director general 

de la Policía o en el Director general de la Guardia Civil.
El Fiscal General del Estado, en un Fiscal de Sala del Tribunal Supremo.

Artículo 34.  
Las Comisiones Provinciales de Coordinación de la Policía Judicial estarán compuestas 

por:
a) El Presidente de la Audiencia Provincial, que la presidirá.
b) El Fiscal Jefe de la Audiencia.
c) El Magistrado Juez Decano de los Juzgados de Primera Instancia e Instrucción de la 

capital de la provincia.
d) El Jefe de la Unidad Orgánica de la Policía Judicial del Cuerpo Nacional de Policía.
e) El Jefe de la Unidad Orgánica de Policía Judicial de la Guardia Civil.
f) En el caso de Comunidades Autónomas con competencia estatutaria para la 

protección de las personas y bienes y para el mantenimiento del orden público, y que ejerzan 
efectivamente funciones de policía judicial, el responsable de la misma a nivel provincial.

Artículo 35.  
Eventualmente podrán incorporarse a las Comisiones Nacionales y Provinciales, para el 

tratamiento de materias concretas o para realizar tareas de auxilio técnico y documentación, 
otras Autoridades o funcionarios, cuyo criterio o asesoramiento se estime necesario.

Igualmente, podrán constituirse Comités técnicos para el estudio de temas específicos.
El nombramiento de Secretario de la Comisión se regirá por lo dispuesto en el artículo 13 

de la Ley de Procedimiento Administrativo.

Sección 2.ª De sus atribuciones y régimen de funcionamiento

Artículo 36.  
La Comisión Nacional tendrá las siguientes atribuciones:
a) Efectuar estudios permanentemente actualizados acerca de la evolución y desarrollo 

de la delincuencia.
b) Emitir informes o realizar propuestas de planes generales de actuaciones de la Policía 

Judicial contra la criminalidad.
c) Intervenir, con estricto respeto al principio de independencia judicial en las actuaciones 

jurisdiccionales, para unificar criterios o resolver eventuales incidencias que dificulten el 
adecuado funcionamiento de la Policía Judicial o cualesquiera otras que puedan surgir en las 
relaciones entre la Autoridad Judicial o Fiscal y la Policía Judicial.

d) Emitir informe sobre la fijación o modificación de las plantillas de las Unidades 
Orgánicas de Policía Judicial, así como sobre los medios materiales a las mismas 
asignados, adoptando las iniciativas que estime pertinentes sobre la materia.

e) Conocer de las incidencias que puedan producirse en orden a la especial adscripción 
de funcionarios o medios a que se refieren los artículos 31.2 de la Ley de Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad y 22 de este Real Decreto.

f) Unificar criterios e impartir instrucciones en relación con la actuación de las 
Comisiones Provinciales.

g) Armonizar las actuaciones de investigación de la criminalidad cuyo ámbito territorial 
desborde el de una Unidad Orgánica.

h) Conocer previamente de los nombramientos de los altos responsables de las 
Unidades Orgánicas de la Policía Judicial en sus distintos niveles.
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i) Informar los anteproyectos de disposiciones generales reguladoras de la Policía 
Judicial.

j) Cualesquiera otras de análoga naturaleza o que le sean asignadas en el futuro.

Artículo 37.  
Las Comisiones Provinciales tendrán las siguientes competencias:
a) Las reguladas en los apartados a), b), c) y d) del artículo anterior, dentro de su ámbito 

provincial.
b) Informar con carácter preceptivo las peticiones de adscripción de funcionarios o 

equipos de la Unidad Orgánica Provincial a un determinado órgano judicial o Fiscalía para 
una investigación concreta y que le hayan sido sometidas por el Jefe de aquélla.

c) Informar con carácter preceptivo y vinculante las propuestas de remoción de 
funcionarios pertenecientes a las Unidades adscritas a que se refiere el artículo 24 de este 
Real Decreto.

d) Aplicar las directrices emanadas de la Comisión Nacional y elevar a la misma los 
informes y propuestas correspondientes,

e) Informar las propuestas de recompensas y tener conocimiento de los expedientes 
disciplinarios incoados en los demás supuestos no contemplados en el artículo 17 de este 
Real Decreto,

f) Cualesquiera otras de análoga naturaleza o que le sean asignadas en el futuro.

Artículo 38.  
La Comisión Nacional celebrará, al menos, una reunión trimestral.
Las Comisiones Provinciales se reunirán con periodicidad mensual, a convocatoria de su 

Presidente que fijará el orden del día.
El régimen jurídico de las Comisiones será el previsto para los órganos colegiados en la 

Ley de Procedimiento Administrativo.

[ . . . ]
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§ 7

Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio, por el que se adoptan y 
prorrogan determinadas medidas de respuesta a las consecuencias 
económicas y sociales de la Guerra de Ucrania, de apoyo a la 
reconstrucción de la isla de La Palma y a otras situaciones de 
vulnerabilidad; de transposición de Directivas de la Unión Europea en 
materia de modificaciones estructurales de sociedades mercantiles y 
conciliación de la vida familiar y la vida profesional de los 
progenitores y los cuidadores; y de ejecución y cumplimiento del 

Derecho de la Unión Europea. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 154, de 29 de junio de 2023

Última modificación: 28 de diciembre de 2023
Referencia: BOE-A-2023-15135

[ . . . ]
LIBRO TERCERO

Medidas urgentes para la ejecución y cumplimiento del Derecho de la Unión 
Europea

TÍTULO I
Régimen sancionador aplicable a las infracciones previstas en el Reglamento 
(UE) 2021/784 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2021, 

sobre la lucha contra la difusión de contenidos terroristas en línea

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 130.  Objeto.
El régimen sancionador aplicable al incumplimiento de las obligaciones establecidas en 

el Reglamento (UE) 2021/784 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 
2021, sobre la lucha contra la difusión de contenidos terroristas en línea, se regirá por lo 
dispuesto en este título.
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Artículo 131.  Ámbito de aplicación.
1. Este régimen sancionador será aplicable a los prestadores de servicios de alojamiento 

de datos que ofrezcan dichos servicios en la Unión Europea, independientemente de que el 
almacenamiento y la difusión al público de los datos sea de naturaleza meramente técnica, 
automática y pasiva, incluyendo, entre otros, a los proveedores de redes sociales, los 
servicios de distribución de vídeo, imágenes y audio, los servicios de intercambio de archivos 
y otros servicios en la nube, en la medida en que dichos servicios se empleen para poner la 
información almacenada a disposición del público, previa solicitud directa del proveedor de 
contenidos, cuando cumplan los siguientes requisitos:

a) ofrecer dichos servicios en la Unión Europea, manteniendo una conexión sustancial 
con España o con otro u otros Estados miembros de la Unión Europea, según el artículo 2, 
apartados 4 y 5 del Reglamento (UE) 2021/784 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
29 de abril de 2021.

b) disponer de su establecimiento principal en España o, cuando no tengan su 
establecimiento principal en ningún Estado miembro de la Unión Europea, su representante 
legal esté establecido o resida en territorio español. A los prestadores de servicios de 
alojamiento de datos que no hubieran designado un representante legal en ningún Estado 
miembro de la Unión Europea, les será igualmente de aplicación este régimen sancionador.

2. Quedan excluidos de su ámbito de aplicación:
a) Los prestadores de servicios de mera transmisión o almacenamiento temporal, así 

como los servicios proporcionados en otros niveles de la infraestructura de internet, que no 
conlleven almacenamiento, como los registros y los registradores, los proveedores de 
sistemas de nombres de dominio DNS (domain name system), los servicios de pago o los 
servicios de protección contra ataques de denegación de servicio distribuido DDoS 
(distributed denial of service).

b) Los servicios de comunicaciones interpersonales, definidos en el artículo 2.5, de la 
Directiva (UE) 2018/1972 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de diciembre de 
2018, por la que se establece el Código Europeo de las Comunicaciones Electrónicas, como 
el correo electrónico o los servicios de mensajería privada.

c) Los prestadores de servicios de infraestructura en la nube, que se proporcionan previa 
solicitud de partes distintas de los proveedores de contenidos y solo benefician en modo 
indirecto a estos últimos.

3. A los efectos de este título serán de aplicación las definiciones contenidas en el 
artículo 2 del Reglamento (UE) 2021/784 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de 
abril de 2021.

CAPÍTULO II
Régimen sancionador

Artículo 132.  Régimen jurídico.
El ejercicio de la potestad sancionadora se regirá por lo establecido en la Ley 39/2015, 

de 1 octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y 
en la Ley 40/2015, de 1 octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, sin perjuicio de las 
especialidades que se regulan en este capítulo.

Artículo 133.  Medidas provisionales.
Antes de la iniciación del procedimiento sancionador, el órgano competente para iniciar o 

instruir el procedimiento, de oficio o a instancia de parte, en los casos de urgencia 
inaplazable y para la protección provisional de los intereses implicados, podrá adoptar de 
forma motivada las medidas provisionales recogidas en artículo 56.2 de la Ley 39/2015, de 1 
octubre, las cuales permanecerán en vigor hasta que sean ratificadas, modificadas o 
levantadas en el acuerdo de incoación del procedimiento, que deberá dictarse en el plazo 
máximo de un mes desde su adopción.
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Artículo 134.  Iniciación del procedimiento.
El procedimiento se iniciará de oficio por acuerdo del órgano competente, por propia 

iniciativa, como consecuencia de una comunicación realizada por las autoridades nacionales 
o de otro Estado miembro, a quienes se atribuyan facultades para dictar órdenes de retirada, 
examinar las órdenes de retirada y supervisar la aplicación de las medidas específicas 
conforme a lo establecido en el Reglamento (UE) 2021/784, de 29 de abril, por petición 
razonada de otros órganos, o por denuncia.

Artículo 135.  Caducidad del procedimiento.
El procedimiento caducará transcurrido un año desde su incoación sin que se haya 

notificado la resolución al interesado, debiendo, no obstante, tenerse en cuenta en el 
cómputo las posibles paralizaciones por causas imputables al interesado o la suspensión 
que debiera acordarse por la existencia de un procedimiento judicial penal, cuando concurra 
identidad de sujeto, hecho y fundamento, hasta la finalización de éste.

Artículo 136.  Sujetos responsables.
La responsabilidad por las infracciones previstas en este capítulo recaerá en los 

prestadores de servicios de alojamiento de datos incluidos en el artículo 131.

Artículo 137.  Clasificación de las infracciones.
Las infracciones se clasifican en muy graves, graves y leves.

Artículo 138.  Infracciones muy graves.
Son infracciones muy graves:
a) No retirar los contenidos terroristas o bloquear el acceso a ellos en todos los Estados 

miembros de la Unión Europea tan pronto como sea posible y, en cualquier caso, en el plazo 
de una hora desde la recepción de la orden de retirada, conforme a lo establecido en el 
artículo 3 del Reglamento (UE) 2021/784, de 29 de abril.

b) No adoptar las medidas previstas en el artículo 3 del Reglamento (UE) 2021/784, de 
29 de abril, tras recibir una orden de retirada transfronteriza procedente de la autoridad 
competente de otro Estado miembro de la Unión Europea, de conformidad con el artículo 4.2 
del mismo.

c) Incumplir la obligación de informar a la autoridad competente cuando tuviere 
conocimiento de contenidos terroristas que afecten a nuestro país y que supongan una 
amenaza inminente para la vida de las personas.

Asimismo en el caso de que no sea posible identificar al Estado miembro de la Unión 
Europea afectado por la amenaza inminente, incumplir la obligación de informar sobre la 
misma al punto de contacto del Estado miembro en el que tengan su establecimiento 
principal o en el que su representante legal resida o esté establecido, así como no transmitir 
la información relativa a los contenidos terroristas a Europol, conforme se determina en el 
artículo 14.5 del Reglamento (UE) 2021/784, de 29 de abril.

En ambos casos, la información se transmitirá al punto de contacto de la autoridad 
competente designado a efectos de resolver las solicitudes de aclaración e información en 
relación con las órdenes de retirada de contenidos, establecido en el artículo 12.2 del 
Reglamento (UE) 2021/784, de 29 de abril.

d) No adoptar, tras haber sido declarado prestador expuesto a contenidos terroristas, 
medidas específicas para proteger sus servicios contra la difusión entre el público de tales 
contenidos, en los términos establecidos en el artículo 5.2 del Reglamento (UE) 2021/784, 
de 29 de abril.

e) Incumplir la obligación de conservar, conforme a lo establecido en el artículo 6 del 
Reglamento (UE) 2021/784, de 29 de abril, los contenidos terroristas que hayan sido 
retirados o cuyo acceso haya sido bloqueado como consecuencia de una orden de retirada o 
de medidas específicas, así como cualesquiera datos conexos retirados, como consecuencia 
de la retirada de dichos contenidos, que sean necesarios para:
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1.º los procedimientos de control administrativos o judiciales y la tramitación de 
denuncias contra una decisión de retirada de los contenidos terroristas y los datos conexos o 
de bloqueo del acceso a ellos, o

2.º la prevención, la detección, la investigación o el enjuiciamiento de delitos de 
terrorismo.

f) Incumplir la obligación de no divulgar ni facilitar información alguna acerca de la 
retirada de contenidos terroristas o del bloqueo del acceso a ellos, cuando la autoridad 
competente que dicte la orden de retirada considere necesario y proporcionado no divulgar 
esa información por razones de seguridad pública, como son la prevención, la investigación, 
la detección y el enjuiciamiento de los delitos de terrorismo, conforme determina el artículo 
11.3 del Reglamento (UE) 2021/784, de 29 de abril.

g) No designar o establecer un punto de contacto para la recepción de órdenes de 
retirada por medios electrónicos y su rápido tratamiento, de conformidad con el artículo 15.1 
del Reglamento (UE) 2021/784, de 29 de abril.

h) Incumplir las obligaciones relativas a la designación por escrito del representante legal 
del prestador de servicios de alojamiento de datos que no tuviera su establecimiento 
principal en ningún Estado miembro de la Unión Europea, y su correspondiente notificación a 
las autoridades competentes, conforme establece el artículo 17 del Reglamento (UE) 
2021/784, de 29 de abril.

Artículo 139.  Infracciones graves.
Se consideran infracciones graves:
a) Incumplir la obligación de informar, sin demora indebida, a la autoridad competente de 

la retirada de los contenidos terroristas o del bloqueo del acceso a ellos en todos los Estados 
miembros de la Unión Europea, indicando la fecha y hora de dicha retirada o bloqueo, 
utilizando para ello la plantilla establecida en el anexo II del Reglamento (UE) 2021/784, de 
29 de abril, conforme dispone el artículo 3.6 del mismo.

b) No informar sin demora a la autoridad competente, en los mismos términos 
establecidos en el apartado anterior, cuando el prestador de servicios de alojamiento de 
datos retire los contenidos terroristas o bloquee el acceso a ellos, en virtud de una orden de 
retirada transfronteriza procedente de la autoridad competente de otro Estado miembro de la 
Unión Europea, a tenor del artículo 4 del Reglamento (UE) 2021/784, de 29 de abril.

c) No restablecer inmediatamente los contenidos o el acceso a ellos tras recibir la 
decisión motivada y comunicada, de conformidad con el artículo 4.7 del Reglamento (UE) 
2021/784, de 29 de abril, de que la orden de retirada transfronteriza constituye una 
infracción, sin perjuicio de la posibilidad de hacer cumplir sus términos y condiciones de 
conformidad con el Derecho de la Unión y el Derecho nacional.

d) En el caso de haber sido declarado prestador expuesto a contenidos terroristas, no 
incluir y aplicar, en sus términos y condiciones, disposiciones destinadas a luchar contra el 
uso indebido de sus servicios para la difusión de contenidos terroristas.

e) Incumplir alguno de los requisitos relacionados en el artículo 5.3 del Reglamento (UE) 
2021/784, de 29 de abril, cuando el prestador de servicios de alojamiento de datos declarado 
expuesto a contenidos terrorista adopte medidas específicas destinadas a luchar contra el 
uso indebido de sus servicios para la difusión de dichos contenidos. En este caso, la 
autoridad competente enviará el oportuno requerimiento al prestador de servicios, 
otorgándole un plazo para adaptar sus medidas específicas a los requisitos del Reglamento 
(UE) 2021/784, de 29 de abril, cuyo incumplimiento será constitutivo de esta infracción.

f) Incumplir la obligación de informar en plazo a la autoridad competente de las medidas 
específicas que el prestador de servicios de alojamiento de datos declarado expuesto a 
contenidos terroristas haya adoptado, así como de las medidas que tenga intención de 
adoptar, así como incumplir la obligación de informar con carácter anual sobre dichas 
medidas, en consonancia con lo previsto en el artículo 5.5 del Reglamento (UE) 2021/784, 
de 29 de abril.

g) Incumplir las obligaciones de transparencia relativas a la política del prestador de 
servicios de alojamiento de datos y a las medidas adoptadas en este ámbito, en los términos 

ÁMBITOS DE LA SEGURIDAD NACIONAL: TERRORISMO

§ 7  Prórroga medidas de respuesta a consecuencias económicas y sociales Guerra de Ucrania 
[parcial]

– 39 –



señalados en los apartados 1 y 2 del artículo 7 del Reglamento (UE) 2021/784, de 29 de 
abril.

h) No otorgar a dicho representante legal las potestades y recursos necesarios para el 
cumplimiento de las obligaciones establecidas en el Reglamento (UE) 2021/784, de 29 de 
abril, incluida la cooperación con las autoridades competentes, en los términos señalados en 
el artículo 17.2 del mismo.

i) No poner a disposición de los proveedores, cuyos contenidos hayan sido retirados o a 
los cuales se haya bloqueado el acceso, un mecanismo de reclamación eficaz y accesible 
para solicitar el restablecimiento de dichos contenidos o el acceso a los mismos, conforme lo 
establecido en el artículo 10 del Reglamento (UE) 2021/784, de 29 de abril.

Artículo 140.  Infracciones leves.
Constituyen infracciones leves:
a) No informar al proveedor de contenidos sobre la retirada de contenidos terroristas o el 

bloqueo de acceso a los mismos, así como, a petición del citado proveedor, no informarle 
sobre los motivos de la retirada o del bloqueo y de su derecho a recurrir la orden de retirada, 
o no proporcionarle una copia de la orden de retirada, conforme a lo señalado por el artículo 
11, apartados 1 y 2, del Reglamento (UE) 2021/784, de 29 de abril.

b) No poner a disposición pública la información sobre el punto de contacto para la 
recepción de órdenes de retirada de contenidos, conforme determina el artículo 15.1 del 
Reglamento (UE) 2021/784, de 29 de abril.

c) No poner a disposición pública la información sobre el representante legal del 
prestador de servicios de alojamiento de datos que no tuviera su establecimiento principal en 
ningún Estado miembro de la Unión Europea, cuando éste resida o esté establecido en 
España, de conformidad con lo establecido en el artículo 17.4 del Reglamento (UE) 
2021/784, de 29 de abril

d) No recoger en los informes de transparencia toda la información requerida en el 
artículo 7.3 del Reglamento (UE) 2021/784, de 29 de abril, o publicar el informe de 
transparencia fuera del plazo establecido en el artículo 7.2 del mismo.

Artículo 141.  Sanciones.
1. Las infracciones muy graves se sancionarán con multa de 500.001 euros hasta 

2.000.000 de euros, o de una cuantía equivalente al 3% como máximo del volumen de 
negocios mundial del prestador de servicios de alojamiento de datos en el ejercicio 
precedente.

En el caso de la infracción muy grave prevista en el artículo 9.1, si el incumplimiento 
sistemático o persistente de la obligación de retirar los contenidos terroristas o bloquear el 
acceso a ellos, la multa podrá alcanzar una cuantía equivalente al 4% del volumen de 
negocios mundial del prestador de servicios de alojamiento de datos en el ejercicio 
precedente, no siendo inferior a 2.000.000 de euros en ningún caso.

Se entenderá que existe un incumplimiento sistemático o persistente de esta obligación 
cuando el prestador de servicios de alojamiento de datos no haya cumplido con, al menos, 
dos órdenes de retirada de contenido terrorista en un periodo de 3 meses o no haya 
cumplido con, al menos, tres órdenes de retirada durante un periodo de 12 meses.

2. Las infracciones graves se sancionarán con multa de 60.001 euros hasta 500.000 
euros.

3. Las infracciones leves se sancionarán con multa de 6.000 euros hasta 60.000 euros.

Artículo 142.  Criterios de graduación de las sanciones.
Para la determinación de la sanción aplicable en cada caso se tomarán en consideración 

las siguientes circunstancias:
a) La naturaleza, gravedad y duración de la infracción.
b) El carácter doloso o culposo de la infracción.
c) Las infracciones previas cometidas por el prestador de servicios de alojamiento de 

datos.
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d) La solidez financiera del prestador de servicios de alojamiento de datos.
e) El nivel de cooperación con las autoridades competentes del prestador de servicios de 

alojamiento de datos.
f) La naturaleza y el tamaño del prestador de servicios de alojamiento de datos 

considerado responsable, en particular si es una microempresa o una pequeña o mediana 
empresa.

g) El grado de responsabilidad del prestador de servicios de alojamiento de datos 
considerado responsable, teniendo en cuenta las medidas técnicas y organizativas 
adoptadas por él para cumplir con el Reglamento (UE) 2021/784, de 29 de abril.

h) El nivel de riesgo generado para la seguridad pública.
i) El perjuicio efectivamente causado a la seguridad pública.
j) Las medidas adoptadas por el prestador de servicios de alojamiento de datos para 

evitar los daños y perjuicios que se pudieren generar o para paliar los mismos, se estos ya 
se hubieren producido.

k) El beneficio económico o de otro tipo, obtenido como consecuencia de la comisión de 
la infracción.

l) La continuidad o persistencia en la conducta infractora.
m) La reincidencia, por comisión en el término de un año de más de una infracción de la 

misma naturaleza, cuando así haya sido declarado por resolución firme.

Artículo 143.  Órganos sancionadores competentes.
La competencia para la resolución de los procedimientos sancionadores por infracciones 

previstas en este capítulo corresponderá a la persona titular del Ministerio del Interior para 
las infracciones muy graves, y a la persona titular de la Secretaría de Estado de Seguridad 
para las infracciones graves y leves.

Artículo 144.  Prescripción de las infracciones.
1. Las infracciones leves prescribirán al año, las infracciones graves a los dos años y las 

muy graves a los tres años de haberse cometido.
2. Cuando se trate de infracciones continuadas o de infracciones de efectos 

permanentes, los plazos señalados en el apartado anterior se computarán desde el día en 
que finalizó la conducta infractora en cada supuesto.

3. La prescripción se interrumpirá por cualquier actuación administrativa que se practique 
formalmente al interesado dirigida a la sanción de la infracción, reanudándose el cómputo 
del plazo de prescripción si el procedimiento estuviera paralizado más de un mes por causa 
no imputable al presunto responsable.

4. Asimismo, la prescripción quedará interrumpida como consecuencia de la apertura de 
un procedimiento judicial penal por los mismos hechos, hasta que la autoridad judicial 
comunique al órgano administrativo su finalización. En tal supuesto, el órgano administrativo 
se abstendrá de seguir el procedimiento sancionador mientras la autoridad judicial no dicte 
sentencia firme o resolución que ponga fin al procedimiento penal, o el Ministerio Fiscal no 
acuerde la improcedencia de iniciar o proseguir las actuaciones en vía penal, quedando 
hasta entonces interrumpido el plazo de prescripción.

De no haberse estimado la existencia de ilícito penal, o en el caso de haberse dictado 
resolución de otro tipo que ponga fin al procedimiento penal, podrá iniciarse o proseguir el 
procedimiento sancionador. En todo caso, el órgano administrativo quedará vinculado por los 
hechos declarados probados en vía judicial.

La autoridad judicial y el Ministerio Fiscal comunicarán al órgano administrativo la 
resolución o acuerdo que hubieran adoptado.

Artículo 145.  Prescripción de las sanciones.
Las sanciones impuestas por infracciones muy graves prescribirán a los cuatro años, las 

impuestas por infracciones graves, a los tres años, y las impuestas por infracciones leves a 
los dos años, computados desde el día siguiente a aquel en que adquiera firmeza en vía 
administrativa la resolución por la que se impone la sanción.
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CAPÍTULO III
Conservación de datos

Artículo 146.  Conservación de datos.
Los contenidos terroristas y los datos conexos se conservarán durante seis meses a 

partir de la retirada o el bloqueo; no obstante, el órgano competente para resolver el 
procedimiento podrá acordar su ampliación durante un periodo adicional cuando ello sea 
necesario.

[ . . . ]
Disposición final novena.  Entrada en vigor.

El presente real decreto-ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado», excepto las previsiones del libro primero y del título VII del libro 
quinto, que entrarán en vigor al mes de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado», y 
las regulaciones del título III del libro tercero, que entrarán en vigor cuando se apruebe su 
desarrollo reglamentario.

[ . . . ]

Información relacionada

• El Real Decreto-ley 5 /2023, de 28 de junio, ha sido convalidado por Acuerdo de la Diputación 
Permanente del Congreso de los Diputados, publicado por Resolución de 26 de julio de 2023. 
Ref. BOE-A-2023-17381
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§ 8

Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales 
y de la financiación del terrorismo

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 103, de 29 de abril de 2010
Última modificación: 29 de junio de 2023

Referencia: BOE-A-2010-6737

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

PREÁMBULO
La política de prevención del blanqueo de capitales surge a finales de la década de 1980 

como reacción a la creciente preocupación que planteaba la criminalidad financiera derivada 
del tráfico de drogas.

Efectivamente, el riesgo de penetración de importantes sectores del sistema financiero 
por parte de las organizaciones criminales, al que no proporcionaban adecuada respuesta 
los instrumentos existentes, dio lugar a una política internacional coordinada, cuya más 
importante manifestación fue la creación en 1989 del Grupo de Acción Financiera (GAFI). 
Las Recomendaciones del GAFI, aprobadas en 1990, pronto se convirtieron en el estándar 
internacional en la materia, constituyéndose en la inspiración directa de la Primera Directiva 
comunitaria (Directiva 91/308/CEE del Consejo, de 10 de junio de 1991).

No obstante, el conocimiento más profundo de las técnicas utilizadas por las redes de 
blanqueo de capitales, así como la natural evolución de una política pública tan reciente, han 
motivado en los últimos años una serie de cambios en los estándares internacionales y, 
como consecuencia de ello, en el derecho comunitario.

En este contexto, la presente Ley transpone la Directiva 2005/60/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 26 de octubre de 2005, relativa a la prevención de la utilización 
del sistema financiero para el blanqueo de capitales y para la financiación del terrorismo, 
desarrollada por la Directiva 2006/70/CE de la Comisión, de 1 de agosto de 2006, por la que 
se establecen disposiciones de aplicación de la Directiva 2005/60/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo en lo relativo a la definición de «personas del medio político» y los 
criterios técnicos aplicables en los procedimientos simplificados de diligencia debida con 
respecto al cliente, así como en lo que atañe a la exención por razones de actividad 
financiera ocasional o muy limitada, además de establecer el régimen sancionador del 
Reglamento (CE) Nº 1781/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de noviembre 
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de 2006, relativo a la información sobre los ordenantes que acompaña a las transferencias 
de fondos.

Sin embargo, debe subrayarse que la Directiva 2005/60/CE o Tercera Directiva, que 
básicamente incorpora al derecho comunitario las Recomendaciones del GAFI tras su 
revisión en 2003, se limita a establecer un marco general que ha de ser, no sólo transpuesto, 
sino completado por los Estados miembros, dando lugar a normas nacionales notablemente 
más extensas y detalladas, lo que supone que la Directiva no establece un marco integral de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo que sea susceptible 
de ser aplicado por los sujetos obligados sin ulteriores especificaciones por parte del 
legislador nacional. Por otra parte, la Tercera Directiva es una norma de mínimos, como 
señala de forma rotunda su artículo 5, que ha de ser reforzada o extendida atendiendo a los 
concretos riesgos existentes en cada Estado miembro, lo que justifica que la presente Ley 
contenga, al igual que la vigente Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre determinadas 
medidas de prevención del blanqueo de capitales, algunas disposiciones más rigurosas que 
la Directiva.

Por otra parte, desde el punto de vista técnico se ha realizado una verdadera 
transposición, adaptando la terminología y sistemática de la Directiva a las prácticas 
legislativas patrias. Así, a título de ejemplo, se ha optado por la locución «personas con 
responsabilidad pública» para aludir a lo que la Directiva denomina «personas del medio 
político», por entender que aquélla es más exacta y expresiva en castellano. Asimismo se ha 
mantenido, en la medida de lo posible, el régimen vigente, en cuanto no fuera contrario a la 
nueva ordenación comunitaria, con el fin de reducir los costes de adaptación de los sujetos 
obligados. Finalmente, se han elevado de rango diversas previsiones contenidas en el 
Reglamento de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, aprobado por Real Decreto 925/1995, 
de 9 de junio, lo que se traduce en una Ley notablemente más extensa que, desde un punto 
de vista crítico, podría tacharse de excesivamente reglamentista. Sin embargo, esta técnica 
se estima preferible por tratarse de deberes específicos, impuestos a los sujetos obligados, 
que encuentran mejor acomodo en normas de rango legal.

Por último, cabe señalar que se procede a la unificación de los regímenes de prevención 
del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, poniendo fin a la dispersión 
actual. Consecuentemente con los estándares internacionales en materia de prevención del 
blanqueo de capitales, que han incorporado plenamente la lucha contra la financiación del 
terrorismo, la Tercera Directiva, a diferencia de los textos de 1991 y 2001, se refiere a «la 
prevención de la utilización del sistema financiero para el blanqueo de capitales y para la 
financiación del terrorismo».

En España, la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre determinadas medidas de 
prevención del blanqueo de capitales, coexiste con la Ley 12/2003, de 21 de mayo, de 
prevención y bloqueo de la financiación del terrorismo. Como indica su denominación, la Ley 
12/2003, de 21 de mayo, no se ha limitado a regular la congelación o bloqueo de fondos 
potencialmente vinculados al terrorismo, como fue la intención inicial, sino que ha 
reproducido las obligaciones de prevención de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, lo que 
resulta claramente disfuncional.

Por ello, sin perjuicio de mantener la Ley 12/2003, de 21 de mayo, en lo relativo al 
bloqueo, se procede a regular de forma unitaria en la presente Ley los aspectos preventivos 
tanto del blanqueo de capitales como de la financiación del terrorismo. El bloqueo, como 
decisión operativa, se mantendrá en el ámbito del Ministerio del Interior, atribuyéndose, por 
el contrario, a la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias, situada orgánicamente en la Secretaría de Estado de Economía y con 
participación de los supervisores financieros, la competencia para la incoación e instrucción 
de los expedientes sancionadores por incumplimiento de las obligaciones de prevención. Ello 
acabará con la actual dualidad normativa, manteniendo, no obstante, la competencia de la 
Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo para acordar el 
bloqueo o congelación de fondos cuando existan motivos que lo justifiquen.

ÁMBITOS DE LA SEGURIDAD NACIONAL: TERRORISMO

§ 8  Ley de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo

– 44 –



CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto, definiciones y ámbito de aplicación.
1. La presente Ley tiene por objeto la protección de la integridad del sistema financiero y 

de otros sectores de actividad económica mediante el establecimiento de obligaciones de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.

2. A los efectos de la presente Ley, se considerarán blanqueo de capitales las siguientes 
actividades:

a) La conversión o la transferencia de bienes, a sabiendas de que dichos bienes 
proceden de una actividad delictiva o de la participación en una actividad delictiva, con el 
propósito de ocultar o encubrir el origen ilícito de los bienes o de ayudar a personas que 
estén implicadas a eludir las consecuencias jurídicas de sus actos.

b) La ocultación o el encubrimiento de la naturaleza, el origen, la localización, la 
disposición, el movimiento o la propiedad real de bienes o derechos sobre bienes, a 
sabiendas de que dichos bienes proceden de una actividad delictiva o de la participación en 
una actividad delictiva.

c) La adquisición, posesión o utilización de bienes, a sabiendas, en el momento de la 
recepción de los mismos, de que proceden de una actividad delictiva o de la participación en 
una actividad delictiva.

d) La participación en alguna de las actividades mencionadas en las letras anteriores, la 
asociación para cometer este tipo de actos, las tentativas de perpetrarlas y el hecho de 
ayudar, instigar o aconsejar a alguien para realizarlas o facilitar su ejecución.

Existirá blanqueo de capitales aun cuando las conductas descritas en las letras 
precedentes sean realizadas por la persona o personas que cometieron la actividad delictiva 
que haya generado los bienes.

A los efectos de esta Ley se entenderá por bienes procedentes de una actividad delictiva 
todo tipo de activos cuya adquisición o posesión tenga su origen en un delito, tanto 
materiales como inmateriales, muebles o inmuebles, tangibles o intangibles, así como los 
documentos o instrumentos jurídicos con independencia de su forma, incluidas la electrónica 
o la digital, que acrediten la propiedad de dichos activos o un derecho sobre los mismos, con 
inclusión de la cuota defraudada en el caso de los delitos contra la Hacienda Pública.

Se considerará que hay blanqueo de capitales aun cuando las actividades que hayan 
generado los bienes se hubieran desarrollado en el territorio de otro Estado.

3. A los efectos de la presente Ley, se entenderá por financiación del terrorismo el 
suministro, el depósito, la distribución o la recogida de fondos o bienes, por cualquier medio, 
de forma directa o indirecta, con la intención de utilizarlos o con el conocimiento de que 
serán utilizados, íntegramente o en parte, para la comisión de cualquiera de los delitos de 
terrorismo tipificados en el Código Penal.

Se considerará que existe financiación del terrorismo aun cuando el suministro o la 
recogida de fondos o bienes se hayan desarrollado en el territorio de otro Estado.

4. Se considerarán países terceros equivalentes aquellos Estados, territorios o 
jurisdicciones que, por establecer requisitos equivalentes a los de la legislación española, se 
determinen por la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias, a propuesta de su Secretaría.

La calificación como país tercero equivalente de un Estado, territorio o jurisdicción se 
entenderá en todo caso sin efecto retroactivo.

La Secretaría General del Tesoro y Financiación Internacional mantendrá en su página 
web una lista actualizada de los Estados, territorios o jurisdicciones que gocen de la 
condición de país tercero equivalente.

5. Se entenderá por moneda virtual aquella representación digital de valor no emitida ni 
garantizada por un banco central o autoridad pública, no necesariamente asociada a una 
moneda legalmente establecida y que no posee estatuto jurídico de moneda o dinero, pero 
que es aceptada como medio de cambio y puede ser transferida, almacenada o negociada 
electrónicamente.
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6. Se entenderá por cambio de moneda virtual por moneda fiduciaria la compra y venta 
de monedas virtuales mediante la entrega o recepción de euros o cualquier otra moneda 
extranjera de curso legal o dinero electrónico aceptado como medio de pago en el país en el 
que haya sido emitido.

7. Se entenderá por proveedores de servicios de custodia de monederos electrónicos 
aquellas personas físicas o entidades que prestan servicios de salvaguardia o custodia de 
claves criptográficas privadas en nombre de sus clientes para la tenencia, el 
almacenamiento y la transferencia de monedas virtuales.

Artículo 2.  Sujetos obligados.
1. La presente Ley será de aplicación a los siguientes sujetos obligados:
a) Las entidades de crédito.
b) Las entidades aseguradoras autorizadas para operar en el ramo de vida u otros 

seguros relacionados con inversiones y los corredores de seguros cuando actúen en relación 
con seguros de vida u otros servicios relacionados con inversiones, con las excepciones que 
se establezcan reglamentariamente.

c) Las empresas de servicios de inversión.
d) Las sociedades gestoras de instituciones de inversión colectiva y las sociedades de 

inversión cuya gestión no esté encomendada a una sociedad gestora.
e) Las entidades gestoras de fondos de pensiones.
f) Las sociedades gestoras de entidades de capital-riesgo y las sociedades de capital-

riesgo cuya gestión no esté encomendada a una sociedad gestora.
g) Las sociedades de garantía recíproca.
h) Las entidades de dinero electrónico, las entidades de pago y las personas físicas y 

jurídicas a las que se refieren los artículos 14 y 15 del Real Decreto Ley 19/2018, de 23 de 
noviembre, de servicios de pago y otras medidas urgentes en materia financiera.

i) Las personas que ejerzan profesionalmente actividades de cambio de moneda.
j) Los servicios postales respecto de las actividades de giro o transferencia.
k) Las personas dedicadas profesionalmente a la intermediación en la concesión de 

préstamos o créditos, así como aquellas que, sin haber obtenido la autorización como 
establecimientos financieros de crédito, desarrollen profesionalmente alguna actividad 
prevista en el artículo 6.1 de la Ley 5/2015, de 27 de abril, de fomento de la financiación 
empresarial, o desarrollen actividades de concesión de préstamos previstas en la Ley 
5/2019, de 15 de marzo, reguladora de los contratos de crédito inmobiliario, así como las 
personas dedicadas profesionalmente a la intermediación en la concesión de préstamos o 
créditos.

l) Los promotores inmobiliarios y quienes ejerzan profesionalmente actividades de 
agencia, comisión o intermediación en la compraventa de bienes inmuebles o en 
arrendamientos de bienes inmuebles que impliquen una transacción por una renta total anual 
igual o superior a 120.000 euros o una renta mensual igual o superior a 10.000 euros.

m) Los auditores de cuentas, contables externos, asesores fiscales y cualquier otra 
persona que se comprometa a prestar de manera directa o a través de otras personas 
relacionadas, ayuda material, asistencia o asesoramiento en cuestiones fiscales como 
actividad empresarial o profesional principal.

n) Los notarios y los registradores de la propiedad, mercantiles y de bienes muebles.
ñ) Los abogados, procuradores u otros profesionales independientes cuando participen 

en la concepción, realización o asesoramiento de operaciones por cuenta de clientes 
relativas a la compraventa de bienes inmuebles o entidades comerciales, la gestión de 
fondos, valores u otros activos, la apertura o gestión de cuentas corrientes, cuentas de 
ahorros o cuentas de valores, la organización de las aportaciones necesarias para la 
creación, el funcionamiento o la gestión de empresas o la creación, el funcionamiento o la 
gestión de fideicomisos («trusts»), sociedades o estructuras análogas, o cuando actúen por 
cuenta de clientes en cualquier operación financiera o inmobiliaria.

o) Las personas que con carácter profesional y con arreglo a la normativa específica que 
en cada caso sea aplicable presten los siguientes servicios por cuenta de terceros: constituir 
sociedades u otras personas jurídicas; ejercer funciones de dirección o de secretarios no 
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consejeros de consejo de administración o de asesoría externa de una sociedad, socio de 
una asociación o funciones similares en relación con otras personas jurídicas o disponer que 
otra persona ejerza dichas funciones; facilitar un domicilio social o una dirección comercial, 
postal, administrativa y otros servicios afines a una sociedad, una asociación o cualquier otro 
instrumento o persona jurídicos; ejercer funciones de fiduciario en un fideicomiso (trust) o 
instrumento jurídico similar o disponer que otra persona ejerza dichas funciones; o ejercer 
funciones de accionista por cuenta de otra persona, exceptuando las sociedades que coticen 
en un mercado regulado de la Unión Europea y que estén sujetas a requisitos de información 
acordes con el Derecho de la Unión o a normas internacionales equivalentes que garanticen 
la adecuada transparencia de la información sobre la propiedad, o disponer que otra persona 
ejerza dichas funciones.

p) Los casinos de juego.
q) Las personas que comercien profesionalmente con joyas, piedras o metales 

preciosos.
r) Las personas que comercien profesionalmente con objetos de arte o antigüedades o 

actúen como intermediarios en el comercio de objetos de arte o antigüedades, y las 
personas que almacenen o comercien con objetos de arte o antigüedades o actúen como 
intermediarios en el comercio de objetos de arte o antigüedades cuando lo lleven a cabo en 
puertos francos.

s) Las personas que ejerzan profesionalmente las actividades a que se refiere el artículo 
1 de la Ley 43/2007, de 13 de diciembre, de protección de los consumidores en la 
contratación de bienes con oferta de restitución del precio.

t) Las personas que ejerzan actividades de depósito, custodia o transporte profesional de 
fondos o medios de pago.

u) Las personas responsables de la gestión, explotación y comercialización de loterías u 
otros juegos de azar presenciales o por medios electrónicos, informáticos, telemáticos e 
interactivos. En el caso de loterías, apuestas mutuas deportivo-benéficas, concursos, bingos 
y máquinas recreativas tipo “B” únicamente respecto de las operaciones de pago de 
premios.

v) Las personas físicas que realicen movimientos de medios de pago, en los términos 
establecidos en el artículo 34.

w) Las personas que comercien profesionalmente con bienes, en los términos 
establecidos en el artículo 38.

x) Las fundaciones y asociaciones, en los términos establecidos en el artículo 39.
y) Los gestores de sistemas de pago y de compensación y liquidación de valores y 

productos financieros derivados, así como los gestores de tarjetas de crédito o debito 
emitidas por otras entidades, en los términos establecidos en el artículo 40.

z) Los proveedores de servicios de cambio de moneda virtual por moneda fiduciaria y de 
custodia de monederos electrónicos.

Se entenderán sujetas a la presente Ley las personas o entidades no residentes que, a 
través de sucursales o agentes o mediante prestación de servicios sin establecimiento 
permanente, desarrollen en España actividades de igual naturaleza a las de las personas o 
entidades citadas en los párrafos anteriores.

2. Tienen la consideración de sujetos obligados las personas físicas o jurídicas que 
desarrollen las actividades mencionadas en el apartado precedente. No obstante, cuando las 
personas físicas actúen en calidad de empleados de una persona jurídica, o le presten 
servicios permanentes o esporádicos, las obligaciones impuestas por esta Ley recaerán 
sobre dicha persona jurídica respecto de los servicios prestados.

Los sujetos obligados quedarán, asimismo, sometidos a las obligaciones establecidas en 
la presente Ley respecto de las operaciones realizadas a través de agentes u otras personas 
que actúen como mediadores o intermediarios de aquéllos.

3. Reglamentariamente podrán excluirse aquellas personas que realicen actividades 
financieras con carácter ocasional o de manera muy limitada cuando exista escaso riesgo de 
blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo. Asimismo, podrán excluirse, total o 
parcialmente, aquellos juegos de azar y los sujetos obligados de la letra h) del apartado 1 de 
este artículo, que presenten un bajo riesgo de blanqueo de capitales y de financiación del 
terrorismo.
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4. A los efectos de esta ley, se considerarán entidades financieras los sujetos obligados 
mencionados en las letras a) a i) y en la letra z) del apartado 1 de este artículo.

5. Serán aplicables al administrador nacional del registro de derechos de emisión 
previsto en la Ley 1/2005, de 9 de marzo, por la que se regula el régimen de comercio de 
derechos de emisión de gases de efecto invernadero, con las excepciones que se 
determinen reglamentariamente, las obligaciones de información y de control interno 
contenidas en los capítulos III y IV de la presente Ley.

CAPÍTULO II
De la diligencia debida

Sección 1.ª Medidas normales de diligencia debida

Artículo 3.  Identificación formal.
1. Los sujetos obligados identificarán a cuantas personas físicas o jurídicas pretendan 

establecer relaciones de negocio o intervenir en cualesquiera operaciones.
En ningún caso los sujetos obligados mantendrán relaciones de negocio o realizarán 

operaciones con personas físicas o jurídicas que no hayan sido debidamente identificadas. 
Queda prohibida, en particular, la apertura, contratación o mantenimiento de cuentas, libretas 
de ahorro, cajas de seguridad, activos o instrumentos numerados, cifrados, anónimos o con 
nombres ficticios.

2. Con carácter previo al establecimiento de la relación de negocios o a la ejecución de 
cualesquiera operaciones, los sujetos obligados comprobarán la identidad de los 
intervinientes mediante documentos fehacientes. En el supuesto de no poder comprobar la 
identidad de los intervinientes mediante documentos fehacientes en un primer momento, se 
podrá contemplar lo establecido en el artículo 12, salvo que existan elementos de riesgo en 
la operación.

Reglamentariamente se establecerán los documentos que deban reputarse fehacientes a 
efectos de identificación.

3. En el ámbito del seguro de vida, la comprobación de la identidad del tomador deberá 
realizarse con carácter previo a la celebración del contrato. La comprobación de la identidad 
del beneficiario del seguro de vida deberá realizarse en todo caso con carácter previo al 
pago de la prestación derivada del contrato o al ejercicio de los derechos de rescate, anticipo 
o pignoración conferidos por la póliza.

Artículo 4.  Identificación del titular real.
1. Los sujetos obligados identificarán al titular real y adoptarán medidas adecuadas a fin 

de comprobar su identidad con carácter previo al establecimiento de relaciones de negocio o 
a la ejecución de cualesquiera operaciones.

2. A los efectos de la presente ley, se entenderá por titular real:
a) La persona o personas físicas por cuya cuenta se pretenda establecer una relación de 

negocios o intervenir en cualesquiera operaciones.
b) La persona o personas físicas que en último término posean o controlen, directa o 

indirectamente, un porcentaje superior al 25 por ciento del capital o de los derechos de voto 
de una persona jurídica, o que por otros medios ejerzan el control, directo o indirecto, de una 
persona jurídica. A efectos de la determinación del control serán de aplicación, entre otros, 
los criterios establecidos en el artículo 42 del Código de Comercio.

Serán indicadores de control por otros medios, entre otros, los previstos en el artículo 22 
(1) a (5) de la Directiva 2013/34/UE del Parlamento Europeo y el Consejo, de 26 de junio de 
2013 sobre los estados financieros anuales, los estados financieros consolidados y otros 
informes afines de ciertos tipos de empresas, por la que se modifica la Directiva 2006/43/CE 
del Parlamento Europeo y del Consejo y se derogan las Directivas 78/660/CEE y 
83/349/CEE del Consejo.
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Se exceptúan las sociedades que coticen en un mercado regulado y que estén sujetas a 
requisitos de información acordes con el Derecho de la Unión o a normas internacionales 
equivalentes que garanticen la adecuada transparencia de la información sobre la propiedad.

b bis) Cuando no exista una persona física que posea o controle, directa o 
indirectamente, un porcentaje superior al 25 por ciento del capital o de los derechos de voto 
de la persona jurídica, o que por otros medios ejerza el control, directo o indirecto, de la 
persona jurídica, se considerará que ejerce dicho control el administrador o administradores. 
Cuando el administrador designado fuera una persona jurídica, se entenderá que el control 
es ejercido por la persona física nombrada por el administrador persona jurídica. Los sujetos 
obligados verificarán su identidad y consignarán las medidas tomadas y las dificultades 
encontradas durante el proceso de verificación.

c) En el caso de los fideicomisos, como el trust anglosajón, tendrán la consideración de 
titulares reales todas las personas siguientes:

1.º el fideicomitente o fideicomitentes.
2.º el fiduciario o fiduciarios,
3.º el protector o protectores, si los hubiera
4.º los beneficiarios o, cuando aún estén por designar, la categoría de personas en 

beneficio de la cual se ha creado o actúa la estructura jurídica; y
5.º cualquier otra persona física que ejerza en último término el control del fideicomiso a 

través de la propiedad directa o indirecta o a través de otros medios.
d) En el supuesto de instrumentos jurídicos análogos al trust, como las fiducias o el 

treuhand de la legislación alemana, los sujetos obligados identificarán y adoptarán medidas 
adecuadas a fin de comprobar la identidad de las personas que ocupen posiciones 
equivalentes o similares a las relacionadas en los números 1.º a 5.º del apartado anterior.

3. Los sujetos obligados recabarán información de los clientes para determinar si éstos 
actúan por cuenta propia o de terceros. Cuando existan indicios o certeza de que los clientes 
no actúan por cuenta propia, los sujetos obligados recabarán la información precisa a fin de 
conocer la identidad de las personas por cuenta de las cuales actúan aquéllos.

4. Los sujetos obligados adoptarán medidas adecuadas al efecto de determinar la 
estructura de propiedad y de control de las personas jurídicas, estructuras jurídicas sin 
personalidad, fideicomisos y cualquier otra estructura análoga.

Los sujetos obligados no establecerán o mantendrán relaciones de negocio con 
personas jurídicas, o estructuras jurídicas sin personalidad, cuya estructura de propiedad y 
de control no haya podido determinarse. Si se trata de sociedades cuyas acciones estén 
representadas mediante títulos al portador, se aplicará la prohibición anterior salvo que el 
sujeto obligado determine por otros medios la estructura de propiedad y de control. Esta 
prohibición no será aplicable a la conversión de los títulos al portador en títulos nominativos 
o en anotaciones en cuenta.

Artículo 4 bis.  Información de titularidad real de personas jurídicas.
1. Sin perjuicio de las obligaciones que les fueran exigibles por su normativa reguladora, 

las sociedades mercantiles, fundaciones, asociaciones y cuantas personas jurídicas estén 
sujetas a la obligación de declarar su titularidad real, constituidas conforme a la legislación 
española o con domicilio social o sucursal en España, están obligadas a obtener, conservar 
y actualizar la información del titular o los titulares reales de esa persona jurídica, de 
conformidad con los criterios establecidos en el artículo 4. La información de los titulares 
reales se conservará por un plazo de 10 años a contar desde el cese de su condición de 
titular real en los términos establecidos reglamentariamente.

2. Cuando establezcan relaciones de negocio o realicen operaciones ocasionales, las 
entidades previstas en el apartado 1 tendrán a disposición de los sujetos obligados la 
información a la que se refiere este artículo, a fin de que se pueda dar cumplimiento a las 
obligaciones en materia de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del 
terrorismo.

3. La información actualizada sobre la titularidad real será mantenida por:
a) El administrador único o los administradores mancomunados o solidarios.
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b) El Consejo de Administración, así como, en particular, el secretario del Consejo de 
Administración, sea o no consejero.

c) El patronato y el secretario.
d) El órgano de representación de la asociación y el secretario.
4. Todas las personas físicas que tengan la condición de titulares reales conforme a lo 

dispuesto en el artículo 4, tendrán la obligación de suministrar de forma inmediata, desde el 
momento en que tengan conocimiento de ese hecho, a las personas relacionadas en el 
apartado 3, su condición de titulares reales, con inclusión de los siguientes datos de 
identificación:

a) Nombre y apellidos.
b) Fecha de nacimiento.
c) Tipo y número de documento identificativo (en el caso de nacionales españoles o 

residentes en España se incluirá siempre el documento expedido en España).
d) País de expedición del documento identificativo, en caso de no utilizarse el 

Documento Nacional de Identidad o la tarjeta de residente en España.
e) País de residencia.
f) Nacionalidad.
g) Criterio que cualifica a esa persona como titular real.
h) En caso de titularidades reales por propiedad directa o indirecta de acciones o 

derechos de voto, porcentaje de participación, con inclusión, en el caso de propiedad 
indirecta, de la información sobre las personas jurídicas interpuestas y su participación en 
cada una de ellas.

i) Aquellos otros que, mediante norma reglamentaria, puedan determinarse.

Artículo 4 ter.  Información de titularidad real de fideicomisos como el trust y otros 
instrumentos jurídicos análogos.

1. Las personas físicas o jurídicas residentes o con establecimiento en España que 
actúen como fiduciarios, gestionando o administrando fideicomisos como el trust anglosajón 
y otros tipos de instrumentos jurídicos análogos con actividades en España, están obligadas 
a obtener, conservar y actualizar la información de los titulares reales, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 4.2. c) y d). La información de los titulares reales se conservará por 
un plazo de 10 años a contar desde el cese de su condición de titular real.

2. Cuando establezcan relaciones de negocio o realicen operaciones ocasionales, los 
fiduciarios o personas que ocupen posición equivalente deberán informar de la condición en 
la que actúan a los sujetos obligados, teniendo a su disposición la información a la que se 
refiere este artículo.

3. Las personas físicas que tengan la condición de titulares reales de conformidad con lo 
establecido en el artículo 4.2 c) y d), tendrán la obligación de suministrar de forma inmediata, 
desde el momento en que tengan conocimiento de ese hecho, a los fiduciarios o personas 
que ocupen posición equivalente, su condición de titulares reales, con inclusión de los 
siguientes datos de identificación:

a) Nombre y apellidos.
b) Fecha de nacimiento.
c) Tipo y número de documento identificativo (en el caso de nacionales españoles o 

residentes en España se incluirá siempre el documento expedido en España).
d) País de expedición del documento identificativo, en caso de no utilizarse el 

Documento nacional de Identidad o la tarjeta de residente en España.
e) País de residencia.
f) Nacionalidad.
g) Criterio que cualifica a esa persona como titular real.
h) Aquellos otros que, mediante norma reglamentaria, puedan determinarse.

Artículo 5.  Propósito e índole de la relación de negocios.
Los sujetos obligados obtendrán información sobre el propósito e índole prevista de la 

relación de negocios. En particular, los sujetos obligados recabarán de sus clientes 
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información a fin de conocer la naturaleza de su actividad profesional o empresarial y 
adoptarán medidas dirigidas a comprobar razonablemente la veracidad de dicha información.

Tales medidas consistirán en el establecimiento y aplicación de procedimientos de 
verificación de las actividades declaradas por los clientes. Dichos procedimientos tendrán en 
cuenta el diferente nivel de riesgo y se basarán en la obtención de los clientes de 
documentos que guarden relación con la actividad declarada o en la obtención de 
información sobre ella ajena al propio cliente.

Artículo 6.  Seguimiento continuo de la relación de negocios.
Los sujetos obligados aplicarán medidas de seguimiento continuo a la relación de 

negocios, incluido el escrutinio de las operaciones efectuadas a lo largo de dicha relación a 
fin de garantizar que coincidan con el conocimiento que tenga el sujeto obligado del cliente y 
de su perfil empresarial y de riesgo, incluido el origen de los fondos y garantizar que los 
documentos, datos e información de que se disponga estén actualizados.

Artículo 7.  Aplicación de las medidas de diligencia debida.
1. Los sujetos obligados aplicarán cada una de las medidas de diligencia debida 

previstas en los precedentes artículos, pero podrán determinar el grado de aplicación de las 
medidas establecidas en los artículos 4, 5 y 6 en función del riesgo y dependiendo del tipo 
de cliente, relación de negocios, producto u operación, recogiéndose estos extremos en la 
política expresa de admisión de clientes a que se refiere el artículo 26.

Los sujetos obligados deberán estar en condiciones de demostrar a las autoridades 
competentes que las medidas adoptadas tienen el alcance adecuado en vista del riesgo de 
blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo mediante un previo análisis de riesgo 
que en todo caso deberá constar por escrito.

En todo caso los sujetos obligados aplicarán las medidas de diligencia debida cuando 
concurran indicios de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo, con 
independencia de cualquier excepción, exención o umbral, o cuando existan dudas sobre la 
veracidad o adecuación de los datos obtenidos con anterioridad.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 3.1, los sujetos 
obligados no solo aplicarán las medidas de diligencia debida previstas en este capítulo a 
todos los nuevos clientes sino, asimismo, a los clientes existentes, en función de un análisis 
del riesgo.

En todo caso, los sujetos obligados aplicarán a los clientes existentes las medidas de 
diligencia debida en función del riesgo cuando se proceda a la contratación de nuevos 
productos, cambien las circunstancias del cliente o cuando se produzca una operación 
significativa por su volumen o complejidad y, en todo caso, cuando el sujeto obligado tenga 
obligación en el curso del año natural correspondiente de ponerse en contacto con el cliente 
para revisar la información pertinente relativa al titular o titulares reales.

Lo dispuesto en este apartado se entenderá sin perjuicio de la responsabilidad exigible 
por el incumplimiento de obligaciones vigentes con anterioridad a la entrada en vigor de esta 
ley.

3. Los sujetos obligados no establecerán relaciones de negocio ni ejecutarán 
operaciones cuando no puedan aplicar las medidas de diligencia debida previstas en esta 
Ley. Cuando se aprecie la imposibilidad en el curso de la relación de negocios, los sujetos 
obligados pondrán fin a la misma, procediendo a realizar el examen especial a que se refiere 
el artículo 17.

La negativa a establecer relaciones de negocio o a ejecutar operaciones o la terminación 
de la relación de negocios por imposibilidad de aplicar las medidas de diligencia debida 
previstas en esta Ley no conllevará, salvo que medie enriquecimiento injusto, ningún tipo de 
responsabilidad para los sujetos obligados.

4. Los sujetos obligados aplicarán las medidas de diligencia debida establecidas en este 
Capítulo a los fideicomisos como el trust anglosajón, la fiducia, el treuhand de la legislación 
alemana u otros instrumentos jurídicos análogos o masas patrimoniales que, careciendo de 
personalidad jurídica, puedan actuar en el tráfico económico.
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5. Los casinos de juego identificarán y comprobarán mediante documentos fehacientes 
la identidad de cuantas personas pretendan acceder al establecimiento. La identidad de tales 
personas será registrada, sin perjuicio del cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 25.

Asimismo, los casinos de juego identificarán a cuantas personas pretendan realizar las 
siguientes operaciones:

a) La entrega a los clientes de cheques como consecuencia de operaciones de cambio 
de fichas.

b) Las transferencias de fondos realizadas por los casinos a petición de los clientes.
c) La expedición por los casinos de certificaciones acreditativas de ganancias obtenidas 

por los jugadores.
Cuando efectúen transacciones por un valor igual o superior a 2.000 euros en una 

operación o en varias operaciones entre las que parezca existir algún tipo de relación, ya sea 
en el momento del cobro de ganancias, de compra o venta de fichas de juego, los casinos 
deberán aplicar el resto de las medidas de diligencia debida respecto del cliente en los 
términos de esta Sección.

6. Los operadores de juego a través de medios electrónicos, informáticos, telemáticos e 
interactivos identificarán y comprobarán la identidad de cuantas personas pretendan 
participar en estos juegos o apuestas, en los términos previstos reglamentariamente.

Cuando efectúen transacciones por un valor igual o superior a 2.000 euros en una 
operación o en varias operaciones entre las que parezca existir algún tipo de relación, ya sea 
en el momento del cobro de ganancias y/o de la realización de apuestas, estos operadores 
de juego deberán aplicar el resto de las medidas de diligencia debida respecto del cliente en 
los términos de esta Sección.

Los operadores de juego a través de medios presenciales aplicarán las medidas de 
diligencia debida cuando efectúen transacciones por un valor igual o superior a 2.000 euros 
en una operación o en varias operaciones entre las que parezca existir algún tipo de 
relación.

7. Reglamentariamente podrá autorizarse la no aplicación de todas o algunas de las 
medidas de diligencia debida o de conservación de documentos en relación con aquellas 
operaciones ocasionales que no excedan de un umbral cuantitativo, bien singular, bien 
acumulado por periodos temporales.

8. Las entidades financieras que actúen como adquirentes solo aceptarán pagos 
efectuados con tarjetas prepago anónimas emitidas en países fuera de España cuando esas 
tarjetas cumplan con los umbrales y requisitos establecidos en el artículo 12 de la Directiva 
(UE) 2015/849.

Artículo 8.  Aplicación por terceros de las medidas de diligencia debida.
1. Los sujetos obligados podrán recurrir a terceros sometidos a la presente ley, así como 

a las organizaciones o federaciones de estos sujetos, para la aplicación de las medidas de 
diligencia debida previstas en esta Sección, con excepción del seguimiento continuo de la 
relación de negocios regulada en el artículo 6. Esta limitación no será aplicable en el caso de 
grupos.

No obstante, los sujetos obligados mantendrán la plena responsabilidad respecto de la 
relación de negocios u operación, aun cuando el incumplimiento sea imputable al tercero, sin 
perjuicio, en su caso, de la responsabilidad de éste.

2. Los sujetos obligados podrán recurrir a terceros sometidos a la legislación de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo de otros Estados 
miembros de la Unión Europea o de países terceros equivalentes, así como a las 
organizaciones o federaciones de estas entidades obligadas, aun cuando los documentos o 
datos exigidos en aquéllos sean distintos de los previstos en la presente ley, y siempre que 
su cumplimiento sea objeto de supervisión por las autoridades competentes.

Queda prohibido el recurso a terceros domiciliados en países terceros con deficiencias 
estratégicas identificados mediante Decisión de la Comisión Europea de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 9 de la Directiva (UE) 2015/849 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 20 de mayo de 2015, con excepción de las sucursales y filiales con participación 
mayoritaria de sujetos obligados establecidos en la Unión Europea, siempre que tales 
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sucursales y filiales cumplan plenamente las políticas y procedimientos a nivel de grupo 
establecidos por la matriz.

3. El recurso a terceros para la aplicación de las medidas de diligencia debida exigirá la 
previa conclusión de un acuerdo escrito entre el sujeto obligado y el tercero, en el que se 
formalicen las respectivas obligaciones.

Los terceros pondrán a inmediata disposición del sujeto obligado la información obtenida 
en aplicación de las medidas de diligencia debida. Asimismo, los terceros remitirán al sujeto 
obligado, a instancias de éste, copia de la documentación pertinente con arreglo a esta 
sección.

4. Lo dispuesto en el presente artículo no será de aplicación a las relaciones de 
externalización o agencia cuando, en virtud de un acuerdo contractual, el proveedor de 
servicios de externalización o agente deba ser considerado como parte del sujeto obligado.

Los sujetos obligados, sin perjuicio de mantener la plena responsabilidad respecto del 
cliente, podrán aceptar las medidas de diligencia debida practicadas por sus filiales o 
sucursales domiciliadas en España o en terceros países.

Sección 2.ª Medidas simplificadas de diligencia debida

Artículo 9.  Medidas simplificadas de diligencia debida.
Los sujetos obligados podrán aplicar, en los supuestos y con las condiciones que se 

determinen reglamentariamente, medidas simplificadas de diligencia debida respecto de 
aquellos clientes, productos u operaciones que comporten un riesgo reducido de blanqueo 
de capitales o de financiación del terrorismo.

Artículo 10.  Aplicación de medidas simplificadas de diligencia debida.
La aplicación de medidas simplificadas de diligencia debida será graduada en función del 

riesgo, con arreglo a los siguientes criterios:
a) Con carácter previo a la aplicación de medidas simplificadas de diligencia debida 

respecto de un determinado cliente, producto u operación de los previstos 
reglamentariamente, los sujetos obligados comprobarán que comporta efectivamente un 
riesgo reducido de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo.

b) La aplicación de las medidas simplificadas de diligencia debida será en todo caso 
congruente con el riesgo. Los sujetos obligados no aplicarán o cesarán de aplicar medidas 
simplificadas de diligencia debida tan pronto como aprecien que un cliente, producto u 
operación no comporta riesgos reducidos de blanqueo de capitales o de financiación del 
terrorismo.

c) Los sujetos obligados mantendrán en todo caso un seguimiento continuo suficiente 
para detectar operaciones susceptibles de examen especial de conformidad con lo prevenido 
en el artículo 17.

Sección 3.ª Medidas reforzadas de diligencia debida

Artículo 11.  Medidas reforzadas de diligencia debida.
1. Los sujetos obligados aplicarán, además de las medidas normales de diligencia 

debida, medidas reforzadas en relación con los países que presenten deficiencias 
estratégicas en sus sistemas de lucha contra el blanqueo de capitales y la financiación del 
terrorismo y figuren en la decisión de la Comisión Europea adoptada de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 9 de la Directiva (UE) 2015/849 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 20 de mayo de 2015.

2. Los sujetos obligados aplicarán también medidas reforzadas en los supuestos 
previstos en la presente Sección, y en cualesquiera otros que, por presentar un alto riesgo 
de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo, se determinen 
reglamentariamente.

Los sujetos obligados, aplicarán, en función de un análisis del riesgo, medidas 
reforzadas de diligencia debida en aquellas situaciones que por su propia naturaleza puedan 
presentar un riesgo más elevado de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo. 
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En todo caso, tendrán esta consideración la actividad de banca privada y las operaciones de 
envío de dinero y de cambio de moneda extranjera que superen los umbrales establecidos 
reglamentariamente.

3. Reglamentariamente podrán concretarse las medidas reforzadas de diligencia debida 
exigibles en las áreas de negocio o actividades que presenten un riesgo más elevado de 
blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo.

Artículo 12.  Relaciones de negocio y operaciones no presenciales.
1. Los sujetos obligados podrán establecer relaciones de negocio o ejecutar operaciones 

a través de medios telefónicos, electrónicos o telemáticos con clientes que no se encuentren 
físicamente presentes, siempre que concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) La identidad del cliente quede acreditada mediante la firma electrónica cualificada 
regulada en el Reglamento (UE) n.° 910/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 
de julio de 2014, relativo a la identificación electrónica y los servicios de confianza para las 
transacciones electrónicas en el mercado interior y por la que se deroga la Directiva 
1999/93/CE. En este caso no será necesaria la obtención de la copia del documento, si bien 
será preceptiva la conservación de los datos de identificación que justifiquen la validez del 
procedimiento. En el resto de casos, cuando la firma electrónica utilizada no reuniese los 
requisitos de la firma electrónica cualificada seguirá siendo preceptiva la obtención en un 
mes de una copia del documento de identificación.

b) El primer ingreso proceda de una cuenta a nombre del mismo cliente abierta en una 
entidad domiciliada en España, en la Unión Europea o en países terceros equivalentes.

c) Se verifiquen los requisitos que se determinen reglamentariamente.
En todo caso, en el plazo de un mes desde el establecimiento de la relación de negocio, 

los sujetos obligados deberán obtener de estos clientes una copia de los documentos 
necesarios para practicar la diligencia debida.

Cuando se aprecien discrepancias entre los datos facilitados por el cliente y otra 
información accesible o en poder del sujeto obligado, será preceptivo proceder a la 
identificación presencial.

Los sujetos obligados adoptarán medidas adicionales de diligencia debida cuando en el 
curso de la relación de negocio aprecien riesgos superiores al riesgo promedio.

2. Los sujetos obligados establecerán políticas y procedimientos para afrontar los riesgos 
específicos asociados con las relaciones de negocio y operaciones no presenciales.

Artículo 13.  Corresponsalía bancaria transfronteriza.
1. Se entiende por relación de corresponsalía la prestación de servicios bancarios de un 

banco en calidad de corresponsal a otro banco como cliente, incluidas, entre otras, la 
prestación de cuentas corrientes u otras cuentas de pasivo y servicios conexos, como 
gestión de efectivo, transferencias internacionales de fondos, compensación de cheques, y 
servicios de cambio de divisas.

El concepto de relaciones de corresponsalía incluye cualquier relación entre entidades 
de crédito y/o entidades financieras, con inclusión de las entidades de pago, que presten 
servicios similares a los de un corresponsal a un cliente, incluidas, entre otras, las relaciones 
establecidas para operaciones con valores o transferencias de fondos. En todos estos 
supuestos será de aplicación lo dispuesto en este artículo.

2. Con respecto a las relaciones de corresponsalía transfronteriza con entidades clientes 
de terceros países, las entidades financieras deberán aplicar las siguientes medidas:

a) Reunir sobre la entidad cliente información suficiente para comprender la naturaleza 
de sus actividades y determinar, a partir de información de dominio público, su reputación y 
la calidad de su supervisión.

b) Evaluar los controles contra el blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo 
de que disponga la entidad cliente.

c) Obtener autorización de la dirección antes de establecer nuevas relaciones de 
corresponsalía bancaria. En los procedimientos internos de la entidad se determinará el nivel 
directivo mínimo necesario para la autorización de establecer o mantener relaciones de 
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negocios, que podrá adecuarse en función del riesgo. Solamente podrán tener asignada esta 
función las personas que tengan conocimiento suficiente del nivel de exposición del sujeto 
obligado al riesgo de blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo y que cuenten 
con la jerarquía suficiente para tomar decisiones que afecten a esta exposición.

d) Documentar las responsabilidades respectivas de cada entidad.
e) Realizar un seguimiento reforzado y permanente de las operaciones efectuadas en el 

marco de la relación de negocios, tomando en consideración los riesgos geográficos, del 
cliente, o derivados del tipo de servicio prestado.

Las entidades financieras modularán el grado e intensidad de aplicación de las medidas, 
conforme a un criterio de riesgo.

3. Las entidades de crédito no establecerán o mantendrán relaciones de corresponsalía 
con bancos pantalla. Asimismo, las entidades de crédito adoptarán medidas adecuadas para 
asegurar que no entablan o mantienen relaciones de corresponsalía con un banco del que 
se conoce que permite el uso de sus cuentas por bancos pantalla.

A estos efectos se entenderá por banco pantalla la entidad de crédito, o entidad que 
desarrolle una actividad similar, constituida en un país en el que no tenga una presencia 
física que permita ejercer una verdadera gestión y dirección y que no sea filial de un grupo 
financiero regulado.

4. Las entidades de crédito no establecerán o mantendrán relaciones de corresponsalía 
que, directamente o través de una subcuenta, permitan ejecutar operaciones a los clientes 
de la entidad de crédito representada.

Artículo 14.  Personas con responsabilidad pública.
1. Los sujetos obligados aplicarán las medidas reforzadas de diligencia debida previstas 

en este artículo en las relaciones de negocio u operaciones de personas con responsabilidad 
pública.

2. Se considerarán personas con responsabilidad pública aquellas que desempeñen o 
hayan desempeñado funciones públicas importantes, tales como los jefes de Estado, jefes 
de Gobierno, ministros u otros miembros de Gobierno, secretarios de Estado o 
subsecretarios; los parlamentarios; los magistrados de tribunales supremos, tribunales 
constitucionales u otras altas instancias judiciales cuyas decisiones no admitan normalmente 
recurso, salvo en circunstancias excepcionales, con inclusión de los miembros equivalentes 
del Ministerio Fiscal; los miembros de tribunales de cuentas o de consejos de bancos 
centrales; los embajadores y encargados de negocios; el alto personal militar de las Fuerzas 
Armadas; los miembros de los órganos de administración, de gestión o de supervisión de 
empresas de titularidad pública; los directores, directores adjuntos y miembros del consejo 
de administración, o función equivalente, de una organización internacional; y los cargos de 
alta dirección de partidos políticos con representación parlamentaria.

3. Asimismo, tendrán la consideración de personas con responsabilidad pública:
a) Las personas, distintas de las enumeradas en el apartado anterior, que tengan la 

consideración de alto cargo de conformidad con lo previsto en el artículo 1 de la Ley 3/2015, 
de 30 de marzo, reguladora del ejercicio de altos cargos de la Administración General del 
Estado.

b) Las personas que desempeñen o hayan desempeñado funciones públicas importantes 
en el ámbito autonómico español, como los Presidentes y los Consejeros y demás miembros 
de los Consejos de Gobierno, así como las personas que desempeñen cargos equivalentes 
a los relacionados en la letra a), y los diputados autonómicos y los cargos de alta dirección 
de partidos políticos con representación autonómica.

c) En el ámbito local español, los alcaldes, concejales y las personas que desempeñen 
cargos equivalentes a las relacionadas en la letra a) de los municipios capitales de provincia, 
o de Comunidad Autónoma y de las Entidades Locales de más de 50.000 habitantes, así 
como los cargos de alta dirección de partidos políticos con representación en dichas 
circunscripciones.

d) Los cargos de alta dirección en organizaciones sindicales o empresariales españolas.
e) Las personas que desempeñen funciones públicas importantes en las organizaciones 

internacionales acreditadas en España. Estas organizaciones deberán elaborar y mantener 
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actualizada una lista de esas funciones públicas de conformidad con lo señalado en el 
apartado 2.

La Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias 
elaborará y publicará una lista en la que se detallará qué tipo de funciones y puestos 
determinan la consideración de persona con responsabilidad pública española.

4. Ninguna de las categorías previstas en los apartados anteriores incluirá empleados 
públicos de niveles intermedios o inferiores.

5. En relación con los clientes o titulares reales enumerados en este artículo, los sujetos 
obligados, además de las medidas normales de diligencia debida, deberán en todo caso:

a) Aplicar procedimientos adecuados de gestión del riesgo a fin de determinar si el 
cliente o el titular real es una persona con responsabilidad pública. Dichos procedimientos se 
incluirán en la política expresa de admisión de clientes a que se refiere el artículo 26.

b) Obtener la autorización del inmediato nivel directivo, como mínimo, para establecer o 
mantener relaciones de negocios.

c) Adoptar medidas adecuadas a fin de determinar el origen del patrimonio y de los 
fondos.

d) Realizar un seguimiento reforzado y permanente de la relación de negocios.
En los procedimientos internos de la entidad se determinará el nivel directivo mínimo 

necesario para la autorización de establecer o mantener relaciones de negocios, que podrá 
adecuarse en función del riesgo de la operación y del cliente concreto. Solamente podrán 
tener asignada esta función las personas que tengan conocimiento suficiente del nivel de 
exposición del sujeto obligado al riesgo de blanqueo de capitales y de la financiación del 
terrorismo y que cuenten con la jerarquía suficiente para tomar decisiones que afecten a esta 
exposición.

6. Los sujetos obligados aplicarán las medidas establecidas en el apartado anterior a los 
familiares y allegados de las personas con responsabilidad pública.

A los efectos de este artículo tendrá la consideración de familiar el cónyuge o la persona 
ligada de forma estable por análoga relación de afectividad, así como los padres e hijos, y 
los cónyuges o personas ligadas a los hijos de forma estable por análoga relación de 
afectividad.

Se considerará allegado toda persona física de la que sea notorio que ostente la 
titularidad o el control de un instrumento o persona jurídicos conjuntamente con una persona 
con responsabilidad pública, o que mantenga otro tipo de relaciones empresariales 
estrechas con la misma, o que ostente la titularidad o el control de un instrumento o persona 
jurídicos que notoriamente se haya constituido en beneficio de la misma.

7. Los sujetos obligados aplicarán medidas razonables para determinar si el beneficiario 
de una póliza de seguro de vida y, en su caso, el titular real del beneficiario, es una persona 
con responsabilidad pública con carácter previo al pago de la prestación derivada del 
contrato o al ejercicio de los derechos de rescate, anticipo o pignoración conferidos por la 
póliza. En esos casos, los sujetos obligados, además de las medidas normales de diligencia 
debida, deberán:

a) Informar al inmediato nivel directivo, como mínimo, antes de proceder al pago, 
rescate, anticipo o pignoración.

b) Realizar un escrutinio reforzado de la entera relación de negocios con el tomador de la 
póliza.

c) Realizar el examen especial previsto en el artículo 17 a efectos de determinar si 
procede la comunicación por indicio de conformidad con el artículo 18.

8. Sin perjuicio del cumplimiento de lo establecido en los apartados anteriores, cuando, 
por concurrir las circunstancias previstas en el artículo 17, proceda el examen especial, los 
sujetos obligados adoptarán las medidas adecuadas para apreciar la eventual participación 
en el hecho u operación de quien ostente o haya ostentado la condición de cargo público 
representativo o alto cargo de las Administraciones Públicas, o de sus familiares o allegados.

9. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 11, cuando las personas contempladas en 
los apartados precedentes hayan dejado de desempeñar sus funciones, los sujetos 
obligados continuarán aplicando las medidas previstas en este artículo por un periodo de dos 
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años. Transcurrido ese plazo, el sujeto obligado aplicará medidas de diligencia debida 
adecuadas, en función del riesgo que pudiera seguir presentado el cliente, y hasta tanto se 
determine por el sujeto obligado que ya no representa un riesgo específico derivado de su 
antigua condición de persona con responsabilidad pública.

Artículo 15.  Tratamiento de datos de personas con responsabilidad pública.
1. A fin de dar cumplimiento a las medidas establecidas en el artículo anterior, los sujetos 

obligados podrán proceder a la creación de ficheros donde se contengan los datos 
identificativos de las personas con responsabilidad pública, aun cuando no mantuvieran con 
las mismas una relación de negocios.

A tal efecto los sujetos obligados podrán recabar la información disponible acerca de las 
personas con responsabilidad pública sin contar con el consentimiento del interesado, aun 
cuando dicha información no se encuentre disponible en fuentes accesibles al público.

Los datos contenidos en los ficheros creados por los sujetos obligados únicamente 
podrán ser utilizados para el cumplimiento de las medidas reforzadas de diligencia debida 
previstas en esta Ley.

2. Será igualmente posible la creación por terceros distintos de los sujetos obligados de 
ficheros en los que se incluyan los datos identificativos de quienes tengan la condición de 
personas con responsabilidad pública con la exclusiva finalidad de colaborar con los sujetos 
obligados en el cumplimiento de las medidas reforzadas de diligencia debida.

Quienes procedan a la creación de estos ficheros no podrán emplear los datos para 
ninguna otra finalidad distinta de la señalada en el párrafo anterior.

3. El tratamiento y cesión de los datos a los que se refieren los dos apartados anteriores 
quedarán sujetos a lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que 
respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de esos datos, en 
adelante, “Reglamento (UE) 2016/679, de 27 de abril de 2016’’ y en la Ley Orgánica 3/2018, 
de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales, 
en adelante, “Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre”.

No obstante, no será preciso informar a los afectados acerca de la inclusión de sus datos 
en los ficheros a los que se refiere este artículo.

4. Los sujetos obligados y los terceros a que se refiere el apartado 2 deberán establecer 
procedimientos que permitan la actualización continua de los datos contenidos en los 
ficheros relativos a las personas con responsabilidad pública. En todo caso deberán 
aplicarse las medidas técnicas y organizativas apropiadas para garantizar un nivel de 
seguridad adecuado al riesgo.

Artículo 16.  Productos u operaciones propicias al anonimato y nuevos desarrollos 
tecnológicos.

Los sujetos obligados prestarán especial atención a todo riesgo de blanqueo de capitales 
o de financiación del terrorismo que pueda derivarse de productos u operaciones propicias al 
anonimato, o de nuevos desarrollos tecnológicos, y tomarán medidas adecuadas a fin de 
impedir su uso para fines de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo.

En tales casos, los sujetos obligados efectuarán un análisis específico de los posibles 
riesgos en relación con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo, que deberá 
documentarse y estar a disposición de las autoridades competentes.

CAPÍTULO III
De las obligaciones de información

Artículo 17.  Examen especial.
Los sujetos obligados examinarán con especial atención cualquier hecho u operación, 

con independencia de su cuantía, que, por su naturaleza, pueda estar relacionado con el 
blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo, reseñando por escrito los resultados 
del examen. En particular, los sujetos obligados examinarán con especial atención toda 
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operación o pauta de comportamiento compleja, inusual o sin un propósito económico o lícito 
aparente, o que presente indicios de simulación o fraude.

Al establecer las medidas de control interno a que se refiere el artículo 26, los sujetos 
obligados concretarán el modo en que se dará cumplimiento a este deber de examen 
especial, que incluirá la elaboración y difusión entre sus directivos, empleados y agentes de 
una relación de operaciones susceptibles de estar relacionadas con el blanqueo de capitales 
o la financiación del terrorismo, la periódica revisión de tal relación y la utilización de 
aplicaciones informáticas apropiadas, teniendo en cuenta el tipo de operaciones, sector de 
negocio, ámbito geográfico y volumen de la información.

Reglamentariamente, podrán determinarse operaciones que serán en todo caso objeto 
de examen especial por los sujetos obligados.

Artículo 18.  Comunicación por indicio.
1. Los sujetos obligados comunicarán, por iniciativa propia, al Servicio Ejecutivo de la 

Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias (en adelante, 
el Servicio Ejecutivo de la Comisión) cualquier hecho u operación, incluso la mera tentativa, 
respecto al que, tras el examen especial a que se refiere el artículo precedente, exista indicio 
o certeza de que está relacionado con el blanqueo de capitales o la financiación del 
terrorismo.

En particular, se consideran operaciones por indicio y se comunicarán al Servicio 
Ejecutivo de la Comisión los casos que, tras el examen especial, el sujeto obligado conozca, 
sospeche o tenga motivos razonables para sospechar que tengan relación con el blanqueo 
de capitales, o con sus delitos precedentes o con la financiación del terrorismo, incluyendo 
aquellos casos que muestren una falta de correspondencia ostensible con la naturaleza, 
volumen de actividad o antecedentes operativos de los clientes, siempre que en el examen 
especial no se aprecie justificación económica, profesional o de negocio para la realización 
de las operaciones.

2. Las comunicaciones a que se refiere el apartado precedente se efectuarán sin dilación 
de conformidad con los procedimientos correspondientes según el artículo 26 y contendrán, 
en todo caso, la siguiente información:

a) Relación e identificación de las personas físicas o jurídicas que participan en la 
operación y concepto de su participación en ella.

b) Actividad conocida de las personas físicas o jurídicas que participan en la operación y 
correspondencia entre la actividad y la operación.

c) Relación de operaciones vinculadas y fechas a que se refieren con indicación de su 
naturaleza, moneda en que se realizan, cuantía, lugar o lugares de ejecución, finalidad e 
instrumentos de pago o cobro utilizados.

d) Gestiones realizadas por el sujeto obligado comunicante para investigar la operación 
comunicada.

e) Exposición de las circunstancias de toda índole de las que pueda inferirse el indicio o 
certeza de relación con el blanqueo de capitales o con la financiación del terrorismo o que 
pongan de manifiesto la falta de justificación económica, profesional o de negocio para la 
realización de la operación.

f) Cualesquiera otros datos relevantes para la prevención del blanqueo de capitales o la 
financiación del terrorismo que se determinen reglamentariamente.

En todo caso, la comunicación al Servicio Ejecutivo de la Comisión vendrá precedida de 
un proceso estructurado de examen especial de la operación de conformidad con lo 
establecido en el artículo 17. En los casos en que el Servicio Ejecutivo de la Comisión estime 
que el examen especial realizado resulta insuficiente, devolverá la comunicación al sujeto 
obligado a efectos de que por éste se profundice en el examen de la operación, en la que se 
expresarán sucintamente los motivos de la devolución y el contenido a examinar.

En el caso de operaciones meramente intentadas, el sujeto obligado registrará la 
operación como no ejecutada, comunicando al Servicio Ejecutivo de la Comisión la 
información que se haya podido obtener.

3. La comunicación por indicio se efectuará por los sujetos obligados en el soporte y con 
el formato que determine el Servicio Ejecutivo de la Comisión.
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4. Los directivos o empleados de los sujetos obligados podrán comunicar directamente al 
Servicio Ejecutivo de la Comisión las operaciones de que conocieran y respecto de las 
cuales estimen que concurren indicios o certeza de estar relacionadas con el blanqueo de 
capitales o con la financiación del terrorismo, en los casos en que, habiendo sido puestas de 
manifiesto internamente, el sujeto obligado no hubiese informado al directivo o empleado 
comunicante del curso dado a su comunicación.

Artículo 19.  Abstención de ejecución.
1. Los sujetos obligados se abstendrán de ejecutar cualquier operación de las señaladas 

en el artículo precedente.
No obstante, cuando dicha abstención no sea posible o pueda dificultar la investigación, 

los sujetos obligados podrán ejecutar la operación, efectuando inmediatamente una 
comunicación de conformidad con lo establecido en el artículo 18. La comunicación al 
Servicio Ejecutivo de la Comisión expondrá, además de la información a que se refiere el 
artículo 18.2, los motivos que justificaron la ejecución de la operación.

2. A efectos de esta Ley se entenderá por justa causa que motive la negativa a la 
autorización del notario o su deber de abstención la presencia en la operación bien de varios 
indicadores de riesgo de los señalados por el órgano centralizado de prevención o bien de 
indicio manifiesto de simulación o fraude de ley. Para ello, y sin perjuicio de lo dispuesto en 
el artículo 24, el notario recabará del cliente los datos precisos para valorar la concurrencia 
de tales indicadores o circunstancias en la operación.

Respecto de los registradores, la obligación de abstención a que se refiere este artículo 
en ningún caso impedirá la inscripción del acto o negocio jurídico en los registros de la 
propiedad, mercantil o de bienes muebles.

Artículo 20.  Comunicación sistemática.
1. En todo caso los sujetos obligados comunicarán al Servicio Ejecutivo de la Comisión 

con la periodicidad que se determine las operaciones que se establezcan 
reglamentariamente.

Sin perjuicio de ello, cuando las operaciones sujetas a comunicación sistemática 
presenten indicios o certeza de estar relacionadas con el blanqueo de capitales o la 
financiación del terrorismo, se estará a lo dispuesto en los artículos 17, 18 y 19.

Reglamentariamente podrá exceptuarse de la obligación de comunicación sistemática de 
operaciones a determinadas categorías de sujetos obligados.

De no existir operaciones susceptibles de comunicación los sujetos obligados 
comunicarán esta circunstancia al Servicio Ejecutivo de la Comisión con la periodicidad que 
se determine reglamentariamente.

2. La comunicación sistemática de operaciones se efectuará por los sujetos obligados en 
el soporte y con el formato que determine el Servicio Ejecutivo de la Comisión.

Artículo 21.  Colaboración con la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e 
Infracciones Monetarias y con sus órganos de apoyo.

1. Los sujetos obligados facilitarán la documentación e información que la Comisión de 
Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o sus órganos de apoyo les 
requieran para el ejercicio de sus competencias.

Los requerimientos precisarán la documentación que haya de ser aportada o los 
extremos que hayan de ser informados e indicarán expresamente el plazo en que deban ser 
atendidos. Transcurrido el plazo para la remisión de la documentación o información 
requerida sin que ésta haya sido aportada o cuando se aporte de forma incompleta por 
omisión de datos que impidan examinar la situación en debida forma, se entenderá 
incumplida la obligación establecida en el presente artículo.

2. Los sujetos obligados establecerán, en el marco de las medidas de control interno a 
que se refiere el artículo 26, sistemas que les permitan responder de forma completa y 
diligente a las solicitudes de información que les curse la Comisión de Prevención del 
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, sus órganos de apoyo u otras autoridades 
legalmente competentes sobre si mantienen o han mantenido a lo largo de los diez años 
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anteriores relaciones de negocios con determinadas personas físicas o jurídicas y sobre la 
naturaleza de dichas relaciones.

Artículo 22.  No sujeción.
Los abogados no estarán sometidos a las obligaciones establecidas en los artículos 7.3, 

18 y 21 con respecto a la información que reciban de uno de sus clientes u obtengan sobre 
él al determinar la posición jurídica en favor de su cliente o desempeñar su misión de 
defender a dicho cliente en procesos judiciales o en relación con ellos, incluido el 
asesoramiento sobre la incoación o la forma de evitar un proceso, independientemente de si 
han recibido u obtenido dicha información antes, durante o después de tales procesos.

Sin perjuicio de lo establecido en la presente Ley, los abogados guardarán el deber de 
secreto profesional de conformidad con la legislación vigente.

Artículo 23.  Exención de responsabilidad.
La comunicación de buena fe de información a las autoridades competentes con arreglo 

a la presente Ley por los sujetos obligados o, excepcionalmente, por sus directivos o 
empleados, no constituirá violación de las restricciones sobre divulgación de información 
impuestas por vía contractual o por cualquier disposición legal, reglamentaria o 
administrativa, y no implicará para los sujetos obligados, sus directivos o empleados ningún 
tipo de responsabilidad.

Artículo 24.  Prohibición de revelación.
1. Los sujetos obligados y sus directivos o empleados no revelarán al cliente ni a 

terceros que se ha comunicado información al Servicio Ejecutivo de la Comisión, o que se 
está examinando o puede examinarse alguna operación por si pudiera estar relacionada con 
el blanqueo de capitales o con la financiación del terrorismo.

Esta prohibición no incluirá la revelación a las autoridades competentes, incluidos los 
órganos centralizados de prevención, o la revelación por motivos policiales en el marco de 
una investigación penal.

2. La prohibición establecida en el apartado precedente no impedirá:
a) La comunicación de información entre sujetos obligados que pertenezcan al mismo 

grupo. A estos efectos, se estará a la definición de grupo establecida en el artículo 42 del 
Código de Comercio. Esta excepción es aplicable a la comunicación de información con 
sujetos obligados domiciliados en terceros países, siempre que se aplique en ellos políticas y 
procedimientos de grupo que cumplan con los requisitos establecidos en esta ley.

b) La comunicación de información entre los sujetos obligados a que se refieren los 
párrafos m) y ñ) del artículo 2.1, cuando ejerzan sus actividades profesionales, ya sea como 
empleados o de otro modo, dentro de la misma entidad jurídica o en una red. Se entenderá 
por red, a estos efectos, la estructura más amplia a la que pertenece la persona y que 
comparte una propiedad, gestión o supervisión de cumplimiento comunes.

c) La comunicación de información, referida a un mismo cliente y a una misma operación 
en la que intervengan dos o más entidades o personas, entre entidades financieras o entre 
los sujetos obligados a que se refieren los párrafos m) y ñ) del artículo 2.1, siempre que 
pertenezcan a la misma categoría profesional y estén sujetos a obligaciones equivalentes en 
lo relativo al secreto profesional y a la protección de datos personales. La información 
intercambiada se utilizará exclusivamente a efectos de la prevención del blanqueo de 
capitales y de la financiación del terrorismo.

Las excepciones establecidas en las letras anteriores también serán aplicables a la 
comunicación de información entre personas o entidades domiciliadas en la Unión Europea o 
en países terceros equivalentes.

Queda prohibida la comunicación de información con personas o entidades domiciliadas 
en países terceros no calificados como equivalentes o respecto de los que la Comisión 
Europea adopte la decisión a que se refiere la Disposición adicional de esta Ley.
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3. Cuando los sujetos obligados a que se refieren las letras m) y ñ) del artículo 2.1 
intenten disuadir a un cliente de una actividad ilegal, ello no constituirá revelación a efectos 
de lo dispuesto en el apartado primero.

Artículo 25.  Conservación de documentos.
1. Los sujetos obligados conservarán durante un período de diez años la documentación 

en que se formalice el cumplimiento de las obligaciones establecidas en la presente ley, 
procediendo tras el mismo a su eliminación. Transcurridos cinco años desde la terminación 
de la relación de negocios o la ejecución de la operación ocasional, la documentación 
conservada únicamente será accesible por los órganos de control interno del sujeto obligado, 
con inclusión de las unidades técnicas de prevención, y, en su caso, aquellos encargados de 
su defensa legal.

En particular, los sujetos obligados conservarán para su uso en toda investigación o 
análisis, en materia de posibles casos de blanqueo de capitales o de financiación del 
terrorismo, por parte del Servicio Ejecutivo de la Comisión o de cualquier otra autoridad 
legalmente competente:

a) Copia de los documentos exigibles en aplicación de las medidas de diligencia debida, 
durante un periodo de diez años desde la terminación de la relación de negocios o la 
ejecución de la operación.

b) Original o copia con fuerza probatoria de los documentos o registros que acrediten 
adecuadamente las operaciones, los intervinientes en las mismas y las relaciones de 
negocio, durante un periodo de diez años desde la ejecución de la operación o la 
terminación de la relación de negocios.

2. Los sujetos obligados, con las excepciones que se determinen reglamentariamente, 
almacenarán las copias de los documentos de identificación a que se refiere el artículo 3.2 
en soportes ópticos, magnéticos o electrónicos que garanticen su integridad, la correcta 
lectura de los datos, la imposibilidad de manipulación y su adecuada conservación y 
localización.

En todo caso, el sistema de archivo de los sujetos obligados deberá asegurar la 
adecuada gestión y disponibilidad de la documentación, tanto a efectos de control interno, 
como de atención en tiempo y forma a los requerimientos de las autoridades.

3. En el caso de la identificación realizada de conformidad con lo dispuesto en el 
Reglamento (UE) n.º 910/2014, de 23 de julio de 2014, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 23 de julio de 2014, relativo a la identificación electrónica y los servicios de 
confianza para las transacciones electrónicas en el mercado interior, la obligación de 
conservación se extenderá a los datos e información que acrediten la identificación por esos 
medios.

CAPÍTULO IV
Del control interno

Artículo 26.  Políticas y procedimientos.
1. Los sujetos obligados aprobarán por escrito y aplicarán políticas y procedimientos 

adecuados en materia de diligencia debida, información, conservación de documentos, 
control interno, evaluación y gestión de riesgos, garantía del cumplimiento de las 
disposiciones pertinentes y comunicación, con objeto de prevenir e impedir operaciones 
relacionadas con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo.

2. Los sujetos obligados aprobarán por escrito y aplicarán una política expresa de 
admisión de clientes. Dicha política incluirá una descripción de aquellos tipos de clientes que 
podrían presentar un riesgo superior al riesgo promedio. La política de admisión de clientes 
será gradual, adoptándose precauciones reforzadas respecto de aquellos clientes que 
presenten un riesgo superior al promedio.

Cuando exista un órgano centralizado de prevención de las profesiones colegiadas 
sujetas a la presente ley, corresponderá al mismo la aprobación por escrito de la política 
expresa de admisión de clientes.

ÁMBITOS DE LA SEGURIDAD NACIONAL: TERRORISMO

§ 8  Ley de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo

– 61 –



3. Las políticas y procedimientos serán de aplicación a las sucursales y filiales del grupo 
situadas en terceros países, sin perjuicio de las adaptaciones necesarias para el 
cumplimiento de las normas específicas del país de acogida, con las especificaciones que se 
determinen reglamentariamente. En el caso de sucursales y filiales del grupo en otros 
Estados miembros de la Unión Europea, los sujetos obligados darán cumplimiento a las 
obligaciones contenidas en el país de acogida. A efectos de la definición de grupo se estará 
a lo dispuesto en el artículo 42 del Código de Comercio.

4. Sin perjuicio de la aplicación de lo dispuesto en esta ley, las entidades españolas que 
operen en un país de la Unión Europea mediante agentes u otras formas de establecimiento 
permanente distintas a una sucursal, deberán cumplir con lo dispuesto en la normativa de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo del país en el que 
operan.

5. Los sujetos obligados deberán aprobar un manual adecuado de prevención del 
blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, que se mantendrá actualizado, con 
información completa sobre las medidas de control interno a que se refieren los apartados 
anteriores. Para el ejercicio de su función de supervisión e inspección, el manual estará a 
disposición del Servicio Ejecutivo de la Comisión y, en caso de convenio, de los órganos 
supervisores de las entidades financieras.

6. El Servicio Ejecutivo de la Comisión y, en caso de convenio, los órganos supervisores 
de las entidades financieras, podrán proponer al Comité Permanente de la Comisión de 
Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias la formulación de 
requerimientos instando a los sujetos obligados a adoptar las medidas correctoras oportunas 
respecto de sus manuales y procedimientos internos.

7. Reglamentariamente podrán determinarse los sujetos obligados exceptuados del 
cumplimiento de las obligaciones relacionadas en los apartados 1, 2 y 5 de este artículo.

Artículo 26 bis.  Procedimientos internos de comunicación de potenciales incumplimientos.
1. Los sujetos obligados establecerán procedimientos internos para que sus empleados, 

directivos o agentes puedan comunicar, incluso anónimamente, información relevante sobre 
posibles incumplimientos de esta ley, su normativa de desarrollo o las políticas y 
procedimientos implantados para darles cumplimiento, cometidos en el seno del sujeto 
obligado.

Estos procedimientos podrán integrarse en los sistemas que hubiera podido establecer el 
sujeto obligado para la comunicación de informaciones relativas a la comisión de actos o 
conductas que pudieran resultar contrarios a la restante normativa general o sectorial que les 
fuere aplicable.

2. Será de aplicación a estos sistemas y procedimientos lo dispuesto en la normativa de 
protección de datos de carácter personal para los sistemas de información de denuncias 
internas.

A estos efectos, se considerarán como órganos de control interno y cumplimiento 
exclusivamente los regulados en el artículo 26 ter.

3. Los sujetos obligados adoptarán medidas para garantizar que los empleados, 
directivos o agentes que informen de las infracciones cometidas en la entidad sean 
protegidos frente a represalias, discriminaciones y cualquier otro tipo de trato injusto.

4. La obligación de establecimiento del procedimiento de comunicación descrito en los 
apartados anteriores, no sustituye la necesaria existencia de mecanismos específicos e 
independientes de comunicación interna de operaciones sospechosas de estar vinculadas 
con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo por parte de empleados a las 
que se refiere el artículo 18.

5. Reglamentariamente podrán determinarse los sujetos obligados exceptuados del 
cumplimiento de la obligación prevista en este artículo.

Artículo 26 ter.  Órgano de control interno y representante ante el Servicio Ejecutivo.
1. Los sujetos obligados designarán como representante ante el Servicio Ejecutivo de la 

Comisión a una persona residente en España que ejerza cargo de administración o dirección 
de la sociedad.
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En los grupos que integren varios sujetos obligados, el representante será único y 
deberá ejercer cargo de administración o dirección de la sociedad dominante del grupo.

En el caso de empresarios o profesionales individuales será representante ante el 
Servicio Ejecutivo de la Comisión el titular de la actividad.

2. Con las excepciones que se determinen reglamentariamente, la propuesta de 
nombramiento del representante, acompañada de una descripción detallada de su 
trayectoria profesional, será comunicada al Servicio Ejecutivo de la Comisión que, de forma 
razonada, podrá formular reparos u observaciones.

El representante ante el Servicio Ejecutivo de la Comisión será responsable del 
cumplimiento de las obligaciones de información establecidas en la presente ley, para lo que 
tendrá acceso sin limitación alguna a cualquier información obrante en el sujeto obligado así 
como en cualquiera de las entidades del grupo, en su caso.

3. Los sujetos obligados cuya administración central se encuentre en otro Estado 
miembro de la Unión Europea y que operen en España mediante agentes u otras formas de 
establecimiento permanente distintas de la sucursal deberán nombrar un representante 
residente en España, que tendrá la consideración de punto central de contacto.

Los sujetos obligados que operen en España en régimen de libre prestación de servicios 
deberán asimismo designar un representante ante el Servicio Ejecutivo de la Comisión, sin 
que sea exigible su residencia en España.

4. Los sujetos obligados establecerán un órgano adecuado de control interno 
responsable de la aplicación de las políticas y procedimientos a que se refiere el artículo 26.

El órgano de control interno, que contará, en su caso, con representación de las distintas 
áreas de negocio del sujeto obligado, se reunirá, levantando acta expresa de los acuerdos 
adoptados, con la periodicidad que se determine en el procedimiento de control interno.

5. Para el ejercicio de sus funciones el representante ante el Servicio Ejecutivo de la 
Comisión y el órgano de control interno deberán contar con los recursos materiales, 
humanos y técnicos necesarios.

6. Los órganos de prevención del blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo 
operarán, en todo caso, con separación funcional del departamento o unidad de auditoría 
interna del sujeto obligado.

7. Reglamentariamente se determinarán las categorías de sujetos obligados que puedan 
exceptuarse de la obligación de constitución de un órgano de control interno, siendo las 
funciones de éste ejercidas en tales supuestos por el representante ante el Servicio 
Ejecutivo de la Comisión.

La norma reglamentaria determinará también las categorías de sujetos obligados para 
los que sea exigible la constitución de unidades técnicas para el tratamiento y análisis de la 
información.

Artículo 27.  Órganos centralizados de prevención.
1. Mediante orden del Ministro Economía y Empresa podrá acordarse la constitución de 

órganos centralizados de prevención de las profesiones colegiadas sujetas a la presente 
Ley.

Los órganos centralizados de prevención tendrán por función la intensificación y 
canalización de la colaboración de las profesiones colegiadas con las autoridades judiciales, 
policiales y administrativas responsables de la prevención y represión del blanqueo de 
capitales y de la financiación del terrorismo, sin perjuicio de la responsabilidad directa de los 
profesionales incorporados como sujetos obligados. El representante del órgano centralizado 
de prevención tendrá la condición de representante de los profesionales incorporados a 
efectos de lo dispuesto en el artículo 26 ter.

2. Los órganos centralizados de prevención examinarán, por propia iniciativa o a petición 
de los profesionales incorporados, las operaciones a que se refiere el artículo 17, 
comunicándolas al Servicio Ejecutivo de la Comisión cuando concurran las circunstancias 
establecidas en el artículo 18. Los profesionales incorporados deberán facilitar al órgano 
centralizado de prevención toda la información que éste les requiera para el ejercicio de sus 
funciones. Asimismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 21, los profesionales 
incorporados facilitarán toda la documentación e información que la Comisión de Prevención 
del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o sus órganos de apoyo les requieran, 
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directamente o por intermedio del órgano centralizado de prevención, para el ejercicio de sus 
competencias.

3. Con excepción de los funcionarios a que se refiere el artículo 2.1.n), la incorporación 
de los sujetos obligados a los órganos centralizados de prevención será voluntaria.

Artículo 28.  Examen externo.
1. Las medidas y órganos de control interno a que se refieren los artículos 26, 26 bis y 26 

ter serán objeto de examen anual por un experto externo.
Los resultados del examen serán consignados en un informe escrito que describirá 

detalladamente las medidas de control interno existentes, valorará su eficacia operativa y 
propondrá, en su caso, eventuales rectificaciones o mejoras. No obstante, en los dos años 
sucesivos a la emisión del informe podrá éste ser sustituido por un informe de seguimiento 
emitido por el experto externo, referido exclusivamente a la adecuación de las medidas 
adoptadas por el sujeto obligado para solventar las deficiencias identificadas.

Mediante orden del Ministro de Economía y Empresa podrán aprobarse los modelos a 
que habrán de ajustarse los informes emitidos.

El informe se elevará en el plazo máximo de tres meses desde la fecha de emisión al 
Consejo de Administración o, en su caso, al órgano de administración o al principal órgano 
directivo del sujeto obligado, que adoptará las medidas necesarias para solventar las 
deficiencias identificadas.

2. Los sujetos obligados deberán encomendar la práctica del examen externo a personas 
que reúnan condiciones académicas y de experiencia profesional que las hagan idóneas 
para el desempeño de la función.

Quienes pretendan actuar como expertos externos deberán comunicarlo al Servicio 
Ejecutivo de la Comisión antes de iniciar su actividad e informar a éste semestralmente de la 
relación de sujetos obligados cuyas medidas de control interno hayan examinado.

Los sujetos obligados no podrán encomendar la práctica del examen externo a aquellas 
personas físicas que les hayan prestado o presten cualquier otra clase de servicios 
retribuidos durante los tres años anteriores o posteriores a la emisión del informe.

3. El informe estará en todo caso a disposición de la Comisión de Prevención del 
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o de sus órganos de apoyo durante los 
cinco años siguientes a la fecha de emisión.

4. La obligación establecida en este artículo no será exigible a los empresarios o 
profesionales individuales.

Artículo 29.  Formación de empleados.
Los sujetos obligados adoptarán las medidas oportunas para que sus empleados tengan 

conocimiento de las exigencias derivadas de esta Ley.
Estas medidas incluirán la participación debidamente acreditada de los empleados en 

cursos específicos de formación permanente orientados a detectar las operaciones que 
puedan estar relacionadas con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo e 
instruirles sobre la forma de proceder en tales casos. Las acciones formativas serán objeto 
de un plan anual que, diseñado en función de los riesgos del sector de negocio del sujeto 
obligado, será aprobado por el órgano de control interno.

Artículo 30.  Protección e idoneidad de empleados, directivos y agentes.
1. Los sujetos obligados adoptarán las medidas adecuadas para mantener la 

confidencialidad sobre la identidad de los empleados, directivos o agentes que hayan 
realizado una comunicación de operativa que presente indicios o certeza de estar 
relacionado con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo a los órganos de 
control interno.

El representante a que se refiere el artículo 26 ter será la persona que comparecerá en 
toda clase de procedimientos administrativos o judiciales en relación con los datos recogidos 
en las comunicaciones al Servicio Ejecutivo de la Comisión o cualquier otra información 
complementaria que pueda referirse a aquéllas cuando se estime imprescindible obtener la 
aclaración, complemento o confirmación del propio sujeto obligado.

ÁMBITOS DE LA SEGURIDAD NACIONAL: TERRORISMO

§ 8  Ley de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo

– 64 –



2. Los sujetos obligados establecerán por escrito y aplicarán políticas y procedimientos 
adecuados para asegurar altos estándares éticos en la contratación de empleados, 
directivos y agentes.

3. Toda autoridad o funcionario tomará las medidas apropiadas a fin de proteger frente a 
cualquier amenaza o acción hostil a los empleados, directivos o agentes de los sujetos 
obligados que lleven a cabo estas comunicaciones, siendo aplicables las medidas de 
protección establecidas en el artículo 65.1.

Artículo 31.  Sucursales y filiales en terceros países.
1. Los sujetos obligados aplicarán en sus sucursales y filiales con participación 

mayoritaria situadas en terceros países medidas de prevención del blanqueo de capitales y 
de la financiación del terrorismo al menos equivalentes a las establecidas por el derecho 
comunitario.

El Servicio Ejecutivo de la Comisión podrá supervisar la idoneidad de tales medidas.
2. Cuando el derecho del tercer país no permita la aplicación de medidas equivalentes a 

las establecidas por el derecho de la Unión Europea, los sujetos obligados adoptarán 
respecto de sus sucursales y filiales con participación mayoritaria medidas adicionales para 
hacer frente eficazmente al riesgo de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo. 
Las entidades financieras deberán aplicar medidas de conformidad con lo dispuesto en el 
Reglamento Delegado (UE) 2019/758, de la Comisión, de 31 de enero de 2019, por el que 
se completa la Directiva (UE) 2015/849 en lo que respecta a las normas técnicas de 
regulación sobre las medidas mínimas y el tipo de medidas adicionales que han de adoptar 
las entidades de crédito y financieras para atenuar el riesgo de blanqueo de capitales y de 
financiación del terrorismo en determinados terceros países.

Asimismo, los sujetos obligados informarán al Servicio Ejecutivo de la Comisión de esta 
circunstancia en el plazo máximo de siete días después de identificar al tercer país, que 
podrá proponer al Comité Permanente de la Comisión de Prevención del Blanqueo de 
Capitales e Infracciones Monetarias la formulación de requerimientos para la adopción de 
medidas de obligado cumplimiento.

3. En todo caso, el Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de 
Capitales e Infracciones Monetarias informará a la Autoridad Bancaria Europea de aquellos 
casos en que el derecho del tercer país no permita la aplicación de medidas equivalentes y 
en los que se pueda actuar en el marco de un procedimiento acordado para hallar una 
solución.

Artículo 32.  Protección de datos de carácter personal.
1. El tratamiento de datos personales para el cumplimiento de las obligaciones 

establecidas en el capítulo III de esta ley se encuentra amparado por lo dispuesto en el 
artículo 8.1 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos 
Personales y garantía de los derechos digitales, y en el artículo 6.1.c) del Reglamento (UE) 
2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, no precisando del 
consentimiento del interesado.

Tampoco será necesario el consentimiento para las comunicaciones de datos previstas 
en el citado capítulo y, en particular, para las previstas en el artículo 24.2, quedando 
igualmente amparadas por el artículo 8.1 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre.

2. En virtud de lo dispuesto en el artículo 24.1, y de conformidad con el artículo 14.5 del 
Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, 
no será de aplicación al tratamiento de datos la obligación de información prevista en el 
artículo 14 del mencionado Reglamento en relación con los tratamientos a los que se refiere 
el apartado anterior.

Asimismo, de conformidad con el artículo 23 del Reglamento (UE) 2016/679 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, no procederá la atención de los 
derechos establecidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento en relación con los citados 
tratamientos. En caso de ejercicio de los citados derechos por el interesado, los sujetos 
obligados se limitarán a ponerle de manifiesto lo dispuesto en este artículo.
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Lo dispuesto en el presente apartado será igualmente aplicable a los tratamientos 
llevados a cabo por el Servicio Ejecutivo de la Comisión para el cumplimiento de las 
funciones que le otorga esta ley.

3. Los órganos centralizados de prevención a los que se refiere el artículo 27 tendrán la 
condición de encargados del tratamiento a los efectos previstos en la normativa de 
protección de datos personales.

Se exceptúan de lo señalado en el párrafo anterior los tratamientos que llevasen a cabo 
los órganos centralizados de prevención de incorporación obligatoria en el ámbito de las 
funciones que se les atribuyan reglamentariamente. La norma reglamentaria especificará los 
supuestos en que estos órganos tengan la condición de responsables del tratamiento.

4. Los sujetos obligados deberán realizar una evaluación de impacto en la protección de 
datos de los tratamientos a los que se refiere este artículo a fin de adoptar medidas técnicas 
y organizativas reforzadas para garantizar la integridad, confidencialidad y disponibilidad de 
los datos personales. Dichas medidas deberán en todo caso garantizar la trazabilidad de los 
accesos y comunicaciones de los datos.

En todo caso, el tratamiento deberá llevarse únicamente a cabo por los órganos a los 
que se refiere el artículo 26 ter de esta ley.

5. Serán de aplicación a los ficheros creados en aplicación de lo dispuesto en el capítulo 
III las medidas de seguridad y control reforzadas.

Artículo 32 bis.  Protección de datos en el cumplimiento de las obligaciones de diligencia 
debida.

1. El tratamiento de datos personales que resulte necesario para el cumplimiento de las 
obligaciones establecidas en el Capítulo II de esta ley se encuentra amparado por lo 
dispuesto en el artículo 8.1 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, y en el artículo 6.1 
c) del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 
2016, no precisando del consentimiento del interesado.

2. Los datos recogidos por los sujetos obligados para el cumplimiento de las obligaciones 
de diligencia debida no podrán ser utilizados para fines distintos de los relacionados con la 
prevención del blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo sin el consentimiento 
del interesado, salvo que el tratamiento de dichos datos sea necesario para la gestión 
ordinaria de la relación de negocios.

3. Con carácter previo al establecimiento de la relación de negocios o la realización de 
una transacción ocasional, los sujetos obligados deberán facilitar a los nuevos clientes la 
información requerida en los artículos 13 y 14 del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 27 de abril de 2016 y en el artículo 11 de la Ley Orgánica 3/2018, 
de 5 de diciembre. Dicha información contendrá, en particular, un aviso general sobre las 
obligaciones legales de los sujetos obligados con respecto al tratamiento de datos 
personales a efectos de prevención del blanqueo de capitales y la financiación del 
terrorismo.

4. Los sujetos obligados deberán realizar una evaluación de impacto en la protección de 
datos de los tratamientos a los que se refiere este artículo a fin de adoptar medidas técnicas 
y organizativas reforzadas para garantizar la integridad, confidencialidad y disponibilidad de 
los datos personales. Dichas medidas deberán en todo caso garantizar la trazabilidad de los 
accesos y comunicaciones de los datos.

Artículo 32 ter.  
1. Los sujetos obligados pertenecientes a una misma categoría de las establecidas en el 

artículo 2 de esta ley podrán crear sistemas comunes de información, almacenamiento y, en 
su caso, acceso a la información y documentación recopilada para el cumplimiento de las 
obligaciones de diligencia debida establecidas en el capítulo II, con excepción de la 
relacionada con el seguimiento continuo de la relación de negocios, regulada en el artículo 6.

Los sujetos adheridos al sistema tendrán la condición de corresponsables del tratamiento 
a los efectos previstos en el artículo 26 del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, y en el artículo 29 de la Ley Orgánica 3/2018, 
de 5 de diciembre.
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El mantenimiento de estos sistemas podrá encomendarse a un tercero, aun cuando no 
tenga la condición de sujeto obligado.

Los sujetos obligados corresponsables deberán comunicar a la Comisión de Prevención 
del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias la intención de constituir estos sistemas 
al menos sesenta días antes de su puesta en funcionamiento. Esta comunicación no exime a 
las entidades financieras del cumplimiento de las obligaciones de notificación a que estén 
sujetas.

2. La comunicación de datos a los sistemas, así como el acceso a los datos incorporados 
a los mismos se encuentran amparados en lo dispuesto en el artículo 6.1.c) del Reglamento 
(UE) 2016/679, de 27 de abril de 2016, y en el artículo 8.1 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 
de diciembre.

Los sujetos obligados solo podrán acceder a la información facilitada por otro sujeto 
obligado en los supuestos en que la persona a la que se refieran los datos sea su cliente o el 
acceso a la información sea necesario para el cumplimiento de las obligaciones de 
identificación previas al establecimiento de la relación de negocios previstas en el artículo 3. 
En este supuesto, solo se accederá a los datos necesarios a tal efecto.

3. Los datos serán facilitados al sistema por los órganos de control interno previstos en el 
artículo 26 ter. Estos órganos canalizarán asimismo las solicitudes de acceso a los datos 
contenidos en el sistema.

En todo caso, los interesados deberán ser informados acerca de la comunicación de los 
datos al sistema, así como del acceso que pretendiese llevarse a cabo con carácter previo a 
que el mismo se produzca.

4. Los datos obtenidos como consecuencia del acceso al sistema únicamente podrán ser 
empleados para el cumplimiento por los sujetos obligados de lo dispuesto en el capítulo II de 
esta ley.

5. Corresponderá al sujeto obligado que hubiera proporcionado los datos al sistema 
responder de su exactitud y actualización, debiendo cumplir en su caso lo establecido en los 
artículos 17.2 y 19 del Reglamento (UE) 2016/679, de 27 de abril de 2016. Conforme al 
artículo 26.3 del Reglamento (UE) 2016/679, los interesados podrán ejercer los derechos 
que les reconoce el citado Reglamento frente a, y en contra de, cada uno de los 
responsables.

Cuando el sujeto obligado compruebe, a la vista de la información que él mismo hubiese 
recabado en cumplimiento de sus deberes de diligencia debida, que los datos a los que 
hubiese accedido son incorrectos o no están actualizados, lo comunicará al sistema a fin de 
que los datos sean objeto de actualización o rectificación en su caso.

Del mismo modo deberá proceder cuando aprecie que un documento incorporado al 
sistema deba ser sustituido por otro más reciente.

6. Sin perjuicio de las restantes medidas que deban adoptarse en cumplimiento de lo 
dispuesto en el capítulo V del Reglamento (UE) 2016/679, de 27 de abril de 2016, y el título 
VI de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, el sistema de información incorporará 
medidas que garanticen la trazabilidad de los accesos al mismo.

7. La Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias 
podrá autorizar el establecimiento de sistemas comunes en que participen varias categorías 
de sujetos obligados, delimitando dichas categorías y la información que podrá ser 
compartida.

Artículo 33.  Intercambio de información entre sujetos obligados y ficheros centralizados de 
prevención del fraude.

1. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 24.2, cuando concurran riesgos 
extraordinarios identificados mediante los análisis de riesgos en materia de blanqueo de 
capitales y financiación del terrorismo llevados a cabo por los sujetos obligados, o a través 
de la actividad de análisis e inteligencia financieros del Servicio Ejecutivo de la Comisión, o 
del análisis de riesgo nacional en materia de blanqueo de capitales y de la financiación del 
terrorismo, la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, 
previo dictamen conforme de la Agencia Española de Protección de Datos, podrá acordar el 
intercambio de información referida a determinado tipo de operaciones distintas de las 
previstas en los artículos 18 y 19 o a clientes sujetos a determinadas circunstancias siempre 
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que el mismo se produzca entre sujetos obligados que se encuentren en una o varias de las 
categorías previstas en el artículo 2.

El Acuerdo determinará en todo caso el tipo de operación o la categoría de cliente 
respecto de la que se autoriza el intercambio de información, así como las categorías de 
sujetos obligados que podrán intercambiar la información.

2. Asimismo, los sujetos obligados podrán intercambiar información relativa a las 
operaciones a las que se refiere el artículo 18 con la única finalidad de prevenir o impedir 
operaciones relacionadas con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo 
cuando de las características u operativa del supuesto concreto se desprenda la posibilidad 
de que, una vez rechazada, pueda intentarse ante otros sujetos obligados el desarrollo de 
una operativa total o parcialmente similar a aquélla.

Quedarán excluidas aquellas operaciones que hayan sido objeto de devolución por el 
Servicio Ejecutivo de la Comisión, conforme al artículo 18.2.

3. El tratamiento de los datos personales al que se refieren los dos apartados anteriores, 
cuando proceda, se encontrará amparado en lo dispuesto en el artículo 8.2 de la Ley 
Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, y en el artículo 6.1 e) del Reglamento (UE) 2016/679 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, no siendo preciso contar con 
el consentimiento del interesado.

4. De acuerdo con el artículo 24.1, y de conformidad con el artículo 14.5 del Reglamento 
(UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, no será de 
aplicación al tratamiento de datos la obligación de información prevista en el artículo 14 del 
Reglamento en relación con los tratamientos a los que se refieren los apartados 1 y 2.

Asimismo, de conformidad con el artículo 23 del Reglamento (UE) 2016/679, no 
procederá la atención de los derechos establecidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento 
en relación con los citados tratamientos. En caso de ejercicio de los citados derechos por el 
interesado, los sujetos obligados se limitarán a ponerle de manifiesto lo dispuesto en este 
artículo.

5. Los sujetos obligados o quienes desarrollen los sistemas que sirvan de soporte al 
intercambio de información al que se refieren los apartados 1 y 2 deberán realizar una 
evaluación de impacto en la protección de datos de los citados tratamientos a fin de adoptar 
medidas técnicas y organizativas reforzadas para garantizar la integridad, confidencialidad y 
disponibilidad de los datos personales. Dichas medidas deberán en todo caso garantizar la 
trazabilidad de los accesos y comunicaciones de los datos.

El acceso a los datos quedará limitado a los órganos de control interno previstos en el 
artículo 26 ter, con inclusión de las unidades técnicas que constituyan los sujetos obligados.

6. Los sujetos obligados y las autoridades judiciales, policiales y administrativas 
competentes en materia de prevención o represión del blanqueo de capitales o de la 
financiación del terrorismo podrán consultar la información contenida en los sistemas que 
fueren creados, de acuerdo con lo previsto en la normativa vigente en materia de protección 
de datos personales, siempre que el acceso a dicha información fuere necesario para las 
finalidades descritas en los apartados anteriores.

CAPÍTULO V
De los medios de pago

Artículo 34.  Obligación de declarar.
1. Deberán presentar declaración previa en los términos establecidos en el presente 

Capítulo las personas físicas que, actuando por cuenta propia o de tercero, realicen los 
siguientes movimientos:

a) Salida o entrada en territorio nacional de medios de pago por importe igual o superior 
a 10.000 euros o su contravalor en moneda extranjera.

b) Movimientos por territorio nacional de medios de pago por importe igual o superior a 
100.000 euros o su contravalor en moneda extranjera.

A estos efectos se entenderá por movimiento cualquier cambio de lugar o posición que 
se verifique en el exterior del domicilio del portador de los medios de pago.
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Se exceptúan de la obligación de declaración establecida en el presente artículo las 
personas físicas que actúen por cuenta de empresas que, debidamente autorizadas e 
inscritas por el Ministerio del Interior, ejerzan actividades de transporte profesional de fondos 
o medios de pago, excepto cuando se trate de movimientos de entrada y salida de la Unión 
Europea.

2. Cuando se produzca la entrada o salida del territorio nacional de medios de pago no 
acompañados por persona física que formen parte de un envío sin portador, tales como 
envíos postales, envíos por mensajería, equipaje no acompañado o carga en contenedores, 
por importe igual o superior a 10.000 euros o su contravalor en moneda extranjera, deberá 
presentarse declaración dentro del plazo de 30 días anteriores al movimiento no 
acompañado. La obligación de declaración del movimiento será responsabilidad del 
remitente o su representante legal en el caso de movimientos de salida de medios de pago. 
En los casos de entrada de medios de pago procedentes de un tercer país, será responsable 
de la declaración el destinatario del efectivo, o su representante legal.

3. A los efectos de esta ley se entenderá por medios de pago:
a) El papel moneda y la moneda metálica, nacionales o extranjeros.
b) Los efectos negociables o medios de pago al portador. Son aquellos instrumentos 

que, previa presentación, dan a sus titulares el derecho a reclamar un importe financiero sin 
necesidad de acreditar su identidad o su derecho a ese importe. Se incluyen aquí los 
cheques de viaje, los cheques, pagarés u órdenes de pago, ya sean extendidos al portador, 
firmados pero con omisión del nombre del beneficiario, endosados sin restricción, extendidos 
a la orden de un beneficiario ficticio o en otra forma en virtud de la cual su titularidad se 
transmita a la entrega y los instrumentos incompletos.

c) Las tarjetas prepago, entendiendo por tales aquellas tarjetas no nominativas que 
almacenen o brinden acceso a valores monetarios o fondos que puedan utilizarse para 
efectuar pagos, adquirir bienes o servicios, o para la obtención de dinero en metálico, 
cuando dichas tarjetas no estén vinculadas a una cuenta bancaria.

d) Las materias primas utilizadas como depósitos de valor de gran liquidez, como el oro.
En la interpretación de las definiciones de los medios de pago descritos se estará a lo 

dispuesto en el Reglamento (UE) 2018/1672 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 
de octubre de 2018, relativo a los controles de la entrada o salida de efectivo de la Unión y 
por el que se deroga el Reglamento (CE) n.º 1889/2005.

4. La declaración establecida en el presente artículo se ajustará al modelo aprobado y 
deberá contener datos veraces relativos al portador, propietario, destinatario, remitente, 
importe, naturaleza, procedencia, uso previsto, itinerario y modo de transporte de los medios 
de pago. La obligación de declarar se entenderá incumplida cuando la información 
consignada sea incorrecta o incompleta.

El modelo de declaración, una vez íntegramente cumplimentado, será firmado y 
presentado por la persona que transporte los medios de pago en el caso de los movimientos 
relacionados en el apartado 1. Durante todo el movimiento los medios de pago deberán ir 
acompañados de la oportuna declaración debidamente diligenciada y ser transportados por 
la persona consignada como portador.

En los movimientos de medios de pago descritos en el apartado 2, la declaración será 
presentada por el remitente o el destinatario, según corresponda.

Los modelos de declaración establecida en el presente artículo serán:
a) En el supuesto de entradas y salidas a las que se refieren los apartados 1 y 2 

procedentes o con destino a un país que no forma parte de la Unión Europea, el aprobado 
por la Comisión Europea en el correspondiente Reglamento de Ejecución.

b) En el resto de supuestos, el aprobado por Orden del titular del Ministerio de Asuntos 
Económicos y Transformación Digital.

El lugar y forma de presentación de ambas declaraciones se fijará mediante Orden de la 
persona titular del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital.

5. Cuando los medios de pago sean transportados por menores de edad no 
acompañados, será responsable del cumplimiento de la obligación de declaración la persona 
que ejerza la patria potestad, tutela o curatela. En caso de que el menor viajara 
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acompañado, la cuantía de los medios de pago transportada por el menor se entenderá, a 
los efectos de lo previsto en este artículo, portada por la persona mayor de edad que 
acompañe al menor.

Artículo 35.  Control e intervención de los medios de pago.
1. Con el fin de comprobar el cumplimiento de la obligación de declaración establecida 

en el artículo 34.1, los funcionarios aduaneros y policiales estarán facultados para controlar e 
inspeccionar a las personas físicas, sus equipajes y sus medios de transporte.

A los efectos de comprobar el cumplimiento de la obligación de declarar medios de pago 
no acompañados prevista en el artículo 34.2, y sin perjuicio de la legislación aduanera, los 
funcionarios aduaneros y policiales estarán facultados para controlar e inspeccionar las 
mercancías que puedan contener medios de pago no acompañados, envíos postales, envíos 
por mensajería, equipaje no acompañado, carga en contenedores y cualquier sistema de 
envío y de transporte que pueda contener medios de pago no acompañados.

2. Procederá la intervención provisional de la totalidad de los medios de pago objeto del 
movimiento por parte de los funcionarios aduaneros o policiales actuantes, salvo el mínimo 
de supervivencia que pueda determinarse mediante orden de la persona titular del Ministerio 
de Asuntos Económicos y Transformación Digital, en los casos siguientes:

a) No presentación de la declaración previa a que se refieren los apartados 1 y 2 del 
artículo 34 cuando esta sea preceptiva.

b) No presentación en plazo de la declaración previa a que se refiere el apartado 2 del 
artículo 34 cuando esta sea preceptiva.

c) Presentación de la declaración previa a que se refieren los apartados 1 y 2 del artículo 
34 con información incorrecta o incompleta. A estos efectos, y sin perjuicio de su aplicación 
en otros supuestos, en todo caso se considerará información incorrecta o incompleta la falta 
de veracidad total o parcial de los datos relativos al portador, propietario, remitente, 
destinatario, procedencia o uso previsto de los medios de pago, así como la variación por 
exceso o defecto del importe declarado respecto del real en más de un 10 por ciento o de 
3.000 euros.

d) Cuando los medios de pago no se pongan a disposición de las autoridades para su 
control en los términos previstos en la normativa, cuando el movimiento esté sometido a la 
obligación de declaración.

e) Cuando, no obstante haberse declarado o ser el importe del efectivo inferior al umbral 
que determina la obligación de su declaración, existan, al menos, indicios de que los medios 
de pago están vinculados a una actividad delictiva.

Esta intervención provisional tendrá una duración de treinta días que podrá ser ampliada, 
en su caso, hasta un máximo de noventa días por razones motivadas, sin perjuicio de lo 
previsto en el artículo 61.2 para el caso en que se acuerde la iniciación de un procedimiento 
administrativo sancionador por infracción de lo previsto en los artículos 34 de esta ley.

3. Los medios de pago intervenidos se ingresarán, directamente o por transferencia, en 
las cuentas abiertas a nombre de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e 
Infracciones Monetarias. Los funcionarios policiales o aduaneros actuantes podrán 
identificarse en el momento del ingreso mediante la aportación de su número de 
identificación profesional.

4. Los medios de pago objeto de intervención que como consecuencia del transcurso de 
los plazos establecidos o de las actuaciones administrativas correspondientes deban ser 
objeto de devolución, de manera total o parcial, se pondrán a disposición de la persona a la 
que le fueron intervenidos esos medios de pago en los casos del artículo 34.1 o de las 
personas obligadas o responsables de la declaración de los movimientos de medios de pago 
no acompañados previstos en el artículo 34.2, sin perjuicio de la acreditación de un 
apoderamiento expreso en un tercero de conformidad con lo establecido en la Ley 39/2015, 
de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común.

Cuando la intervención realizada afecte a divisas para las que la Comisión de 
Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias no disponga de cuenta en 
el Banco de España, se procederá a su conversión al euro por la entidad bancaria con 
carácter previo a su transferencia a las cuentas abiertas a nombre de la Comisión en el 
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Banco de España, salvo que la divisa intervenida no esté cotizada en mercado oficial o 
concurran otras circunstancias que aconsejen el depósito en efectivo de los fondos, en cuyo 
caso se depositarán en el Banco de España para su custodia. Cuando como consecuencia 
del transcurso de los plazos establecidos o de las actuaciones administrativas 
correspondientes deba procederse a la devolución de todo o parte de la cantidad intervenida 
objeto de conversión a euros, la cuantía de la devolución se determinará tomando como 
referencia la cantidad en euros que fue objeto de conversión inmediatamente tras la 
intervención de la divisa.

5. El acta de intervención, de la que se dará traslado inmediato al Servicio Ejecutivo de la 
Comisión para su investigación y a la Secretaría de la Comisión para la incoación, en su 
caso, del correspondiente procedimiento sancionador, deberá indicar expresamente si los 
medios de pago intervenidos fueron hallados, en su caso, en lugar o situación que mostrase 
una clara intención de ocultarlos. El acta de intervención tendrá valor probatorio, sin perjuicio 
de las pruebas que en defensa de sus derechos o intereses puedan aportar los interesados.

Contra la intervención provisional de los medios de pago a las personas físicas, los 
interesados podrán formular reclamación ante la persona titular de la Secretaría de la 
Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias en el plazo de 
15 días hábiles a contar desde la notificación de la intervención, que será resuelta en los 
términos del artículo 61.2.

6. Cuando en el curso de un procedimiento judicial se aprecie incumplimiento de la 
obligación de declaración establecida en el artículo precedente, el juzgado o tribunal lo 
comunicará a la Secretaría de la Comisión, poniendo a su disposición los medios de pago 
intervenidos no sujetos a responsabilidades penales, procediéndose según lo establecido en 
este artículo.

Artículo 36.  Tratamiento de la información.
La información obtenida como resultado de la obligación de declaración deberá remitirse 

al Servicio Ejecutivo de la Comisión mediante la utilización de medios electrónicos, 
informáticos o telemáticos con uso del soporte informático normalizado que determine el 
Servicio Ejecutivo de la Comisión. La información relativa a las incautaciones se centralizará 
en la Secretaría de la Comisión.

La Administración tributaria y las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad tendrán acceso a la 
información a que se refiere el párrafo precedente para el ejercicio de sus competencias.

Artículo 37.  Intercambio de información.
La información obtenida a partir de la declaración establecida en el artículo 34 o de los 

controles a que se refiere el artículo 35 podrá transmitirse a las autoridades competentes de 
otros Estados.

Cuando haya indicios de relación con el producto de un fraude o con cualquier otra 
actividad ilegal que perjudique a los intereses financieros de la Comunidad Europea, dicha 
información se transmitirá también a la Comisión Europea.

CAPÍTULO VI
Otras disposiciones

Artículo 38.  Comercio de bienes.
Sin perjuicio de las limitaciones de pagos en efectivo establecidas en el artículo 7.Uno de 

la Ley 7/2012, de 29 de octubre, de modificación de la normativa tributaria y presupuestaria y 
de adecuación de la normativa financiera para la intensificación de las actuaciones en la 
prevención y lucha contra el fraude, las personas físicas o jurídicas que comercien 
profesionalmente con bienes quedarán sujetas a las obligaciones establecidas en los 
artículos 3, 17, 18, 19, 21, 24 y 25 respecto de las transacciones en que los cobros o pagos 
se efectúen por personas físicas no residentes con los medios de pago a que se refiere el 
artículo 34.2 de esta ley y por importe superior a 10.000 euros, ya se realicen en una o en 
varias operaciones entre las que parezca existir algún tipo de relación.
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En función de un análisis del riesgo podrán extenderse reglamentariamente respecto de 
las referidas transacciones todas o algunas de las restantes obligaciones establecidas en la 
presente ley.

Artículo 39.  Fundaciones y asociaciones.
El Protectorado y el Patronato, en ejercicio de las funciones que les atribuye la Ley 

50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones, y el personal con responsabilidades en la 
gestión de las fundaciones velarán para que éstas no sean utilizadas para el blanqueo de 
capitales o para canalizar fondos o recursos a las personas o entidades vinculadas a grupos 
u organizaciones terroristas.

A estos efectos, todas las fundaciones conservarán durante el plazo establecido en el 
artículo 25 registros con la identificación de todas las personas que aporten o reciban a título 
gratuito fondos o recursos de la fundación, en los términos de los artículos 3 y 4 de esta Ley. 
Estos registros estarán a disposición del Protectorado, de la Comisión de Vigilancia de 
Actividades de Financiación del Terrorismo, de la Comisión de Prevención del Blanqueo de 
Capitales e Infracciones Monetarias o de sus órganos de apoyo, así como de los órganos 
administrativos o judiciales con competencias en el ámbito de la prevención o persecución 
del blanqueo de capitales o del terrorismo.

Lo dispuesto en los párrafos anteriores será asimismo de aplicación a las asociaciones, 
correspondiendo en tales casos al órgano de gobierno o asamblea general, a los miembros 
del órgano de representación que gestione los intereses de la asociación y al organismo 
encargado de verificar su constitución, en el ejercicio de las funciones que tiene atribuidas 
por el artículo 34 de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del Derecho de 
Asociación, cumplir con lo establecido el presente artículo.

Atendiendo a los riesgos a que se encuentre expuesto el sector, podrán extenderse 
reglamentariamente a las fundaciones y asociaciones las restantes obligaciones 
establecidas en la presente Ley.

Artículo 40.  Entidades gestoras colaboradoras.
Los gestores de sistemas de pago y de compensación y liquidación de valores y 

productos financieros derivados, así como los gestores de tarjetas de crédito o débito 
emitidas por otras entidades, colaborarán con la Comisión de Prevención del Blanqueo de 
Capitales e Infracciones Monetarias y con sus órganos de apoyo proporcionando la 
información de que dispongan relativa a las operaciones efectuadas, conforme a lo previsto 
en el artículo 21.1.

Artículo 41.  Envío de dinero.
En las operaciones de envío de dinero a que se refiere el artículo 2 de la Ley 16/2009, de 

13 de noviembre, de servicios de pago, las transferencias correspondientes deberán 
cursarse a través de cuentas abiertas en entidades de crédito, tanto en el país de destino de 
los fondos como en cualquier otro en el que operen los corresponsales en el extranjero o 
sistemas intermedios de compensación. Las entidades que presten servicios de envío de 
dinero sólo contratarán con corresponsales en el extranjero o sistemas intermedios de 
compensación que cuenten con métodos adecuados de liquidación de fondos y de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.

Los fondos así gestionados deberán ser utilizados única y exclusivamente para el pago 
de las transferencias ordenadas, sin que quepa el empleo de los mismos para otros fines. En 
todo caso, el abono a los corresponsales que paguen a los beneficiarios de las 
transferencias se hará necesariamente en cuentas en entidades de crédito abiertas en el 
país en que se efectúe ese pago.

En todo momento, las entidades a que se refiere este artículo deberán asegurar el 
seguimiento de la operación hasta su recepción por el beneficiario final, debiendo esta 
información ser facilitada de conformidad con lo previsto en el artículo 21.
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Artículo 42.  Sanciones y contramedidas financieras internacionales.
1. Las sanciones financieras establecidas por las Resoluciones del Consejo de 

Seguridad de Naciones Unidas relativas a la prevención y supresión del terrorismo y de la 
financiación del terrorismo, y a la prevención, supresión y disrupción de la proliferación de 
armas de destrucción masiva y de su financiación, serán de obligada aplicación para 
cualquier persona física o jurídica en los términos previstos por los reglamentos comunitarios 
o por acuerdo del Consejo de Ministros, adoptado a propuesta del Ministro de Economía y 
Competitividad.

2. Sin perjuicio del efecto directo de los reglamentos comunitarios, el Consejo de 
Ministros, a propuesta del Ministro de Economía y Competitividad, podrá acordar la 
aplicación de contramedidas financieras respecto de países terceros que supongan riesgos 
más elevados de blanqueo de capitales, financiación del terrorismo o financiación de la 
proliferación de armas de destrucción masiva.

El acuerdo de Consejo de Ministros, que podrá adoptarse de forma autónoma o en 
aplicación de decisiones o recomendaciones de organizaciones, instituciones o grupos 
internacionales, podrá imponer, entre otras, las siguientes contramedidas financieras:

a) Prohibir, limitar o condicionar los movimientos de capitales y sus correspondientes 
operaciones de cobro o pago, así como las transferencias, de o hacia el país tercero o de 
nacionales o residentes del mismo.

b) Someter a autorización previa los movimientos de capitales y sus correspondientes 
operaciones de cobro o pago, así como las transferencias, de o hacia el país tercero o de 
nacionales o residentes del mismo.

c) Acordar la congelación o bloqueo de los fondos y recursos económicos cuya 
propiedad, tenencia o control corresponda a personas físicas o jurídicas nacionales o 
residentes del país tercero.

d) Prohibir la puesta a disposición de fondos o recursos económicos cuya propiedad, 
tenencia o control corresponda a personas físicas o jurídicas nacionales o residentes del 
país tercero.

e) Requerir la aplicación de medidas reforzadas de diligencia debida en las relaciones de 
negocio u operaciones de nacionales o residentes del país tercero.

f) Establecer la comunicación sistemática de las operaciones de nacionales o residentes 
del país tercero o que supongan movimientos financieros de o hacia el país tercero.

g) Prohibir, limitar o condicionar el establecimiento o mantenimiento de filiales, 
sucursales u oficinas de representación de las entidades financieras del país tercero.

h) Prohibir, limitar o condicionar a las entidades financieras el establecimiento o 
mantenimiento de filiales, sucursales u oficinas de representación en el país tercero.

i) Prohibir, limitar o condicionar las relaciones de negocio o las operaciones financieras 
con el país tercero o con nacionales o residentes del mismo.

j) Prohibir a los sujetos obligados la aceptación de las medidas de diligencia debida 
practicadas por entidades situadas en el país tercero.

k) Requerir a las entidades financieras la revisión, modificación y, en su caso, 
terminación, de las relaciones de corresponsalía con entidades financieras del país tercero.

l) Someter las filiales o sucursales de entidades financieras del país tercero a supervisión 
reforzada o a examen o auditoría externos.

m) Imponer a los grupos financieros requisitos reforzados de información o auditoría 
externa respecto de cualquier filial o sucursal localizada o que opere en el país tercero.

3. Competerá al Servicio Ejecutivo de la Comisión la supervisión e inspección del 
cumplimiento de lo dispuesto en este artículo.

Artículo 43.  Fichero de Titularidades Financieras.
1. Con la finalidad de prevenir, impedir y detectar el blanqueo de capitales y la 

financiación del terrorismo, así como para fines de prevención, detección, investigación o 
enjuiciamiento de delitos graves, las entidades de crédito, las entidades de dinero electrónico 
y las entidades de pago (en adelante, las entidades declarantes) deberán declarar al Servicio 
Ejecutivo de la Comisión, con la periodicidad que reglamentariamente se determine, la 
apertura o cancelación de cuentas corrientes, cuentas de ahorro, depósitos y de cualquier 
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otro tipo de cuentas de pago, así como los contratos de alquiler de cajas de seguridad y su 
periodo de arrendamiento, con independencia de su denominación comercial.

Las declaraciones no incluirán las cajas de seguridad, cuentas y depósitos de las 
sucursales o filiales de las entidades declarantes españolas en el extranjero.

La declaración contendrá, en todo caso, los datos identificativos de los titulares y de sus 
titulares reales y los datos identificativos de los representantes o autorizados y cualesquiera 
otras personas con poderes de disposición. La información de los productos a declarar 
incluirá en todo caso la numeración que los identifique, el tipo de producto declarado y las 
fechas de apertura y de cancelación. En el caso de las cajas de seguridad se incluirá la 
duración del periodo de arrendamiento. Reglamentariamente se podrán determinar otros 
datos de identificación que deban ser declarados.

2. Los datos declarados serán incluidos en un fichero de titularidad pública, denominado 
Fichero de Titularidades Financieras, del cual será responsable la Secretaría de Estado de 
Economía y Apoyo a la Empresa.

El Servicio Ejecutivo de la Comisión, como encargado del tratamiento, determinará, con 
arreglo a lo establecido en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, y en el Reglamento 
(UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, las 
características técnicas del fichero, pudiendo aprobar las instrucciones pertinentes.

El tratamiento de los datos personales contenidos en el Fichero de Titularidades 
Financieras por el Servicio Ejecutivo de la Comisión se regirá por lo establecido en el artículo 
28.3 del Reglamento (UE) 2016/679, de 27 de abril de 2016. El Servicio Ejecutivo de la 
Comisión podrá utilizar la información obrante en el mismo para el ejercicio de sus 
competencias.

3. Con ocasión de la investigación de delitos relacionados con el blanqueo de capitales o 
la financiación del terrorismo, podrán acceder al Fichero de Titularidades Financieras los 
órganos jurisdiccionales con competencias en la investigación de estos delitos, el Ministerio 
Fiscal y la Fiscalía Europea en el ejercicio de sus competencias, así como:

Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y las Policías Autonómicas con 
competencias estatutariamente asumidas para la investigación de los delitos graves.

Los organismos de recuperación de activos, incluida la Oficina de Recuperación y 
Gestión de Activos, podrán acceder al Fichero cuando les haya sido encomendada la 
localización de activos por los órganos judiciales o fiscalías, así como en la realización de 
sus funciones de intercambio de información con otras oficinas análogas de la Unión 
Europea o instituciones de terceros Estados cuyo fin sea el embargo o decomiso en el marco 
de un procedimiento penal y se trate de delitos relacionados con el blanqueo de capitales o 
la financiación del terrorismo.

La Secretaría de la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo 
podrá acceder al Fichero en el marco de las competencias que tiene atribuidas en materia de 
bloqueo de los saldos, cuentas y posiciones, incluidos los bienes depositados en cajas de 
seguridad abiertas por personas o entidades vinculadas a organizaciones terroristas, en 
virtud de los artículos 1 y 2 de la Ley 12/2003, de 21 de mayo, de prevención y bloqueo de la 
financiación del terrorismo, y del Reglamento de la Comisión de Vigilancia de Actividades de 
Financiación del Terrorismo, aprobado por el Real Decreto 413/2015, de 29 de mayo.

El Centro Nacional de Inteligencia podrá acceder a los datos declarados en el Fichero de 
Titularidades Financieras para el cumplimiento de las funciones que tiene asignadas en su 
normativa reguladora.

La Agencia Estatal de Administración Tributaria podrá acceder al Fichero de 
Titularidades Financieras para el ejercicio de sus competencias en materia de prevención y 
lucha contra el fraude, en los términos previstos en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, y en el artículo 7.3 bis del Reglamento (UE, Euratom) n.º 883/2013 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de septiembre de 2013, relativo a las 
investigaciones efectuadas por la Oficina Europea de Lucha contra el Fraude. Igual acceso 
dispondrán las Haciendas Forales para la mencionada finalidad.

Toda petición de acceso a los datos del Fichero de Titularidades Financieras habrá de 
realizarse a través de los respectivos puntos únicos de acceso que deberán asignarse a 
todas las autoridades anteriormente señaladas y deberá ser adecuadamente motivada por el 
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órgano requirente, que será responsable de la regularidad del requerimiento. En ningún caso 
podrá requerirse el acceso al Fichero para finalidades distintas de las previstas en este 
artículo. Los accesos quedarán registrados y los datos de los registros se conservarán por 
un plazo de 5 años.

4. Sin perjuicio de las competencias que correspondan a la Agencia Española de 
Protección de Datos y al Consejo General del Poder Judicial en relación con los tratamientos 
con fines jurisdiccionales realizados por los órganos judiciales, un miembro del Ministerio 
Fiscal designado por el Fiscal General del Estado, de conformidad con los trámites previstos 
en el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, y que durante el ejercicio de esta actividad no 
se encuentre desarrollando su función en alguno de los órganos del Ministerio Fiscal 
encargados de la persecución de los delitos de blanqueo de capitales o financiación del 
terrorismo, velará por el uso adecuado del fichero, a cuyos efectos podrá requerir, con 
posterioridad a cualquier acceso, justificación completa de los motivos del mismo.

 

CAPÍTULO VII
De la organización institucional

Artículo 44.  Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.
1. El impulso y coordinación de la ejecución de la presente Ley corresponderá a la 

Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, dependiente 
de la Secretaría de Estado de Economía.

2. Serán funciones de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e 
Infracciones Monetarias las siguientes:

a) Dirigir e impulsar las actividades de prevención de la utilización del sistema financiero 
o de otros sectores de actividad económica para el blanqueo de capitales o la financiación 
del terrorismo, así como de prevención de las infracciones administrativas de la normativa 
sobre transacciones económicas con el exterior.

b) Colaborar con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, coordinando las actividades de 
investigación y prevención llevadas a cabo por los restantes órganos de las Administraciones 
Públicas que tengan atribuidas competencias en las materias señaladas en la letra 
precedente.

c) Garantizar el más eficaz auxilio en estas materias a los órganos judiciales, al 
Ministerio Fiscal y a la Policía Judicial.

d) Nombrar y cesar al Director del Servicio Ejecutivo de la Comisión. El nombramiento y 
cese se realizarán a propuesta de la persona titular de la Presidencia de la Comisión de 
Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, previa consulta con el 
Banco de España.

e) Aprobar, previa consulta con el Banco de España, el presupuesto del Servicio 
Ejecutivo de la Comisión.

f) Orientar de forma permanente la actuación del Servicio Ejecutivo de la Comisión y 
aprobar su estructura organizativa y directrices de funcionamiento.

g) Aprobar, a propuesta del Servicio Ejecutivo de la Comisión y, en caso de convenio, de 
los órganos de supervisión de las entidades financieras, el Plan Anual de Inspección de los 
sujetos obligados, que tendrá carácter reservado.

h) Formular requerimientos a los sujetos obligados en el ámbito del cumplimiento de las 
obligaciones de la presente Ley.

i) Servir de cauce de colaboración entre la Administración Pública y las organizaciones 
representativas de los sujetos obligados en las materias y ámbitos de actuación regulados 
en esta Ley.

j) Aprobar orientaciones y guías de actuación para los sujetos obligados.
k) Informar los proyectos de disposiciones que regulen aspectos relacionados con la 

presente Ley.
l) Elevar al Ministro de Economía y Hacienda las propuestas de sanción cuya adopción 

corresponda a éste o al Consejo de Ministros.
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m) Acordar con los órganos supervisores de las entidades financieras, mediante la firma 
de los oportunos convenios, la coordinación de sus actuaciones con las del Servicio 
Ejecutivo de la Comisión en materia de supervisión e inspección del cumplimiento de las 
obligaciones impuestas a tales entidades en esta Ley, con objeto de asegurar la eficiencia en 
la realización de sus cometidos. En dichos convenios se podrá prever que, sin perjuicio de 
las competencias de supervisión e inspección del Servicio Ejecutivo, los citados órganos 
supervisores ejerzan funciones de supervisión del cumplimiento de las obligaciones 
establecidas en los Capítulos II, III y IV de esta Ley con respecto a los sujetos obligados y 
asuman la función de efectuar recomendaciones, así como proponer requerimientos a 
formular por el Comité Permanente de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales 
e Infracciones Monetarias.

n) Elaborar, publicar y comunicar a la Comisión Europea las estadísticas anuales sobre 
blanqueo de capitales y financiación del terrorismo en los términos y con los contenidos 
establecidos por las instituciones europeas. A tal efecto, deberán prestarle su colaboración 
todos los órganos con competencias en la materia, en particular, la Comisión Nacional de 
Estadística Judicial facilitará los datos estadísticos sobre procesos judiciales que tengan por 
objeto delitos de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo.

ñ) Adoptar y actualizar el análisis nacional de riesgos de blanqueo de capitales y de 
financiación del terrorismo en los términos que establezcan las autoridades europeas, 
teniendo en consideración la Evaluación Supranacional de Riesgos de la Unión Europea y la 
Estrategia de Seguridad Nacional.

o) Las demás funciones que le atribuyan las disposiciones legales vigentes.
3. La Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias 

estará presidida por el Secretario de Estado de Economía y tendrá la composición que 
reglamentariamente se establezca. Contará, en todo caso, con la adecuada representación 
del Ministerio Fiscal, de los Ministerios e instituciones con competencias en la materia, de los 
órganos supervisores de las entidades financieras, así como de las Comunidades 
Autónomas con competencias para la protección de personas y bienes y para el 
mantenimiento de la seguridad ciudadana.

La Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias podrá 
actuar en Pleno o a través de un Comité Permanente que, con la composición que se 
determine reglamentariamente y presidido por el Director General del Tesoro y Política 
Financiera, ejercerá las funciones previstas en las letras f), g) y h) del apartado precedente, 
o cualesquiera otras que el Pleno le delegue expresamente. La asistencia al Pleno de la 
Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias y a su Comité 
Permanente será personal y no delegable.

Reglamentariamente, podrán establecerse otros Comités dependientes de la Comisión 
de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.

4. La Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias y la 
Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo se prestarán la 
máxima colaboración para el ejercicio de sus respectivas competencias.

Artículo 45.  Órganos de apoyo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e 
Infracciones Monetarias.

1. La Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias 
llevará a cabo su cometido con el apoyo de la Secretaría de la Comisión y del Servicio 
Ejecutivo de la Comisión.

2. La Secretaría de la Comisión será desempeñada por la unidad orgánica, con rango al 
menos de subdirección general, de las existentes en la Secretaría de Estado de Economía, 
que reglamentariamente se determine. Quien dirija dicha unidad orgánica ostentará, con 
carácter nato, el cargo de Secretario de la Comisión y de sus Comités.

Corresponderá a la Secretaría de la Comisión, entre otras funciones, instruir los 
procedimientos sancionadores a que hubiere lugar por infracción de las obligaciones 
previstas en esta Ley, así como formular al Comité Permanente la correspondiente 
propuesta de resolución. Asimismo, la Secretaría de la Comisión dirigirá a los sujetos 
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obligados los requerimientos del Comité Permanente y dará cuenta al mismo del 
cumplimiento de dichos requerimientos.

3. El Servicio Ejecutivo de la Comisión es un órgano dependiente, orgánica y 
funcionalmente, de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias, la cual, a través de su Comité Permanente, orientará de forma permanente su 
actuación y aprobará sus directrices de funcionamiento.

Las competencias relativas al régimen económico, presupuestario y de contratación del 
Servicio Ejecutivo de la Comisión serán ejercidas por el Banco de España de acuerdo con su 
normativa específica, suscribiéndose, a estos efectos, el oportuno convenio con la Comisión 
de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.

Los empleados del Banco de España destinados en el Servicio Ejecutivo de la Comisión 
mantendrán su relación laboral con el Banco de España, dependerán funcionalmente del 
Servicio Ejecutivo, y se regirán por la normativa que regule el régimen de personal del Banco 
de España.

El presupuesto del Servicio Ejecutivo, tras su aprobación por la Comisión de Prevención 
del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, se integrará, con la debida separación, 
en la propuesta de presupuesto de gastos de funcionamiento e inversiones a que se refiere 
el artículo 4.2 de la Ley 13/1994, de 1 de junio, de Autonomía del Banco de España. Los 
gastos que contra el citado presupuesto hayan de realizarse serán atendidos por el Banco 
de España que se resarcirá de ellos en la forma que se señala en el apartado 5 de este 
artículo.

4. El Servicio Ejecutivo de la Comisión, sin perjuicio de las competencias atribuidas a las 
Fuerzas y Cuerpos de la Seguridad y a otros Servicios de la Administración, ejercerá las 
siguientes funciones:

a) Prestar el necesario auxilio a los órganos judiciales, al Ministerio Fiscal, a la Policía 
Judicial y a los órganos administrativos competentes.

b) Elevar a los órganos e instituciones señalados en la letra precedente las actuaciones 
de las que se deriven indicios racionales de delito o, en su caso, infracción administrativa.

c) Recibir las comunicaciones previstas en los artículos 18 y 20.
d) Analizar la información recibida y darle el cauce que en cada caso proceda.
e) Ejecutar las órdenes y seguir las orientaciones dictadas por la Comisión de 

Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o por su Comité 
Permanente, así como elevarle los informes que solicite.

f) Supervisar e inspeccionar el cumplimiento de las obligaciones de los sujetos obligados 
establecidas en esta Ley, de conformidad con lo previsto en el artículo 47.

g) Efectuar recomendaciones a los sujetos obligados orientadas a la mejora de las 
medidas de control interno.

h) Proponer al Comité Permanente la formulación de requerimientos a los sujetos 
obligados.

i) Informar, con las excepciones que se determinen reglamentariamente, en los 
procedimientos de creación de entidades financieras sobre la adecuación de las medidas de 
control interno previstas en el programa de actividades.

j) Informar, con las excepciones que se determinen reglamentariamente, en los 
procedimientos de evaluación cautelar de las adquisiciones y de los incrementos de 
participaciones en el sector financiero.

k) Las demás previstas en esta Ley o que le atribuyan las disposiciones legales vigentes.
5. El Banco de España, por los gastos que realice al amparo del presupuesto aprobado 

por la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, formará 
una cuenta que, debidamente justificada, remitirá a la Dirección General del Tesoro y Política 
Financiera. La citada Dirección la abonará al Banco de España con cargo al concepto no 
presupuestario creado a tal efecto por la Intervención General de la Administración del 
Estado.

El saldo que presente el citado concepto será regularizado con cargo a los beneficios 
que el Banco de España ingresa anualmente en el Tesoro Público.

6. La responsabilidad patrimonial del Estado por la actuación de los órganos de la 
Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias será exigible, 
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en su caso, ante el Ministro de Economía y Hacienda en los términos establecidos por la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 46.  Informes de inteligencia financiera.
1. El Servicio Ejecutivo de la Comisión analizará la información recibida de los sujetos 

obligados o de otras fuentes, remitiendo, en tiempo oportuno, si apreciara la existencia de 
indicios o certeza de blanqueo de capitales, delitos subyacentes conexos o de financiación 
del terrorismo, o a petición de las autoridades competentes, el correspondiente informe de 
inteligencia financiera al Ministerio Fiscal o a los órganos judiciales, policiales o 
administrativos competentes. En ejercicio de sus funciones de inteligencia financiera, será 
independiente y autónomo en el plano operativo, con autoridad y capacidad para 
desempeñar sus funciones libremente, pudiendo decidir de forma autónoma analizar, pedir y 
transmitir información específica.

La información y documentación de que disponga el Servicio Ejecutivo de la Comisión y 
los informes de inteligencia financiera tendrán carácter confidencial, debiendo guardar 
reserva sobre los mismos toda autoridad o funcionario que acceda a su contenido. En 
particular, no será en ningún caso objeto de revelación la identidad de los analistas que 
hayan intervenido en la elaboración de los informes de inteligencia financiera ni la de los 
empleados, directivos o agentes que hubieran comunicado la existencia de indicios a los 
órganos de control interno del sujeto obligado.

Los informes de inteligencia financiera no tendrán valor probatorio y no podrán ser 
incorporados directamente a las diligencias judiciales o administrativas.

2. Los órganos destinatarios de los informes de inteligencia financiera informarán 
periódicamente al Servicio Ejecutivo de la Comisión sobre el destino dado a los mismos. La 
Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias podrá acordar 
con los órganos destinatarios un procedimiento de valoración de los informes de inteligencia 
financiera.

El Servicio Ejecutivo de la Comisión podrá informar a los sujetos obligados respecto del 
curso dado a las comunicaciones. La información que el Servicio Ejecutivo de la Comisión 
facilite a los sujetos obligados tendrá carácter confidencial, debiendo sus receptores guardar 
la debida reserva.

El Servicio Ejecutivo de la Comisión valorará la calidad de las comunicaciones realizadas 
de conformidad con el artículo 18, notificando periódicamente dicha valoración a los órganos 
de administración o dirección de los sujetos obligados.

Artículo 47.  Supervisión e Inspección.
1. El Servicio Ejecutivo de la Comisión supervisará el cumplimiento de las obligaciones 

establecidas en la presente ley, ajustando su actuación, respecto de las entidades 
financieras, a los convenios suscritos al amparo del artículo 44.

La supervisión se podrá extender a aquellos sujetos que han sido objeto de una 
exención de conformidad con lo previsto en el artículo 2.3 de esta ley, a los efectos de 
determinar que dichas exenciones no han sido utilizadas de manera abusiva.

En todo caso, el Servicio Ejecutivo de la Comisión podrá practicar respecto de 
cualesquiera sujetos obligados bien individualmente, bien respecto de sus grupos, las 
actuaciones inspectoras necesarias para comprobar el cumplimiento de las obligaciones 
relacionadas con las funciones que tiene asignadas. En el supuesto de grupos que incluyan 
filiales y sucursales en el extranjero, el Servicio Ejecutivo de la Comisión podrá supervisar la 
idoneidad de las políticas y procedimientos aplicados por la matriz a sus filiales y sucursales.

2. Las actuaciones inspectoras del Servicio Ejecutivo de la Comisión y, en caso de 
convenio, las de los órganos supervisores de las entidades financieras, serán objeto de un 
plan anual orientativo que aprobará la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e 
Infracciones Monetarias, sin perjuicio de que por el Comité Permanente pueda acordarse 
motivadamente la realización de actuaciones inspectoras adicionales.

El Servicio Ejecutivo de la Comisión y, en caso de convenio, los órganos supervisores de 
las entidades financieras, informarán motivadamente a la Comisión de Prevención del 
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Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias con carácter anual de las actuaciones que, 
incluidas en el Plan del ejercicio anterior, no hayan podido, en su caso, realizarse.

3. La acción supervisora y los planes anuales aprobados se elaborarán con un enfoque 
basado en el riesgo supervisor, que determinará el tipo, intensidad y periodicidad de la 
supervisión.

El perfil de riesgo de las entidades obligadas, incluidos los riesgos de incumplimiento, 
será revisado periódicamente, y en todo caso cuando se produzcan acontecimientos o 
novedades importantes en la gestión y el funcionamiento.

El proceso supervisor podrá incluir la revisión de los análisis de riesgo realizados por los 
sujetos obligados y la adecuación de las políticas internas, controles y procedimientos a los 
resultados de este análisis.

4. Los sujetos obligados, sus empleados, directivos y agentes, prestarán la máxima 
colaboración al personal del Servicio Ejecutivo de la Comisión, facilitando sin restricción 
alguna cuanta información o documentación se les requiera, incluidos libros, asientos 
contables, registros, programas informáticos, archivos en soporte magnético, 
comunicaciones internas, actas, declaraciones oficiales, y cualesquiera otros relacionados 
con las materias sujetas a inspección.

5. El Servicio Ejecutivo de la Comisión, o los órganos supervisores a que se refiere el 
artículo 44, remitirán el correspondiente informe de inspección a la Secretaría de la 
Comisión, que propondrá lo que resulte procedente al Comité Permanente. Asimismo, el 
Servicio Ejecutivo de la Comisión, o los órganos supervisores a que se refiere el artículo 44, 
podrán proponer al Comité Permanente, la adopción de requerimientos instando al sujeto 
obligado a adoptar las medidas correctoras que se estimen necesarias.

6. Los informes de inspección del Servicio Ejecutivo de la Comisión o de los órganos 
supervisores tendrán valor probatorio, sin perjuicio de las pruebas que en defensa de sus 
derechos o intereses puedan aportar los interesados.

7. El Servicio Ejecutivo de la Comisión notificará al sujeto obligado las conclusiones de la 
inspección en el plazo máximo de un año contado desde la cumplimentación íntegra por 
parte del sujeto obligado del primer requerimiento de información. El plazo podrá ser 
ampliado en seis meses adicionales por acuerdo motivado del Director del Servicio Ejecutivo 
cuando la inspección revista particular complejidad o su prolongación resulte imputable al 
sujeto obligado.

Artículo 48.  Régimen de colaboración.
1. Toda autoridad o funcionario que descubra hechos que puedan constituir indicio o 

prueba de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo, ya sea durante las 
inspecciones efectuadas a las entidades objeto de supervisión, o de cualquier otro modo, 
deberá informar de ello al Servicio Ejecutivo de la Comisión. Sin perjuicio de la posible 
responsabilidad penal, el incumplimiento de esta obligación por los funcionarios públicos que 
no sean sujetos obligados conforme al artículo 2 se sancionará disciplinariamente con 
arreglo a la legislación específica que les sea de aplicación. La obligación señalada en este 
apartado se extenderá igualmente a la información que la Comisión de Prevención del 
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o sus órganos de apoyo requieran en el 
ejercicio de sus competencias.

2. El Banco de España, la Comisión Nacional del Mercado de Valores, la Dirección 
General de Seguros y Fondos de Pensiones, la Dirección General de los Registros y del 
Notariado, el Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas, los colegios profesionales y 
los órganos estatales o autonómicos competentes, según corresponda, informarán 
razonadamente a la Secretaría de la Comisión cuando en el ejercicio de su labor inspectora 
o supervisora aprecien posibles infracciones de las obligaciones establecidas en esta ley.

3. Los órganos judiciales, de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal, remitirán testimonio 
a la Secretaría de la Comisión cuando en el curso del proceso aprecien indicios de 
incumplimiento de la presente ley que no sean constitutivos de delito.

4. Cuando ejerza sus funciones en relación con entidades financieras sometidas a 
legislación especial, el Servicio Ejecutivo de la Comisión podrá recabar del Banco de 
España, la Comisión Nacional del Mercado de Valores y la Dirección General de Seguros y 
Fondos de Pensiones, según corresponda, toda la información y colaboración precisas para 
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llevarlas a cabo. Igualmente, el Banco de España, la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores y la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones podrán recabar 
información de que disponga el Servicio Ejecutivo de la Comisión en sus funciones de 
autoridad supervisora.

5. Sin perjuicio de lo dispuesto en apartado 4, el Servicio Ejecutivo de la Comisión tendrá 
acceso directo a la información estadística sobre movimientos de capitales y transacciones 
económicas con el exterior comunicada al Banco de España con arreglo a lo dispuesto en la 
legislación aplicable a tales operaciones. Asimismo, las entidades gestoras y la Tesorería 
General de la Seguridad Social deberán ceder los datos de carácter personal y la 
información que hubieran obtenido en el ejercicio de sus funciones a la Comisión de 
Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, a requerimiento de su 
Servicio Ejecutivo, en el ejercicio de las competencias que esta ley le atribuye.

Artículo 48 bis.  Cooperación internacional.
1. La Secretaría de la Comisión, el Servicio Ejecutivo de la Comisión o, en caso de 

convenio, el Banco de España, la Comisión Nacional del Mercado de Valores y la Dirección 
General de Seguros y Fondos de Pensiones, cooperarán por propia iniciativa o previa 
solicitud, en tiempo oportuno y gratuitamente, con otras autoridades competentes de la 
Unión Europea siempre que sea necesario para llevar a cabo las funciones establecidas en 
esta ley, haciendo uso, a tal fin, de todas las facultades que la misma les atribuye y sin 
imponer condiciones indebidamente restrictivas. En el marco de esta cooperación se 
facilitará a la Autoridad Bancaria Europea la información necesaria para permitirle llevar a 
cabo sus obligaciones en materia de prevención del blanqueo de capitales y de la 
financiación del terrorismo. Este intercambio de información estará sometido al deber de 
secreto profesional previsto en el artículo 49.1 de la ley.

2. En el caso de autoridades competentes de terceros países no miembros de la Unión 
Europea, la cooperación e intercambio de información se condicionará a lo dispuesto en los 
Convenios y Tratados Internacionales o, en su caso, al principio general de reciprocidad, así 
como al sometimiento de dichas autoridades extranjeras a las mismas obligaciones de 
secreto profesional que rigen para las españolas.

3. El intercambio de información del Servicio Ejecutivo de la Comisión con Unidades de 
Inteligencia Financiera de Estados de la Unión Europea se realizará de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 51 a 57 de la Directiva 2015/849, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 20 de mayo de 2015 relativa a la prevención de la utilización del sistema 
financiero para la prevención del blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo.

4. El intercambio de información del Servicio Ejecutivo de la Comisión con Unidades de 
Inteligencia Financiera de terceros países no miembros de la Unión Europea se realizará de 
acuerdo con los principios del Grupo Egmont o en los términos del correspondiente 
memorando de entendimiento. Los memorandos de entendimiento con Unidades de 
Inteligencia Financiera serán suscritos por el Director del Servicio Ejecutivo, previa 
autorización de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias, debiendo contar con el previo informe favorable de la Agencia Española de 
Protección de Datos.

5. La Secretaría de la Comisión, el Servicio Ejecutivo de la Comisión o los órganos 
supervisores a que se refiere el artículo 44 podrán utilizar la información recibida únicamente 
para los fines para los que las autoridades cedentes hayan dado su consentimiento. Esta 
información no será transmitida a otros organismos o personas físicas y jurídicas sin el 
consentimiento expreso de las autoridades competentes que la hayan divulgado.

6. A requerimiento de la Unidad de Inteligencia Financiera de otro Estado miembro de la 
Unión Europea, el Servicio Ejecutivo de la Comisión estará facultado para suspender una 
transacción en curso, cuando concurran indicios de blanqueo de capitales o financiación del 
terrorismo a fin de que por parte de la Unidad de Inteligencia Financiera requirente se 
proceda a analizar la transacción, confirmar la sospecha y comunicar los resultados del 
análisis a las autoridades competentes. En los casos de suspensión por indicios de 
financiación de terrorismo, informará a la Secretaría de la Comisión de Vigilancia de 
Actividades de Financiación del Terrorismo cuando exista la previa autorización de la Unidad 
de Inteligencia Financiera requirente.
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La suspensión se acordará bajo la responsabilidad de la Unidad de Inteligencia 
Financiera requirente y será efectiva por un periodo máximo de un mes. Transcurrido dicho 
plazo, cesará la suspensión salvo que fuera ratificada o prorrogada judicialmente a solicitud 
del Ministerio Fiscal.

Artículo 49.  Deber de secreto.
1. Todas las personas que desempeñen o hayan desempeñado una actividad para la 

Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o para 
cualquiera de sus órganos y hayan tenido conocimiento de sus actuaciones o de datos de 
carácter reservado están obligadas a mantener el debido secreto. El incumplimiento de esta 
obligación determinará las responsabilidades previstas por las leyes. Estas personas no 
podrán publicar, comunicar o exhibir datos o documentos reservados, ni siquiera después de 
haber cesado en el servicio, salvo permiso expreso otorgado por la Comisión de Prevención 
del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.

2. Los datos, documentos e informaciones que obren en poder de la Comisión de 
Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o de cualquiera de sus 
órganos en virtud de cuantas funciones les encomiendan las leyes tendrán carácter 
reservado y no podrán ser divulgados salvo en los siguientes supuestos:

a) La difusión, publicación o comunicación de los datos cuando el implicado lo consienta 
expresamente.

b) La publicación de datos agregados a fines estadísticos, o las comunicaciones en 
forma sumaria o agregada, de manera que las personas o sujetos implicados no puedan ser 
identificados ni siquiera indirectamente.

c) La aportación de información a requerimiento de las comisiones parlamentarias de 
investigación.

d) La aportación de información a requerimiento del Ministerio Fiscal y de las autoridades 
judiciales o administrativas que, en virtud de lo establecido en normas con rango de ley, 
estén facultadas a tales efectos. En tales casos, la autoridad requirente invocará 
expresamente el precepto legal que habilite la petición de información, siendo responsable 
de la regularidad del requerimiento.

e) La solicitud de informes o los requerimientos de información por la Comisión de 
Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o por sus órganos de 
apoyo, sin perjuicio del deber de reserva de la persona o entidad a la que se solicite el 
informe o se requiera la información.

Sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, el 
intercambio de información entre el Servicio Ejecutivo de la Comisión y la Administración 
tributaria se realizará preferentemente en la forma que se determine mediante convenio 
suscrito entre la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias y la Agencia Estatal de Administración Tributaria.

La Secretaria de la Comisión podrá facilitar a la Administración tributaria y a las Fuerzas 
y Cuerpos de Seguridad la información con relevancia tributaria o policial.

3. Las autoridades, personas o entidades públicas que reciban información de carácter 
reservado procedente de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e 
Infracciones Monetarias o de sus órganos de apoyo quedarán, asimismo, sujetas al deber de 
secreto regulado en el presente artículo, debiendo adoptar las medidas pertinentes que 
garanticen la reserva, y no podrán utilizarla sino en el marco del cumplimiento de las 
funciones que tengan legalmente atribuidas.

CAPÍTULO VIII
Del régimen sancionador

Artículo 50.  Clases de infracciones.
Las infracciones administrativas previstas en esta Ley se clasificarán en muy graves, 

graves y leves.
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Artículo 51.  Infracciones muy graves.
1. Constituirán infracciones muy graves las siguientes:
a) El incumplimiento del deber de comunicación previsto en el artículo 18, cuando algún 

directivo o empleado del sujeto obligado hubiera puesto de manifiesto internamente la 
existencia de indicios o la certeza de que un hecho u operación estaba relacionado con el 
blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo.

b) El incumplimiento de la obligación de colaboración establecida en el artículo 21 
cuando medie requerimiento escrito de la Comisión de Prevención del Blanqueo de 
Capitales e Infracciones Monetarias.

c) El incumplimiento de la prohibición de revelación establecida en el artículo 24 o del 
deber de reserva previsto en los artículos 46.2 y 49.2.e).

d) La resistencia u obstrucción a la labor inspectora, siempre que medie requerimiento 
del personal actuante expreso y por escrito al respecto.

e) El incumplimiento de la obligación de adoptar las medidas correctoras comunicadas 
por requerimiento del Comité Permanente a las que se alude en los artículos 26.5, 31.2, 44.2 
y 47.5 cuando concurra una voluntad deliberadamente rebelde al cumplimiento.

f) La comisión de una infracción grave cuando durante los cinco años anteriores hubiera 
sido impuesta al sujeto obligado sanción firme en vía administrativa por el mismo tipo de 
infracción.

g) El incumplimiento de las medidas de suspensión acordadas por el Servicio Ejecutivo 
de la Comisión de conformidad con el artículo 48 bis.6.

2. En los términos previstos por los Reglamentos comunitarios que establezcan medidas 
restrictivas específicas de conformidad con los artículos 60, 301 o 308 del Tratado 
Constitutivo de la Comunidad Europea, constituirán infracciones muy graves de la presente 
Ley las siguientes:

a) El incumplimiento doloso de la obligación de congelar o bloquear los fondos, activos 
financieros o recursos económicos de personas físicas o jurídicas, entidades o grupos 
designados.

b) El incumplimiento doloso de la prohibición de poner fondos, activos financieros o 
recursos económicos a disposición de personas físicas o jurídicas, entidades o grupos 
designados.

Artículo 52.  Infracciones graves.
1. Constituirán infracciones graves las siguientes:
a) El incumplimiento de obligaciones de identificación formal, en los términos del artículo 

3.
b) El incumplimiento de las obligaciones de identificación e información del titular real, en 

los términos de los artículos 4, 4 bis y 4 ter.
c) El incumplimiento de la obligación de obtener información sobre el propósito e índole 

de la relación de negocios, en los términos del artículo 5.
d) El incumplimiento de la obligación de aplicar medidas de seguimiento continuo a la 

relación de negocios, en los términos del artículo 6.
e) El incumplimiento de la obligación de aplicar medidas de diligencia debida a los 

clientes existentes, en los términos del artículo 7.2 y de la Disposición transitoria séptima.
f) El incumplimiento de la obligación de aplicar medidas reforzadas de diligencia debida, 

en los términos de los artículos 11 a 16.
g) El incumplimiento de la obligación de examen especial, en los términos del artículo 17.
h) El incumplimiento de la obligación de comunicación por indicio, en los términos del 

artículo 18, cuando no deba calificarse como infracción muy grave.
i) El incumplimiento de la obligación de abstención de ejecución, en los términos del 

artículo 19.
j) El incumplimiento de la obligación de comunicación sistemática, en los términos del 

artículo 20.
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k) El incumplimiento de la obligación de colaboración establecida en el artículo 21 
cuando medie requerimiento escrito de uno de los órganos de apoyo de la Comisión de 
Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.

l) El incumplimiento de la obligación de conservación de documentos, en los términos del 
artículo 25.

m) El incumplimiento de la obligación de aprobar por escrito y aplicar políticas y 
procedimientos adecuados de control interno en los términos de los artículos 26 y 26 bis, 
incluida la aprobación por escrito y aplicación de una política expresa de admisión de 
clientes.

n) El incumplimiento de la obligación de comunicar al Servicio Ejecutivo de la Comisión 
la propuesta de nombramiento del representante del sujeto obligado, o la negativa a atender 
los reparos u observaciones formulados, en los términos del artículo 26 ter.

ñ) El incumplimiento de la obligación de establecer órganos adecuados de control 
interno, con inclusión, en su caso, de las unidades técnicas, que operen en los términos 
previstos en el artículo 26 ter.

o) El incumplimiento de la obligación de dotar al representante ante el Servicio Ejecutivo 
de la Comisión y al órgano de control interno de los recursos materiales, humanos y técnicos 
necesarios para el ejercicio de sus funciones.

p) El incumplimiento de la obligación de aprobar y mantener a disposición del Servicio 
Ejecutivo de la Comisión un manual adecuado y actualizado de prevención del blanqueo de 
capitales y de la financiación del terrorismo, en los términos del artículo 26.5.

q) El incumplimiento de la obligación de examen externo, en los términos del artículo 28.
r) El incumplimiento de la obligación de formación de empleados, en los términos del 

artículo 29.
s) El incumplimiento de la obligación de adoptar por parte del sujeto obligado las 

medidas adecuadas para mantener la confidencialidad sobre la identidad de los empleados, 
directivos o agentes que hayan realizado una comunicación a los órganos de control interno, 
en los términos del artículo 30.1.

t) El incumplimiento de la obligación de aplicar respecto de las sucursales y filiales con 
participación mayoritaria situadas en terceros países las medidas previstas en el artículo 31.

u) El incumplimiento de la obligación de aplicar sanciones o contramedidas financieras 
internacionales, en los términos del artículo 42.

v) El incumplimiento de la obligación establecida en el artículo 43 de declarar la apertura, 
modificación o cancelación de cuentas corrientes, cuentas de ahorro, depósitos, cuentas de 
pago y contratos de alquiler de cajas de seguridad, así como de declarar y mantener 
actualizados los datos de los intervinientes.

w) El incumplimiento de la obligación de adoptar las medidas correctoras comunicadas 
por requerimiento del Comité Permanente a las que se alude en los artículos 26.5, 31.2, 44.2 
y 47.5 cuando no concurra una voluntad deliberadamente rebelde al cumplimiento.

x) El establecimiento o mantenimiento de relaciones de negocio o la ejecución de 
operaciones prohibidas.

y) La resistencia u obstrucción a la labor inspectora cuando no haya mediado 
requerimiento del personal actuante expreso y por escrito al respecto.

2. Salvo que concurran indicios o certeza de blanqueo de capitales o de financiación del 
terrorismo, las infracciones tipificadas en las letras a), b), c), d), e), f) y l) del apartado 
anterior podrán ser calificadas como leves cuando el incumplimiento del sujeto obligado 
deba considerarse como meramente ocasional o aislado a la vista del porcentaje de 
incidencias de la muestra de cumplimiento.

3. Constituirán infracciones graves de la presente Ley:
a) El incumplimiento de la obligación de declaración de movimientos de medios de pago, 

en los términos del artículo 34.
b) El incumplimiento por fundaciones o asociaciones de las obligaciones establecidas en 

el artículo 39.
c) El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 41, salvo que deba 

calificarse como muy grave de conformidad con el artículo 51.1.b).
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4. En los términos previstos por los Reglamentos comunitarios que establezcan medidas 
restrictivas específicas de conformidad con los artículos 60, 301 o 308 del Tratado 
Constitutivo de la Comunidad Europea, constituirán infracciones graves de la presente Ley:

a) El incumplimiento de la obligación de congelar o bloquear los fondos, activos 
financieros o recursos económicos de personas físicas o jurídicas, entidades o grupos 
designados, cuando no deba calificarse como infracción muy grave.

b) El incumplimiento de la prohibición de poner fondos, activos financieros o recursos 
económicos a disposición de personas físicas o jurídicas, entidades o grupos designados, 
cuando no deba calificarse como infracción muy grave.

c) El incumplimiento de las obligaciones de comunicación e información a las 
autoridades competentes establecidas específicamente en los Reglamentos comunitarios.

5. Constituirán infracciones graves de la presente ley el incumplimiento de las 
obligaciones establecidas en los artículos 4 a 14 y 16 del Reglamento (UE) 2015/847 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de mayo de 2015, relativo a la información que 
acompaña a las transferencias de fondos y por el que se deroga el Reglamento (CE) n.º 
1781/2006.

Artículo 53.  Infracciones leves.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 52.2, constituirán infracciones leves aquellos 

incumplimientos de obligaciones establecidas específicamente en la presente Ley que no 
constituyan infracción muy grave o grave conforme a lo previsto en los dos artículos 
precedentes.

Artículo 54.  Responsabilidad de administradores y directivos.
Además de la responsabilidad que corresponda al sujeto obligado aun a título de simple 

inobservancia, quienes ejerzan en el mismo cargos de administración o dirección, sean 
unipersonales o colegiados, serán responsables de las infracciones cuando éstas sean 
imputables a su conducta dolosa o negligente.

Artículo 55.  Exigibilidad de la responsabilidad administrativa.
La responsabilidad administrativa por infracción de la presente Ley será exigible aun 

cuando con posterioridad al incumplimiento el sujeto obligado hubiera cesado en su actividad 
o hubiera sido revocada su autorización administrativa para operar.

En el caso de sociedades disueltas, los antiguos socios responderán solidariamente de 
las sanciones administrativas pecuniarias impuestas hasta el límite de lo que hubieran 
recibido como cuota de liquidación, sin perjuicio de la responsabilidad de los directivos, 
administradores o liquidadores.

Artículo 56.  Sanciones por infracciones muy graves.
1. Por la comisión de infracciones muy graves se podrán imponer las siguientes 

sanciones:
a) Multa cuyo importe mínimo será de 150.000 euros y cuyo importe máximo ascenderá 

hasta la mayor de las siguientes cifras: el 10 por ciento del volumen de negocios anual total 
del sujeto obligado, el duplo del contenido económico de la operación, el quíntuplo del 
importe de los beneficios derivados de la infracción, cuando dichos beneficios puedan 
determinarse o 10.000.000 euros.

b) Amonestación pública.
c) Tratándose de entidades sujetas a autorización administrativa para operar, la 

suspensión temporal o revocación de ésta.
La sanción prevista en la letra a), que ha de ser obligatoria en todo caso, se impondrá 

simultáneamente con alguna de las previstas en las letras b) o c).
2. Si el sujeto obligado sancionado es una empresa matriz o una filial de una empresa 

matriz que tenga que establecer cuentas financieras consolidadas de conformidad con el 
artículo 22 de la Directiva 2013/34/UE, el volumen de negocios total a considerar para el 
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cálculo de la sanción máxima a imponer, será el volumen de negocios anual total o el tipo de 
ingreso correspondiente, conforme a las Directivas sobre contabilidad pertinentes, según la 
cuenta consolidada más reciente disponible, aprobada por el órgano de gestión de la 
empresa matriz.

3. Además de la sanción que corresponda imponer al sujeto obligado por la comisión de 
infracciones muy graves, se podrán imponer una o varias de las siguientes sanciones a 
quienes, ejerciendo en el mismo cargos de administración o dirección, fueran responsables 
de la infracción:

a) Multa a cada uno de ellos por importe de entre 60.000 y 10.000.000 euros.
b) Separación del cargo, con inhabilitación para ejercer cargos de administración o 

dirección en cualquier entidad de las sujetas a esta ley por un plazo máximo de diez años.
c) Amonestación pública.
La sanción prevista en la letra a), que ha de ser obligatoria en todo caso, podrá aplicarse 

simultáneamente con alguna de las previstas en las letras b) o c).
4. En todos los casos, las sanciones impuestas irán acompañadas de un requerimiento 

al infractor para que ponga fin a su conducta y se abstenga de repetirla.
5. Acordada la imposición de una sanción de amonestación pública, cuando se 

determine que aquélla pueda perjudicar una investigación en marcha o poner en peligro la 
estabilidad de los mercados financieros, la autoridad competente para resolver podrá:

a) retrasar la publicación hasta el momento en que cesen los motivos que justificaron la 
suspensión;

b) acordar la no publicación de la sanción de forma definitiva, cuando la estabilidad de 
los mercados financieros no pueda garantizarse.

Artículo 57.  Sanciones por infracciones graves.
1. Por la comisión de infracciones graves se podrán imponer las siguientes sanciones:
a) Multa cuyo importe mínimo será de 60.000 euros y cuyo importe máximo podrá 

ascender hasta la mayor de las siguientes cifras: el 10 por ciento del volumen de negocios 
anual total del sujeto obligado, el tanto del contenido económico de la operación, más un 50 
por ciento, el triple del importe de los beneficios derivados de la infracción, cuando dichos 
beneficios puedan determinarse, o 5.000.000 euros. A los efectos del cálculo del volumen de 
negocios anual, será de aplicación lo dispuesto en el artículo 56.2.

b) Amonestación pública.
c) Amonestación privada.
d) Tratándose de entidades sujetas a autorización administrativa para operar, la 

suspensión temporal de ésta.
La sanción prevista en la letra a), que ha de ser obligatoria en todo caso, se impondrá 

simultáneamente con una de las previstas en las letras b) a d).
2. Además de la sanción que corresponda imponer al sujeto obligado por la comisión de 

infracciones graves, se podrán imponer las siguientes sanciones a quienes, ejerciendo en el 
mismo cargos de administración o dirección, o la función de experto externo, fueran 
responsables de la infracción:

a) Multa a cada uno de ellos por un importe mínimo de 3.000 euros y máximo de hasta 
5.000.000 euros.

b) Amonestación pública.
c) Amonestación privada.
d) Separación del cargo, con inhabilitación para ejercer cargos de administración o 

dirección en cualquier entidad de las sujetas a esta ley por un plazo máximo de cinco años.
La sanción prevista en la letra a), que ha de ser obligatoria en todo caso, se impondrá 

simultáneamente con alguna de las previstas en las letras b) a d).
3. En el caso de incumplimiento de la obligación de declaración establecida en el artículo 

34 se impondrán las siguientes sanciones:
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a) Multa, cuyo importe mínimo será de 600 euros y cuyo importe máximo podrá ascender 
hasta el 50 por ciento del valor de los medios de pago empleados.

b) Amonestación pública.
c) Amonestación privada.
La sanción prevista en la letra a), que ha de ser obligatoria en todo caso, se impondrá 

simultáneamente con una de las previstas en las letras b) o c).
4. En todos los casos, las sanciones impuestas irán acompañadas de un requerimiento 

al infractor para que ponga fin a su conducta y se abstenga de repetirla.
5. Acordada la imposición de una sanción de amonestación pública, cuando se 

determine que aquélla pueda perjudicar una investigación en marcha o poner en peligro la 
estabilidad de los mercados financieros, la autoridad competente para resolver podrá:

a) retrasar la publicación hasta el momento en que cesen los motivos que justificaron la 
suspensión;

b) acordar la no publicación de la sanción de forma definitiva, cuando la estabilidad de 
los mercados financieros no pueda garantizarse.

Artículo 58.  Sanciones por infracciones leves.
Por la comisión de infracciones leves se podrán imponer las siguientes sanciones:
a) Amonestación privada.
b) Multa por importe de hasta 60.000 euros.
Estas sanciones podrán ir acompañadas de un requerimiento al infractor para que ponga 

fin a su conducta y se abstenga de repetirla.

Artículo 59.  Graduación de las sanciones.
1. Las sanciones se graduarán atendiendo a las siguientes circunstancias:
a) La cuantía de las operaciones afectadas por el incumplimiento.
b) Los beneficios obtenidos como consecuencia de las omisiones o actos constitutivos 

de la infracción.
c) La circunstancia de haber procedido o no a la subsanación de la infracción por propia 

iniciativa.
d) Las sanciones firmes en vía administrativa por infracciones de distinto tipo impuestas 

al sujeto obligado en los últimos cinco años con arreglo a esta ley.
e) El grado de responsabilidad o intencionalidad en los hechos que concurra en el sujeto 

obligado.
f) La gravedad y duración de la infracción.
g) Las pérdidas para terceros causadas por el incumplimiento.
h) La capacidad económica del inculpado, cuando la sanción sea de multa.
i) El nivel de cooperación del inculpado con las autoridades competentes.
En todo caso, se graduará la sanción de modo que la comisión de las infracciones no 

resulte más beneficiosa para el infractor que el cumplimiento de las normas infringidas.
2. Para determinar la sanción aplicable de entre las previstas en los artículos 56.3, 57.2 y 

58, se tomarán en consideración las siguientes circunstancias:
a) El grado de responsabilidad o intencionalidad en los hechos que concurra en el 

interesado.
b) La conducta anterior del interesado, en la entidad inculpada o en otra, en relación con 

las exigencias previstas en esta ley.
c) El carácter de la representación que el interesado ostente.
d) La capacidad económica del interesado, cuando la sanción sea multa.
e) Los beneficios obtenidos como consecuencias de las omisiones o actos constitutivos 

de la infracción.
f) Las pérdidas para terceros causadas por el incumplimiento.
g) El nivel de cooperación del inculpado con las autoridades competentes.
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3. Para determinar la sanción aplicable por incumplimiento de la obligación de 
declaración establecida en el artículo 34, se considerarán como agravantes las siguientes 
circunstancias:

a) La notoria cuantía del movimiento, considerándose en todo caso como tal aquélla que 
duplique el umbral de declaración.

b) La falta de acreditación del origen lícito de los medios de pago.
c) La incoherencia entre la actividad desarrollada por el interesado y la cuantía del 

movimiento.
d) La circunstancia de ser hallados los medios de pago en lugar o situación que muestre 

una clara intención de ocultarlos.
e) Las sanciones firmes en vía administrativa por incumplimiento de la obligación de 

declaración impuestas al interesado en los últimos cinco años.
f) El grado de intencionalidad en los hechos que concurra en el interesado.

Artículo 60.  Prescripción de las infracciones y de las sanciones.
1. Las infracciones muy graves y graves prescribirán a los cinco años, y las leves a los 

dos años, contados desde la fecha en que la infracción hubiera sido cometida. En las 
infracciones derivadas de una actividad continuada, la fecha inicial del cómputo será la de la 
finalización de la actividad o la del último acto con el que la infracción se consume. En el 
caso de incumplimiento de las obligaciones de diligencia debida el plazo de prescripción se 
contará desde la fecha de terminación de la relación de negocios, y en el de conservación de 
documentos desde la expiración del plazo al que se refiere el artículo 25.

La prescripción se interrumpirá por cualquier acción de la Comisión de Prevención del 
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o de sus órganos de apoyo, realizada con 
conocimiento formal de los sujetos obligados, conducente a la inspección, 
supervisión o control de todas o parte de las obligaciones recogidas en esta Ley. También se 
interrumpirá por la iniciación, con conocimiento de los interesados, del procedimiento 
sancionador o de un proceso penal por los mismos hechos, o por otros cuya separación de 
los sancionables con arreglo a esta Ley sea racionalmente imposible.

2. Las sanciones que se impongan conforme a esta Ley prescribirán a los tres años en 
caso de infracciones muy graves, a los dos años en caso de infracciones graves, y al año en 
caso de infracciones leves, contados desde la fecha de notificación de la resolución 
sancionadora.

La prescripción se interrumpirá cuando se acuerde administrativa o judicialmente la 
suspensión de la ejecución de la resolución sancionadora.

Artículo 61.  Procedimiento sancionador y medidas cautelares.
1. La incoación y, en su caso, el sobreseimiento de los procedimientos sancionadores a 

que hubiere lugar por la comisión de las infracciones previstas en esta Ley corresponderá al 
Comité Permanente, a propuesta de la Secretaría de la Comisión.

La competencia para incoar o acordar el sobreseimiento de los procedimientos 
sancionadores por incumplimiento de la obligación de declaración establecida en el artículo 
34 corresponderá a la Secretaría de la Comisión.

2. La instrucción de los procedimientos sancionadores a que hubiera lugar por la 
comisión de infracciones previstas en esta ley corresponderá a la Secretaría de la Comisión.

El órgano competente para la incoación del procedimiento sancionador podrá acordar, al 
tiempo de iniciarse el procedimiento o durante su tramitación, la constitución de garantía 
suficiente para hacer frente a las responsabilidades a que hubiera lugar. En el caso de los 
procedimientos por incumplimiento de la obligación de declaración establecida en el artículo 
34, de conformidad con el artículo 35.2 se entenderá constituida en garantía, pudiendo 
acordarse por el secretario de la Comisión durante la instrucción del procedimiento 
sancionador la ampliación o reducción de la referida garantía.

En el caso de que hubiera sido interpuesta por el interesado reclamación contra la 
intervención provisional de medios de pago en los términos previstos en el artículo 35.5, la 
persona titular de la Secretaría de la Comisión resolverá dicha reclamación, en su caso, en 
el acuerdo de iniciación del procedimiento sancionador, pudiendo el interesado formular las 
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alegaciones que considere oportunas, que serán resueltas en la resolución por la que se 
acuerde la terminación del procedimiento administrativo sancionador.

El procedimiento sancionador aplicable al incumplimiento de las obligaciones previstas 
en esta ley será el previsto, con carácter general, para el ejercicio de la potestad 
sancionadora por las Administraciones Públicas.

3. Será competente para imponer las sanciones por infracciones muy graves el Consejo 
de Ministros, a propuesta del Ministro de Economía y Hacienda. Será competente para 
imponer las sanciones por infracciones graves el Ministro de Economía y Hacienda, a 
propuesta de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias. Será competente para imponer las sanciones por infracciones leves el Director 
General del Tesoro y Política Financiera, a propuesta del instructor.

Cuando el inculpado sea una entidad financiera o precise de autorización administrativa 
para operar, será preceptivo para la imposición de sanciones por infracciones graves o muy 
graves solicitar de la institución u órgano administrativo responsable de su supervisión 
informe sobre la posible incidencia de la sanción o sanciones propuestas sobre la estabilidad 
de la entidad objeto del procedimiento.

La competencia para resolver los procedimientos sancionadores por incumplimiento de 
la obligación de declaración establecida en el artículo 34 corresponderá, a propuesta del 
instructor y previo informe del Servicio Ejecutivo de la Comisión, al Director General del 
Tesoro y Política Financiera, cuyas resoluciones pondrán fin a la vía administrativa.

4. En los procedimientos sancionadores instruidos por la Secretaría de la Comisión el 
plazo máximo para resolver el procedimiento y notificar la resolución será de un año a contar 
desde la fecha de notificación del acuerdo de incoación, sin perjuicio de la posibilidad de 
suspensión por el instructor del cómputo del plazo en los supuestos señalados en el artículo 
42.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, del Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y de la ampliación en seis meses 
adicionales de dicho plazo máximo que podrá acordarse motivadamente por el Secretario de 
la Comisión, a propuesta del instructor, al amparo de lo previsto en el artículo 49 de la misma 
Ley.

El transcurso de los plazos establecidos en el apartado precedente determinará la 
caducidad del procedimiento administrativo sancionador, debiendo procederse a dictar nuevo 
acuerdo de incoación en tanto no haya prescrito la infracción de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 60.

5. La ejecución de las resoluciones sancionadoras firmes en vía administrativa 
corresponderá a la Secretaría de la Comisión.

La sanción de amonestación pública, una vez sea firme en vía administrativa, será 
ejecutada en la forma que se establezca en la resolución, siendo en todo caso publicada en 
el “Boletín Oficial del Estado” y en la página web de la Comisión, donde permanecerá 
disponible durante el plazo de cinco años. En el supuesto en que la sanción publicada haya 
sido recurrida en vía jurisdiccional, se publicará, sin demora, información sobre el estado de 
tramitación del recurso y el resultado del mismo.

6. En aquellos supuestos en que la resolución del expediente sancionador no acuerde la 
imposición de una sanción de amonestación pública, la Secretaría de la Comisión publicará 
en la página web de la Comisión las sanciones firmes en vía administrativa impuestas por la 
comisión de infracciones tipificadas en los artículos 51 y 52, con excepción de las tipificadas 
en el apartado 3.a), indicando el tipo y naturaleza de la infracción cometida y la sanción o 
sanciones impuestas por cada una de las infracciones cometidas, pero sin identificar a la 
entidad, persona o personas responsables de la infracción. Esta información permanecerá 
disponible en la web de la Comisión por un plazo de cinco años.

7. La Secretaría de la Comisión informará a la Autoridad Bancaria Europea de todas las 
sanciones impuestas a las entidades de crédito y financieras, incluido cualquier recurso que 
se haya podido interponer contra las mismas y su resultado.

Artículo 62.  Concurrencia de sanciones y vinculación con el orden penal.
1. Las infracciones y sanciones establecidas en la presente Ley se entenderán sin 

perjuicio de las previstas en otras leyes y de las acciones y omisiones tipificadas como delito 
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y de las penas previstas en el Código Penal y leyes penales especiales, salvo lo establecido 
en los apartados siguientes.

2. No podrán sancionarse con arreglo a esta Ley las conductas que lo hubieran sido 
penal o administrativamente cuando se aprecie identidad de sujeto, hecho y fundamento 
jurídico.

3. En cualquier momento del procedimiento administrativo sancionador en que se estime 
que los hechos pudieran ser constitutivos de ilícito penal, la Secretaría de la Comisión dará 
traslado de los mismos al Ministerio Fiscal, solicitándole testimonio sobre las actuaciones 
practicadas al efecto y acordará la suspensión de aquél hasta que se reciba la comunicación 
a que se refiere el primer párrafo del apartado siguiente o hasta que recaiga resolución 
judicial.

4. Si el Ministerio Fiscal no encontrara méritos para proceder penalmente contra todos o 
alguno de los sujetos obligados, lo comunicará a la Secretaría de la Comisión para que 
pueda continuar el procedimiento administrativo sancionador.

Si, por el contrario, el Ministerio Fiscal interpusiera denuncia o querella, comunicará 
dicha circunstancia a la Secretaría de la Comisión, así como, cuando se produzca, el 
resultado de tales actuaciones.

5. La resolución que se dicte en el procedimiento administrativo sancionador deberá 
respetar, en todo caso, los hechos declarados probados en la sentencia.

Artículo 63.  Comunicación de infracciones.
1. Los empleados, directivos y agentes de los sujetos obligados que conozcan hechos o 

situaciones que puedan ser constitutivos de infracciones contempladas en esta ley, los 
podrán poner en conocimiento del Servicio Ejecutivo de la Comisión.

2. Las comunicaciones serán remitidas al Servicio Ejecutivo de la Comisión por escrito e 
incorporarán todos los documentos e informaciones sobre los hechos denunciados que 
permitan justificar la denuncia. Mediante orden del Ministro de Economía y Empresa se 
aprobará el modelo de comunicación y se establecerán las características y requisitos del 
canal de recepción de comunicaciones, a fin de asegurar su confidencialidad y seguridad.

3. Los programas de formación de las entidades deberán incluir la información sobre la 
existencia de estos mecanismos.

Artículo 64.  Tratamiento de las comunicaciones.
1. El Servicio Ejecutivo de la Comisión determinará si existe o no sospecha fundada de 

infracción en las comunicaciones recibidas de conformidad con el artículo 63. De no existir 
sospecha fundada o cuando no se concreten suficientemente los hechos o personas 
responsables de la infracción, requerirá a la persona comunicante para que aclare el 
contenido de la comunicación realizada, o lo complemente con nueva información, 
concediendo un plazo para ello no inferior a 15 días. Transcurrido el plazo fijado para la 
aclaración o aportación de nueva información, sin que pueda determinarse sospecha 
fundada, se procederá al archivo de la comunicación.

2. Las comunicaciones recibidas no tendrán valor probatorio y no podrán ser 
incorporadas directamente al procedimiento administrativo. Si existen indicios suficientes de 
veracidad en los hechos imputados y éstos son desconocidos para la Administración, el 
Servicio Ejecutivo de la Comisión, o los supervisores de las entidades financieras, en caso 
de convenio de los previstos en el artículo 44. 2 m) de la ley, podrán:

a) Utilizar la información obtenida para la definición del nuevo plan de inspección.
b) Realizar actuaciones adicionales de inspección, que podrán llevarse a cabo de 

manera independiente o incardinarse en las acciones de supervisión planificadas en el 
contexto del desarrollo del plan anual de inspección aprobado.

3. Los resultados de las actuaciones de inspección llevadas a cabo por el Servicio 
Ejecutivo de la Comisión serán remitidas a la Secretaría de la Comisión, que las elevará a la 
consideración del Comité Permanente. Cuando las actuaciones de comprobación pongan de 
manifiesto la posible existencia de un ilícito penal, la información será remitida al Ministerio 
Fiscal para su investigación.

ÁMBITOS DE LA SEGURIDAD NACIONAL: TERRORISMO

§ 8  Ley de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo

– 89 –



Artículo 65.  Protección de las personas.
1. Las comunicaciones realizadas al amparo del artículo 63:
a) no constituirán violación o incumplimiento de las restricciones sobre divulgación de 

información impuestas por vía contractual o por cualquier disposición legal, reglamentaria o 
administrativa que pudieran afectar a la persona comunicante, a las personas estrechamente 
vinculadas con ésta, a las sociedades que administre o de las que sea titular real;

b) no constituirán infracción de ningún tipo en el ámbito de la normativa laboral por parte 
de la persona comunicante, ni de ella podrá derivar trato injusto o discriminatorio por parte 
del empleador;

c) no generarán ningún derecho de compensación o indemnización a favor de la 
empresa a la que presta servicios la persona comunicante o de un tercero.

2. El Servicio Ejecutivo de la Comisión informará de los diferentes mecanismos legales 
que la normativa en vigor habilita para la garantía de estos derechos.

3. Las comunicaciones tendrán carácter confidencial, no pudiendo desvelar el Servicio 
Ejecutivo de la Comisión los datos identificativos de las personas que las hubieran realizado. 
En el caso de que, como consecuencia de la comunicación realizada, se inicie un expediente 
sancionador contra una persona física o jurídica, no se incluirán en ningún caso los datos de 
la persona que llevó a cabo la comunicación.

4. La comunicación realizada al amparo de lo previsto en el artículo 63 no conferirá por sí 
sola la condición de interesado en el procedimiento administrativo que pudiera iniciarse 
contra el infractor.

5. Las personas expuestas a amenazas, acciones hostiles o medidas laborales adversas 
por comunicar por vía interna o al Servicio Ejecutivo de la Comisión comunicaciones sobre 
actividades relacionadas con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo podrán 
presentar una reclamación ante la Autoridad Independiente de Protección del Informante, 
A.A.I. en los términos previstos en la Ley reguladora de la protección de las personas que 
informen sobre infracciones normativas y de lucha contra la corrupción.

En los casos en los que el sujeto obligado no haya adoptado las medidas adecuadas 
para mantener la confidencialidad sobre la identidad de los empleados, directivos o agentes 
que hayan realizado una comunicación a los órganos de control interno, en los términos del 
artículo 30.1, será de aplicación el artículo 52.1.s).

Disposición adicional primera.  Registro de prestadores de servicios a sociedades y 
fideicomisos.

1. Las personas físicas o jurídicas que de forma empresarial o profesional presten todos 
o alguno de los servicios descritos en el artículo 2.1.o) de esta ley, deberán, previamente al 
inicio de sus actividades, inscribirse de forma obligatoria en el Registro Mercantil competente 
por razón de su domicilio.

2. Si se trata de personas físicas empresarios, o de personas jurídicas, sea cual sea su 
clase y salvo que exista una norma específicamente aplicable, se inscribirán conforme a lo 
establecido en el Reglamento del Registro Mercantil. Si se trata de personas físicas 
profesionales, la inscripción se practicará exclusivamente de forma telemática con base en 
un formulario preestablecido aprobado por orden del Ministro de Justicia.

3. En el caso de personas jurídicas, si no lo establece su norma reguladora, cualquier 
cambio de administradores, así como cualquier modificación del contrato social, serán 
igualmente objeto de inscripción en el Registro Mercantil.

4. Las personas físicas o jurídicas que a la fecha de entrada en vigor de esta disposición 
adicional estuvieran realizando alguna o algunas de las actividades comprendidas en el 
artículo 2.1.o) de la ley, y no constaren inscritas, deberán, en el plazo de un año, inscribirse 
de conformidad con el apartado 2 de esta disposición adicional. Igualmente, las personas 
físicas o jurídicas que ya constaren inscritas en el Registro Mercantil, deberán, en el mismo 
plazo, presentar en el registro una manifestación de estar sometidas, como sujetos 
obligados, a las normas establecidas en esta ley. Las personas jurídicas además deberán 
presentar una manifestación de quienes sean sus titulares reales en el sentido determinado 
por el artículo 4.2 b) y c) de esta ley. Estas manifestaciones se harán constar por nota 
marginal y deberán ser actualizadas en caso de cambio en esa titularidad real.
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5. Las personas físicas y jurídicas prestadoras de servicios a sociedades, si no lo 
dispusieren sus normas reguladoras, estarán sujetas a la obligación de depositar sus 
cuentas anuales en el Registro Mercantil en la forma y con los efectos establecidos en los 
artículos 279 a 284 del texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio. También le serán aplicables los artículos 365 y 
siguientes del Reglamento del Registro Mercantil aprobado por Real Decreto 1784/1996, de 
19 de julio. Se excluyen de esta obligación de depósito de cuentas anuales a los prestadores 
de servicios a sociedades que sean personas físicas profesionales.

6. La falta de inscripción de las personas físicas o jurídicas que se dediquen a las 
actividades a que se refiere el artículo 2.1.o) de esta ley, o la falta de manifestación de 
sometimiento a la misma o de la titularidad real en el caso de personas jurídicas, tendrá la 
consideración de infracción leve a que se refiere el artículo 53. El procedimiento sancionador 
será el establecido en el artículo 61.

7. Las personas físicas o jurídicas a las que les sea aplicable esta disposición adicional, 
con la salvedad de las personas físicas profesionales, deberán cada ejercicio, junto con el 
depósito de sus cuentas anuales en el Registro Mercantil competente, acompañar un 
documento para su depósito del que resulten los siguientes datos:

a) Los tipos de servicios prestados de entre los comprendidos en el artículo 2.1.o) de 
esta ley.

b) Ámbito territorial donde opera, indicando municipio o municipios y provincias.
c) Prestación de este tipo de servicios a no residentes en el ejercicio de que se trate.
d) Volumen facturado por los servicios especificados en el apartado a) en el ejercicio y 

en el precedente, si la actividad de prestadores de servicio a sociedades no fuera única y 
exclusiva. Si no pudiera cuantificarse se indicará así expresamente.

e) Número de operaciones realizadas de las comprendidas en el mencionado artículo 
2.1.o), distinguiendo la clase o naturaleza de la misma. Si no se hubiera realizado operación 
alguna se indicará así expresamente.

f) En su caso titular real si existiere modificación del mismo respecto del que ya conste 
en el Registro, en el sentido indicado en el apartado 4.

8. Las personas físicas profesionales estarán obligadas a depositar el documento 
señalado en el apartado anterior en el Registro Mercantil en donde constaren inscritas con 
excepción de la mención señalada en el apartado f). El depósito que se efectuará dentro de 
los tres primeros meses de cada año, y se hará de forma exclusivamente telemática de 
acuerdo con el formulario preestablecido por orden del Ministerio de Justicia. En la Orden 
aprobatoria del modelo se establecerán las medidas que se estimen necesarias para 
garantizar la seguridad de la indicada comunicación. La falta de depósito de este documento 
tendrá la consideración de infracción leve a los efectos de lo establecido en el artículo 53 de 
esta ley y podrá ser sancionada en la forma establecida en su artículo 58.

9. Se autoriza al Ministerio de Justicia para que por medio de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado dicte las órdenes, instrucciones o resoluciones que sean 
necesarias para el desarrollo de lo dispuesto en esta disposición adicional.

Disposición adicional segunda.  Registro de proveedores de servicios de cambio de 
moneda virtual por moneda fiduciaria y de custodia de monederos electrónicos.

1. Las personas físicas o jurídicas que, cualquiera que sea su nacionalidad, ofrezcan o 
provean en España servicios de los descritos en los apartados 6 y 7 del artículo 1 de la ley, 
deberán estar inscritas en el registro constituido al efecto en el Banco de España.

2. Se inscribirán asimismo en el registro:
a) las personas físicas que presten estos servicios, cuando la base, la dirección o la 

gestión de estas actividades radique en España, con independencia de la ubicación de los 
destinatarios del servicio.

b) Las personas jurídicas establecidas en España que presten estos servicios, con 
independencia de la ubicación de los destinatarios.

3. La inscripción en el registro estará condicionada a la existencia de procedimientos y 
órganos adecuados de prevención previstos en esta ley y al cumplimiento de los requisitos 
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de honorabilidad comercial y profesional en los términos del artículo 30 del Real Decreto 
84/2015, de 13 de febrero, por el que se desarrolla la Ley 10/2014, de 26 de junio, de 
ordenación, supervisión y solvencia de entidades de crédito. El incumplimiento de los 
requisitos de honorabilidad determinará la pérdida de la inscripción en el registro.

4. El Banco de España será competente para supervisar el cumplimiento de la obligación 
de registro y de las condiciones de honorabilidad exigidas para el acceso y mantenimiento 
de la inscripción.

5. La prestación de los servicios descritos en el apartado 1 sin contar con el preceptivo 
registro tendrá la consideración de infracción muy grave, pudiendo ser considerada como 
grave si la actividad se hubiera desarrollado de forma meramente ocasional o aislada, y será 
sancionado por el Banco de España de conformidad con lo dispuesto en las normas en 
materia de sanciones, de procedimiento y las relativas al régimen de publicidad que forman 
parte del título IV de la Ley 10/2014, de 26 de junio, de ordenación, supervisión y solvencia 
de entidades de crédito.

Disposición adicional tercera.  Registro de Titularidades Reales.
1. Mediante real decreto se creará en el Ministerio de Justicia el Registro de Titularidades 

Reales, registro central y único en todo el territorio nacional, que contendrá la información a 
la que se refieren los artículos 4, 4 bis y 4 ter, relativa a todas las personas jurídicas 
españolas y las entidades o estructuras sin personalidad jurídica que tengan la sede de su 
dirección efectiva o su principal actividad en España, o que estén administradas o 
gestionadas por personas físicas o jurídicas residentes o establecidas en España. Las 
personas físicas cuyos datos personales se conserven en el registro en calidad de 
titularidades reales deben ser informadas al respecto de conformidad con la normativa 
vigente en materia de protección de datos personales.

2. En el registro se incluirán también los datos de las entidades o estructuras sin 
personalidad jurídica que, no estando gestionadas o administradas desde España u otro 
Estado de la Unión Europea, y no estando registradas por otro Estado de la Unión Europea, 
pretendan establecer relaciones de negocio, realizar operaciones ocasionales o adquirir 
bienes inmuebles en España.

3. La información se conservará y actualizará durante la vida de las personas jurídicas o 
entidades o estructuras sin personalidad jurídica, y se mantendrá por un periodo de 10 años 
tras su extinción. En los casos previstos en el apartado 2, la información se conservará y 
actualizará durante el tiempo en que se prolongue la relación de negocios o la propiedad de 
los inmuebles, y se mantendrá por un periodo de 10 años tras la finalización de la relación de 
negocios, la venta del inmueble o la terminación de la operación ocasional.

4. El Registro de Titularidades Reales será gestionado por el Ministerio de Justicia, que 
además de los datos recabados de manera directa, centralizará la información de titularidad 
real disponible en los Registros de Fundaciones, Asociaciones, Mercantil y otros registros 
que puedan recoger la información de las entidades inscritas, así como la obtenida por el 
Consejo General del Notariado.

5. Las fundaciones, asociaciones, y en general, todas las personas jurídicas, los 
fideicomisos tipo trust y entidades o estructuras sin personalidad jurídica que no declaren su 
titularidad real a través del Registro Mercantil, o los Registros de Fundaciones, Asociaciones 
u otros donde estuvieran inscritas, por no estar regulada dicha vía de declaración, deberán 
declarar al Registro de Titularidades Reales la información relacionada en los artículos 4 bis 
y 4 ter y actualizar los datos cuando se produzcan cambios en la titularidad real. En todo 
caso, se realizará una declaración anual y en el supuesto de que no se hayan producido 
cambios en la titularidad real se realizará una declaración confirmando este extremo.

6. Reglamentariamente se regulará el tratamiento que se dará a la información 
suministrada por varias de las indicadas fuentes, cuando sea discrepante, de acuerdo con el 
principio de preferencia del dato que sea más relevante, por su fecha o por la fiabilidad de la 
forma en que el mismo ha sido obtenido, siempre teniendo presente la naturaleza electrónica 
del Registro y su finalidad.

7. El incumplimiento de la obligación de identificación e información al Registro Central 
de Titularidades Reales, así como de aquellas otras obligaciones previstas en el Real 
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Decreto de creación de dicho Registro para las personas jurídicas, fideicomisos tipo trust y 
entidades o estructuras sin personalidad jurídica dará lugar a una infracción administrativa.

Corresponderá al Ministerio de Justicia la determinación de la gravedad de cada una de 
las infracciones, la determinación de las posibles sanciones a imponer en relación con cada 
infracción, el establecimiento del procedimiento sancionador y la competencia para el 
ejercicio de la potestad sancionadora derivada del incumplimiento de lo previsto en el párrafo 
anterior.

Téngase en cuenta que esta disposición, añadida por el art. 3.28 del Real Decreto-ley 
7/2021, de 27 de abril, Ref. BOE-A-2021-6872 y modificada por el art. 148.1 del Real Decreto-
ley 5/2023, de 28 de junio, Ref. BOE-A-2023-15135, entrará en vigor cuando se apruebe su 
desarrollo reglamentario, según establece la disposición final 8.e) y la disposición final 9 de los 
citados reales decretos-leyes.

Disposición adicional cuarta.  Acceso al Registro de Titularidades Reales.
1. Corresponderá al Ministerio de Justicia garantizar y controlar el acceso a la 

información contenida en el Registro de Titularidades Reales en las condiciones establecidas 
en la ley y las que reglamentariamente se determinen. Esta información será accesible, de 
forma gratuita y sin restricción, a las autoridades con competencias en la prevención y 
represión de los delitos de financiación del terrorismo, blanqueo de capitales y sus delitos 
precedentes: la Fiscalía, los órganos del Poder Judicial, los Cuerpos y Fuerzas de 
Seguridad, el Centro Nacional de Inteligencia, la Comisión de Prevención del Blanqueo de 
Capitales e Infracciones Monetarias y sus órganos de apoyo, los órganos supervisores en 
caso de convenio, la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos, la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria, el Protectorado de Fundaciones y aquellas autoridades que 
reglamentariamente se determinen. Todas estas autoridades, así como los notarios y 
registradores, podrán acceder no solo al dato vigente sobre la titularidad real de la persona o 
entidad, sino también a los datos históricos que hayan quedado registrados.

2. Los sujetos obligados de la Ley 10/2010, de 28 de abril, tendrán acceso a la 
información vigente contenida en el Registro y recabarán prueba del registro o un extracto de 
este para el cumplimiento de sus obligaciones en materia de identificación del titular real.

Los sujetos obligados no se basarán únicamente en la información contenida en el 
registro, debiendo realizar comprobaciones adicionales, salvo en los casos de relaciones de 
negocios o clientes sometidos a medidas simplificadas de diligencia debida y siempre que la 
información obtenida sea razonablemente satisfactoria y no ofrezca motivos de sospecha.

3. Las personas u organizaciones no incluidas en los apartados anteriores que puedan 
demostrar un interés legítimo en su conocimiento podrán acceder exclusivamente a los datos 
consistentes en el nombre y apellidos, mes y año de nacimiento, país de residencia y de 
nacionalidad de los titulares reales vigentes de una persona jurídica o entidad o estructura 
sin personalidad jurídica, así como a la naturaleza de esa titularidad real, en particular, al 
dato de si la misma se debe al control de la propiedad o al del órgano de gestión de la 
misma.

4. El acceso a la información disponible en el Registro requerirá la previa identificación 
del solicitante, la acreditación de la condición en la que se solicita el acceso y la 
demostración de un interés legítimo por las personas u organizaciones en su conocimiento, 
en los términos que se establezcan reglamentariamente. Asimismo, será obligatorio el previo 
pago de una tasa que cubra el coste del Registro y, en su caso, el de las fuentes de los 
datos incluidos en el mismo, por el sistema que se establezca reglamentariamente. No será 
exigible el pago de tasas en los accesos realizados por autoridades públicas, notarios y 
registradores.

En tanto no se apruebe el importe de la tasa del registro, los sujetos obligados y las 
personas u organizaciones con interés legítimo podrán acceder gratuitamente al mismo.

Reglamentariamente se podrán establecer presunciones de interés legítimo en el acceso 
a la información por parte de personas u organizaciones.
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5. Cuando el acceso a la información pueda exponer al titular real a un riesgo 
desproporcionado, o a un riesgo de fraude, secuestro, extorsión, acoso, violencia o 
intimidación, u otros de análoga gravedad, o si el titular real es un menor de edad o persona 
con la capacidad limitada o sujeta a especiales medidas de protección, el Registro de 
Titularidades Reales podrá denegar el acceso a la información. No se podrá denegar el 
acceso por estas causas a las autoridades y sujetos relacionadas en el apartado 1, ni a los 
sujetos obligados que soliciten el acceso para el cumplimiento de sus obligaciones de 
identificación del titular real.

La persona titular de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública será la 
encargada del Registro. Las Resoluciones de la persona encargada del Registro de 
Titularidades Reales por las que se deniegue el acceso podrán ser recurridas en alzada ante 
en alzada ante el órgano superior jerárquico del que dependa, cuyas resoluciones pondrán 
fin a la vía administrativa.

6. El Ministerio de Justicia garantizará la interconexión con la plataforma central europea 
conforme a las especificaciones y procedimientos técnicos que se determinen de acuerdo 
con el apartado 9 del artículo 31 de la Directiva (UE) 2015/849 en su redacción dada por la 
Directiva (UE) 2018/843.

Téngase en cuenta que esta disposición, añadida por el art. 3.29 del Real Decreto-ley 
7/2021, de 27 de abril, Ref. BOE-A-2021-6872, y modificada por el art. 148.2 del Real Decreto-
ley 5/2023, de 28 de junio, Ref. BOE-A-2023-15135, entrará en vigor cuando se apruebe su 
desarrollo reglamentario, según establece la disposición final 8.e) y la disposición final 9 de los 
citados reales decretos-leyes.

Disposición adicional quinta.  Forma y plazo para la declaración en el Fichero de 
Titularidades Financieras.

En el plazo máximo de doce meses desde la entrada en vigor de esta ley, el Servicio 
Ejecutivo de la Comisión establecerá la forma y plazo para realizar la declaración inicial de 
las cuentas de pago y cajas de seguridad a que se refiere el artículo 43 de la Ley 10/2010, 
de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, 
que se encuentren activas a la fecha que se indique.

Disposición adicional sexta.  Plazo para la creación del Registro de Titularidades Reales.
En el plazo de seis meses, el Gobierno, a propuesta del Ministro de Justicia, aprobará el 

reglamento por el que se creará en el Ministerio de Justicia el Registro de Titularidades 
Reales, registro central y único en todo el territorio nacional, de conformidad con la 
disposición adicional tercera de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo 
de capitales y de la financiación del terrorismo.

Disposición transitoria primera.  Normas de desarrollo de la Ley 19/1993, de 28 de 
diciembre.

Hasta la entrada en vigor de las disposiciones reglamentarias de la presente Ley, 
mantendrán su vigencia el Reglamento de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre 
determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales, aprobado por Real Decreto 
925/1995, de 9 de junio, y sus normas de desarrollo, en cuanto no resulten incompatibles 
con aquélla.

Disposición transitoria segunda.  Régimen sancionador.
Serán de aplicación las disposiciones sancionadoras de la Ley 19/1993, de 28 de 

diciembre, sobre determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales, a los 
hechos cometidos con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley.
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Disposición transitoria tercera.  Competencia para incoar procedimientos sancionadores.
Hasta la entrada en vigor de las disposiciones reglamentarias de la presente Ley, la 

competencia para incoar los procedimientos sancionadores continuará siendo ejercida por la 
Secretaría de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias.

Disposición transitoria cuarta.  Servicios de pago.
Los establecimientos de cambio de moneda autorizados para la gestión de 

transferencias con el exterior se entenderán comprendidos entre los sujetos obligados a los 
que hace referencia el artículo 2 en tanto que no se hayan transformado en entidad de 
crédito o en entidad de pago de acuerdo con el apartado 1 de la Disposición transitoria 
segunda de la Ley 16/2009, de 13 de noviembre, de servicios de pago.

Disposición transitoria quinta.  Adscripción del Servicio Ejecutivo de la Comisión.
Hasta la entrada en vigor del convenio a que se refiere el artículo 45.3, se mantendrá la 

adscripción del Servicio Ejecutivo al Banco de España, establecida en el artículo 24.1 del 
Reglamento de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, aprobado por Real Decreto 925/1995, 
de 9 de junio.

Disposición transitoria sexta.  Régimen de la instrumentación de compromisos por 
pensiones de entidades cuyas acciones sean al portador.

A los efectos de lo dispuesto en el artículo 4.4, los contratos de seguro colectivo y planes 
de pensiones formalizados antes de la entrada en vigor de esta Ley que instrumenten 
compromisos por pensiones de las empresas en cumplimiento de lo dispuesto en la 
Disposición adicional primera del Texto Refundido de la Ley de regulación de los planes y 
fondos de pensiones, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre, 
conservarán su vigencia para la instrumentación de dichos compromisos.

Disposición transitoria séptima.  Aplicación de las medidas de diligencia debida a los 
clientes existentes.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 7.2, los sujetos obligados aplicarán a todos 
sus clientes existentes las medidas de diligencia debida establecidas en el Capítulo II en un 
plazo máximo de cinco años, contados a partir de la entrada en vigor de la presente Ley.

Disposición transitoria octava.  Convenios con los órganos supervisores de las entidades 
financieras.

En tanto no se suscriban los convenios a que se refiere el artículo 44.2.m), mantendrán 
su vigencia los convenios de colaboración actualmente existentes entre los órganos 
supervisores de las entidades financieras y el Servicio Ejecutivo de la Comisión de 
Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.

Disposición derogatoria.  
Sin perjuicio de lo dispuesto en la Disposición transitoria segunda, a la entrada en vigor 

de la presente Ley, quedará derogada la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre 
determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley 12/2003, de 21 de mayo, de prevención y 
bloqueo de la financiación del terrorismo.

1. Se da nueva denominación a la Ley 12/2003, de 21 de mayo, de prevención y bloqueo 
de la financiación del terrorismo, que pasa a denominarse «Ley 12/2003, de 21 de mayo, de 
bloqueo de la financiación del terrorismo».

2. Se da nueva redacción al artículo 4 de la Ley 12/2003, con el siguiente tenor literal:
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«Artículo 4.  Personas y entidades obligadas.
Las Administraciones Públicas y los sujetos a que se refiere el artículo 2 de la 

Ley de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo están 
obligados a colaborar con la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación 
del Terrorismo y, en particular, a llevar a cabo las medidas necesarias para hacer 
efectivo el bloqueo previsto en el artículo 1; en particular, deberán:

a) Impedir cualquier acto u operación que suponga disposición de saldos y 
posiciones de cualquier tipo, dinero, valores y demás instrumentos vinculados a 
movimientos de capitales u operaciones de pago o transferencia bloqueados, a 
excepción de aquéllos por los que afluyan nuevos fondos y recursos a cuentas 
bloqueadas.

b) Comunicar a la Comisión de Vigilancia cualquier tipo de ingreso que se pueda 
realizar a la cuenta bloqueada, sin perjuicio de realizar la operación.

c) Comunicar a la Comisión de Vigilancia, por iniciativa propia, cualquier solicitud 
o petición que reciban en la que el ordenante, emisor, titular, beneficiario o 
destinatario sea una persona o entidad respecto a la que la Comisión de Vigilancia 
haya adoptado alguna medida.

d) Facilitar a la citada Comisión la información que ésta requiera para el ejercicio 
de sus competencias.

e) No revelar ni al cliente ni a terceros que se ha transmitido información a la 
Comisión de Vigilancia.»

3. Se da nueva redacción al artículo 6 de la Ley 12/2003, con el siguiente tenor literal:

«Artículo 6.  Supervisión y régimen sancionador.
1. La función de supervisión e inspección del Servicio Ejecutivo de la Comisión 

de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias a que se refiere 
el artículo 47 de la Ley de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación 
del terrorismo se extiende al cumplimiento de las obligaciones establecidas en la 
presente Ley.

Cuando de los informes de inspección a que se refiere el artículo 47.3 de la Ley 
de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo resulte el 
incumplimiento de alguna de las obligaciones establecidas en el artículo 4 de esta 
Ley, el Comité Permanente de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales 
e Infracciones Monetarias lo pondrá en conocimiento de la Comisión de Vigilancia de 
Actividades de Financiación del Terrorismo.

2. El incumplimiento de los deberes previstos en esta Ley será considerado 
infracción muy grave a los efectos previstos en el Capítulo VIII de la Ley de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, y será 
sancionado conforme a lo que en él se dispone.

Las referencias que en dicho Capítulo se contienen a la Secretaría y al Comité 
Permanente de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias deben entenderse realizadas a la Secretaría de la Comisión de Vigilancia 
y a la Comisión de Vigilancia, respectivamente.

La competencia para proponer la imposición de sanciones por la comisión de las 
infracciones previstas en esta Ley corresponde al Ministro del Interior, y la 
competencia para sancionar, al Consejo de Ministros.»

4. Se da nueva redacción al artículo 9 de la Ley 12/2003, con el siguiente tenor literal:

«Artículo 9.  Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo.
1. Se crea la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del 

Terrorismo como órgano encargado de acordar el bloqueo de todas las operaciones 
definidas en el artículo 1 de esta Ley, así como el ejercicio de todas las competencias 
que sean necesarias para el cumplimiento de lo previsto en ésta.

2. La Comisión de Vigilancia estará adscrita al Ministerio del Interior e integrada 
por:
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a) Presidente: el Secretario de Estado de Seguridad.
b) Vocales:
1.º Un miembro del Ministerio Fiscal, designado por el Fiscal General del Estado.
2.º Un representante de los Ministerios de Justicia, del Interior y de Economía y 

Hacienda, designados por los titulares de los departamentos respectivos.
c) Secretario: quien dirija la unidad orgánica que desempeñe la Secretaría de la 

Comisión de Vigilancia a que refiere el apartado 4.
El Presidente de la Comisión, cuando lo estime conveniente, podrá convocar a 

expertos en las materias de su competencia, para el asesoramiento específico en 
alguno de los asuntos a tratar. El Director del Servicio Ejecutivo de la Comisión de 
Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias asistirá a las 
reuniones de la Comisión de Vigilancia con voz pero sin voto.

3. Los miembros de esta Comisión están sometidos al régimen de 
responsabilidad establecido por el ordenamiento jurídico y, en particular, en lo relativo 
a las obligaciones derivadas del conocimiento de la información recibida y de los 
datos de carácter personal que sean objeto de cesión, que sólo podrán utilizarse 
para el ejercicio de las competencias atribuidas por esta Ley. A los expertos que 
asesoren a la Comisión les será de aplicación el mismo régimen de responsabilidad 
respecto de todo aquello de lo que conozcan por razón de su asistencia a la 
Comisión.

4. La Comisión de Vigilancia ejercerá sus competencias con el apoyo de la 
Secretaría de la Comisión de Vigilancia, que tiene la consideración de órgano de la 
Comisión. La Secretaría será desempeñada por la unidad orgánica, con rango al 
menos de subdirección general, de las existentes en el Ministerio del Interior, que 
reglamentariamente se determine.

Corresponderá a la Secretaría, entre otras funciones, instruir los procedimientos 
sancionadores a que hubiere lugar por las infracciones de esta Ley, así como 
formular a la Comisión de Vigilancia la correspondiente propuesta de resolución.

5. El cumplimiento de las obligaciones de información a que se refiere el artículo 
4 de esta Ley se hará a través de la Secretaría de la Comisión de Vigilancia.

6. La Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias y la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo 
se prestarán la máxima colaboración para el ejercicio de sus respectivas 
competencias. En los términos que se acuerden entre ambas Comisiones y sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 45.3 de la Ley de prevención del blanqueo de 
capitales y de la financiación del terrorismo, el Servicio Ejecutivo de la Comisión de 
Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias informará en las 
reuniones de la Comisión de Vigilancia de su actividad relativa a hechos u 
operaciones que presenten indicios o certeza de relación con la financiación del 
terrorismo y, en especial, de los informes de inteligencia financiera que hubiera 
elaborado en relación con esta materia.

Las competencias de la Comisión de Vigilancia se entienden sin perjuicio de las 
que la Ley de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo 
atribuye a la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias.»

Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 19/2003, de 4 de julio, sobre régimen 
jurídico de los movimientos de capitales y de las transacciones económicas con el exterior y 
sobre determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales.

1. Se da nueva denominación a la Ley 19/2003, de 4 de julio, sobre régimen jurídico de 
los movimientos de capitales y de las transacciones económicas con el exterior y sobre 
determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales, que pasa a denominarse 
«Ley 19/2003, de 4 de julio, sobre régimen jurídico de los movimientos de capitales y de las 
transacciones económicas con el exterior».

2. Se da nueva redacción al apartado 2 del artículo 12 de la Ley 19/2003, con el 
siguiente tenor literal:
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«2. La competencia para la incoación e instrucción de los procedimientos 
sancionadores resultantes de la aplicación del régimen previsto en la Ley y para la 
imposición de las sanciones correspondientes se regirá por las reglas siguientes:

a) La competencia para la incoación e instrucción de los procedimientos 
sancionadores corresponderá a la Secretaría de la Comisión de Prevención del 
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.

b) La imposición de sanciones por infracciones muy graves corresponderá al 
Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro de Economía y Hacienda.

c) La imposición de sanciones por infracciones graves corresponderá al Ministro 
de Economía y Hacienda, a propuesta del Secretario de Estado de Economía.

d) La imposición de sanciones por infracciones leves corresponderá al Director 
General del Tesoro y Política Financiera, a propuesta del instructor.»

Disposición final tercera.  Modificación de la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de 
Instituciones de Inversión Colectiva.

Se da nueva redacción al párrafo j) del artículo 43.1 de la Ley 35/2003, de 4 de 
noviembre, de Instituciones de Inversión Colectiva, con el siguiente tenor literal:

«j) Que cuente con procedimientos y mecanismos de control interno adecuados 
que garanticen la gestión correcta y prudente de la sociedad, incluyendo 
procedimientos de gestión de riesgos, así como mecanismos de control y de 
seguridad en el ámbito informático y órganos y procedimientos para la prevención del 
blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, un régimen de operaciones 
vinculadas y un reglamento interno de conducta. La sociedad gestora deberá estar 
estructurada y organizada de modo que se reduzca al mínimo el riesgo de que los 
intereses de las IIC o de los clientes se vean perjudicados por conflictos de intereses 
entre la sociedad y sus clientes, entre clientes, entre uno de sus clientes y una IIC o 
entre dos IIC.»

Disposición final cuarta.  Título competencial.
Esta Ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1. 6.ª 11.ª y 13.ª de la 

Constitución que atribuyen al Estado las competencias en materia de legislación mercantil, 
de bases de la ordenación de crédito y de bases y coordinación de la planificación general 
de la actividad económica, respectivamente.

Disposición final quinta.  Desarrollo reglamentario.
Se habilita al Gobierno para que, en el plazo de un año a contar desde la entrada en 

vigor de esta Ley, apruebe las disposiciones reglamentarias para su ejecución y desarrollo.

Disposición final sexta.  Incorporación de derecho comunitario.
Esta Ley incorpora al derecho español la Directiva 2005/60/CE del Parlamento Europeo 

y del Consejo, de 26 de octubre de 2005, relativa a la prevención de la utilización del sistema 
financiero para el blanqueo de capitales y para la financiación del terrorismo, desarrollada 
por la Directiva 2006/70/CE de la Comisión, de 1 de agosto de 2006, por la que se 
establecen disposiciones de aplicación de la Directiva 2005/60/CE del Parlamento Europeo y 
del Consejo en lo relativo a la definición de «personas del medio político» y los criterios 
técnicos aplicables en los procedimientos simplificados de diligencia debida con respecto al 
cliente así como en lo que atañe a la exención por razones de actividad financiera ocasional 
o muy limitada.

Disposición final séptima.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».
Se exceptúa de lo anterior la obligación de almacenar las copias de los documentos de 

identificación en soportes ópticos, magnéticos o electrónicos, establecida en el artículo 25.2 
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y las obligaciones establecidas en el artículo 41, que entrarán en vigor a los dos años y un 
año, respectivamente, de la publicación de la presente Ley en el «Boletín Oficial del Estado».
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§ 9

Real Decreto 304/2014, de 5 de mayo, por el que se aprueba el 
Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del 

blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo

Ministerio de Economía y Competitividad
«BOE» núm. 110, de 6 de mayo de 2014
Última modificación: 12 de julio de 2023

Referencia: BOE-A-2014-4742

El real decreto desarrolla la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de 
capitales y de la financiación del terrorismo de acuerdo con la habilitación al efecto conferida 
por dicha Ley en su disposición final quinta.

El blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo se presentan como fenómenos 
universales y globalizados, que aprovechan las ventajas que ofrece la economía 
internacional y la paulatina eliminación de barreras a los intercambios a nivel mundial. 
Siendo así, la respuesta que la comunidad internacional ha de ofrecer a este fenómeno, 
debe ser coordinada y global.

La política de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo se 
ha venido desarrollando en España en consonancia con la evolución de los estándares 
internacionales en esta materia. Unos estándares en cuya configuración España ha 
colaborado activamente, a través de su participación como miembro del Grupo de Acción 
Financiera Internacional (GAFI), desde su fundación en 1989. Precisamente, el intenso 
compromiso con la elaboración de las nuevas Recomendaciones de GAFI y su posterior 
aprobación en febrero de 2012 ha llevado a la adopción de diferentes iniciativas en el ámbito 
normativo tendentes a incorporar a nuestro Ordenamiento las novedades contenidas en las 
mismas.

En este sentido, es importante resaltar la modificación operada en la Ley 10/2010, de 28 
de abril, mediante la aprobación de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, 
acceso a la información pública y buen gobierno, que incorpora, como novedades 
destacadas, la modificación del régimen aplicable a las personas con responsabilidad 
pública, la reforma del sistema de diligencia simplificada, la ampliación de las potestades del 
Consejo de Ministros a la hora de adoptar sanciones y contramedidas financieras 
internacionales y el establecimiento de la obligación de estructurar los procedimientos de 
control interno a nivel de grupo.

Con la aprobación del real decreto, se procede, por un lado, a culminar el nuevo enfoque 
orientado al riesgo de la normativa preventiva en España, incorporando asimismo las 
principales novedades de la normativa internacional surgidas a partir de la aprobación de las 
nuevas Recomendaciones de GAFI.

En este sentido, si bien el enfoque orientado al riesgo estaba ya incorporado en la 
Ley 10/2010, de 28 de abril, este real decreto procede al desarrollo y concreción de dicho 
concepto.
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Teniendo en cuenta los medios limitados de que disponen los sujetos obligados, se 
impone adoptar aquellas medidas que permitan incrementar la eficacia y eficiencia en el uso 
de esos recursos, haciendo más hincapié en aquellas situaciones, productos y clientes que 
presentan un nivel de riesgo superior.

De esta forma, los sujetos obligados habrán de analizar los riesgos principales a los que 
se enfrentan y que variarán en función del tipo de negocio, de productos y de clientes con los 
que establecen relaciones de negocio. A partir de ese análisis, se ha de proceder a diseñar 
las políticas y procedimientos internos, de manera tal que estos se adapten al perfil de riesgo 
de la entidad, moderándose la intensidad de las medidas de diligencia debida aplicadas, 
según las características concretas del cliente y la operación.

Un enfoque orientado al riesgo que, no solamente, incrementará la eficiencia de las 
medidas a aplicar, sino que se presenta, igualmente, como un elemento de flexibilidad de la 
norma, dirigida a un colectivo muy heterogéneo de sujetos. De esta manera, se establecen 
unos requerimientos básicos y comunes para todos los sujetos obligados, permitiendo 
asimismo un margen de adaptación de la aplicación de la norma a la realidad específica de 
la actividad que cada sujeto desarrolla.

Junto a ello, se procede a un redimensionamiento de las obligaciones de tipo 
procedimental exigidas a ciertos tipos de sujetos obligados. El objetivo es limitar las 
obligaciones procedimentales para los sujetos de tamaño más reducido, incrementando la 
exigencia en función de la dimensión y volumen de negocio del sujeto obligado. Un 
planteamiento que se justifica tanto desde el punto de vista económico como de gestión del 
riesgo, que en el caso de entidades de gran tamaño, requiere de un tratamiento centralizado, 
especializado y automatizado.

Es asimismo especialmente relevante el desarrollo del artículo 43 de la Ley 10/2010, de 
28 de abril, por el que se prevé la creación de un Fichero de Titularidades Financieras, cuyo 
contenido, funcionamiento y posibilidades de acceso este real decreto concreta.

Por último, se lleva a cabo una revisión del esquema institucional dedicado a la 
prevención del blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo, con un reforzamiento 
de la Comisión mediante, la ampliación de las instituciones en ella participantes y la creación 
de un nuevo órgano dependiente de aquella, el Comité de Inteligencia Financiera.

Durante la tramitación de este reglamento se ha solicitado informe a los vocales 
miembros de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias, conforme a lo dispuesto en el artículo 44.2.k) de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

Asimismo, ha sido sometido a audiencia pública en la que han participado numerosos 
organismos y entidades afectados. Por último, se ha solicitado informe a los departamentos 
ministeriales afectados, al Consejo General del Poder Judicial, al Consejo Fiscal y a la 
Agencia Española de Protección de Datos.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Economía y Competitividad, con la aprobación 
previa del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de 
Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 30 de abril de 
2014,

DISPONGO:

Artículo único.  Aprobación del Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.

Se aprueba el Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo 
de capitales y de la financiación del terrorismo, cuyo texto se incluye a continuación.

Disposición adicional primera.  Informes del Servicio Ejecutivo de la Comisión en los 
procedimientos de creación de entidades financieras y en los procedimientos de evaluación 
cautelar de las adquisiciones y de los incrementos de participaciones.

No será preceptivo informe del Servicio Ejecutivo de la Comisión en los procedimientos 
de creación de entidades financieras y en los procedimientos de evaluación cautelar de las 
adquisiciones y de los incrementos de participaciones:
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a) Cuando la persona o entidad objeto del procedimiento no tenga la condición de sujeto 
obligado conforme a lo dispuesto en el artículo 2 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

b) En las variaciones posteriores en la cadena de sociedades intermedias a través de la 
cual un titular instrumente una participación significativa previamente autorizada.

Disposición adicional segunda.  No incremento del gasto público.
Las medidas incluidas en este real decreto se atenderán con las dotaciones 

presupuestarias ordinarias y no podrán suponer incremento del gasto público.

Disposición adicional tercera.  Acceso a la información por la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria.

La Agencia Estatal de Administración Tributaria, para el cumplimiento de las funciones 
que tiene legalmente atribuidas, podrá requerir y obtener la información que los sujetos 
obligados posean o gestionen como consecuencia de las obligaciones de diligencia debida 
derivadas de la Ley 10/2010, de 28 de abril, en los términos previstos en el artículo 93 de la 
Ley General Tributaria.

Disposición transitoria primera.  Entrada en funcionamiento del Fichero de Titularidades 
Financieras.

La entrada en funcionamiento del Fichero de Titularidades Financieras, regulado en la 
sección 3.ª del capítulo V del reglamento, se producirá en la fecha que se determine por 
Orden del Ministro de Economía y Competitividad y se pondrá en conocimiento de las 
entidades de crédito con una anticipación mínima de seis meses. La entrada en 
funcionamiento del fichero deberá producirse dentro del plazo máximo de dos años desde la 
entrada en vigor del reglamento.

Las entidades de crédito declararán, con carácter previo, al Servicio Ejecutivo de la 
Comisión, en la forma establecida por éste, la totalidad de las cuentas corrientes, cuentas de 
ahorros, cuentas de valores y depósitos a plazo vigentes en el momento de entrada en 
funcionamiento del Fichero de Titularidades Financieras.

Disposición transitoria segunda.  Comunicación sistemática.
Hasta que se proceda a la designación por Orden del Ministro de Economía y 

Competitividad, los sujetos obligados aplicarán en el cumplimiento de lo dispuesto en el 
artículo 27.1.c) de este reglamento el listado de países y territorios contenido en el artículo 1 
del Real Decreto 1080/1991, de 5 de julio, por el que se determinan los países o territorios a 
que se refieren los artículos 2, apartado 3, número 4, de la Ley 17/1991, de 27 de mayo, de 
medidas fiscales urgentes, y 62 de la Ley 31/1990, de 27 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para 1991, teniendo en cuenta lo establecido en la disposición 
adicional primera y en la disposición transitoria segunda de la Ley 36/2006, de 29 de 
noviembre, de medidas para la prevención del fraude fiscal, complementado por Orden 
ECO/2652/2002, de 24 de octubre, por la que se desarrollan las obligaciones de 
comunicación de operaciones en relación con determinados países al Servicio Ejecutivo de 
la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.

La comunicación sistemática establecida en el artículo 27.1 e) y f) será exigible a partir 
de la fecha que se determine por el Servicio Ejecutivo de la Comisión, quien determinará 
asimismo la forma y contenido de dichas comunicaciones.

Disposición transitoria tercera.  Obligaciones de diligencia debida en operaciones 
ocasionales.

Hasta la entrada en vigor del umbral de identificación en operaciones ocasionales 
contemplado en el artículo 4.1 de este Reglamento, se seguirán aplicando los umbrales 
establecidos en el Real Decreto 925/1995, de 9 de junio, por el que se aprueba el 
Reglamento de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre determinadas medidas de 
prevención del blanqueo de capitales.
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Disposición transitoria cuarta.  Titularidad real.
En relación con los clientes existentes a la fecha de entrada en vigor del reglamento, la 

inclusión por los sujetos obligados en sus archivos de clientes de los administradores como 
titulares reales de las personas jurídicas en los supuestos contemplados en el artículo 8.b) 
de este reglamento se realizará en el plazo máximo de dos años a contar desde la entrada 
en vigor de este reglamento.

Disposición transitoria quinta.  Medidas de diligencia simplificada.
La aplicación de las medidas simplificadas de diligencia debida del artículo 17 en 

relación con los clientes y productos vivos que, a la fecha de entrada en vigor de este 
reglamento, se beneficiaban del régimen de diligencia simplificada, se realizará conforme al 
criterio de riesgo establecido en el reglamento y en el plazo máximo de tres años a contar 
desde la entrada en vigor del mismo.

No obstante dicho plazo, en los productos a los que se refiere el artículo 16 a) a d), la 
comprobación de la identidad se realizará, en todo caso, antes del pago de la prestación.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
A la entrada en vigor de este real decreto quedará derogado el Real Decreto 925/1995, 

de 9 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, 
sobre determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales.

En cuanto no se opongan a lo dispuesto en el reglamento, continuarán vigentes la Orden 
EHA/2963/2005, de 20 de septiembre, reguladora del Órgano Centralizado de Prevención en 
materia de blanqueo de capitales en el Consejo General del Notariado; la Orden 
EHA/1439/2006, de 3 de mayo, reguladora de la declaración de movimientos de medios de 
pago en el ámbito de la prevención del blanqueo de capitales; la Orden EHA/2619/2006, 
de 28 de julio, por la que se desarrollan determinadas obligaciones de prevención del 
blanqueo de capitales de los sujetos obligados que realicen actividad de cambio de moneda 
o gestión de transferencias con el exterior; la Orden EHA/2444/2007, de 31 de julio, por la 
que se desarrolla el Reglamento de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre determinadas 
medidas de prevención del blanqueo de capitales, aprobado por Real Decreto 925/1995, de 
9 de junio, en relación con el informe de experto externo sobre los procedimientos y órganos 
de control interno y comunicación establecidos para prevenir el blanqueo de capitales; y la 
Orden EHA/114/2008, 29 de enero, reguladora del cumplimiento de determinadas 
obligaciones de los notarios en el ámbito de la prevención del blanqueo de capitales.

Disposición final primera.  Título competencial.
Este real decreto se dicta al amparo del artículo 149.1.11ª y 13ª de la Constitución, que 

atribuyen al Estado, respectivamente, las competencias para dictar las bases de la 
ordenación del crédito y las bases y coordinación de la planificación general de actividad 
económica.

Disposición final segunda.  Habilitación para el desarrollo y aplicación del reglamento.
Se habilita al Ministro de Economía y Competitividad para dictar las disposiciones de 

desarrollo y aplicación a que se refieren los artículos 3.2, 27.1 g), 45.1 y disposición 
transitoria primera, y cuantas otras disposiciones y actos de aplicación sean necesarios para 
el desarrollo de lo establecido en este reglamento.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».
Se exceptúa de lo anterior el umbral de identificación en operaciones ocasionales del 

artículo 4.1, que entrará en vigor a los seis meses de la publicación de este real decreto en 
el «Boletín Oficial del Estado».
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REGLAMENTO DE LA LEY 10/2010, DE 28 DE ABRIL, DE PREVENCIÓN DEL 
BLANQUEO DE CAPITALES Y DE LA FINANCIACIÓN DEL TERRORISMO

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Ámbito de aplicación.
Este reglamento regula, en desarrollo de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención 

del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, las obligaciones de los sujetos 
obligados por dicha ley, relacionados en el artículo 2 de la misma, la organización 
institucional en materia de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del 
terrorismo, las sanciones y contramedidas financieras internacionales y establece la 
estructura y funcionamiento del Fichero de Titularidades Financieras.

Artículo 2.  Fraccionamiento de operaciones y contravalor en moneda extranjera.
1. Los umbrales cuantitativos establecidos en este reglamento serán aplicables con 

independencia de que se alcancen en una única operación o en varias operaciones ligadas 
entre sí.

2. Las referencias del reglamento a cuantías en euros comprenderán su contravalor en 
moneda extranjera.

Artículo 3.  Actividades excluidas.
1. No estará sujeta a la Ley 10/2010, de 28 de abril, conforme a lo previsto en el artículo 

2.3 de la misma, la actividad de cambio de moneda extranjera realizada con carácter 
accesorio a la actividad principal del titular, cuando concurran todas las circunstancias 
siguientes:

a) Que la actividad de cambio de moneda extranjera se verifique, exclusivamente, como 
servicio proporcionado a los clientes de la actividad principal.

b) Que la cantidad cambiada por cliente no exceda de 1.000 euros en cada trimestre 
natural.

c) Que la actividad de cambio de moneda extranjera sea limitada en términos absolutos, 
sin que pueda exceder la cifra de 100.000 euros anuales.

d) Que la actividad de cambio de moneda extranjera sea accesoria a la actividad 
principal, considerándose como tal aquella que no exceda del 5 por ciento de la facturación 
anual del negocio.

2. Quedarán asimismo excluidos los actos notariales y registrales que carezcan de 
contenido económico o patrimonial o no sean relevantes a efectos de prevención del 
blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo. A tal efecto, mediante Orden del 
Ministro de Economía y Competitividad, previo informe del Ministerio de Justicia, se 
establecerá la relación de tales actos.

CAPÍTULO II
De la diligencia debida

Sección 1.ª Medidas normales de diligencia debida

Artículo 4.  Identificación formal.
1. Los sujetos obligados identificarán y comprobarán, mediante documentos fehacientes, 

la identidad de cuantas personas físicas o jurídicas pretendan establecer relaciones de 
negocio o intervenir en cualesquiera operaciones ocasionales cuyo importe sea igual o 
superior a 1.000 euros, con excepción del pago de premios de loterías y otros juegos de 
azar, donde procederá la identificación y comprobación de la identidad en relación con 
aquellos premios cuyo importe sea igual o superior a 2.500 euros, sin perjuicio de lo 
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dispuesto en la Ley 13/2011, de 27 de mayo, de regulación del juego, y en su normativa de 
desarrollo.

En las operaciones de envío de dinero y gestión de transferencias deberá procederse a 
la identificación y comprobación de la identidad en todo caso.

No será preceptiva la comprobación de la identidad en la ejecución de operaciones 
cuando no concurran dudas respecto de la identidad del interviniente, quede acreditada su 
participación en la operación mediante su firma manuscrita o electrónica y dicha 
comprobación se hubiera practicado previamente en el establecimiento de la relación de 
negocios.

2. La comprobación de la identidad se verificará con carácter previo al establecimiento 
de la relación de negocios o de la ejecución de operaciones ocasionales, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo 12 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

Artículo 5.  Identificación formal en el ámbito del seguro.
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 4.2, los sujetos obligados identificarán y 

comprobarán, mediante documentos fehacientes, la identidad del tomador del seguro, con 
carácter previo a la celebración del contrato.

2. Los sujetos obligados registrarán la identidad del beneficiario o beneficiarios del 
seguro tan pronto como sean designados por el tomador del seguro. En el caso de 
beneficiarios designados de forma genérica, por testamento o por otros medios, los sujetos 
obligados obtendrán la información necesaria para establecer la identidad del beneficiario en 
el momento del pago.

En todo caso, la comprobación mediante documentos fehacientes de la identidad del 
beneficiario o beneficiarios del seguro de vida deberá realizarse con carácter previo al pago 
de la prestación derivada del contrato o al ejercicio por el tomador de los derechos de 
rescate, anticipo o pignoración conferidos por la póliza.

La información obtenida deberá ser registrada y conservada, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 28.

3. En los casos en que no resulte posible la aplicación de lo previsto en el apartado 
anterior, los sujetos obligados procederán a realizar el examen especial a que se refiere el 
artículo 17 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

Artículo 6.  Documentos fehacientes a efectos de identificación formal.
1. Se considerarán documentos fehacientes, a efectos de identificación formal, los 

siguientes:
a) Para las personas físicas de nacionalidad española, el Documento Nacional de 

Identidad.
Para las personas físicas de nacionalidad extranjera, la Tarjeta de Residencia, la Tarjeta 

de Identidad de Extranjero, el Pasaporte o, en el caso de ciudadanos de la Unión Europea o 
del Espacio Económico Europeo, el documento, carta o tarjeta oficial de identidad personal 
expedido por las autoridades de origen. Será asimismo documento válido para la 
identificación de extranjeros el documento de identidad expedido por el Ministerio de Asuntos 
Exteriores y de Cooperación para el personal de las representaciones diplomáticas y 
consulares de terceros países en España.

Excepcionalmente, los sujetos obligados podrán aceptar otros documentos de identidad 
personal expedidos por una autoridad gubernamental siempre que gocen de las adecuadas 
garantías de autenticidad e incorporen fotografía del titular.

b) Para las personas jurídicas, los documentos públicos que acrediten su existencia y 
contengan su denominación social, forma jurídica, domicilio, la identidad de sus 
administradores, estatutos y número de identificación fiscal.

En el caso de personas jurídicas de nacionalidad española, será admisible, a efectos de 
identificación formal, certificación del Registro Mercantil provincial, aportada por el cliente u 
obtenida mediante consulta telemática.

2. En los casos de representación legal o voluntaria, la identidad del representante y de 
la persona o entidad representada, será comprobada documentalmente. A estos efectos, 
deberá obtenerse copia del documento fehaciente a que se refiere el apartado precedente 
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correspondiente tanto al representante como a la persona o entidad representada, así como 
el documento público acreditativo de los poderes conferidos. Será admisible la comprobación 
mediante certificación del Registro Mercantil provincial, aportada por el cliente, u obtenida 
mediante consulta telemática.

3. Los sujetos obligados identificarán y comprobarán mediante documentos fehacientes 
la identidad de todos los partícipes de las entidades sin personalidad jurídica. No obstante, 
en el supuesto de entidades sin personalidad jurídica que no ejerzan actividades económicas 
bastará, con carácter general, con la identificación y comprobación mediante documentos 
fehacientes de la identidad de la persona que actúe por cuenta de la entidad.

En el supuesto de fondos de inversión, la obligación de identificación y comprobación de 
la identidad de los partícipes se realizará conforme a lo dispuesto en el artículo 40.3 de la 
Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de Instituciones de Inversión Colectiva.

En los fideicomisos anglosajones («trusts») u otros instrumentos jurídicos análogos que, 
no obstante carecer de personalidad jurídica, puedan actuar en el tráfico económico, los 
sujetos obligados requerirán el documento constitutivo, sin perjuicio de proceder a la 
identificación y comprobación de la identidad de la persona que actúe por cuenta de los 
beneficiarios o de acuerdo con los términos del fideicomiso, o instrumento jurídico. A estos 
efectos, los fiduciarios comunicarán su condición a los sujetos obligados cuando, como tales, 
pretendan establecer relaciones de negocio o intervenir en cualesquiera operaciones. En 
aquellos supuestos en que un fiduciario no declare su condición de tal y se determine esta 
circunstancia por el sujeto obligado, se pondrá fin a la relación de negocios, procediendo a 
realizar el examen especial a que se refiere el artículo 17 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

4. Los documentos de identificación deberán encontrarse en vigor en el momento de 
establecer relaciones de negocio o ejecutar operaciones ocasionales. En el supuesto de 
personas jurídicas, la vigencia de los datos consignados en la documentación aportada 
deberá acreditarse mediante una declaración responsable del cliente.

Artículo 7.  Obligaciones de identificación de las entidades gestoras de instituciones de 
inversión colectiva.

Las entidades gestoras de instituciones de inversión colectiva considerarán clientes a las 
entidades comercializadoras de instituciones de inversión colectiva siempre que éstas 
tengan la consideración de sujeto obligado conforme a la Ley 10/2010, de 28 de abril, en 
relación con las cuentas globales a las que se refiere el artículo 40.3 de la Ley 35/2003, de 4 
de noviembre, de Instituciones de Inversión Colectiva.

Artículo 8.  Titular real.
Tendrán la consideración de titulares reales:
a) La persona o personas físicas por cuya cuenta se pretenda establecer una relación de 

negocios o intervenir en cualesquiera operaciones.
b) La persona o personas físicas que en último término posean o controlen, directa o 

indirectamente, un porcentaje superior al 25 por ciento del capital o de los derechos de voto 
de una persona jurídica, o que a través de acuerdos o disposiciones estatutarias o por otros 
medios ejerzan el control, directo o indirecto, de la gestión de una persona jurídica.

El sujeto obligado deberá documentar las acciones que ha realizado a fin de determinar 
la persona física que, en último término, posea o controle, directa o indirectamente, un 
porcentaje superior al 25 por ciento del capital o de los derechos de voto de la persona 
jurídica, o que por otros medios ejerza el control, directo o indirecto, de la persona jurídica y, 
en su caso, los resultados infructuosos de las mismas.

Cuando no exista una persona física que posea o controle, directa o indirectamente, un 
porcentaje superior al 25 por ciento del capital o de los derechos de voto de la persona 
jurídica, o que por otros medios ejerza el control, directo o indirecto, de la persona jurídica, 
se considerará que ejerce dicho control el administrador o administradores. Cuando el 
administrador designado fuera una persona jurídica, se entenderá que el control es ejercido 
por la persona física nombrada por el administrador persona jurídica.

Las presunciones a las que se refiere el párrafo anterior se aplicarán salvo prueba en 
contrario.
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c) La persona o personas físicas que sean titulares o ejerzan el control del 25 por ciento 
o más de los bienes de un instrumento o persona jurídicos que administre o distribuya 
fondos, o, cuando los beneficiarios estén aún por designar, la categoría de personas en 
beneficio de la cual se ha creado o actúa principalmente la persona o instrumento jurídicos. 
Cuando no exista una persona física que posea o controle directa o indirectamente el 25 por 
ciento o más de los bienes mencionados en el apartado anterior, tendrán consideración de 
titular real la persona o personas físicas en última instancia responsables de la dirección y 
gestión del instrumento o persona jurídicos, incluso a través de una cadena de control o 
propiedad.

Tendrán la consideración de titulares reales las personas naturales que posean o 
controlen un 25 por ciento o más de los derechos de voto del Patronato, en el caso de una 
fundación, o del órgano de representación, en el de una asociación, teniendo en cuenta los 
acuerdos o previsiones estatutarias que puedan afectar a la determinación de la titularidad 
real.

Cuando no exista una persona o personas físicas que cumplan los criterios establecidos 
en el párrafo anterior, tendrán la consideración de titulares reales los miembros del Patronato 
y, en el caso de asociaciones, los miembros del órgano de representación o Junta Directiva.

Artículo 9.  Identificación del titular real.
1. Los sujetos obligados identificarán al titular real y adoptarán medidas adecuadas en 

función del riesgo a fin de comprobar su identidad con carácter previo al establecimiento de 
relaciones de negocio, la ejecución de transferencias electrónicas por importe superior a 
1.000 euros o a la ejecución de otras operaciones ocasionales por importe superior a 15.000 
euros.

La identificación y comprobación de la identidad del titular real podrá realizarse, con 
carácter general, mediante una declaración responsable del cliente o de la persona que 
tenga atribuida la representación de la persona jurídica, A estos efectos, los administradores 
de las sociedades u otras personas jurídicas deberán obtener y mantener información 
adecuada, precisa y actualizada sobre la titularidad real de las mismas.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, será preceptiva la obtención por el sujeto 
obligado de documentación adicional o de información de fuentes fiables independientes 
cuando el cliente, el titular real, la relación de negocios o la operación presenten riesgos 
superiores al promedio.

2. Procederá en todo caso la acreditación de la titularidad real mediante la obtención de 
información documental o de fuentes fiables independientes en los siguientes supuestos:

a) Cuando existan indicios de que la identidad del titular real declarada por el cliente no 
es exacta o veraz.

b) Cuando concurran circunstancias que determinen el examen especial de conformidad 
con el artículo 17 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, o la comunicación por indicio de 
conformidad con el artículo 18 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

3. Los sujetos obligados adoptarán medidas adecuadas para determinar la estructura de 
propiedad o de control de las personas e instrumentos jurídicos y no establecerán o 
mantendrán relaciones de negocio con personas o instrumentos jurídicos cuya estructura de 
propiedad o de control no haya podido determinarse.

A estos efectos, los sujetos obligados requerirán de sus clientes la información y 
documentación necesarias para determinar la estructura de propiedad o control. En caso de 
resistencia o negativa del cliente a proporcionar la información o documentación requerida, 
los sujetos obligados se abstendrán de establecer o mantener la relación de negocios o de 
ejecutar la operación.

4. No será preceptiva la identificación de los accionistas o titulares reales de empresas 
cotizadas o de sus filiales participadas mayoritariamente cuando aquéllas estén sometidas a 
obligaciones de información que aseguren la adecuada transparencia de su titularidad real.

5. En relación con los fideicomisos anglosajones («trusts»), los sujetos obligados 
identificarán y adoptarán medidas adecuadas a fin de comprobar la identidad del 
fideicomitente, de los fideicomisarios, del protector, de los beneficiarios o clases de 
beneficiarios y de cualquier otra persona física que ejerza el control efectivo final sobre el 
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fideicomiso, incluso a través de una cadena de control o propiedad. En el caso de 
beneficiarios designados por características o clases, deberá obtenerse la información 
necesaria para establecer la identidad del beneficiario en el momento del pago o cuando el 
beneficiario pretenda ejercer los derechos conferidos.

En el supuesto de instrumentos jurídicos análogos al fideicomiso anglosajón, los sujetos 
obligados identificarán y adoptarán medidas adecuadas a fin de comprobar la identidad de 
las personas que ocupen posiciones equivalentes o similares a las indicadas en el párrafo 
anterior.

6. Para el cumplimiento de la obligación de identificación y comprobación de la identidad 
de la persona titular real establecida en este artículo, los sujetos obligados deberán acceder 
a la información que consta al respecto en el Registro Central de Titularidades Reales, sin 
perjuicio de que a estos exclusivos efectos puedan realizar consultas adicionales a la base 
de datos de titularidad real del Consejo General del Notariado o a otros registros que puedan 
recoger la información de titularidad real de las personas jurídicas o entidades inscritas.

Artículo 10.  Propósito e índole de la relación de negocios.
1. Los sujetos obligados recabarán de sus clientes información a fin de conocer la 

naturaleza de su actividad profesional o empresarial. La actividad declarada por el cliente 
será registrada por el sujeto obligado con carácter previo al inicio de la relación de negocios.

2. Los sujetos obligados comprobarán las actividades declaradas por los clientes en los 
siguientes supuestos:

a) Cuando el cliente o la relación de negocios presenten riesgos superiores al promedio, 
por disposición normativa o porque así se desprenda del análisis de riesgo del sujeto 
obligado.

b) Cuando del seguimiento de la relación de negocios resulte que las operaciones 
activas o pasivas del cliente no se corresponden con su actividad declarada o con sus 
antecedentes operativos.

3. Las acciones de comprobación de la actividad profesional o empresarial declarada se 
graduarán en función del riesgo y se realizarán mediante documentación aportada por el 
cliente, o mediante la obtención de información de fuentes fiables independientes. Asimismo, 
los sujetos obligados podrán comprobar la actividad profesional o empresarial de los clientes 
mediante visitas presenciales a las oficinas, almacenes o locales declarados por el cliente 
como lugares donde ejerce su actividad mercantil, dejando constancia por escrito del 
resultado de dicha visita.

4. Se comprobará en todo caso la actividad declarada cuando concurran circunstancias 
que determinen el examen especial de conformidad con el artículo 17 de la Ley 10/2010, de 
28 de abril, o la comunicación por indicio de conformidad con el artículo 18 de la Ley 
10/2010, de 28 de abril.

Artículo 11.  Seguimiento continuo de la relación de negocios.
1. Los sujetos obligados realizarán un escrutinio de las operaciones efectuadas a lo largo 

de la relación de negocio a fin de garantizar que coincidan con la actividad profesional o 
empresarial del cliente y con sus antecedentes operativos. Los sujetos obligados 
incrementarán el seguimiento cuando aprecien riesgos superiores al promedio por 
disposición normativa o porque así se desprenda del análisis de riesgo del sujeto obligado.

El escrutinio tendrá carácter integral, debiendo incorporar todos los productos del cliente 
con el sujeto obligado y, en su caso, con otras sociedades del grupo.

2. Los sujetos obligados realizarán periódicamente procesos de revisión con objeto de 
asegurar que los documentos, datos e informaciones obtenidos como consecuencia de la 
aplicación de las medidas de debida diligencia se mantengan actualizados y se encuentren 
vigentes.

El manual a que se refiere el artículo 33 determinará, en función del riesgo, la 
periodicidad de los procesos de revisión documental que para los clientes de riesgo superior 
al promedio será, como mínimo, anual.
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Artículo 12.  Diligencia debida y prohibición de revelación.
Con independencia de cualquier excepción, exención o umbral, si durante el 

establecimiento o en el curso de una relación de negocios o de la ejecución de operaciones 
surgieran indicios o certeza de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo, los 
sujetos obligados procederán a identificar y verificar la identidad del cliente y del titular real 
con carácter previo al cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 17 y 18 de la Ley 
10/2010, de 28 de abril.

No obstante, en estos casos, los sujetos obligados deberán tener en cuenta el riesgo de 
revelación, pudiendo omitir la práctica de las medidas de diligencia debida previstas en el 
párrafo precedente cuando consideren razonablemente que revelarían al cliente o potencial 
cliente el examen o comunicación de la operación.

Artículo 13.  Aplicación por terceros de las medidas de diligencia debida.
1. Para la aplicación de las medidas de diligencia debida, los sujetos obligados podrán 

recurrir a terceros sometidos a obligaciones de prevención del blanqueo de capitales y de la 
financiación del terrorismo, en los términos establecidos en el artículo 8 de la Ley 10/2010, 
de 28 de abril.

2. Las respectivas obligaciones de las partes se incluirán en un acuerdo escrito de 
formalización de la aplicación por terceros de las medidas de diligencia debida. Conforme al 
citado acuerdo, el sujeto obligado exigirá en todo caso al tercero:

a) Que le remita inmediatamente la información sobre el cliente.
b) Que le remita inmediatamente, cuando así lo solicite el sujeto obligado, copia de los 

documentos que acrediten la información suministrada sobre dicho cliente.
Los acuerdos de formalización podrán abarcar la totalidad de las medidas de diligencia 

debida, con excepción del seguimiento continuo de la relación de negocios, afectando a 
todos los datos que el tercero mantenga sobre el cliente, mediante la adopción de acuerdos 
generales; o solamente uno o varios elementos concretos de las medidas de diligencia 
debida, mediante la adopción de acuerdos particulares.

3. En todo caso, el sujeto obligado deberá comprobar que el tercero se encuentra 
sometido a las obligaciones en materia de prevención de blanqueo de capitales y de 
financiación del terrorismo y es objeto de supervisión en estas materias, adoptando 
asimismo medidas razonables a fin de determinar que cuenta con procedimientos 
adecuados para el cumplimiento de las medidas de diligencia debida y conservación de 
documentos.

4. Los sujetos obligados podrán aceptar medidas de diligencia debida practicadas por 
sus filiales o sucursales domiciliadas en terceros países siempre que el grupo establezca y 
aplique medidas comunes de diligencia debida y de registro de operaciones, y tenga 
aprobados unos controles internos en materia de blanqueo de capitales y de financiación del 
terrorismo cuya supervisión esté atribuida a un órgano de control interno con facultades a 
nivel de grupo.

Artículo 14.  Acuerdos relativos al acceso a la información de identificación de las personas 
con responsabilidad pública.

Para la determinación de la condición de persona con responsabilidad pública, familiar o 
allegado de aquél, los sujetos obligados podrán acceder a los ficheros creados al amparo de 
lo establecido en el artículo 15.1 de la Ley 10 /2010, de 28 de abril por otros sujetos 
obligados, por los órganos centralizados de prevención a los que se refiere el artículo 44 de 
este reglamento o por terceros. En estos supuestos, los acuerdos que formalicen dicho 
acceso incluirán las respectivas obligaciones de las partes a fin de cumplir con las 
limitaciones y requisitos establecidos por la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 
Protección de Datos de Carácter Personal y su normativa de desarrollo, en particular en lo 
referido a la seguridad en la transmisión de los datos y a los procedimientos a adoptar para 
garantizar la actualización continua de los datos contenidos en los ficheros.
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Sección 2.ª Medidas simplificadas de diligencia debida

Artículo 15.  Clientes susceptibles de aplicación de medidas simplificadas de diligencia 
debida.

Los sujetos obligados podrán aplicar, en función del riesgo, medidas simplificadas de 
diligencia debida respecto de los siguientes clientes:

a) Las entidades de derecho público de los Estados miembros de la Unión Europea o de 
países terceros equivalentes.

b) Las sociedades u otras personas jurídicas controladas o participadas 
mayoritariamente por entidades de derecho público de los Estados miembros de la Unión 
Europea o de países terceros equivalentes.

c) Las entidades financieras, exceptuadas las entidades de pago, domiciliadas en la 
Unión Europea o en países terceros equivalentes que sean objeto de supervisión para 
garantizar el cumplimiento de las obligaciones de prevención del blanqueo de capitales y de 
la financiación del terrorismo.

d) Las sucursales o filiales de entidades financieras, exceptuadas las entidades de pago, 
domiciliadas en la Unión Europea o en países terceros equivalentes, cuando estén 
sometidas por la matriz a procedimientos de prevención del blanqueo de capitales y de la 
financiación del terrorismo.

e) Las sociedades cotizadas cuyos valores se admitan a negociación en un mercado 
regulado de la Unión Europea o de países terceros equivalentes así como sus sucursales y 
filiales participadas mayoritariamente.

Artículo 16.  Productos u operaciones susceptibles de aplicación de medidas simplificadas 
de diligencia debida.

Los sujetos obligados podrán aplicar, en función del riesgo, medidas simplificadas de 
diligencia debida respecto de los siguientes productos u operaciones:

a) Las pólizas de seguro de vida cuya prima anual no exceda de 1.000 euros o cuya 
prima única no exceda de 2.500 euros.

b) Los instrumentos de previsión social complementaria enumerados en el artículo 51 de 
la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y 
de modificación parcial de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de No 
Residentes y sobre el Patrimonio, cuando la liquidez se encuentre limitada a los supuestos 
contemplados en la normativa de planes y fondos de pensiones y no puedan servir de 
garantía para un préstamo.

c) Los seguros colectivos que instrumenten compromisos por pensiones a que se refiere 
la disposición adicional primera del texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y 
Fondos de Pensiones, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre, 
cuando cumplan los siguientes requisitos:

1.º Que instrumenten compromisos por pensiones que tengan su origen en un convenio 
colectivo o en un expediente de regulación de empleo, entendido como la extinción de las 
relaciones laborales en virtud de un despido colectivo del artículo 51 del texto refundido de la 
Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 
de marzo, o de resolución judicial adoptada en el seno de un procedimiento concursal.

2.º Que no admitan el pago de primas por parte del trabajador asegurado que, sumadas 
a las abonadas por el empresario tomador del seguro, supongan un importe superior a los 
límites establecidos por el artículo 52.1.b) de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, para los 
instrumentos de previsión social complementaria enumerados en su artículo 51.

3.º Que no puedan servir de garantía para un préstamo y no contemplen otros supuestos 
de rescate distintos a los excepcionales de liquidez recogidos en la normativa de planes de 
pensiones o a los recogidos en el artículo 29 del Real Decreto 1588/1999, de 15 de octubre, 
por el que se aprueba el Reglamento sobre la instrumentación de los compromisos por 
pensiones de las empresas con los trabajadores y beneficiarios.

d) Las pólizas del ramo de vida que garanticen exclusivamente el riesgo de fallecimiento, 
incluidas las que contemplen además garantías complementarias de indemnización 
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pecuniaria por invalidez permanente o parcial, total o absoluta o incapacidad temporal, 
enfermedad grave y dependencia.

e) El dinero electrónico cuando no pueda recargarse y el importe almacenado no exceda 
de 250 euros o cuando, en caso de que pueda recargarse, el importe total disponible en un 
año natural esté limitado a 2.500 euros, salvo cuando el titular del dinero electrónico solicite 
el reembolso de una cantidad igual o superior a 1.000 euros en el curso de ese mismo año 
natural. Se excluye el dinero electrónico emitido contra entrega de los medios de pago a que 
se refiere el artículo 34.2.a) de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

f) Los giros postales de las Administraciones Públicas o de sus organismos dependientes 
y los giros postales oficiales para pagos del Servicio Postal con origen y destino en el propio 
Servicio de Correos.

g) Los cobros o pagos derivados de comisiones generadas por reservas en el sector 
turístico que no superen los 1.000 euros.

h) Los contratos de crédito al consumo por importe inferior a 2.500 euros siempre que el 
reembolso se realice exclusivamente mediante cargo en una cuenta corriente abierta a 
nombre del deudor en una entidad de crédito domiciliada en la Unión Europea o en países 
terceros equivalentes.

i) Los préstamos sindicados en los que el banco agente sea una entidad de crédito 
domiciliada en la Unión Europea o en países terceros equivalentes, respecto de las 
entidades participantes que no tengan la condición de banco agente.

j) Los contratos de tarjeta de crédito cuyo límite no supere los 5.000 euros, cuando el 
reembolso del importe dispuesto únicamente pueda realizase desde una cuenta abierta a 
nombre del cliente en una entidad de crédito domiciliada en la Unión Europea o país tercero 
equivalente.

Artículo 17.  Medidas simplificadas de diligencia debida.
1. En los supuestos previstos en los artículos precedentes, los sujetos obligados podrán 

aplicar, en función del riesgo y, en sustitución de las medidas normales de diligencia debida, 
una o varias de las siguientes medidas:

a) Comprobar la identidad del cliente o del titular real únicamente cuando se supere un 
umbral cuantitativo con posterioridad al establecimiento de la relación de negocios.

b) Reducir la periodicidad del proceso de revisión documental.
c) Reducir el seguimiento de la relación de negocios y el escrutinio de las operaciones 

que no superen un umbral cuantitativo.
d) No recabar información sobre la actividad profesional o empresarial del cliente, 

infiriendo el propósito y naturaleza por el tipo de operaciones o relación de negocios 
establecida.

2. Las medidas simplificadas de diligencia debida deberán ser congruentes con el riesgo. 
No podrán aplicarse medidas simplificadas de diligencia debida o, en su caso, cesará la 
aplicación de las mismas cuando concurran o surjan indicios o certeza de blanqueo de 
capitales o de financiación del terrorismo o riesgos superiores al promedio.

Artículo 18.  Compraventa minorista.
1. En las operaciones de compraventa minorista los sujetos obligados a que se refieren 

los párrafos q) y r) del artículo 2.1 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, procederán a la 
identificación formal del cliente en la forma establecida en los artículos 4 y 6 de este 
reglamento y conservarán la documentación en los términos establecidos en los artículos 28 
y 29. Alternativamente, los datos identificativos de los clientes y de las operaciones se harán 
constar en un libro-registro, en soporte físico o electrónico, que estará a disposición de la 
Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias (en adelante 
la Comisión), de sus órganos de apoyo o de cualquier otra autoridad pública legalmente 
habilitada. A estos efectos, se reputará válido el libro-registro a que se refiere el artículo 91 
del Real Decreto 197/1988, de 22 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 
17/1985, de 1 de julio, de objetos fabricados con metales preciosos.

La aplicación de lo establecido en este apartado por los sujetos obligados a que se 
refieren los párrafos q) y r) del artículo 2.1 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, permitirá 
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entender cumplidas las obligaciones de diligencia debida respecto de las operaciones de 
compraventa minorista.

2. A los efectos de este artículo, se considerará compraventa minorista la realizada con 
clientes que no intervengan en su condición de profesionales, en establecimientos abiertos al 
público.

Sección 3.ª Medidas reforzadas de diligencia debida

Artículo 19.  Supuestos de aplicación de medidas reforzadas de diligencia debida.
1. Los sujetos obligados aplicarán, además de las medidas normales de diligencia 

debida, medidas reforzadas de diligencia debida en las áreas de negocio, actividades, 
productos, servicios, canales de distribución o comercialización, relaciones de negocio y 
operaciones que presenten un riesgo más elevado de blanqueo de capitales o de 
financiación del terrorismo.

2. En todo caso, los sujetos obligados aplicarán medidas reforzadas de diligencia debida 
en los siguientes supuestos:

a) Servicios de banca privada.
b) Operaciones de envío de dinero cuyo importe, bien singular, bien acumulado por 

trimestre natural supere los 3.000 euros.
c) Operaciones de cambio de moneda extranjera cuyo importe, bien singular, bien 

acumulado por trimestre natural supere los 6.000 euros.
d) Relaciones de negocios y operaciones con sociedades con acciones al portador, que 

estén permitidas conforme a lo dispuesto en el artículo 4.4 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.
e) Relaciones de negocio y operaciones con clientes de países, territorios o 

jurisdicciones de riesgo, o que supongan transferencia de fondos de o hacia tales países, 
territorios o jurisdicciones, incluyendo en todo caso, aquellos países para los que el Grupo 
de Acción Financiera (GAFI) exija la aplicación de medidas de diligencia reforzada.

f) Transmisión de acciones o participaciones de sociedades preconstituidas. A estos 
efectos, se entenderá por sociedades preconstituidas aquellas constituidas sin actividad 
económica real para su posterior transmisión a terceros.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en este artículo, los sujetos obligados determinarán en los 
procedimientos de control interno a que se refiere el artículo 31, otras situaciones que, 
conforme a su análisis de riesgo, requieran la aplicación de medidas reforzadas de diligencia 
debida.

Para la determinación de esos supuestos de riesgo superior, los sujetos obligados 
tendrán en consideración, entre otros, los siguientes factores:

a) Características del cliente:
1.º Clientes no residentes en España.
2.º Sociedades cuya estructura accionarial y de control no sea transparente o resulte 

inusual o excesivamente compleja.
3.º Sociedades de mera tenencia de activos.
b) Características de la operación, relación de negocios o canal de distribución:
1.º Relaciones de negocio y operaciones en circunstancias inusuales.
2.º Relaciones de negocio y operaciones con clientes que empleen habitualmente 

medios de pago al portador.
3.º Relaciones de negocio y operaciones ejecutadas a través de intermediarios.

Artículo 20.  Medidas reforzadas de diligencia debida.
1. En los supuestos de riesgo superior al promedio previstos en el artículo precedente o 

que se hubieran determinado por el sujeto obligado conforme a su análisis de riesgo, los 
sujetos obligados comprobarán en todo caso las actividades declaradas por sus clientes y la 
identidad del titular real, en los términos previstos en los artículos 9.1 y 10.2.

Adicionalmente se aplicarán, en función del riesgo, una o varias de las siguientes 
medidas:
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a) Actualizar los datos obtenidos en el proceso de aceptación del cliente.
b) Obtener documentación o información adicional sobre el propósito e índole de la 

relación de negocios.
c) Obtener documentación o información adicional sobre el origen de los fondos.
d) Obtener documentación o información adicional sobre el origen del patrimonio del 

cliente.
e) Obtener documentación o información sobre el propósito de las operaciones.
f) Obtener autorización directiva para establecer o mantener la relación de negocios o 

ejecutar la operación.
g) Realizar un seguimiento reforzado de la relación de negocio, incrementando el 

número y frecuencia de los controles aplicados y seleccionando patrones de operaciones 
para examen.

h) Examinar y documentar la congruencia de la relación de negocios o de las 
operaciones con la documentación e información disponible sobre el cliente.

i) Examinar y documentar la lógica económica de las operaciones.
j) Exigir que los pagos o ingresos se realicen en una cuenta a nombre del cliente, abierta 

en una entidad de crédito domiciliada en la Unión Europea o en países terceros 
equivalentes.

k) Limitar la naturaleza o cuantía de las operaciones o los medios de pago empleados.
En las relaciones de negocios o transacciones que impliquen a terceros países de alto 

riesgo identificados con arreglo a lo dispuesto en el artículo 9.2 de la Directiva (UE) 2015/849 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de mayo de 2015, los sujetos obligados 
deberán obtener información adicional del cliente, el titular real y el propósito é índole de la 
relación de negocios, así como información sobre la procedencia de los fondos, la fuente de 
ingresos del cliente y titular real y sobre los motivos de las transacciones. Estas relaciones 
de negocios requerirán la aprobación de los órganos de dirección y una vigilancia reforzada 
en cuanto al número y frecuencia de los controles aplicados y la selección de patrones 
transaccionales.

Además, en aquellos casos de terceros países de alto riesgo que expresamente se 
determinen por la normativa de la Unión Europea, los sujetos obligados deberán aplicar, 
cuando proceda, una o varias de las medidas previstas en las letras e), f) e i) del artículo 
42.2 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

2. Los sujetos obligados incluirán al beneficiario de la póliza de seguro de vida como un 
factor de riesgo relevante a efectos de determinar la procedencia de aplicar medidas 
reforzadas de diligencia debida. En los casos en que el beneficiario presente un riesgo 
superior al promedio, las medidas reforzadas de diligencia debida incluirán medidas 
adecuadas para identificar y comprobar la identidad del titular real del beneficiario con 
carácter previo al pago de la prestación derivada del contrato o al ejercicio por el tomador de 
los derechos de rescate, anticipo o pignoración conferidos por la póliza.

Artículo 21.  Requisitos en las relaciones de negocio y operaciones no presenciales.
1. Los sujetos obligados podrán establecer relaciones de negocio o ejecutar operaciones 

a través de medios telefónicos, electrónicos o telemáticos con clientes que no se encuentren 
físicamente presentes, siempre que concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) La identidad del cliente quede acreditada de conformidad con lo dispuesto en la 
normativa aplicable sobre firma electrónica.

b) La identidad del cliente quede acreditada mediante copia del documento de identidad, 
de los establecidos en el artículo 6, que corresponda, siempre que dicha copia esté expedida 
por un fedatario público.

c) El primer ingreso proceda de una cuenta a nombre del mismo cliente abierta en una 
entidad domiciliada en España, en la Unión Europea o en países terceros equivalentes.

d) La identidad del cliente quede acreditada mediante el empleo de otros procedimientos 
seguros de identificación de clientes en operaciones no presenciales, siempre que tales 
procedimientos hayan sido previamente autorizados por el Servicio Ejecutivo de la Comisión 
de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias (en adelante, Servicio 
Ejecutivo de la Comisión).

ÁMBITOS DE LA SEGURIDAD NACIONAL: TERRORISMO

§ 9  Reglamento Ley de prevención del blanqueo de capitales y financiación del terrorismo

– 113 –



En todo caso, en el plazo de un mes desde el establecimiento de la relación de negocios 
no presencial, los sujetos obligados deberán obtener de estos clientes una copia de los 
documentos necesarios para practicar la diligencia debida.

2. Los criterios para la acreditación de la identidad del cliente en relación con los sujetos 
obligados sometidos a la Ley 13/2011, de 27 de mayo, de regulación del juego, y en su 
normativa de desarrollo, se determinarán en el proceso de concesión de licencias generales 
por la Dirección General de Ordenación del Juego, previo informe favorable del Servicio 
Ejecutivo de la Comisión.

Artículo 22.  Países, territorios o jurisdicciones de riesgo.
1. Los sujetos obligados considerarán como países, territorios o jurisdicciones de riesgo 

los siguientes:
a) Países, territorios o jurisdicciones que no cuenten con sistemas adecuados de 

prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.
b) Países, territorios o jurisdicciones sujetos a sanciones, embargos o medidas análogas 

aprobadas por la Unión Europea, las Naciones Unidas u otras organizaciones 
internacionales.

c) Países, territorios o jurisdicciones que presenten niveles significativos de corrupción u 
otras actividades criminales.

d) Países, territorios o jurisdicciones en los que se facilite financiación u apoyo a 
actividades terroristas.

e) Países, territorios o jurisdicciones que presenten un sector financiero extraterritorial 
significativo (centros «off-shore»).

f) Países, territorios o jurisdicciones que tengan la consideración de paraísos fiscales.
2. En la determinación de los países, territorios o jurisdicciones de riesgo los sujetos 

obligados recurrirán a fuentes creíbles, tales como los Informes de Evaluación Mutua del 
Grupo de Acción Financiera (GAFI) o sus equivalentes regionales o los Informes de otros 
organismos internacionales.

La Comisión publicará orientaciones para asistir a los sujetos obligados en la 
determinación del riesgo geográfico.

CAPÍTULO III
De las obligaciones de información

Sección 1.ª Obligaciones de comunicación

Artículo 23.  Alertas.
Los procedimientos de control interno a que se refiere el artículo 31 determinarán, en 

función del riesgo, alertas adecuadas por tipología, intervinientes y cuantía de las 
operaciones. Las alertas generadas serán revisadas a efectos de determinar si procede el 
examen especial de la operación, de conformidad con lo establecido en el artículo 25.

En el caso de sujetos obligados cuyo número anual de operaciones exceda de 10.000, 
será preceptiva la implantación de modelos automatizados de generación y priorización de 
alertas.

Las alertas establecidas en los procedimientos de control interno serán objeto de revisión 
periódica con objeto de garantizar su permanente adecuación a las características y nivel de 
riesgo de la operativa del sujeto obligado.

Artículo 24.  Operaciones susceptibles de estar relacionadas con el blanqueo de capitales o 
la financiación del terrorismo.

1. Lo dispuesto en el artículo precedente se entenderá sin perjuicio de la detección de 
operaciones de riesgo por parte de los directivos, empleados y agentes, a cuyos efectos los 
sujetos obligados, como parte de los procedimientos de control interno a que se refiere el 
artículo 31:
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a) Difundirán internamente una relación de operaciones susceptibles de estar 
relacionadas con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo.

b) Establecerán un cauce de comunicación con los órganos de control interno, con 
instrucciones precisas a los directivos, empleados y agentes sobre cómo proceder en caso 
de detectar cualquier hecho u operación que pudiera estar relacionado con el blanqueo de 
capitales o la financiación del terrorismo.

c) Aprobarán un formulario orientativo del contenido mínimo que deberá incluir la 
comunicación interna de operaciones.

d) Garantizarán la confidencialidad de las comunicaciones de operaciones de riesgo 
realizadas por los empleados, directivos o agentes.

e) Proporcionarán formación adecuada, de conformidad con lo prevenido en el artículo 
39.

2. En la relación de operaciones susceptibles de estar relacionadas con el blanqueo de 
capitales o la financiación del terrorismo, se incluirán, en todo caso, entre otros, los 
siguientes supuestos:

a) Cuando la naturaleza o el volumen de las operaciones activas o pasivas de los 
clientes no se corresponda con su actividad o antecedentes operativos.

b) Cuando una misma cuenta, sin causa que lo justifique, venga siendo abonada 
mediante ingresos en efectivo por un número elevado de personas o reciba múltiples 
ingresos en efectivo de la misma persona.

c) Pluralidad de transferencias realizadas por varios ordenantes a un mismo beneficiario 
en el exterior o por un único ordenante en el exterior a varios beneficiarios en España, sin 
que se aprecie relación de negocio entre los intervinientes.

d) Movimientos con origen o destino en territorios o países de riesgo.
e) Transferencias en las que no se contenga la identidad del ordenante o el número de la 

cuenta origen de la transferencia.
f) Operativa con agentes que, por su naturaleza, volumen, cuantía, zona geográfica u 

otras características de las operaciones, difieran significativamente de las usuales u 
ordinarias del sector o de las propias del sujeto obligado.

g) Los tipos de operaciones que establezca la Comisión. Estas operaciones serán objeto 
de publicación o comunicación a los sujetos obligados, directamente o por medio de sus 
asociaciones profesionales.

Se incluirán asimismo las operaciones que, con las características anteriormente 
señaladas, se hubieran intentado y no ejecutado.

Artículo 25.  Examen especial.
1. El proceso de examen especial se realizará de modo estructurado, documentándose 

las fases de análisis, las gestiones realizadas y las fuentes de información consultadas. En 
todo caso, el proceso de examen especial tendrá naturaleza integral, debiendo analizar toda 
la operativa relacionada, todos los intervinientes en la operación y toda la información 
relevante obrante en el sujeto obligado y, en su caso, en el grupo empresarial.

2. Concluido el análisis técnico, el representante ante el Servicio Ejecutivo de la 
Comisión adoptará, motivadamente y sin demora, la decisión sobre si procede o no la 
comunicación al Servicio Ejecutivo de la Comisión, en función de la concurrencia en la 
operativa de indicios o certeza de relación con el blanqueo de capitales o la financiación del 
terrorismo.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, el procedimiento de control interno del 
sujeto obligado podrá prever que la decisión sea sometida, previamente, a la consideración 
del órgano de control interno. En estos casos, el órgano de control interno adoptará la 
decisión por mayoría, debiendo constar expresamente en el acta, el sentido y motivación del 
voto de cada uno de los miembros.

Las decisiones sobre comunicación deberán responder, en todo caso, a criterios 
homogéneos, haciéndose constar la motivación en el expediente de examen especial.

En aquellos supuestos en que la detección de la operación derive de la comunicación 
interna de un empleado, agente o directivo de la entidad, la decisión final adoptada sobre si 
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procede o no la comunicación por indicio de la operación, será puesta en conocimiento del 
comunicante.

3. Los sujetos obligados mantendrán un registro en el que, por orden cronológico, se 
recogerán para cada expediente de examen especial realizado, entre otros datos, sus fechas 
de apertura y cierre, el motivo que generó su realización, una descripción de la operativa 
analizada, la conclusión alcanzada tras el examen y las razones en que se basa. Asimismo 
se hará constar la decisión sobre su comunicación o no al Servicio Ejecutivo de la Comisión 
y su fecha, así como la fecha en que, en su caso, se realizó la comunicación.

4. Los sujetos obligados conservarán los expedientes de examen especial durante el 
plazo de diez años.

Artículo 26.  Comunicación por indicio.
1. Concluido el examen especial establecido en el artículo precedente, y habiéndose 

determinado la concurrencia en la operativa de indicios o certeza de relación con el blanqueo 
de capitales o la financiación del terrorismo, se efectuará sin dilación la comunicación por 
indicio, en el soporte y formato establecido por el Servicio Ejecutivo de la Comisión.

2. Sin perjuicio de efectuar la comunicación por indicio al Servicio Ejecutivo de la 
Comisión, el sujeto obligado adoptará inmediatamente medidas adicionales de gestión y 
mitigación del riesgo, que deberán tomar en consideración el riesgo de revelación.

3. En virtud de lo dispuesto en el artículo 18.2 f) de la Ley 10/2010, de 28 de abril, en las 
comunicaciones por indicio se incluirá información sobre la decisión adoptada o que 
previsiblemente se adoptará por el sujeto obligado respecto a la continuación o interrupción 
de la relación de negocios con el cliente o clientes que participen en la operación, así como 
la justificación de esta decisión. En caso de que la no interrupción de la relación de negocios 
venga determinada por la necesidad de no interferir en una entrega vigilada acordada 
conforme a lo dispuesto en el artículo 263 bis de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, se hará 
constar este hecho de forma expresa.

4. Cuando los sujetos obligados eximidos de la obligación de nombramiento de 
representante ante el Servicio Ejecutivo de la Comisión realicen una comunicación por 
indicio, incluirán preceptivamente en dicha comunicación los datos identificativos del sujeto 
obligado, así como los datos identificativos y de contacto de la persona que lo represente.

Artículo 27.  Comunicación sistemática.
1. En todo caso, los sujetos obligados comunicarán mensualmente al Servicio Ejecutivo 

de la Comisión:
a) Las operaciones que lleven aparejado movimiento físico de moneda metálica, papel 

moneda, cheques de viaje, cheques u otros documentos al portador librados por entidades 
de crédito, con excepción de las que sean objeto de abono o cargo en la cuenta de un 
cliente, por importe superior a 30.000 euros o su contravalor en moneda extranjera.

b) Los sujetos obligados que realicen envíos de dinero en los términos establecidos en el 
artículo 2 de la Ley 16/2009, de 13 de noviembre, de servicios de pago, comunicarán al 
Servicio Ejecutivo de la Comisión las operaciones que lleven aparejado movimiento físico de 
moneda metálica, papel moneda, cheques de viaje, cheques u otros documentos al portador, 
por importe superior a 1.500 euros o su contravalor en moneda extranjera.

c) Las operaciones realizadas por o con personas físicas o jurídicas que sean residentes, 
o actúen por cuenta de estas, en territorios o países que al efecto se designen por Orden del 
Ministro de Economía y Competitividad, así como las operaciones que impliquen 
transferencias de fondos a o desde dichos territorios o países, cualquiera que sea la 
residencia de las personas intervinientes, siempre que el importe de las referidas 
operaciones sea superior a 30.000 euros o su contravalor en moneda extranjera.

d) Las operaciones que supongan movimientos de medios de pago sujetos a declaración 
obligatoria de conformidad con el artículo 34 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

e) La información agregada sobre la actividad de envíos de dinero, definida en el artículo 
2 de la Ley 16/2009, de 13 de noviembre, de servicios de pago, desglosada por países de 
origen o destino y por agente o centro de actividad.
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f) La información agregada sobre la actividad de transferencias con o al exterior de las 
entidades de crédito, desglosada por países de origen o destino.

g) Las operaciones que se determinen mediante Orden del Ministro de Economía y 
Competitividad.

Los sujetos obligados no incluirán en la comunicación sistemática mensual las 
operaciones correspondientes a su actividad propia de inversión o captación de recursos 
financieros en mercados internacionales o actividad de igual naturaleza de aquellos clientes 
que tengan la condición de entidad financiera autorizada para operar en la Unión Europea o 
terceros países equivalentes.

En caso de no existir operaciones susceptibles de comunicación sistemática, los sujetos 
obligados comunicarán semestralmente esta circunstancia al Servicio Ejecutivo de la 
Comisión.

2. El Servicio Ejecutivo de la Comisión establecerá los criterios para determinar cuándo, 
a efectos de la obligación de comunicación sistemática, varias operaciones deberán 
agregarse por considerarse fraccionamientos de una misma operación.

3. Quedan exceptuados de la obligación de comunicación sistemática los corredores de 
seguros a los que se refiere el artículo 2.1 b) de la Ley 10/2010, de 28 de abril, las empresas 
de asesoramiento financiero y los sujetos obligados mencionados en los párrafos k) a y), 
ambos inclusive, del artículo 2.1 de la misma ley.

Sección 2.ª Conservación de documentos

Artículo 28.  Conservación de documentos de diligencia debida.
1. Los sujetos obligados conservarán toda la documentación obtenida o generada en 

aplicación de las medidas de diligencia debida, con inclusión, en particular, de las copias de 
los documentos fehacientes de identificación, las declaraciones del cliente, la documentación 
e información aportada por el cliente u obtenida de fuentes fiables independientes, la 
documentación contractual y los resultados de cualquier análisis efectuado, durante un 
periodo de diez años desde la terminación de la relación de negocio o la ejecución de la 
operación ocasional.

2. Los sujetos obligados almacenarán las copias de los documentos fehacientes de 
identificación formal en soportes ópticos, magnéticos o electrónicos.

Asimismo, podrán almacenarse en soportes ópticos, magnéticos o electrónicos las 
copias de los documentos acreditativos de la realización de operaciones de ingreso, retirada 
o traspaso de fondos desde una cuenta en una entidad de crédito y los que acrediten la 
orden o recepción de transferencias de fondos realizadas en entidades de pago u 
operaciones de cambio de moneda.

Se exceptúan los sujetos obligados que, con inclusión de los agentes, ocupen a menos 
de 10 personas y cuyo volumen de negocios anual o cuyo balance general anual no supere 
los 2 millones de euros, que podrán optar por mantener copias físicas de los documentos de 
identificación. Esta excepción no será aplicable a los sujetos obligados integrados en un 
grupo empresarial que exceda dichas cifras.

Artículo 29.  Otras obligaciones de conservación documental.
1. Los sujetos obligados conservarán los documentos y mantendrán registros adecuados 

de todas las relaciones de negocio y operaciones, nacionales e internacionales, durante un 
periodo de diez años desde la terminación de la relación de negocio o la ejecución de la 
operación ocasional. Los registros deberán permitir la reconstrucción de operaciones 
individuales para que puedan surtir, si fuera necesario, efecto probatorio.

2. Los sujetos obligados conservarán durante un periodo de diez años los documentos 
en que se formalice el cumplimiento de sus obligaciones de comunicación y de control 
interno.

Artículo 30.  Requerimientos de las autoridades.
La documentación e información obtenida o generada por los sujetos obligados podrá 

ser requerida por la Comisión, por sus órganos de apoyo o por cualquier otra autoridad 
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pública o agente de la Policía Judicial de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado 
legalmente habilitado.

CAPÍTULO IV
De las medidas de control interno

Sección 1.ª Disposiciones comunes

Artículo 31.  Procedimientos de control interno.
1. Los sujetos obligados aprobarán por escrito y aplicarán políticas y procedimientos 

adecuados de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.
Los corredores de seguros y los sujetos obligados comprendidos en los apartados i) a u), 

ambos inclusive, del artículo 2.1 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, que, con inclusión de los 
agentes, ocupen a menos de 10 personas y cuyo volumen de negocios anual o cuyo balance 
general anual no supere los 2 millones de euros, quedan exceptuados de las obligaciones 
referidas en este artículo y en los artículos 32, 33, 35, 38 y 39. Estas excepciones no serán 
aplicables a los sujetos obligados integrados en un grupo empresarial que supere dichas 
cifras.

2. Las políticas y procedimientos de prevención del blanqueo de capitales y de la 
financiación del terrorismo serán aprobados por el órgano de administración del sujeto 
obligado que, en los supuestos del artículo 2.1 n) de la Ley 10/2010, de 28 de abril, serán las 
organizaciones colegiales. En el supuesto de sujetos obligados cuyo volumen de negocios 
anual supere 50 millones de euros o cuyo balance general anual supere 43 millones de 
euros, los procedimientos a través de los cuales se implementen las políticas de prevención 
del blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo podrán ser aprobados por el órgano 
de control interno al que se refiere el artículo 35.2.

3. Los umbrales fijados para la determinación de las medidas de control interno 
aplicables conforme a esta sección y las exigencias en materia de conservación de 
documentos a que hace referencia el artículo 28 serán interpretados de conformidad con los 
criterios establecidos en la Recomendación 2003/361 de la Comisión, de 6 de mayo de 
2003, sobre la definición de microempresas, pequeñas y medianas empresas.

Artículo 32.  Análisis de riesgo.
1. Los procedimientos de control interno se fundamentarán en un previo análisis de 

riesgo que será documentado por el sujeto obligado.
El análisis identificará y evaluará los riesgos del sujeto obligado por tipos de clientes, 

países o áreas geográficas, productos, servicios, operaciones y canales de distribución, 
tomando en consideración variables tales como el propósito de la relación de negocios, el 
nivel de activos del cliente, el volumen de las operaciones y la regularidad o duración de la 
relación de negocios.

2. El análisis de riesgo será revisado periódicamente y, en todo caso, cuando se verifique 
un cambio significativo que pudiera influir en el perfil de riesgo del sujeto obligado. Asimismo, 
será preceptiva la realización y documentación de un análisis de riesgo específico con 
carácter previo al lanzamiento de un nuevo producto, la prestación de un nuevo servicio, el 
empleo de un nuevo canal de distribución o el uso de una nueva tecnología por parte del 
sujeto obligado, debiendo aplicarse medidas adecuadas para gestionar y mitigar los riesgos 
identificados en el análisis.

Artículo 33.  Manual de prevención.
1. Los procedimientos de control interno que establezcan los sujetos obligados serán 

documentados en un manual de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación 
del terrorismo que comprenderá, como mínimo, los siguientes aspectos:

a) La política de admisión de clientes del sujeto obligado, con una descripción precisa de 
los clientes que potencialmente puedan suponer un riesgo superior al promedio por 
disposición normativa o porque así se desprenda del análisis de riesgo, y de las medidas a 
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adoptar para mitigarlo, incluida, en su caso, la negativa a establecer relaciones de negocio o 
a ejecutar operaciones o la terminación de la relación de negocios.

b) Un procedimiento estructurado de diligencia debida que incluirá la periódica 
actualización de la documentación e información exigibles. La actualización será, en todo 
caso, preceptiva cuando se verifique un cambio relevante en la actividad del cliente que 
pudiera influir en su perfil de riesgo.

c) Un procedimiento estructurado de aplicación de las medidas de diligencia debida a los 
clientes existentes en función del riesgo que tendrá en cuenta, en su caso, las medidas 
aplicadas previamente y la adecuación de los datos obtenidos.

d) Una relación de hechos u operaciones que, por su naturaleza, puedan estar 
relacionados con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo, estableciendo su 
periódica revisión y difusión entre los directivos, empleados y agentes del sujeto obligado.

e) Una descripción detallada de los flujos internos de información, con instrucciones 
precisas a los directivos, empleados y agentes del sujeto obligado sobre cómo proceder en 
relación con los hechos u operaciones que, por su naturaleza, puedan estar relacionados 
con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo.

f) Un procedimiento para la detección de hechos u operaciones sujetos a examen 
especial, con descripción de las herramientas o aplicaciones informáticas implantadas y de 
las alertas establecidas.

g) Un procedimiento estructurado de examen especial que concretará de forma precisa 
las fases del proceso de análisis y las fuentes de información a emplear, formalizando por 
escrito el resultado del examen y las decisiones adoptadas.

h) Una descripción detallada del funcionamiento de los órganos de control interno, que 
incluirá su composición, competencias y periodicidad de sus reuniones.

i) Las medidas para asegurar el conocimiento de los procedimientos de control interno 
por parte de los directivos, empleados y agentes del sujeto obligado, incluida su periódica 
difusión y la realización de acciones formativas de conformidad con un plan anual.

j) Las medidas a adoptar para verificar el cumplimiento de los procedimientos de control 
interno por parte de los directivos, empleados y agentes del sujeto obligado.

k) Los requisitos y criterios de contratación de agentes, que deberán obedecer a lo 
dispuesto en el artículo 37.2.

l) Las medidas a adoptar para asegurarse de que los corresponsales del sujeto obligado 
aplican procedimientos adecuados de prevención del blanqueo de capitales y de la 
financiación del terrorismo.

m) Un procedimiento de verificación periódica de la adecuación y eficacia de las medidas 
de control interno. En los sujetos obligados que dispongan de departamento de auditoría 
interna corresponderá a éste dicha función de verificación.

n) La periódica actualización de las medidas de control interno, a la luz de los desarrollos 
observados en el sector y del análisis del perfil de negocio y operativa del sujeto obligado.

ñ) Un procedimiento de conservación de documentos que garantice su adecuada gestión 
e inmediata disponibilidad.

2. Los sujetos obligados, deberán proceder a la verificación y actualización periódicas del 
manual en los términos de los párrafos m) y n) del apartado precedente. El Servicio Ejecutivo 
de la Comisión podrá supervisar o inspeccionar la efectiva aplicación de las medidas de 
control interno previstas en el manual, de conformidad con lo prevenido en el artículo 47 de 
la Ley 10/2010, de 28 de abril.

Artículo 34.  Adecuación de los procedimientos de control interno.
Los procedimientos de control interno deberán permitir al sujeto obligado:
a) Centralizar, gestionar, controlar y almacenar de modo eficaz la documentación e 

información de los clientes y de las operaciones que se realicen.
b) Verificar la efectiva aplicación de los controles previstos y reforzarlos en caso 

necesario.
c) Adoptar y aplicar medidas reforzadas para gestionar y mitigar los riesgos más 

elevados.
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d) Agregar las operaciones realizadas a fin de detectar potenciales fraccionamientos y 
operaciones conectadas.

e) Determinar, con carácter previo, si procede el conocimiento y verificación de la 
actividad profesional o empresarial del cliente.

f) Detectar cambios en el comportamiento operativo de los clientes o inconsistencias con 
su perfil de riesgo.

g) Impedir la ejecución de operaciones cuando no consten completos los datos 
obligatorios del cliente o de la operación.

h) Impedir la ejecución de operaciones por parte de personas o entidades sujetas a 
prohibición de operar.

i) Seleccionar para su análisis operaciones en función de alertas predeterminadas y 
adecuadas a su actividad.

j) Mantener una comunicación directa del órgano de control interno con la red comercial.
k) Atender de forma rápida, segura y eficaz los requerimientos de documentación e 

información de la Comisión, de sus órganos de apoyo o de cualquier otra autoridad pública 
legalmente habilitada.

l) Cumplimentar la comunicación sistemática de operaciones al Servicio Ejecutivo de la 
Comisión o, en su caso, la comunicación semestral negativa.

Artículo 35.  Órganos de control interno.
1. Los sujetos obligados designarán un representante ante el Servicio Ejecutivo de la 

Comisión, que será responsable del cumplimiento de las obligaciones de información 
establecidas en la Ley 10/2010, de 28 de abril. El representante podrá designar, asimismo, 
hasta dos personas autorizadas que actuarán bajo la dirección y responsabilidad del 
representante ante el Servicio Ejecutivo de la Comisión.

La propuesta de nombramiento del representante y, en su caso, de los autorizados, 
acompañada de una descripción detallada de su trayectoria profesional, será comunicada al 
Servicio Ejecutivo de la Comisión que, de forma razonada, podrá formular reparos u 
observaciones. Asimismo, se comunicará al Servicio Ejecutivo de la Comisión el cese o 
sustitución del representante o personas autorizadas cuando tenga carácter disciplinario.

2. Los sujetos obligados establecerán un órgano de control interno responsable de la 
aplicación de los procedimientos de prevención del blanqueo de capitales y de la 
financiación del terrorismo.

La constitución de un órgano de control interno no será preceptiva en los sujetos 
obligados comprendidos en el apartado i) y siguientes del artículo 2.1 de la Ley 10/2010, de 
28 de abril, y en los corredores de seguros cuando, con inclusión de los agentes, ocupen a 
menos de 50 personas y cuyo volumen de negocios anual o cuyo balance general anual no 
supere los 10 millones de euros, desempeñando en tales casos sus funciones el 
representante ante el Servicio Ejecutivo de la Comisión. Esta excepción no será aplicable a 
los sujetos obligados integrados en un grupo empresarial que supere dichas cifras.

3. Los sujetos obligados, cuyo volumen de negocios anual exceda de 50 millones de 
euros o cuyo balance general anual exceda de 43 millones de euros, contarán con una 
unidad técnica para el tratamiento y análisis de la información.

La unidad técnica deberá contar con personal especializado, en dedicación exclusiva y 
con formación adecuada en materia de análisis.

Artículo 36.  Medidas de control interno a nivel de grupo.
1. Los sujetos obligados que conformen un grupo empresarial que integre filiales o 

sucursales mayoritariamente participadas domiciliadas en terceros países, aprobarán 
políticas de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo 
aplicables a todo el grupo, orientadas al cumplimiento de lo establecido en el artículo 31.1 de 
la Ley 10/2010, de 28 de abril.

En estas políticas se incluirán, en todo caso, los procedimientos para la transmisión de 
información entre los miembros del grupo, estableciendo las cautelas adecuadas en relación 
con el uso de la información transmitida. Cuando el intercambio de información se haga con 
países que no ofrezcan un nivel de protección adecuado de conformidad con lo dispuesto en 
la normativa de protección de datos, será precisa la autorización de la transferencia 

ÁMBITOS DE LA SEGURIDAD NACIONAL: TERRORISMO

§ 9  Reglamento Ley de prevención del blanqueo de capitales y financiación del terrorismo

– 120 –



internacional de datos por parte de la Agencia Española de Protección de Datos, en los 
términos establecidos en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, y su normativa de 
desarrollo.

2. Los procedimientos de control interno, se establecerán a nivel de grupo, siendo 
aplicables a todas las sucursales y filiales domiciliadas en España con participación 
mayoritaria del sujeto obligado.

Los procedimientos de control interno a nivel de grupo deberán tener en cuenta los 
diferentes sectores de actividad, modelos de negocio y perfiles de riesgo y preverán los 
intercambios de información necesarios para una gestión integrada del riesgo. En particular, 
los órganos de control interno del grupo deberán tener acceso, sin restricción alguna, a 
cualquier información obrante en las filiales o sucursales que sea precisa para el desempeño 
de sus funciones de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.

3. A efectos del reglamento, resulta de aplicación la definición de grupo recogida en el 
artículo 42 del Código de Comercio.

Para la aplicación al grupo empresarial de los umbrales previstos en las excepciones de 
los artículos 31 y siguientes, se tendrán en consideración únicamente aquellas filiales o 
sucursales del grupo que tengan la consideración de sujetos obligados conforme al artículo 
2.1 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

Artículo 37.  Medidas de control interno de aplicación a los agentes.
1. Los sujetos obligados, sin perjuicio de su responsabilidad directa, se asegurarán del 

efectivo cumplimiento por parte de sus agentes de las obligaciones de prevención del 
blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.

A estos efectos, los sujetos obligados incluirán a los agentes en el ámbito de aplicación 
de sus procedimientos de control interno. Dichos procedimientos preverán, en particular, 
mecanismos específicos de seguimiento y control de las actividades de los agentes que se 
adaptarán al nivel de riesgo existente en función de las características concretas de la 
relación de agencia.

En aquellos supuestos en los que el sujeto obligado determine que un agente ha 
incumplido grave o sistemáticamente los procedimientos de control interno, deberá poner fin 
al contrato de agencia, procediendo a examinar la operativa del agente de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

2. Los procedimientos de control interno establecerán mecanismos específicos que 
garanticen la aplicación de altos estándares éticos en la contratación de agentes.

La operativa de los nuevos agentes será objeto de seguimiento reforzado por parte del 
sujeto obligado.

3. Los sujetos obligados mantendrán a disposición de la Comisión, de sus órganos de 
apoyo o de cualquier otra autoridad pública legalmente habilitada una relación completa y 
actualizada de sus agentes, que incluirá todos los datos necesarios para su adecuada 
identificación y localización.

4. Lo dispuesto en el presente artículo será igualmente aplicable a las personas o 
entidades no residentes que desarrollen en España, a través de agentes, actividades sujetas 
a obligaciones de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.

Artículo 38.  Examen externo.
1. Los informes de experto externo describirán y valorarán las medidas de control interno 

de los sujetos obligados a una fecha de referencia, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 28 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

Los informes deberán emitirse, en todo caso, dentro de los dos meses siguientes a la 
fecha de referencia.

2. Los órganos de administración del sujeto obligado adoptarán sin dilación las medidas 
necesarias para solventar las deficiencias identificadas en los informes de experto externo.

En el caso de deficiencias que no sean susceptibles de resolución inmediata, los 
órganos de administración del sujeto obligado adoptarán, expresamente, un plan de 
remedio, que establecerá un calendario preciso para la implantación de las medidas 
correctoras. Dicho calendario no podrá exceder, con carácter general, de un año natural.
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3. El examen externo incluirá todas las sucursales y filiales con participación mayoritaria 
del sujeto obligado. En relación con las sucursales y filiales situadas en países terceros, el 
experto verificará específicamente el efectivo cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 31 
de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

4. En el caso de los órganos centralizados de prevención a los que se refiere el artículo 
27 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, el experto externo describirá y valorará su 
funcionamiento y la adecuación de sus medios humanos, materiales y técnicos.

Asimismo, el experto externo comprobará, mediante muestreo estadístico, la efectiva 
implantación de las medidas de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del 
terrorismo por parte de los profesionales incorporados al órgano centralizado de prevención.

Artículo 39.  Formación.
1. Los sujetos obligados aprobarán un plan anual de formación en materia de prevención 

del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.
2. El plan de formación se fundamentará en los riesgos identificados, de conformidad con 

el artículo 32, y preverá acciones formativas específicas para los directivos, empleados y 
agentes del sujeto obligado. Tales acciones formativas, que deberán ser apropiadamente 
acreditadas, serán congruentes con el grado de responsabilidad de los receptores y el nivel 
de riesgo de las actividades que desarrollen.

3. Anualmente, los sujetos obligados documentarán el grado de cumplimiento del plan de 
formación.

El examen externo a que se refiere el artículo 38 valorará la adecuación de las acciones 
formativas realizadas por el sujeto obligado.

4. Los sujetos obligados para los que no resulte preceptiva la aprobación de un plan 
anual de formación, deberán acreditar que el representante ante el Servicio Ejecutivo de la 
Comisión ha recibido formación externa adecuada para el ejercicio de sus funciones.

Artículo 40.  Altos estándares éticos en la contratación de empleados, directivos y agentes.
1. Los procedimientos de los sujetos obligados deberán garantizar altos estándares 

éticos en la contratación de directivos, empleados o agentes conforme a lo dispuesto en el 
artículo 30.2 de la Ley 10/2010 de 28 de abril. A estos efectos, se aplicarán a estos 
colectivos los criterios de idoneidad fijados por la normativa sectorial que les resulte de 
aplicación.

2. En defecto de normativa específica, para la determinación de la concurrencia de altos 
estándares éticos en directivos, empleados o agentes del sujeto obligado, se tomará en 
consideración su trayectoria profesional, valorándose la observancia y respeto a las leyes 
mercantiles u otras que regulen la actividad económica y la vida de los negocios, así como a 
las buenas prácticas del sector de actividad de que se trate.

3. No se considerará que concurren altos estándares éticos cuando el empleado, 
directivo o agente:

a) Cuente con antecedentes penales no cancelados ni susceptibles de cancelación por 
delitos dolosos contra el patrimonio, y contra el orden socioeconómico, contra la Hacienda 
Pública y Seguridad Social, delitos contra la Administración Pública y falsedades.

b) Haya sido sancionado mediante resolución administrativa firme con la suspensión o 
separación del cargo por infracción de la Ley 10/2010, de 28 de abril. Esta circunstancia se 
apreciará durante el tiempo que se prolongue la sanción.

Sección 2.ª Disposiciones especiales

Artículo 41.  Medidas de control interno de aplicación por el administrador nacional del 
Registro de derechos de emisión previsto en la Ley 1/2005, de 9 de marzo, por la que se 
regula el régimen de comercio de derechos de emisión de gases de efecto invernadero.

1. El administrador nacional del Registro de derechos de emisión previsto en la 
Ley 1/2005, de 9 de marzo, por la que se regula el régimen de comercio de derechos de 
emisión de gases de efecto invernadero designará un representante ante el Servicio 
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Ejecutivo de la Comisión, que será responsable del cumplimiento de las obligaciones de 
comunicación establecidas en la Ley 10/2010, de 28 de abril.

El representante ante el Servicio Ejecutivo de la Comisión deberá recibir formación 
externa adecuada para el ejercicio de sus funciones.

2. El administrador nacional del Registro de derechos de emisión previsto en la 
Ley 1/2005, de 9 de marzo, por la que se regula el régimen de comercio de derechos de 
emisión de gases de efecto invernadero aprobará un manual de procedimientos donde se 
incluirá:

a) La política de admisión de clientes, desarrollada de conformidad con las restricciones 
fijadas en el Reglamento (UE) n.º 389/2013, de la Comisión, de 2 de mayo de 2013, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, por el que se establece el Registro de la Unión de 
conformidad con la Directiva 2003/87/CE del Parlamento Europeo y del Consejo y las 
Decisiones n.º 280/2004/CE y n.º 406/2009/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, por el 
que se derogan los Reglamentos (UE) n.º 920/2010 y n.º 1193/2011, de la Comisión.

b) Una relación de hechos u operaciones que, por su naturaleza, puedan estar 
relacionados con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo, estableciendo su 
periódica revisión.

c) Un procedimiento para la detección de hechos u operaciones sujetos a examen 
especial, con descripción de las herramientas o aplicaciones informáticas implantadas y de 
las alertas establecidas.

d) Un procedimiento estructurado de examen especial que concretará de forma precisa 
las fases del proceso de análisis y las fuentes de información a emplear, formalizando por 
escrito el resultado del examen y las decisiones adoptadas.

Artículo 42.  Fundaciones y asociaciones.
1. Las fundaciones y asociaciones identificarán y comprobarán la identidad de todas las 

personas que reciban a título gratuito fondos o recursos. Cuando la naturaleza del proyecto o 
actividad haga inviable la identificación individualizada o cuando la actividad realizada 
conlleve un escaso riesgo de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo, se 
procederá a la identificación del colectivo de beneficiarios y de las contrapartes o 
colaboradores en dicho proyecto o actividad.

2. Las fundaciones y asociaciones identificarán y comprobarán la identidad de todas las 
personas que aporten a título gratuito fondos o recursos por importe igual o superior a 100 
euros.

3. Sin perjuicio de lo prevenido en el artículo 39 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, y de 
las obligaciones que les resulten aplicables de acuerdo con su normativa específica, las 
fundaciones y asociaciones aplicarán las siguientes medidas:

a) Implementar procedimientos para garantizar la idoneidad de los miembros de los 
órganos de gobierno y de otros puestos de responsabilidad de la entidad.

b) Aplicar procedimientos para asegurar el conocimiento de sus contrapartes, incluyendo 
su adecuada trayectoria profesional y la honorabilidad de las personas responsables de su 
gestión.

c) Aplicar sistemas adecuados, en función del riesgo, de control de la efectiva ejecución 
de sus actividades y de la aplicación de los fondos conforme a lo previsto.

d) Conservar durante un plazo de diez años los documentos o registros que acrediten la 
aplicación de los fondos en los diferentes proyectos.

e) Informar al Servicio Ejecutivo de la Comisión de los hechos que puedan constituir 
indicio o prueba de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo.

f) Colaborar con la Comisión y con sus órganos de apoyo de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 21 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

4. Las Administraciones Públicas o sus organismos dependientes que otorguen 
subvenciones a asociaciones y fundaciones, así como los Protectorados y los organismos 
encargados de la verificación de la constitución de asociaciones mencionados en el artículo 
39 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, comunicarán al Servicio Ejecutivo de la Comisión 
aquellas situaciones que detecten en el ejercicio de sus competencias y que puedan estar 
relacionadas con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo. Dichos 
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organismos informarán razonadamente a la Secretaría de la Comisión cuando detecten 
incumplimientos de las obligaciones establecidas en el artículo 39 de la Ley 10/2010, de 28 
de abril, o de lo dispuesto en este artículo.

Artículo 43.  Medidas de control interno de aplicación al pago de premios en loterías u otros 
juegos de azar.

1. Los sujetos obligados que gestionen, exploten o comercialicen loterías u otros juegos 
de azar establecerán procedimientos adecuados de control interno en relación con las 
operaciones de pago de premios, que en todo caso preverán:

a) Un manual de procedimientos donde se incluirá como mínimo:
1.º La identificación de los ganadores de premios por importe igual o superior a 2.500 

euros, sin perjuicio de lo que, a efectos de identificación de jugadores dispone Ley 13/2011, 
de 27 de mayo, de regulación del juego, y en su normativa de desarrollo y normativas 
equivalentes de las Comunidades Autónomas.

2.º Una relación de operaciones de riesgo, prestando particular atención al cobro 
repetitivo de premios.

3.º Un procedimiento para la detección de hechos u operaciones sujetos a examen 
especial, con descripción de las herramientas o aplicaciones informáticas implantadas y de 
las alertas establecidas.

4.º Un procedimiento estructurado de examen especial que concretará de forma precisa 
las fases del proceso de análisis y las fuentes de información a emplear, formalizando por 
escrito el resultado del examen y las decisiones adoptadas.

b) El nombramiento de un representante ante el Servicio Ejecutivo de la Comisión.
c) Un plan anual de acciones formativas de los empleados.
2. Las medidas de control interno establecidas serán objeto de examen externo en los 

términos del artículo 38.

Artículo 44.  Órganos centralizados de prevención de incorporación obligatoria.
1. Los sujetos obligados a que se refiere el artículo 2.1.n) de la Ley 10/2010 se 

incorporarán a los órganos centralizados de prevención establecidos por sus organizaciones 
colegiales de ámbito nacional.

2. Los órganos centralizados de prevención a que se refiere este artículo ejercerán las 
siguientes funciones:

a) Examinar, por cuenta de los funcionarios incorporados, las operaciones que presenten 
las circunstancias previstas en el artículo 17 de la Ley 10/2010, de 28 de abril. El examen 
podrá realizarse por petición del funcionario incorporado o como consecuencia del análisis 
de índices o bases de datos por el órgano centralizado de prevención. En todo caso, los 
funcionarios colegiados deberán poner en conocimiento del órgano centralizado de 
prevención, tan pronto como tengan conocimiento del mismo, cualquier hecho u operación, 
con independencia de su cuantía, que, por su naturaleza, pueda estar relacionado con el 
blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo.

b) Comunicar, en nombre y por cuenta de los funcionarios incorporados, las operaciones 
a que se refiere el artículo 18 de la Ley 10/2010, de 28 de abril. La comunicación se 
efectuará directamente por el representante del órgano centralizado ante el Servicio 
Ejecutivo de la Comisión, informando al funcionario interviniente. Excepcionalmente, el 
órgano centralizado de prevención podrá abstenerse de informar al funcionario interviniente 
cuando así sea solicitado por el Servicio Ejecutivo de la Comisión o cuando estime que ello 
pudiera poner en riesgo la investigación.

c) Obtener información sobre la titularidad real derivada de los actos en que intervengan 
funcionarios incorporados.

d) Aprobar los procedimientos para la efectiva aplicación de las prohibiciones de operar, 
medidas de bloqueo u otras restricciones o sanciones financieras establecidas por normas 
de derecho comunitario o nacional.
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e) Atender los requerimientos de documentación e información de la Comisión, de sus 
órganos de apoyo, o de cualquier otra autoridad pública o agentes de la Policía Judicial de 
los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado legalmente habilitados.

f) Efectuar análisis de riesgo de la actividad desarrollada por los funcionarios colegiados, 
en función de los tipos de intervinientes, áreas geográficas y operaciones y actualizarlos 
periódicamente.

g) Informar a los funcionarios incorporados sobre tipologías y operaciones de riesgo.
h) Aprobar las medidas de control interno a aplicar por los funcionarios incorporados, que 

habrán de ser ratificadas por el máximo órgano decisor de su respectiva organización 
colegial de ámbito nacional.

i) Supervisar el cumplimiento de los procedimientos de control interno, por parte de los 
funcionarios colegiados. A estos efectos, el máximo órgano decisor de su respectiva 
organización colegial de ámbito nacional aprobará las directrices, frecuencia y contenido de 
las inspecciones o acciones específicas de comprobación que el órgano centralizado llevará 
a cabo de forma coordinada con el resto de las acciones de supervisión y control ordinarias 
desarrolladas conforme a sus normas reguladoras. En todo caso, los resultados específicos 
de la supervisión serán trasladados al Servicio Ejecutivo de la Comisión.

j) Desarrollar acciones formativas de los funcionarios incorporados y de su personal. 
Estas acciones serán objeto de un Plan anual, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 39.

k) Aprobar medidas de corrección de la información grabada por los funcionarios 
colegiados en las bases de datos desde las que se traslada la información a los órganos de 
apoyo de la Comisión por parte del órgano centralizado de prevención, que serán ratificadas 
por la organización colegial de ámbito nacional.

3. Los órganos centralizados podrán requerir de los funcionarios incorporados cualquier 
información o documentación necesaria para el desarrollo de sus funciones.

En el ejercicio de sus funciones de examen y comunicación, los órganos centralizados 
de prevención actuarán con plena autonomía técnica, no pudiendo recabar o recibir 
instrucciones, generales o específicas, de los órganos de la organización colegial a la que se 
encuentren adscritos.

4. Las organizaciones colegiales velarán para que los órganos centralizados de 
prevención cuenten con los medios humanos, materiales y técnicos necesarios para el 
adecuado desempeño de sus funciones.

El Servicio Ejecutivo de la Comisión, sin perjuicio de sus potestades directas de 
supervisión e inspección de los funcionarios colegiados, podrá comprobar la adecuación de 
las medidas de control interno de los órganos centralizados de prevención, así como la 
idoneidad de los medios atribuidos a los mismos.

5. Contra las decisiones de los órganos centralizados de prevención relativas a los 
procedimientos de control interno, los funcionarios colegiados podrán acudir en vía de 
petición ante el Presidente de la Comisión, cuyas resoluciones pondrán fin a la vía 
administrativa.

6. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 32.4 de la Ley 10/2010, los órganos 
centralizados de prevención a los que se refiere este artículo tendrán la condición de 
responsables de los tratamientos que lleven a cabo por propia iniciativa o a requerimiento de 
la Comisión o de sus órganos de apoyo, o de cualquier otra autoridad pública legalmente 
habilitada, con la finalidad de prevención del blanqueo de capitales y la financiación del 
terrorismo.

Igualmente serán responsables de los tratamientos efectuados en el marco de sus 
funciones de análisis de riesgo y de supervisión establecidos en la normativa de prevención 
del blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo, así como de los que se deriven 
directamente del acceso y tratamiento de la información de los datos contenidos en los 
ficheros de los que los propios órganos fueran responsables, tanto en el marco de las 
obligaciones de diligencia debida como en las de examen especial e información 
establecidas en la normativa de prevención del blanqueo de capitales.
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En los supuestos a los que se refiere el apartado anterior, no será de aplicación a la 
actividad de los órganos centralizados de prevención lo dispuesto en el artículo 12 de la Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre.

CAPÍTULO V
Otras disposiciones

Sección 1.ª Medios de pago

Artículo 45.  Intervención de los medios de pago.
1. La omisión de la declaración, cuando ésta sea preceptiva de acuerdo con el artículo 

34 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, o la falta de veracidad de los datos declarados, siempre 
que pueda estimarse como especialmente relevante, determinará la intervención por los 
funcionarios aduaneros o policiales actuantes de la totalidad de los medios de pago hallados, 
salvo el mínimo de supervivencia que pueda determinarse mediante Orden del Ministro de 
Economía y Competitividad.

Igualmente procederá la intervención cuando concurran dudas racionales sobre la 
veracidad de los datos consignados en la declaración.

Los medios de pago intervenidos se ingresarán en la misma moneda o divisa intervenida 
en las cuentas abiertas en el Banco de España a nombre de la Comisión.

El acta de intervención, de la que se dará traslado inmediato al Servicio Ejecutivo de la 
Comisión para su investigación y a la Secretaría de la Comisión para la incoación, en su 
caso, del correspondiente procedimiento sancionador, deberá indicar expresamente si los 
medios de pago intervenidos fueron hallados en lugar o situación que mostrase intención de 
ocultarlos. El acta de intervención tendrá valor probatorio, sin perjuicio de las pruebas que en 
defensa de sus derechos o intereses puedan aportar los interesados.

2. Asimismo, procederá la intervención cuando, no obstante haberse declarado el 
movimiento o no excederse el umbral de declaración, existan indicios o certeza de que los 
medios de pago están relacionados con el blanqueo de capitales o la financiación del 
terrorismo, ingresándose los medios de pago intervenidos en las Cuentas de Depósito y 
Consignaciones Judiciales correspondientes.

Del acta de intervención se dará traslado inmediato al Servicio Ejecutivo de la Comisión 
y a los órganos judiciales competentes para su investigación.

Cuando en el curso de un procedimiento judicial se aprecie incumplimiento de la 
obligación de declaración establecida en el artículo 34 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, el 
juzgado o tribunal lo comunicará a la Secretaría de la Comisión, poniendo a su disposición 
los medios de pago intervenidos no sujetos a responsabilidades penales, procediéndose 
según lo previsto en el apartado precedente.

3. En los casos en que no resulte procedente la intervención de los medios de pago, los 
funcionarios aduaneros o policiales actuantes realizarán diligencias informativas cuando 
estimen que la información pudiera tener relevancia tributaria o policial. Dichas diligencias 
serán asimismo remitidas al Servicio Ejecutivo de la Comisión.

Artículo 46.  Envío postal.
No serán válidas las declaraciones de medios de pago efectuadas cuando correspondan 

a envíos prohibidos en la normativa postal.
Sin perjuicio de las prohibiciones establecidas, procederá la intervención de los medios 

de pago hallados en envíos postales en los supuestos y términos establecidos en el artículo 
45.

Sección 2.ª Sanciones y contramedidas financieras internacionales

Artículo 47.  Autorización de transferencias de fondos.
1. Sin perjuicio de lo que en cada caso establezca el acuerdo del Consejo de Ministros 

de adopción de contramedidas financieras aprobadas en ejercicio de la potestad atribuida 
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por el artículo 42.1 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, o el reglamento de la Unión Europea de 
aplicación, en los supuestos de flujos financieros sometidos a autorización, la solicitud se 
realizará por la entidad financiera que emita o reciba la transferencia de fondos a autorizar. 
En la solicitud de autorización se incluirá, en todo caso, la información relativa al ordenante, 
el beneficiario, las entidades financieras que participan en la transacción y el concepto de la 
misma.

2. La competencia para autorizar las transferencias de fondos sometidas a 
contramedidas corresponderá a la Secretaría General del Tesoro y Política Financiera a 
través de la Subdirección General de Inspección y Control de Movimientos de Capitales.

3. Se denegará la autorización cuando existan medidas de congelación de fondos 
acordadas contra alguna de las personas o entidades intervinientes en la transferencia o 
cuando el objeto de la misma contravenga las prohibiciones establecidas en el acuerdo del 
Consejo de Ministros o Reglamento de la Unión Europea de aplicación.

4. Contra las resoluciones de la Subdirección General de Inspección y Control de 
Movimientos de Capitales podrá interponerse recurso de alzada ante el Secretario General 
del Tesoro y Política Financiera, cuyas resoluciones pondrán fin a la vía administrativa.

5. El procedimiento de autorización deberá resolverse y notificarse en el plazo de seis 
meses desde la solicitud, y se tramitará de conformidad con lo dispuesto en la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 48.  Congelación o bloqueo de fondos o recursos económicos.
1. Se congelarán o bloquearán todos los fondos y recursos económicos cuya propiedad, 

control o tenencia corresponda a personas, entidades u organismos respecto de los cuales 
un reglamento de la Unión Europea o un acuerdo del Consejo de Ministros establezca esta 
medida restrictiva.

2. La Secretaría General del Tesoro y Política Financiera será la autoridad competente 
en España en relación con la ejecución de las medidas de congelación o bloqueo de fondos 
y recursos económicos en los términos previstos en este reglamento.

3. Una vez en vigor el reglamento de la Unión Europea o sea eficaz el acuerdo de 
Consejo de Ministros por el que se establezca la medida de congelación o bloqueo de 
fondos o recursos económicos contra una persona, organismo o entidad, dicha medida de 
congelación se llevará a cabo de forma inmediata por cualquier persona física o jurídica. La 
congelación o bloqueo realizado será inmediatamente comunicado, por escrito, a la 
Secretaría General del Tesoro y Política Financiera, incluyendo en la comunicación todos los 
datos relativos al titular, la cuantía y naturaleza de los fondos o recursos económicos que se 
hubieran congelado o bloqueado y demás circunstancias concurrentes.

Artículo 49.  Liberación de fondos o recursos económicos congelados o bloqueados.
1. La Secretaría General del Tesoro y Política Financiera, a través de la Subdirección 

General de Inspección y Control de Movimientos de Capitales, podrá autorizar la liberación 
de determinados fondos o recursos económicos, congelados o bloqueados, cuando se 
verifiquen las condiciones establecidas en el reglamento de la Unión Europea o en el 
acuerdo del Consejo de Ministros que resulte de aplicación.

2. La solicitud de descongelación o desbloqueo de fondos o recursos económicos se 
realizará, a instancias del titular de los fondos o recursos económicos congelados o 
bloqueados, por la entidad depositaria de aquéllos, quien la remitirá por escrito a la autoridad 
competente.

3. En el escrito de solicitud se hará constar la normativa que se considera aplicable y se 
expondrán las circunstancias que justifican la solicitud. Asimismo, la solicitud se acompañará 
de copia auténtica de cuantos documentos resulten relevantes para su resolución.

4. El procedimiento de liberación de fondos o recursos económicos congelados o 
bloqueados se tramitará de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 30/1992 de 26 de noviembre, 
debiendo notificarse la resolución en el plazo máximo de seis meses desde la solicitud.

5. Contra las resoluciones de la Subdirección General de Inspección y Control de 
Movimientos de Capitales podrá interponerse recurso de alzada ante el Secretario General 
del Tesoro y Política Financiera, cuyas resoluciones pondrán fin a la vía administrativa.
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Sección 3.ª Fichero de titularidades financieras

Artículo 50.  Naturaleza y finalidad del Fichero de Titularidades Financieras.
1. El Fichero de Titularidades Financieras es un fichero de carácter administrativo creado 

con la finalidad de prevenir e impedir el blanqueo de capitales y la financiación del 
terrorismo.

2. La Secretaría de Estado de Economía y Apoyo a la Empresa será responsable del 
Fichero de Titularidades Financieras, actuando el Servicio Ejecutivo de la Comisión como 
encargado del tratamiento por cuenta de aquélla.

Artículo 51.  Declaración por las entidades de crédito.
1. Las entidades de crédito, a través de su representante ante el Servicio Ejecutivo de la 

Comisión, declararán a dicho Servicio la apertura o cancelación de cualesquiera cuentas 
corrientes, cuentas de ahorro, cuentas de valores o depósitos a plazo, con independencia de 
su denominación comercial. Las declaraciones no incluirán las cuentas y depósitos de las 
sucursales o filiales de las entidades de crédito españolas en el extranjero.

La declaración contendrá, en todo caso, los datos identificativos de los titulares, titulares 
reales, en su caso, representantes o autorizados, así como de cualesquiera otras personas 
con poderes de disposición, la fecha de apertura o cancelación, y el tipo de cuenta o 
depósito. Se considerarán datos identificativos el nombre y apellidos o denominación social y 
el tipo y número de documento identificativo. Mediante instrucción del Secretario de Estado 
de Economía y Apoyo a la Empresa, previo informe de la Agencia Española de Protección 
de Datos, se podrán determinar otros datos de identificación que deban ser asimismo 
declarados a fin de la adecuada identificación de intervinientes, cuentas y depósitos.

2. La declaración se realizará mensualmente, bajo el soporte y formato que determine el 
Servicio Ejecutivo de la Comisión, e incluirá la información correspondiente a las aperturas, 
cancelaciones y modificaciones de cuentas y depósitos y las variaciones en los datos de 
intervinientes, registrados en el mes natural inmediatamente anterior. El envío de la 
declaración deberá realizarse dentro de los siete primeros días hábiles del mes natural 
siguiente.

3. Las entidades de crédito declarantes serán responsables de la calidad, integridad y 
veracidad de los datos declarados, aplicando en origen los procedimientos de validación 
necesarios.

En caso de advertir omisiones o errores, el Servicio Ejecutivo de la Comisión, sin 
perjuicio de la responsabilidad exigible, requerirá a las entidades de crédito declarantes para 
que procedan en el plazo máximo de diez días hábiles a la remisión de los datos preceptivos 
omitidos o a la depuración de los datos erróneos declarados. Asimismo, las entidades 
declarantes que detecten errores en la información enviada deberán rectificar los datos 
erróneos por el procedimiento que determine el Servicio Ejecutivo de la Comisión.

4. La declaración se entenderá sin perjuicio del cumplimiento por parte de las entidades 
de crédito de las restantes obligaciones de prevención del blanqueo de capitales y de la 
financiación del terrorismo y, en particular, de la comunicación por indicio prevista en el 
artículo 18 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

Artículo 52.  Consultas y accesos al Fichero de Titularidades Financieras.
1. El Servicio Ejecutivo de la Comisión, como encargado del tratamiento, establecerá los 

procedimientos técnicos de consulta del Fichero de Titularidades Financieras. Los accesos y 
consultas realizadas y los resultados obtenidos se efectuarán por medios telemáticos.

Las solicitudes de datos del Fichero de Titularidades Financieras se efectuarán 
necesariamente a través de los puntos únicos de acceso designados a tal efecto en el 
Consejo General del Poder Judicial, en el Ministerio Fiscal, en las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad del Estado, en el Centro Nacional de Inteligencia y en la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria.

Cada organismo, a través de su punto único de acceso, comprobará la identidad de la 
autoridad o funcionario solicitante, verificará su habilitación legal para realizar la petición de 
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acceso y velará por la pertinencia de las solicitudes, que deberán estar adecuadamente 
motivadas y quedarán bajo la responsabilidad de la autoridad o funcionario solicitante.

En cada punto único de acceso se mantendrá un registro pormenorizado de las 
peticiones realizadas, en el que figurará en todo caso la autoridad o funcionario solicitante y 
la justificación de la petición, en su caso, la identidad de la Autoridad Judicial o Fiscal que ha 
acordado o autorizado la obtención de datos, así como el procedimiento en que ha recaído la 
correspondiente resolución.

Las solicitudes de datos del Fichero de Titularidades Financieras deberán identificar a la 
persona, personas o número de cuenta respecto de las que requiere información, no 
resultando admisibles búsquedas abiertas, genéricas o por aproximación. Mediante 
instrucción del Secretario de Estado de Economía y Apoyo a la Empresa, previo informe de 
la Agencia Española de Protección de Datos, se determinarán los requisitos mínimos de 
información que deberán cumplir las solicitudes.

2. Sin perjuicio de las informaciones que, a petición de las autoridades habilitadas a 
través de sus puntos únicos de acceso, emita respecto de los datos obrantes en el Fichero 
de Titularidades Financieras, el Servicio Ejecutivo de la Comisión podrá asimismo consultar 
los datos del Fichero de Titularidades Financieras en el ejercicio de sus funciones. Los datos 
del Fichero de Titularidades Financieras incorporados en informes de inteligencia estarán 
asimismo sometidos a las previsiones del artículo 46 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

3. El Servicio Ejecutivo de la Comisión llevará un registro de las consultas y accesos 
realizados en el ejercicio de sus funciones y por los puntos únicos de acceso.

Artículo 53.  Protección de datos.
1. El Fichero de Titularidades Financieras quedará sometido a las disposiciones de la 

Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, y su normativa de desarrollo.
Serán aplicables al Fichero de Titularidades Financieras las medidas de seguridad de 

nivel alto establecidas en la normativa de protección de datos de carácter personal.
Serán aplicables al Fichero de Titularidades Financieras las disposiciones contenidas en 

el artículo 32.2 y 3 de la Ley 10/2010, de 28 de abril. No obstante, las entidades de crédito 
deberán informar a los titulares, representantes y autorizados de la cesión de los datos al 
Fichero.

2. Los datos sobre cuentas y depósitos declarados al Fichero de Titularidades 
Financieras se eliminarán transcurridos diez años desde la cancelación de la cuenta 
corriente, cuenta de ahorro, cuenta de valores o depósito a plazo. Los datos relativos a 
intervinientes se eliminarán transcurridos diez años desde la cancelación de la cuenta o 
depósito, o desde que se comunique su baja como titulares, apoderados o representantes.

3. La Agencia Española de Protección de Datos ejercerá respecto del Fichero de 
Titularidades Financieras todas las competencias que le atribuye la normativa en materia de 
protección de datos de carácter personal y, en particular, la potestad de inspección prevista 
en el artículo 40 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre.

Artículo 54.  Contenido de la función del Ministerio Fiscal.
1. El Fiscal General del Estado designará, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 

43.4 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, al miembro del Ministerio Fiscal encargado de velar 
por el uso adecuado del Fichero de Titularidades Financieras. La designación será 
comunicada al Consejo Fiscal.

2. Las funciones del Ministerio Fiscal consistirán en autorizar la relación de puntos únicos 
de acceso a quienes el Servicio Ejecutivo de la Comisión habilitará su conexión al sistema y 
verificar que las consultas o accesos al Fichero de Titularidades Financieras han sido 
realizados por las autoridades o funcionarios autorizados y para los fines establecidos en 
artículo 43 de la Ley 10/2010 de 28 de abril. Esta verificación se realizará en la forma 
prevista en los artículos siguientes.
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Artículo 55.  Verificación de la regularidad de las consultas y accesos por el Ministerio 
Fiscal.

1. El Servicio Ejecutivo de la Comisión mantendrá permanentemente a disposición del 
Fiscal designado el registro de consultas y accesos previsto en el artículo 52.3. Sin perjuicio 
de ello, cuando por cualquier motivo el Servicio Ejecutivo de la Comisión tuviera 
conocimiento de que se ha producido una consulta o acceso irregular al Fichero de 
Titularidades Financieras o se solicite un acceso fuera del cauce previsto en los apartados 
anteriores, dará traslado al Fiscal o, en su caso, al punto único correspondiente.

2. El Fiscal podrá realizar la auditoría de accesos al Fichero de Titularidades Financieras 
cuando lo considere necesario para el control del adecuado uso del mismo, a cuyos efectos 
tendrá acceso inmediato al registro pormenorizado de accesos que debe mantenerse en 
cada punto de acceso según se establece en el artículo 52.1. Asimismo, los puntos de 
acceso deberán facilitar al Fiscal cuanta información y documentación les solicite, por sí o a 
través del Servicio Ejecutivo de la Comisión, para llevar a cabo la auditoría de accesos. En 
todo caso, el Servicio Ejecutivo de la Comisión remitirá semestralmente al Fiscal el listado de 
accesos realizados.

3. Las funciones y controles establecidas en este artículo se entenderán sin menoscabo 
de que la información se encuentre igualmente a disposición de la autoridad competente en 
materia de protección de datos para el ejercicio de las competencias que le atribuye la Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre u otra normativa específica de aplicación en materia 
de protección de datos.

Artículo 56.  Iniciación de actuaciones previas.
1. Si, a la vista de la información remitida por el Servicio Ejecutivo de la Comisión, el 

Fiscal considera que hay indicios de consulta o acceso irregular al Fichero de Titularidades 
Financieras, iniciará actuaciones previas que no podrán exceder el plazo de un año.

2. El Fiscal también podrá iniciar actuaciones previas cuando por cualquier otro medio 
tenga conocimiento de que ha podido producirse una consulta o acceso irregular al Fichero 
de Titularidades Financieras.

3. Las actuaciones previas tendrán por objeto determinar, con la mayor precisión posible, 
los hechos que pudieran justificar la incoación de un procedimiento disciplinario por consulta 
o acceso irregular al fichero, así como identificar la persona que pudiera resultar responsable 
y fijar las circunstancias relevantes que pudieran concurrir en el caso.

4. En la tramitación de las actuaciones previas, el Fiscal podrá requerir el auxilio que 
precise del Servicio Ejecutivo de la Comisión, así como requerir justificación completa de los 
motivos de cualquier consulta o acceso a cualquiera de las autoridades o funcionarios que 
hayan obtenido datos del Fichero de Titularidades Financieras. A estos mismos efectos, 
podrá dirigirse a cualquier organismo en cuyo poder obre información relativa a la consulta o 
acceso investigado para que proporcione la misma.

Artículo 57.  Resultado de las actuaciones previas.
1. Si de las actuaciones previas resultara que la consulta o acceso investigado ha sido 

irregular, el Fiscal remitirá copia de lo actuado al órgano al que corresponda el inicio del 
correspondiente procedimiento disciplinario, salvo que los hechos sean constitutivos de 
delito, en cuyo caso remitirá lo actuado al Ministerio Fiscal u órgano judicial competente. En 
el caso de que se apreciase la existencia de una vulneración de Ley Orgánica 15/1999, de 
13 de diciembre, los hechos serán puestos inmediatamente en conocimiento de la Agencia 
Española de Protección de Datos o la autoridad de protección de datos que resulte 
competente.

2. El órgano competente para exigir responsabilidad disciplinaria al sujeto responsable 
de la consulta o acceso irregular deberá incoar el procedimiento disciplinario 
correspondiente, notificando la resolución que ponga fin al procedimiento al Fiscal, que 
podrá interponer contra la misma recurso contencioso.

3. Si de las actuaciones previas resultara que la consulta o acceso fue regular, el Fiscal 
archivará las mismas.
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Sección 4.ª Sanciones

Artículo 58.  Ejecución de sanciones.
1. La ejecución de las resoluciones sancionadoras firmes corresponderá a la Secretaría 

de la Comisión.
2. La recaudación de las sanciones pecuniarias, corresponderá a las Delegaciones de 

Economía y Hacienda en período voluntario y a la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria en el período ejecutivo.

3. La sanción de amonestación pública, una vez sea firme en vía administrativa, será 
ejecutada en la forma que se establezca en la resolución. En todo caso, será publicada en el 
«Boletín Oficial del Estado» y en la página web de la Comisión, del Servicio Ejecutivo de la 
Comisión y de la Secretaría General del Tesoro y Política Financiera.

Artículo 59.  Ejecución de sanciones por incumplimiento de la obligación de declarar 
prevista en el artículo 34 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

En el caso de los procedimientos por incumplimiento de la obligación de declaración 
establecida en el artículo 34 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, la multa se hará efectiva en 
las cantidades que, en su caso, hubieran sido constituidas en garantía, de conformidad con 
el artículo 61.2 de la Ley 10/2010, de 28 de abril. Cuando la cuantía de la sanción no pueda 
ser totalmente satisfecha por la garantía constituida al efecto, se procederá conforme al 
artículo 58.2 de este reglamento.

Sección 5.ª Protección de datos

Artículo 60.  Utilización de datos y nivel de seguridad en los tratamientos de carácter 
personal.

1. Los datos recogidos por los sujetos obligados para el cumplimiento de las obligaciones 
de diligencia debida establecidas en la Ley 10/2010 de 28 de abril y este reglamento no 
podrán ser utilizados para fines distintos de los relacionados con la prevención del blanqueo 
de capitales y la financiación del terrorismo sin el consentimiento del interesado, salvo que el 
tratamiento de dichos datos sea necesario para la gestión ordinaria de la relación de 
negocios.

2. Los sujetos obligados aplicarán medidas de seguridad de nivel alto a los tratamientos 
llevados a cabo para el cumplimiento de las obligaciones de comunicación a las que se 
refiere el capítulo III de este Reglamento.

3. Será exigible a los tratamientos efectuados en el cumplimiento del deber de diligencia 
debida el nivel de seguridad que corresponda conforme a lo previsto en la normativa vigente 
de protección de datos de carácter personal.

Artículo 61.  Ficheros comunes para el cumplimiento de las obligaciones en materia de 
prevención.

1. Conforme a lo dispuesto en el artículo 33.1 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, cuando 
concurran riesgos extraordinarios identificados mediante los análisis a que se refiere el 
artículo 65.1.e), la Comisión, previo dictamen conforme de la Agencia Española de 
Protección de Datos, podrá autorizar el intercambio de información sobre determinadas 
categorías de operaciones o clientes.

2. Conforme a lo dispuesto en el artículo 33.2 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, cuando 
las operaciones que hayan sido objeto de comunicación por indicio al Servicio Ejecutivo de la 
Comisión y posterior rechazo por el sujeto obligado, por sus características, pudieran ser 
intentadas en forma idéntica o similar ante otro sujeto obligado, la Comisión, previo dictamen 
conforme de la de la Agencia Española de Protección de Datos, podrá autorizar a los sujetos 
obligados el establecimiento, bien directamente o por medio de las asociaciones a la que 
pertenecieran, de ficheros comunes para el intercambio de esta información.

Dichos sistemas deberán cumplir, al menos, los siguientes requisitos:
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a) Sólo podrá incorporarse al fichero información relacionada con operaciones que 
hubieran sido previamente objeto de comunicación por indicio al Servicio Ejecutivo de la 
Comisión, sin que se haya producido su devolución por éste último, cuando, una vez 
rechazadas por el sujeto obligado comunicante, dichas operaciones fueran susceptibles de 
intentarse ante otros sujetos obligados.

b) El tratamiento de los datos contenidos en el fichero únicamente podrá llevarse a cabo 
con la finalidad de prevenir o impedir operaciones relacionadas con el blanqueo de capitales 
o la financiación del terrorismo. En particular, los datos contenidos en el fichero no podrán 
incorporarse a otros sistemas de detección y prevención del fraude que no se encuentren 
relacionados con las materias indicadas.

c) El acceso a los datos contenidos en los ficheros quedará exclusivamente limitado a 
aquéllos sujetos obligados ante los que pudiera reiterarse la operativa a la que se refiera la 
información.

d) Únicamente podrá tener acceso al fichero quienes integren los órganos de control 
interno a los que se refiere el artículo 35 de este reglamento.

En todo caso serán de aplicación a estos ficheros las exenciones y obligaciones a las 
que se refiere el artículo 33.5 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

CAPÍTULO VI
De la organización institucional

Artículo 62.  Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.
1. La Comisión es el órgano competente para la determinación de las políticas 

nacionales de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, y 
ejercerá las funciones que le atribuye el artículo 44.2 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

Dichas políticas, que serán periódicamente actualizadas, serán congruentes con los 
riesgos identificados de blanqueo de capitales y de financiación del terrorismo.

2. La Comisión actuará en Pleno y a través del Comité Permanente y del Comité de 
Inteligencia Financiera.

El Pleno de la Comisión y sus Comités se entenderán válidamente constituidos, en 
primera convocatoria con la presencia del Presidente, el Secretario y de la mitad al menos, 
de sus miembros; y, en segunda convocatoria, con la presencia de un tercio de sus 
miembros, incluidos Presidente y Secretario.

3. La Comisión y sus Comités se reunirán con carácter general dos veces al año, sin 
perjuicio de la posible convocatoria de reuniones adicionales cuando sean procedentes.

Excepcionalmente, por razones de urgencia, la Comisión podrá adoptar sus decisiones 
por procedimiento escrito. El Secretario, por orden del Presidente, dirigirá un escrito a los 
vocales para que, en un plazo no inferior a siete días, manifiesten su conformidad o 
disconformidad con la propuesta de acuerdo sometida a consideración.

4. Sin perjuicio de las peculiaridades previstas en este reglamento, la Comisión se regirá 
por lo dispuesto en la capítulo II, título II de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

Artículo 63.  Pleno de la Comisión.
1. El Pleno de la Comisión estará integrado por los siguientes vocales:
a) El Secretario de Estado de Economía y Apoyo a la Empresa, que ejercerá la 

Presidencia.
b) El Secretario General del Tesoro y Política Financiera.
c) El Fiscal de Sala Jefe de la Fiscalía Antidroga.
d) El Fiscal de Sala Jefe de la Fiscalía contra la Corrupción y la Criminalidad Organizada.
e) El Fiscal de Sala Jefe de la Audiencia Nacional.
f) Un vocal del Consejo General del Poder Judicial designado por su Presidente.
g) El Secretario General del Banco de España.
h) El Director General de Supervisión del Banco de España.
i) El Director General del Servicio Jurídico de la Comisión Nacional del Mercado de 

Valores.

ÁMBITOS DE LA SEGURIDAD NACIONAL: TERRORISMO

§ 9  Reglamento Ley de prevención del blanqueo de capitales y financiación del terrorismo

– 132 –



j) El Director General de Seguros y Fondos de Pensiones.
k) El Director General de Comercio e Inversiones.
l) El Director General de Registros y del Notariado.
m) El Director General de Política Exterior y Asuntos Multilaterales, Globales y de 

Seguridad.
n) El Director de la Agencia Española de Protección de Datos.
ñ) El Director de Gabinete del Secretario de Estado de Seguridad.
o) El Comisario General de Policía Judicial.
p) El General Jefe de Policía Judicial de la Guardia Civil.
q) El Director de Inteligencia del Centro Nacional de Inteligencia.
r) El Director de la Policía Autónoma Vasca – Ertzaintza.
s) El Director General de la Policía de la Generalidad de Cataluña.
t) El Director de la Policía Foral de Navarra.
u) El Director del Departamento de Aduanas e Impuestos Especiales de la Agencia 

Estatal de Administración Tributaria.
v) El Director del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria de la Agencia 

Estatal de Administración Tributaria.
w) El Director del Servicio Ejecutivo de la Comisión.
x) El Subdirector General de Inspección y Control de Movimientos de Capitales 

dependiente de la Secretaría General del Tesoro y Política Financiera.
2. La condición de vocal de la Comisión es personal y no delegable. No obstante, en 

caso de imposibilidad, podrá asistir al Pleno de la Comisión, con voz pero sin voto, un 
representante con rango, al menos, de Subdirector General de la institución a la que 
pertenezca el vocal.

Artículo 64.  Comité Permanente de la Comisión.
1. El Comité Permanente de la Comisión ejercerá las siguientes funciones:
a) Orientar la actuación del Servicio Ejecutivo de la Comisión y aprobar su estructura 

organizativa y directrices de funcionamiento.
b) Aprobar, a propuesta del Servicio Ejecutivo de la Comisión y, en caso de convenio, de 

los órganos de supervisión de las entidades financieras, el Plan Anual de Inspección de los 
sujetos obligados, que tendrá carácter reservado.

c) Formular requerimientos a los sujetos obligados relativos al cumplimiento de las 
obligaciones establecidas por la Ley 10/2010, de 28 de abril.

d) Incoar y, en su caso, sobreseer los procedimientos sancionadores a que hubiere lugar 
por la comisión de infracciones previstas en la Ley 10/2010, de 28 de abril, a propuesta de la 
Secretaría de la Comisión. Se exceptúan los procedimientos sancionadores por 
incumplimiento de la obligación de declaración de movimientos de medios de pago cuya 
incoación y, en su caso, sobreseimiento, corresponderá a la Secretaría de la Comisión.

e) Elevar al Pleno de la Comisión, a propuesta de la Secretaría de la Comisión, 
propuesta de resolución de los procedimientos sancionadores por infracciones graves y muy 
graves previstas en la Ley 10/2010, de 28 de abril, con excepción de los relativos al 
incumplimiento de la obligación de declaración de movimientos de medios de pago. Cuando 
la propuesta a elevar al Pleno de la Comisión altere la calificación jurídica determinada en 
fase de instrucción, se dará audiencia al interesado para que realice las alegaciones que a 
su derecho convengan. El Pleno de la Comisión, vista la propuesta de resolución elevada 
por el Comité Permanente, propondrá lo que resulte procedente al Ministro de Economía y 
Competitividad.

2. El Comité Permanente de la Comisión estará integrado por los siguientes vocales:
a) El Secretario General del Tesoro y Política Financiera, que ejercerá la Presidencia.
b) Un representante del Banco de España.
c) Un representante de la Comisión Nacional del Mercado de Valores.
d) Un representante de la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones.
e) Un representante de la Secretaría de Estado de Seguridad.
f) Un representante de la Dirección General de la Policía.
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g) Un representante de la Dirección General de la Guardia Civil.
h) Un representante del Departamento de Aduanas e Impuestos Especiales de la 

Agencia Estatal de Administración Tributaria.
i) Un representante del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria de la 

Agencia Estatal de Administración Tributaria.
j) Un representante de la Fiscalía Antidroga.
k) El Director del Servicio Ejecutivo de la Comisión.
l) El Subdirector General de Inspección y Control de Movimientos de Capitales 

dependiente de la Secretaría General del Tesoro y Política Financiera.
La condición de miembro del Comité Permanente no requiere de la previa condición de 

miembro del Pleno de la Comisión. Los representantes designados por las diferentes 
instituciones o sus suplentes, deberán tener rango, al menos, de Subdirector General o 
equivalente.

Artículo 65.  Comité de Inteligencia Financiera.
1. Se crea el Comité de Inteligencia Financiera que, con carácter general, impulsará la 

actividad de análisis e inteligencia financieros del Servicio Ejecutivo de la Comisión y será 
responsable del análisis de riesgo nacional en materia de blanqueo de capitales y de la 
financiación del terrorismo. En particular, el Comité de Inteligencia Financiera ejercerá las 
siguientes funciones:

a) Aprobar, a propuesta del Servicio Ejecutivo de la Comisión, los criterios generales de 
difusión de los informes de inteligencia financiera.

b) Facilitar la retroalimentación al Servicio Ejecutivo de la Comisión de las instituciones 
receptoras sobre los informes de inteligencia financiera.

c) Establecer, a propuesta del Servicio Ejecutivo de la Comisión, un procedimiento de 
valoración por las instituciones receptoras de los informes de inteligencia financiera.

d) Aprobar, a propuesta del Servicio Ejecutivo de la Comisión, orientaciones y directrices 
generales en materia de análisis e inteligencia financieros.

e) Coordinar las acciones de análisis de riesgos en materia de blanqueo de capitales y 
financiación del terrorismo, velando para que dichos análisis se mantengan actualizados y 
relevantes y los recursos sean utilizados de forma eficiente para mitigar los riesgos 
identificados. Con este fin, el Comité de Inteligencia Financiera podrá realizar 
recomendaciones al Servicio Ejecutivo de la Comisión sobre el Plan Anual de Inspección de 
los sujetos obligados.

f) Establecer los mecanismos adecuados para proporcionar información sobre los 
riesgos identificados a las autoridades competentes y a los sujetos obligados, directamente o 
por medio de sus asociaciones profesionales. Esta información será incorporada por los 
sujetos obligados a los análisis de riesgo a que se refiere el artículo 32.

g) Proponer a la Comisión la adopción de medidas de mitigación de los riesgos 
identificados.

h) Realizar estudios de tipologías en materia de blanqueo de capitales y financiación del 
terrorismo, apoyándose en el análisis estratégico que realice el Servicio Ejecutivo de la 
Comisión.

i) Aprobar, a propuesta del Servicio Ejecutivo de la Comisión, orientaciones y directrices 
a los sujetos obligados en materia de comunicación de operaciones por indicio.

j) Orientar e instruir la actuación del Grupo de Trabajo de Control de Efectivo o de otros 
grupos cuya creación pueda ser decidida por el Comité de Inteligencia Financiera.

2. El Comité de Inteligencia Financiera estará integrado por los siguientes vocales:
a) El Secretario General del Tesoro y Política Financiera, que ejercerá la Presidencia.
b) Un representante de la Fiscalía Antidroga.
c) Un representante de la Fiscalía contra la Corrupción y la Criminalidad Organizada.
d) Un representante de la Fiscalía de la Audiencia Nacional.
e) Un representante del Banco de España.
f) Un representante de la Dirección General de la Policía.
g) Un representante de la Dirección General de la Guardia Civil.
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h) Un representante del Departamento de Aduanas e Impuestos Especiales de la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria.

i) Un representante del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria de la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria.

j) Un representante del Centro Nacional de Inteligencia.
k) Un representante del Centro de Inteligencia contra el Crimen Organizado.
l) El Director del Servicio Ejecutivo de la Comisión.
m) El Subdirector General de Inspección y Control de Movimientos de Capitales 

dependiente de la Secretaría General del Tesoro y Política Financiera.
La condición de miembro del Comité de Inteligencia Financiera no requiere de la previa 

condición de miembro del Pleno de la Comisión. Los representantes designados por las 
diferentes instituciones o sus suplentes deberán tener rango, al menos, de Subdirector 
General o equivalente.

3. El Director del Servicio Ejecutivo de la Comisión informará en las reuniones del Comité 
de Inteligencia Financiera de las tendencias en materia de comunicación de operativa 
sospechosa, la evolución del número y calidad de las comunicaciones y de la detección de 
cualesquiera patrones de riesgo de blanqueo de capitales y financiación del terrorismo 
identificados en el ejercicio de su actividad.

4. A las reuniones del Comité de Inteligencia Financiera podrán asistir otros expertos, 
con voz pero sin voto, cuando el Presidente lo juzgue preciso a la vista de los asuntos 
incluidos en el correspondiente orden del día.

Artículo 66.  Secretaría de la Comisión.
1. La Secretaría de la Comisión será desempeñada por la Subdirección General de 

Inspección y Control de Movimientos de Capitales de la Secretaría General del Tesoro y 
Política Financiera, ostentando su titular, con carácter nato, la condición de Secretario y 
Vocal de la Comisión y de sus Comités.

2. La Secretaría de la Comisión ejercerá las siguientes funciones:
a) Acordar la realización de actuaciones previas a la incoación de procedimientos 

sancionadores por la comisión de infracciones previstas en la Ley 10/2010, de 28 de abril.
b) Proponer al Comité Permanente la incoación y el sobreseimiento de los 

procedimientos sancionadores a que hubiere lugar por la comisión de infracciones previstas 
en la Ley 10/2010, de 28 de abril, con excepción de los procedimientos sancionadores por 
incumplimiento de la obligación de declaración de movimientos de medios de pago.

c) Incoar y sobreseer los procedimientos sancionadores por incumplimiento de la 
obligación de declaración de movimientos de medios de pago establecida en el artículo 34 
de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

d) Instruir los procedimientos sancionadores por infracciones previstas en la 
Ley 10/2010, de 28 de abril.

e) Elevar al Comité Permanente de la Comisión la propuesta de resolución de los 
procedimientos sancionadores a que hubiere lugar por la comisión de infracciones graves y 
muy graves previstas en la Ley 10/2010, de 28 de abril, con excepción de los procedimientos 
sancionadores por incumplimiento de la obligación de declaración de movimientos de medios 
de pago.

f) Elevar al Secretario General del Tesoro y Política Financiera la propuesta de resolución 
de los procedimientos sancionadores a que hubiere lugar por la comisión de infracciones 
leves previstas en la Ley 10/2010, de 28 de abril, y por incumplimiento de la obligación de 
declaración de movimientos de medios de pago establecida en el artículo 34 de la Ley 
10/2010, de 28 de abril.

g) Coordinar la participación española en los foros internacionales contra el blanqueo de 
capitales y la financiación del terrorismo.

h) Elaborar los proyectos de normas en materia de prevención del blanqueo de capitales 
y de la financiación del terrorismo.

3. La Secretaría de la Comisión ejercerá, asimismo, las competencias atribuidas en 
materia de transacciones económicas con el exterior y sanciones financieras internacionales, 
pudiendo acordar las actuaciones inspectoras que resulten procedentes.
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Artículo 67.  Servicio Ejecutivo de la Comisión.
1. El Servicio Ejecutivo de la Comisión es la Unidad de Inteligencia Financiera española, 

siendo único en todo el territorio nacional.
El Servicio Ejecutivo de la Comisión es, asimismo, autoridad supervisora en materia de 

prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo y ejecución de las 
sanciones y contramedidas financieras a las que se refiere el artículo 42 de la Ley 10/2010, 
de 28 de abril. Sin perjuicio de ello, los órganos supervisores de las entidades financieras 
podrán celebrar con la Comisión, los convenios en materia de supervisión a los que se 
refiere el artículo 44.2.m) de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

2. En el ejercicio de su función supervisora y tras la realización del informe de inspección 
al que se refiere el artículo 47.3 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, el Servicio Ejecutivo de la 
Comisión o los órganos supervisores a los que se refiere el artículo 44 de la misma remitirán 
al sujeto obligado un escrito de conclusiones de la inspección, incluyendo recomendaciones 
relativas a la adecuación de las medidas de control interno establecidas por el sujeto 
obligado para dar cumplimiento a las obligaciones contenidas en la Ley 10/2010, de 28 de 
abril, y su normativa de desarrollo. A la vista de las recomendaciones realizadas, los sujetos 
obligados elaborarán un plan de acción a los efectos de incorporar su contenido, señalando 
los plazos de implementación y aplicación de cada una de las medidas.

3. Sin perjuicio, en su caso, de la incoación de procedimiento administrativo sancionador, 
el Servicio Ejecutivo de la Comisión o los órganos supervisores a los que se refiere el 
artículo 44 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, podrán proponer al Comité Permanente la 
adopción de requerimientos por los que se exigirá la adopción de determinadas medidas 
imprescindibles para el correcto cumplimiento de las obligaciones contenidas en la Ley 
10/2010, de 28 de abril, o en sus normas de desarrollo. El requerimiento estará sometido a 
un plazo para su adecuado atendimiento, transcurrido el cual, y en caso de no haberse 
adoptado las medidas exigidas, el órgano competente incoará expediente sancionador de 
acuerdo con lo establecido en los artículos 51.1.e) y 52.1.w) de la Ley 10/2010, de 28 de 
abril.

4. El Servicio Ejecutivo de la Comisión remitirá, utilizando canales protegidos, seguros y 
exclusivos el correspondiente informe de inteligencia financiera a los órganos de 
investigación competentes cuando aprecie la existencia de indicios o certeza de blanqueo de 
capitales o de financiación del terrorismo. Asimismo, el Servicio Ejecutivo de la Comisión 
podrá trasladar a la Agencia Estatal de Administración Tributaria aquellos informes en los 
que se aprecie la existencia de información con trascendencia tributaria y atenderá las 
peticiones de información de las autoridades legalmente habilitadas.

En el ejercicio de sus funciones de análisis e inteligencia financieros, el Servicio 
Ejecutivo de la Comisión, sin perjuicio de aplicar las directrices y orientaciones de carácter 
general de la Comisión y de sus Comités, actuará con autonomía e independencia 
operativas. En particular, el Servicio Ejecutivo de la Comisión no podrá recabar o recibir 
instrucciones de ningún órgano respecto del análisis y diseminación de casos concretos, que 
se realizará con criterios estrictamente técnicos.

5. Sin perjuicio de su actividad de análisis operativo, el Servicio Ejecutivo de la Comisión 
realizará funciones de análisis estratégico con objeto de identificar patrones, tendencias y 
tipologías, de los que informará al Comité de Inteligencia Financiera, que determinará 
posibles amenazas y vulnerabilidades en un análisis de riesgo que informará las políticas en 
materia de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo a que se 
refiere el artículo 62.1.

6. La información recibida, procesada, mantenida o difundida por el Servicio Ejecutivo de 
la Comisión deberá ser adecuadamente protegida. En particular, se establecerán políticas 
que garanticen la seguridad y confidencialidad de dicha información, incluyendo 
procedimientos adecuados de manejo, archivo, difusión, protección y acceso.

7. El Director del Servicio Ejecutivo de la Comisión ejercerá la dirección de todo el 
personal que preste sus servicios en dicho Servicio, independientemente del sistema de 
adscripción o dependencia orgánica.

Una vez nombrado de conformidad con lo dispuesto en el artículo 44.2.d) de la 
Ley 10/2010, de 28 de abril, el Director percibirá sus retribuciones, que serán fijadas por la 
Comisión, con cargo al presupuesto del Servicio Ejecutivo de la Comisión a que se refiere el 
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artículo 45.3, párrafo cuarto de la Ley 10/2010, de 28 de abril. En aquellos casos en que el 
Director del Servicio Ejecutivo de la Comisión sea un empleado del Banco de España, se 
aplicará el régimen previsto en el artículo 45.3, párrafo tercero de la Ley 10/2010, de 28 de 
abril.

Asimismo, percibirá sus retribuciones con cargo al presupuesto del Servicio Ejecutivo de 
la Comisión, quedando vinculado al mismo por una relación de derecho laboral, el personal 
que se contrate por el Servicio Ejecutivo de la Comisión. Los procedimientos de contratación, 
que exigirán la previa autorización de la Comisión, tendrán carácter competitivo y se basarán 
en los principios de mérito y capacidad.

El Banco de España, a propuesta de la Comisión, podrá destinar al Servicio Ejecutivo de 
la Comisión a los empleados que se estimen necesarios para el ejercicio de las funciones 
encomendadas al mismo. Los empleados del Banco de España destinados en el Servicio 
Ejecutivo de la Comisión mantendrán su relación laboral con el Banco de España, rigiéndose 
por su normativa específica.

Artículo 68.  Unidades policiales adscritas al Servicio Ejecutivo de la Comisión.
1. Quedarán adscritas al Servicio Ejecutivo de la Comisión las siguientes unidades 

policiales:
a) La Brigada Central de Inteligencia Financiera del Cuerpo Nacional de Policía.
b) La Unidad de Investigación de la Guardia Civil.
2. Las unidades policiales adscritas, bajo la dependencia funcional de la Dirección del 

Servicio Ejecutivo de la Comisión, colaborarán en el desarrollo de las funciones de análisis e 
inteligencia financieros atribuidas al Servicio Ejecutivo de la Comisión por el artículo 46 de la 
Ley 10/2010, de 28 de abril.

En el ejercicio de las funciones de Policía Judicial, las unidades policiales adscritas se 
regirán por lo establecido en el artículo 31.1 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.

3. El Ministerio del Interior, a propuesta de la Comisión, destinará a las unidades 
policiales adscritas al Servicio Ejecutivo de la Comisión a los funcionarios del Cuerpo 
Nacional de Policía y de la Guardia Civil que se estimen necesarios para el ejercicio de las 
funciones encomendadas a dichas unidades.

Artículo 69.  Unidad de la Agencia Estatal de Administración Tributaria.
1. La Agencia Estatal de Administración Tributaria, en el marco de sus normas de 

estructura orgánica, adscribirá al Servicio Ejecutivo de la Comisión una Unidad que, bajo la 
dirección funcional de la Dirección del Servicio Ejecutivo, colaborará en el desarrollo de las 
funciones de análisis e inteligencia financieros atribuidas a dicho Servicio, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 46 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

2. La Agencia Estatal de Administración Tributaria, a propuesta de la Comisión, destinará 
a dicha Unidad a los funcionarios que se estimen necesarios para el ejercicio de las 
funciones encomendadas a la misma.
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§ 10

Real Decreto 609/2023, de 11 de julio, por el que se crea el Registro 
Central de Titularidades Reales y se aprueba su Reglamento

Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática
«BOE» núm. 165, de 12 de julio de 2023
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2023-16159

Este real decreto tiene por objeto el necesario desarrollo de lo previsto en las 
disposiciones adicionales tercera y cuarta de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención 
del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, en la redacción dada a la 
misma por el Real Decreto-ley 7/2021, de 27 de abril, de transposición de directivas de la 
Unión Europea en las materias de competencia, prevención del blanqueo de capitales, 
entidades de crédito, telecomunicaciones, medidas tributarias, prevención y reparación de 
daños medioambientales, desplazamiento de trabajadores en la prestación de servicios 
transnacionales y defensa de los consumidores.

Este real decreto trae causa originaria de los artículos 30 y 31 de la Directiva (UE) 
2015/849 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de mayo de 2015, relativa a la 
prevención de la utilización del sistema financiero para el blanqueo de capitales o la 
financiación del terrorismo, y por la que se modifica el Reglamento (UE) n.º 648/2012 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, y se derogan la Directiva 2005/60/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo y la Directiva 2006/70/CE de la Comisión (IV Directiva), en la 
redacción dada a dichos preceptos por la Directiva (UE) 2018/843 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 30 de mayo de 2018, por la que se modifica la Directiva (UE) 2015/849 
relativa a la prevención de la utilización del sistema financiero para el blanqueo de capitales 
o la financiación del terrorismo, y por la que se modifican las Directivas 2009/138/CE y 
2013/36/UE (V Directiva). Y mediante el citado Real Decreto-ley 7/2021, de 27 de abril, 
fueron objeto de transposición al ordenamiento jurídico interno, entre otras, la Directiva (UE) 
2018/843 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo de 2018.

Según la disposición adicional tercera de la Ley 10/2010, de 28 de abril, «mediante real 
decreto se creará en el Ministerio de Justicia el Registro de Titularidades Reales, registro 
central y único en todo el territorio nacional, que contendrá la información a la que se refieren 
los artículos 4, 4 bis y 4 ter (de la Ley 10/2010, de 28 de abril), relativa a todas las personas 
jurídicas españolas y las entidades o estructuras sin personalidad jurídica que tengan la 
sede de su dirección efectiva o su principal actividad en España, o que estén administradas 
o gestionadas por personas físicas o jurídicas residentes o establecidas en España […] En el 
registro se incluirán también los datos de las entidades o estructuras sin personalidad 
jurídica que, no estando gestionadas o administradas desde España u otro Estado de la 
Unión Europea, y no estando registradas por otro Estado de la Unión Europea, pretendan 
establecer relaciones de negocio, realizar operaciones ocasionales o adquirir bienes 
inmuebles en España».
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Asimismo, mediante esta norma se desarrolla la disposición adicional cuarta de la citada 
Ley 10/2010, de 28 de abril, que regula el acceso al registro.

Todo ello, en virtud de las facultades de desarrollo reglamentario reconocidas al 
Gobierno en la disposición final quinta de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

Dado que conforme a la disposición final octava del Real Decreto-ley 7/2021, de 27 de 
abril, las citadas disposiciones adicionales tercera y cuarta no entrarán en vigor hasta que se 
apruebe este desarrollo reglamentario, resulta necesario aprobar este real decreto para 
completar la trasposición de la Directiva (UE) 2018/843 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 30 de mayo de 2018.

Con este real decreto se pretende así regular la obtención de información sobre la 
titularidad real, directa o indirecta, de las entidades jurídicas creando el Registro Central de 
Titularidades Reales, un registro que centralizará la información de titularidad real disponible 
actualmente en diversas fuentes, además de aquella que se le proporcione directamente, y 
que permitirá ayudar a combatir de manera eficaz y eficiente el blanqueo de capitales y la 
financiación de terrorismo mediante el acceso a la información sobre la titularidad real por 
autoridades, sujetos obligados y particulares, en este último caso siempre que puedan 
demostrar un interés legítimo, y, con este mismo fin, articular la interconexión de la 
información sobre titularidades reales a nivel europeo. A este respecto cabe destacar que 
con fecha 22 de noviembre de 2022 el Tribunal de Justicia de la Unión Europea (Gran Sala) 
ha dictado sentencia en que se declara que el artículo 1, punto 15, letra c), de la Directiva 
(UE) 2018/843 es inválido en la medida en que modificó el artículo 30, apartado 5, párrafo 
primero, letra c), de la Directiva (UE) 2015/849, en el sentido de que este último establece, 
en su así versión modificada, que los Estados miembros deberán garantizar que la 
información sobre la titularidad real de las sociedades y otras entidades jurídicas constituidas 
en su territorio esté en todos los casos a disposición de cualquier miembro del público en 
general; en consecuencia, la redacción original de la Directiva (UE) 2015/849 en este 
aspecto es la actualmente vigente, lo que ha sido tenido en cuenta en la redacción de este 
real decreto; por tanto, actualmente el acceso a la información relativa a la titularidad real de 
las entidades por personas u organizaciones distintas a autoridades y sujetos obligados está 
previsto para aquellas que puedan demostrar un interés legítimo en su conocimiento. A este 
respecto, la propia sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea señala que tanto la 
prensa como las organizaciones de la sociedad civil que presentan relación con la 
prevención y la lucha contra el blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo tienen 
interés legítimo en acceder a la información sobre la titularidad real. Cabe destacar que, 
mediante Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio, por el que se adoptan y prorrogan 
determinadas medidas de respuesta a las consecuencias económicas y sociales de la 
Guerra de Ucrania, de apoyo a la reconstrucción de la isla de La Palma y a otras situaciones 
de vulnerabilidad; de transposición de Directivas de la Unión Europea en materia de 
modificaciones estructurales de sociedades mercantiles y conciliación de la vida familiar y la 
vida profesional de los progenitores y los cuidadores; y de ejecución y cumplimiento del 
Derecho de la Unión Europea, se ha modificado la disposición adicional cuarta de la Ley 
10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del 
terrorismo, que regulan el acceso y uso del Registro de Titularidades Reales, con el objetivo 
de adecuar nuestro ordenamiento jurídico a la citada sentencia.

Teniendo en cuenta la naturaleza electrónica del Registro Central de Titularidades 
Reales, y que la inclusión en el mismo de una persona física deriva de ostentar la titularidad 
real de personas jurídicas o fideicomisos como el trust y otros instrumentos jurídicos 
análogos, por lo que cuenta necesariamente con la capacidad económica y técnica precisa 
para relacionarse con las Administraciones por medios electrónicos, y que la persona física 
que pueda tener interés en acceder a la información del Registro contará con la capacidad 
económica precisa para relacionarse con las Administraciones por medios electrónicos, 
mediante el presente real decreto se establece la obligación de toda persona física de 
relacionarse electrónicamente con el Registro en virtud del artículo 14.3 de la Ley 39/2015, 
de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

Este real decreto es coherente con los principios de buena regulación establecidos en el 
artículo 129 de la citada Ley 39/2015, de 1 de octubre. De lo expuesto en los párrafos 
anteriores se pone de manifiesto el cumplimiento de los principios de necesidad, eficacia y 
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eficiencia, puesto que se persigue un interés general al crear el Registro Central de 
Titularidades Reales y aprobar su reglamento de funcionamiento, destinados 
fundamentalmente a la prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del 
terrorismo. Asimismo, cumple con el principio de proporcionalidad, al recoger la regulación 
imprescindible para atender las necesidades que se busca cubrir. Igualmente, la norma se 
ajusta al principio de seguridad jurídica, pues resulta plenamente coherente con el resto del 
ordenamiento jurídico y aporta certidumbre, objetividad y transparencia. En cuanto al 
principio de transparencia, se ha realizado en relación con esta norma tanto el trámite de 
consulta pública, como el trámite de audiencia e información públicas.

En la tramitación de este real decreto se ha solicitado informe a la Agencia Española de 
Protección de Datos, al Ministerio del Interior, al Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital, a la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e 
Infracciones Monetarias, al Colegio de Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de 
Bienes Muebles de España, al Consejo General del Notariado, al Consejo General del Poder 
Judicial, y a las comunidades autónomas en lo relativo a las fundaciones y asociaciones de 
ámbito autonómico.

En su virtud, a propuesta de las Ministras de Justicia y de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital, con la aprobación previa de la Ministra de Hacienda y Función 
Pública, de acuerdo con el Consejo de Estado, y previa deliberación del Consejo de 
Ministros en su reunión del día 11 de julio de 2023,

DISPONGO:

Artículo único.  Creación del Registro Central de Titularidades Reales y aprobación de su 
reglamento.

Se crea el Registro Central de Titularidades Reales, registro central único en todo el 
territorio nacional, y se aprueba su reglamento de funcionamiento, cuyo texto se incluye a 
continuación.

Disposición adicional primera.  Incorporación de datos históricos.
El Ministerio de Justicia incorporará al Registro Central de Titularidades Reales los datos 

de carácter histórico existentes sobre las personas jurídicas o entidades o estructuras sin 
personalidad jurídica como los fideicomisos tipo trust y entidades o estructuras sin 
personalidad jurídica análogas a los trust a medida que se obtenga la información de las 
otras bases de datos que se centralizan en este Registro conforme a su reglamento, en los 
términos previstos en la disposición adicional tercera de este real decreto.

Disposición adicional segunda.  Incumplimiento de la obligación de identificación e 
información al Registro Central de Titularidades Reales.

El incumplimiento de la obligación de identificación e información al Registro Central de 
Titularidades Reales, sea por falta de identificación en la hoja de titularidad real o por falta de 
constancia de la hoja de titularidad real por omisión en el depósito de las cuentas anuales 
cuando se trate de entidades legalmente obligadas a ello, determinará el cierre registral 
previsto en el artículo 378 del Reglamento del Registro Mercantil.

Disposición adicional tercera.  Traspaso de datos entre el Registro Central de 
Titularidades Reales y los distintos registros de personas jurídicas.

1. Los distintos registros con competencia en materia de recogida de datos de titulares 
reales o bases de datos, de manera coordinada con el Registro Central de Titularidades 
Reales, deberán adoptar las actuaciones tecnológicas necesarias para, en un plazo máximo 
de nueve meses a contar de su entrada en vigor, haber realizado un primer envío total o 
tener a disposición del Registro Central la totalidad de los datos sobre titulares reales 
incluidos en sus bases de datos, que serán los previstos en los artículos 4, 4 bis y 4 ter de la 
Ley 10/2010, de 28 de abril, y en el artículo 4 del reglamento. A partir del primer envío, 
deberán realizarse actualizaciones de manera diaria, de las altas y variaciones que se hayan 
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producido, desde ese primer envío o posteriores actualizaciones, en las bases de datos de 
titulares reales de su competencia.

Para facilitar el cumplimiento de esta disposición, se habilita al Colegio de Registradores 
de la Propiedad y Mercantiles de España, al Registro de Fundaciones de competencia 
estatal, y al Consejo General del Notariado, así como al resto de Registros mencionados en 
el artículo 1.3 del Reglamento del Registro Central de Titularidades Reales, para proceder a 
realizar conexiones y trasvase de datos con el Registro Central de Titularidades Reales 
desde la publicación de este real decreto en el «Boletín Oficial del Estado».

2. Estas actuaciones de traspaso de datos se realizan en cumplimiento de la obligación 
legal prevista en la disposición adicional tercera, apartado 4 de la Ley 10/2010, de 28 de 
abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, por lo que 
para la misma no será necesario acuerdo específico al respecto, ni consentimiento de la 
persona interesada.

3. En caso de que los datos de titularidad real que suministren los distintos registros con 
competencia en materia de recogida de datos de titulares reales o bases de datos no sean 
todos los previstos en el Reglamento los mismos deberán ser completados por los sujetos 
que tienen la obligación de comunicar los datos o sus órganos de gestión si son personas 
jurídicas. A estos efectos deberán hacer una primera declaración complementaria por 
medios electrónicos al Registro Central de Titularidades Reales en el plazo de dos meses 
desde la entrada en vigor de este real decreto.

4. Tratándose de sociedades mercantiles la hoja para la declaración de identificación de 
la titularidad real que se haga con ocasión del depósito de cuentas se ajustará a los campos 
necesarios para el suministro de datos a que se refiere el Reglamento. Igualmente, cuando 
se produzcan cambios en la titularidad real, deberá presentarse en el Registro Mercantil 
correspondiente por los administradores nueva declaración de identificación de la titularidad 
real en el plazo máximo de diez días a contar desde el siguiente a que tenga conocimiento 
del cambio, con objeto de garantizar que la información que envía el Registro Mercantil al 
Registro Central de Titularidades Reales sea adecuada, precisa y actualizada.

Disposición transitoria única.  Forma de proceder hasta el primer volcado de datos.
1. En tanto no se complete en el Registro Central de Titularidades Reales el primer envío 

total de datos o puesta a disposición de la información de los distintos registros con 
competencia en la inscripción de personas jurídicas o bases de datos, las autoridades 
citadas en el Reglamento, así como los sujetos obligados y las personas u organizaciones 
distintas a las anteriores, en este último caso siempre que puedan demostrar un interés 
legítimo, podrán obtener información de los titulares reales acudiendo a dichos registros y 
bases de datos conforme a su normativa específica. Aquella circunstancia será publicitada 
mediante la oportuna resolución de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
que se publicará anualmente en el «Boletín Oficial del Estado».

2. En tanto no se apruebe el importe de la tasa del registro, los sujetos obligados y las 
personas u organizaciones con interés legítimo podrán acceder gratuitamente al mismo.

3. Los fideicomisos tipo trust y entidades o estructuras sin personalidad jurídica análogas 
a los trust deberán realizar, en el plazo de dos meses desde la entrada en vigor de este real 
decreto, una primera declaración por medios electrónicos al Registro Central de Titularidades 
Reales de la información relacionada en el artículo 4 ter de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, así como la 
establecida en el reglamento.

4. De cara a la puesta en marcha del Registro Central de Titularidades Reales, mediante 
resolución de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública se podrá aprobar un 
nuevo modelo de hoja para la declaración de titularidad real, que se deberá presentar en el 
Registro Mercantil adicionalmente al que se presente en el momento del depósito de 
cuentas.
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Disposición final primera.  Modificación del Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 de abril, 
de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, aprobado por 
Real Decreto 304/2014, de 5 mayo.

El artículo 9.6 del Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del 
blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, aprobado por Real Decreto 
304/2014, de 5 de mayo, queda redactado como sigue:

«6. Para el cumplimiento de la obligación de identificación y comprobación de la 
identidad de la persona titular real establecida en este artículo, los sujetos obligados 
deberán acceder a la información que consta al respecto en el Registro Central de 
Titularidades Reales, sin perjuicio de que a estos exclusivos efectos puedan realizar 
consultas adicionales a la base de datos de titularidad real del Consejo General del 
Notariado o a otros registros que puedan recoger la información de titularidad real de 
las personas jurídicas o entidades inscritas.»

Disposición final segunda.  Título competencial.
Este real decreto se dicta en virtud de las competencias que atribuye al Estado el artículo 

149.1.6.ª y 8.ª de la Constitución Española, en materia de legislación mercantil y de 
ordenación de los registros e instrumentos públicos.

De las competencias enunciadas se exceptúa la disposición final primera, por la que se 
modifica el artículo 9.6 del Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del 
blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, aprobado por Real Decreto 
304/2014, de 5 de mayo, al que se aplicarán los títulos competenciales que en el mismo se 
expresan.

Disposición final tercera.  Incorporación del derecho de la Unión Europea.
Este real decreto completa la incorporación al derecho español de la Directiva (UE) 

2018/843 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo de 2018, por la que se 
modifica la Directiva (UE) 2015/849 relativa a la prevención de la utilización del sistema 
financiero para el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo, y por la que se 
modifican las Directivas 2009/138/CE y 2013/36/UE, y recoge en la normativa nacional lo 
declarado en la sentencia dictada por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, en asuntos 
acumulados C 37/20 y C 601/20, en relación con la Directiva (UE) 2018/843 del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 30 de mayo de 2018 por la que se modifica la Directiva (UE) 
2015/849 relativa a la prevención de la utilización del sistema financiero para el blanqueo de 
capitales o la financiación del terrorismo, y por la que se modifican las Directivas 
2009/138/CE y 2013/36/UE.

Disposición final cuarta.  Habilitación a la persona titular del Ministerio de Justicia.
Se habilita a la persona titular del Ministerio de Justicia para dictar cuantas normas sean 

necesarias para la ejecución de lo dispuesto en este real decreto.

Disposición final quinta.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el día 19 de septiembre de 2023. Se exceptúa 

la habilitación contenida en la disposición adicional tercera, apartados 1 y 2, que entrará en 
vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado», y el acceso a la 
información relativa a la titularidad real prevista en el artículo 5.3 del reglamento que entrará 
en vigor el 19 de octubre de 2023, salvo lo relativo a la previsión de acreditación por los 
medios de comunicación u organizaciones de la sociedad civil que presentan relación con la 
prevención y la lucha contra el blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo de su 
condición de tales a efectos de la presunción de interés legítimo en el acceso a la 
información y la posterior designación de personas físicas que podrán acceder al Registro 
Central de Titulares Reales en su nombre y representación, que también entrará en vigor el 
19 de septiembre de 2023.
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REGLAMENTO DEL REGISTRO CENTRAL DE TITULARIDADES REALES

Artículo 1.  Objeto y finalidad.
1. El Registro Central de Titularidades Reales es el registro electrónico, central y único 

en todo el territorio nacional, que tiene por objeto recoger y dar publicidad a la información 
sobre titularidad real a la que se refieren los artículos 4, 4 bis y 4 ter de la Ley 10/2010, de 28 
de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, relativa 
a todas las personas jurídicas españolas y las entidades o estructuras sin personalidad 
jurídica contempladas en la misma Ley 10/2010, de 28 de abril, que tengan la sede de su 
dirección efectiva o su principal actividad en España, o que estén administradas o 
gestionadas por personas físicas o jurídicas residentes o establecidas en España, en los 
términos desarrollados en este reglamento. Igualmente serán objeto del Registro los demás 
datos previstos en el presente reglamento. Todo ello con la finalidad de proteger la integridad 
del sistema financiero y de otros sectores de la actividad económica mediante la prevención 
del blanqueo de capitales y financiación del terrorismo.

2. En este registro se incluirán también en una sección especial los datos de las 
entidades o estructuras sin personalidad jurídica como los fideicomisos tipo trust y entidades 
o estructuras sin personalidad jurídica análogas a los trust que, no estando gestionadas o 
administradas desde España u otro Estado de la Unión Europea, y no estando registradas 
por otro Estado de la Unión Europea, pretendan establecer relaciones de negocio, realizar 
operaciones ocasionales o adquirir bienes inmuebles en España, que deberán declarar por 
medios electrónicos al Registro Central de Titularidades Reales antes de comenzar las 
citadas actividades.

3. Dicho registro además de los datos que se le declaren de manera directa, o que le 
sean suministrados conforme a este reglamento, centralizará la información de titularidad 
real disponible en los Registros de Fundaciones, Asociaciones, Cooperativas, Sociedades 
Agrarias de Transformación, y otros registros que puedan recoger la información de las 
personas jurídicas o entidades inscritas, así como la obtenida por la Base de Datos de 
Titulares Reales a cargo del Consejo General del Notariado y de los Registros Mercantiles 
gestionados por el Colegio de Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes 
Muebles de España, todas ellas fuentes fiables e independientes.

4. Las fundaciones, asociaciones, y en general, todas las personas jurídicas, los 
fideicomisos tipo trust y entidades o estructuras sin personalidad jurídica análogas a los trust 
que no hayan declarado su titularidad real a través del Registro Mercantil, o los Registros de 
Fundaciones, Asociaciones, de Cooperativas u otros donde estuvieran inscritas, por no estar 
regulada dicha vía de declaración, deberán declarar por medios electrónicos al Registro 
Central de Titularidades Reales la información relacionada en los artículos 4 bis y 4 ter de la 
Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del 
terrorismo, así como la establecida en este reglamento, en el plazo máximo de un mes 
desde su constitución, y en el caso de los fideicomisos tipo trust y entidades o estructuras sin 
personalidad jurídica análogas a los trust en el plazo máximo de un mes desde que tengan la 
obligación de identificar a los titulares reales, y posteriormente actualizar los datos en el 
plazo máximo de diez días cuando se produzcan cambios en la titularidad real.

En todo caso, se realizará una declaración anual por medios electrónicos en el mes de 
enero, y en el supuesto de que no se hayan producido cambios en la titularidad real se 
realizará una declaración confirmando este extremo.

5. La obligación de comunicación de la titularidad real no se extenderá a los fondos, pero 
sí a su sociedad gestora.

Artículo 2.  Organización y funcionamiento del Registro.
1. El Registro Central de Titularidades Reales será gestionado por el Ministerio de 

Justicia, teniendo su sede en la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.
2. La Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública será el órgano encargado de 

su gestión y responsable del mismo.
3. El funcionamiento del Registro será electrónico, todos los días del año durante las 

veinticuatro horas. Todas las relaciones con el Registro Central de Titularidades Reales se 
realizarán por medios electrónicos. No obstante, las cuestiones que requieran intervención 
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humana, tales como la calificación del interés legítimo, o resolución de consultas o recursos 
se ajustarán al horario de oficina del Ministerio de Justicia y a la normativa en materia de 
procedimiento administrativo común, con las especialidades previstas en este reglamento y 
en la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la 
financiación del terrorismo.

4. Las resoluciones de la persona encargada del Registro Central de Titularidades 
Reales por las que se deniegue el acceso o se decida sobre una solicitud de restricción de 
acceso, podrán ser recurridas en alzada ante el órgano superior jerárquico del que dependa, 
cuyas resoluciones pondrán fin a la vía administrativa.

Artículo 3.  Tratamiento de la información almacenada.
1. En relación con los datos declarados de manera directa al Registro Central de 

Titularidades Reales, las personas físicas cuyos datos personales se conserven en el 
registro en calidad de titularidades reales deberán ser informadas de ello por medios 
telemáticos, de conformidad con la normativa vigente en materia de protección de datos 
personales. A estos efectos deberá indicarse una dirección de correo electrónico de la 
persona afectada para el envío de avisos de puesta a disposición de notificaciones por 
medios electrónicos al respecto. Para el tratamiento de estos datos por el Registro no será 
necesario el consentimiento de la persona interesada.

2. La información incorporada al Registro Central de Titularidades Reales se conservará 
y actualizará durante la vida de las personas jurídicas o entidades o estructuras sin 
personalidad jurídica, y se mantendrá por un periodo de diez años tras su extinción.

En los casos previstos en el artículo 1.2 de este reglamento, la información se 
conservará y actualizará durante el tiempo en que se prolongue la relación de negocios o la 
propiedad de los inmuebles, y se mantendrá por un periodo de diez años tras la finalización 
de la relación de negocios, la venta del inmueble o la terminación de la operación ocasional, 
que deberá ser comunicada al registro.

Además, la información de los titulares reales se conservará por un plazo de diez años a 
contar desde el cese de su condición de titular real o, en caso de no constar en el Registro 
Central esa fecha, desde que en el mismo conste que ha dejado de ser titular real, sin que el 
citado plazo pueda exceder del previsto en los párrafos anteriores de este apartado y del que 
trae causa la titularidad real.

La información se almacenará informáticamente y se cancelará de oficio transcurrido el 
citado plazo.

Una vez cancelados, los datos se mantendrán debidamente bloqueados excepto para la 
puesta a disposición de los datos a los jueces y tribunales, al Ministerio Fiscal o a las 
Administraciones Públicas competentes, en particular a las autoridades de protección de 
datos, para la exigencia de posibles responsabilidades derivadas del tratamiento y solo por 
el plazo de prescripción de las mismas durante un plazo de tres años.

3. La información conservada en el Registro Central de Titularidades Reales deberá ser 
adecuada, precisa y actualizada. La información registral será suficiente para identificar a las 
personas físicas que son los titulares reales, y los medios y mecanismos a través de los 
cuales ejercen la propiedad efectiva o el control. Si la información suministrada al Registro 
Central de Titularidades Reales por alguna de las fuentes indicadas en el artículo 1 de este 
reglamento estuviera en contradicción o fuera discrepante con la suministrada por cualquiera 
de las otras, se tendrá en cuenta el principio de dato más relevante, por su fecha o por la 
fiabilidad de la forma en que el mismo ha sido obtenido, siempre teniendo presente la 
naturaleza electrónica del Registro y su finalidad, de manera que tendrá preferencia a 
efectos de información a suministrar por el Registro Central de Titularidades Reales el dato 
más reciente, sin perjuicio de que puedan establecerse las actuaciones procedentes en caso 
de discrepancia entre la información suministrada por las distintas fuentes mediante 
resolución de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública del Ministerio de 
Justicia.

Se considerarán datos fiables los obtenidos a través de escritura pública de transmisión 
de acciones o participaciones sociales, los de las actas notariales de titularidad real y los 
procedentes de los depósitos de cuentas y nuevas declaraciones de identificación de la 
titularidad real en caso de cambios en la titularidad real una vez depositadas las cuentas en 
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el Registro Mercantil, así como los procedentes de los Registros de Fundaciones, de 
Asociaciones, Cooperativas y de Sociedades Agrarias de Transformación a que se refiere el 
artículo 1.3 de este reglamento.

En relación con los datos de la persona jurídica o entidad o estructura sin personalidad 
jurídica respecto de la que se comunica la titularidad real se podrá completar la información 
mínima necesaria con los datos procedentes de otra fuente, en caso de ausencia de alguno 
de los datos en la fuente en que conste el dato más relevante.

Con la finalidad de verificar que los datos son adecuados, precisos y actualizados, los 
registros o bases de datos que suministren información al Registro Central de Titularidades 
Reales implementarán paulatinamente análisis de la información basado en el riesgo para 
aquellos datos que deban facilitar al registro.

4. En caso de existir discrepancia entre los datos suministrados por los registros y bases 
a que se refiere el artículo 1.3 de este reglamento, el Registro Central de Titularidades 
Reales informará al registro del que procedan los datos de la existencia de contradicciones o 
discrepancias, sin perjuicio de la obligación de la persona interesada de mantener los datos 
actualizados. El registro de procedencia de los datos deberá comunicar la existencia de la 
contradicción o discrepancia a la persona jurídica sujeta a la obligación de declarar su 
titularidad real y requerirla para que, en el plazo de diez días desde el requerimiento, 
ratifique ante el mismo los datos sobre titularidad real que constan en ese registro o bien, en 
caso de ser distintos, efectúe una nueva declaración de identificación de la titularidad real. 
En caso de que se efectúe una nueva declaración de identificación de la titularidad real, el 
registro de procedencia procederá a actualizar la información que consta en el mismo; en 
caso de que la persona jurídica no contestara al requerimiento en el plazo indicado, el 
registro de procedencia lo comunicará al Registro Central de Titularidades Reales para que 
se incluya una anotación específica al respecto en el Registro Central y resolverá esta 
ausencia de información facilitando el dato acreditado como fehaciente. Si la resolución de la 
discrepancia arrojara un dato distinto al comunicado originalmente, se procederá a poner el 
nuevo dato en conocimiento del interesado. Los registros de procedencia implicados 
deberán prestar la debida asistencia al Registro Central de Titularidades Reales.

Una vez se informe al registro de procedencia de los datos de la existencia de 
contradicciones o discrepancias, el Registro Central tomará las medidas adecuadas para 
que se incluya entretanto una anotación específica en el Registro Central, dato que será solo 
accesible por autoridades, así como notarias y notarios y registradoras y registradores y sus 
órganos centralizados de prevención.

5. Los sujetos obligados y, en la medida en que esta obligación no interfiera 
innecesariamente en sus funciones, las autoridades competentes que soliciten información 
sobre titulares reales de los registros obligados a suministrar información conforme a este 
reglamento, informarán al Registro Central de cualquier discrepancia que observen entre la 
información sobre titularidad real que figure en este Registro Central y la información sobre 
titularidad real de que aquéllos dispongan por otros medios, salvo que esta última 
información proceda de los Registros Mercantiles gestionados por el Colegio de 
Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles de España o de la Base de 
Datos de Titulares Reales a cargo del Consejo General del Notariado. La misma obligación 
de información sobre discrepancias incumbirá a las personas encargadas de los distintos 
registros que deben suministrar información al Registro Central, una vez que tengan 
conocimiento de la misma. Estas discrepancias se tramitarán por el mismo procedimiento 
previsto en el apartado anterior.

En caso de que se informe de discrepancias, el Registro Central tomará las medidas 
adecuadas para que se resuelvan en tiempo oportuno y para que se incluya entretanto una 
anotación específica en el Registro Central, dato que será solo accesible por autoridades, 
así como notarias y notarios y registradoras y registradores y sus órganos centralizados de 
prevención.

6. El Registro Central de Titulares Reales establecerá mecanismos que le permitan 
obtener información estadística sobre las consultas realizadas, las discrepancias existentes y 
la resolución de las mismas.
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Artículo 4.  Datos que deben ser facilitados al Registro Central de Titularidades reales.
1. Los datos de los titulares reales que se facilitarán por medios electrónicos 

separadamente por los órganos de gestión de la persona jurídica al Registro Central de 
Titularidades Reales o a los distintos registros competentes para su inscripción, si en este 
caso tienen regulado un procedimiento de declaración, así como a la base de datos del 
Consejo General del Notariado, a través de los documentos públicos notariales, serán los 
siguientes:

a) Nombre.
b) Apellidos.
c) Fecha de nacimiento.
d) Tipo y número de documento identificativo (en el caso de nacionales españoles o 

residentes en España se incluirá siempre el documento expedido en España).
e) País de expedición del documento identificativo, en caso de no utilizarse el 

Documento Nacional de Identidad o la tarjeta de residente en España.
f) País de residencia.
g) Nacionalidad.
h) Criterio que cualifica a esa persona como titular real.
i) En caso de titularidades reales por propiedad directa o indirecta de acciones o 

derechos de voto, porcentaje de participación, con inclusión, en el caso de propiedad 
indirecta, de la información sobre las personas jurídicas interpuestas y su participación en 
cada una de ellas.

j) Una dirección de correo electrónico válida, a efectos del envío de avisos de puesta a 
disposición de posibles notificaciones por medios electrónicos.

Cuando no exista titular real en sentido propio, se considerará como tal al administrador 
o administradores y si el administrador fuera una persona jurídica, será titular real la persona 
física nombrada por el administrador persona jurídica.

2. Si se trata de fideicomisos como el trust y otros instrumentos jurídicos análogos, los 
datos que por medios electrónicos deberán proporcionarse separadamente en relación con 
los titulares reales serán los siguientes:

a) Nombre.
b) Apellidos.
c) Fecha de nacimiento.
d) Tipo y número de documento identificativo (en el caso de nacionales españoles o 

residentes en España se incluirá siempre el documento expedido en España).
e) País de expedición del documento identificativo, en caso de no utilizarse el 

Documento Nacional de Identidad o la tarjeta de residente en España.
f) País de residencia.
g) Nacionalidad.
h) Criterio que cualifica a esa persona como titular real.
i) Una dirección de correo electrónica válida, a efectos del envío de avisos de puesta a 

disposición de posibles notificaciones por medios electrónicos.
En particular, respecto de los fideicomisos deberá informarse, por considerarse todos 

ellos titulares reales, de la identidad de los fideicomitentes, fiduciarios, protectores, 
beneficiarios y de cualquier otra persona física que ejerza en último término el control del 
fideicomiso, a través de la propiedad directa o indirecta o a través de otros medios; y 
respecto de otros instrumentos jurídicos análogos al trust, como las fiducias o el treuhand de 
la legislación alemana, la identidad de las personas que ocupen posiciones equivalentes o 
similares a las indicadas para los fideicomisos.

La obligación de comunicación en los fideicomisos corresponde al fiduciario y gestor del 
fideicomiso y, en su defecto, al fideicomitente; y finalmente a los beneficiarios.

Para garantizar que se pueda comprobar, si se estima necesario por el Registro Central 
de Titularidades Reales, que la información conservada en el mismo en relación con 
fideicomisos como el trust y otros instrumentos jurídicos análogos es adecuada, precisa y 
actualizada, junto con los datos se deberá suministrar documentación justificativa de los 
mismos.
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3. En relación con la persona jurídica o entidad o estructura sin personalidad jurídica 
respecto de la que se comunica la titularidad real se deberán facilitar aquellos datos 
identificativos que se consideren necesarios por el registro de inscripción, en particular: la 
razón social o, en el caso de entidad o estructura sin personalidad jurídica, su nombre; EUID 
(identificador único europeo), Número de Identificación Fiscal, o, en su ausencia, número de 
registro de la entidad; forma jurídica de la entidad; nacionalidad; y domicilio social.

4. La información a suministrar al Registro Central de Titularidades Reales, fuera de la 
que proceda de los distintos registros de personas jurídicas o bases de datos, se efectuará 
por medio de formularios normalizados aprobados por resolución de la persona encargada 
del Registro y de forma telemática.

Artículo 5.  Personas legitimadas para acceder a la información del Registro Central de 
Titularidades Reales.

1. Corresponde al Ministerio de Justicia garantizar y controlar el acceso a la información 
contenida en el Registro Central de Titularidades Reales en las condiciones establecidas en 
la ley y las previstas en este reglamento, en particular, estableciendo medidas de protección 
contra las búsquedas automatizadas y la copia de registros.

Esta información será accesible, de forma gratuita y sin restricción, a las autoridades con 
competencias de prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de los delitos de 
financiación del terrorismo, blanqueo de capitales y sus delitos precedentes, tanto nacionales 
como de otros Estados Miembros de la Unión Europea. A los efectos exclusivos del acceso 
al Registro, tendrán consideración de autoridades en la materia: el Ministerio Fiscal, la 
Fiscalía Europea, los órganos del Poder Judicial en el ámbito penal, los Cuerpos y Fuerzas 
de Seguridad, el Centro Nacional de Inteligencia, el Centro de Inteligencia contra el 
Terrorismo y el Crimen Organizado, la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e 
Infracciones Monetarias y sus órganos de apoyo, la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores, otros órganos supervisores en caso de convenio, la Oficina de Recuperación y 
Gestión de Activos, la Agencia Estatal de Administración Tributaria, el Protectorado de 
Fundaciones, la Intervención General de la Administración del Estado, la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social y el Tribunal de Cuentas.

Todas estas autoridades, así como las notarias y los notarios y las registradoras y los 
registradores y sus órganos centralizados de prevención, en el ejercicio de sus funciones, 
previa acreditación, podrán acceder no solo al dato vigente sobre la titularidad real de la 
persona o entidad, sino también a los datos históricos de los que exista información en el 
Registro Central, así como a la naturaleza y alcance del interés real ostentado y de esa 
titularidad real, en particular, al dato de si la misma se debe al control de la propiedad o al del 
órgano de gestión de la misma y el porcentaje de participación, con inclusión, en el caso de 
propiedad indirecta, de la información sobre las personas jurídicas interpuestas y su 
participación en cada una de ellas.

A través del procedimiento habilitado al efecto también podrán solicitar al Registro 
Central de Titularidades Reales ampliación de información sobre personas determinadas y 
cruce de información, incluso con expresión del Documento Nacional de Identidad del titular 
real.

2. Los sujetos obligados de la Ley 10/2010, de 28 de abril, tendrán acceso a la 
información vigente contenida en el Registro Central y recabarán certificación electrónica del 
Registro o un extracto de este para el cumplimiento de sus obligaciones en materia de 
identificación del titular real. Podrán obtener información sobre la naturaleza y alcance del 
interés real ostentado y de esta titularidad real, en particular, al dato de si la misma se debe 
al control de la propiedad o al del órgano de gestión de la misma y el porcentaje de 
participación, con inclusión, en el caso de propiedad indirecta, de la información sobre las 
personas jurídicas interpuestas y su participación en cada una de ellas.

La certificación podrá ser facilitada de forma literal o en extracto.
Se presumirá acreditado el interés legítimo de los sujetos obligados a que se refiere el 

artículo 2 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, para acceder a la información y recabar 
certificación al efecto del Registro Central, siempre que expresen la causa de la consulta, ya 
sea para un supuesto específico o con carácter general, y ésta sea acorde con la finalidad 
del Registro.
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3. Además de los anteriores, aquella persona u organización que pueda demostrar un 
interés legítimo en su conocimiento podrá acceder a la información relativa a la titularidad 
real de las entidades, si bien podrá acceder exclusivamente a los datos consistentes en el 
nombre y apellidos, mes y año de nacimiento, país de residencia y de nacionalidad de los 
titulares reales vigentes de una persona jurídica, o entidad o estructura sin personalidad 
jurídica como los fideicomisos tipo trust y entidades o estructuras sin personalidad jurídica 
análogas a los trust, así como a la naturaleza de esa titularidad real, en particular, al dato de 
si la misma se debe al control de la propiedad o al del órgano de gestión de la misma.

Se presumirá acreditado el interés legítimo en el conocimiento de la información relativa 
a la titularidad real cuando se trate de medios de comunicación o de organizaciones de la 
sociedad civil que presentan relación con la prevención y la lucha contra el blanqueo de 
capitales y la financiación del terrorismo. Para ello, estos medios u organizaciones 
presentarán ante el Registro Central de Titularidades Reales una solicitud inicial en que 
deberán acreditar su condición de tales; una vez comprobada esta circunstancia por la 
persona encargada del Registro, designarán hasta tres personas físicas que podrán acceder 
al Registro Central de Titulares Reales en su nombre y representación. Podrán realizar los 
cambios de designación que consideren necesarios, siempre dentro del límite de tres 
personas físicas designadas.

Igualmente, se presumirá acreditado el interés legítimo cuando se trate de la propia 
persona jurídica, fideicomiso tipo trust o entidad análoga a los trust en relación con la que se 
efectúa la consulta, o de una de las personas físicas que figure como titular real de la propia 
entidad en el Registro Central de Titulares Reales.

4. Las autoridades, sujetos obligados y personas u organizaciones distintas de los 
anteriores, podrán acudir a los efectos del cumplimiento de sus obligaciones o como labor de 
control o de investigación, de forma indistinta, al Registro Central de Titulares Reales, en 
cuyo caso si se trata de personas u organizaciones distintas a autoridades y sujetos 
obligados deberán demostrar un interés legítimo en su conocimiento, o a los distintos 
registros donde conste la titularidad real o bases de datos, que procederán conforme a su 
legislación específica, si bien estos deberán advertir que sólo el Registro Central estará en 
conexión con las demás bases de datos y registros que suministran información y con la 
plataforma central europea. Para el cumplimiento de la obligación de identificación y 
comprobación de la identidad de la persona titular real los sujetos obligados deberán 
acceder a la información vigente que consta al respecto en el Registro Central de 
Titularidades Reales y recabarán certificación electrónica del Registro o un extracto de este 
al respecto.

5. Si a juicio de la persona encargada del Registro Central fuera necesario actualizar 
algún dato, podrá requerir al registro o base de datos de que proceda ésta, para que 
notifique la variación producida o comunique que no ha existido ninguna. A estos efectos, los 
registros y bases de datos obligados a suministrar información al Registro Central deberán 
facilitar un correo o cauce electrónico que sirva para canalizar las comunicaciones 
recíprocas.

6. El acceso a la información disponible en el Registro Central requerirá la previa 
identificación del solicitante, la acreditación de la condición en la que se solicita el acceso y, 
la demostración de un interés legítimo por las personas u organizaciones, distintas de 
autoridades y sujetos obligados, en su conocimiento, que justifique el acceso al contenido.

Asimismo, será obligatorio el previo pago de la tasa que cubra los costes administrativos 
de la puesta a disposición de la información, incluidos los costes de creación, mantenimiento 
y desarrollo del Registro Central y, en su caso, el de las fuentes de los datos incluidos en el 
mismo, en los términos fijados en su ley de creación, y sin que dicha tasa pueda ser superior 
a los citados costes.

No será exigible el pago de tasas en los accesos realizados por autoridades públicas, 
notarias y notarios y registradoras y registradores y sus órganos centralizados de 
prevención, en el ejercicio de sus funciones de prevención y lucha contra el blanqueo de 
capitales y la financiación del terrorismo y actuaciones precedentes.

Mediante Orden del Ministerio de Justicia se determinará, en su caso, la concreta 
distribución de la tasa entre el Registro Central de Titularidades Reales y el registro o base 
de datos de la que procedan los datos de los que se suministra información.
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7. Cuando el acceso a la información pueda exponer a la persona titular real a un riesgo 
desproporcionado, o a un riesgo de fraude, secuestro, extorsión, acoso, violencia o 
intimidación, u otros de análoga gravedad, o si la persona titular real es menor de edad o 
persona con la capacidad limitada o sujeta a especiales medidas de protección, la persona 
encargada del Registro Central podrá denegar motivadamente, atendiendo a las 
circunstancias del caso concreto, el acceso a la información. Esta denegación de acceso 
acordada en resolución por la persona encargada del Registro Central de Titularidades 
Reales, podrá ser recurrida en alzada ante el órgano superior jerárquico del que dependa, 
conforme al artículo 2.4 de este reglamento.

La persona interesada titular real deberá solicitar previamente la restricción de acceso a 
su información a la persona encargada del Registro Central, restricción que, en su caso, se 
concederá tras una evaluación detallada de la naturaleza excepcional de las circunstancias. 
El plazo máximo para resolver estas solicitudes será de seis meses y el sentido del silencio 
será desestimatorio.

La decisión relativa a la restricción de acceso acordada en resolución por la persona 
encargada del Registro Central de Titularidades Reales, podrá ser recurrida en alzada ante 
el órgano superior jerárquico del que dependa, conforme al artículo 2.4 de este reglamento.

No se podrá denegar el acceso por estas causas a las autoridades y sujetos 
relacionados en los apartados 1 y 8 de este artículo, ni a los sujetos obligados que soliciten 
el acceso para el cumplimiento de sus obligaciones de identificación de la persona titular 
real.

8. Igualmente, la información contenida en el Registro Central de Titularidades Reales 
será accesible, de forma gratuita y sin restricción, únicamente para el desarrollo de sus 
misiones específicas, a las autoridades y organismos nacionales que gestionen, verifiquen, 
paguen o auditen Fondos Europeos, y cuyas funciones vengan determinadas en un 
Reglamento comunitario en el que venga establecida que la información sobre los titulares 
reales del beneficiario de los fondos puede cumplirse utilizando los datos almacenados en 
los registros a que se refiere el artículo 30 de la Directiva (UE) 2015/849, en el caso de 
España, el Registro Central de Titularidades Reales.

También, la información contenida en el Registro Central de Titularidades Reales será 
accesible, de forma gratuita y sin restricción, adicionalmente a lo establecido en el primer 
apartado de este artículo, a la Agencia Estatal de Administración Tributaria, para el análisis 
sistemático del riesgo de conflicto de interés en los procedimientos que ejecuten fondos 
europeos en los términos establecidos en la normativa correspondiente, así como a aquellas 
autoridades y organismos nacionales que controlen y auditen fondos europeos, todo ello al 
amparo del artículo 22.2 d) del Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 12 de febrero de 2021, por el que se establece el Mecanismo de Recuperación 
y Resiliencia, y la disposición adicional centésima décima segunda de la Ley 31/2022, de 23 
de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2023.

De la misma manera y con los mismos fines, serán accesibles por la Comisión Europea, 
la Oficina Europea de Lucha contra el Fraude y el Tribunal de Cuentas Europeo.

No será exigible el pago de tasas en estos accesos a la información realizados por 
autoridades y organismos nacionales o comunitarios.

9. Las certificaciones electrónicas del Registro Central de Titularidades Reales incluirán 
un código seguro de verificación o sistema análogo que permita cotejar su contenido durante 
diez años desde la fecha de su expedición.

Artículo 6.  Forma de acceso a la información contenida en el Registro.
1. El acceso a la información contenida en el Registro Central de Titularidades Reales, 

será siempre por medios electrónicos previa autenticación mediante su identificación. Podrá 
facilitarse también el acceso a colectivos de autoridades a los que se refiere el artículo 5 y 
sujetos obligados, previa acreditación de las personas que van a realizar la solicitud en 
representación de aquéllas.

Las solicitudes de información se ajustarán a un modelo informático que tendrá los 
campos necesarios para identificar al solicitante. Además de los datos básicos de 
identificación de la persona física solicitante (nombre, apellidos, Número de Identificación 
Fiscal o Número de Identidad de Extranjero), y en su caso, de los datos de la persona 
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jurídica representada (Número de Identificación Fiscal y razón social), deberán incorporarse 
los datos de profesión, dirección de correo electrónico y teléfono.

La identificación de los solicitantes se realizará mediante los sistemas de identificación 
establecidos en el artículo 9 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, acordes al nivel de seguridad del 
sistema.

2. En caso de solicitudes realizadas por personas u organizaciones, distintas de 
autoridades y sujetos obligados, atendido a que debe valorarse la existencia de un interés 
legítimo en su conocimiento, la solicitud deberá estar firmada electrónicamente en nombre 
propio o representando a la persona jurídica interesada.

La firma electrónica de los solicitantes se realizará mediante los sistemas de firma 
establecidos en el artículo 10 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, acordes al nivel de seguridad del 
sistema.

3. Cuando el consultante lo sea en virtud de su cargo, responderá de que la consulta se 
efectúa amparada en el cumplimiento estricto de las funciones que les atribuye la legislación 
vigente.

4. Si la información de la titularidad real tuviera relación con la titularidad de fideicomisos 
tipo trust que operen sobre bienes inmuebles, el solicitante deberá manifestar un interés 
legítimo que será apreciado por la persona encargada del registro.

No necesitarán acreditar interés legítimo para el acceso a esta información las 
autoridades a que se refiere el artículo 5 en sus apartados primero y octavo y los sujetos 
obligados a que se refiere el artículo 2 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del 
blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, dado que se realiza en el ejercicio 
de sus funciones de prevención y lucha contra el blanqueo de capitales o en relación con 
Fondos Europeos en el caso de autoridades o para cumplir sus obligaciones de diligencia 
debida los sujetos obligados.

5. Lo anterior se entiende sin perjuicio de la publicidad que pueda obtenerse por las 
autoridades, los sujetos obligados y las personas u organizaciones distintas de los 
anteriores, de los distintos registros o bases de datos con competencia en materia de 
titulares reales, que procederán conforme a su legislación específica.

6. El acceso a la información contenida en el Registro Central de Titularidades Reales 
por parte de las autoridades a que se refiere el artículo 5 en sus apartados primero y octavo, 
podrá efectuarse por medio de certificados electrónicos de empleado público, con número de 
identificación profesional, o, en caso de acceso a la información de manera masiva, 
automatizada y desatendida por parte de dichas autoridades, certificados electrónicos 
cualificados de representante de persona jurídica o certificados electrónicos cualificados de 
sello, en la medida que lo permitan tecnológicamente los sistemas que gestionan esos 
accesos.

7. Para las autoridades a que se refiere el artículo 5.1 de este reglamento se podrá 
proporcionar adicionalmente un acceso telemático máquina-máquina que permita realizar 
consultas múltiples de manera simultánea.

Artículo 7.  Interconexión con la plataforma central europea.
El Ministerio de Justicia garantizará la interconexión con la plataforma central europea 

conforme a las especificaciones y procedimientos técnicos que se determinen de acuerdo 
con el apartado 10 del artículo 30 y el apartado 9 del artículo 31 de la Directiva (UE) 
2015/849 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de mayo de 2015, relativa a la 
prevención de la utilización del sistema financiero para el blanqueo de capitales o la 
financiación del terrorismo, y por la que se modifica el Reglamento (UE) n.º 648/2012 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, y se derogan la Directiva 2005/60/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo y la Directiva 2006/70/CE de la Comisión, en la redacción dada a 
dichos preceptos por la Directiva (UE) 2018/843 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
30 de mayo de 2018, por la que se modifica la Directiva (UE) 2015/849 relativa a la 
prevención de la utilización del sistema financiero para el blanqueo de capitales o la 
financiación del terrorismo, y por la que se modifican las Directivas 2009/138/CE y 
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2013/36/UE, de manera que la información del Registro Central de Titularidades Reales 
pueda ser obtenida también a través de esta vía.

Artículo 8.  Protección de datos personales.
A los efectos de lo establecido por la normativa de protección de datos de carácter 

personal:
a) La finalidad y uso de los datos incorporados al Registro Central de Titularidades 

Reales son los previstos en la Ley 10/2010, de 28 de abril, así como para el desarrollo de 
sus misiones específicas por las autoridades y organismos nacionales o comunitarios que 
gestionen, verifiquen, paguen o auditen Fondos Europeos, y cuyas funciones vengan 
determinadas en un Reglamento comunitario en el que venga establecida que la información 
sobre los titulares reales del beneficiario de los fondos puede cumplirse utilizando los datos 
almacenados en los registros a que se refiere el artículo 30 de la Directiva (UE) 2015/849, 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de mayo de 2015, relativa a la prevención de 
la utilización del sistema financiero para el blanqueo de capitales o la financiación del 
terrorismo, y por la que se modifica el Reglamento (UE) n.º 648/2012 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, y se derogan la Directiva 2005/60/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo y la Directiva 2006/70/CE de la Comisión, en la redacción dada a dicho precepto por 
la Directiva (UE) 2018/843 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo de 2018, 
por la que se modifica la Directiva (UE) 2015/849 relativa a la prevención de la utilización del 
sistema financiero para el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo, y por la que 
se modifican las Directivas 2009/138/CE y 2013/36/UE, y para el desarrollo de sus misiones 
específicas por la Agencia Estatal de Administración Tributaria, para el análisis sistemático 
del riesgo de conflicto de interés en los procedimientos que ejecuten fondos europeos en los 
términos establecidos en la normativa correspondiente, así como por aquellas autoridades y 
organismos nacionales que controlen y auditen fondos europeos, todo ello al amparo del 
artículo 22.2.d) del Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 
de febrero de 2021, por el que se establece el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, y 
la disposición adicional centésima décima segunda de la Ley 31/2022, de 23 de diciembre, 
de Presupuestos Generales del Estado para el año 2023, de manera que, conforme al 
artículo 6.1.c) y e) del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al 
tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga 
la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de datos), el tratamiento será el 
necesario para el cumplimiento de una obligación legal recogida en la Ley 10/2010, de 28 de 
abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, exigible al 
responsable del tratamiento y para el cumplimiento de la misión realizada en interés público 
y para el ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable del tratamiento, sin que 
puedan emplearse para un fin distinto, no precisando del consentimiento del interesado.

b) Los datos personales se obtendrán de las personas jurídicas españolas y de las 
entidades o estructuras sin personalidad jurídica a que se refiere la Ley 10/2010, de 28 de 
abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, así como 
de los propios titulares reales cuando proceda.

c) Los datos personales objeto de inscripción y de tratamiento serán los relativos al 
nombre y apellidos o apellido, Documento Nacional de Identidad o, en su caso, Código de 
Identificación de extranjeros, nacionalidad, país de residencia, fecha de nacimiento, y el 
tanto por ciento de la participación ostentada sea esta directa o indirecta, así como los 
demás datos establecidos en la Ley 10/2010, de 28 de abril, y sus disposiciones 
reglamentarias, incluido este reglamento.

d) La estructura del Registro Central y los datos personales incluidos en él se ajustarán 
en todo caso a lo que dispone la disposición adicional tercera de la Ley 10/2010, de 28 de 
abril, de prevención del blanqueo de capitales y de financiación del terrorismo, así como a lo 
previsto en este reglamento.

e) Los datos indicados serán públicos, en los términos establecidos en este reglamento.
Se prohíbe la cesión a terceros de los datos obtenidos del Registro Central por parte de 

quienes hayan accedido a ella como autoridades públicas y por tanto de forma gratuita, salvo 
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que la cesión se realice en desarrollo de las funciones que motivaron dicho acceso. La 
cesión de datos por parte de las demás personas que accedan al Registro Central se 
realizará siempre con indicación de la fuente y su comercialización solo podrá realizarse si 
tiene como finalidad la prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del 
terrorismo.

f) El responsable del tratamiento de datos del Registro Central de Titularidades Reales 
es el Ministerio de Justicia, a través de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública.

g) En relación con los datos declarados de manera directa al Registro Central de 
Titularidades Reales, los titulares de los mismos podrán ejercer los derechos de acceso, 
rectificación, cancelación, oposición, limitación del tratamiento, portabilidad y no ser sujeto a 
decisiones automatizadas y, en su caso, de supresión ante la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública.

Respecto a los datos que consten en el Registro Central de Titularidades Reales 
procedentes de otros Registros o bases de datos, los citados derechos deberán ejercerse 
ante el Registro o base de datos de la que proceden.

h) Las medidas de seguridad a implantar en el Registro Central de Titularidades Reales 
serán, de las incluidas en el anexo II del Esquema Nacional de Seguridad del Real Decreto 
311/2022, de 3 de mayo, aquellas que se determine por el responsable del tratamiento en 
función de la categorización del sistema, del análisis de riesgos y, en su caso, de la 
evaluación de impacto en protección de datos personales.

i) En todo caso, para la gestión del Registro Central de Titularidades Reales deberán 
tenerse en cuenta, en la medida que les sean aplicables, las previsiones en materia de 
protección de datos de carácter personal de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención 
del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, en particular, sus artículos 32, 
32 bis, 32 ter y 33, así como las demás previsiones normativas aplicables en materia de 
protección de datos.

Artículo 9.  Tratamiento de la información.
El tratamiento de la información almacenada por el Registro Central de Titularidades 

Reales, así como su intercambio, deberá hacerse de conformidad con el Esquema Nacional 
de Seguridad y el Esquema Nacional de Interoperabilidad.
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§ 11

Ley 19/2003, de 4 de julio, sobre régimen jurídico de los movimientos 
de capitales y de las transacciones económicas con el exterior y 
sobre determinadas medidas de prevención del blanqueo de 

capitales

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 160, de 5 de julio de 2003

Última modificación: 28 de diciembre de 2022
Referencia: BOE-A-2003-13471

Esta norma pasa a denominarse "Ley 19/2003, de 4 de julio, sobre régimen jurídico de los movimientos 
de capitales y de las transacciones económicas con el exterior", según establece la disposición final 2.1 
de la Ley 10/2010, de 28 de abril. Ref. BOE-A-2010-6737

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I
La Ley 40/1979, de 10 de diciembre, sobre Régimen Jurídico de Control de Cambios, se 

ha caracterizado, tras más de 20 años de vigencia, por su singularidad, ya que, en palabras 
del Consejo de Estado, su ejecución se encomendó al Gobierno y su desarrollo se consumó 
en el terreno reglamentario.

Efectivamente, nuestra Ley de Control de Cambios ni prohibía ni restringía ni imponía 
ningún tipo de exigencia ni de requisito administrativo. Tan sólo se limitaba a facultar, con 
carácter general, al Gobierno para que estableciese, según las exigencias impuestas por la 
coyuntura económica en cada momento, las normas de restricción o control que estimase 
más oportunas.

En definitiva, se ha tratado de una norma con rango de ley que ha permitido tanto una 
absoluta restricción como una absoluta libertad.
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Sin embargo, este amplio abanico de posibles medidas que sirve, ya para situaciones de 
libertad, ya para situaciones de prohibición, debe limitarse definitivamente para proclamar, 
con carácter general, la libertad de movimientos de capitales.

Fue el Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea el que proclamó tal libertad, 
logrando así una equiparación con las restantes libertades comunitarias básicas. Incluso se 
va más allá, cuando el artículo 56 del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea no sólo 
prohíbe las restricciones a los movimientos de capitales y a los pagos entre Estados 
miembros, sino también entre éstos y terceros países.

Al mismo tiempo, el propio Tratado, en su artículo 58.1.b), reconoce el derecho de los 
Estados miembros a establecer procedimientos de declaración de movimientos de capitales 
a efectos de información administrativa o estadística, o tomar medidas justificadas por 
razones de orden público o de seguridad pública.

Esta ley trata, por tanto, de garantizar la completa adecuación de nuestro ordenamiento 
jurídico al derecho comunitario.

II
Teniendo en cuenta que el objetivo principal es incorporar plenamente a nuestro 

ordenamiento interno las previsiones del Tratado Constitutivo, no es menos cierto que la Ley 
40/1979, de 10 de diciembre, sobre Régimen Jurídico de Control de Cambios, presentaba 
importantísimas disfunciones nada acordes con la nueva etapa de liberalización.

Se planteaban importantes contradicciones y lagunas de regulación, además de 
problemas relacionados con el propio lenguaje e imagen de la Ley 40/1979 y otros asuntos 
menores como eran, entre otros, las referencias a la adquisición, tenencia y cesión de 
divisas o pesetas por residentes o no residentes, o los conceptos de patrimonio exterior e 
interior, que estaban pensados para un sistema de convertibilidad y transferibilidad limitadas.

Cabe resaltar entre estas importantes contradicciones la figura del delito monetario. Al 
suprimirse en 1996 el único supuesto subsistente de delito monetario consistente en la 
exportación de moneda metálica, billetes de banco y cheques bancarios al portador, en 
pesetas o en divisas, por importe superior a cinco millones de pesetas o su contravalor, sin 
haber obtenido autorización previa, la reforma operada en la Ley 40/1979, de 10 de 
diciembre, por la Ley Orgánica 10/1983, de 16 de agosto, ha quedado completamente vacía 
de contenido.

Igualmente, el sistema sancionador previsto en la Ley 40/1979 ha manifestado falta de 
coherencia y ajuste con la actual situación de libertad de movimientos de capitales.

Esta situación se enmendó a través de la Ley 41/1999, de 12 de noviembre, sobre 
sistemas de pagos y de liquidación de valores, cuya disposición adicional cuarta abordó la 
tipificación de infracciones muy graves y eliminó el concepto residual de infracción leve. Sin 
embargo, tal modificación hay que considerarla muy parcial y efectuada con carácter urgente 
para abordar el específico supuesto de los embargos financieros impuestos por la Unión 
Europea y Naciones Unidas.

Es por tanto necesario establecer un nuevo cuadro sancionador en el que se incluya una 
tipificación expresa de las distintas acciones y omisiones infractoras y una mayor concreción 
de las sanciones aplicables en cada caso.

En definitiva, todas las circunstancias descritas suponen la necesidad de proceder a una 
actualización de la Ley 40/1979.

III
Esta ley se estructura en dos capítulos perfectamente diferenciados.
El capítulo I contiene, a lo largo de siete artículos, el régimen general de los movimientos 

de capitales y de las transacciones económicas con el exterior.
El artículo 1 declara, en línea con el Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea, el 

principio de libertad de los movimientos de capitales, recogiendo desde un punto de vista 
objetivo lo que ha de entenderse por transacciones económicas con el exterior.

Desde una óptica subjetiva, el criterio fundamental en materia de movimientos de 
capitales es el de la residencia. De ahí que en el artículo 2 se definan los conceptos de 
residente y no residente en España.
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Se ha producido un acercamiento al concepto de residencia contenido en la normativa 
fiscal, buscando con ello una mejor identificabilidad y prueba de la condición de residente en 
España.

En el artículo 3 se posibilita el conocimiento de los movimientos de capitales y 
transacciones económicas con el exterior a través de un mecanismo de declaración y, a 
efectos de información administrativa y estadística de las operaciones, se identifican los 
sujetos obligados a declarar y los destinatarios de tal información.

Con ello se hace uso de la facultad reconocida a los Estados miembros por el artículo 
58.1.b) del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea en cuanto a la posibilidad de 
establecer procedimientos de declaración.

Los artículos 4 y 5 recogen las cláusulas de salvaguardia y las medidas excepcionales 
contenidas en el título III, capítulo IV, del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea, de 
forma que se establece un mecanismo ágil, a través de acuerdo del Consejo de Ministros, 
que permita aplicar medidas adoptadas no sólo por la Comunidad Europea, sino por otros 
organismos internacionales de los que España sea miembro.

En el artículo 6 se posibilita la realización de actos y negocios afectados por cláusulas de 
salvaguardia o medidas excepcionales a través de la correspondiente autorización 
administrativa.

En el artículo 7 se recoge una facultad de control otorgada a los Estados miembros por 
el artículo 58.1.b) del Tratado y que se ha traducido en la posibilidad de, en circunstancias 
tasadas, suspender el régimen de liberalización.

Los artículos 8 a 12 constituyen el capítulo II, que establece el régimen sancionador en 
materia de movimientos de capitales, de acuerdo con los principios de legalidad, tipicidad y 
proporcionalidad y respetando la garantía de procedimiento.

En las disposiciones adicionales se modifica la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre 
determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales, en el sentido de mejorar los 
instrumentos de control sobre el efectivo y otros medios de pago, por el riesgo que suponen 
desde el punto de vista de la prevención del blanqueo de capitales y la financiación del 
terrorismo. Se modifica igualmente la Ley 230/1963, de 28 de diciembre, General Tributaria, 
de cara a incrementar la efectividad en el desarrollo de investigaciones sobre blanqueo de 
capitales.

CAPÍTULO I
Régimen general de los movimientos de capitales y de las transacciones 

económicas con el exterior

Artículo 1.  Principio de libertad de los movimientos de capitales y de las transacciones 
económicas con el exterior.

1. Esta ley tiene por objeto establecer el régimen jurídico de los movimientos de capitales 
y de las transacciones económicas con el exterior, así como establecer determinadas 
medidas de prevención del blanqueo de capitales.

2. Son libres cualesquiera actos, negocios, transacciones y operaciones entre residentes 
y no residentes que supongan o de cuyo cumplimiento puedan derivarse cobros y pagos 
exteriores, así como las transferencias de o al exterior y las variaciones en cuentas o 
posiciones financieras deudoras o acreedoras frente al exterior, sin más limitaciones que las 
dispuestas en esta ley y en la legislación sectorial específica.

Artículo 2.  Definiciones de residencia y no residencia.
1. A los efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, se consideran:
A) «Residentes»:
a) Las personas físicas que residan habitualmente en España, salvo lo dispuesto en el 

párrafo b) correspondiente al epígrafe de «No residentes».
b) Los diplomáticos españoles acreditados en el extranjero y el personal español que 

preste servicios en embajadas y consulados españoles o en organizaciones internacionales 
en el extranjero.
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c) Las personas jurídicas con domicilio social en España.
d) Las sucursales y los establecimientos permanentes en territorio español de personas 

físicas o jurídicas residentes en el extranjero.
e) Otros que se determinen reglamentariamente en casos análogos.
B) «No residentes»:
a) Las personas físicas que tengan su residencia habitual en territorio extranjero, salvo lo 

dispuesto en el párrafo b) correspondiente al epígrafe de «Residentes».
b) Los diplomáticos extranjeros acreditados ante el Gobierno español y el personal 

extranjero que preste servicios en embajadas y consulados extranjeros o en organizaciones 
internacionales en España.

c) Las personas jurídicas con domicilio social en el extranjero.
d) Las sucursales y los establecimientos permanentes en el extranjero de personas 

físicas o jurídicas residentes en España.
e) Otros que se determinen reglamentariamente en casos análogos.
2. Por residencia habitual se entenderá lo establecido en la normativa fiscal con las 

adaptaciones que reglamentariamente se determinen.
3. La condición de residente o no residente, a los efectos de esta ley, se acreditará en la 

forma que reglamentariamente se establezca.

Artículo 3.  Obligaciones de información.
1. Los actos, negocios, transacciones y operaciones a que se refiere el apartado 2 del 

artículo 1 deberán ser declarados por los sujetos obligados mencionados en el apartado 
siguiente en la forma y plazos que se determinen reglamentariamente, a los efectos de 
información administrativa y estadística de las operaciones.

2. Las personas físicas o jurídicas residentes o no residentes en España que realicen las 
operaciones señaladas en el apartado 2 del artículo 1 quedan obligadas a facilitar al 
Ministerio de Economía y al Banco de España, en la forma y plazos que se establezcan, los 
datos que se les requieran, a los efectos de lo dispuesto en el apartado anterior.

Además, las entidades de crédito, las empresas de servicios de inversión y otros 
intermediarios financieros, que intervengan en la realización de las operaciones 
mencionadas por cuenta de sus clientes, vendrán obligados a remitir al Ministerio de 
Economía y al Banco de España la información correspondiente a las transacciones de sus 
clientes, en la forma y plazos que se establezcan.

Artículo 4.  Cláusulas de salvaguardia.
1. Se entenderá prohibida o limitada, en los términos que señalen las normas 

comunitarias, la realización de determinados movimientos de capitales y sus 
correspondientes operaciones de cobro o pago, así como las transferencias de o al exterior o 
las variaciones en cuentas o posiciones financieras deudoras o acreedoras frente al exterior, 
respecto de terceros países en relación con los cuales el Consejo de la Unión Europea, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 59 del Tratado Constitutivo de la Comunidad 
Europea, haya adoptado medidas de salvaguardia.

2. Cuando las normas comunitarias citadas en el apartado anterior reconozcan poderes 
a los Estados miembros o les impongan la adopción de medidas indispensables, necesarias 
para la correcta aplicación de dichas normas, el Gobierno, mediante acuerdo del Consejo de 
Ministros, establecerá las especificaciones ulteriores que resulten precisas, incluido el 
procedimiento de autorización aplicable, si procediera.

3. El Gobierno, mediante acuerdo del Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro de 
Economía, podrá prohibir o limitar la realización de determinados movimientos de capitales y 
sus correspondientes operaciones de cobro o pago, así como transferencias de o al exterior 
o variaciones en cuentas o posiciones financieras deudoras o acreedoras frente al exterior, 
respecto de un Estado, un territorio o centro extraterritorial, o grupo de Estados en aplicación 
de medidas adoptadas por organismos internacionales, distintos de la Comunidad Europea, 
de los que España sea miembro.
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Artículo 5.  Medidas excepcionales.
1. Se entenderá prohibida o limitada, en los términos que señalen las normas 

comunitarias, la realización de determinados movimientos de capitales y sus 
correspondientes operaciones de cobro o pago, así como las transferencias de o al exterior o 
las variaciones en cuentas o posiciones financieras deudoras o acreedoras frente al exterior, 
respecto a terceros países en relación con los cuales el Consejo de la Unión Europea haya 
adoptado las medidas que correspondan, de conformidad con lo establecido en el artículo 
57.2 del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea.

2. Se entenderán prohibidos o limitados, en los términos que señalen las normas 
comunitarias, los movimientos de capitales y pagos respecto a terceros países en relación 
con los cuales el Consejo de la Unión Europea haya adoptado las medidas urgentes que 
sean necesarias, de conformidad con lo establecido en el artículo 60.1 del Tratado 
Constitutivo de la Comunidad Europea.

3. Cuando, de acuerdo con lo dispuesto en los apartados anteriores de este artículo, las 
normas comunitarias reconozcan poderes a los Estados miembros o les impongan la 
adopción de medidas indispensables, necesarias para la correcta aplicación de dichas 
normas, el Gobierno, mediante acuerdo del Consejo de Ministros, establecerá las 
especificaciones ulteriores que resulten precisas, incluido el procedimiento de autorización 
aplicable, si procediera.

4. De conformidad con lo establecido en el artículo 60.2 del Tratado Constitutivo de la 
Comunidad Europea, el Gobierno, mediante acuerdo del Consejo de Ministros, a propuesta 
del Ministro de Economía, podrá en tanto no se hayan adoptado las medidas a que se refiere 
el artículo 60.1 del citado Tratado, por razones políticas graves y por motivos de urgencia, 
tomar medidas unilaterales contra un tercer país en lo relativo a los movimientos de capitales 
y a los pagos.

Artículo 6.  Autorizaciones sobre actos, negocios, transacciones u operaciones afectados 
por cláusulas de salvaguardia o medidas excepcionales.

1. Los actos, negocios, transacciones y operaciones afectados por las medidas previstas 
en los artículos 4 y 5 podrán realizarse, si así se dispone expresamente, mediante la previa 
obtención de la correspondiente autorización administrativa y en las condiciones que ésta 
establezca. Dicha autorización se otorgará por los órganos y a través del procedimiento que 
se disponga reglamentariamente.

2. Si, transcurrido el plazo máximo en el que debe dictarse y notificarse la autorización, 
no se produjera resolución expresa, se entenderá que la operación no es autorizada. 
Consecuentemente, la solicitud se entenderá desestimada a los efectos previstos en la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 7.  Suspensión del régimen de liberalización.
El Gobierno podrá acordar la suspensión del régimen de liberalización establecido en 

esta ley cuando se trate de actos, negocios, transacciones u operaciones que, por su 
naturaleza, forma o condiciones de realización, afecten o puedan afectar a actividades 
relacionadas, aunque sólo sea de modo ocasional, con el ejercicio de poder público, o 
actividades directamente relacionadas con la defensa nacional, o a actividades que afecten o 
puedan afectar al orden público, seguridad pública y salud pública.

Tal suspensión determinará el sometimiento de ulteriores operaciones a la obtención de 
autorización administrativa, de acuerdo con lo señalado en el artículo 6.

Artículo 7 bis.  Suspensión del régimen de liberalización de determinadas inversiones 
extranjeras directas en España.

1. A efectos de lo establecido en este artículo se consideran inversiones extranjeras 
directas en España todas aquellas como consecuencia de las cuales el inversor pase a 
ostentar una participación igual o superior al 10 por 100 del capital social de una sociedad 
española, y todas aquéllas otras que como consecuencia de la operación societaria, acto o 
negocio jurídico que se efectúe se adquiera el control de la totalidad o de una parte de ella, 
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por aplicación de los criterios establecidos en el artículo 7 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, 
de Defensa de la Competencia, siempre que concurra una de estas circunstancias:

a) Que se realicen por residentes de países fuera de la Unión Europea y de la 
Asociación Europea de Libre Comercio.

b) Que se realicen por residentes de países de la Unión Europea o de la Asociación 
Europea de Libre Comercio cuya titularidad real corresponda a residentes de países de fuera 
de la Unión Europea y de la Asociación Europea de Libre Comercio. Se entenderá que existe 
esa titularidad real cuando estos últimos posean o controlen en último término, directa o 
indirectamente, un porcentaje superior al 25% del capital o de los derechos de voto del 
inversor, o cuando por otros medios ejerzan el control, directo o indirecto, del inversor.

2. Queda suspendido el régimen de liberalización de las inversiones extranjeras directas 
en España, que se realicen en los sectores que se citan a continuación y que afectan al 
orden público, la seguridad pública y a la salud pública:

a) Infraestructuras críticas, ya sean físicas o virtuales (incluidas las infraestructuras de 
energía, transporte, agua, sanidad, comunicaciones, medios de comunicación, tratamiento o 
almacenamiento de datos, aeroespacial, de defensa, electoral o financiera, y las 
instalaciones sensibles), así como terrenos y bienes inmuebles que sean claves para el uso 
de dichas infraestructuras, entendiendo por tales, las contempladas en la Ley 8/2011, de 28 
de abril, por la que se establecen medidas para la protección de las infraestructuras críticas.

b) Tecnologías críticas y de doble uso, tecnologías clave para el liderazgo y la 
capacitación industrial, y tecnologías desarrolladas al amparo de programas y proyectos de 
particular interés para España, incluidas las telecomunicaciones, la inteligencia artificial, la 
robótica, los semiconductores, la ciberseguridad, las tecnologías aeroespaciales, de 
defensa, de almacenamiento de energía, cuántica y nuclear, las nanotecnologías, las 
biotecnologías, los materiales avanzados y los sistemas de fabricación avanzados.

c) Suministro de insumos fundamentales, en particular energía, entendiendo por tales los 
que son objeto de regulación en la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico, y 
en la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del Sector de Hidrocarburos o los referidos a servicios 
estratégicos de conectividad o a materias primas, así como a la seguridad alimentaria.

d) Sectores con acceso a información sensible, en particular a datos personales, o con 
capacidad de control de dicha información, de acuerdo con la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de 
diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales.

e) Medios de comunicación, sin perjuicio de que los servicios de comunicación 
audiovisual en los términos definidos en la Ley 7/2010, de 31 de marzo, General de la 
Comunicación Audiovisual, se regirán por lo dispuesto en dicha Ley.

3. Asimismo, queda suspendido el régimen de liberalización de las inversiones 
extranjeras directas en España en los siguientes supuestos:

a) si el inversor extranjero está controlado directa o indirectamente por el gobierno, 
incluidos los organismos públicos o las fuerzas armadas, de un tercer país aplicándose a 
efectos de determinar la existencia del referido control los criterios establecidos en el artículo 
7.2 de la Ley de Defensa de la Competencia.

b) si el inversor extranjero ha realizado inversiones o participado en actividades en los 
sectores que afecten a la seguridad, al orden público y a la salud pública en otro Estado 
miembro, y especialmente los relacionados en el apartado 2 de este artículo.

c) si existe un riesgo grave de que el inversor extranjero ejerza actividades delictivas o 
ilegales, que afecten a la seguridad pública, orden público o salud pública en España.

4. El Gobierno podrá suspender el régimen de liberalización de las inversiones 
extranjeras directas en España en aquellos otros sectores no contemplados en el apartado 2 
de este artículo, cuando puedan afectar a la seguridad pública, orden público y salud pública, 
de acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo 7 de esta Ley.

5. La suspensión del régimen de liberalización establecida de acuerdo con los apartados 
2, 3 y 4 de este artículo determinará el sometimiento de las referidas operaciones de 
inversión a la obtención de autorización, de acuerdo con lo establecido en el artículo 6 de 
esta Ley.
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Las operaciones de inversión llevadas a cabo sin la preceptiva autorización previa 
carecerán de validez y efectos jurídicos, en tanto no se produzca su legalización de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 6 de la Ley.

6. El Gobierno podrá establecer reglamentariamente las categorías de operación y los 
importes por debajo de los cuales las operaciones de inversión directa extranjera quedarán 
exentas de someterse al régimen de autorización previa, por su nula o escasa repercusión 
en los bienes jurídicos protegidos por este artículo. Asimismo, se podrá acotar 
reglamentariamente la definición de los sectores relacionados en el apartado 2, a los efectos 
de la aplicación de la presente Ley.

Se faculta a la Ministra de Industria, Comercio y Turismo para dictar las normas 
necesarias para la correcta ejecución y aplicación de las disposiciones de desarrollo que 
dicte el Gobierno en desarrollo y ejecución de este artículo.

CAPÍTULO II
Régimen sancionador

Artículo 8.  Infracciones.
1. Las infracciones de las disposiciones previstas en esta ley se clasifican en muy 

graves, graves y leves.
2. Constituirán infracciones muy graves:
a) La realización de actos, negocios, transacciones u operaciones prohibidas en virtud de 

la adopción de las medidas a que se refieren los artículos 4, y 5.
b) La realización de actos, negocios, transacciones u operaciones sin solicitar 

autorización cuando sea preceptiva conforme a los artículos 6, 7 y 7 bis, o con carácter 
previo a su concesión o con incumplimiento de las condiciones establecidas en la 
autorización.

c) La falta de veracidad en las solicitudes de autorización presentadas ante los 
organismos competentes, siempre que pueda estimarse como especialmente relevante.

3. Constituirán infracciones graves:
a) La falta de declaración de operaciones cuya cuantía supere los 6.000.000 de euros.
b) La falta de veracidad, la omisión o inexactitud en los datos de las declaraciones 

respecto de operaciones cuya cuantía supere los 6.000.000 de euros.
c) Los incumplimientos de los requerimientos efectuados, de modo expreso y por escrito, 

por los organismos competentes en el cumplimiento de sus funciones.
4. Constituirán infracciones leves:
a) Las declaraciones realizadas por los sujetos obligados fuera de los plazos 

reglamentariamente establecidos.
b) La falta de declaración de operaciones cuya cuantía no supere 6.000.000 de euros, 

así como la falta de veracidad, la omisión o inexactitud en los datos de las declaraciones que 
no superen dicha cuantía.

Artículo 9.  Sanciones.
1. Las infracciones a que se refiere el artículo anterior darán lugar a la imposición de las 

sanciones previstas en este artículo.
2. Por la comisión de infracciones muy graves se impondrán simultáneamente las 

siguientes sanciones:
a) Multa, que podrá ascender hasta el tanto del contenido económico de la operación sin 

que pueda ser inferior a 30.000 euros, y
b) Amonestación pública o privada.
3. Por la comisión de infracciones graves se impondrán simultáneamente las siguientes 

sanciones:
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a) Multa, que podrá ascender hasta la mitad del contenido económico de la operación sin 
que pueda ser inferior a 6.000 euros, y

b) Amonestación pública o privada.
4. Por la comisión de infracciones leves se impondrán simultáneamente las siguientes 

sanciones:
a) Multa, que podrá ascender hasta un cuarto del contenido económico de la operación 

sin que pueda ser inferior a 3.000 euros, y
b) Amonestación privada.
5. Cuando la infracción consista en la presentación fuera de plazo de las declaraciones 

por los sujetos obligados, sin actuación o requerimiento previo de la Administración, se 
impondrán las siguientes sanciones:

a) Si no han transcurrido más de seis meses, hasta 300 euros, sin que pueda ser inferior 
a 150 euros.

b) Si han transcurrido más de seis meses, hasta 600 euros, sin que pueda ser inferior a 
300 euros.

Artículo 10.  Graduación de sanciones.
Las sanciones aplicables en cada caso por la comisión de infracciones muy graves, 

graves o leves se determinarán considerándose, además de los criterios establecidos en el 
artículo 131.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, las siguientes 
circunstancias:

a) La naturaleza y entidad de la infracción.
b) El grado de responsabilidad e intencionalidad en los hechos que concurran en el 

interesado.
c) El tiempo que haya mediado entre la comisión de la infracción y el intento de 

subsanación de ésta por iniciativa propia del interesado.
d) La capacidad económica del interesado.
e) La conducta anterior del interesado, en relación con las normas en materia de 

movimientos de capitales y pagos exteriores, tomando en consideración al efecto las 
sanciones firmes que le hubieran sido impuestas durante los últimos cinco años.

Artículo 11.  Prescripción de las infracciones y de las sanciones.
1. Las infracciones muy graves prescribirán a los cinco años ; las graves, a los tres años, 

y las leves, al año.
2. El plazo de prescripción se contará desde la fecha en que la infracción hubiera sido 

cometida.
3. Las sanciones que se impongan, en virtud de resolución firme, conforme a esta ley 

prescribirán a los cinco años, las muy graves ; a los cuatro años, las graves, y a los tres 
años, las leves.

Artículo 12.  Procedimiento sancionador.
1. Los órganos competentes de las Administraciones públicas, así como los 

dependientes de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias llevarán a cabo, a petición del órgano instructor o por propia iniciativa, las 
actuaciones de investigación que resulten adecuadas para el esclarecimiento de los hechos 
que pudieren ser constitutivos de las infracciones tipificadas en esta ley.

2. La competencia para la incoación e instrucción de los procedimientos sancionadores 
resultantes de la aplicación del régimen previsto en la Ley y para la imposición de las 
sanciones correspondientes se regirá por las reglas siguientes:

a) La competencia para la incoación e instrucción de los procedimientos sancionadores 
corresponderá a la Secretaría de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e 
Infracciones Monetarias, salvo en materia de inversiones extranjeras directas en España que 
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corresponderá al órgano que designe el titular de la Dirección General de Comercio 
Internacional e Inversiones.

b) La imposición de sanciones por infracciones muy graves corresponderá al Consejo de 
Ministros, a propuesta del titular del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación 
Digital.

No obstante, cuando se trate de infracciones muy graves en materia de inversiones 
extranjeras directas en España, la imposición de sanciones corresponderá al Consejo de 
Ministros, a propuesta del titular del Ministerio de Industria, Comercio y Turismo.

c) La imposición de sanciones por infracciones graves corresponderá al titular del 
Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital, a propuesta del titular de la 
Secretaría de Estado de Economía.

En el supuesto de infracciones graves en materia de inversiones extranjeras directas en 
España, la imposición de sanciones corresponderá al titular del Ministerio de Industria, 
Comercio y Turismo, a propuesta del titular de la Secretaría de Estado de Comercio.

d) La imposición de sanciones por infracciones leves corresponderá al titular de la 
Dirección General del Tesoro y Política Financiera, a propuesta del órgano instructor.

En el caso de infracciones leves en materia de inversiones extranjeras directas en 
España, la imposición de sanciones corresponderá al titular de la Dirección General de 
Comercio Internacional e Inversiones, a propuesta del órgano instructor.

3. El procedimiento sancionador de las infracciones contempladas en esta ley será el 
previsto, con carácter general, para el ejercicio de la potestad sancionadora. El plazo 
máximo para resolver el procedimiento y notificar la resolución será de un año a contar 
desde la fecha del acuerdo de incoación, sin perjuicio de la posibilidad de suspensión por el 
instructor del cómputo del plazo en los supuestos señalados en el artículo 22 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas.

Disposición adicional primera.  Modificación de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre 
determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales.

Se introducen las siguientes modificaciones en la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, 
sobre determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales:

Uno. Se da nueva redacción al apartado 1 del artículo 1, con el siguiente tenor literal:
«1. Esta ley regula las obligaciones, las actuaciones y los procedimientos para 

prevenir e impedir la utilización del sistema financiero, así como de otros sectores de 
actividad económica, para el blanqueo de capitales procedentes de cualquier tipo de 
participación delictiva en la comisión de un delito castigado con pena de prisión 
superior a tres años.»

Dos. Se da nueva redacción al apartado 2 y se adicionan dos nuevos apartados 3 y 4 al 
artículo 2, con el siguiente tenor literal:

«2. Quedarán también sujetas a las obligaciones establecidas en esta ley, con las 
especialidades que puedan establecerse reglamentariamente, las personas físicas o 
jurídicas que ejerzan aquellas otras actividades profesionales o empresariales 
particularmente susceptibles de ser utilizadas para el blanqueo de capitales. Se 
considerarán tales:

a) Los casinos de juego.
b) Las actividades de promoción inmobiliaria, agencia, comisión o intermediación 

en la compraventa de inmuebles.
c) Las personas físicas o jurídicas que actúen en el ejercicio de su profesión 

como auditores, contables externos o asesores fiscales.
d) Los notarios, abogados y procuradores quedarán igualmente sujetos cuando:
1.º Participen en la concepción, realización o asesoramiento de transacciones por 

cuenta de clientes relativas a la compraventa de bienes inmuebles o entidades 
comerciales; la gestión de fondos, valores u otros activos; la apertura o gestión de 
cuentas bancarias, cuentas de ahorros o cuentas de valores ; la organización de las 
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aportaciones necesarias para la creación, el funcionamiento o la gestión de 
empresas o la creación, el funcionamiento o la gestión de fiducias ("trust">1.º 
Participen en la concepción, realización o asesoramiento de transacciones por 
cuenta de clientes relativas a la compraventa de bienes inmuebles o entidades 
comerciales; la gestión de fondos, valores u otros activos; la apertura o gestión de 
cuentas bancarias, cuentas de ahorros o cuentas de valores ; la organización de las 
aportaciones necesarias para la creación, el funcionamiento o la gestión de 
empresas o la creación, el funcionamiento o la gestión de fiducias ("trust"), 
sociedades o estructuras análogas, o

2.º Actúen en nombre y por cuenta de clientes, en cualquier transacción 
financiera o inmobiliaria.

e) Las demás que, atendiendo a la utilización habitual de billetes u otros 
instrumentos al portador como medio de cobro, al alto valor unitario de los objetos o 
servicios ofrecidos, al emplazamiento de los establecimientos o a otras 
circunstancias relevantes, se determinen reglamentariamente.

3. Cuando las personas físicas mencionadas en el apartado anterior ejerzan su 
profesión en calidad de empleados de una persona jurídica, las obligaciones 
impuestas por esta ley recaerán sobre dicha persona jurídica.

4. Estarán sujetas al cumplimiento de las obligaciones señaladas en el apartado 
9 del artículo 3, con las excepciones que reglamentariamente se señalen, las 
personas físicas y jurídicas que, actuando por cuenta propia o de tercero, realicen los 
siguientes movimientos de medios de pago:

a) Salida o entrada en territorio nacional de moneda metálica, billetes de banco y 
cheques bancarios al portador denominados en moneda nacional o en cualquier otra 
moneda o cualquier medio físico, incluidos los electrónicos, concebido para ser 
utilizado como medio de pago, por importe superior a 6.000 euros por persona y 
viaje.

b) Movimientos por territorio nacional de medios de pago consistentes en 
moneda metálica, billetes de banco y cheques bancarios al portador, denominados 
en moneda nacional o en cualquier otra moneda o cualquier medio físico, incluidos 
los electrónicos, concebido para ser utilizado como medio de pago, por importe 
superior a 80.500 euros.

No están sujetas a las obligaciones señaladas en este apartado 4 las personas 
jurídicas que desarrollen profesionalmente actividades de transporte de fondos o 
medios de pago, así como los sujetos obligados y actividades señaladas en el 
apartado 2 de este artículo y en sus normas de desarrollo.

Se autoriza al Ministro de Economía para modificar las cuantías recogidas en los 
párrafos a) y b) de este apartado.»

Tres. Se da nueva redacción a los apartados 1, 2, 4 y 7 y se adiciona un nuevo apartado 
9 al artículo 3, con el siguiente tenor literal:

«1. Exigir, mediante la presentación de documento acreditativo, la identificación 
de sus clientes en el momento de entablar relaciones de negocio, así como de 
cuantas personas pretendan efectuar cualesquiera operaciones, salvo aquellas que 
queden exceptuadas reglamentariamente. Los requisitos para la identificación de los 
clientes que no hayan estado físicamente presentes en el momento del 
establecimiento de la relación de negocios o de la ejecución de operaciones se 
determinarán reglamentariamente.

Los sujetos obligados recabarán de sus clientes información a fin de conocer la 
naturaleza de su actividad profesional o empresarial. Asimismo, adoptarán medidas 
dirigidas a comprobar razonablemente la veracidad de dicha información.

Cuando existan indicios o certeza de que los clientes no actúan por cuenta 
propia, los sujetos obligados recabarán la información precisa a fin de conocer la 
identidad de las personas por cuenta de las cuales actúan.

Los sujetos obligados no estarán sometidos a las obligaciones de identificación 
establecidas en este apartado cuando su cliente sea una institución financiera 
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domiciliada en el ámbito de la Unión Europea o en aquellos terceros Estados que, 
por establecer requisitos equivalentes a los de la legislación española, determine la 
Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.

2. Examinar con especial atención cualquier operación, con independencia de su 
cuantía, que, por su naturaleza, pueda estar particularmente vinculada al blanqueo 
de capitales procedentes de las actividades señaladas en el artículo 1. En particular, 
los sujetos obligados examinarán con especial atención toda operación compleja, 
inusual o que no tenga un propósito económico o lícito aparente, reseñando por 
escrito los resultados del examen.»

«4. Colaborar con el Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del 
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias (en adelante, el Servicio Ejecutivo), 
y a tal fin:

a) Comunicarle, por iniciativa propia, cualquier hecho u operación respecto al que 
exista indicio o certeza de que está relacionado con el blanqueo de capitales 
procedentes de las actividades señaladas en el artículo 1. La comunicación la 
realizará, en principio, la persona o personas que los sujetos obligados hubieran 
designado de conformidad con los procedimientos a que se refiere el apartado 7 de 
este mismo artículo. Será dicha persona o personas las que comparecerán en toda 
clase de procedimientos administrativos o judiciales en relación con datos recogidos 
en la comunicación o cualquier otra información complementaria que pueda referirse 
a aquélla.

Reglamentariamente se determinarán aquellos supuestos o transacciones 
específicas que deban ser objeto de comunicación al Servicio Ejecutivo en todo caso.

También se comunicarán las operaciones que muestren una falta de 
correspondencia ostensible con la naturaleza, volumen de actividad o antecedentes 
operativos de los clientes, siempre que en el examen especial previsto en el apartado 
2 no se aprecie justificación económica, profesional o de negocio para la realización 
de las operaciones, en relación con las actividades señaladas en el artículo 1 de esta 
ley.

b) Facilitar la información que el Servicio Ejecutivo requiera en el ejercicio de sus 
competencias.

No estarán sujetos a las obligaciones establecidas en este apartado 4 los 
auditores, contables externos, asesores fiscales, notarios, abogados y procuradores 
con respecto a la información que reciban de uno de sus clientes u obtengan sobre él 
al determinar la posición jurídica en favor de su cliente, o desempeñar su misión de 
defender o representar a dicho cliente en procedimientos administrativos o judiciales 
o en relación con ellos, incluido el asesoramiento sobre la incoación o la forma de 
evitar un proceso, independientemente de si han recibido u obtenido dicha 
información antes, durante o después de tales procedimientos.

Los abogados y procuradores guardarán el deber de secreto profesional de 
conformidad con la legislación vigente.»

«7. Establecer procedimientos y órganos adecuados de control interno y de 
comunicación a fin de prevenir e impedir la realización de operaciones relacionadas 
con el blanqueo de capitales. En particular, los sujetos obligados establecerán una 
política expresa de admisión de clientes.

La idoneidad de dichos procedimientos y órganos será supervisada por el 
Servicio Ejecutivo, que podrá proponer las medidas correctoras oportunas.

En todo caso, dichos procedimientos y órganos serán objeto de examen anual 
por un experto externo.»

«9. Declarar el origen, destino y tenencia de los fondos en los supuestos 
señalados en el apartado 4 del artículo 2 de esta ley, en la forma y con las 
excepciones que reglamentariamente se determinen.»

Cuatro. Se da la siguiente redacción al apartado 2 del artículo 5:
«2. Sin perjuicio de lo previsto en el apartado siguiente, constituirán infracciones 

graves el incumplimiento de las obligaciones previstas en los apartados 1, 2, 3, 4, 5, 
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7, 8 y 9 del artículo 3, incluida la no adopción de medidas correctoras propuestas por 
el Servicio Ejecutivo a las que se alude en el artículo 3.7, anterior.»

Cinco. Se introduce un nuevo apartado 3 en el artículo 8, con el siguiente tenor literal:
«3. En el caso de incumplimiento de la obligación señalada en el apartado 9 del 

artículo 3 de esta ley podrá imponerse la sanción de multa cuyo importe mínimo será 
de 600 euros y cuyo importe máximo podrá ascender hasta la mitad del contenido 
económico de los medios de pago empleados.

En el caso de que los medios de pago fueran hallados en lugar o situación que 
mostrase una clara intención de ocultarlos o no resulte debidamente acreditado el 
origen de los fondos, la sanción podrá llegar al tanto del contenido económico de los 
medios empleados.»

Seis. Se da nueva redacción al artículo 12, con el siguiente tenor literal:

«Artículo 12.  Procedimiento sancionador y medidas cautelares.
1. La incoación e instrucción de los procedimientos sancionadores a que hubiera 

lugar por la comisión de infracciones previstas en esta ley corresponderá a la 
Secretaría de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias, según dispone el artículo 15.

Será competente para imponer las sanciones por infracciones muy graves el 
Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro de Economía. Será competente para 
imponer las sanciones por infracciones graves el Ministro de Economía, a propuesta 
de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.

Cuando la entidad infractora sea una entidad financiera o precise de autorización 
administrativa para operar, será preceptivo para la imposición de la correspondiente 
sanción el informe de la institución u órgano administrativo responsable de su 
supervisión.

La competencia para instruir los procedimientos sancionadores por infracciones 
graves por el incumplimiento de las obligaciones previstas en el apartado 9 del 
artículo 3 corresponderá a la Secretaría. La competencia para resolver dichos 
procedimientos corresponderá al Presidente del Comité Permanente de la Comisión 
de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, previo informe 
del Servicio Ejecutivo.

2. En lo relativo al procedimiento sancionador se estará a lo previsto en la 
normativa reguladora de dicho procedimiento aplicable a los sujetos que actúan en 
los mercados financieros, y en lo relativo a la ejecución y publicidad de las sanciones 
y demás cuestiones atinentes al régimen sancionador se estará a lo previsto en las 
leyes específicas aplicables a los distintos sujetos obligados y, en su defecto, a lo 
dispuesto en la Ley 26/1988, de 29 de julio, de disciplina e intervención de las 
entidades de crédito.

El procedimiento sancionador aplicable al incumplimiento de las obligaciones 
previstas en el apartado 9 del artículo 3 será el previsto, con carácter general, para el 
ejercicio de la potestad sancionadora por las Administraciones públicas. El plazo 
para dictar resolución y notificarla será de seis meses. Excepcionalmente podrá 
prorrogarse dicho plazo hasta 12 meses mediante acuerdo motivado de la 
Secretaría, cuando concurran circunstancias que obliguen a ello y se hayan agotado 
todos los medios a disposición posibles.

3. Ante la falta de declaración señalada en el apartado 9 del artículo 3 de esta 
ley, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado o el Departamento de Aduanas e 
Impuestos Especiales podrán intervenir los medios de pago, dando traslado 
inmediato del acta de intervención al Servicio Ejecutivo, para su investigación.

Durante la instrucción del procedimiento sancionador podrá acordarse la 
constitución de garantía suficiente para hacer frente a las responsabilidades a que 
hubiera lugar, devolviéndose, en su caso, el resto de la cantidad inicialmente 
intervenida.»

Siete. Se da nueva redacción al apartado 1 del artículo 16, con el siguiente tenor literal:

ÁMBITOS DE LA SEGURIDAD NACIONAL: TERRORISMO

§ 11  Ley sobre régimen jurídico de los movimientos de capitales y de transacciones económicas

– 164 –



«1. Sin perjuicio de lo establecido en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, toda 
autoridad o fun cionario, incluidos los de arancel, que descubra hechos que puedan 
constituir indicio o prueba de blanqueo de capitales procedentes de las actividades 
señaladas en el artículo 1, ya sea durante las inspecciones efectuadas a las 
entidades objeto de supervisión, o de cualquier otro modo, deberá informar de ello al 
Servicio Ejecutivo. El incumplimiento de esta obligación tendrá la consideración de 
infracción muy grave y se sancionará disciplinariamente como tal según lo previsto 
en la legislación específica que les sea de aplicación. La obligación señalada en este 
párrafo se extenderá igualmente a la información que el Servicio Ejecutivo le requiera 
en el ejercicio de sus competencias.

La obligación que se establece en el párrafo anterior se entenderá sin perjuicio 
de lo establecido en el párrafo j) del artículo 113.1 de la Ley General Tributaria, así 
como del secreto del protocolo notarial, que abarca los instrumentos públicos a los 
que se refiere el artículo 34 de la Ley de 28 de mayo de 1862, así como los relativos 
al reconocimiento de hijos no matrimoniales.

En todo caso, el Banco de España, la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores, la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones, la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, el Instituto de Contabilidad y Auditoría de 
Cuentas, los colegios profesionales y los órganos estatales o autonómicos 
competentes, según corresponda, informarán razonadamente al Servicio Ejecutivo 
cuando en el ejercicio de su labor inspectora o supervisora aprecien posibles 
infracciones de las obligaciones establecidas en esta ley.

Los órganos judiciales, de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal, remitirán 
testimonio al Servicio Ejecutivo cuando en el curso del proceso aprecien indicios de 
incumplimiento de la normativa de prevención del blanqueo de capitales.»

Ocho. Queda derogado el párrafo segundo del apartado 1 del artículo 13.
Nueve. Se modifica la disposición adicional segunda, que queda redactada como sigue:

«El Protectorado y el Patronato, en ejercicio de las funciones que le atribuye la 
Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones, y el personal con 
responsabilidades en la gestión de las fundaciones velarán para que éstas no sean 
utilizadas para canalizar fondos o recursos a las personas y entidades vinculadas a 
grupos u organizaciones terroristas, de acuerdo con lo previsto en la legislación 
reguladora de la prevención y bloqueo de la financiación del terrorismo.

A estos efectos, todas las fundaciones conservarán durante seis años registros 
con las identidades de todas las personas que reciban fondos o recursos de la 
fundación. Estos registros estarán a disposición del Protectorado, de la Comisión de 
Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo, así como de los órganos 
administrativos o judiciales con competencias en el ámbito de prevención o 
persecución del terrorismo.

Lo dispuesto en los párrafos anteriores será asimismo de aplicación a las 
asociaciones de utilidad pública, correspondiendo en tales casos al órgano de 
gobierno o asamblea general, a los miembros del órgano de representación que 
gestione los intereses de la asociación y al organismo encargado de verificar su 
constitución, en el ejercicio de las funciones que tiene atribuidas por el artículo 34 de 
la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del Derecho de Asociación, 
cumplir con lo que establece esta disposición.»

Disposición adicional segunda.  Modificación de la Ley 230/1963, de 28 de diciembre, 
General Tributaria.

Uno. Se introduce un nuevo párrafo j) en el artículo 113.1 de la Ley 230/1963, de 28 de 
diciembre, General Tributaria, con el siguiente tenor literal:

«Artículo 113.  
1. Los datos, informes o antecedentes obtenidos por la Administración tributaria 

en el desempeño de sus funciones tienen carácter reservado y sólo podrán ser 
utilizados para la efectiva aplicación de los tributos o recursos cuya gestión tenga 
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encomendada, sin que puedan ser cedidos o comunicados a terceros, salvo que la 
cesión tenga por objeto:

[...]
j) La colaboración con el Servicio Ejecutivo creado por la Ley 19/1993, de 28 de 

diciembre, sobre determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales, en 
las actividades que dicho servicio lleve a cabo en el ámbito de lo previsto en el 
artículo 1 de la mencionada ley.»

Dos. Se introduce un nuevo apartado 5 en el artículo 112 de la Ley 230/1963, de 28 de 
diciembre, General Tributaria, con el siguiente tenor literal:

«5. El Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales 
e Infracciones Monetarias facilitará a la Administración tributaria cuantos datos con 
trascendencia tributaria obtenga en el ejercicio de sus funciones, con carácter 
general o mediante requerimiento individualizado.»

Disposición adicional tercera.  Modificación de la Ley 13/1985, de 25 de mayo, de 
coeficientes de inversión, recursos propios y obligaciones de información de los 
intermediarios financieros.

Se introduce una nueva disposición adicional segunda en la Ley 13/1985, con el 
siguiente tenor literal:

«Disposición adicional segunda.  
1. Las participaciones preferentes a que se refiere el artículo séptimo de esta ley 

tendrán que cumplir los siguientes requisitos:
a) Ser emitidas por una entidad de crédito o por una entidad residente en España 

o en un territorio de la Unión Europea, que no tenga la condición de paraíso fiscal, y 
cuyos derechos de voto correspondan en su totalidad directa o indirectamente a una 
entidad de crédito dominante de un grupo o subgrupo consolidable de entidades de 
crédito y cuya actividad u objeto exclusivos sea la emisión de participaciones 
preferentes.

b) En los supuestos de emisiones realizadas por una entidad filial, los recursos 
obtenidos deberán estar depositados en su totalidad, descontados los gastos de 
emisión y gestión, y de forma permanente en la entidad de crédito dominante o en 
otra entidad del grupo o subgrupo consolidable. El depósito así constituido deberá 
ser aplicado por la entidad depositaria a la compensación de pérdidas, tanto en su 
liquidación como en el saneamiento general de aquélla o de su grupo o subgrupo 
consolidable, una vez agotadas las reservas y reducido a cero el capital ordinario. En 
estos supuestos las participaciones deberán contar con la garantía solidaria e 
irrevocable de la entidad de crédito dominante o de la entidad depositaria.

c) Tener derecho a percibir una remuneración predeterminada de carácter no 
acumulativo. El devengo de esta remuneración estará condicionado a la existencia 
de beneficios distribuibles en la entidad de crédito dominante o en el grupo o 
subgrupo consolidable.

d) No otorgar a sus titulares derechos políticos, salvo en los supuestos 
excepcionales que se establezcan en las respectivas condiciones de emisión.

e) No otorgar derechos de suscripción preferente respecto de futuras nuevas 
emisiones.

f) Tener carácter perpetuo, aunque se pueda acordar la amortización anticipada a 
partir del quinto año desde su fecha de desembolso, previa autorización del Banco 
de España.

g) Cotizar en mercados secundarios organizados.
h) En los supuestos de liquidación o disolución, u otros que den lugar a la 

aplicación de las prioridades contempladas en el Código de Comercio, de la entidad 
de crédito emisora o de la dominante del grupo o subgrupo consolidable de las 
entidades de crédito, las participaciones preferentes darán derecho a obtener 
exclusivamente el reembolso de su valor nominal junto con la remuneración 
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devengada y no satisfecha y se situarán, a efectos del orden de prelación de 
créditos, inmediatamente detrás de todos los acreedores, subordinados o no, de la 
entidad de crédito emisora o de la dominante del grupo o subgrupo consolidable de 
entidades de crédito y delante de los accionistas ordinarios y, en su caso, de los 
cuotapartícipes.

i) En el momento de realizar una emisión, el importe nominal en circulación no 
podrá ser superior al 30 por ciento de los recursos propios básicos del grupo o 
subgrupo consolidable, incluido el importe de la propia emisión, sin perjuicio de las 
limitaciones adicionales que puedan establecerse a efectos de solvencia. Si dicho 
porcentaje se sobrepasara una vez realizada la emisión, la entidad de crédito deberá 
presentar ante el Banco de España para su autorización un plan para retornar al 
cumplimiento de dicho porcentaje. El Banco de España podrá modificar el indicado 
porcentaje.

2. El régimen fiscal de las participaciones preferentes emitidas en las condiciones 
establecidas en el apartado anterior será el siguiente:

a) La remuneración a que se refiere el párrafo c) del apartado anterior tendrá la 
consideración de gasto deducible para la entidad emisora.

b) Las rentas derivadas de las participaciones preferentes se calificarán como 
rendimientos obtenidos por la cesión a terceros de capitales propios de acuerdo con 
lo establecido en el apartado 2 del artículo 23 de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y otras Normas Tributarias.

c) Los rendimientos generados por el depósito a que se refiere el párrafo b) del 
apartado 1 anterior no estarán sometidos a retención alguna, siendo de aplicación, 
en su caso, la exención establecida en el párrafo e) del apartado 1 del artículo 13 de 
la Ley 41/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto sobre la Renta de no Residentes y 
Normas Tributarias.

d) Las rentas derivadas de las participaciones preferentes obtenidas por sujetos 
pasivos del Impuesto sobre la Renta de no Residentes sin establecimiento 
permanente estarán exentas de dicho impuesto en los mismos términos establecidos 
para los rendimientos derivados de la deuda pública en el artículo 13 de la Ley 
41/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto sobre la Renta de no Residentes y Normas 
Tributarias.

e) Las operaciones derivadas de la emisión de participaciones preferentes 
estarán exentas de la modalidad de operaciones societarias del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.

3. La entidad de crédito dominante de un grupo o subgrupo consolidable de 
entidades de crédito tendrá la obligación de informar a la Administración tributaria y a 
las instituciones encargadas de la supervisión financiera, en la forma en que 
reglamentariamente se establezca, de las actividades realizadas por las filiales a que 
se refiere el párrafo a) del apartado 1 de esta disposición adicional y de la identidad 
de los titulares de los valores emitidos por aquéllas.

4. Lo dispuesto en esta disposición adicional será igualmente aplicable en los 
supuestos en los que la entidad dominante a que se refiere el párrafo a) de su 
apartado 1 sea una entidad que se rija por el derecho de otro Estado.

5. El régimen previsto en los apartados 2 y 3 de esta disposición será también 
aplicable a las emisiones de instrumentos de deuda realizados por entidades que 
cumplan los requisitos del párrafo a) del apartado 1 y cuya actividad u objeto 
exclusivo sea la emisión de participaciones preferentes y/u otros instrumentos 
financieros, siempre que se cumplan los requisitos de cotización en mercados 
organizados y, en su caso, de depósito permanente y garantía de la entidad 
dominante, que se establecen en los párrafos g) y b) de dicho apartado.

6. Lo dispuesto en esta disposición adicional será aplicable, igualmente, a las 
participaciones preferentes o a otros instrumentos de deuda emitidos por una 
sociedad residente en España o en un territorio de la Unión Europea, que no tenga la 
condición de paraíso fiscal y cuyos derechos de voto correspondan en su totalidad, 
directa o indirectamente, a entidades cotizadas que no sean de crédito. En estos 
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casos, para proceder a la amortización anticipada no será necesaria la autorización 
prevista en el párrafo f) del apartado 1, y no será de aplicación el límite establecido 
en el párrafo i) del mismo apartado 1.»

Disposición adicional cuarta.  Modificación de la Ley 46/2002, de 18 de diciembre.
Se modifica la disposición adicional cuarta de la Ley 46/2002, de 18 de diciembre, de 

reforma parcial del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y por la que se 
modifican las Leyes de los Impuestos sobre Sociedades y sobre la Renta de no Residentes, 
que quedará redactada en los siguientes términos:

«Disposición adicional cuarta.  
El Gobierno elaborará y aprobará en el plazo de un año a partir de la entrada en 

vigor de esta ley los textos refundidos del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas, del Impuesto sobre la Renta de no Residentes y del Impuesto sobre 
Sociedades.»

Disposición adicional quinta.  Modificación de la Ley 51/2002, de 27 de diciembre.
Se añade una nueva disposición adicional decimotercera a la Ley 51/2002, de 27 de 

diciembre, de reforma de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas 
Locales, que quedará redactada en los siguientes términos:

«Disposición adicional decimotercera.  
El Gobierno elaborará y aprobará en el plazo de un año a partir de la entrada en 

vigor de esta ley el texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales.»

Disposición transitoria primera.  Vigencia temporal de las disposiciones normativas de 
desarrollo de la Ley 40/1979, de 10 de diciembre, sobre Régimen Jurídico de Control de 
Cambios.

Hasta tanto no se publiquen las normas de desarrollo de esta ley y siempre que no se 
opongan a lo dispuesto en ella, se mantendrán vigentes las disposiciones normativas 
dictadas en desarrollo de la Ley 40/1979, de 10 de diciembre, sobre Régimen Jurídico de 
Control de Cambios. En particular, permanecerán vigentes durante este período transitorio el 
artículo 10.4 del Reglamento de Armas, así como el artículo 5 del Reglamento de 
Explosivos.

Disposición transitoria segunda.  
Lo establecido en el apartado 2 de la disposición adicional segunda de la Ley 13/1985, 

de 25 de mayo, de coeficientes de inversión, recursos propios y obligaciones de información 
de los intermediarios financieros, será aplicable, igualmente, a los ejercicios iniciados y a las 
emisiones de participaciones preferentes y de deuda realizadas con anterioridad a la entrada 
en vigor de esta ley por cualquier entidad, sea o no residente en España, cuya actividad 
exclusiva sea la emisión de participaciones preferentes y/u otros instrumentos financieros y 
cuyos derechos de voto correspondan en su totalidad directa o indirectamente a una entidad 
de crédito dominante de un grupo o subgrupo consolidable de entidades de créditos o a 
sociedades cotizadas. Para dichas emisiones las obligaciones de información establecidas 
en el Real Decreto 1285/1991 se deben cumplir únicamente respecto de las entidades 
financieras que intermedien la emisión.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
A la entrada en vigor de esta ley quedarán derogadas la Ley 40/1979, de 10 de 

diciembre, sobre Régimen Jurídico de Control de Cambios, con excepción de su capítulo II, 
en la redacción dada por la Ley Orgánica 10/1983, la disposición adicional cuarta de la Ley 
41/1999, de 12 de noviembre, sobre sistemas de pagos y de liquidación de valores, así como 
las disposiciones de igual o inferior rango que se opongan a lo dispuesto en esta ley.
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Disposición final única.  Habilitación y entrada en vigor.
1. El Gobierno dictará las disposiciones de desarrollo y ejecución de esta ley en el plazo 

de seis meses a partir de su entrada en vigor.
2. La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».
No obstante, la obligación de declarar el origen, destino y tenencia de fondos establecida 

en el apartado tres de la disposición adicional primera de esta ley sólo se aplicará a 
supuestos que se produzcan con posterioridad a la entrada en vigor de la disposición 
reglamentaria prevista en dicho apartado.
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§ 12

Ley 12/2003, de 21 de mayo, de prevención y bloqueo de la 
financiación del terrorismo

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 122, de 22 de mayo de 2003
Última modificación: 29 de abril de 2010

Referencia: BOE-A-2003-10289

Esta norma pasa a denominarse "Ley 12/2003, de 21 de mayo, de bloqueo de la financiación del 
terrorismo.", según establece la disposición final 1.1 de la Ley 10/2010, de 28 de abril. Ref. BOE-A-2010-6737

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I
El terrorismo constituye una de las mayores agresiones a la paz, a la seguridad y a la 

estabilidad de las sociedades democráticas. Sucesos como los trágicos atentados del 11 de 
septiembre de 2001 no han hecho sino evidenciar aún más que ningún ciudadano, ninguna 
institución, ni ningún Estado se encuentran al margen de esta amenaza. En consecuencia, 
es obligado dar una respuesta proporcionada y coordinada a esta situación por todos los 
Estados, que han de dotarse de los mecanismos necesarios para luchar contra el terrorismo 
en todas sus formas y manifestaciones y para prevenir la comisión de actuaciones 
terroristas, con todos los instrumentos que proporciona el Estado de Derecho, en un ámbito 
de máxima cooperación internacional.

Por eso, la Comunidad Internacional, reunida bajo los auspicios de Naciones Unidas, ha 
señalado como uno de los principales objetivos el acuerdo internacional y el trabajo común 
para prevenir y reprimir los actos de terrorismo.

Un aspecto básico para la prevención de la comisión de actos terroristas es el cierre de 
los flujos financieros de que se nutren las organizaciones terroristas. Como ha declarado 
repetidamente Naciones Unidas, el número y gravedad de los actos de terrorismo dependen 
en gran medida de la financiación que puedan obtener los terroristas. De este modo, tanto 
las organizaciones internacionales como los Estados parte de éstas tienen el convencimiento 
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de que, a través de las medidas preventivas, se pueden llegar a reducir las actividades de 
estas organizaciones y sus devastadores efectos. En concreto, la Resolución del Consejo de 
Seguridad de Naciones Unidas 1373 (2001), adoptada por unanimidad en su 4385.a sesión, 
celebrada el 28 de septiembre de 2001, completando lo dispuesto en sus Resoluciones 
números 1267 (1999), 1269 (1999), 1333 (2000) y 1368 (2001), ha ordenado a los Estados a 
que adopten las medidas necesarias para prevenir y reprimir el delito de terrorismo.

Así, el apartado 1.a) de la Resolución 1373 decide que los Estados «prevengan y 
repriman la financiación de los actos de terrorismo». Y especialmente, en su párrafo c), 
ordena que «congelen sin dilación los fondos y demás activos financieros o recursos 
económicos de las personas que cometan, o intenten cometer, actos de terrorismo o 
participen en ellos o faciliten su comisión ; de las entidades de propiedad o bajo el control, 
directos o indirectos, de esas personas, y de las personas y entidades que actúen en 
nombre de esas personas y entidades o bajo sus órdenes, inclusive los fondos obtenidos o 
derivados de los bienes de propiedad o bajo el control, directos o indirectos, de esas 
personas y de las personas y entidades asociadas con ellos».

En el ámbito europeo, el Consejo extraordinario de Jefes de Estado y de Gobierno, 
celebrado el 21 de septiembre de 2001, ha decidido que la lucha contra el terrorismo será 
más que nunca un objetivo prioritario para la Unión Europea y ha diseñado un específico 
Plan de Acción contra el Terrorismo, del que es elemento esencial la lucha contra su 
financiación.

La Unión Europea y los Estados miembros se han comprometido a adoptar las medidas 
necesarias para lograr que nuestros sistemas financieros cooperen para evitar la creación y 
transferencia de fondos que sirvan a la comisión de actuaciones terroristas.

Del mismo modo y en el ámbito nacional, tanto nuestros compromisos internacionales 
como la desgraciada experiencia española, que sufre la lacra del terrorismo desde hace 
décadas, hacen necesario completar nuestro ordenamiento jurídico con medidas eficaces en 
el ámbito de la prevención de esta forma de delincuencia, dentro del respeto a los principios 
que informan nuestro Estado democrático y de derecho. Esta línea continúa las políticas de 
prevención de formas especialmente graves de delincuencia, como el blanqueo de capitales 
o el tráfico de drogas, y conecta estrechamente con otros textos legislativos que, como la 
Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre determinadas medidas de prevención del blanqueo 
de capitales, o la Ley 40/1979, de 10 de diciembre, sobre régimen jurídico de control de 
cambios, han puesto el acento en los mecanismos de prevención y evitación del delito desde 
la perspectiva de su financiación.

II
Para prevenir las actividades de financiación del terrorismo e impedir la utilización con tal 

propósito del sistema financiero en una economía globalizada, el principio en el que se 
inspira esta ley no es otro que la posibilidad de bloqueo de cualquier tipo de flujo o posición 
financiera para evitar la utilización de los fondos en la comisión de acciones terroristas, 
disponiéndose al tiempo de la capacidad para identificar y combatir los canales financieros 
del terrorismo, verificando la verdadera naturaleza de los fondos, su origen, localización, 
disposición y movimientos, o la identidad de los titulares reales de esas transacciones.

Esta posibilidad de bloquear y examinar operaciones susceptibles de estar 
particularmente relacionadas con la financiación del terrorismo se lleva a cabo a través de la 
atribución de potestades específicas dirigidas a bloquear saldos y movimientos financieros 
de personas concretas, otorgadas a un órgano colegiado especializado, la Comisión de 
Vigilancia de Actividades de Finan ciación del Terrorismo, y siempre con la consideración de 
su naturaleza de medida preventiva carente de valor sancionador, dado que no se articula 
para sentar un juicio de culpabilidad, sino para evitar la realización de actos criminales que, 
en su caso, tienen que ser enjuiciados por el juez competente, haciendo así operativa 
cualquier alerta temprana.

Dichas potestades podrán aplicarse a sujetos u operaciones cuando concurran indicios 
razonables de su posible utilización para la financiación de acciones terroristas, bien por la 
inclusión de aquéllos en listados de alcance internacional a los que España está vinculada, 
bien por la concurrencia de una serie de elementos subjetivos y objetivos, que la ley 
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concreta, que permiten razonablemente considerar el propósito de apoyo económico a las 
actividades terroristas.

En consecuencia, la Comisión de Vigilancia que ahora se crea está llamada a desarrollar 
la dirección e impulso de estas actividades de prevención de la utilización del sistema 
financiero para la comisión de delitos, y, concretamente, de acciones terroristas, así como a 
servir de cauce de colaboración en esta materia entre las Administraciones públicas y las 
entidades financieras, y a servir de auxilio a los órganos judiciales, al Ministerio Fiscal y a la 
Policía Judicial.

Todo ello sin perjuicio, lógicamente, de las potestades que la Constitución y el resto del 
ordenamiento jurídico atribuyen al Poder Judicial para revisar la corrección, finalidad y 
proporcionalidad de la actuación administrativa, para perseguir y enjuiciar el delito y para 
garantizar los derechos de los ciudadanos. A lo que se une, además, una nueva garantía, 
consistente en la exigencia de autorización judicial para que las medidas puedan 
prolongarse en el tiempo más allá del mínimo que se considera indispensable para realizar 
complejas operaciones de comprobación.

En fin, las medidas de bloqueo que prevé esta ley han de llevarse a cabo con la 
imprescindible colaboración de las entidades que actúan en el tráfico financiero, a las que se 
les exige determinadas obligaciones. Por otro lado, teniendo en cuenta la importancia que 
tiene la información referente a las transacciones que puedan asociarse a las personas y 
demás entidades sobre las que pueda recaer el bloqueo y para hacer posible la aplicación 
de esta ley, se hace preciso establecer una obligación de colaboración de otras 
Administraciones, organismos e instituciones en el intercambio de dicha información.

Artículo 1.  Bloqueo de transacciones y movimientos de capitales y prohibición de apertura 
de cuentas en entidades financieras.

1. Con el fin de prevenir las actividades de financiación del terrorismo, son susceptibles 
de ser bloqueadas, en los términos previstos en esta ley, las cuentas, saldos y posiciones 
financieras, así como las transacciones y movimientos de capitales, aun ocasionales, y sus 
correspondientes operaciones de cobro, pago o transferencia, en las que el ordenante, 
emisor, titular, beneficiario o destinatario sea una persona o entidad vinculada a grupos u 
organizaciones terroristas, o cuando se hubiera realizado la transacción, movimiento u 
operación con motivo u ocasión de la perpetración de actividades terroristas, o para 
contribuir a los fines perseguidos por los grupos u organizaciones terroristas.

2. A los efectos previstos en esta ley, se entenderá por bloqueo la prohibición de realizar 
cualquier movimiento, transferencia, alteración, utilización o transacción de capitales o 
activos financieros que dé o pueda dar lugar a un cambio de volumen, importe, localización, 
propiedad, posesión, naturaleza o destino de dichos capitales o activos, o de cualquier otro 
cambio que pudiera facilitar su utilización, incluida la gestión de una cartera de valores.

3. Asimismo, se podrá prohibir la apertura de cuentas en entidades financieras o sus 
sucursales que operen en España en las que aparezcan como titulares, autorizados para 
operar o representantes, las personas o entidades mencionadas en el apartado 1.

4. Lo dispuesto en esta ley se entiende sin perjuicio de lo que la Ley de Enjuiciamiento 
Civil establece respecto de los bienes inembargables y de lo establecido en el artículo 2 de 
la Ley 40/1979, de 10 de diciembre, sobre régimen jurídico de control de cambios, y de las 
disposiciones que la desarrollen.

Artículo 2.  Adopción de los acuerdos por la Comisión de Vigilancia de Actividades de 
Financiación del Terrorismo.

1. En ejecución de lo dispuesto en el artículo anterior, corresponde a la Comisión de 
Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo la facultad de acordar el bloqueo de 
los saldos, cuentas y posiciones, incluidos los bienes depositados en cajas de seguridad, 
abiertas por personas o entidades vinculadas a organizaciones terroristas en cualquiera de 
las entidades enumeradas en el artículo 4, así como la prohibición de la apertura de nuevas 
cuentas en las que figure como titular, autorizada para operar o representante, alguna de 
dichas personas o entidades.

2. Igualmente podrá la citada Comisión de Vigilancia acordar el bloqueo del efectivo, 
valores y demás instrumentos provenientes de transacciones u operaciones financieras que 
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el ordenante o el beneficiario, directamente o a través de persona interpuesta, hubiera 
realizado con motivo u ocasión de la perpetración de actividades terroristas o para contribuir 
a los fines u objetivos perseguidos por los grupos u organizaciones terroristas.

3. La Comisión de Vigilancia cuando haya acordado el bloqueo podrá autorizar aquellas 
transacciones y sus correspondientes cobros, pagos o transferencias que tengan por 
finalidad la satisfacción de las deudas de carácter salarial, tributarias, de Seguridad Social o 
cualesquiera de otra naturaleza con las que se evite el perjuicio a terceros de buena fe.

4. Los acuerdos de bloqueo podrán adoptarse sin necesidad de previa audiencia del 
titular o titulares de las cuentas, posiciones o saldos a los que se refieran cuando ello 
comprometa gravemente la efectividad de la medida o el interés público afectado. En todo 
caso, se mantendrá la confidencialidad en sede administrativa y jurisdiccional respecto de la 
identidad de los funcionarios intervinientes en los procedimientos administrativos en los que 
se adopten y ejecuten los respectivos acuerdos.

5. Los acuerdos a los que se refieren los apartados anteriores surtirán efecto por el 
tiempo que se determine expresamente por la Comisión de Vigilancia.

Cuando el acuerdo se fundamente en una disposición o resolución adoptadas por el 
órgano competente de la Unión Europea o de cualquier organización internacional de las que 
España sea parte, la duración de sus efectos será la que se determine en dicha resolución.

En los restantes supuestos la duración no podrá exceder inicialmente de seis meses, 
pudiendo la Comisión de Vigilancia prolongar este plazo en el supuesto de que subsistan las 
causas que motivaron su adopción, previa autorización judicial que deberá dictarse, en todo 
caso, en el plazo máximo de 15 días. La Comisión solicitará la autorización antes del 
vencimiento de dicho plazo, resolviendo el órgano judicial competente para conocer del 
recurso contra estos actos, oídas las personas afec tadas por el bloqueo o prohibición. En 
todo caso, el acuerdo inicial de bloqueo mantendrá su eficacia hasta que recaiga resolución 
judicial autorizando o denegando la prórroga.

6. La Comisión de Vigilancia acordará, en cualquier caso, el cese del bloqueo cuando de 
las actuaciones o investigaciones realizadas no quede acreditado que los bienes afectados 
guardan relación con la financiación de actividades terroristas.

Artículo 3.  Control jurisdiccional.
1. La Comisión de Vigilancia ejercerá sus funciones siempre sin perjuicio de las 

potestades que la Constitución y el resto del ordenamiento jurídico atribuyen al Poder 
Judicial y en especial al orden jurisdiccional penal.

2. La Comisión de Vigilancia auxiliará a los órganos jurisdiccionales penales y al 
Ministerio Fiscal en el ejercicio de las funciones que les son propias.

3. Las resoluciones de la Comisión de Vigilancia, que agotan la vía administrativa, serán 
susceptibles de recurso contencioso-administrativo, cuya tramitación será preferente.

4. Si se estuviera sustanciando un procedimiento penal en que exista identidad de 
personas, hechos y fundamento respecto de las actuaciones contempladas en esta ley, el 
órgano del orden jurisdiccional penal ante quien se esté tramitando dicho procedimiento será 
el competente para resolver sobre la continuidad del bloqueo de dichos saldos, cuentas, 
posiciones, efectivo, valores y demás instrumentos, mediante la adopción de las oportunas 
medidas cautelares.

5. Si existiera un procedimiento penal que pudiera tener vinculación con las medidas de 
bloqueo adoptadas en vía administrativa, los acuerdos de la Comisión de Vigilancia deberán 
ponerse en conocimiento del órgano jurisdiccional penal ante el que se estuviera 
substanciando dicho procedimiento.

6. La Comisión de Vigilancia pondrá inmediatamente en conocimiento del órgano 
jurisdiccional penal competente todo hecho del que tenga noticia en el ejercicio de las 
funciones atribuidas por esta ley que pudiera ser constitutivo de delito, o que, sin ser 
constitutivo de delito como tal, estuviera relacionado con hechos que pudieran tener la 
calificación de delictivos.

Artículo 4.  Personas y entidades obligadas.
Las Administraciones Públicas y los sujetos a que se refiere el artículo 2 de la Ley de 

prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo están obligados a 
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colaborar con la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo y, en 
particular, a llevar a cabo las medidas necesarias para hacer efectivo el bloqueo previsto en 
el artículo 1; en particular, deberán:

a) Impedir cualquier acto u operación que suponga disposición de saldos y posiciones de 
cualquier tipo, dinero, valores y demás instrumentos vinculados a movimientos de capitales u 
operaciones de pago o transferencia bloqueados, a excepción de aquéllos por los que 
afluyan nuevos fondos y recursos a cuentas bloqueadas.

b) Comunicar a la Comisión de Vigilancia cualquier tipo de ingreso que se pueda realizar 
a la cuenta bloqueada, sin perjuicio de realizar la operación.

c) Comunicar a la Comisión de Vigilancia, por iniciativa propia, cualquier solicitud o 
petición que reciban en la que el ordenante, emisor, titular, beneficiario o destinatario sea 
una persona o entidad respecto a la que la Comisión de Vigilancia haya adoptado alguna 
medida.

d) Facilitar a la citada Comisión la información que ésta requiera para el ejercicio de sus 
competencias.

e) No revelar ni al cliente ni a terceros que se ha transmitido información a la Comisión 
de Vigilancia.

Artículo 5.  Exención de responsabilidad.
Las medidas adoptadas de buena fe, a fin de cumplir con lo dispuesto en el artículo 

anterior, por las personas y entidades obligadas o, excepcionalmente, por sus directivos o 
empleados, no implicarán violación de las obligaciones impuestas por vía contractual o por 
las normas sectoriales a las que estuvieran sujetos ni dará lugar a la asunción de ningún tipo 
de responsabilidad.

Artículo 6.  Supervisión y régimen sancionador.
1. La función de supervisión e inspección del Servicio Ejecutivo de la Comisión de 

Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias a que se refiere el artículo 
47 de la Ley de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo se 
extiende al cumplimiento de las obligaciones establecidas en la presente Ley.

Cuando de los informes de inspección a que se refiere el artículo 47.3 de la Ley de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo resulte el 
incumplimiento de alguna de las obligaciones establecidas en el artículo 4 de esta Ley, el 
Comité Permanente de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias lo pondrá en conocimiento de la Comisión de Vigilancia de Actividades de 
Financiación del Terrorismo.

2. El incumplimiento de los deberes previstos en esta Ley será considerado infracción 
muy grave a los efectos previstos en el Capítulo VIII de la Ley de prevención del blanqueo de 
capitales y de la financiación del terrorismo, y será sancionado conforme a lo que en él se 
dispone.

Las referencias que en dicho Capítulo se contienen a la Secretaría y al Comité 
Permanente de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias deben entenderse realizadas a la Secretaría de la Comisión de Vigilancia y a la 
Comisión de Vigilancia, respectivamente.

La competencia para proponer la imposición de sanciones por la comisión de las 
infracciones previstas en esta Ley corresponde al Ministro del Interior, y la competencia para 
sancionar, al Consejo de Ministros.

Artículo 7.  Personas y entidades vinculadas a grupos u organizaciones terroristas.
1. A los efectos previstos en esta ley, la comisión podrá considerar vinculadas a un grupo 

u organización terrorista a las siguientes personas o entidades:
a) Aquéllas cuya vinculación con un grupo u organización terrorista haya sido reconocida 

en una resolución judicial, en una disposición o resolución adoptadas
por el órgano competente de la Unión Europea o de cualquier organización internacional 

de la que España sea parte.
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b) Las que actúen como administradores de hecho o de derecho o en nombre, interés, 
por cuenta o representación legal o voluntaria de la organización o de cualquier persona o 
entidad integrada o controlada por un grupo terrorista.

c) Aquellas entidades en cuyo órgano de gestión o administración o en cuyo capital o 
dotación participen, con influencia significativa, otras personas o entidades integradas o 
controladas por una organización terrorista.

d) Las que constituyan una unidad de decisión con un grupo u organización terrorista, 
bien porque alguna de ellas ostente o pueda ostentar, directa o indirectamente, el control de 
las demás, bien porque dicho control corresponda a una o varias personas o entidades que 
actúen sistemáticamente o en concierto con el grupo u organización.

e) Las personas y entidades creadas o interpuestas por una organización terrorista con 
la finalidad de ocultar la verdadera identidad de los ordenantes o beneficiarios de una 
transacción económica o de las partes en cualquier negocio o contrato.

f) Las que, no estando incluidas en ninguno de los párrafos anteriores, coadyuven o 
favorezcan económicamente a una organización terrorista.

g) Las personas o entidades respecto de las cuales, a la vista de las personas que las 
rigen o administran, o de cualesquiera otras circunstancias, se considere que constituyen 
materialmente una continuación o sucesión en la actividad de cualquier persona o entidad 
prevista en los párrafos anteriores, todo ello con independencia de la forma o título jurídico 
utilizados para dicha continuación o sucesión.

2. En todo caso, tratándose de sociedades mercantiles, se estará a lo dispuesto en el 
artículo 4 de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores, en cuanto a la 
consideración de las entidades que pertenecen a un mismo grupo empresarial.

Artículo 8.  Obligación de cesión de información.
1. Las Administraciones tributarias, las entidades gestoras y la Tesorería General de la 

Seguridad Social, el Banco de España, la Comisión Nacional del Mercado de Valores, la 
Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones y los demás órganos y organismos 
con competencias supervisoras en materia financiera tendrán la obligación de ceder los 
datos de carácter personal y la información que hubieran obtenido en el ejercicio de sus 
funciones a la Comisión de Vigilancia, a requerimiento de su Presidente, en el ejercicio de 
las competencias que esta ley le atribuye.

2. A los efectos de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos 
de Carácter Personal, los ficheros que cree la Comisión de Vigilancia para el cumplimiento 
de los fines previstos en esta ley tendrán la consideración de ficheros de titularidad pública.

Artículo 9.  Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo.
1. Se crea la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo como 

órgano encargado de acordar el bloqueo de todas las operaciones definidas en el artículo 1 
de esta Ley, así como el ejercicio de todas las competencias que sean necesarias para el 
cumplimiento de lo previsto en ésta.

2. La Comisión de Vigilancia estará adscrita al Ministerio del Interior e integrada por:
a) Presidente: el Secretario de Estado de Seguridad.
b) Vocales:
1.º Un miembro del Ministerio Fiscal, designado por el Fiscal General del Estado.
2.º Un representante de los Ministerios de Justicia, del Interior y de Economía y 

Hacienda, designados por los titulares de los departamentos respectivos.
c) Secretario: quien dirija la unidad orgánica que desempeñe la Secretaría de la 

Comisión de Vigilancia a que refiere el apartado 4.
El Presidente de la Comisión, cuando lo estime conveniente, podrá convocar a expertos 

en las materias de su competencia, para el asesoramiento específico en alguno de los 
asuntos a tratar. El Director del Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del 
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias asistirá a las reuniones de la Comisión de 
Vigilancia con voz pero sin voto.

ÁMBITOS DE LA SEGURIDAD NACIONAL: TERRORISMO

§ 12  Ley de prevención y bloqueo de la financiación del terrorismo

– 175 –



3. Los miembros de esta Comisión están sometidos al régimen de responsabilidad 
establecido por el ordenamiento jurídico y, en particular, en lo relativo a las obligaciones 
derivadas del conocimiento de la información recibida y de los datos de carácter personal 
que sean objeto de cesión, que sólo podrán utilizarse para el ejercicio de las competencias 
atribuidas por esta Ley. A los expertos que asesoren a la Comisión les será de aplicación el 
mismo régimen de responsabilidad respecto de todo aquello de lo que conozcan por razón 
de su asistencia a la Comisión.

4. La Comisión de Vigilancia ejercerá sus competencias con el apoyo de la Secretaría de 
la Comisión de Vigilancia, que tiene la consideración de órgano de la Comisión. La 
Secretaría será desempeñada por la unidad orgánica, con rango al menos de subdirección 
general, de las existentes en el Ministerio del Interior, que reglamentariamente se determine.

Corresponderá a la Secretaría, entre otras funciones, instruir los procedimientos 
sancionadores a que hubiere lugar por las infracciones de esta Ley, así como formular a la 
Comisión de Vigilancia la correspondiente propuesta de resolución.

5. El cumplimiento de las obligaciones de información a que se refiere el artículo 4 de 
esta Ley se hará a través de la Secretaría de la Comisión de Vigilancia.

6. La Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias y la 
Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo se prestarán la 
máxima colaboración para el ejercicio de sus respectivas competencias. En los términos que 
se acuerden entre ambas Comisiones y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 45.3 de la 
Ley de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, el Servicio 
Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias 
informará en las reuniones de la Comisión de Vigilancia de su actividad relativa a hechos u 
operaciones que presenten indicios o certeza de relación con la financiación del terrorismo y, 
en especial, de los informes de inteligencia financiera que hubiera elaborado en relación con 
esta materia.

Las competencias de la Comisión de Vigilancia se entienden sin perjuicio de las que la 
Ley de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo atribuye a la 
Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.

Disposición adicional primera.  Modificación de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre 
determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales.

Se añade un nuevo párrafo g) al apartado 2 del artículo 15 de la Ley 19/1993, con el 
siguiente contenido, pasando el contenido del actual párrafo g) a un nuevo párrafo h):

«g) Prestar la asistencia necesaria a la Comisión de Vigilancia de Actividades de 
Financiación del Terrorismo para el adecuado ejercicio y desarrollo de sus funciones, 
ejecutar sus órdenes y orientaciones y velar por la aplicación de lo dispuesto en la 
ley reguladora de dicha comisión de acuerdo con las instrucciones que reciba de 
ella.»

Disposición adicional segunda.  Modificación de la Ley 230/1963, de 28 de diciembre, 
General Tributaria.

Se añade un nuevo párrafo i) al apartado 1 del artículo 113 de la Ley General Tributaria, 
con el siguiente contenido:

«i) La colaboración con la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación 
del Terrorismo en el ejercicio de sus funciones, de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 8 de la Ley de Prevención y Bloqueo de la Financiación del Terrorismo.»

Disposición adicional tercera.  Modificación del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio.

Se añade un nuevo párrafo i) al apartado 6 del artículo 36 del texto refundido de la Ley 
General de la Seguridad Social, con el siguiente contenido:

«i) La colaboración con la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación 
del Terrorismo en el ejercicio de sus funciones, de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 8 de la Ley de Prevención y Bloqueo de la Financiación del Terrorismo.»
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Disposicion derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones, de igual o inferior rango, se opongan a lo 

establecido en esta ley.

Disposición final primera.  Desarrollo reglamentario.
Se habilita al Gobierno para que, en el plazo de seis meses a contar desde la entrada en 

vigor de esta ley, apruebe las disposiciones reglamentarias para su ejecución y desarrollo, 
especialmente en materia de funcionamiento y régimen jurídico de adopción de acuerdos por 
parte de la Comisión de Vigilancia.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial 

del Estado».
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§ 13

Ley 40/1979, de 10 de diciembre, sobre Régimen Jurídico de Control 
de Cambios

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 298, de 13 de diciembre de 1979

Última modificación: 5 de julio de 2003
Referencia: BOE-A-1979-29281

DON JUAN CARLOS I, REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren,
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

Ley.

CAPÍTULO I
Régimen general de control de cambios

(Derogado)

Artículo primero.  
(Derogado)

Artículo segundo.  
(Derogado)

Artículo tercero.  
(Derogado)

Artículo cuarto.  
(Derogado)

Artículo quinto.  
(Derogado)

CAPÍTULO II
Delitos monetarios
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Artículo sexto.  
Cometen delito monetario los que contravinieren el sistema legal de control de cambios 

mediante cualquiera de los actos u omisiones siguientes, siempre que su cuantia exceda de 
2.000.000 de pesetas:

A) Los que sin haber obtenido la preceptiva autorización previa o habiéndola obtenido 
mediante la comisión de un delito:

Primero.- Exportaren moneda metálica o billetes de Banco españoles o extranjeros, o 
cualquier otro medio de pago o instrumentos de giro o crédito, estén cifrados en pesetas o 
en moneda extranjera.

Segundo.- Importaran moneda metálica española o billetes del Banco de España, o 
cualquier otro medio de pago o instrumento de giro o crédito cifrados en pesetas.

Tercero.- Los residentes que a título oneroso adquirieran bienes muebles o inmuebles 
sitos en el extranjero o títulos mobiliarios emitidos en el exterior y los residentes que 
aceptaran préstamos o créditos de no residentes o se los otorgaren, o garantizasen 
obligaciones de no residentes.

Cuarto.- Los que en territorio español aceptasen cualquier pago, entrega o cesión de 
pesetas de un no residente, o por su cuenta, o los realizaren en su favor o por su cuenta.

B) Los residentes que no pusieren a la venta, a través del mercado español autorizado, y 
dentro de los quince días siguientes a su disponibilidad, las divisas que posean.

C) El que obtuviere divisas mediante alegación de causa falsa o por cualquier otra forma 
ilícita.

D) El que destinare divisas lícitamente adquiridas a fin distinto del autorizado.

Articulo séptimo.  
1. (Anulado)
2. Los Tribunales impondrán las penas en su grado máximo cuando los delitos se 

cometan por medio o en beneficio de Entidades u Organizaciones en las que de su propia 
naturaleza o actividad pudiera derivarse una especial facilidad para la comisión de delito.

3. Cuando los actos previstos en el artículo 6. se cometan en el seno de una Sociedad o 
Empresa u Organización serán también responsables de los delitos las personas físicas que 
efectivamente ejerzan la dirección y gestión de la entidad y aquéllas por cuenta de quien 
obren, siempre que tuvieran conocimiento de los hechos.

4. Los Tribunales, teniendo en cuenta la trascendencia económica del hecho para los 
intereses sociales, las especiales circunstancias que en él concurran y especificamente la 
reparación o disminución de los efectos del delito y la repatriación del capital, podrán 
imponer las penas inferiores en grado a las señaladas en el apartado 1 de este artículo.

5. La moneda española, divisa, objetos y cualquier otro de lo elementos por cuyo medio 
se cometa delito monetario se reputará instrumento del delito a efectos de lo previsto en el 
artículo 48 del Código Penal.

6. El Código Penal se aplicará con carácter supletorio.

ArtícuIo octavo.  
Los administradores, directivos o empleados de las Entidades autorizadas referidas en el 

artículo 5. que, por negligencia en el ejercicio de sus funciones, apreciada por los Tribunales, 
hayan facilitado la comisión de alguna de las conductas descritas en el artículo 6. serán 
castigados con multa de hasta 2.000.000 de pesetas.

Artículo noveno.  
1. Los Tribunales españoles serán competentes para el conocimiento de los delitos 

establecidos en el artículo 6. de la presente Ley cualquiera que fuera el lugar donde hubieran 
sido ejecutados los hechos.

2. La competencia y procedimientos para conocer de los delitos monetarios se regulará 
por la Ley de Enjuiciamiento Criminal y el Real Decreto-ley 1/1977, de 4 de enero.
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3. Conforme a lo dispuesto en el artículo 142 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, la 
sentencia, sin perjuicio de los demás pronunciamientos que dicho precepto establece, 
determinará, en su caso, la responsabilidad civil que regula el artículo 104 del Código Penal.

En los supuestos contemplados en el apartado 3 del artículo 7. serán responsables 
civiles subsidiarios la Sociedad, Empresa o las personas integrantes de la organización en 
cuyo seno se cometió el delito.

4. a) En todo caso los Jueces y Tribunales de la jurisdicción penal competente para 
conocer de los delitos de esta Ley podrán requerir el conocimiento de cualquier expediente 
que se esté instruyendo por la Administración por hechos sancionados en esta Ley, de oficio 
o por denuncia, y la Administración tendrá la obligación de remitir las actuaciones, sin que 
quepa el planteamiento de conflicto jurisdiccional. Igual obligación de remisión tendrá la 
Administración cuando, con motivo del conocimiento de un expediente administrativo en 
materia de control de cambios, apreciase indicios de que el hecho pueda ser constitutivo de 
delito tipificado en el artículo 6. de esta Ley.

b) Mientras estuviera conociendo de un hecho la autoridad judicial, la Administración se 
abstendrá de toda acción sancionadora en relación con las conductas origen del mismo. La 
actividad sancionadora de la Administración, en virtud de las infracciones administrativas 
previstas en esta Ley, sólo podrá iniciarse o continuarse cuando el proceso penal termine por 
sentencia absolutoria u otra resolución que le ponga fin, provisional o definitivamente, sin 
declaración de responsabilidad penal, siempre que estén basadas en motivo que no sea la 
inexistencia del hecho, la declaración expresa de no haber participado en él el acusado o la 
exención de responsabilidad penal del mismo. Sin embargo, en estos dos últimos supuestos 
la Administración podrá sancionar las infracciones administrativas relacionadas con el hecho 
y cometidas por tercero no sujeto al procedimiento penal.

CAPÍTULO III
lnfracciones administrativas

(Derogado)

Artículo diez.  
(Derogado)

Artículo once.  
(Derogado)

Artículo doce.  
(Derogado)

Artículo trece.  
(Derogado)

Artículo catorce.  
(Derogado)

Artículo quince.  
(Derogado)

CAPÍTULO IV
Inspección e investigación

(Derogado)

Artículo dieciséis.  
(Derogado)
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Artículo diecisiete.  
(Derogado)

Artículo dieciocho.  
(Derogado)

Artículo diecinueve.  
(Derogado)

DISPOSICIÓN TRANSITORIA
(Derogada)

DISPOSICIONES FINALES
(Derogada)

Primera.  
(Derogada)

Segunda.  
(Derogada)

Tercera.  
(Derogada)

Cuarta.  
(Derogada)

DISPOSICIONES DEROGATORIAS
(Derogada)

Primera.  
(Derogada)

Segunda.  
(Derogada)
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§ 14

Real Decreto 413/2015, de 29 de mayo, por el que se aprueba el 
Reglamento de la Comisión de Vigilancia de Actividades de 

Financiación del Terrorismo

Ministerio del Interior
«BOE» núm. 129, de 30 de mayo de 2015

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2015-5952

La Ley 12/2003, de 21 mayo, de bloqueo de la financiación del terrorismo, en su 
disposición final primera, habilita al Gobierno para aprobar las disposiciones reglamentarias 
necesarias para su ejecución y desarrollo, especialmente en materia de funcionamiento y 
régimen jurídico de adopción de acuerdos por parte de la Comisión de Vigilancia de 
Actividades de Financiación del Terrorismo.

Este real decreto viene a dar cumplimiento a tal habilitación y sirve de instrumento para 
cumplir los compromisos adquiridos por nuestro país en el ámbito internacional en esta 
materia, relativa al intercambio de información y a la cooperación sobre delitos de terrorismo.

La Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la 
financiación del terrorismo, solucionó la disfuncionalidad existente entre la Ley 19/1993, de 
28 de diciembre, sobre determinadas medidas de prevención de blanqueo, y la Ley 12/2003, 
de 21 mayo, por cuanto esta última reproducía obligaciones de la primera. Además, supuso 
la unificación de los regímenes de prevención del blanqueo de capitales y de financiación del 
terrorismo.

A partir de entonces el bloqueo de carácter administrativo queda configurado como una 
medida de prevención de la financiación del terrorismo, resultando tipificadas las infracciones 
derivadas del incumplimiento por parte de los sujetos obligados que no adopten las medidas 
necesarias para hacer efectivo ese bloqueo. La Comisión de Vigilancia de Actividades de 
Financiación del Terrorismo es el órgano con potestad para acordar cualquier bloqueo, 
atribuyendo al Consejo de Ministros la potestad para imponer las sanciones 
correspondientes, a propuesta del Ministro del Interior; reservándose el resto de 
competencias en materia de prevención del blanqueo de capitales y financiación del 
terrorismo al Ministerio de Economía y Competitividad.

La entrada en vigor de dicha ley supuso de otro lado la modificación de la Ley 12/2003, 
de 21 de mayo. Dicha modificación se contempla en su disposición final primera, afectando 
principalmente a la propia denominación de la citada norma legal, suprimiéndose el término 
«prevención»; así como a las obligaciones de personas y entidades, a la supervisión y al 
régimen sancionador. Recoge igualmente esta disposición final la constitución, competencias 
y funcionamiento de la aludida Comisión, la cual es precisamente objeto de desarrollo en 
este Reglamento; así como su relación de colaboración con la Comisión de Prevención de 
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias y la participación del Servicio Ejecutivo de 
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la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias en las 
reuniones de la Comisión.

De otra parte, deben tenerse presentes los compromisos adquiridos por España en el 
ámbito internacional como son las resoluciones del Consejo de Seguridad de Naciones 
Unidas relativas a «Al Qaeda», individuos y entidades asociadas y al Reglamento de la 
Comunidad Europea para la aplicación de las medidas adoptadas por el Comité de 
Sanciones de Naciones Unidas, que reproduce las listas de las sucesivas Resoluciones a 
efectos de congelación de fondos.

Asimismo, la Posición Común 931/2001/PESC del Consejo Europeo, de 27 de diciembre 
de 2001, y el Reglamento n.º 2580/2001, como norma propia de la Unión Europea para 
hacer efectiva la congelación de fondos de la lista europea de terroristas.

Con este reglamento se da un paso más en la regulación y funcionamiento de la 
Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo como instrumento 
encaminado a desarrollar la dirección e impulso de las actividades de prevención de la 
utilización del sistema financiero para la comisión de las acciones terroristas.

Este real decreto consta de una parte expositiva, un artículo único por el que se aprueba 
el Reglamento de la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo, 
una disposición adicional y dos disposiciones finales, la primera habilita al Ministro del 
Interior a dictar las disposiciones necesarias para el desarrollo del reglamento aprobado y la 
segunda se refiere a la entrada en vigor del real decreto.

Respecto al reglamento, consta de tres capítulos, el capítulo I referido a las 
disposiciones generales, el capítulo II a la composición y funcionamiento de la Comisión de 
Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo, y el capítulo III relativo a los 
acuerdos de dicha Comisión, con un total de 15 artículos.

Este real decreto ha sido sometido a informe de la Agencia Española de Protección de 
Datos.

En su virtud, a propuesta del Ministro del Interior, con la aprobación previa del Ministro 
de Hacienda y Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado, y previa 
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 29 de mayo de 2015,

DISPONGO:

Artículo único.  Aprobación del Reglamento de la Comisión de Vigilancia de Actividades de 
Financiación del Terrorismo.

Se aprueba el Reglamento de la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación 
del Terrorismo, que se inserta a continuación.

Disposición adicional única.  Funcionamiento.
El funcionamiento de la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del 

Terrorismo será atendido con los medios personales, técnicos y presupuestarios asignados 
al órgano superior al cual se encuentra adscrito.

Disposición final primera.  Habilitación normativa.
El Ministro del Interior dictará cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo 

de lo establecido en el Reglamento que se aprueba por el presente real decreto.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».
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REGLAMENTO DE LA COMISIÓN DE VIGILANCIA DE ACTIVIDADES DE 
FINANCIACIÓN DEL TERRORISMO

CAPITULO I
Disposiciones Generales

Artículo 1.  Objeto.
Este Reglamento regula la naturaleza, composición, funciones y funcionamiento de la 

Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo (en adelante, la 
Comisión), en desarrollo de la Ley 12/2003, de 21 de mayo, de bloqueo de la financiación del 
terrorismo.

CAPÍTULO II
Composición y funcionamiento de la Comisión

Artículo 2.  Naturaleza y composición.
1. La Comisión es un órgano colegiado adscrito al Ministerio del Interior. Estará presidida 

por el Secretario de Estado de Seguridad e integrada por los vocales que a continuación se 
detallan, así como por el Director del Centro de Inteligencia contra el Terrorismo y el Crimen 
Organizado, en su condición de secretario, que actuará con voz pero sin voto y que será el 
encargado de dirigir la Unidad orgánica que desempeñe la Secretaría de la Comisión.

2. Serán vocales de la Comisión:
Un miembro del Ministerio Fiscal, designado por el Fiscal General del Estado.
Un representante de los Ministerios de Justicia, del Interior, de Hacienda y 

Administraciones Públicas, y de Economía y Competitividad, designados por los titulares de 
los departamentos respectivos.

3. El Director del Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de 
Capitales e Infracciones Monetarias asistirá a las reuniones de la Comisión con voz pero sin 
voto.

4. A las reuniones de la Comisión podrán asistir expertos independientes, con voz pero 
sin voto, cuando el Presidente lo juzgue preciso a los fines de asesoramiento específico en 
los asuntos a tratar.

5. Los miembros de la Comisión serán nombrados por un período de dos años. Si en el 
transcurso de este tiempo hubiera algún cambio, tanto en lo concerniente a los ministerios 
representados como a las estructuras administrativas en las que se integran los vocales, se 
mantendrá la composición de la Comisión hasta agotar el período correspondiente.

En todo caso, si se produjera el cese de algún vocal por cualquier circunstancia no 
variará el período de dos años para el que fue designado el vocal al que sustituya.

Artículo 3.  Secretaría de la Comisión.
1. La Secretaría de la Comisión, prevista en el artículo 9 de la Ley 12/2003, de 21 de 

mayo, será ejercida por el Centro de Inteligencia contra el Terrorismo y el Crimen 
Organizado (CITCO), dependiente de la Secretaría de Estado de Seguridad.

2. Corresponderá a la Secretaría:
a) Instruir los procedimientos sancionadores a que hubiere lugar por las infracciones a la 

Ley 12/2003, de 21 de mayo, incluyendo la formulación de propuesta de resolución para la 
Comisión.

b) Recibir de las Administraciones Públicas y personas obligadas la información 
relacionada con el bloqueo de la financiación de actividades del terrorismo a que se refiere el 
artículo 4 de la Ley 12/2003, de 21 de mayo.

c) Recibir y tramitar, conforme a las normas de este Reglamento, las solicitudes de 
autorización de liberación o puesta a disposición de fondos o recursos económicos 
bloqueados en ejecución de un acuerdo de la Comisión.
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d) Recibir y tramitar las peticiones de supresión de personas y entidades de las listas de 
terroristas elaboradas por la Unión Europea y Naciones Unidas.

e) Elaborar informes que permitan a la Comisión decidir sobre las solicitudes de 
verificación de identidad a que se refiere el artículo 12.

f) Cualesquiera otras tareas que le encomiende la Comisión.

Artículo 4.  Régimen supletorio.
En relación con el régimen de sustituciones y suplencias, convocatoria, y quórum 

necesario en las reuniones, la Comisión sujetará su actividad a lo dispuesto en el capítulo II 
del título II de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de las 
Administraciones Públicas y del procedimiento administrativo común.

Respecto al plazo máximo para resolver y notificar a los interesados y a los efectos del 
silencio administrativo, se estará, igualmente, a lo dispuesto en la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre.

Artículo 5.  Funciones.
Son funciones de la Comisión:
a) Acordar el bloqueo en los términos del artículo 2 de la Ley 12/2003, de 21 de mayo.
b) Recibir los informes de inteligencia financiera que le sean remitidos por el Servicio 

Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias, en el marco de las competencias que le atribuye la Ley 12/2003, de 21 de mayo.

c) Cursar al Ministro del Interior las propuestas de resolución, junto con los expedientes, 
en los procedimientos sancionadores instruidos por la Secretaría de la Comisión.

d) Autorizar la liberación o puesta a disposición de fondos o recursos económicos 
bloqueados en los términos establecidos en el artículo 13 de este reglamento.

e) Auxiliar a los órganos jurisdiccionales penales y al Ministerio Fiscal en el ejercicio de 
las funciones que les son propias.

Artículo 6.  Deber de confidencialidad.
1. Todas las personas que desempeñen una actividad para la Comisión y tengan 

conocimiento de actuaciones o de datos de carácter reservado estarán obligadas a mantener 
el debido secreto. Este deber implicará la prohibición de comunicar, publicar, o difundir datos 
o documentos reservados, incluso después de haber cesado en el servicio, salvo 
autorización expresa otorgada por la Comisión. El incumplimiento de este deber dará lugar a 
las responsabilidades previstas por las leyes.

2. Los datos, documentos e informaciones que obren en poder de la Comisión tienen 
carácter reservado y no podrán ser divulgados, salvo en los siguientes supuestos, y siempre 
que no ponga en peligro una investigación policial, judicial o del Ministerio Fiscal, o la 
ejecución de una medida de bloqueo de fondos y recursos económicos acordados por la 
Comisión:

a) La difusión, publicación o comunicación de datos cuando el interesado lo consienta 
expresamente.

b) La publicación de datos agregados para fines estadísticos, o las comunicaciones en 
forma sumaria o agregada, de manera que las personas o sujetos interesados no puedan ser 
identificados ni siquiera indirectamente.

c) Las comunicaciones de información practicadas a requerimiento de una Comisión 
Parlamentaria de investigación del Congreso de los Diputados, del Senado o de ambas 
Cámaras.

d) La aportación de información a requerimiento del Ministerio Fiscal o de una autoridad 
judicial

e) La aportación de informaciones o requerimientos de autoridad administrativa u órgano 
o unidad administrativa que, en virtud de lo establecido en normas con rango de ley, estén 
facultadas a tales efectos. En este caso, la autoridad requirente invocará expresamente el 
precepto legal que habilite la petición de información, y será responsable de la regularidad 
del requerimiento.
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f) La solicitud de informes o los requerimientos de información practicados por la 
Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o por sus 
órganos de apoyo.

g) La comunicación a la Agencia Estatal de Administración Tributaria, para el 
cumplimiento de las funciones que tiene legalmente atribuidas, de los acuerdos adoptados 
por la Comisión referentes al bloqueo de saldos, cuentas y posiciones, así como los de cese 
de las medidas de bloqueo y las autorizaciones de liberación o puesta a disposición de 
fondos o recursos económicos bloqueados.

3. Las autoridades, personas o entidades públicas que reciban información de carácter 
reservado procedente de la Comisión o de cualquiera de sus órganos quedarán, asimismo, 
sujetas al deber de secreto regulado en el presente artículo, debiendo adoptar las medidas 
pertinentes que garanticen su reserva. Únicamente podrán utilizarla en el marco del 
cumplimiento de las funciones que tengan atribuidas por razón de su cargo.

CAPÍTULO III
Acuerdos de la Comisión

Artículo 7.  Régimen de adopción de acuerdos.
1. Los acuerdos se adoptarán por unanimidad de los miembros asistentes en el caso de 

las funciones recogidas en los párrafos a) y d) del artículo 5, y por mayoría, también de los 
miembros asistentes, en los restantes supuestos.

2. No podrá ser objeto de acuerdo ningún asunto que no figure incluido en el orden del 
día, salvo que estén presentes todos sus miembros y sea declarada la urgencia del asunto 
por unanimidad.

3. El procedimiento de votación permitirá conocer el sentido del voto o la abstención de 
los miembros de la Comisión, salvo que de manera motivada solicite lo contrario alguno de 
ellos y dicha solicitud sea aprobada por unanimidad.

Artículo 8.  Acta de las reuniones.
De cada sesión que celebre la Comisión se levantará acta por el Secretario, que 

especificará necesariamente los asistentes, el orden del día de la reunión, las circunstancias 
del lugar y tiempo en que se ha celebrado, los puntos principales de las deliberaciones, así 
como el contenido de los acuerdos adoptados y, si hubiese votaciones, su forma de 
celebración y resultado.

Artículo 9.  Notificación de los acuerdos.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 4, para garantizar la efectividad del acuerdo de 

bloqueo la Comisión podrá realizar, con la colaboración del Servicio Ejecutivo de la Comisión 
de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, notificaciones de la 
medida acordada a los sujetos del artículo 2.1 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.

Artículo 10.  Bloqueo de saldos, cuentas y posiciones.
1. De conformidad con la Ley 12/2003, de 21 de mayo, corresponde a la Comisión la 

facultad de acordar el bloqueo de los saldos, cuentas y posiciones, incluidos los bienes 
depositados en cajas de seguridad, abiertas por personas o entidades vinculadas a 
organizaciones terroristas en cualquiera de las entidades enumeradas en el artículo 2 de la 
Ley 10/2010, de 28 de abril, así como la prohibición de la apertura de nuevas cuentas en las 
que figure como titular, autorizada para operar o representante, alguna de dichas personas o 
entidades.

Igualmente la Comisión podrá acordar el bloqueo de efectivo, valores y demás 
instrumentos provenientes de transacciones u operaciones financieras que el ordenante o el 
beneficiario, directamente o a través de persona interpuesta, hubiera realizado con motivo u 
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ocasión de la perpetración de actividades terroristas o para contribuir a los fines u objetivos 
perseguidos por los grupos u organizaciones terroristas.

2. Para la adopción de estos acuerdos la Comisión podrá actuar de oficio o en virtud de 
informaciones que pudieran ser remitidas por otros organismos nacionales, de la Unión 
Europea o extranjeros. La Comisión fijará la forma en la que las propuestas deberán ser 
presentadas y los criterios que determinarán su valoración.

3. En relación con la duración de los efectos de los acuerdos de bloqueo será de 
aplicación lo dispuesto en el artículo 2 de la Ley 12/2003, de 21 de mayo. El cese del 
bloqueo será acordado cuando no quede acreditada la relación con financiación de 
actividades terroristas o cuando desaparezcan las causas que lo motivaron.

4. Acordado por la Comisión el cese de la medida de bloqueo o cuando el órgano judicial 
competente resuelva la nulidad del acuerdo o deniegue su prórroga, dicha circunstancia 
habrá de ser comunicada inmediatamente, con la colaboración del Servicio Ejecutivo de la 
Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, a los sujetos 
previstos en el artículo 2 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

5. Cuando la Comisión considere que se cumplen los requisitos previstos en la normativa 
de las Naciones Unidas o de la Unión Europea podrá proponer la inclusión de la persona 
física o jurídica en las listas de terroristas aprobadas por el Consejo de Seguridad de 
Naciones Unidas o por la Unión Europea. La propuesta de la Comisión será remitida al 
Ministerio del Interior que, si la estima procedente, la cursará al Ministerio de Asuntos 
Exteriores y de Cooperación.

Artículo 11.  Ejecución de las medidas de bloqueo.
1. Los sujetos obligados previstos en el artículo 2 la Ley 10/2010, de 28 de abril, deberán 

ejecutar, en el marco de sus respectivos ámbitos de actuación, el acuerdo de bloqueo de los 
fondos o recursos económicos adoptado y notificado por la Comisión, comunicando sin 
dilación y por escrito su cumplimentación, para su traslado a la Secretaría General del 
Tesoro y Política Financiera.

2. La ejecución de la medida de bloqueo no impedirá que las entidades financieras o de 
crédito reciban fondos transferidos a las cuentas bloqueadas y los abonen en ellas, siempre 
y cuando todo nuevo aporte resulte igualmente bloqueado. Las entidades financieras o de 
crédito informarán de dichas operaciones sin dilación a la Comisión y la Secretaría General 
del Tesoro y Política Financiera.

3. La medida de bloqueo no se aplicará al abono en cuentas bloqueadas de intereses u 
otros beneficios correspondientes a esas cuentas, o de pagos debidos en razón de 
contratos, acuerdos u obligaciones, siempre que tales intereses, beneficios y pagos sean, 
asimismo bloqueados, de manera inmediata.

No obstante, existirá obligación de retener e ingresar en la Administración Tributaria 
correspondiente, los importes que, de acuerdo con la normativa fiscal, fueran exigibles en 
relación con tales pagos.

Artículo 12.  Solicitudes de verificación de identidad.
1. Las personas físicas o jurídicas que ejecuten la medida de bloqueo de fondos o 

recursos económicos acordada por la Comisión podrán solicitar a ésta la realización de las 
gestiones necesarias a fin de verificar si la identidad de la persona sobre la que se ha 
ejecutado la medida de bloqueo se corresponde con la de la persona a la que se refiere el 
acuerdo, sin perjuicio de la ejecución de la medida hasta que se produzca la verificación.

2. A estos efectos, el Secretario de la Comisión recabará cuantos datos e informes sean 
necesarios para verificar la identidad de los sujetos, elevando informe a la Comisión que, en 
vista de su contenido, decidirá sobre la procedencia o no del mantenimiento de la medida de 
bloqueo.
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Artículo 13.  Autorizaciones de liberación o puesta a disposición de fondos o recursos 
económicos bloqueados.

1. No obstante lo dispuesto en el artículo 10, la Comisión podrá acordar la liberación o 
puesta a disposición de fondos o recursos económicos que hayan sido sometidos a bloqueo, 
por acuerdo de la propia Comisión, en los casos señalados en este artículo.

2. Se podrá acordar la liberación o puesta a disposición de fondos o recursos 
económicos que hayan sido objeto de embargo judicial o administrativo, establecido antes de 
la fecha en que la persona, entidad o grupo haya sido objeto de cualquier tipo de medida por 
parte de la Comisión, y siempre que concurran las siguientes circunstancias:

a) Cuando los fondos o recursos económicos vayan a ser empleados exclusivamente 
para satisfacer las cantidades garantizadas por tales embargos.

b) Cuando el embargo no beneficie a la persona, entidad u organismo que haya sido 
sometida a la medida de bloqueo de fondos o recursos económicos por acuerdo de la 
Comisión, por Resolución del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas o por un 
Reglamento de la Unión Europea;

3. La Comisión podrá autorizar, igualmente, la liberación o puesta a disposición de 
determinados fondos o recursos económicos bloqueados para el pago derivado de un 
contrato celebrado por la persona, entidad u organismo que haya sido sometida a la medida 
de bloqueo de fondos o recursos económicos, o de una obligación que corresponda a una 
persona, entidad u organismo que haya sido objeto de cualquier tipo de medida por parte de 
la Comisión, siempre que concurran las siguientes circunstancias:

a) Cuando la fecha del contrato o de nacimiento de la obligación de que se trate sea 
anterior a aquella en la que dicha persona, entidad u organismo haya sido objeto de alguna 
de las citadas medidas

b) Cuando los fondos o los recursos económicos sean utilizados para efectuar un pago 
por una persona, entidad u organismo objeto de las mencionadas medidas a un tercero de 
buena fe.

c) Cuando el pago no contribuya a una actividad prohibida y, en particular, cuando no 
coadyuve al desarrollo de actividades o grupos terroristas.

4. La Comisión podrá autorizar la liberación o puesta a disposición de determinados 
fondos o recursos económicos bloqueados, en el caso de que se determine, mediante 
acuerdo adoptado al efecto sobre dichos fondos o recursos económicos, cualquiera de las 
siguientes circunstancias:

a) Que sean necesarios para sufragar necesidades básicas de la persona y de los 
familiares a su cargo, tales como el pago de alimentos, alquileres o hipotecas, 
medicamentos y tratamientos médicos, deudas y sanciones tributarias y primas de seguros.

b) Que sean destinados exclusivamente al pago de honorarios profesionales razonables 
o al reembolso de gastos relacionados con asistencia letrada.

c) Que sean destinados exclusivamente al pago de tasas o gastos ocasionados por 
servicios ordinarios de custodia o mantenimiento de fondos o recursos económicos 
inmovilizados.

d) Que tengan por finalidad la satisfacción de las deudas de carácter salarial, tributarias, 
de seguridad social o cualesquiera de otra naturaleza con las que se evite el perjuicio a 
terceros de buena fe.

e) Que tenga la condición de inembargables de conformidad con la legislación vigente.
5. No obstante, respecto a lo dispuesto en los apartados 2, 3 y 4 de este artículo, si la 

obligación para cuyo pago se van a liberar fondos no está contemplada en el artículo 5 del 
Reglamento CE 2580/2001 del Consejo de 27 de diciembre de 2001, sobre medidas 
restrictivas específicas dirigidas a determinadas personas y entidades con el fin de luchar 
contra el terrorismo, será necesaria la previa consulta con los Estados miembros de la Unión 
Europea en cuyo territorio hayan sido congelados los fondos o recursos económicos.

6. La competencia para resolver sobre las peticiones de autorización de liberación o 
puesta a disposición de fondos o recursos económicos bloqueados corresponderá a la 
Comisión. Sus resoluciones agotarán la vía administrativa, sin perjuicio de que se pueda 
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interponer el recurso potestativo de reposición ante el mismo órgano que ha dictado la 
resolución, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre.

Artículo 14.  Peticiones de supresión de un nombre de las listas de terroristas elaboradas 
por la Unión Europea o las Naciones Unidas.

Toda persona física o jurídica de nacionalidad española o residente en España incluida 
en una lista de personas vinculadas con la financiación del terrorismo aprobada por el 
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas o por el Consejo de la Unión Europea, y que 
considere que, o bien no existe fundamento jurídico para la adopción de dicha decisión, o 
bien las circunstancias que motivaron la adopción han cesado, podrá dirigirse a la Comisión, 
la cual valorará si dicha petición está justificada. En caso afirmativo o de carencia de datos 
para pronunciarse, lo remitirá al órgano competente. En caso negativo, la Comisión deberá 
contestar motivadamente al interesado, quien podrá interponer el correspondiente recurso 
contra esa decisión.
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§ 15

Real Decreto 948/2015, de 23 de octubre, por el que se regula la 
Oficina de Recuperación y Gestión de Activos

Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas
«BOE» núm. 255, de 24 de octubre de 2015
Última modificación: 13 de marzo de 2018

Referencia: BOE-A-2015-11427

I
La Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio, por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, 

de 23 de noviembre, del Código Penal, en su disposición final primera, añadió el artículo 367 
septies a la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en el que ya se contempló la creación de una 
Oficina de Recuperación de Activos. Transcurridos cinco años, esa previsión no ha sido aún 
desarrollada reglamentariamente. El Centro de Inteligencia contra el Terrorismo y el Crimen 
Organizado, dependiente de la Secretaría de Estado de Seguridad del Ministerio del Interior, 
con el apoyo operativo de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, ha venido 
desempeñando funciones de localización de activos procedentes de delitos. No obstante, al 
no existir órganos especializados en su gestión, una vez decomisados, esos activos quedan 
a disposición de los órganos jurisdiccionales, que, por lo general, ordenan su realización al 
final del procedimiento, mediante los mecanismos tradicionales de venta por persona 
especializada o subasta pública. Este mecanismo se ha revelado ineficaz en los 
procedimientos de mayor complejidad, en la medida en que las necesidades de la gestión de 
bienes exceden por lo general de las posibilidades materiales de los órganos judiciales. 
Estas circunstancias conducen a reafirmar la necesidad de poner en funcionamiento la 
mencionada Oficina.

A tal fin, la Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo, por la que se modifica la Ley Orgánica 
10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, mantiene aquella previsión del artículo 367 
septies de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, aunque dándole la nueva denominación de 
Oficina de Recuperación y Gestión de Activos, en la medida en que a su inicial función de 
localización y recuperación de bienes, añade la de administración y gestión de los mismos. 
Este precepto prevé que el juez o tribunal, de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal o de la 
propia Oficina de Recuperación y Gestión de Activos, pueda encomendarle la localización, 
conservación y administración de los efectos, bienes, instrumentos y ganancias procedentes 
de actividades delictivas cometidas en el marco de una organización criminal. Asimismo, la 
disposición final quinta de la Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo, habilita al Gobierno para 
aprobar las disposiciones reglamentarias precisas para regular la estructura, organización, 
funcionamiento y actividad de dicha Oficina de Recuperación y Gestión de Activos. La misma 
ley orgánica ha introducido también importantes modificaciones en la regulación del 
decomiso sin sentencia en circunstancias excepcionales, el decomiso ampliado y el 
decomiso de terceros, que si bien ya estaban previstos en los textos normativos anteriores, 
habían carecido de aplicación práctica.
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La Ley 41/2015, de 5 de octubre, de modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal 
para la agilización de la justicia penal y el fortalecimiento de las garantías procesales, 
completa esta regulación mediante la previsión de la intervención en el proceso penal de 
terceros afectados por el decomiso y con la incorporación de un nuevo procedimiento de 
decomiso autónomo. Este último podrá iniciarse a instancia del Ministerio Fiscal cuando 
exista un hecho punible y su autor haya fallecido o no pueda ser enjuiciado por hallarse en 
rebeldía o en situación de incapacidad para comparecer en juicio. También podrá emplearse 
cuando el fiscal se reserve la acción de decomiso, para el caso de haber recaído sentencia 
condenatoria firme por el delito del que proviene el patrimonio objeto del procedimiento.

La reforma llevada a cabo en materia de decomiso en las mencionadas leyes incorpora 
al Derecho español la Directiva 2014/42/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 3 de 
abril de 2014, sobre el embargo y el decomiso de los instrumentos y del producto del delito 
en la Unión Europea. El artículo 10 de esta norma insta a los Estados miembros a adoptar 
las medidas necesarias, por ejemplo mediante la creación de oficinas nacionales centrales, 
«con objeto de garantizar la administración adecuada de los bienes embargados 
preventivamente con miras a su posible decomiso». Con todo ello se pretende optimizar la 
prevención y la lucha contra la delincuencia organizada transfronteriza, incluida la de 
carácter organizado, neutralizando el producto del delito, pues se entiende que la principal 
motivación de esta forma de delincuencia es la obtención de beneficios financieros.

II
Las disposiciones citadas tienen como objeto facilitar instrumentos legales que sean más 

eficaces en la recuperación de activos procedentes del delito y en la gestión económica de 
los mismos. El objetivo, pues, es darle a la investigación patrimonial y al decomiso el 
protagonismo que merecen en la lucha contra la vertiente económica de la delincuencia 
grave desarrollada por organizaciones y entramados criminales, logrando así su 
estrangulamiento financiero. Para ello es necesario que las autoridades judiciales 
competentes dispongan de un sistema eficaz para localizar y administrar los activos de 
origen delictivo, con el respaldo de la estructura institucional y los recursos financieros y 
humanos necesarios, que les facilite la labor de embargar y decomisar bienes en el marco 
del procedimiento penal. Se prevé así la constitución de la Oficina de Recuperación y 
Gestión de Activos como auxiliar de la Administración de Justicia, la cual tiene, por tanto, 
una relevante función de asesoramiento de los órganos encargados de la investigación para 
asegurar que los embargos y decomisos acordados sean efectivos y eficaces.

El creciente número de hechos delictivos relacionados con la delincuencia económica, 
frecuentemente organizada y transfronteriza, con especial preocupación por los delitos de 
corrupción, tanto en el sector público como en el privado, impone la necesidad de que el 
Estado dirija sus esfuerzos no sólo al castigo de sus responsables, una vez declarada su 
culpabilidad, sino también a lograr la recuperación de los activos procedentes del delito, 
porque tan importante como el cumplimiento certero de la pena es la recuperación de esos 
activos. Su posterior afectación al abono de las indemnizaciones de las víctimas, a la 
realización de proyectos sociales y al impulso de la lucha contra la criminalidad organizada 
constituye una relevante medida de regeneración democrática y justicia social.

La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos funcionará, pues, como una 
herramienta al servicio de los juzgados y tribunales en el marco de los procesos penales a 
que nos venimos refiriendo, y lo hará también como auxiliar de las fiscalías en el ejercicio de 
sus funciones relacionadas con las investigaciones patrimoniales que, cuando menos, 
abarcan las diligencias de investigación, la ejecución de comisiones rogatorias 
internacionales y la investigación patrimonial en el procedimiento de decomiso autónomo en 
los términos previstos en la Ley de Enjuiciamiento Criminal y en la Ley 50/1981, de 30 de 
diciembre, por la que se regula el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal.

La nueva regulación del decomiso y la puesta en marcha de la Oficina de Recuperación 
y Gestión de Activos facilitarán una mayor eficacia en la lucha contra la delincuencia 
económica, normalmente una criminalidad de delincuentes poderosos, que aparece 
especialmente organizada y que tanto daño ocasiona al Estado democrático de derecho. Se 
hará así realidad el principio de que el delito que genera ilícitas ganancias nunca pueda 
compensar a su autor.
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III
En la regulación prevista en este real decreto se han tenido en cuenta las guías de 

buenas prácticas internacionales y el análisis de los diferentes modelos vigentes en países 
de nuestro entorno cultural y geográfico, como es el caso de Reino Unido, Holanda, Bélgica 
y Francia. Este último país ofrece una experiencia altamente positiva en gestión de activos, a 
través de la Agence de gestion et de recouvrement des avoirs saisis et confisqués 
(AGRASC), que ha supuesto un giro radical en la forma de entender el decomiso en los 
tribunales franceses, orientándola a la gestión más eficiente de los bienes. De esta manera, 
con los patrimonios de las personas condenadas por delitos graves se logra la satisfacción 
de las responsabilidades civiles, se autofinancia la propia oficina y se apoya con más 
recursos la lucha contra la criminalidad organizada. Los modelos de agencia en el entorno 
europeo constituyen una oficina especializada con personal multidisciplinar, procedente del 
ámbito de la Administración, de la Justicia, de aduanas, del ámbito tributario y de la Policía 
Judicial, y una función preferente de asesoramiento y auxilio a la Justicia en los procesos 
penales a los que los embargos y decomisos van asociados.

La creación de una Oficina homóloga a la de los países de nuestro entorno contribuirá 
sin duda al fomento de la cooperación internacional en materia de embargo y decomiso, lo 
que a su vez redundará en un mayor beneficio para el Estado, toda vez que la Ley 23/2014, 
de 20 de noviembre, de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea, 
establece una regla de reparto al 50 por ciento del producto obtenido entre el país requirente 
y el requerido, regla que se ha extendido fuera de las fronteras europeas, sobre la base del 
principio de reciprocidad, en la reciente reforma del Código Penal.

Por último, la experiencia acumulada por la Delegación del Gobierno para el Plan 
Nacional sobre Drogas en aplicación de la Ley 17/2003, de 29 de mayo, por la que se regula 
el Fondo de Bienes Decomisados por tráfico ilícito de drogas y otros delitos relacionados, si 
bien referida a la realización de bienes decomisados mediante sentencia judicial firme, 
constituye un antecedente que ha sido tomado en consideración, tanto para la mejora de la 
eficacia en la gestión, como para evitar duplicidades y favorecer la coordinación necesaria 
entre ambas instituciones. El presente real decreto no resulta de aplicación a los bienes, 
frutos e intereses de los mismos que por aplicación de la mencionada Ley 17/2003, de 29 de 
mayo, son titularidad del Fondo de bienes decomisados por delito de narcotráfico y otros 
delitos relacionados. Ello no obstante la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos podrá 
firmar un convenio de colaboración con la Delegación del Gobierno para el Plan Nacional 
sobre Drogas, a fin de canalizar posibles fórmulas de cooperación en las funciones de 
asesoramiento, gestión y realización de aquellos.

IV
El presente real decreto se estructura en cinco capítulos. El capítulo I recoge las 

disposiciones generales, con referencia al objeto y naturaleza, fines y funciones. El capítulo 
II está dedicado a la estructura del órgano, y en él se detallan su rango y dependencia 
orgánica y se regulan el Director General, las subdirecciones generales, el personal de la 
oficina y la Comisión de Adjudicación de bienes producto del delito. Esta última tiene 
encomendada la relevante labor de realizar el reparto de los recursos económicos obtenidos 
por la Oficina con base en los criterios que adopte el Consejo de Ministros anualmente. El 
capítulo III regula las reglas básicas del procedimiento que seguirá cada expediente desde 
su incoación hasta su finalización. Se incluye también una previsión específica de 
funcionamiento en el ámbito internacional, con una habilitación expresa a la Oficina de 
Recuperación y Gestión de Activos para el intercambio de información necesaria para llevar 
a buen término sus funciones, sin perjuicio de las competencias que en el mismo sentido 
sigan ostentado otros organismos, como el Centro de Inteligencia contra el Terrorismo y el 
Crimen Organizado o el Ministerio Público, en el ámbito de sus funciones. El capítulo IV se 
refiere al régimen económico de la Oficina y distribución del producto obtenido. En él se 
regula un modelo de gestión económica asociado a la cuenta de consignaciones y depósitos 
judiciales. Se prevén también, en desarrollo de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, los 
beneficiarios de los recursos de la Oficina. Finalmente, el capítulo V se dedica a los 
mecanismos de dación de cuentas, que garantizan la plena transparencia en la gestión de 
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los bienes administrados. El presente real decreto contiene también dos disposiciones 
adicionales, dos disposiciones transitorias y siete disposiciones finales.

La entrada en vigor del real decreto tendrá lugar el día siguiente a su publicación, si bien 
la puesta en funcionamiento de la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos se 
determinará mediante Orden del Ministro de Justicia, una vez entre en vigor la Ley 41/2015, 
de 5 de octubre, de reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, y se realizará de manera 
progresiva, de acuerdo con el plan de acción que apruebe el Director General de la Oficina.

Este real decreto ha sido informado por el Ministerio de Hacienda y Administraciones 
Públicas, el Ministerio del Interior y el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, 
así como por el Consejo General del Poder Judicial y la Fiscalía General del Estado. Se ha 
dado trámite de audiencia a las comunidades autónomas con competencias transferidas en 
materia de Administración de Justicia.

En su virtud, a iniciativa del Ministro de Justicia, a propuesta del Ministro de Hacienda y 
Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del 
Consejo de Ministros en su reunión del día 23 de octubre de 2015,

DISPONGO:

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y naturaleza.
Este real decreto tiene por objeto regular el régimen de funcionamiento de la Oficina de 

Recuperación y Gestión de Activos, que se configura como un órgano de la Administración 
General del Estado y auxiliar de la Administración de Justicia, al que corresponden las 
competencias de localización, recuperación, conservación, administración y realización de 
los efectos, bienes, instrumentos y ganancias procedentes de actividades delictivas 
cometidas en el marco de una organización criminal y de cualesquiera otras que se le 
atribuyan, en los términos previstos en la legislación penal y procesal.

La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos actuará cuando se lo encomiende el 
juez o tribunal competente, de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal o de la propia Oficina. 
Asimismo en fase de ejecución de sentencia su actuación podrá ser a instancia del Letrado 
de la Administración de Justicia.

La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos procederá, igualmente, a la localización 
de activos a instancia del Ministerio Fiscal en el ejercicio de sus competencias en el ámbito 
de las diligencias de investigación, de la cooperación jurídica internacional, del 
procedimiento de decomiso autónomo o en cualesquiera otras actuaciones en los términos 
previstos en las leyes penales o procesales.

Artículo 2.  Fines.
La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos aplicará el producto de la gestión y 

realización de los efectos, bienes, instrumentos y ganancias del delito a los fines previstos en 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal con los siguientes objetivos prioritarios:

a) El apoyo a programas de atención a víctimas del delito, tanto de las Administraciones 
Públicas, como de organizaciones no gubernamentales o entidades privadas sin ánimo de 
lucro, con especial atención a las víctimas de terrorismo, a las de violencia de género, trata 
de seres humanos, delitos violentos y contra la libertad sexual, así como a las víctimas con 
discapacidad necesitadas de especial protección y a las víctimas menores de edad.

b) El impulso y dotación de medios de las Oficinas de Asistencia a las Víctimas.
c) El apoyo a programas sociales orientados a la prevención del delito y el tratamiento 

del delincuente.
d) La intensificación y mejora de las actuaciones de prevención, investigación, 

persecución y represión de los delitos, incluyendo:
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1.º Los gastos necesarios para la obtención de pruebas en la investigación, 
comprendiendo el coste de las pericias del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias 
Forenses y de los Institutos de Medicina Legal y Ciencias Forenses.

2.º La adquisición de medios materiales para los órganos competentes en la represión, 
investigación y realización de las pruebas periciales.

3.º La formación y capacitación especializada de los órganos encargados de la 
prevención y represión de la criminalidad organizada.

4.º El reembolso de los gastos en que lícitamente hayan podido incurrir los particulares o 
los servicios de las Administraciones Públicas que hubiesen colaborado con los órganos 
competentes en la investigación.

e) La cooperación internacional en la lucha contra las formas graves de criminalidad.
f) La satisfacción de los propios gastos de funcionamiento y gestión de la oficina, 

incluyendo los que se hubieran causado en el ejercicio de las funciones contempladas en el 
artículo siguiente.

Artículo 3.  Funciones.
1. Son funciones de la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos la localización y 

recuperación de efectos, bienes, instrumentos y ganancias procedentes de actividades 
delictivas, su conservación, administración y realización.

No corresponderá a la Oficina, la localización o gestión de bienes cuyo único fin sea el 
pago de una pena de multa.

2. También corresponde a la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos resolver, 
conforme a lo previsto legal y reglamentariamente, sobre la adjudicación del uso de los 
efectos embargados cautelarmente y sobre las medidas de conservación que deban ser 
adoptadas.

3. Constituye igualmente una función esencial de la Oficina de Recuperación y Gestión 
de Activos el asesoramiento técnico a los juzgados, tribunales y fiscalías, que lo soliciten en 
materia de ejecución de embargos y decomisos, a los efectos de evitar actuaciones 
antieconómicas y garantizar, dentro del respeto a la ley y con el cumplimiento de todas las 
garantías procesales, el máximo beneficio económico.

CAPÍTULO II
Estructura

Artículo 4.  Rango y dependencia orgánica.
La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos depende del Ministerio de Justicia y se 

encuentra adscrita a la Secretaría de Estado de Justicia, con rango de Dirección General.

Artículo 5.  Director General.
1. El Director General de la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos será 

nombrado entre funcionarios de carrera del Estado, de las comunidades autónomas o de las 
entidades locales, pertenecientes a Cuerpos o Escalas clasificados en el Subgrupo A1, o 
bien entre miembros de las Carreras Judicial o Fiscal o del Cuerpo de Letrados de la 
Administración de Justicia.

2. El Director General de la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos será 
nombrado y separado por real decreto del Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro de 
Justicia.

3. Corresponde al Director General de la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos 
las siguientes funciones:

a) Planificar la actuación de la Oficina y aprobar un plan de acción, con el ámbito 
temporal que se determine en el mismo.

b) Dirigir la actividad de la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos.
c) Representar a la Oficina y, en concreto, en sus relaciones institucionales tanto 

nacionales como internacionales, y con los juzgados, tribunales y fiscalías que hagan uso de 
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sus servicios, así como con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad encargadas de la lucha 
contra la delincuencia organizada.

d) Dentro del objeto del presente real decreto, ejercer aquéllas que le sean atribuidas por 
delegación del órgano de contratación correspondiente, de conformidad con la normativa de 
contratación del sector público.

e) Concluir acuerdos con terceras instituciones a los efectos de llevar a cabo las 
funciones y los fines que le son propios, cuando le sean delegadas estas competencias.

f) Coordinar los trabajos preparatorios de la Comisión de Adjudicación de bienes 
producto del delito.

g) Favorecer la coordinación de la Oficina con el Poder Judicial, la Fiscalía General del 
Estado, con la policía judicial y los Ministerios afectados, así como con otras instituciones 
públicas o privadas, en el ejercicio de sus funciones.

h) Coordinar la labor de la oficina con otros departamentos, organismos e instituciones 
públicas, en el ámbito de sus competencias, cuando sea necesario.

i) Elevar al Ministro de Justicia la memoria anual de su actividad.
j) Elaborar estadísticas de la actividad de la Oficina de Recuperación y Gestión de 

Activos.
k) Resolver sobre la adjudicación de bienes, como resultado de su realización, y sobre la 

adjudicación del uso provisional de bienes intervenidos o embargados judicialmente.
l) Las demás funciones que se refieran al objeto de la Oficina y puedan atribuirle otras 

normas.
4. Pondrán fin a la vía administrativa las resoluciones dictadas por el Director General de 

la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos a las que se refiere el punto k) del apartado 
anterior, en materia de adjudicación de bienes, como resultado de su realización.

Artículo 6.  Subdirecciones Generales.
1. La Oficina se estructurará internamente en dos Subdirecciones Generales en relación 

con las funciones que tiene atribuidas:
a) La Subdirección General de localización y recuperación de bienes, que ostenta las 

funciones de identificación y búsqueda de los efectos, bienes, instrumentos y ganancias 
provenientes del delito radicados dentro o fuera del territorio nacional, así como su puesta a 
disposición judicial.

En el ejercicio de estas funciones, y dentro del marco de la encomienda judicial o del 
Ministerio Fiscal, se coordinará con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y podrá recabar la 
colaboración de otras entidades públicas o privadas.

Asimismo le corresponde el intercambio de información patrimonial con oficinas análogas 
en el ámbito internacional.

b) La Subdirección General de conservación, administración y realización de bienes, que 
ostenta las funciones siguientes:

1.º El mantenimiento y gestión de los efectos, bienes, instrumentos y ganancias 
provenientes del delito, cuando hayan sido intervenidos o embargados judicialmente, 
cualquiera que sea la naturaleza de los mismos, así como de los beneficios, frutos y rentas 
de tales bienes. Podrá comprender también la destrucción de los bienes cuando sea 
acordada por la autoridad competente, en los términos previstos legalmente.

La Oficina podrá gestionar los bienes de cualquiera de las formas previstas en la 
legislación aplicable a las Administraciones Públicas, sin perjuicio de la sujeción a otra 
normativa que resultara aplicable.

2.º La elaboración de informes sobre el estado y circunstancias de los bienes 
gestionados, que remitirá a la autoridad competente, de oficio o cuando ésta lo solicite, a los 
efectos de evitar las actuaciones antieconómicas y garantizar, dentro del respeto a la ley y 
con el cumplimiento de todas las garantías procesales, el máximo beneficio económico.

3.º La realización de los bienes, que comprenderá la actividad tendente a la venta de los 
bienes, efectos, ganancias e instrumentos cuya gestión se le haya encomendado 
judicialmente a la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos, tras el decomiso de los 
mismos. Asimismo, por encomienda del órgano judicial, le corresponderá la realización de 
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los bienes decomisados adjudicados al Estado, salvo que se hayan inscrito a nombre del 
Estado en el correspondiente Registro de la Propiedad o Registro de Bienes Muebles.

Esta función comprenderá también la venta anticipada de bienes intervenidos o 
embargados, cuando ésta haya sido autorizada judicialmente en el ámbito de actuación de la 
Oficina.

4.º La adjudicación del uso de los bienes o efectos incautados o embargados, siempre 
que el órgano judicial haya autorizado su utilización provisional.

5.º La función derivada del soporte necesario para el desarrollo de la actividad propia de 
la Comisión de Adjudicación de bienes producto del delito.

6.º La gestión de la Cuenta de Depósitos y Consignaciones de la Oficina de 
Recuperación y Gestión de Activos.

2. La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos podrá firmar un convenio de 
colaboración con el órgano competente del Ministerio del Interior a los efectos de regular la 
interrelación de su personal con la Oficina, que podrá incluir una cláusula de adscripción del 
personal que eventualmente pudiera formar parte de ésta en régimen de atribución temporal 
de funciones.

Artículo 7.  Personal de la Oficina.
La Oficina contará con el personal que determine la correspondiente relación de puestos 

de trabajo.
A la Oficina podrán asignarse, además, jueces, fiscales o letrados de la administración 

de justicia de conformidad con la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de Demarcación y Planta 
Judicial.

Artículo 8.  Comisión de Adjudicación de bienes producto del delito.
1. Se crea la Comisión de Adjudicación de bienes producto del delito como órgano 

colegiado adscrito orgánicamente al Ministerio de Justicia a través de la Secretaría de 
Estado de Justicia, al que corresponden las funciones de distribución de los recursos 
económicos obtenidos por la Oficina, en los términos del artículo 15.

2. La Comisión de Adjudicación de bienes producto del delito estará presidida por el 
Secretario de Estado de Justicia, ostentando la Vicepresidencia el Director General de la 
Oficina de Recuperación y Gestión de Activos, y estará integrada por seis vocales, que serán 
designados respectivamente por el Ministro de Justicia, el Ministro del Interior, el Ministro de 
Hacienda y Administraciones Públicas y el Ministro de Sanidad, Servicios Sociales e 
Igualdad, al menos con rango de subdirector general o asimilado, y por el Consejo General 
del Poder Judicial y la Fiscalía General del Estado, con base en el convenio de colaboración 
celebrado al efecto.

Actuará como secretario, con voz pero sin voto, un funcionario de la Oficina de 
Recuperación y Gestión de Activos.

En la Comisión de Adjudicación de bienes producto del delito intervendrá, con voz pero 
sin voto, un representante de la Abogacía del Estado del Ministerio de Justicia.

3. El funcionamiento de esta comisión se ajustará a lo dispuesto en materia de órganos 
colegiados por la legislación en materia de régimen jurídico del Sector Público.

CAPÍTULO III
Procedimiento

Artículo 9.  Iniciación.
El procedimiento se iniciará con la recepción del testimonio de la resolución del órgano 

judicial o del decreto del fiscal que solicite la intervención a la Oficina de Recuperación y 
Gestión de Activos.

En el supuesto de que la propia Oficina de Recuperación y Gestión de Activos inste al 
órgano judicial o a la fiscalía, en su caso, la remisión de un procedimiento, se incoará un 
procedimiento con dicha solicitud. En caso de estimación de la propuesta de la Oficina, el 
procedimiento continuará por los trámites previstos en este capítulo. En caso de 
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desestimación, se archivará el procedimiento con la recepción de la resolución del órgano 
judicial o del decreto del fiscal en que así se haga constar.

Artículo 10.  Inventario de bienes y registro.
Todos los bienes que sean objeto de un expediente de la Oficina de Recuperación y 

Gestión de Activos serán incluidos en un inventario de bienes embargados y decomisados, 
en el que se hará constar su naturaleza y valor, y donde se anotarán cualesquiera 
actuaciones relacionadas con ellos. Esta información estará a disposición de la autoridad 
judicial y fiscal, así como, en su caso, de la policía judicial.

Artículo 11.  Tramitación del expediente.
1. Tan pronto reciba el testimonio de la resolución del órgano judicial o del decreto del 

fiscal que inste su intervención, la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos podrá llevar 
a cabo, en los términos allí señalados, las actuaciones de investigación patrimonial que 
procedan en cada caso para la localización y recuperación de bienes del investigado o 
encausado.

2. Cuando la habilitación judicial así lo estipule, se encargará de la conservación y 
administración de dichos bienes.

Para ello, la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos podrá celebrar los contratos o 
encomiendas necesarios.

3. La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos, en el marco de su gestión, podrá 
proceder, previa autorización del juez o tribunal competente, a la realización anticipada o 
utilización provisional de los bienes y efectos intervenidos.

En estos casos, previa autorización del juez o tribunal competente, resolverá sobre la 
adjudicación del uso de los efectos embargados y sobre las medidas de conservación que 
deban ser adoptadas, de acuerdo con lo previsto a tal efecto en la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, informando de lo acordado al juez o tribunal y a la fiscalía.

Artículo 12.  Cooperación internacional.
1. En el caso de que los bienes objeto de localización o recuperación se hallaran fuera 

del territorio nacional se tendrán en cuenta el Derecho de la Unión Europea y los tratados 
internacionales suscritos y ratificados por España en la materia.

2. Se estará a lo dispuesto en la Ley 23/2014, de 20 de noviembre, de reconocimiento 
mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea, o a los convenios aplicables, en su 
caso, cuando el auto del juez competente o el decreto del fiscal hagan constar que las 
actuaciones que se solicitan a la oficina tienen su origen en una solicitud de una autoridad 
judicial extranjera.

3. La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos podrá intercambiar información con 
los organismos de la Unión Europea y de terceros Estados que tengan entre sus 
competencias la recuperación de activos, cuando resulte conveniente, en el ejercicio de sus 
funciones.

CAPÍTULO IV
Régimen económico de la Oficina y distribución del producto obtenido

Artículo 13.  Régimen económico.
1. Los recursos que se encomienden a la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos 

con anterioridad a que se dicte resolución judicial firme de decomiso se podrán gestionar a 
través de la cuenta de depósitos y consignaciones judiciales de la Oficina cuando se trate del 
dinero resultante del embargo o la realización anticipada de los efectos.

Para los restantes bienes, en atención a las circunstancias y con sujeción a los principios 
de eficiencia y transparencia, la Oficina podrá gestionarlos de cualquiera de las formas 
previstas en la legislación aplicable a las Administraciones Públicas, sin perjuicio de la 
sujeción a otra normativa que resultara aplicable.
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Los intereses del dinero y los rendimientos y frutos de los bienes se destinarán a 
satisfacer los costes de gestión, incluyendo los que correspondan a la Oficina; la cantidad 
restante se conservará a resultas de lo que se disponga mediante resolución judicial firme de 
decomiso.

2. Cuando recaiga resolución judicial firme de decomiso, los recursos obtenidos serán 
objeto de realización y la cantidad obtenida se aplicará en la forma prevista en el artículo 367 
quinquies de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. La cantidad restante, así como el producto 
obtenido por la gestión de los bienes durante el proceso, se transferirá al Tesoro como 
ingreso de derecho público, del que una vez deducidos los gastos de funcionamiento y 
gestión de la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos, dotados en el Presupuesto del 
Ministerio de Justicia, se afecta hasta un 50 por ciento a la satisfacción de los fines 
señalados en el artículo 2. Estos ingresos generarán crédito en el presupuesto del Ministerio 
de Justicia, de acuerdo con lo establecido en la Ley General Presupuestaria.

Artículo 14.  Costes de gestión y gastos.
1. La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos únicamente asumirá los costes y 

gastos correspondientes a los bienes que gestione, y desde el momento en que le sean 
encomendados.

Podrá excepcionalmente asumir costes y gastos precedentes cuando ello resulte 
conveniente para la adecuada gestión del bien y así lo acuerde el Director General.

2. Los gastos ordinarios de la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos por el 
desarrollo de su actividad serán el cinco por ciento del valor de los recursos obtenidos. Este 
porcentaje se podrá modificar mediante orden conjunta del Ministro de Justicia y del Ministro 
de Hacienda y Administraciones Públicas.

Artículo 15.  Distribución de los recursos.
La distribución de los recursos entre los beneficiarios tendrá lugar mediante acuerdo de 

la Comisión de Adjudicación de bienes producto del delito, en el marco de los criterios que 
serán definidos anualmente mediante Acuerdo del Consejo de Ministros.

Artículo 16.  Beneficiarios.
1. Podrán ser beneficiarios de los recursos de la Oficina a los que se refiere este capítulo 

los organismos, instituciones, administraciones públicas y personas jurídicas siguientes:
a) La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos, que recibirá de manera prioritaria 

los recursos necesarios para su adecuado mantenimiento.
b) Cualquier órgano, organismo o entidad pública dependiente de la Administración 

General del Estado, para el desarrollo de programas o acciones relacionados con los fines 
previstos en esta norma, incluidas las Oficinas de Asistencia a las Víctimas.

c) Las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales, en los siguientes supuestos:
1.º Para el desarrollo y ejecución de los planes y programas de atención a las víctimas 

de delitos, incluido el impulso de las Oficinas de Asistencia a las Víctimas.
2.º Para dotar de medios materiales a los Institutos de Medicina Legal y afrontar los 

gastos derivados de las pericias realizadas en dichos Institutos.
3.º Para la dotación de medios a las respectivas policías con competencia en la 

prevención, investigación, persecución y represión de los delitos.
4.º Para las organizaciones no gubernamentales o entidades privadas sin ánimo de lucro 

para el desarrollo de programas comprendidos en los fines previstos en esta norma, cuyo 
ámbito no supere el de la respectiva comunidad autónoma.

d) Las organizaciones no gubernamentales o entidades privadas sin ánimo de lucro, de 
ámbito estatal o de dos o más comunidades autónomas, cuya labor se desarrolle total o 
parcialmente en materia de asistencia a víctimas del delito, de acuerdo con los programas de 
distribución y las subvenciones determinadas por la Oficina de Recuperación y Gestión de 
Activos.

e) Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.
f) La Agencia Estatal de Administración Tributaria.
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g) La Fiscalía General del Estado.
h) El Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses y los Institutos de Medicina 

Legal y Ciencias Forenses.
i) Los organismos internacionales, entidades supranacionales y Gobiernos de Estados 

extranjeros, para el desarrollo de programas destinados a satisfacer los fines previstos en 
esta norma, de acuerdo con los instrumentos internacionales suscritos por el Gobierno, y con 
el informe favorable del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación.

2. Para facilitar la distribución de los recursos obtenidos por la Oficina de Recuperación y 
Gestión de Activos, las comunidades autónomas y resto de beneficiarios señalados en este 
artículo podrán presentar ante la Comisión de Adjudicación de bienes producto del delito 
propuestas de actuación que se enmarquen dentro de los fines previstos en el artículo 2 y en 
los términos que se establezcan en desarrollo de este real decreto.

CAPÍTULO V
Mecanismos de dación de cuentas

Artículo 17.  Comparecencia en el Congreso de los Diputados.
El Director General de la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos comparecerá 

anualmente ante el Congreso de los Diputados para dar cuenta de la gestión de la Oficina y 
de los resultados de su actividad.

Artículo 18.  Memoria anual y estadística.
1. La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos elaborará una memoria anual de su 

actividad que será elevada por el Ministro de Justicia al Consejo de Ministros.
2. Las actuaciones realizadas se contabilizarán en un sistema estadístico accesible al 

público en general que dote de transparencia la gestión de la Oficina.

CAPÍTULO VI
La gestión de activos por la Oficina

Artículo 19.  Ámbito de la gestión de activos.
1. La Oficina llevará a cabo la gestión de bienes procedentes de actividades delictivas 

que hayan sido intervenidos, embargados o decomisados judicialmente en el ámbito de las 
actividades delictivas cometidas en el marco de una organización criminal, así como de las 
actividades delictivas propias del ámbito del decomiso ampliado, que le encomiende el 
órgano judicial.

2. La gestión de activos por la Oficina se realizará conforme a lo previsto en el capítulo II 
bis del Título V del Libro II de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, así como en el presente real 
decreto.

3. Cuando la Oficina actúe por encomienda del órgano judicial, producida a instancia de 
la propia Oficina, lo hará basándose en motivos de oportunidad en el marco de cualquier 
actividad delictiva y en los términos previstos en las leyes penales y procesales, e 
independientemente de la fecha del embargo o decomiso.

4. La función de gestión que realice la Oficina no incluirá ni el depósito de los bienes que 
le sean encomendados, ni la gestión de sociedades en tanto no se dicte orden del Ministerio 
de Justicia que disponga la realización de estas actuaciones.

5. En el supuesto de bienes decomisados adjudicados por resolución judicial firme al 
Estado, la Oficina procederá a su realización siempre que así se haya encomendado por el 
órgano judicial y no se hayan inscrito en los correspondientes registros públicos.

6. La Oficina en ningún caso podrá ser titular de bienes o derechos ni podrán ser 
inscritos a su nombre en registros públicos.
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Artículo 20.  Apertura del expediente.
1. Una vez examinada la resolución del órgano judicial, la Oficina comunicará al órgano 

judicial la apertura del correspondiente expediente. Cuando del contenido de la resolución 
del órgano judicial se desprenda que queda fuera del ámbito de gestión de la Oficina en los 
términos descritos en el artículo 19.2 de este real decreto, se informará al órgano judicial que 
realizó la encomienda y se procederá al archivo del expediente.

2. En el supuesto de que la propia Oficina hubiera instado al órgano judicial la gestión de 
los bienes, el procedimiento se incoará con dicha solicitud. En caso de estimación de la 
solicitud, el procedimiento continuará por los trámites previstos en el presente real decreto. 
En caso de desestimación, se archivará el procedimiento con la recepción de la resolución 
del órgano judicial en que así se haga constar.

Asimismo procederá el archivo del procedimiento si transcurridos seis meses desde la 
solicitud no se recibe respuesta por parte del órgano judicial, de lo que se dará traslado al 
órgano judicial y al Ministerio Fiscal.

Procederá la reapertura del expediente archivado en caso de que el órgano judicial 
estime la solicitud efectuada por la Oficina, una vez transcurrido el plazo de seis meses.

Artículo 21.  Información sobre los activos.
1. La Oficina recabará cuanta información precise para la gestión de los bienes.
2. Si la Oficina encontrase dificultades insuperables para la identificación del bien 

encomendado, lo pondrá en conocimiento del órgano judicial.
3. Cuando un bien no se encuentre depositado en el lugar indicado por el órgano judicial, 

se constate que está destruido o se tenga conocimiento de cualquier otro aspecto relevante 
relacionado con el mismo se pondrá en conocimiento del órgano judicial a los efectos que 
procedan.

Artículo 22.  Tasación de los bienes.
1. Cuando no conste tasación, y resulte precisa para la intervención de la Oficina, esta 

tasará los bienes intervenidos, embargados o decomisados cuya gestión se le encomiende.
En todo caso, en el proceso de valoración de los bienes se evitará la tasación de los 

bienes carentes de valor o cuyo valor sea ínfimo, los objetos inservibles o los objetos sin 
utilidad por sí mismos por formar parte de otro bien, de lo que se informará motivadamente al 
órgano judicial.

2. Para la tasación de los bienes, la Oficina promoverá la celebración de los convenios 
de colaboración, contratos y encomiendas de gestión que resulten precisos.

Artículo 23.  Análisis económico.
Cuando la encomienda judicial no contemple el destino de los bienes, la Oficina 

elaborará un análisis económico en el que se tendrán en cuenta los criterios necesarios a 
efectos de evitar las actuaciones antieconómicas y garantizar el máximo beneficio 
económico. El análisis económico tendrá en cuenta, entre otros, los siguientes criterios:

a) Estado del bien: intervenido, embargado o decomisado.
b) Naturaleza del bien.
c) Valor de tasación.
d) Gastos derivados del depósito, conservación y mantenimiento del bien.
e) Carácter perecedero.
f) Depreciación por el desuso o el mero transcurso del tiempo.
g) Situación posesoria.
h) En su caso, cargas que lo graven.

Artículo 24.  Propuesta de actuación.
1. Una vez realizado el análisis económico, la Oficina formulará por escrito una 

propuesta de actuación que dirigirá al órgano judicial, y en la que, en su caso, se incluirá la 
información a que hacen referencia los distintos apartados de este artículo. La propuesta 
podrá consistir, entre otras, en alguna o varias de las siguientes actuaciones:
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a) En caso de dinero intervenido, embargado o decomisado, su ingreso en la Cuenta de 
Depósitos y Consignaciones de la Oficina.

b) En su caso, medidas a adoptar para la conservación y administración de los bienes.
c) La autorización de la utilización provisional de los bienes intervenidos o embargados.
d) La realización de los bienes, incluida la realización anticipada de los bienes 

intervenidos o embargados.
e) La destrucción de los bienes.
2. A efectos de proponer la realización de los bienes, si se trata de bienes inmuebles o 

bienes muebles con un régimen de publicidad registral similar, la Oficina obtendrá 
información del Registro competente relativa a titularidad y cargas. A efectos de valoración 
del bien, se llevarán a cabo las actuaciones oportunas para comprobar si las cargas inscritas 
subsisten o han sido modificadas por pagos posteriores a su inscripción u otras causas.

La existencia de cargas o prohibiciones de disponer voluntarias no impedirá la 
realización del bien, pero el adjudicatario se subrogará en tales cargas y limitaciones. 
Cuando se trate de cargas o prohibiciones de disponer de origen administrativo o judicial, se 
pondrán en conocimiento del órgano judicial para que valore su naturaleza e incidencia en el 
procedimiento de realización del bien.

3. La Oficina comunicará al órgano judicial la cuenta-expediente de la Cuenta de la 
Oficina correspondiente al procedimiento, en la que se efectuarán los ingresos y, en su caso, 
pagos de conformidad con lo dispuesto en el artículo 44.2.

4. La Oficina comunicará al órgano judicial la existencia de bienes que estén sometidos a 
un régimen jurídico que excluya el bien del tráfico o que someta a limitaciones su propiedad, 
posesión o comercio. De la misma forma se procederá cuando el bien esté sometido a un 
régimen de derechos de tanteo y retracto a los efectos de que se practiquen las 
notificaciones a los favorecidos por estos derechos.

5. La Oficina pondrá en conocimiento del órgano judicial, si se producen, alguna de las 
siguientes circunstancias:

a) Cuando el valor de las cargas o gravámenes iguale o exceda del determinado para el 
bien.

b) Cuando, según la tasación de los bienes, sea previsible que con su realización no se 
obtendrá una cantidad de dinero que supere los gastos originados por ésta.

c) Cualquier otra circunstancia sobre la que la Oficina considere que el órgano judicial 
deba pronunciarse.

Artículo 25.  Actuaciones previas a la realización de los bienes o efectos.
Con carácter previo al inicio del procedimiento de realización, la Oficina pondrá en 

conocimiento del órgano judicial la forma de realización y las condiciones para su desarrollo, 
así como que dicho procedimiento se iniciará en los términos comunicados salvo que en el 
plazo de diez días el órgano judicial disponga otra cosa. Este plazo podrá reducirse por 
razones de urgencia, en caso de bienes perecederos o de bienes que por su naturaleza, 
ubicación u otras circunstancias concurrentes exijan celeridad en el proceso de realización.

Asimismo, le comunicará la tasación del bien, su valor a efectos del procedimiento de 
realización y el precio mínimo de adjudicación, salvo que la naturaleza del bien no posibilite 
su tasación.

Artículo 26.  Formas de realización.
La realización de los bienes o efectos podrá consistir en la entrega a entidades sin ánimo 

de lucro o a las Administraciones Públicas, la realización por medio de persona o entidad 
especializada, o la subasta pública.

Artículo 27.  Entrega a entidades sin ánimo de lucro o a las Administraciones Públicas.
1. La Oficina propondrá al órgano judicial la entrega del bien a entidades sin ánimo de 

lucro o a las Administraciones Públicas cuando sea de ínfimo valor o se prevea que la 
realización por cualquiera de las otras formas previstas será antieconómica, de conformidad 
con lo dispuesto en la legislación procesal.
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2. La entrega del bien o bienes a una entidad sin ánimo de lucro o a una Administración 
Pública concreta se llevará a cabo previa autorización judicial, salvo que por el órgano 
judicial se acuerde su elección por la Oficina.

3. Cuando se trate de bienes o efectos en los que proceda su afectación o adscripción a 
un órgano u organismo público, la Oficina cursará la correspondiente propuesta a la 
Dirección General del Patrimonio del Estado o, en su caso, al órgano competente para su 
tramitación.

Artículo 28.  La realización por medio de persona o entidad especializada.
1. La Oficina podrá concertar, contratar o encomendar la realización de los bienes a una 

persona o entidad especializada, cuando resulte conveniente en atención a la naturaleza o 
especiales circunstancias de los bienes.

Para ello, la Oficina podrá promover la celebración de los contratos, convenios de 
colaboración o encomiendas de gestión que resulten necesarios. En caso de que por 
resolución del órgano judicial se determine la entidad especializada que debe llevar a cabo la 
realización, la Oficina deberá actuar de acuerdo con lo dispuesto en dicha resolución.

2. No obstante, cuando la Oficina haga uso de una persona o entidad especializada para 
la realización de bienes perecederos o cuyos gastos de depósito sean tan 
desproporcionados que requieran una actuación urgente, podrá seleccionarla directamente 
debiendo solicitarse, siempre que sea posible, al menos tres propuestas. La selección será 
motivada y se comunicará al órgano judicial en los términos previstos en el artículo 25.

No será necesario solicitar tres propuestas cuando la actuación de la persona o entidad 
especializada sea a título gratuito.

3. El procedimiento de realización se acomodará a las formas o métodos de gestión 
específicos de cada persona o entidad especializada con la que se hubiese concertado la 
ejecución de la realización, salvo que por resolución del órgano judicial se disponga otra 
cosa.

En todo caso, la Oficina fijará el precio mínimo de adjudicación para cada bien o lote de 
bienes en los términos previstos en el artículo siguiente.

4. Una vez finalizado el procedimiento, se atenderá a lo dispuesto en los artículos 33 y 
34 en relación con la adjudicación de los bienes o efectos.

Artículo 29.  La subasta pública.
1. La subasta pública tendrá por objeto la venta de uno o varios bienes o lotes de bienes, 

según lo que resulte más conveniente, y podrá ser electrónica o presencial.
2. El valor de cada bien o lote de bienes a efectos de la subasta se corresponderá con el 

valor que resulte de deducir de su tasación, el importe de todas las cargas y derechos 
anteriores y cuya preferencia resulte de la certificación registral de dominio y cargas.

No obstante, el valor de los bienes a efectos de la subasta se podrá reducir 
motivadamente hasta un quince por ciento en cada nueva subasta que se convoque 
después de la primera convocatoria.

3. Los bienes muebles no podrán ser enajenados por precio inferior al cincuenta por 
ciento de su valor a efectos de la subasta. Cuando los bienes a realizar sean inmuebles, este 
porcentaje será del setenta por ciento.

En todo caso, cuando las circunstancias y naturaleza del bien lo requieran, dichos 
porcentajes podrán reducirse motivadamente previa autorización del órgano judicial.

Artículo 30.  Convocatoria de la subasta.
1. La Subdirección General de conservación, administración y realización de bienes 

acordará la convocatoria de la subasta que se regirá, además de por lo dispuesto en el 
presente real decreto, por el pliego de condiciones generales y el pliego de condiciones 
particulares.

2. La convocatoria se anunciará en el «Boletín Oficial del Estado» y en la web del 
Ministerio de Justicia, sin perjuicio de las actuaciones adicionales de publicidad que se 
estimen adecuadas en cada caso.
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3. El anuncio de la subasta contendrá la fecha de la convocatoria y el número de 
identificación del procedimiento. Si se tratara de una subasta electrónica, incluirá la dirección 
electrónica que corresponda a la subasta en el Portal de Subastas, en la que estará toda la 
documentación a disposición de los licitadores. En las subastas presenciales se incluirá la 
información básica relativa a la fecha y lugar de celebración, así como la dirección de 
internet en la que estará accesible toda la documentación relativa al procedimiento.

4. El pliego de condiciones generales se aprobará por la persona titular de la Oficina 
previo informe de la Abogacía del Estado.

5. Podrá aprobarse un pliego tipo de condiciones generales para cada una de las 
modalidades de procedimiento de subasta.

6. El pliego de condiciones particulares aprobado por la persona titular de la 
Subdirección General de conservación, administración y realización de bienes, contendrá, al 
menos, los siguientes extremos:

a) Número del expediente de la Oficina al que correspondan los bienes o lotes de bienes 
a subastar.

b) En su caso, distribución de los bienes a subastar en lotes.
c) Descripción e información disponibles de los bienes o lotes que se van a subastar, con 

indicación de sus datos catastrales y registrales, del valor de tasación y de las cargas y 
gravámenes que, en su caso, hayan de quedar subsistentes y afecten a los bienes.

d) Locales o recintos donde están depositados los bienes y, en su caso, posibilidad de 
ser examinados por quienes estén interesados en su adquisición.

e) Valor de cada bien o lote de bienes a efectos de la subasta, tipo de salida y tramos de 
puja.

f) En su caso, se pondrá de manifiesto si la normativa prevé algún derecho de 
adquisición preferente respecto de los bienes o derechos subastados.

g) Coste del depósito una vez transcurrido el plazo para la recogida de los bienes.
h) Cualquier otra circunstancia que se considere de interés para los posibles licitadores.

Artículo 31.  Requisitos para licitar.
1. Para participar en la subasta los licitadores deberán cumplir los siguientes requisitos:
a) Identificarse de forma suficiente.
b) Haber consignado el cinco por ciento del valor de los bienes inmuebles y el veinte por 

ciento del valor de los bienes muebles a efectos de la subasta. Excepcionalmente este 
porcentaje podrá modificarse motivadamente.

2. No podrá participar en la subasta el personal que preste servicios en la Oficina, los 
tasadores y cualquier otra persona que haya participado en el proceso de aprehensión, 
embargo o decomiso de los bienes o en la subasta.

3. Por el mero hecho de participar en la subasta se entenderá que los postores aceptan 
las condiciones generales y particulares de la misma. Asimismo, se entenderá que aceptan 
como suficiente la titulación que conste en el procedimiento o que no exista titulación y que 
aceptan, si los hubiere, subrogarse en las cargas o gravámenes anteriores y cuya 
preferencia resulte de la certificación registral de dominio y cargas, en caso de que el remate 
se adjudique a su favor.

4. El adjudicatario no podrá ceder el remate a terceros. No obstante, los postores podrán 
pujar en su nombre o en representación de un tercero, circunstancia de la que deberá 
quedar constancia con carácter previo a la realización de la puja, sin perjuicio de la 
acreditación que se efectuará en caso de resultar mejor postor.

Artículo 32.  Desarrollo de la subasta.
1. Se podrá retirar cualquier bien de los incluidos en la subasta, dando cuenta de esta 

circunstancia a través de la web del Ministerio de Justicia y, en el supuesto de subasta 
electrónica, del Portal de Subastas. La retirada de los bienes conllevará la devolución del 
depósito efectuado sin que ello implique ningún derecho de compensación para los postores.

2. La Subdirección General de conservación, administración y realización de bienes 
aprobará mediante resolución el remate en favor del mejor postor, y la notificará de 
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conformidad con lo dispuesto en los artículos 40 y siguientes de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

Cuando el mejor postor haya actuado en representación de un tercero, con carácter 
previo a la aprobación del remate deberá acreditar la representación. Cuando no esté 
inscrita en el Registro Electrónico de Apoderamientos de la Administración General del 
Estado, se acreditará mediante copia del poder o documento que la acredite.

3. El mejor postor dispondrá de un plazo de diez días hábiles en el supuesto de bienes 
muebles o de cuarenta días hábiles para los bienes inmuebles, a contar desde el día 
siguiente al de la notificación de la resolución de aprobación del remate, para consignar en la 
Cuenta de Depósitos y Consignaciones de la Oficina la diferencia entre lo depositado y el 
precio total del remate, y comunicarlo a la Oficina.

4. En el supuesto de que se hayan subastado bienes o derechos respecto de los cuales, 
según la legislación aplicable, existan interesados que tengan derechos de adquisición 
preferente, acordado el remate, éste se comunicará a dichos interesados. No procederá 
dictar la resolución de adjudicación hasta que finalice el plazo en el que, según la legislación 
aplicable, los interesados puedan ejercer su derecho o hasta que por otras causas se 
extinga ese derecho.

5. A partir del día siguiente al de celebración de la subasta, se liberarán o devolverán las 
cantidades consignadas por los postores excepto lo que corresponda al mejor postor, que se 
reservará en depósito como garantía del cumplimiento de su obligación y como parte del 
precio de la venta. Asimismo, se mantendrán los depósitos realizados por los postores que 
hubieran pujado con reserva de postura para que, si el mejor postor no entregare en plazo el 
importe correspondiente, pueda aprobarse la adjudicación en favor de los que con reserva 
de postura le sigan, por el orden de sus respectivas posturas y, si fueran iguales, por el 
orden cronológico en el que hubieran sido realizadas.

Si ninguno de los rematantes a que se refiere el párrafo anterior consignare el precio en 
el plazo señalado o si desistieran de su oferta, decaerán automáticamente en su derecho y 
perderán el depósito que hubieran efectuado, sin menoscabo del resarcimiento de los daños 
y perjuicios que hubiera podido ocasionar en lo que exceda de la caución efectuada y 
siempre que lo acredite la Administración Pública.

6. Los depósitos no devueltos se ingresarán en la Cuenta de Depósitos y 
Consignaciones de la Oficina y tendrán la consideración de producto obtenido por la gestión 
de la Oficina en los términos previstos en el artículo 45.

Artículo 33.  Resolución de la subasta.
1. Aprobado el remate y una vez consignada en la Cuenta de Depósitos y 

Consignaciones de la Oficina la diferencia entre lo ya depositado y el precio total del remate, 
se dictará resolución de adjudicación por la persona titular de la Oficina en la que se 
expresará, en su caso, que se ha consignado el precio y, cuando proceda, el plazo para la 
entrega o retirada del bien. Esta resolución pondrá fin a la vía administrativa.

2. Serán por cuenta del adjudicatario los gastos, incluidos los fiscales y registrales, que 
origine la transmisión de la propiedad de los bienes adjudicados así como cualquier 
obligación que recaiga en quien ostente la propiedad de conformidad con la normativa 
específica que le resulte de aplicación.

Asimismo, serán por cuenta del adjudicatario los gastos que genere el depósito de los 
bienes desde que finalice el plazo para su recogida. A los efectos oportunos, la Oficina lo 
pondrá en conocimiento del órgano judicial y del depositario la fecha en que finaliza dicho 
plazo.

Artículo 34.  Certificación de la adjudicación.
Cuando resulte procedente y se trate de bienes inmuebles o bienes muebles con un 

régimen de publicidad registral similar, la persona titular de la Oficina emitirá certificación de 
la adjudicación en la que se hará constar la resolución del órgano judicial por la que se le 
haya encomendado la realización del bien, la firmeza en vía administrativa de la 
adjudicación, la identificación del adjudicatario, la descripción de los bienes enajenados, las 
cargas y gravámenes a que estuvieran afectos y las demás circunstancias necesarias para 
la inscripción con arreglo a la legislación vigente.
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Esta certificación será título suficiente para la inscripción o inmatriculación de la 
adquisición a favor del adjudicatario de conformidad con lo dispuesto en la legislación 
hipotecaria.

En su caso, se librará el oportuno mandamiento para la cancelación de la anotación 
registral del embargo o decomiso que haya dado lugar a la realización, así como para la 
cancelación de las cargas posteriores a dicha anotación, que será suficiente para 
practicarlas sin necesidad de mandamiento judicial salvo que una norma de rango legal exija 
otros trámites.

Artículo 35.  Subasta electrónica.
1. La subasta electrónica se celebrará en el Portal dependiente de la Agencia Estatal 

Boletín Oficial del Estado y se desarrollará conforme a las reglas previstas en los artículos 
648 y 649 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, para la celebración 
electrónica de subastas judiciales.

2. En las subastas electrónicas las notificaciones al mejor postor o, en su caso, 
adjudicatario, se realizarán por correo electrónico en la dirección que conste en la 
Certificación de mejor postura de la Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado o, en su caso, 
en la que expresamente se facilite al efecto.

Artículo 36.  Subasta presencial.
La subasta presencial se realizará con sujeción a las siguientes reglas:
1.ª La convocatoria de subasta se anunciará en el «Boletín Oficial del Estado», con al 

menos un mes de antelación a la fecha de su realización.
2.ª En caso de que así se contemple en la convocatoria, podrán admitirse pujas en sobre 

cerrado o enviadas por vía telemática, dentro de los plazos que se establezcan en la 
convocatoria, que se incluirán en dos sobres:

– En un primer sobre se incluirán los documentos acreditativos de que el licitador cumple 
con los requisitos establecidos para poder concurrir.

– En un segundo sobre aparte, se incluirá la oferta económica.
3.ª En la fecha señalada, se constituirá la mesa de adjudicación integrada por la persona 

titular de la Subdirección General de conservación, administración y realización de bienes, 
que la presidirá, y con la participación, como vocales, de un Abogado del Estado en el 
Ministerio de Justicia, un representante de la Intervención Delegada en el Ministerio de 
Justicia, y un funcionario de la citada Subdirección General, designado por la persona titular 
de la Oficina, que actuará además como Secretario. La mesa se regirá por lo dispuesto en 
esta disposición y las normas administrativas de funcionamiento de los órganos colegiados.

4.ª Antes de abrir la sesión, en el caso de admitirse pujas en sobre cerrado o 
presentadas por medios telemáticos, se procederá a la apertura del primer sobre, con el fin 
de determinar qué licitadores pueden concurrir a la subasta.

5.ª Los licitadores podrán participar personalmente o por medio de representante. Los 
licitadores que hubieran presentado su puja en sobre cerrado o por medios electrónicos 
podrán presentar pujas superiores a las inicialmente ofertadas.

Una vez acreditada la identidad de los licitadores, se abrirá el plazo para la formulación 
de las pujas, y se irán admitiendo las que vayan mejorando el tipo de salida, rematándose la 
subasta a favor del licitador que efectúe la más alta de ellas para cada uno de los bienes o 
lotes ofertados.

6.ª En su caso, el presidente de la mesa advertirá a los licitadores de la existencia de 
pujas en sobre cerrado o presentadas por medios telemáticos, y una vez finalicen las pujas 
formuladas de viva voz, se procederá a la apertura de los sobres o a la lectura de las que se 
hubieran presentado telemáticamente:

– El secretario expondrá ante la mesa y en voz alta las pujas que se hubiesen efectuado 
siempre que igualen o superen la máxima alcanzada de viva voz por cualquier licitador.

– Si alguna de las ofertas formuladas por esta vía igualara o superara a la más alta 
ofrecida a mano alzada, se abrirá nueva puja entre los presentes. Se declarará mejor 
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rematante al licitador que haya hecho la puja más elevada. Y en caso de empate, al que la 
hubiera realizado por escrito.

7.ª Del resultado de la subasta celebrada el Secretario de la mesa levantará acta en la 
que se hará constar el desarrollo, incidencias y resultados de la subasta, que será suscrita 
además por el mejor postor o su representante, si estuviera presente.

8.ª Si no hubiera pujas para un bien o bienes en la primera convocatoria, se podrá 
celebrar una segunda licitación en el marco de la misma subasta. La segunda licitación se 
desarrollará con las mismas formalidades que la primera y con los mismos importes mínimos 
de adjudicación, salvo que en las condiciones de la subasta se hubieran fijado otros 
distintos.

Artículo 37.  Subasta simplificada.
1. No obstante lo dispuesto en los artículos anteriores, la Oficina podrá recurrir a la 

subasta simplificada, en cualquiera de los supuestos siguientes:
a) Con carácter general, cuando la subasta quede desierta.
b) Cuando por las características inherentes a un bien concreto, y demás circunstancias 

sobre su situación, se pueda presumir motivadamente que la subasta quedaría desierta.
c) Cuando se trate de productos perecederos o existan otras razones de urgencia y no 

proceda la realización mediante entidad especializada.
La subasta simplificada podrá realizarse siguiendo alguna de las modalidades siguientes: 

presentación de oferta en sobre cerrado o en vía telemática.
2. El procedimiento se desarrollará de conformidad con las siguientes reglas:
1.ª La convocatoria se anunciará en la página web del Ministerio de Justicia. 

Adicionalmente, la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos podrá adoptar las medidas 
de difusión que estime oportunas.

2.ª El plazo para la presentación de ofertas será de 10 días hábiles, sin perjuicio de que 
pueda reducirse motivadamente en casos de urgencia.

3.ª En la convocatoria se establecerá la fecha límite para la admisión de ofertas y, en su 
caso, plazo de entrada efectiva en el Registro del Ministerio de Justicia, así como de la 
documentación identificativa del licitador, sin perjuicio de que la restante documentación 
necesaria para la adjudicación del bien se solicite posteriormente sólo al licitador con mejor 
oferta. Además, se podrá exigir a los interesados un depósito en la cuantía que se estime 
oportuna.

Asimismo se fijará el lugar, día y hora para la apertura de los sobres que contengan las 
ofertas, constituyéndose al efecto una mesa de adjudicación integrada por la persona titular 
de la Subdirección General de conservación, administración y realización de bienes, que la 
presidirá, y con la participación, como vocales, de dos funcionarios de la citada Subdirección 
General, designado por la persona titular de la Oficina, uno de los cuales actuará además 
como Secretario. La mesa se regirá por lo dispuesto en esta disposición y las normas 
administrativas de funcionamiento de los órganos colegiados.

4.ª La adjudicación de los bienes se realizará en favor de la propuesta que contenga la 
oferta económica más elevada, sin perjuicio de la posibilidad de que en cada caso concreto 
se pueda establecer un precio mínimo.

5.ª En caso de empate entre dos o más propuestas, la enajenación se efectuará en favor 
de la que se hubiese presentado en fecha anterior, y en caso de igualdad la que tuviera 
entrada con anterioridad en el Registro.

6.ª Una vez consignado el precio en la Cuenta de Depósitos y Consignaciones de la 
Oficina, se adjudicará por resolución de la persona titular de la Dirección General de la 
Oficina de Recuperación y Gestión de Activos. Esta resolución pondrá fin a la vía 
administrativa.

Artículo 38.  Bienes no adjudicados.
1. Cuando no se logre adjudicar un bien embargado cuya realización se hubiera 

encomendado a la Oficina por ninguno de los procedimientos previstos en los artículos 
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precedentes y no proceda ni su utilización por la Administración ni su destrucción, se pondrá 
en conocimiento del órgano judicial competente a efectos de que acuerde lo que estime 
procedente.

2. Cuando se trate de un bien decomisado cuyo destino sea la adjudicación al Estado y 
que por cualquier causa no puedan ser objeto de realización, la Oficina lo pondrá en 
conocimiento del órgano judicial competente, para que por aquél se adopte la decisión 
pertinente sobre su destino. A dicha comunicación deberá acompañarse el informe de la 
Dirección General del Patrimonio del Estado que se recabará previamente por la Oficina.

Se procederá del mismo modo cuando se trate de establecimientos mercantiles 
radicados en inmuebles de propiedad de terceros, que no hayan podido ser objeto de 
enajenación.

Artículo 39.  Utilización provisional de los bienes.
1. La persona titular de la Oficina resolverá sobre la adjudicación del uso de los efectos 

embargados o intervenidos cautelarmente, siempre que el órgano judicial haya autorizado su 
utilización provisional.

Asimismo, la Oficina podrá proponer al juez la utilización provisional de los efectos 
embargados o intervenidos cautelarmente, en los términos previstos en el artículo 367 sexies 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

2. Una vez autorizada por el juez, corresponderá a la Oficina resolver sobre la 
adjudicación del uso de los efectos embargados o intervenidos cautelarmente y sobre las 
medidas de conservación que deban ser adoptadas.

La Oficina informará al juez o tribunal, y a la Fiscalía, de lo que hubiera acordado.
3. En caso de bienes decomisados, cuya gestión hubiera sido encomendada a la Oficina 

y sobre los que se hubiera autorizado el uso provisional, las Administraciones Públicas, que 
viniesen utilizando provisionalmente el bien, solicitarán a la Oficina su adscripción definitiva 
en el plazo de treinta días contados a partir del siguiente a la fecha en que la Oficina les 
comunique la sentencia firme dictada. La falta de la citada solicitud en el plazo reseñado 
facultará a la Oficina para proceder a su realización.

Formulada solicitud expresa la Oficina la remitirá a la Dirección General del Patrimonio 
del Estado a los efectos de que tramite, en caso de que lo considere pertinente, la 
asignación de los bienes con carácter definitivo a la Administración en los términos que se 
establezcan en el acuerdo de cesión. Esta comunicación pondrá fin a la gestión de la Oficina 
respecto a este bien.

Artículo 40.  Destrucción de bienes.
1. La gestión de los bienes por la Oficina podrá contemplar la destrucción de bienes de 

lícito comercio cuando sea acordada judicialmente.
Cuando se trate de bienes de escaso valor por su obsolescencia, deterioro o su carácter 

perecedero la Oficina podrá acordar su destrucción, inutilización o abandono, previa 
autorización judicial.

Igualmente, cuando se trate de efectos que por razones medioambientales deban 
eliminarse o ser sometidos a tratamiento, la correspondiente actuación podrá ser acordado 
por la Oficina previa autorización del órgano judicial competente.

2. La destrucción se realizará de conformidad con la normativa aplicable dependiendo 
del tipo de bien de que se trate.

3. La destrucción onerosa de bienes se llevará a cabo por medio de persona o entidad 
especializada de conformidad con lo previsto en el artículo 28.1.

No obstante, cuando la destrucción de los bienes no implique un coste para la Oficina, 
esta seleccionará directamente a la entidad especializada que llevará a cabo la gestión, 
debiendo solicitarse, siempre que sea posible, al menos tres propuestas. De todo ello 
quedará constancia en el expediente.
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Artículo 41.  Asesoramiento en materia de ejecución de embargos y decomisos.
1. La Oficina recabará la asistencia y asesoramiento de otras Administraciones y 

organismos públicos en materia de ejecución de embargos y decomisos acordados por la 
autoridad judicial.

2. Salvo que el órgano judicial encomiende a la oficina la gestión de los bienes, la 
intervención de la Oficina finalizará con el envío de la propuesta de actuación al órgano 
judicial competente.

Artículo 42.  Cuenta de Depósitos y Consignaciones de la Oficina.
1. La Oficina dispone de una Cuenta de depósitos y consignaciones que tiene un 

carácter instrumental respecto de las cuentas de depósitos y consignaciones judiciales cuya 
finalidad es asegurar la trazabilidad y correspondencia de los distintos expedientes incoados 
en la Oficina con los expedientes judiciales.

2. La Cuenta de la Oficina es única y en ella se recogerán los movimientos y saldos de 
las distintas cuentas de expediente de la Oficina integradas dentro de aquélla.

Artículo 43.  Gastos de gestión.
1. Se considerarán gastos de gestión todos los que se hayan ocasionado con motivo de 

la gestión de un bien concreto por la Oficina.
2. En todo caso, se excluyen de los gastos de gestión los costes derivados del depósito 

acordado judicialmente que, una vez finalizado el procedimiento, o bien, formarán parte de la 
tasación de costas del proceso, o bien, serán abonados por la Administración competente en 
cada caso.

Artículo 44.  Realización de los pagos.
1. Con carácter ordinario, los pagos derivados de los contratos, encomiendas de gestión 

o, en su caso, convenios de colaboración que resulten precisos para la conservación, 
administración y realización de bienes por la Oficina se efectuarán de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

2. No obstante, podrán realizarse con cargo a la correspondiente cuenta-expediente de 
la Cuenta de Depósitos y Consignaciones de la Oficina, o en su defecto, con cargo a los 
intereses de la Cuenta de la Oficina, los pagos autorizados judicialmente relativos a la 
gestión de los bienes en el marco de un expediente concreto.

3. Asimismo, de conformidad con lo dispuesto en la Disposición adicional sexta de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal, los costes de gestión podrán satisfacerse con los intereses de la 
Cuenta de la Oficina.

Artículo 45.  Liquidación del procedimiento.
1. Cuando el órgano judicial acuerde la transferencia de las cantidades obtenidas a la 

cuenta del órgano judicial con carácter previo a la finalización del proceso, se detraerá el 
importe correspondiente a los gastos que se hubieran causado en la conservación y en el 
procedimiento de realización de los mismos.

2. Cuando recaiga resolución judicial firme que ponga fin al procedimiento y no se 
acuerde el decomiso de los bienes, la Oficina ingresará el importe de la cuenta-expediente 
en la Cuenta de depósitos y consignaciones del órgano judicial, sin descontar, en su caso, 
los gastos que se hubieran causado en la conservación y en el procedimiento de realización 
de los mismos.

3. Cuando recaiga resolución judicial firme que ponga fin al procedimiento y se acuerde 
el decomiso de los bienes, la Oficina procederá a su realización si no la hubiera llevado a 
cabo previamente y solicitará al órgano judicial que informe, en su caso, de la cuantía que 
proceda transferirle.

Una vez deducidos los gastos ocasionados por la realización de los bienes, la Oficina 
transferirá a la cuenta del órgano judicial la cuantía requerida.
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Artículo 46.  Cancelación de la cuenta expediente.
Cuando un expediente de la Oficina finalice, y se constate que la correspondiente 

cuenta-expediente ha quedado sin saldo, se procederá a su cancelación.
La persona responsable de la Cuenta será la única autorizada para cancelar una cuenta 

expediente de la Cuenta de la Oficina.

Disposición adicional primera.  Relación con el Plan Nacional sobre Drogas.
Quedan excluidos del ámbito objetivo de aplicación de esta norma, los bienes y los frutos 

o intereses que éstos produzcan, que hayan sido previamente decomisados por sentencia 
judicial firme y que deban integrarse en el fondo regulado por la Ley 17/2003, de 29 de 
mayo, por la que se regula el Fondo de Bienes Decomisados por tráfico ilícito de drogas y 
otros delitos relacionados, los cuales quedarán sometidos al régimen específico establecido 
en dicha ley y en su normativa de desarrollo.

No obstante, la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos podrá firmar un convenio 
de colaboración con la Delegación del Gobierno para el Plan Nacional sobre Drogas a fin de 
articular las relaciones entre ambos, que podrá incluir fórmulas de cooperación en las 
funciones de asesoramiento, gestión y realización de efectos procedentes de actividades 
delictivas a los que se refiere el apartado anterior; asimismo, podrá hacer referencia al 
intercambio de información y a la coordinación de acciones, cuando resulte apropiado.

Disposición adicional segunda.  Bienes decomisados por delito de contrabando.
Quedan excluidos del ámbito de aplicación del presente real decreto los bienes 

decomisados por delito de contrabando, que se regularán por lo dispuesto en la Ley 
Orgánica 12/1995, de 12 de diciembre, de represión del contrabando.

Disposición adicional tercera.  Colaboración en el ámbito de la localización de bienes.
1. El Centro de Inteligencia contra el Terrorismo y Crimen Organizado del Ministerio del 

Interior, a través de los canales policiales internacionales establecidos, realizará el 
intercambio de información policial internacional relacionada con la localización de bienes.

2. La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos realizará el intercambio de 
información pasivo proveniente de otras oficinas, instituciones u organismos judiciales o 
multidisciplinares cuyo único fin sea el embargo o decomiso en el marco de un 
procedimiento penal. Asimismo en cumplimiento de las encomiendas judiciales y del 
Ministerio Fiscal recibidas podrá dirigirse para el intercambio de información activo a 
cualquier oficina o institución que tenga competencias en la materia independientemente de 
su naturaleza.

3. La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos y el Centro de Inteligencia contra el 
Terrorismo y Crimen Organizado del Ministerio del Interior, intercambiarán las informaciones 
que fueran necesarias a fin de evitar duplicidades o pérdidas de eficiencia, prestándose 
mutua colaboración en la materia, en el marco de la normativa de protección de datos de 
carácter personal.

Disposición transitoria primera.  Entrada en funcionamiento.
La entrada en funcionamiento operativo de la Oficina de Recuperación y Gestión de 

Activos se determinará mediante Orden del Ministro de Justicia y se realizará tras la entrada 
en vigor de la Ley 41/2015, de 5 de octubre, de modificación de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal para la agilización de la justicia penal y el fortalecimiento de las garantías 
procesales, y de manera progresiva, de acuerdo con el plan de acción que previamente 
apruebe el Director General de la Oficina.

Disposición transitoria segunda.  Régimen transitorio.
El presente real decreto será aplicable únicamente a bienes cuya localización, embargo 

o decomiso se acuerde a partir de su entrada en vigor y que se pongan a disposición de la 
Oficina de Recuperación y Gestión de Activos tras la entrada en funcionamiento de la 
misma, de conformidad con lo previsto en la citada Orden Ministerial.
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No obstante la Oficina podrá, a iniciativa propia y previa autorización del juez o tribunal 
competente, asumir la gestión y realización de bienes embargados y decomisados con 
anterioridad a la entrada en vigor del presente real decreto cuando así resulte conveniente 
en atención a la naturaleza o especiales circunstancias de los bienes.

Disposición final primera.  Modificación del Real Decreto 467/2006, de 21 de abril, por el 
que se regulan los depósitos y consignaciones judiciales en metálico, de efectos o valores.

El Real Decreto 467/2006, de 21 de abril, por el que se regulan los depósitos y 
consignaciones judiciales en metálico, de efectos o valores, queda modificado como sigue:

Uno. Se modifica el apartado 4 del artículo 2, que queda redactado con el siguiente 
tenor:

«Los intereses que se liquiden por la entidad de crédito correspondiente a las 
Cuentas de Depósitos y Consignaciones se abonarán al Tesoro Público en la cuantía 
y forma que se especifique en el pliego de bases del expediente del procedimiento 
de contratación que se hubiese seguido para la selección de la entidad de crédito 
establecida en el párrafo primero del presente artículo, que respetará en todo caso 
los medios de pago determinados en el artículo 110 de la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria, y de conformidad con el artículo 70 de la Ley 
53/2002, de 30 de noviembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y de Orden 
Social, o las normas que le sustituyan en su caso.

Quedan exceptuados los intereses que generen las cantidades provenientes de 
la cuenta especial de la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos, que se 
ingresarán en dicha cuenta, a los efectos de lo previsto en la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal.»

Dos. Se modifica el apartado número 4 del artículo 3, que queda redactado con el 
siguiente tenor:

«Asimismo, podrán disponer de los fondos de las Cuentas de Depósitos y 
Consignaciones:

a) los miembros de la Carrera Fiscal, en los supuestos establecidos en las 
Disposiciones adicionales primera y segunda de este real decreto,

b) el Subdirector general de conservación, administración y realización de bienes 
de la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos, en los términos previstos en la 
disposición adicional quinta, y

c) los secretarios relatores en la jurisdicción militar.
Todos ellos deberán cumplir con las normas establecidas en el apartado 

anterior.»
Tres. Se modifica el apartado 2 del artículo 13, que queda redactado con el siguiente 

tenor:
«Las cantidades que se encuentren ingresadas en las Cuentas de Depósitos y 

Consignaciones y que hayan sido objeto de decomiso en aplicación del artículo 374 
de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, y del artículo 5 
de la Ley Orgánica 12/1995, de 12 de diciembre, de Represión del Contrabando, una 
vez haya ganado firmeza la sentencia en la que se decrete su decomiso y 
adjudicación definitiva al Estado, serán transferidas por el secretario judicial a la 
cuenta especial de ingresos al Tesoro Público, «Decomisos por Delitos de 
Narcotráfico u otros delitos relacionados», que será única para todo el territorio 
nacional, sin perjuicio de los acuerdos para la transferencia de dichas cantidades que 
pudieran acordarse en virtud del convenio de colaboración a que se refiere la 
disposición adicional primera del Real Decreto por el que se regula la Oficina de 
Recuperación y Gestión de Activos.»

Cuatro. Se añade una disposición adicional quinta:
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«Disposición adicional quinta.  Cuenta de Depósitos y Consignaciones de la 
Oficina de Recuperación y Gestión de Activos.

1. Para la gestión y realización de los efectos judiciales encomendados por las 
autoridades judiciales competentes a la Oficina de Recuperación y Gestión de 
Activos, existirá una Cuenta de Depósitos y Consignaciones de carácter especial a 
disposición de ésta. La persona autorizada para la disposición de sus fondos será el 
subdirector general de conservación, administración y realización de bienes o la 
persona en quien éste delegue.

2. Esta cuenta llevará el nombre de Oficina de Recuperación y Gestión de 
Activos, adicionado con la denominación «Cuenta de Depósitos y Consignaciones» y 
su régimen será el previsto en este real decreto para las Cuentas de Depósitos y 
Consignaciones de órganos judiciales, con las siguientes especialidades:

a) La cuenta tendrá un carácter instrumental respecto a las cuentas de depósitos 
y consignaciones judiciales con la finalidad de asegurar la trazabilidad y 
correspondencia de los distintos expedientes incoados en la Oficina de Recuperación 
y Gestión de Activos con los expedientes judiciales.

b) Una vez satisfechos los gastos causados a la Oficina en la conservación de 
los bienes y en el procedimiento de realización de los mismos, la parte del producto 
sobrante de la realización de los efectos, bienes, instrumentos y ganancias que el 
juzgado requiera se ingresará en la cuenta de consignaciones del juzgado o tribunal, 
quedando afecta al pago de las responsabilidades civiles y costas que se declaren, 
en su caso, en el procedimiento. La cantidad restante se asignará de manera 
definitiva a la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos, para su aplicación a los 
fines reglamentariamente previstos.»

Disposición final segunda.  Modificación del Real Decreto 1887/2011, de 30 de diciembre, 
por el que se establece la estructura orgánica básica de los departamentos ministeriales.

Uno. Se modifica la letra A) del apartado 1 del artículo 2:
«A) La Secretaría de Estado de Justicia. De ella dependen los siguientes órganos 

directivos:
a) La Secretaría General de la Administración de Justicia, de la que depende la 

Dirección General de Relaciones con la Administración de Justicia.
b) La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos.
c) La Dirección General de Cooperación Jurídica Internacional y Relaciones con 

las Confesiones.»

Disposición final tercera.  Modificación del Real Decreto 453/2012, de 5 de marzo, por el 
que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Justicia y se modifica el 
Real Decreto 1887/2011, de 30 de diciembre, por el que se establece la estructura orgánica 
básica de los departamentos ministeriales.

Uno. El artículo 2 queda redactado como sigue:

«Artículo 2.  Secretaría de Estado de Justicia.
1. La Secretaría de Estado de Justicia es el órgano superior del departamento al 

que corresponde, bajo la superior autoridad del Ministro, la coordinación y 
colaboración con la administración de las comunidades autónomas al servicio de la 
justicia, la ordenación, planificación, apoyo y cooperación con la Administración de 
Justicia y con la Fiscalía en su modernización, la cooperación jurídica internacional y 
las relaciones con los organismos internacionales y de la Unión Europea en el ámbito 
de las competencias del Ministerio de Justicia y la dirección, impulso y gestión de las 
atribuciones ministeriales relativas a los asuntos religiosos y libertad de conciencia, y 
las relacionadas con la localización y recuperación de efectos, bienes, instrumentos y 
ganancias procedentes de actividades delictivas, su conservación, administración y 
realización.
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Sin perjuicio de las atribuciones del Ministro, corresponde al titular de la 
Secretaría de Estado la participación en las relaciones del ministerio con los órganos 
de gobierno del Consejo General del Poder Judicial, los del Ministerio Fiscal, los 
competentes en materia de justicia de las comunidades autónomas y los Consejos 
Generales de los Colegios de Abogados y de Procuradores de los Tribunales, así 
como las relaciones del ministerio con el Defensor del Pueblo.

2. De la Secretaría de Estado de Justicia dependen los siguientes órganos 
directivos:

a) La Secretaría General de la Administración de Justicia, de la que depende la 
Dirección General de Relaciones con la Administración de Justicia

b) La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos.
c) La Dirección General de Cooperación Jurídica Internacional y Relaciones con 

las Confesiones.
Están adscritos al Ministerio de Justicia, a través de la Secretaría de Estado de 

Justicia, el Centro de Estudios Jurídicos y la Mutualidad General Judicial, con la 
naturaleza jurídica, estructura y funciones que se prevén en su normativa específica.

3. Como órgano de apoyo y asistencia inmediata al Secretario de Estado, existe 
un Gabinete, con nivel orgánico de subdirección general, con la estructura que 
establece el artículo 14.3 del Real Decreto 1887/2011, por el que se aprueba la 
estructura orgánica básica de los departamentos ministeriales.»

Dos. Se introduce un nuevo artículo 5 bis con la siguiente redacción:

«Artículo 5 bis.  Oficina de Recuperación y Gestión de Activos.
1. Corresponden a la Oficina de Recuperación y Gestión de activos, con rango de 

Dirección General, las siguientes funciones:
a) La identificación y búsqueda de los efectos, bienes, instrumentos y ganancias 

provenientes del delito, radicados dentro o fuera del territorio nacional, así como su 
puesta a disposición judicial.

b) El mantenimiento y gestión de los efectos, bienes, instrumentos y ganancias 
provenientes del delito, cualquiera que sea la naturaleza de los mismos, así como de 
los beneficios, frutos y rentas de tales bienes. Podrá comprender también la 
destrucción de los bienes cuando sea acordada por la autoridad competente, en los 
términos previstos legalmente.

c) La elaboración de informes sobre el estado y circunstancias de los bienes 
gestionados, que remitirá a la autoridad competente, de oficio o cuando ésta lo 
solicite, a los efectos de evitar las actuaciones antieconómicas y garantizar, dentro 
del respeto a la ley y con el cumplimiento de todas las garantías procesales, el 
máximo beneficio económico.

d) La realización de los bienes, que comprenderá la actividad tendente a la venta 
de los bienes, efectos, ganancias e instrumentos entregados a la Oficina de 
Recuperación y Gestión de Activos, si fuese acordada judicialmente, tras el decomiso 
de los mismos.

e) La función derivada del soporte necesario para el desarrollo de la actividad 
propia de la Comisión de Adjudicación de bienes producto del delito.

f) La tramitación administrativa precisa para hacer llegar a la cuenta de depósitos 
y consignaciones el dinero resultante del embargo o la realización anticipada de los 
efectos a los que se refiere la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

g) Las demás funciones que se refieran al objeto de la Oficina y puedan atribuirle 
otras normas.

2. De la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos dependen los siguientes 
órganos:

a) La Subdirección General de localización y recuperación de bienes, a la que 
corresponde el ejercicio de las funciones señaladas en la letra a) del apartado 
anterior.
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b) La Subdirección General de conservación, administración y realización de 
bienes, a la que corresponde el ejercicio de las funciones señaladas en las letras b), 
c), d), e), f) y g) del apartado anterior.

3. Corresponde a la persona titular de la Oficina de Recuperación y Gestión de 
Activos planificar la actuación de la Oficina y elaborar un plan anual de acción, dirigir 
las relaciones institucionales de la Oficina tanto nacionales como internacionales, y 
su relación con los juzgados, tribunales y fiscalías, concluir acuerdos con terceras 
instituciones a los efectos de llevar a cabo las funciones y los fines que le son 
propios, convocar a la Comisión de Adjudicación de bienes producto del delito, dictar 
instrucciones para favorecer la coordinación de la Oficina con el Poder Judicial, la 
Fiscalía General del Estado y los Ministerios afectados, así como con terceras 
instituciones públicas o privadas, coordinar la labor de la oficina con otros 
departamentos, organismos e instituciones públicas, en el ámbito de sus 
competencias, cuando sea necesario, así como elevar al Ministro de Justicia la 
memoria anual y las cuentas anuales para su aprobación.»

Disposición final cuarta.  Título competencial.
El presente real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.5.ª y 6.ª 

de la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de 
Administración de Justicia y legislación penal y procesal.

El capítulo IV y la disposición final primera también se dictan en aplicación del artículo 
149.1.14.ª de la Constitución Española, que atribuye al Estado competencia exclusiva en 
materia de Hacienda pública.

Disposición final quinta.  Habilitaciones de desarrollo.
Se habilita al Ministro de Justicia para que adopte las normas que sean necesarias para 

el desarrollo y ejecución de este real decreto.

Disposición final sexta.  Modificaciones presupuestarias y de la relación de puestos de 
trabajo.

El Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas llevará a cabo las modificaciones 
presupuestarias precisas para el cumplimiento de lo previsto en este real decreto y aprobará 
la relación de puestos de trabajo de la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos, a 
propuesta del Ministerio de Justicia.

Disposición final séptima.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».
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§ 16

Real Decreto 1816/1991, de 20 de diciembre, sobre Transacciones 
Económicas con el Exterior

Ministerio de Economía y Hacienda
«BOE» núm. 310, de 27 de diciembre de 1991

Última modificación: 8 de octubre de 2011
Referencia: BOE-A-1991-30763

La Ley 40/1979, de 10 de diciembre, sobre Régimen Jurídico de Control de Cambios, 
faculta al Gobierno para, en defensa de los intereses generales, regular, de acuerdo con lo 
dispuesto en dicha Ley, los actos, negocios, transacciones y operaciones de toda índole 
entre residentes y no residentes que supongan, o de cuyo cumplimiento se deriven o puedan 
derivarse, cobros o pagos exteriores.

En ejercicio de dicha facultad, y en aplicación del artículo 2 de la Ley citada, el Real 
Decreto 2402/1980, de 10 de octubre, sometió a la exigencia de previa autorización 
administrativa un amplio conjunto de transacciones y transferencias con el exterior, 
articulando así un régimen de control de cambios basado en el intervencionismo 
administrativo.

El establecimiento de un sistema generalizado de restricciones y controles a las 
transacciones exteriores, cuyos antecedentes mediatos se remontan a la Ley Penal y 
Procesal para Delitos Monetarios de 24 de noviembre de 1938, respondía a unas 
circunstancias históricas caracterizadas por un insuficiente nivel de desarrollo económico, 
una acusada precariedad de las estructuras financieras, un tradicional déficit de la balanza 
de pagos y una permanente debilidad del tipo de cambio de la peseta, circunstancias todas 
ellas que parecían aconsejar tal política de restricciones.

A partir de los años ochenta, el desarrollo de la economía española y su creciente grado 
de integración en las estructuras económicas mundiales han favorecido una política de 
progresiva liberalización y eliminación de restricciones y trámites administrativos que, en el 
ámbito concreto del control de cambios, se ha materializado en una serie de disposiciones 
que han ido suprimiendo la exigencia de autorización previa para la mayor parte de las 
transacciones.

La adhesión de España a la Comunidad Económica Europea ha favorecido la 
aceleración de este proceso liberalizador, que legalmente debe culminar con la plena 
aplicación por España de las disposiciones de la Directiva 88/361/CEE, de 24 de junio de 
1988.

El artículo 6 de dicha Directiva establece un periodo transitorio para España, aplicable a 
determinados tipos de transacciones, que expira el 31 de diciembre de 1992. La actual 
situación de la economía española permite y aconseja, sin embargo, llevar a cabo la plena 
liberalización de las transacciones y transferencias con el exterior en el momento presente, 
sin esperar a la terminación del plazo citado. Asimismo, el grado de interdependencia de la 
economía española con el exterior, y la creciente internacionalización de la actividad 
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económica hacen conveniente extender la liberalización, no sólo a las transacciones con 
otros Estados miembros de la CEE, sino también a las realizadas con terceros países.

La eliminación de las restricciones a las transacciones exteriores efectuada por el 
presente Real Decreto alcanza a la práctica totalidad de las operaciones, manteniéndose tan 
solo la exigencia de autorización previa para la exportación física de moneda metálica, 
billetes de banco, cheques bancarios al portador y oro amonedado o en barras a través de 
las fronteras nacionales por importe superior a 5.000.000 de pesetas, por considerar tal 
exigencia necesaria en el marco de la lucha contra las actividades delictivas, singularmente 
el narcotráfico. Tal restricción, por otra parte, no supone perturbación alguna para las 
transacciones económicas con el exterior al estar totalmente liberalizados los cobros, pagos 
y transferencias por vía bancaria.

Consecuencia de la supresión de las restricciones y la eliminación de la exigencia de 
previa autorización administrativa para las transacciones exteriores, con excepción de la 
aludida en el anterior párrafo, es la desaparición, salvo en la excepción citada, de uno de los 
elementos integrantes del tipo penal especificados en el artículo 6 de la Ley 40/1979, 
modificada por la Ley Orgánica 10/1983, de 16 de agosto, con lo que desaparecen 
igualmente las posibilidades de aplicación de los artículos 7, 8 y 9 de la citada Ley 40/1979, 
en su redacción dada por la Ley Orgánica 10/1983, en tanto, en aplicación de una cláusula 
de salvaguardia de las previstas en el artículo 3.º del presente Real Decreto, no se 
restablezca la exigencia de autorización previa para determinadas transacciones.

La plena y total liberalización de las transacciones exteriores no debe, sin embargo, 
entenderse sin el mantenimiento de mecanismos de información y comunicación que 
permitan el conocimiento estadístico de los cobros, pagos y transferencias con el exterior y 
aseguren la observancia del ordenamiento jurídico español, especialmente en lo que 
concierne al artículo 111 de la Ley General Tributaria, todo ello al amparo de lo dispuesto en 
el artículo 4 de la Directiva 88/361/CEE.

Se establecen asimismo cláusulas de salvaguardia que permiten el establecimiento 
transitorio de restricciones ante determinadas situaciones que por su naturaleza y gravedad 
lo aconsejaran, siempre con respecto a las obligaciones internacionales asumidas por 
España, en especial en su carácter de miembro de la CEE.

Por lo que se refiere a las inversiones extranjeras en España y españolas en el 
extranjero, la liberalización de los cobros, pagos y transferencias con el exterior establecida 
en el presente Real Decreto se entiende sin perjuicio de que las normas específicas sobre 
dichas inversiones permitan someter determinadas categorías de las mismas a la exigencia 
de autorización previa, verificación administrativa o a otras medidas de control, 
fundamentadas no ya en estrictas consideraciones de control de cambios, sino con razones 
de defensa de la soberanía económica nacional en el caso de las inversiones extranjeras en 
España, y de vigilancia del cumplimiento del ordenamiento jurídico, especialmente en 
materia fiscal, en el caso de las inversiones españolas en el extranjero.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Economía y Hacienda, de acuerdo con el 
Consejo de Estado, y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 20 
de diciembre de 1991,

DISPONGO:

Artículo 1.º  .
1. Son libres los actos, negocios, transacciones y operaciones de toda índole que 

supongan, o de cuyo cumplimiento se deriven o puedan derivarse, cobros o pagos entre 
residentes y no residentes, o transferencias al o del exterior, a que se refieren los artículos 1 
y 2 de la Ley 40/1979, de 10 de diciembre, sobre Régimen Jurídico de Control de Cambios, 
sin más excepciones que las que se deriven de la aplicación de lo dispuesto en los artículos 
3.º 4.º y 5.º del presente Real Decreto y de lo que dispongan las Leyes específicamente 
aplicables.

2. La liberalización de los actos, negocios, transacciones y operaciones a que se refiere 
el párrafo anterior se extiende asimismo a los cobros y pagos exteriores, efectuados bien 
directamente, bien por compensación y a las transferencias del o al exterior derivados de los 
mismos, así como a la importación o exportación de los instrumentos de giro o crédito 
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utilizados, sin perjuicio de las medidas indispensables de control que pudieran establecerse 
para impedir las infracciones al ordenamiento jurídico vigente.

Artículo 2.º  .
1. A los efectos de lo dispuesto en el artículo 2.3 de la Ley 19/2003, de 4 de julio, sobre 

régimen jurídico de los movimientos de capitales y de las transacciones económicas con el 
exterior, la residencia o no residencia en España deberá acreditarse en la forma dispuesta 
en el presente artículo.

2. La condición de residente en España deberá acreditarse de la siguiente forma:
a) Las personas físicas de nacionalidad extranjera, mediante la tarjeta o carné individual 

de autorización de residencia o cualquier otro documento público en el que conste la 
concesión de la autorización de residencia por la autoridad competente.

Nada obstará a la condición de residente de la persona física extranjera, a efectos de la 
Ley 19/2003, y del presente real decreto mientras dure su autorización de residencia, el que 
tenga además domicilio en el extranjero. En tal caso se entenderá que tiene su residencia 
principal en España, salvo que hubiera hecho devolución del carné o tarjeta de autorización 
de residencia.

Alternativamente, las personas físicas de nacionalidad extranjera podrán acreditar su 
condición de residente mediante certificación de residencia fiscal expedida por las 
autoridades fiscales españolas.

b) Los establecimientos y sucursales en territorio español de personas jurídicas 
extranjeras o de personas físicas residentes en el extranjero, mediante cualquier documento 
público en el que consten los datos correspondientes a su constitución, de acuerdo con la 
legislación española, o certificado de inscripción en el Registro Mercantil.

c) Las personas físicas de nacionalidad española y las personas jurídicas domiciliadas 
en España se presumirán residentes en España, salvo prueba en contrario.

3. La condición de no residente deberá acreditarse de la siguiente forma:
a) Las personas físicas españolas, mediante certificación de la autoridad consular 

española expedida con una antelación máxima de dos meses, que acredite su inscripción en 
el Registro de Matrícula del Consulado o Sección Consular de la Embajada correspondiente.

b) Las personas físicas extranjeras, mediante certificación negativa de residencia 
expedida por la autoridad competente con antelación máxima de dos meses.

c) Alternativamente, las personas físicas españolas o extranjeras podrán acreditar su 
condición de no residentes mediante certificación expedida por las autoridades fiscales del 
país de residencia o bien mediante una declaración en la que manifiesten que son residentes 
fiscales en otro Estado y que no disponen de establecimiento permanente en España, y 
asuman el compromiso de comunicar cualquier alteración de dichas circunstancias.

d) Las personas jurídicas domiciliadas en el extranjero, mediante documento fehaciente 
que acredite su naturaleza y domicilio.

e) Las sucursales y establecimientos en el extranjero de personas jurídicas españolas o 
de personas físicas residentes en España, mediante certificación del Cónsul español 
correspondiente de que se hallan constituidos en el país de que se trate.

f) Los diplomáticos extranjeros acreditados en España y el personal extranjero que 
preste servicios en Embajadas y Consulados extranjeros o en Organizaciones 
internacionales en España, mediante tarjeta de identidad expedida por el Ministerio de 
Asuntos Exteriores.

Artículo 3.º  .
1. No obstante lo dispuesto en el artículo 1.º, por Real Decreto se podrá, 

excepcionalmente, a propuesta del Ministro de Economía y Hacienda, prohibir o limitar la 
realización de determinadas categorías de transacciones con el exterior o de las 
correspondientes operaciones de cobro, pago o transferencia, cuando éstas afecten 
gravemente a los intereses de España, o en aplicación de medidas adoptadas por 
organismos internacionales de los que España sea miembro.
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2. Asimismo, en caso de que movimientos de capitales a corto plazo excepcionalmente 
amplios provoquen fuertes tensiones en el mercado de cambios u originen perturbaciones 
graves en la dirección de la política monetaria y de cambios española, el Gobierno, a 
propuesta del Ministro de Economía y Hacienda podrá adoptar las medidas de salvaguardia 
que resulten necesarias, sometiendo a un régimen de autorización administrativa 
determinados tipos de transacciones.

3. Si cualquiera de las medidas a que se refieren los dos párrafos anteriores afectase a 
residentes en Estados miembros de la Comunidad Económica Europea (CEE), la medida se 
adoptará, en su caso, de acuerdo con los procedimientos establecidos en la normativa de la 
CEE sobre movimientos de capital, así como con las disposiciones vigentes en la CEE que 
por la especialidad de la medida resultaren de aplicación.

4. En los supuestos señalados en este artículo, el Real Decreto correspondiente 
determinará la naturaleza del régimen de excepción que se establezca, su duración y los 
tipos de transacciones que queden prohibidos o restringidos mientras dicho régimen se 
encuentre en vigor, así como el procedimiento administrativo aplicable al supuesto de que se 
trate.

5. Las transacciones relativas a inversiones extranjeras en España e inversiones 
españolas en el extranjero se regirán por sus disposiciones específicas.

Artículo 4.º  .
1. La salida del territorio nacional de moneda metálica, billetes de banco y cheques 

bancarios al portador, estén cifrados en pesetas o en moneda extranjera, es libre. No 
obstante lo anterior, dicha salida estará sometida a declaración cuando su importe sea 
superior a 1.000.000 de pesetas por persona y viaje.

2. La introducción en territorio nacional de moneda metálica, billetes de banco o 
cualesquiera otros medios de pago o instrumentos de giro o crédito, cifrados en pesetas o en 
moneda extranjera, es libre. No obstante, los no residentes que pretendan introducir en 
territorio español moneda metálica, billetes de banco o cheques bancarios al portador, 
cifrados en pesetas o en divisas, por importe superior a 1.000.000 de pesetas para efectuar 
con ellos alguna operación que, de acuerdo con las normas sobre transacciones con el 
exterior o sobre inversiones extranjeras en España, requieran la acreditación del origen de 
los citados medios de pago, tendrán obligación de declararlos en la forma que se determine.

3. Las normas que se dicten en ejecución del presente Real Decreto regularán el 
procedimiento aplicable a las declaraciones a las que se refieren los apartados anteriores.

Artículo 5.º  .
1. Los cobros y pagos entre residentes y no residentes, así como las transferencias al o 

del exterior, estén cifrados todos ellos en euros o en moneda extranjera, deberán efectuarse 
a través de un proveedor de servicios de pago inscrito en los Registros oficiales del Banco 
de España (en adelante, Entidades Registradas), con las excepciones señaladas en los 
artículos 6 y 7 del presente real decreto.

2. En el caso de los cobros y pagos transfronterizos ordenados o recibidos por 
residentes en los que intervenga un proveedor de servicios de pago de otro Estado Miembro 
de la Unión Europea a los que sea de aplicación el Reglamento (CE) 924/2009, de 16 de 
septiembre, relativo a los Pagos Transfronterizos en la Comunidad o, en los casos de 
abonos y adeudos en cuentas de clientes no residentes, las Entidades Registradas 
facilitarán, en la forma y con el alcance que determine el Ministro de Economía y Hacienda, y 
dentro de los treinta días siguientes a cada mes natural, la información relativa a los cobros, 
pagos o transferencias exteriores en que intervengan, a los efectos de seguimiento 
administrativo, fiscal y estadístico de las operaciones. Sólo se solicitará información que 
pueda recopilarse de manera automática, sin incidir en el tratamiento directo automatizado 
de los pagos.

3. En los restantes casos de cobros y pagos y transferencias previstos en el apartado 1, 
las Entidades Registradas facilitarán, en la forma y con el alcance que determine el Ministro 
de Economía y Hacienda, y dentro de los treinta días siguientes a cada mes natural, 
información relativa a los cobros, pagos o transferencias exteriores en que intervengan a los 
efectos de seguimiento administrativo, fiscal y estadístico de las operaciones.
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Artículo 6.º  .
Es libre la apertura y mantenimiento por residentes de cuentas denominadas en euros o 

en divisas en oficinas operantes en el extranjero tanto de Entidades Registradas como de 
entidades bancarias o de crédito extranjeras, así como los cobros y pagos entre residentes y 
no residentes mediante abonos o adeudos en dichas cuentas.

Artículo 7.º  .
1. Los cobros y pagos entre residentes y no residentes en moneda metálica, billetes de 

banco o cheques bancarios al portador, cifrados en pesetas o en divisas, efectuados tanto 
dentro como fuera del territorio español son libres, si bien quedan sujetos a la obligación de 
declaración en la forma y con el alcance que se determine.

2. Lo dispuesto en el párrafo anterior no obsta para el cumplimiento de lo establecido en 
el artículo 4 del presente Real Decreto, respecto de la obligación de declaración para la 
salida del territorio nacional portando tales medios de pago por importe superior al señalado.

Artículo 8.º  .
No obstante lo dispuesto en el artículo 1.º del presente Real Decreto, el Ministro de 

Economía y Hacienda podrá excepcionalmente someter a un trámite de previa verificación o 
declaración las operaciones de cobro, pago o transferencia del o al exterior derivadas de los 
tipos de transacciones que se determinen, cuando dicho trámite resulte conveniente para el 
adecuado conocimiento por la Administración de las transacciones realizadas y, en 
particular, para el mantenimiento de los registros de activos o pasivos exteriores y la 
comprobación del cumplimiento de las obligaciones tributarias.

Artículo 9.º  .
Las Entidades Registradas, en el caso de operaciones, transacciones, actos o negocios 

con no residentes, así como en las variaciones en cuentas o posiciones financieras deudoras 
o acreedoras frente al exterior, y las personas físicas o jurídicas residentes que realicen 
operaciones de las señaladas en el artículo 1 del presente Real Decreto o mantengan 
activos o pasivos en el exterior, quedan sujetas a la obligación de facilitar a los órganos 
competentes de la Administración General del Estado y al Banco de España, en la forma que 
se establezca por orden de la Ministra de Economía y Hacienda, los datos que se les 
requieran para los fines de seguimiento administrativo, fiscal y estadístico de las 
operaciones.

Artículo 10.  
1. El incumplimiento de las obligaciones de declaración a que se refieren los artículos 4, 

5, 6, 7 y 9 del presente Real Decreto constituirá infracción a los efectos de lo dispuesto en la 
Ley 40/1979, de 10 de diciembre.

2. En aplicación de lo dispuesto en el artículo 15.2 de la Ley 40/1979, de 10 de 
diciembre, cuando por los Servicios de Aduanas se descubriera la salida del territorio 
nacional de moneda metálica, billetes de banco y cheques bancarios al portador por importe 
superior a 1.000.000 de pesetas, cifrados en pesetas o en moneda extranjera, sin haberse 
efectuado la preceptiva declaración, los funcionarios de Aduanas podrán intervenir 
cautelarmente los indicados medios de pago. En tales casos, el acuerdo de iniciación del 
procedimiento sancionador se pronunciará sobre las causas que justifiquen el levantamiento, 
total o parcial, de las medidas cautelares adoptadas o, en su caso, el mantenimiento de las 
mismas a los efectos previstos en el artículo 15.1 de la Ley 40/1979.

Lo dispuesto en el presente apartado se entenderá sin perjuicio de las actuaciones que 
procedan en caso de apreciarse por los Servicios de Aduanas la presunta comisión de 
actividades delictivas.

3. Las disposiciones que regulen el deber de colaboración con la Administración de las 
«Entidades Registradas» se considerarán normas de ordenación y disciplina a los efectos 
previstos en el artículo 1 de la Ley 26/1988, de 29 de julio, sobre Disciplina e Intervención de 
las Entidades de Crédito, y su infracción será sancionada en los términos establecidos en 
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dicha Ley y por los órganos y autoridades competentes de acuerdo con la misma, sin 
perjuicio de la aplicación a las mismas de lo dispuesto en la Ley 40/1979, de 10 de 
diciembre.

Artículo 11.  
1. Las competencias en materia de movimientos de capitales y transacciones 

económicas con el exterior objeto del presente real decreto corresponden al Ministro de 
Economía y Hacienda.

2. Las citadas competencias serán ejercidas por el Ministerio de Economía y Hacienda a 
través de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera, y del Banco de España, de 
acuerdo con lo establecido en el presente artículo.

3. Corresponderán a la Dirección General del Tesoro y Política Financiera las 
competencias para:

a) Conceder las autorizaciones, efectuar las verificaciones o establecer los controles 
sobre las transacciones exteriores o los cobros, pagos o transferencias con el extranjero 
que, en virtud del ejercicio de una cláusula de salvaguardia de las previstas en el artículo 3 
del presente real decreto, queden sujetas a prohibición o limitación.

b) Establecer, el procedimiento y tramitación relativos a las operaciones a que se refieren 
los artículos 4, 7 y 8 del presente real decreto.

c) Ejercer el control e inspección de las operaciones efectuadas a través de las 
Entidades Registradas.

d) Ejercer las actuaciones de inspección e investigación que resulten necesarias para 
prevenir y, en su caso, corregir las actividades contrarias al presente real decreto.

e) Resolver los expedientes administrativos sancionadores a que se refiere el artículo 8 
de la Ley 19/2003, de 4 de julio, sobre régimen jurídico de los movimientos de capitales y de 
las transacciones económicas con el exterior, dentro de las atribuciones que le confiere el 
artículo 12.2 d), de esta misma ley.

4. Corresponderán al Banco de España las competencias para:
a) Conceder a bancos, cajas de ahorros y otras entidades financieras autorización para 

actuar en el mercado de divisas, en los casos en que dicha autorización se requiera de 
conformidad con la legislación vigente, así como autorizar las actividades de cambio de 
moneda extranjera en establecimientos abiertos al público de acuerdo con su normativa 
reguladora.

b) Dictar, en el ámbito de las competencias que le confiere la Ley 26/1988, de 29 de julio, 
sobre Disciplina e Intervención de las Entidades de Crédito, las instrucciones relativas al 
contenido, procedimiento y frecuencia de las comunicaciones a que se refiere el artículo 5 
del presente real decreto.

c) Recibir, en los términos prevenidos en el presente real decreto, y según el 
procedimiento establecido de acuerdo con los apartados 3 b) y 4 b) anteriores, las 
declaraciones e información a que se refieren los apartados 2 y 3 del artículo 5.

d) Ejercer el control e inspección de las operaciones efectuadas a través de las 
Entidades Registradas.

e) Ejercer las actuaciones de inspección e investigación que resulten necesarias para 
prevenir y, en su caso, corregir las actividades contrarias al presente real decreto.

Artículo 12.  
Para la imposición de las sanciones administrativas se aplicará lo dispuesto en el Real 

Decreto 1392/1993, de 4 de agosto, por el que se regula el procedimiento sancionador de las 
infracciones administrativas en materia de control de cambios.

Artículo 13.  
1. Una vez firme la resolución en vía administrativa, se procederá a su ejecución. A tal 

efecto, se requerirá al expedientado a fin de que haga efectivo el importe de la multa en 
papel de pagos al Estado o mediante ingreso en la Caja General de Depósitos en el plazo de 
quince días, prorrogables por otros quince por la Administración, con advertencia de que 
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caso de no efectuarlo, se procederá a su exacción por el procedimiento administrativo de 
apremio.

Vencido este plazo, se iniciará dicho procedimiento en el que la resolución sancionadora, 
junto con la certificación de no haberse hecho efectivo el pago de la multa, tendrá el valor y 
eficacia que el Reglamento General de Recaudación confiere a la certificación de 
descubierto.

2. La sanción principal o la accesoria a que se refiere el artículo 10 de la Ley 40/1979, de 
10 de diciembre, podrán hacerse efectivas sobre las garantías que, en su caso, hubieran 
sido constituidas durante la tramitación del procedimiento administrativo, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 15 de la misma Ley.

3. La resolución que ponga fin al procedimiento sancionador acordará lo procedente 
acerca de las garantías constituidas y de las medidas cautelares adoptadas.

Artículo 14.  
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 17, punto 2 de la Ley 40/1979, los 

órganos competentes de la Administración llevarán a cabo, a petición de otros órganos de la 
Administración, de los órganos judiciales, o por propia iniciativa, actuaciones de 
investigación cerca de los particulares que directa o indirectamente conduzcan al 
esclarecimiento de los hechos que pudieran ser constitutivos de infracción o a la prevención 
de los mismos.

Artículo 15.  
Los libros y la documentación sometidos a investigación que tengan relación con la 

presunta infracción podrán ser examinados por los órganos inspectores de la Administración 
en la vivienda, local, escritorio, despacho u oficina de la persona poseedora de los mismos, 
en su presencia o en la de la persona que a tal efecto designe.

Artículo 16.  
1. Las actuaciones de investigación se documentarán mediante acta en la que se 

consignarán:
a) El nombre, apellidos y documento nacional de identidad de la persona con la que se 

entienda la diligencia, reflejando el carácter o representación con que comparece en la 
misma.

b) Los elementos esenciales de las actuaciones, datos y documentos objeto de 
investigación.

c) En su caso, el reconocimiento por parte del presunto infractor de la comisión del ilícito, 
que tendrá, si procede, los efectos previstos por el artículo 14 de la Ley 40/1979, de 10 de 
diciembre.

2. El acta de investigación será elevada al órgano competente al objeto de que, si 
hubiera lugar, se instruya el correspondiente expediente sancionador o, en su caso, se 
remita lo actuado a los órganos judiciales.

Artículo 17.  
1. La liberalización de los pagos de residentes a no residentes y de las transferencias al 

exterior a que se refiere el artículo 1 del presente real decreto se entenderá sin perjuicio del 
necesario cumplimiento de las obligaciones fiscales que, en su caso, correspondan al acto, 
transacción o negocio jurídico principal del que dichos pagos o transferencias deriven, de 
conformidad con la normas vigentes aplicables.

2. El incumplimiento de las obligaciones establecidas en los apartados 2 y 3 del artículo 
5 y en el artículo 8, será constitutivo de infracción, conforme a lo dispuesto en el artículo 8 de 
la Ley 19/2003, de 4 de julio, sobre régimen jurídico de los movimientos de capitales y de las 
transacciones económicas con el exterior.
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DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.  
(Derogada)

Segunda.  
En relación con lo dispuesto en el artículo 5.º del presente Real Decreto, podrán también 

efectuarse cobros y pagos entre residentes y no residentes a través de aquellas otras 
Entidades de crédito y financieras inscritas en los Registros Oficiales correspondientes del 
Banco de España o de la Comisión Nacional del Mercado de Valores, siempre que tengan 
legalmente reconocida dicha posibilidad y, en todo caso, en el ámbito operativo propio de 
cada una de ellas. Tales Entidades quedarán asimismo sujetas a la obligación señalada en el 
artículo 9.º del presente Real Decreto.

Tercera.  
El Número de Identificación Fiscal a declarar por los residentes con arreglo al presente 

Real Decreto deberá acreditarse según lo dispuesto en los números 1 y 2 del artículo 14 del 
Real Decreto 338/1990, de 9 de marzo.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA
El Fiscal informará a la Dirección General de Transacciones Exteriores del Ministerio de 

Economía y Hacienda de las resoluciones judiciales de sobreseimiento o archivo que se 
dicten respecto de aquellas conductas anteriores que carezcan de relevancia penal a tenor 
del presente Real Decreto, a los efectos de depurar, en su caso, las responsabilidades 
administrativas a que hubiere lugar.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.  
Por el Ministro de Economía y Hacienda se dictarán las normas de desarrollo de este 

Real Decreto, y se establecerán los procedimientos de comunicación e información entre los 
órganos de la Administración del Estado competentes en materia de control de cambios, los 
órganos de la Administración Tributaria y el Banco de España.

Segunda.  
Quedan derogados el Real Decreto 2402/1980, de 10 de octubre, sobre Régimen 

Jurídico de Control de Cambios, el Real Decreto 1750/1987, de 18 de diciembre, por el que 
se liberaliza la transferencia de tecnología y la prestación de asistencia técnica extranjera a 
Empresas españolas y el Real Decreto 1723/1985, de 28 de agosto, simplificando y 
unificando el sistema de cuentas extranjeras en pesetas.

Asimismo, quedan derogadas las siguientes Ordenes ministeriales:
Orden de 25 de noviembre de 1959, sobre forma de pago de los billetes que expiden las 

Compañías de navegación aérea para líneas internacionales.
Orden de 28 de julio de 1962 sobre oficinas para cambio de divisas.
Orden de la Presidencia del Gobierno de 15 de septiembre de 1970, sobre exportación 

de billetes de banco y demás instrumentos de giro o crédito cifrados en divisas.
Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 13 de marzo de 1987, sobre gastos de 

viaje y estancia en el extranjero y movimiento de divisas y pesetas por frontera.
Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 26 de junio de 1987, sobre regulación 

de las cuentas extranjeras de pesetas convertibles.
Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 10 de mayo de 1988, sobre cobros y 

pagos exteriores relacionados con exportaciones.
Orden de 10 de abril de 1989, por la que se modifica parcialmente la de 26 de junio de 

1987, sobre regulación de las cuentas extranjeras de pesetas convertibles.
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Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 29 de mayo de 1989, sobre pagos y 
cobros exteriores relacionados con importaciones.

Orden de 29 de junio de 1989, por la que se modifica la de 10 de mayo de 1988, sobre 
cobros y pagos exteriores relacionados con exportaciones.

Artículo 1.º de la Orden de 12 de marzo de 1990, sobre cuentas extranjeras de pesetas 
convertibles e inversiones extranjeras en Deuda del Estado.

Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 19 de junio de 1990 sobre 
liberalización de garantías exteriores.

Orden del Ministerio del Economía y Hacienda de 16 de abril de 1991, por la que se 
autorizan préstamos en pesetas otorgados por las Entidades delegadas a no residentes.

Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 16 de abril de 1991, por la que se 
autorizan cuentas en divisas de residentes.

Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 13 de junio de 1991, por la que se 
regulan las operaciones invisibles corrientes con el exterior.

El presente Real Decreto entrará en vigor el 1 de febrero de 1992.
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§ 17

Orden HFP/115/2023, de 9 de febrero, por la que se determinan los 
países y territorios, así como los regímenes fiscales perjudiciales, 

que tienen la consideración de jurisdicciones no cooperativas

Ministerio de Hacienda y Función Pública
«BOE» núm. 35, de 10 de febrero de 2023

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2023-3508

La Ley 11/2021, de 9 de julio, de medidas de prevención y lucha contra el fraude fiscal, 
de transposición de la Directiva (UE) 2016/1164 del Consejo, de 12 de julio de 2016, por la 
que se establecen normas contra las prácticas de elusión fiscal que inciden directamente en 
el funcionamiento del mercado interior, de modificación de diversas normas tributarias y en 
materia de regulación del juego, modificó, en su artículo decimosexto, la disposición 
adicional primera de la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas para la prevención del 
fraude fiscal.

La nueva redacción dada a la disposición adicional primera de la Ley 36/2006 adecúa el 
término de paraísos fiscales al concepto de «jurisdicciones no cooperativas». Asimismo, se 
actualizan los criterios para la determinación de los países y territorios que tienen la 
consideración de jurisdicciones no cooperativas atendiendo a los trabajos desarrollados en el 
ámbito internacional, tanto en el marco de la Unión Europea como en el de la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE).

De este modo, con la finalidad de combatir más eficientemente el fraude fiscal, se amplía 
el concepto de paraíso fiscal, atendiendo a diversos criterios que, valorados de manera 
conjunta, permiten actualizar la vigente lista de países y territorios que figura en el Real 
Decreto 1080/1991, de 5 de julio, por el que se determinan los países o territorios a que se 
refieren los artículos 2.º, apartado 3, número 4, de la Ley 17/1991, de 27 de mayo, de 
Medidas Fiscales Urgentes, y 62 de la Ley 31/1990, de 27 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para 1991.

La lista se revisará periódicamente a la vista de las actualizaciones internacionales y de 
los desarrollos y avances nacionales. En particular, conciliándolo con el resto de los criterios, 
como el relativo a los países y territorios de nula o baja tributación, es importante tener en 
cuenta en la configuración de la lista qué países y territorios están intercambiando de forma 
efectiva información tributaria con España puesto que la publicación de la lista debe operar 
como incentivo para seguir haciéndolo y no como desincentivo, lo que podría suceder si un 
aspecto tan crítico como éste no fuese adecuadamente valorado en la decisión. Todo ello sin 
perjuicio de las consecuencias previstas en el ordenamiento jurídico para los países y 
territorios incluidos en las listas internacionales, figuren o no en las nacionales.

Este enfoque dinámico garantiza una respuesta firme y actualizada frente a la utilización 
de dichos países y territorios con fines defraudatorios. Pero también, este ejercicio debe 
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servir para lograr avances ciertos y efectivos en materia de transparencia y tributación justa 
que redunden en beneficio de todos los países y territorios.

En este sentido, en el ámbito de la Unión Europea, la existencia de la lista se ha 
configurado como un instrumento para promover una buena gobernanza fiscal a nivel 
internacional, de hecho, desde su primera publicación muchos países han adoptado medidas 
concretas para cumplir con los estándares de buena gobernanza. Más de 120 regímenes 
perjudiciales se han eliminado, docenas de países han adoptado los estándares 
internacionales de transparencia e intercambio de información y se han adherido a los 
organismos internacionales. Y, además, las jurisdicciones con nula tributación han 
implementado normas de sustancia económica. Por tanto, puede afirmarse que el 
establecimiento de listas es un instrumento adecuado para promover la transparencia y 
tributación justa.

Por otra parte, la lista tiene un impacto real puesto que, junto con los criterios, se 
aprobaron también una serie de medidas a nivel nacional y de la Unión Europea que se 
aplican a los países y territorios de la lista.

Las medidas defensivas adoptadas en el marco de la Unión Europea están vinculadas 
con operaciones de financiación, cooperación al desarrollo y, en general, con las relaciones 
económicas con esos países y territorios.

Junto a estas medidas europeas, los Estados miembros también aplican medidas 
defensivas a nivel nacional, como pueden ser mayores controles y auditorías, o especiales 
requerimientos de documentación.

Habida cuenta de la necesidad de disponer de una relación de jurisdicciones no 
cooperativas que permita una respuesta firme y actualizada frente a la utilización de dichos 
países, territorios y regímenes con fines defraudatorios se dicta la presente orden, que 
consta de un artículo único, de una disposición transitoria y dos disposiciones finales.

El artículo único contiene la relación de jurisdicciones no cooperativas atendiendo a 
criterios no solo de transparencia, sino también de equidad fiscal, identificando aquellos 
países y territorios caracterizados por facilitar la existencia de sociedades extraterritoriales 
dirigidas a la atracción de beneficios sin actividad económica real o por la existencia de baja 
o nula tributación o bien por su opacidad y falta de transparencia, por la inexistencia con 
dicho país de normativa de asistencia mutua en materia de intercambio de información 
tributaria aplicable, por la ausencia de un efectivo intercambio de información tributaria con 
España o por los resultados de las evaluaciones realizadas por el Foro Global de 
Trasparencia e Intercambio de Información con Fines Fiscales sobre la efectividad de los 
intercambios de información con dichos países y territorios. Asimismo, con el fin de otorgar 
una respuesta más precisa a determinados tipos de fraude, se identificarán aquellos 
regímenes fiscales preferenciales que resulten perjudiciales establecidos en determinados 
países o territorios que facilitan el fraude fiscal.

En la nueva lista se mantienen países y territorios que ya figuran en la lista en vigor del 
citado Real Decreto 1080/1991 y, como novedad, se incorporan los siguientes: Barbados, 
Guam, Palaos, Samoa Americana, Trinidad y Tobago y Samoa, por lo que respecta al 
régimen fiscal perjudicial (offshore business).

Por su parte, la disposición transitoria única regula el régimen transitorio aplicable, de 
suerte que, para los tributos cuyo periodo impositivo no haya finalizado a la fecha de la 
entrada en vigor de esta Orden, los países o territorios que tienen la consideración de 
jurisdicción no cooperativa para dicho periodo impositivo serán los previstos en el Real 
Decreto 1080/1991.

La orden concluye con dos disposiciones finales. La primera establece el título 
competencial y la segunda fija la entrada en vigor.

El texto normativo se adapta a los principios de buena regulación previstos en el artículo 
129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, esto es, los principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad, 
seguridad jurídica, transparencia y eficiencia.

Así, se cumplen los principios de necesidad y eficacia, por cuanto es necesaria la 
aprobación de una norma reglamentaria, con rango de orden ministerial, de conformidad con 
la habilitación conferida a la Ministra de Hacienda y Función Pública antes referida.
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Se cumple también el principio de proporcionalidad, por cuanto se ha observado de 
forma exclusiva el modo de atender los objetivos estrictamente exigidos, antes mencionados.

Respecto al principio de seguridad jurídica, se ha garantizado la coherencia del proyecto 
normativo con el resto del ordenamiento jurídico nacional, así como con el de la Unión 
Europea.

El principio de transparencia se ha garantizado mediante la publicación del proyecto de 
orden, así como de su Memoria del Análisis de Impacto Normativo, en la sede electrónica del 
Ministerio de Hacienda y Función Pública, a efectos de que pudiera ser conocido dicho texto 
en el trámite de audiencia e información públicas por todos los ciudadanos.

En relación con el principio de eficiencia, se ha intentado que la norma genere las 
menores cargas administrativas para los ciudadanos, así como los menores costes 
indirectos, fomentando el uso racional de los recursos públicos.

Por último, la presente orden se dicta en uso de la habilitación otorgada a la Ministra de 
Hacienda y Función Pública por la disposición adicional primera de la Ley 36/2006, de 29 de 
noviembre.

En su virtud, de acuerdo con el Consejo de Estado, dispongo:

Artículo único.  Relación de jurisdicciones no cooperativas.
Tienen la consideración de jurisdicciones no cooperativas los siguientes países y 

territorios, así como los siguientes regímenes fiscales perjudiciales:
 1. Anguila.
 2. Bahréin.
 3. Barbados.
 4. Bermudas.
 5. Dominica.
 6. Fiji.
 7. Gibraltar.
 8. Guam.
 9. Guernsey.
10. Isla de Man.
11. Islas Caimán.
12. Islas Malvinas.
13. Islas Marianas.
14. Islas Salomón.
15. Islas Turcas y Caicos.
16. Islas Vírgenes Británicas.
17. Islas Vírgenes de Estados Unidos de América.
18. Jersey.
19. Palaos.
20. Samoa, por lo que respecta al régimen fiscal perjudicial (offshore business).
21. Samoa Americana.
22. Seychelles.
23. Trinidad y Tobago.
24. Vanuatu.

Disposición transitoria única.  Aplicación transitoria de la consideración de jurisdicción no 
cooperativa.

En relación con los tributos cuyo período impositivo no hubiera concluido en la fecha de 
la entrada en vigor de esta orden, de acuerdo con lo establecido en la disposición transitoria 
segunda de la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas para la prevención del fraude 
fiscal, los países o territorios que tienen la consideración de jurisdicción no cooperativa en 
dicho período impositivo serán los países o territorios previstos en el Real Decreto 
1080/1991, de 5 de julio, por el que se determinan los países o territorios a que se refieren 
los artículos 2.º, apartado 3, número 4, de la Ley 17/1991, de 27 de mayo, de Medidas 
Fiscales Urgentes, y 62 de la Ley 31/1990, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales 
del Estado para 1991.
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Disposición final primera.  Título competencial.
Esta orden se aprueba al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.14.ª de la 

Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia en materia de Hacienda 
general.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado» y será de aplicación a los tributos sin período impositivo devengados a 
partir de su entrada en vigor y a los demás tributos cuyo período impositivo se inicie desde 
ese momento.

No obstante, para los países o territorios incluidos en la lista del artículo único que no 
estuvieran previstos en el Real Decreto 1080/1991, de 5 de julio, por el que se determinan 
los países o territorios a que se refieren los artículos 2.º, apartado 3, número 4, de la Ley 
17/1991, de 27 de mayo, de Medidas Fiscales Urgentes, y 62 de la Ley 31/1990, de 27 de 
diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1991, la orden entrará en vigor a los 
seis meses desde el día siguiente a su publicación en el «Boletín Oficial del Estado» y será 
de aplicación a los tributos sin período impositivo devengados a partir de su entrada en vigor, 
y a los demás tributos cuyo período impositivo se inicie desde ese momento.
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§ 18

Orden ECC/2402/2015, de 11 de noviembre, por la que se crea el 
Órgano Centralizado de Prevención del blanqueo de capitales y de la 
financiación del terrorismo del Colegio de Registradores de la 

Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles

Ministerio de Economía y Competitividad
«BOE» núm. 274, de 16 de noviembre de 2015

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2015-12350

El colectivo de registradores de la propiedad, mercantiles y de bienes muebles ha visto 
cómo, en los últimos años, su posición, en relación con las funciones de prevención del 
blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo, se ha modificado profundamente.

Conforme a la legislación vigente hasta el mes de abril de 2010, los registradores de la 
propiedad, mercantiles y de bienes inmuebles estaban únicamente obligados a cumplir con 
el deber de colaboración impuesto a toda autoridad y funcionario, consistente en informar al 
Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias (Servicio Ejecutivo de la Comisión) de los hechos de que tuvieran conocimiento 
en el ejercicio de su función, que pudieran constituir indicio o certeza de blanqueo de 
capitales.

Esta situación cambia radicalmente con la promulgación de la Ley 10/2010, de 28 de 
abril, que incluye en su artículo 2.1.n) a los registradores de la propiedad, mercantiles y de 
bienes muebles como una nueva categoría de sujetos obligados.

Esta condición determina la atribución de una serie de obligaciones preventivas que 
cada uno de los registradores de la propiedad, mercantiles y de bienes muebles está 
obligado a cumplir a título individual. No obstante, la propia Ley 10/2010, de 28 de abril, en 
su artículo 27, dispone que mediante Orden del Ministro de Economía y Hacienda, 
actualmente, Ministro de Economía y Competitividad, puede acordarse la constitución de 
órganos centralizados de prevención de las profesiones colegiadas sujetas a dicha ley. 
Posteriormente, el artículo 44 del Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 de abril, aprobado 
por Real Decreto 304/2014, de 5 de mayo, determinó cuáles iban a ser las competencias 
que corresponden a los órganos centralizados de prevención.

La creación de órganos centralizados de prevención tiene por objeto intensificar y 
potenciar la colaboración de las profesiones colegiadas con las autoridades judiciales, 
policiales y administrativas, permitiendo un mayor nivel de especialización en estas tareas 
dentro del colectivo de sujetos obligados.

De esta manera se consigue un objetivo doble. Por un lado, se facilita el cumplimiento 
por parte de los sujetos individuales de la normativa preventiva, al contar con un órgano 
especializado encargado de las funciones de tipo administrativo o procedimental y que, 
asimismo, canaliza las comunicaciones de operativa sospechosa que los registradores 
remiten. Por otro lado, la creación de este tipo de órganos centrales es también un 
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mecanismo que beneficia la homogeneidad de las medidas aplicadas por el colectivo a la 
hora de dar cumplimiento a las previsiones establecidas en la Ley 10/2010, de 28 de abril, y 
el Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y 
de la financiación del terrorismo, aprobado por Real Decreto 304/2014, de 5 de mayo, 
evitando potenciales interpretaciones divergentes sobre el alcance y significado de las 
obligaciones.

Además, esta misma especialización determina una mejora de la calidad de las 
informaciones recibidas por las autoridades y una agilización en la remisión de informaciones 
solicitadas.

La orden se dicta al amparo de la habilitación normativa contenida en el artículo 27.1 de 
la Ley 10/2010, de 28 de abril, conforme al cual, el Ministro de Economía y Competitividad, 
previo cumplimiento de los trámites legales oportunos, podrá acordar la constitución de 
órganos centralizados de prevención de las profesiones colegiadas sujetas a las 
obligaciones establecidas en dicha ley.

La orden ha sido sometida al informe preceptivo de los vocales de la Comisión de 
Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 44.2 k) de la Ley 10/2010, de 28 de abril, así como al informe 
previo de la Agencia Española de Protección de Datos, de conformidad con el artículo 37.1 
h) de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter 
Personal y con el artículo 5 b) del Estatuto de la Agencia Española de Protección de Datos, 
aprobado por Real Decreto 428/1993, de 26 de marzo.

En su virtud, de acuerdo con el Consejo de Estado, dispongo:

Artículo 1.  Ámbito de aplicación.
Esta orden será de aplicación a todos los registradores de la propiedad, mercantiles y de 

bienes muebles de España (los registradores), quienes deberán seguir los procedimientos y 
exigencias en ella establecidos para cumplir con las obligaciones contenidas en la Ley 
10/2010, de 28 de abril de prevención del blanqueo de capitales y la financiación del 
terrorismo, y el Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de 
capitales y de la financiación del terrorismo, aprobado por Real Decreto 304/2014, de 5 de 
mayo.

Artículo 2.  Órgano Centralizado de Prevención del blanqueo de capitales y de la 
financiación del terrorismo del Colegio de Registradores de la propiedad, mercantiles y de 
bienes muebles.

El Colegio de Registradores de la propiedad, mercantiles y de bienes muebles (Colegio 
de Registradores) constituirá un órgano centralizado de prevención con la función de 
promover y canalizar la colaboración de los registradores con las autoridades judiciales, 
policiales y administrativas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 27 de la Ley 
10/2010, de 28 de abril.

Artículo 3.  Incorporación al Órgano Centralizado de Prevención del Colegio de los 
Registradores de la propiedad, mercantiles y de bienes muebles.

La aprobación de esta orden supondrá la incorporación automática al órgano 
centralizado de prevención de todos los registradores.

Artículo 4.  Director del Órgano Centralizado de Prevención del Colegio de los 
Registradores de la propiedad, mercantiles y de bienes muebles.

1. La Junta de Gobierno del Colegio de Registradores designará un director del órgano 
centralizado de prevención. La dirección del órgano centralizado de prevención deberá ser 
desempeñada por persona que reúna las condiciones de experiencia técnica y profesional 
en materia de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo que la 
hagan idónea para el desempeño del cargo. A estos efectos, deberá contar con formación 
específica y experiencia de, al menos, cinco años, en tareas de prevención del blanqueo de 
capitales y de la financiación del terrorismo. Asimismo, serán de aplicación las disposiciones 
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que, en materia de altos estándares éticos establece el artículo 40 del Reglamento de la Ley 
10/2010, de 28 de abril.

2. El Director del órgano centralizado de prevención, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 27 de la Ley 10/2010 de 28 de abril, ostentará con carácter nato la condición de 
representante ante el Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de 
Capitales e Infracciones Monetarias (Servicio Ejecutivo de la Comisión). A estos efectos, la 
propuesta de nombramiento de representante, acompañada de una descripción detallada de 
su trayectoria profesional, será comunicada al Servicio Ejecutivo de la Comisión que, de 
forma razonada, podrá formular reparos u observaciones.

Artículo 5.  Examen especial de operaciones.
1. El órgano centralizado de prevención examinará con especial atención aquellas 

operativas en las que concurran las circunstancias establecidas en el artículo 17 de la Ley 
10/2010, de 28 de abril, remitidas para su análisis por los registradores o bien detectadas de 
manera directa por el Órgano Centralizado de Prevención, mediante el tratamiento de la 
información contenida en las bases de datos registrales.

A los efectos de la adecuada realización de la función de análisis, los registradores 
deberán facilitar al órgano centralizado de prevención cualquier información que éste les 
requiera para el ejercicio de su función de examen.

2. El órgano centralizado de prevención mantendrá, durante un plazo de diez años, un 
registro pormenorizado de todas las operaciones que hayan sido objeto de examen especial, 
documentando las fases del análisis, las gestiones realizadas y las fuentes de información 
internas y externas consultadas, incluyendo, asimismo, la información relativa a la decisión 
sobre la procedencia o no de la comunicación de la operación y sus causas.

Artículo 6.  Comunicación de operaciones.
1. Si, tras el examen a que se refiere el artículo anterior, existieran indicios o certeza de 

que el hecho u operación está vinculado con el blanqueo de capitales o la financiación del 
terrorismo, el director del órgano centralizado de prevención comunicará por escrito la 
operación al Servicio Ejecutivo de la Comisión, en nombre y por cuenta, en su caso, del 
registrador que la hubiera remitido para su análisis.

2. Las comunicaciones realizadas al Servicio Ejecutivo de la Comisión contendrán, en 
todo caso, la información establecida en el artículo 18.2 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, 
indicando, asimismo, los datos de identificación del registrador o registradores intervinientes.

3. La comunicación de operaciones al Servicio Ejecutivo de la Comisión se realizará de 
modo telemático, sin perjuicio de la utilización de otros soportes cuando sea preciso. El 
sistema de comunicación empleado deberá asegurar la plena confidencialidad e integridad 
de la información transmitida.

Artículo 7.  Análisis de riesgo.
1. El órgano centralizado de prevención realizará el análisis de los riesgos que, en 

materia de blanqueo de capitales y financiación del terrorismo, enfrenta la actividad 
desarrollada por los funcionarios colegiados.

Este análisis de riesgo deberá constar por escrito, comprendiendo la identificación y 
evaluación de los riesgos existentes en función de las características de los intervinientes, 
las áreas geográficas afectadas y los tipos de actos u operaciones concernidos.

2. El análisis de riesgo, que deberá ser revisado periódicamente para garantizar su 
vigencia, será la base a partir de la cual se diseñen los procedimientos de control interno 
aplicables por los funcionarios colegiados y el órgano centralizado de prevención.

Artículo 8.  Manual de procedimientos.
1. El órgano centralizado de prevención elaborará y mantendrá actualizado el Manual de 

procedimientos en materia de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del 
terrorismo dirigido a garantizar el cumplimiento por los registradores de sus obligaciones en 
esta materia y cuyo contenido mínimo se ajustará a lo establecido en el artículo 33 del 
Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 de abril.
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2. El manual de procedimientos deberá ser aprobado por la Junta de Gobierno del 
Colegio de Registradores, que velará, a través del órgano centralizado de prevención, para 
que éstos apliquen en su actividad profesional el referido manual.

3. El manual de procedimientos actualizado deberá estar siempre accesible para su uso 
y consulta por parte de todos los funcionarios incorporados y el personal dependiente de 
aquéllos.

Artículo 9.  Formación.
El órgano centralizado de prevención organizará, conforme al plan anual aprobado, 

acciones formativas, presenciales o telemáticas, dirigidas a los registradores y a su personal, 
y enfocadas al conocimiento de las obligaciones legales vigentes, así como de los 
procedimientos internos puestos en marcha para cumplir con aquéllas.

Estos procesos de formación deberán contar con un sistema de evaluación del 
aprovechamiento por parte de los destinatarios.

Artículo 10.  Supervisión.
Sin perjuicio de las competencias del Servicio Ejecutivo de la Comisión, en materia de 

supervisión del cumplimiento de las obligaciones de la Ley 10/2010, de 28 de abril, y su 
normativa de desarrollo, el órgano centralizado de prevención llevará a cabo acciones de 
inspección respecto de los funcionarios incorporados, en los términos establecidos en el 
artículo 44.2.i) del Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

A estos efectos, la Junta de Gobierno del Colegio de Registradores aprobará anualmente 
el plan de supervisión, que deberá estructurarse conforme a criterios de riesgo.

El plan aprobado se remitirá al Servicio Ejecutivo de la Comisión.

Artículo 11.  Deber de confidencialidad.
Los registradores y los miembros del órgano centralizado de prevención no revelarán, ni 

al solicitante de la inscripción ni a terceros, el suministro de información al Servicio Ejecutivo 
de la Comisión, a petición de éste, ni la realización de una comunicación de operativa 
sospechosa o el hecho de estar realizando el proceso de examen especial.

A estos efectos, los procedimientos internos deberán establecer mecanismos de 
comunicación ágiles, entre los registradores y el órgano centralizado de prevención y de éste 
con el Servicio Ejecutivo de la Comisión, que permitan el intercambio de información con la 
adecuada confidencialidad.

Artículo 12.  Ejecución de medidas restrictivas y sanciones financieras internacionales.
1. Las prohibiciones de disponer que afecten a bienes muebles e inmuebles, adoptadas 

al amparo de reglamentos de la Unión Europea de aplicación directa en los países de la 
Unión Europea o acordadas por el Consejo de Ministros, en aplicación del artículo 42 de la 
Ley 10/2010, de 28 de abril, se harán constar en los correspondientes registros, por nota al 
margen de la inscripción de dominio, expresando el origen y contenido de la prohibición.

La vigencia de la nota marginal será la señalada para la prohibición de disponer en la 
disposición o acuerdo en virtud de la cual se ha practicado y, en defecto de plazo, su 
duración será indeterminada, cancelándose cuando el nombre del titular registral 
desaparezca de la lista dictada al amparo del reglamento de la Unión Europea o cuando lo 
disponga el Consejo de Ministros que la ordenó.

2. El órgano centralizado de prevención comprobará periódicamente los listados de 
personas físicas y jurídicas, contenidos en los reglamentos de la Unión Europea a los que se 
refiere el apartado 1, cotejándolos con las bases de datos registrales.

Si resultara que alguno de los nombres examinados aparece como titular de bienes 
inscritos, lo comunicará al Registro competente para que, en su caso, lo haga constar 
conforme a lo señalado en el apartado 1, o para su cancelación, si se ha producido la baja 
del nombre en la lista.

Igual comunicación se realizará respecto a los Acuerdos del Consejo de Ministros, tanto 
para la práctica como para la cancelación de la nota marginal, sin perjuicio de su publicación 
en el «Boletín Oficial del Estado».
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3. El Registro informará al órgano centralizado de prevención de los asientos practicados 
o de su imposibilidad, a efectos de su comunicación a la Subdirección General de Inspección 
y Control de Movimientos de Capitales e Infracciones Monetarias.

Artículo 13.  Responsable y encargado del tratamiento de los ficheros de datos.
El órgano centralizado de prevención ostentará, respecto de los ficheros de datos 

creados para el cumplimiento de lo dispuesto en la Ley 10/2010, de 28 de abril, y en su 
normativa de desarrollo, la condición de encargado del tratamiento, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 32.4 de la mencionada ley, y a los efectos previstos en la Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.

A estos mismos efectos, tendrá la condición de responsable del tratamiento, en los 
términos que resultan del artículo 44.6 del Reglamento de desarrollo de la Ley 10/2010, de 
28 de abril.

Disposición final primera.  Habilitación.
Se habilita a la Secretaría General del Tesoro y Política Financiera para dictar 

Instrucciones para la aplicación de lo previsto en esta orden.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente orden entrará en vigor a los cuatro meses de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».
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§ 19

Orden EHA/114/2008, de 29 de enero, reguladora del cumplimiento 
de determinadas obligaciones de los notarios en el ámbito de la 

prevención del blanqueo de capitales

Ministerio de Economía y Hacienda
«BOE» núm. 27, de 31 de enero de 2008
Última modificación: 6 de mayo de 2014

Referencia: BOE-A-2008-1627

Esta norma continúa vigente en cuanto no se oponga a lo dispuesto en el Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 
de abril, aprobado por Real Decreto 304/2014, de 5 de mayo, según establece su disposición derogatoria 
única. Ref. BOE-A-2014-4742.

La condición de fedatarios públicos que ostentan los notarios determina su constante 
participación en operaciones económicas y financieras y el riesgo, también, de que pueda 
utilizarse su actividad dentro de los cada vez más complejos procesos de blanqueo de 
capitales. Asimismo, los notarios, en su consideración de funcionarios públicos, están 
sujetos a un deber de colaboración con la Administración General del Estado cuyo 
cumplimiento está resultando ser de gran eficacia en el ámbito de la prevención del blanqueo 
de capitales.

Los notarios también han mostrado su interés por mejorar el grado de eficacia de la 
acción pública dirigida a la prevención del blanqueo de capitales en el marco del control de la 
regularidad de las operaciones que autorizan. Los notarios, en su calidad de funcionarios 
públicos, están obligados a velar por la legalidad formal y material de los actos y negocios 
que autorizan, así como a prestar su función pública respecto de toda persona que requiera 
la prestación de la función pública notarial, de conformidad con lo previsto en los artículos 17 
bis y 24 de la Ley del Notariado y 145 de su Reglamento.

La aprobación de la Orden EHA/2963/2005, de 20 de septiembre, reguladora del Órgano 
Centralizado de Prevención en materia de blanqueo de capitales en el Consejo General del 
Notariado, ha supuesto un notable avance en términos de compromiso y de eficacia por 
parte de los notarios en la prevención del blanqueo de capitales.

Desde la entrada en vigor de la citada Orden Ministerial, la Dirección General de los 
Registros y del Notariado del Ministerio de Justicia ha venido impulsando a través del 
Consejo General del Notariado la adopción de medidas destinadas a dificultar y a procurar 
evitar la utilización de la actividad de los notarios en procesos o esquemas de blanqueo de 
capitales. Así, el colectivo notarial, mediante una gestión centralizada, ha aportado un 
indudable valor en el área del análisis de operativa de riesgo, comunicación de operaciones 
y otras obligaciones.
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Transcurrido el tiempo suficiente para valorar el resultado de la aplicación de las medidas 
adoptadas y comprobar el acierto de las mismas, parece oportuno desarrollar y precisar la 
forma en la que los notarios han de cumplir determinadas obligaciones a las que se hayan 
sujetos en el ámbito de la prevención del blanqueo de capitales de conformidad con lo 
establecido en la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, y en su Reglamento de desarrollo 
aprobado por el Real Decreto 925/1995, de 9 de junio.

En la presente Orden se precisa la forma de cumplimiento por los notarios de las 
obligaciones de identificación de clientes, conservación de documentos y procedimientos de 
control y evaluación y se acuerda que comuniquen a las autoridades competentes la 
coincidencia, en su caso, de la identidad de los otorgantes con la de las personas y 
entidades incluidas en las listas contenidas en instrumentos de Derecho comunitario, tales 
como los Reglamentos 2580/2001, 881/2002 o sucesivos. No obstante, debe indicarse que 
la Orden no regula íntegramente el régimen jurídico de prevención del blanqueo de capitales 
aplicable a los notarios, limitándose a desarrollar determinadas obligaciones de prevención 
en las que se estima que son necesarias o convenientes ciertas precisiones, por apreciarse 
que en las restantes son suficientemente concretas las exigencias contenidas en el 
Reglamento de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre.

La presente Orden se dicta al amparo de la habilitación normativa contenida, de una 
parte, en el artículo 16.1.b) del Reglamento de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, en virtud 
del cual mediante orden del Ministro de Economía y Hacienda podrá acordarse que 
determinadas categorías de personas que realicen las actividades a que se refiere el artículo 
2.2 comuniquen obligatoriamente las operaciones comprendidas en el artículo 7.2 del 
Reglamento y, de otra, en la Disposición final primera del Real Decreto 925/1995, de 9 de 
junio, conforme a la cual el Ministro de Economía y Hacienda, previo cumplimiento de los 
trámites legales oportunos, dictará cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo 
del Reglamento de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre. En su virtud, dispongo:

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
La presente Orden desarrolla determinadas obligaciones contenidas en la Ley 19/1993, 

de 28 de diciembre, sobre determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales, y 
en su Reglamento, aprobado por Real Decreto 925/1995, de 9 de junio, respecto de los 
notarios.

Los notarios quedarán sometidos a lo dispuesto en la presente Orden cuando participen 
en las actividades señaladas en el artículo 2.2.d) del Reglamento aprobado por Real Decreto 
925/1995, de 9 de junio, y, en particular, cuando participen, autorizando o interviniendo en 
cualquier otra forma, actos o negocios jurídicos dentro de los siguientes ámbitos:

a) Constitución, transmisión o extinción de toda clase de derechos reales sobre bienes 
inmuebles o entidades comerciales;

b) Creación de sociedades, asociaciones, fundaciones, entidades comerciales u otros 
tipos de estructuras análogas;

c) Compraventa de acciones, participaciones o de cualesquiera otros valores 
negociables e instrumentos financieros;

d) Actos o negocios jurídicos relativos al funcionamiento o a la gestión de sociedades, 
asociaciones, fundaciones, entidades comerciales u otros tipos de estructuras análogas.

A los efectos de lo establecido en la presente Orden, se entenderá por participación de 
los notarios cualquier actividad que realicen los mismos en relación con la intervención o 
autorización de los actos o negocios jurídicos.

Artículo 2.  Identificación de personas físicas.
1. El Notario identificará a sus clientes en la forma y con los tipos de documentos 

señalados en el apartado 2 del artículo 3 del Reglamento aprobado por Real Decreto 
925/1995, de 9 de junio, sin perjuicio de la obligación de los comparecientes de acreditar el 
número de identificación fiscal (NIF) conforme establece el artículo 23 de la Ley del 
Notariado de 28 de mayo de 1862. En los casos en que los clientes actúen a través de 
representante el Notario también procederá a su identificación. Cuando existan indicios o 
sospecha de que los otorgantes no actúan por cuenta propia, los notarios harán constar este 
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extremo en la comunicación que remitan, en su caso, al Órgano Centralizado de Prevención 
(OCP).

2. En el caso de otorgantes habituales podrá efectuarse la identificación de la persona 
física dando fe el Notario de que conoce personalmente al otorgante según lo dispuesto en 
el artículo 23 de la Ley del Notariado de 28 de mayo de 1862. No obstante, la utilización de 
este medio de identificación no exime al Notario de su obligación de solicitar, al menos la 
primera vez que una persona comparezca en la notaría, cualquiera de los documentos a que 
se refiere el apartado anterior, ni tampoco de la obligación de conservar copia de los 
mismos.

3. Los notarios deberán hacer constar en la escritura, de conformidad con lo previsto en 
el artículo 156.10.º del Reglamento de la organización y régimen del Notariado aprobado por 
el Decreto de 2 de junio de 1944, la profesión o actividad empresarial del otorgante. En los 
casos en que el Órgano Centralizado de Prevención (OCP) durante el análisis de la 
operativa observe incoherencias en la manifestación realizada procederá a la verificación de 
la información contenida en la misma.

Artículo 3.  Identificación de personas jurídicas.
1. De conformidad con lo establecido en el apartado 3 del artículo 3 del Reglamento 

aprobado por Real Decreto 925/1995, de 9 de junio, la identificación de las personas 
jurídicas se realizará a través de la presentación de documento fehaciente acreditativo de su 
denominación, forma jurídica, domicilio y objeto social sin perjuicio de la obligación de 
comunicar el número de identificación fiscal (NIF).

2. A estos efectos, será suficiente que los extremos señalados en el apartado anterior se 
le hayan acreditado, y así conste, al Notario autorizante del documento cuya copia auténtica 
se exhiba.

3. En todo caso, el Notario insertará en el instrumento público la manifestación del 
otorgante consistente en que los datos de identificación de la persona jurídica y, 
especialmente, el objeto social y domicilio, no han variado respecto de los consignados en el 
documento fehaciente presentado y sin perjuicio de las comprobaciones que el Notario 
estime necesario realizar. En el caso de que una persona física actúe en representación de 
una entidad, también será necesaria su identificación conforme a los criterios establecidos 
en los apartados 1 y 2 del artículo anterior.

4. Igualmente, el Notario solicitará información acerca de la estructura accionarial o de 
control de la persona jurídica cuando aprecie varios indicadores de riesgo, conforme a las 
orientaciones del OCP y, en todo caso, cuando la persona jurídica haya sido constituida en 
algún país de los incluidos en el Real Decreto 1080/1991, de 5 julio, que determina los 
países o territorios (paraísos fiscales) a que se refieren los artículos 2.º 3-4 de la Ley 
17/1991, de 27 mayo, de medidas fiscales urgentes, y 62 de la Ley 31/1990, de 27 
diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1991, en materia del Impuesto sobre 
la Renta de las Persona Físicas y del Impuesto sobre Sociedades, o en la Orden Ministerial 
ECO/2652/2002, de 24 de octubre, por la que se desarrollan las obligaciones de 
comunicación de operaciones en relación con determinados países al Servicio Ejecutivo de 
la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.

En este caso, el Notario hará constar en el instrumento público la manifestación del 
otorgante acerca del nombre o razón social de cada titular de una participación superior al 
25% en el capital de la persona jurídica, así como su Número de Identificación Fiscal o 
Número Personal de Identificación para Extranjeros (NIF/NIE) y domicilio. En ningún caso el 
Notario revelará al otorgante la causa por la que se solicita y se incluye esa información, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 8 de esta Orden.

Artículo 4.  Conservación de documentos.
1. El Notario deberá conservar copia del documento o documentos empleados en la 

identificación tanto de personas físicas como jurídicas a que se refiere el artículo anterior 
durante un plazo de seis años, a contar desde la última vez que el otorgante participó en un 
acto o negocio jurídico en la notaría.
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Asimismo se conservarán durante un plazo de seis años los documentos utilizados para 
la comprobación de la veracidad de la información sobre la profesión o actividad empresarial 
del otorgante, cuando se hubieren obtenido.

Respecto de personas físicas, actúen por sí mismas o en representación de otras 
personas físicas o jurídicas, se conservarán las copias de los documentos citados en los dos 
párrafos anteriores en archivos distintos del protocolo notarial.

Respecto de personas jurídicas, la conservación de los documentos empleados en la 
identificación se realizará mediante el archivo de copia de dichos documentos o mediante el 
archivo de la referencia notarial del documento autorizado en el que consta la identificación 
en cualquiera de las formas establecidas en la legislación notarial.

2. La conservación de los restantes documentos que acrediten adecuadamente la 
realización de las operaciones será realizada a través del protocolo notarial.

Artículo 5.  Comunicación de operaciones relativas a movimiento de medios de pago.
Los notarios deberán solicitar que les sea exhibida, para su incorporación al protocolo, la 

declaración de movimiento de medios de pago materializada en el modelo de declaración 
S-1 cuando el pago de la operación que autorizan se realice, o se haya realizado con 
anterioridad, en moneda metálica, billetes de banco o cheques bancarios al portador 
denominados en moneda nacional o en cualquier otra moneda o cualquier medio físico, 
incluidos los electrónicos, concebido para ser utilizado como medio de pago, por importe 
igual o superior a 100.000 euros, conforme a lo establecido en la Orden EHA/1439/2006, de 
3 de mayo, reguladora de la declaración de movimientos de medios de pago en el ámbito de 
la prevención del blanqueo de capitales. Los notarios estarán obligados a comunicar al 
Servicio Ejecutivo las operaciones en que no les sea exhibida la declaración de movimiento 
de medios de pago materializada en el formulario S-1 citado.

Artículo 6.  Colaboración con el Servicio Ejecutivo.
La comunicación de operaciones al Servicio Ejecutivo de conformidad con lo establecido 

en la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, y en su Reglamento de desarrollo aprobado por el 
Real Decreto 925/1995, de 9 de junio, y la atención a los requerimientos de dicho órgano se 
realizarán de modo telemático, sin perjuicio de la utilización de otros soportes cuando sea 
preciso. El sistema de comunicación empleado deberá asegurar la plena confidencialidad e 
integridad de la información transmitida.

Artículo 7.  Procedimientos de control interno y de comunicación.
Los procedimientos de control interno y comunicación dirigidos a la prevención del 

blanqueo de capitales por parte del conjunto de los notarios deberán permitir, al menos:
a) Capturar de forma centralizada la información sobre transacciones individuales o 

grupos de operaciones para su análisis en función del nivel de riesgo que presenten.
b) Analizar el funcionamiento de los procedimientos de examen y comunicación de 

operaciones sospechosas.
c) Remitir información de forma ágil y segura desde cada una de las notarías al Órgano 

Centralizado de Prevención y desde éste a cada notaría, en el marco de lo dispuesto en los 
artículos 3 y 5 de la Orden EHA/2963/2005, de 20 de septiembre.

d) Conservar centralizadamente la documentación correspondiente a las operaciones 
analizadas y comunicadas por parte del OCP y elaborar estadísticas.

e) Acceder directamente desde cada notaría a información necesaria para asegurar el 
conocimiento de la normativa interna para la prevención del blanqueo de capitales, incluida 
la periódica difusión de la misma.

f) Elaborar un plan de formación anual que incluya acciones formativas suficientes 
dirigidas a los notarios y a su personal y la previsión de actualización de la propia formación.

Conforme se establece en el artículo 6 de la Orden EHA/2963/2005, de 20 de 
septiembre, el OCP elaborará y mantendrá actualizado un Manual de Procedimientos de 
Prevención del Blanqueo de Capitales para los notarios.
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Artículo 8.  Deber de confidencialidad.
El Notario no revelará ni al otorgante ni a terceros que se han transmitido informaciones 

al Servicio Ejecutivo o que se examinan operaciones en el marco de la normativa de 
prevención del blanqueo de capitales, así como la razón por la que se recaban datos o se 
incluyen, en su caso, en el instrumento público.

Artículo 9.  Evaluación de cumplimiento de las obligaciones por parte de los notarios.
1. Los procedimientos y órganos de control interno y de comunicación y, en particular, el 

funcionamiento del sistema de prevención del blanqueo de capitales establecido en la Orden 
EHA/2963/2005, de 20 de septiembre, serán objeto de examen por parte de un experto 
externo al menos cada tres años. Los resultados del examen serán consignados en un 
informe escrito de carácter reservado que describirá detalladamente las medidas de control 
interno existentes, valorará su eficacia operativa y propondrá, en su caso, eventuales 
rectificaciones o mejoras.

2. Anualmente se evaluará internamente por escrito la efectividad operativa de los 
procedimientos y órganos de control interno y de comunicación. La evaluación interna 
realizada en el seno del Consejo General del Notariado deberá reflejar, en concreto, el grado 
de cumplimiento de las obligaciones de los notarios previstas en la normativa sobre 
prevención del blanqueo de capitales y especialmente las contenidas en esta Orden 
Ministerial. También deberá reflejar los resultados del funcionamiento del OCP. La evaluación 
se desarrollará a través de un sistema de análisis adecuado que permita valorar el nivel de 
aplicación del Manual de Procedimientos y realizará un muestreo y estudio suficientes de las 
comunicaciones realizadas al OCP. Estará a disposición plena del Servicio Ejecutivo durante 
los seis años siguientes a su realización toda la información obtenida como resultado del 
proceso de evaluación.

Artículo 10.  Ficheros automatizados de datos.
1. Se crea en las notarías el fichero automatizado de datos de carácter personal que se 

incluye y describe en el Anexo I de esta Orden.
2. Se crea en el Consejo General del Notariado el fichero automatizado de datos de 

carácter personal que se incluye y describe en el Anexo II de esta Orden.

Disposición adicional primera.  Aplicación de Resoluciones de organismos internacionales 
y Reglamentos de la Unión Europea por los que se imponen sanciones u otras medidas 
restrictivas específicas dirigidas contra determinadas personas y entidades.

En aplicación de las Resoluciones de organismos internacionales y de los Reglamentos 
de la Unión Europea por los que se imponen sanciones u otras medidas restrictivas 
específicas dirigidas contra determinadas personas y entidades, los notarios deberán 
comprobar la eventual coincidencia de las identidades de los otorgantes con las de los 
destinatarios de aquéllas que figuran incluidos en listas públicas oficiales, informando de 
forma inmediata a través del OCP de las operaciones en las que se produce dicha 
coincidencia a la autoridad competente que se indica en cada instrumento correspondiente.

Disposición adicional segunda.  Plazo para la elaboración del primero de los exámenes a 
que se refiere el apartado 1 del artículo noveno de la presente Orden Ministerial.

El primero de los exámenes a realizar por experto externo conforme a la obligación 
contenida en el apartado 1 del artículo noveno de la presente Orden Ministerial se llevará a 
cabo en un plazo de tres años contados a partir de la fecha de entrada en vigor de la Orden 
EHA/2963/2005 de 20 de septiembre reguladora del Órgano Centralizado de Prevención en 
materia de blanqueo de capitales en el Consejo General del Notariado.

Disposición derogatoria única.  
Quedará derogada cualquier disposición de igual o inferior rango cuyo contenido resulte 

contrario a lo previsto en esta Orden.
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Disposición final única.  
La presente Orden entrará en vigor a los seis meses de su publicación en el Boletín 

Oficial del Estado.

ANEXO I
Notarías

Fichero: Cumplimiento de las obligaciones de tratamiento y comunicación de datos derivadas 
de los dispuesto en los artículos 17 y 24 de la Ley del Notariado

a) Finalidad del fichero y usos previstos: gestión y registro de las obligaciones en materia 
de blanqueo de capitales, especialmente las relativas a conservación de documentos de 
identidad de personas físicas.

b) Personas sobre las que se pretenden obtener datos de carácter personal o que se 
encuentren obligadas a suministrarlos: personas que realicen actos o negocios jurídicos que 
deban ser incorporados al Protocolo o al Libro Registro.

c) Procedimiento de recogida de datos: declaraciones y manifestaciones de dichas 
personas físicas y fotocopias de documentos de identidad.

d) Estructura básica del fichero: sistemas de información.
e) Tipos de datos:
Datos identificativos.
Datos de características personales.
Datos relativos a la actividad económica.
Datos académicos y profesionales.
Datos de transacciones.
f) Cesiones previstas:
Al Consejo General del Notariado, para el cumplimiento por el mismo de lo dispuesto en 

los artículos 17 y 24 de la Ley del Notariado.
Al Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención de Blanqueo de Capitales e 

Infracciones Monetarias, para el cumplimiento de los fines encomendados a dicho Servicio.
A las autoridades judiciales, fiscales y administrativas competentes en materia de 

prevención de blanqueo de capitales y del fraude fiscal.
g) Responsable del fichero automatizado: el Notario.
h) Ejercicio de los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición: los 

derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición podrán ejercitarse, cuando 
proceda, en la notaría donde se aportaron los datos de carácter personal.

i) Nivel de seguridad: básico.

ANEXO II
Consejo General del Notariado

Fichero: Cumplimiento de las obligaciones de tratamiento y comunicación de datos derivadas 
de los dispuesto en los artículos 17 y 24 de la Ley del Notariado

a) Finalidad del fichero y usos previstos: cumplimiento por el Consejo General del 
Notariado de las obligaciones de tratamiento y comunicación de datos derivadas de los 
dispuesto en los artículos 17 y 24 de la Ley del Notariado.

b) Personas sobre las que se pretenden obtener datos de carácter personal o que se 
encuentren obligadas a suministrarlos: personas que realicen actos o negocios jurídicos que 
deban ser incorporados al Protocolo o al Libro Registro.

c) Procedimiento de recogida de datos: remisión de comunicaciones de los notarios y del 
índice único informatizado.

d) Estructura básica del fichero: sistemas de información.
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e) Tipos de datos:
Datos identificativos.
Datos de características personales.
Datos relativos a la actividad económica.
Datos académicos y profesionales.
Datos de transacciones.
f) Cesiones previstas:
Al Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e 

Infracciones Monetarias, para el cumplimiento de los fines encomendados a dicho Servicio.
A las autoridades judiciales, fiscales y administrativas competentes en materia de 

prevención de blanqueo de capitales.
g) Responsable del fichero automatizado: el Órgano Centralizado de Prevención (OCP) 

del Consejo General del Notariado.
h) Ejercicio de los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición: el Órgano 

Centralizado de Prevención de Blanqueo de Capitales del Consejo General del Notariado.
i) Nivel de seguridad: básico.
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§ 20

Orden EHA/2444/2007, de 31 de julio, por la que se desarrolla el 
Reglamento de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre 
determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales, 
aprobado por Real Decreto 925/1995, de 9 de junio, en relación con 
el informe de experto externo sobre los procedimientos y órganos de 
control interno y comunicación establecidos para prevenir el blanqueo 

de capitales

Ministerio de Economía y Hacienda
«BOE» núm. 190, de 9 de agosto de 2007
Última modificación: 6 de mayo de 2014

Referencia: BOE-A-2007-15157

Esta norma continúa vigente en cuanto no se oponga a lo dispuesto en el Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 
de abril, aprobado por Real Decreto 304/2014, de 5 de mayo, según establece su disposición derogatoria 
única. Ref. BOE-A-2014-4742.

La reforma operada por la Ley 19/2003, de 4 de julio, sobre Régimen Jurídico de los 
Movimientos de Capitales y de las Transacciones Económicas con el Exterior y sobre 
determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales, extendió el catálogo de 
obligaciones impuestas por la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre determinadas 
medidas de prevención del blanqueo de capitales, introduciendo en su artículo 3.7 la 
exigencia de que los procedimientos y órganos de control interno y comunicación de los 
sujetos obligados fueran objeto de examen anual por un experto externo.

Posteriormente, el Real Decreto 54/2005, de 21 de enero, por el que se modifica el 
Reglamento de la Ley 19/1993, aprobado por Real Decreto 925/1995, incide en esta 
obligación, señalando el nuevo apartado 7 adicionado a su artículo 11 que los resultados del 
examen serán consignados en un informe escrito de carácter reservado que describirá 
detalladamente las medidas de control interno existentes, valorará su eficacia operativa y 
propondrá, en su caso, eventuales rectificaciones o mejoras. Asimismo, en atención al 
distinto régimen que preside toda la normativa de prevención del blanqueo de capitales en 
función del sector de actividad de que se trate, el Reglamento flexibiliza esta obligación para 
los sujetos de régimen especial, permitiendo, con determinadas cautelas, que el examen 
externo se lleve a cabo cada tres años.

En base a estas consideraciones, se pretende detallar, a través de esta Orden, el 
alcance y contenido de la referida obligación, especificando una estructura a la que habrá de 
ajustarse el informe escrito, y concretando los aspectos mínimos sin los cuales no se podrá 
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considerar cumplida la obligación de que los procedimientos y órganos de control interno y 
comunicación sean objeto de examen por un experto externo.

La presente Orden se dicta al amparo de la habilitación normativa contenida en la 
disposición final primera del Real Decreto 925/1995, de 9 de junio, conforme a la cual, el 
Ministro de Economía y Hacienda, previo cumplimiento de los trámites legales oportunos, 
dictará cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo del Reglamento de la Ley 
19/1993, de 28 de diciembre. Conforme con lo establecido en el artículo 13.2.e) de la Ley 
19/1993, de 28 de diciembre, la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e 
Infracciones Monetarias emitió informe preceptivo en su sesión de 18 de julio de 2006.

En su virtud, dispongo:

Artículo 1.  Aprobación del modelo de informe.
1. Por la presente Orden se aprueba como modelo de informe el que contiene el anexo, 

al que deberá ajustarse el emitido por el experto externo, de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 11.7 del Reglamento de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre determinadas 
medidas de prevención del blanqueo de capitales.

Artículo 2.  Contenido del informe.
El informe describirá detalladamente las medidas de control interno existentes, valorará 

su eficacia operativa y propondrá, en su caso, eventuales rectificaciones o mejoras.

Artículo 3.  Cumplimentación del modelo de informe.
1. El modelo de informe contenido en el anexo recoge la información mínima a 

cumplimentar. Cuando no proceda la cumplimentación de algún apartado o subapartado, 
deberá señalarse expresamente en el informe, indicando los motivos.

2. En el informe deberá añadirse cualquier otro aspecto relativo a los procedimientos y 
órganos de control interno y comunicación que, atendiendo a las peculiaridades del sujeto 
obligado, se considere relevante para la prevención del blanqueo de capitales.

Artículo 4.  Valoración de la eficacia operativa.
1. La valoración de la eficacia operativa deberá referirse, como mínimo, a:
a. La idoneidad de las medidas de control interno asociadas a los procesos de gestión 

del riesgo de blanqueo de capitales.
b. La racionalidad de su diseño teórico.
c. Su operatividad práctica.
2. Al efectuar la valoración que en cada caso proceda, se explicarán detalladamente los 

aspectos concretos objeto de comprobación y las pruebas practicadas, los resultados 
obtenidos, así como los hallazgos o incidencias surgidos de las verificaciones.

3. Cuando se realicen pruebas sustantivas, mediante la selección de elementos 
específicos, se deberán explicar las razones del tamaño y características de la muestra 
elegida, indicando en su caso:

a. El número de agencias o sucursales a las que afecta.
b. Los tipos de clientes seleccionados.
c. Los tipos de productos elegidos.
d. Las fechas de los contratos o del inicio de la relación de negocio.
e. El porcentaje de contratos y relaciones de negocio revisadas sobre el total de los 

existentes.
4. Cuando se realicen pruebas de procedimiento, y el método de comprobación sea el de 

muestreo estadístico, se indicará:
a. La población sobre la que se realiza la muestra, asegurándose de que la misma sea 

adecuada y completa.
b. El tamaño de la muestra seleccionada y el método seguido para su selección.
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c. El diseño de la muestra, en función de los objetivos de la prueba y los atributos de la 
población de la que se extraerá la muestra, así como la tasa de error tolerable que espera 
encontrar en dicha población.

d. El nivel de confianza utilizado indicando si se realiza estratificación o no, las razones 
de la misma y la posible extrapolación de dicha estratificación.

e. El análisis de los errores detectados en función de los resultados de la muestra, 
indicando sus causas, su posible efecto sobre los objetivos de la muestra específica, y su 
posible extrapolación.

Artículo 5.  Fechas de los informes.
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 11.7 del Reglamento de 

la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, la fecha de referencia del informe no podrá ser superior 
a un año natural, a contar desde la fecha de referencia del informe anterior.

2. El informe describirá la situación de la entidad a la fecha de referencia, sin que sea 
obligatoria su coincidencia con la fecha de cierre del ejercicio contable.

3. El informe deberá emitirse a la mayor brevedad posible sin que, en ningún caso pueda 
exceder de dos meses, a contar desde la fecha de referencia del informe.

Artículo 6.  Destinatarios de los informes.
1. El informe tendrá carácter reservado y estará a disposición del Servicio Ejecutivo de la 

Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias durante los 
seis años siguientes a su realización.

2. Las deficiencias más significativas apreciadas y sus propuestas de rectificación o 
mejora deberán ser reportadas al Consejo de Administración o, en su caso, al órgano de 
administración o al principal órgano directivo de la entidad, en el plazo máximo de tres 
meses desde la fecha de emisión del informe.

Disposición final única.  Entrada en vigor.
La presente Orden entrará en vigor a los tres meses de su publicación en el Boletín 

Oficial del Estado.

ANEXO
Examen externo sobre los procedimientos y órganos de control interno y 

comunicación establecidos para prevenir el blanqueo de capitales
Datos generales del informe:
A. Identificación del sujeto obligado objeto del informe indicando expresamente su 

número de identificación fiscal y, en su caso, las filiales incluidas en el grupo que quedan 
sujetas al informe.

B. Fecha de referencia del informe.
C. Fechas de emisión y referencia del anterior informe de experto externo, con indicación 

expresa de su autoría y resultado general.
D. Resumen de las principales medidas de control interno implantadas por el sujeto 

obligado, de la valoración de su eficacia operativa y de las propuestas de rectificaciones o 
mejoras.

E. En el caso de los sujetos de régimen especial, se indicará si optan por realizar el 
examen externo anualmente o cada tres años.

F. Identificación del experto externo, número de identificación fiscal, y descripción 
detallada de su formación académica y trayectoria profesional. Firma y fecha de emisión del 
informe.

0. Información general sobre el sujeto obligado
a. Datos básicos del sujeto obligado, indicando su nombre o denominación social, 

número de identificación fiscal, domicilio y objeto social e inscripción en los registros 
oficiales.
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i. descripción;
b. Información sobre la actividad y características del sujeto obligado que se considere 

relevante desde la perspectiva de la prevención del blanqueo de capitales, especificando, en 
su caso, los factores de riesgo apreciados.

i. descripción;
c. Número de agentes, mediadores u otros representantes que comercialicen productos 

del sujeto obligado o a través de los cuales opere, con indicación de su distribución 
geográfica y del ámbito al que se extiende su actuación.

i. descripción;
d. Grupo en que se encuadra el sujeto obligado.
i. descripción;
e. Relación de filiales que, en su caso, existen, indicando para cada una de ellas:
1.º Objeto social.
2.º Porcentaje de participación.
i. descripción.

1. Normativa interna
a. Relación de normas internas y procedimientos establecidos para la prevención del 

blanqueo de capitales, con indicación expresa del órgano que las aprobó, ámbito de 
aplicación, forma de distribución entre los empleados, y fechas de aprobación, de entrada en 
vigor, de la última actualización, y de comunicación al Servicio Ejecutivo.

i. Descripción;
ii. Valoración de la eficacia operativa;
iii. Deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.

2. Órganos de control interno y comunicación
a. Representante ante el Servicio Ejecutivo del sujeto obligado, con indicación expresa 

de su nombre, número de identificación fiscal, cargo, fecha de nombramiento y funciones. 
Cumplimiento de los requisitos exigibles. Régimen de suplencia.

i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.
b. Órganos de control interno y de comunicación, con indicación expresa de su 

composición, ubicación jerárquica, dependencia funcional, cargo de sus miembros, número 
de identificación fiscal de cada uno de ellos, funciones, constitución, periodicidad de las 
reuniones, elaboración y conservación de actas.

i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.
c. De existir, persona o unidad operativa dedicada a la prevención del blanqueo de 

capitales, con referencia expresa del número de identificación fiscal, funciones, dependencia 
funcional, procedimientos, grado de dedicación a dichas tareas y composición en caso de 
tratarse de una unidad.

i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.
d. Órganos de administración del sujeto obligado, con indicación del número de 

identificación fiscal, funciones, atribuciones y competencias en materia de prevención del 
blanqueo de capitales.
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i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.

3. Identificación y conocimiento de los clientes
a. Procedimientos de identificación de clientes, con indicación expresa de la norma 

interna en la que se recogen y su contenido.
i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.
b. Procedimientos de conocimiento de clientes, con indicación expresa de la norma 

interna en la que se recogen, contenido, formularios de identificación y conocimiento del 
cliente, y medidas establecidas para la actualización de la información existente.

i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.
c. Procedimientos de verificación de las actividades declaradas por los clientes, con 

indicación expresa de la norma interna en la que se recogen, su contenido, y la 
determinación de los documentos a solicitar para la verificación de la actividad.

i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa; iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o 

mejoras propuestas.
d. Procedimientos existentes para conocer a los beneficiarios últimos de relaciones con 

clientes que actúan por cuenta ajena y para conocer la estructura accionarial y de control de 
las personas jurídicas con indicación expresa de la norma interna en la que se recogen y su 
contenido.

i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.
e. Excepciones a la obligación de identificar con indicación expresa de la norma interna 

en la que se recogen y su contenido.
i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.
f. Política de admisión de clientes existente, con indicación expresa de la norma interna 

en la que se recoge, su contenido, la estratificación de los clientes en función de su nivel de 
riesgo, así como las precauciones adicionales establecidas para los clientes con riesgo 
superior al riesgo promedio.

i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.
g. Medidas adicionales de identificación y conocimiento del cliente establecidas en las 

áreas de negocio y actividades más sensibles, con indicación expresa de la norma interna en 
la que se recogen y su contenido.

Entre otras, se hará referencia expresa a las siguientes áreas:
1.º) Banca privada.
2.º) Banca de corresponsales.
3.º) Actividad no presencial o a distancia realizada a través de medios telefónicos, 

electrónicos o telemáticos.
4.º) Actividad de cambio de moneda y gestión de transferencias.
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5.º) Otros productos o clientes de mayor riesgo, tales como personas del medio político 
(PEP’s), zonas geográficas de alto riesgo, u otros considerados como tales por parte del 
sujeto obligado.

i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.
h. En el caso de transferencias de fondos emitidas o recibidas, medidas de verificación 

de la existencia de los datos de identificación del ordenante y, en su caso, de la persona por 
cuya cuenta aquél actúe, tanto en la transferencia como en los mensajes relacionados con 
ella a través de la cadena de pago, con indicación expresa de la norma interna en la que se 
recogen y su contenido.

i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.

4. Conservación de la documentación de clientes y operaciones
a. Medidas establecidas para la conservación de la documentación relativa a la 

identificación y conocimiento de los clientes, con indicación expresa del período de 
conservación.

i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.
b. Medidas establecidas para la conservación de la documentación de las operaciones 

realizadas, con indicación expresa del período de conservación.
i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.

5. Detección de operaciones susceptibles de estar relacionadas con el blanqueo de 
capitales

a. Relación de operaciones susceptibles de estar particularmente vinculadas con el 
blanqueo de capitales en las diferentes áreas de negocio del sujeto obligado. Procedimiento 
de difusión.

i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.
b. Funcionamiento, en su caso, de la aplicación informática, con referencia expresa a las 

personas encargadas de la misma y al manual explicativo del funcionamiento de la 
aplicación, indicando al menos:

1.º) Sistemas de alertas y umbrales de riesgo definidos.
2.º) Sistemas de elaboración de perfiles de comportamiento.
3.º) Informes disponibles para su análisis posterior.
4.º) Acceso a otras aplicaciones informáticas de la entidad que contengan información 

relevante desde la perspectiva de la prevención del blanqueo de capitales.
i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.
c. Procedimiento interno de comunicación de operaciones sospechosas por parte del 

personal y directivos al órgano de control interno: formulario interno y canales para realizar la 
comunicación; sistemas de registro y seguimiento; información al personal y directivos del 
curso dado a su comunicación.
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i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.

6. Análisis de operaciones susceptibles de estar relacionadas con el blanqueo de 
capitales

a. Personas o departamentos encargados, número de operaciones analizadas en el 
período objeto de informe y frecuencia con que se realiza el análisis.

i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.
b. Procedimiento de análisis de las operaciones susceptibles de estar relacionadas con 

el blanqueo de capitales: fases, peticiones de información adicional, elaboración de informes.
i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.
c. Procedimientos por los que el órgano de control interno y comunicación decide cuándo 

una operación presenta indicios para ser comunicada al Servicio Ejecutivo como 
sospechosa. Reflejo documental de las decisiones adoptadas y de las razones en que se 
basan. Control del cumplimiento de las decisiones. Porcentaje de operaciones comunicadas 
sobre el total analizado.

i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas

7. Comunicación de operaciones susceptibles de estar relacionadas con el blanqueo 
de capitales

a. Procedimiento de comunicación de operaciones sospechosas al Servicio Ejecutivo, 
indicando la norma que lo recoge, contenido, formulario, método de comunicación, y plazos.

i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.
b. Abstención de ejecución de operaciones, con indicación expresa del procedimiento a 

seguir, personas encargadas de la toma de decisiones y procedimiento de comunicación a 
los empleados sobre la forma de proceder.

i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.
c. Procedimientos y medidas implantadas para asegurar que no se revela al cliente ni a 

terceros que se han transmitido informaciones al Servicio Ejecutivo o que se está 
examinando alguna operación por si pudiera estar vinculada al blanqueo de capitales.

i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.
d. En su caso, comunicación telemática de operaciones.
i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.
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8. Declaración mensual obligatoria de operaciones
a. Medidas establecidas para la determinación de las operaciones que deben ser 

comunicadas y límites establecidos.
i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.
b. Medidas aplicadas para la detección del posible fraccionamiento de operaciones.
i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.
c. Procedimiento previsto para realizar el excepcionamiento de clientes de la declaración 

mensual obligatoria, indicando la normativa interna en la que se recoge, órganos o personas 
con facultades para autorizarlo, criterios, plazos de excepcionamiento, y constancia escrita 
de los clientes excepcionados y de los motivos que lo fundamentan.

i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.
d. Procedimiento de elaboración de la declaración mensual obligatoria, indicando las 

personas o departamentos encargados de realizarlo y los medios informáticos que, en su 
caso, se emplean.

i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.
e. Medidas establecidas para la realización de la declaración semestral negativa en caso 

de inexistencia de operaciones a comunicar.
i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.
f. Procedimientos establecidos para analizar si alguna de las operaciones comunicadas 

en la declaración mensual obligatoria presenta indicios o certeza de estar relacionada con el 
blanqueo de capitales.

i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.
g. Procedimientos establecidos por parte de los sujetos obligados relacionados en el 

artículo 2.1. de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre determinadas medidas de 
prevención del blanqueo de capitales, para comunicar mensualmente al Servicio Ejecutivo 
cualesquiera operaciones en las que intervengan que supongan movimientos de medios de 
pago sujetos a declaración obligatoria. Comunicación, en su caso, de la negativa del sujeto 
obligado a exhibir o presentar la declaración.

i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.
h. En su caso, medidas establecidas por parte de las entidades de crédito para 

comprobar y diligenciar los formularios S-1 en los supuestos previstos normativamente y 
remitir al Servicio Ejecutivo la información que proceda.

i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.
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9. Cumplimentación de los requerimientos del servicio ejecutivo u otras autoridades
a. Procedimiento establecido para la contestación a los requerimientos de información 

del Servicio Ejecutivo u otras autoridades en materia de prevención del blanqueo de 
capitales. Personas encargadas y medios utilizados.

i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas

10. Formación
a. Relación de los cursos realizados desde la anterior revisión por experto externo, con 

indicación expresa de su contenido, si se realiza presencialmente o a distancia, fecha, 
duración, número de asistentes, porcentaje que representa sobre el total de empleados, así 
como el sistema de evaluación de los conocimientos adquiridos.

i. descripción;
b. Política formativa en materia de prevención del blanqueo de capitales, con indicación 

expresa sobre el programa de cursos, material, contenido, duración, empleados a los que va 
dirigido y perfil de los formadores.

i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas

11. Filiales y sucursales
a. Medidas de control establecidas por el sujeto obligado del cumplimiento de la 

normativa y de los procedimientos internos en materia de prevención del blanqueo de 
capitales de sus filiales españolas.

i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.
b. Filiales en el extranjero que realicen una actividad que determinaría en España la 

condición de sujeto obligado, indicando al menos para cada una de ellas:
1.º) Objeto social.
2.º) País y domicilio.
3.º) Porcentaje de participación.
4.º) Informe de expertos externos, auditores internos o externos. Fecha y principales 

conclusiones del último informe siempre que ello no sea contrario a la legislación del Estado 
en que se encuentran establecidas.

5.º) Organismo que supervisa el cumplimiento por las mismas de la normativa de 
prevención del blanqueo de capitales a la que se encuentran sujetas.

6.º) Información sobre la actividad y características de la filial que se considere relevante 
desde la perspectiva de la prevención del blanqueo de capitales, especificando, en su caso, 
los factores de riesgo apreciados.

i. descripción;
c. Sucursales en el extranjero, indicando al menos para cada una de ellas:
1.º) País y domicilio.
2.º) Informe de expertos externos, auditores internos o externos. Fecha y principales 

conclusiones del último informe, siempre que ello no sea contrario a la legislación del Estado 
en que se encuentran establecidas.

3.º) Organismo que supervisa el cumplimiento por las mismas de la normativa de 
prevención del blanqueo de capitales a la que se encuentran sujetas.
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4.º) Información sobre la actividad y características de la filial que se considere relevante 
desde la perspectiva de la prevención del blanqueo de capitales especificando, en su caso, 
los factores de riesgo apreciados.

i. descripción;
d. Procedimientos y políticas de prevención del blanqueo de capitales de filiales y 

sucursales extranjeras respecto a los exigidos por la normativa española.
i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.
e. Medidas establecidas por el sujeto obligado para garantizar que sus sucursales y 

filiales en el extranjero tienen establecidos procedimientos internos adecuados para prevenir 
e impedir la realización de operaciones relacionadas con el blanqueo de capitales y 
procedimientos establecidos en el caso de que las leyes o reglamentos locales impidan o 
hagan ineficaces aquéllos.

i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.

12. Agentes y otros mediadores
a. Manuales de procedimientos aplicables a agentes, mediadores y otros representantes, 

señalando las especificidades respecto a la normativa interna general descrita en el apartado 
1, con indicación expresa del ámbito de aplicación, forma de distribución entre agentes 
mediadores y otros representantes, y fechas de aprobación, entrada en vigor y última 
actualización.

i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.
b. Medidas de control de la actuación de agentes, mediadores y otros representantes y 

su cumplimiento de la normativa de prevención del blanqueo de capitales.
i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.
c. Política de formación de agentes, mediadores y otros representantes en los términos 

previstos en el apartado 10.
i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.
d. Resumen de los aspectos relativos a la prevención del blanqueo de capitales incluidos 

en las cláusulas contractuales contenidas en los contratos de agencia o mediación.
i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.

13. Verificación interna
a. Labor de la auditoría interna en relación con los órganos responsables de la 

prevención del blanqueo de capitales, con indicación expresa de las personas encargadas, 
contenido, periodicidad, si se realiza presencialmente o a distancia, y entidades auditadas.

i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.
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b. En el caso de los sujetos obligados por el régimen especial que opten por realizar el 
examen externo cada tres años, descripción de las principales conclusiones del último 
informe interno anual por el que se evalúa la efectividad operativa de sus procedimientos y 
órganos de control interno y comunicación.

i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.

14. Otros extremos relevantes no cubiertos por los apartados anteriores
i. descripción;
ii. valoración de la eficacia operativa;
iii. deficiencias detectadas; rectificaciones o mejoras propuestas.
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§ 21

Orden EHA/2619/2006, de 28 de julio, por la que se desarrollan 
determinadas obligaciones de prevención del blanqueo de capitales 
de los sujetos obligados que realicen actividad de cambio de moneda 

o gestión de transferencias con el exterior

Ministerio de Economía y Hacienda
«BOE» núm. 190, de 10 de agosto de 2006

Última modificación: 6 de mayo de 2014
Referencia: BOE-A-2006-14513

Esta norma continúa vigente en cuanto no se oponga a lo dispuesto en el Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 
de abril, aprobado por Real Decreto 304/2014, de 5 de mayo, según establece su disposición derogatoria 
única. Ref. BOE-A-2014-4742.

Las transferencias con el exterior y la actividad de cambio de moneda han sido 
reiteradamente identificadas por diversos organismos e instituciones internacionales como 
sectores vulnerables en relación con el blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo. 
Consecuentemente, el Reglamento de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre 
determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales, aprobado por Real Decreto 
925/1995, de 9 de junio, tras la reforma operada por el Real Decreto 54/2005, de 21 de 
enero, las califica expresamente en su artículo 3.5 como áreas de negocio y actividades 
«sensibles», lo que obliga a aplicar medidas adicionales de identificación y conocimiento del 
cliente para controlar el riesgo de blanqueo de capitales.

Por otra parte, la actividad de gestión de transferencias con el exterior se ha ido 
convirtiendo en uno de los negocios con un mayor crecimiento y atractivo comercial, 
principalmente por el hecho más que notable de que su base principal de potenciales 
clientes, los extranjeros residentes en España, se ha cuadruplicado en los últimos ocho 
años. Como resultado, a los establecimientos que tradicionalmente se dedicaban a estas 
operaciones se han unido progresivamente otras entidades, ampliando los sujetos obligados 
que se dedican a dicha actividad y exigiendo, en consecuencia, una igualdad en el 
tratamiento de la normativa de prevención del blanqueo de capitales que evite distorsiones o 
ventajas injustificadas, directas o indirectas, para ninguna de las distintas categorías de 
sujetos, salvo que sus propias características aconsejen determinadas especificaciones. Una 
exigencia similar de «neutralidad regulatoria» puede afirmarse en lo que concierne a la 
fijación de las condiciones para la aplicación de la normativa de prevención del blanqueo de 
capitales a los diferentes sujetos obligados que, con mayor o menor volumen de actividad, 
desempeñan la actividad de compra o venta de moneda extranjera o cheques de viaje.

En este punto, es importante destacar la trascendencia de estas operaciones tanto para 
los países receptores de las transferencias como para sectores de la economía nacional 
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como el turismo. Consecuentemente, en desarrollo del Reglamento de la Ley 19/1993, de 28 
de diciembre, la presente Orden se orienta a cohonestar razonablemente las necesidades de 
la prevención del blanqueo de capitales con la conveniencia de mantener en un nivel 
razonable las exigencias regulatorias impuestas a esta actividad empresarial.

El artículo 1 fija el ámbito de aplicación de la Orden que se extiende a todos los sujetos 
obligados en materia de prevención del blanqueo de capitales que realicen actividad de 
cambio de moneda o gestión de transferencias con el exterior respecto de las operaciones 
que no sean objeto de cargo o abono en cuenta del cliente en la entidad. No obstante, debe 
subrayarse que la Orden no regula íntegramente el régimen jurídico de prevención del 
blanqueo de capitales aplicable a estas actividades, limitándose a desarrollar determinadas 
obligaciones de prevención en las que se estima que son necesarias o convenientes ciertas 
precisiones, por apreciarse que en las restantes son suficientemente precisas las exigencias 
contenidas en el Reglamento de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre.

El artículo 2 establece determinadas especificaciones en materia de identificación, en la 
medida en que las operaciones de cambio de moneda o gestión de transferencias se 
realicen sin que medie cargo o abono en cuenta del cliente. Asimismo, al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 3.7.c) del Reglamento de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, se 
regula la ejecución de transferencias con el exterior ordenadas por clientes que no se 
encuentren físicamente presentes a través de medios telefónicos, electrónicos o telemáticos.

El artículo 3 regula la conservación de documentos, estableciendo criterios concretos en 
relación con los distintos tipos de documentación exigidos por la normativa.

Finalmente, el artículo 4 puede calificarse como el más significativo de la presente 
Orden, en cuanto se orienta a proporcionar a los sujetos obligados principios precisos 
respecto de las medidas de control interno. El artículo 3.7 de la Ley 19/1993, de 28 de 
diciembre, configura como uno de los deberes esenciales de los sujetos obligados el de 
«establecer procedimientos y órganos adecuados de control interno y de comunicación a fin 
de prevenir e impedir la realización de operaciones relacionadas con el blanqueo de 
capitales». El recurso al concepto jurídico indeterminado de «adecuación» en la calificación 
de los procedimientos y órganos de control interno aparece, en el ámbito de la legislación de 
prevención del blanqueo de capitales, como inevitable dada la extrema amplitud y 
heterogeneidad de los sujetos obligados: desde esta perspectiva resulta evidente que sería 
imposible establecer legislativamente medidas de control interno que fueran «adecuadas» 
simultáneamente para el gran banco internacional [sujeto obligado de conformidad con el 
artículo 2.1.a) del Reglamento] y para el joyero o el anticuario [artículo 2.2, párrafos e) y f)]. 
En este contexto, resulta sumamente conveniente que mediante normas de rango inferior 
dirigidas a categorías concretas de sujetos obligados se proporcionen a éstos principios que 
reduzcan el «margen de incertidumbre» en el diseño e implantación de las medidas de 
control interno. Éste es precisamente el objeto del artículo 4 de la Orden que trata de 
concretar normativamente el concepto de adecuación a través de dos técnicas. En primer 
lugar (artículo 4.2), estableciendo el contenido y alcance mínimo de las medidas de control 
interno, si bien reconociendo un amplio margen para la organización interna del sujeto 
obligado. Y en segundo lugar (artículo 4.3), concretando el concepto de adecuación por 
referencia a los resultados que las medidas de control interno han de obtener.

La presente Orden se dicta al amparo de la habilitación normativa contenida en la 
disposición final primera del Real Decreto 925/1995, de 9 de junio, conforme a la cual, el 
Ministro de Economía y Hacienda, previo cumplimiento de los trámites legales oportunos, 
dictará cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo del Reglamento de la Ley 
19/1993, de 28 de diciembre.

En su virtud, dispongo:

Artículo 1.  Ámbito de aplicación.
1. La presente Orden desarrolla las obligaciones de identificación de los clientes, 

conservación de documentos y establecimiento de procedimientos y órganos de control 
interno y de comunicación de los sujetos a que se refiere el artículo 2 de la Ley 19/1993, de 
28 de diciembre, sobre determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales, que 
realicen actividad de cambio de moneda o gestión de transferencias con el exterior.
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2. Los sujetos obligados a que se refiere el apartado anterior quedarán sometidos a lo 
dispuesto en la presente Orden respecto de las operaciones que no sean objeto de cargo o 
abono en cuenta del cliente en la entidad, con independencia de que las mismas sean 
realizadas en sus establecimientos o locales de negocio o a través de agentes u otras 
personas físicas o jurídicas que actúen como mediadores o intermediarios de aquéllos. A 
estos efectos, se entenderá por «red» tanto los establecimientos o locales de negocio del 
sujeto obligado como los de sus agentes, mediadores o intermediarios.

Artículo 2.  Identificación de los clientes.
1. En el momento de efectuar cualesquiera operaciones, los sujetos obligados exigirán 

de sus clientes la presentación de los documentos de identificación a que se refieren los 
apartados 2 y 3 del artículo 3 del Reglamento de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre.

2. Los sujetos obligados deberán, en todo caso, aplicar medidas adicionales de 
identificación y conocimiento del cliente que intervenga en operaciones cuyo importe, bien 
singular, bien acumulado en cada trimestre natural, supere 3.000 euros en el caso de 
transferencias con el exterior o 6.000 euros en el de cambio de moneda.

3. Los sujetos obligados podrán ejecutar transferencias con el exterior ordenadas por 
clientes que no se encuentren físicamente presentes a través de medios telefónicos, 
electrónicos o telemáticos siempre que se verifiquen los siguientes requisitos:

a) la identidad del cliente quede acreditada mediante la aportación de una clave de 
identificación,

b) la provisión de fondos sea ingresada por el cliente en una cuenta corriente a nombre 
del sujeto obligado abierta en España, y

c) la operación sea documentada en los términos del artículo 3.3 de la presente Orden, 
cumpliendo la clave de identificación la función de firma del cliente.

La concesión de una clave para operar por medios telefónicos, electrónicos o telemáticos 
exigirá en todo caso la previa identificación presencial del cliente en los términos de los 
apartados 1 y 2 del presente artículo. El órgano de control interno del sujeto obligado 
estudiará la solicitud de la clave, que se formalizará en un formulario específico firmado por 
el cliente, analizará el perfil de riesgo del solicitante a partir de los datos y documentos 
aportados y decidirá por escrito acerca de su concesión.

Los sujetos obligados custodiarán con la máxima diligencia las claves de identificación 
de sus clientes, exigiendo preceptiva e inexcusablemente su comunicación por parte del 
ordenante como requisito previo para autorizar la ejecución de cada operación concreta. Los 
sujetos obligados comprobarán cada año la vigencia de todos los datos exigidos para la 
concesión de la clave, actualizando dichos datos si se hubiera producido alguna 
modificación. Este acto de comprobación anual exigirá en todo caso la presencia física del 
cliente y su efectiva realización deberá quedar acreditada documentalmente.

4. A los efectos de la presente Orden se reputará «cliente» al ordenante en las 
transferencias emitidas, al beneficiario en las transferencias recibidas, y al portador de la 
moneda o cheques de viaje en las operaciones de cambio.

Artículo 3.  Conservación de documentos.
1. Los sujetos obligados conservarán durante seis años la siguiente documentación:
a) Copia de los documentos exigidos para la identificación de los clientes, incluidos, 

cuando proceda, los relativos a su actividad profesional o empresarial.
b) Original de los formularios o boletas que, con fuerza probatoria, acrediten 

adecuadamente la realización de todas las operaciones ejecutadas en su red.
Los sujetos obligados conservarán asimismo durante seis años los registros de todas las 

operaciones realizadas en su red en un soporte informático del que será responsable el 
sujeto obligado. Este soporte deberá permitir facilitar los datos al Servicio Ejecutivo de la 
Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o a 
cualesquiera otros órganos legalmente habilitados.

El plazo de conservación de seis años será también aplicable a los documentos a que se 
refiere el artículo 2.3 de la presente Orden.
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2. Las copias de los documentos de identificación de los clientes podrán ser 
almacenadas en soporte físico o mediante uso de soportes ópticos, magnéticos o 
electrónicos que garanticen su integridad, la correcta lectura de los datos, la imposibilidad de 
manipulación y su adecuada conservación y localización.

3. Los formularios o boletas, que en todo caso serán firmados por el cliente y por un 
empleado o agente del sujeto obligado, contendrán, como mínimo, la siguiente información:

a) Nombre y apellidos del cliente. En el caso de personas jurídicas, se hará constar su 
denominación o razón social y el nombre y apellidos del representante, apoderado o 
autorizado que actúe en su nombre.

b) Tipo y número del documento de identificación exhibido. NIF o NIE de conformidad 
con las disposiciones vigentes.

c) Domicilio del cliente en España. En el supuesto a que se refiere el artículo 2.2 de la 
presente Orden, el sujeto obligado exigirá la aportación por parte del cliente de 
documentación relativa a su lugar de estancia permanente o temporal en España cuando en 
el documento de identificación exhibido conste un domicilio extranjero.

d) Moneda e importe de la operación, con expresión, en su caso, del contravalor en 
euros.

e) Nombre y apellidos o denominación o razón social del beneficiario en las 
transferencias emitidas y del ordenante en las transferencias recibidas.

f) País de destino en las transferencias emitidas y país de origen en las transferencias 
recibidas.

g) Tipo de operación: transferencia emitida, transferencia recibida, cambio de moneda o 
cheques de viaje.

h) Concepto en que se realiza la operación.
4. Si el cliente no pudiese o se negase a aportar la documentación requerida, el sujeto 

obligado no ejecutará la operación, quedando registrada como operación no ejecutada junto 
con los datos que se hayan podido obtener. Estas operaciones serán incluidas en la 
comunicación mensual de operaciones al Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención 
del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.

Artículo 4.  Medidas de control interno.
1. Los sujetos obligados establecerán procedimientos y órganos adecuados de control 

interno y de comunicación para detectar, prevenir e impedir la realización de operaciones 
relacionadas con el blanqueo de capitales.

Las medidas de control interno a que se refiere la presente Orden se aplicarán de forma 
homogénea en toda la red del sujeto obligado.

2. Las medidas de control interno que establezcan los sujetos obligados constarán en 
todo caso por escrito y comprenderán, como mínimo, los siguientes aspectos:

a) La política de admisión de clientes del sujeto obligado con una descripción precisa de 
los clientes que potencialmente puedan implicar un riesgo superior al promedio y de las 
medidas a adoptar para mitigarlo.

b) Un procedimiento estructurado de identificación de clientes, que incluirá la periódica 
actualización de la información exigible de conformidad con el artículo 2.2 de la presente 
Orden. La actualización será en todo caso preceptiva cuando se verifique un cambio 
relevante en la actividad del cliente que pudiera influir en su perfil de riesgo.

c) Una relación de operaciones susceptibles de estar particularmente vinculadas con el 
blanqueo de capitales, a cuyos efectos, los sujetos obligados tomarán en consideración el 
Catálogo de Operaciones de Riesgo aprobado por la Comisión de Prevención del Blanqueo 
de Capitales e Infracciones Monetarias.

d) Una descripción detallada de los flujos internos de información, con instrucciones 
precisas al personal y a los agentes del sujeto obligado sobre cómo proceder en caso de 
operativa sospechosa o inusual.

e) Un procedimiento para la detección de operaciones sospechosas o inusuales, con una 
descripción de las herramientas o aplicaciones informáticas implantadas y de los criterios o 
parámetros de captura.
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f) Un procedimiento estructurado de examen de las operaciones sospechosas o 
inusuales, que concretará de forma precisa las fases del proceso de análisis y las fuentes de 
información a emplear, formalizando por escrito el resultado del examen.

g) Una descripción detallada del funcionamiento del órgano de control interno, que 
incluirá su composición, competencias y periodicidad.

h) La identidad del representante encargado de comunicar operaciones al Servicio 
Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias 
y de facilitar la información requerida por éste en el ejercicio de sus competencias.

i) Las medidas para asegurar el conocimiento de la normativa interna por parte de los 
empleados y agentes del sujeto obligado, incluida la periódica difusión de la misma y la 
realización de acciones formativas de conformidad con un plan anual.

j) Las medidas a adoptar para verificar el cumplimiento de la normativa interna por parte 
de los empleados y agentes del sujeto obligado.

k) Las medidas adoptadas para asegurarse de que los corresponsales del sujeto 
obligado disponen de procedimientos adecuados de prevención del blanqueo de capitales. 
En todo caso, respecto de cualesquiera transferencias en que intervengan los sujetos 
obligados registrarán los datos del corresponsal o entidad pagadora en el extranjero.

l) La periódica actualización de las medidas de control interno, a la luz de los desarrollos 
observados en el sector y del análisis de la propia operativa del sujeto obligado.

m) En su caso, el procedimiento para la concesión de la clave de identificación para 
operar por medios telefónicos, electrónicos o telemáticos, incluido el análisis del perfil de 
riesgo del cliente.

3. Los procedimientos de control interno se considerarán adecuados cuando permitan al 
sujeto obligado como mínimo:

a) Centralizar, gestionar, controlar y almacenar de modo eficaz la documentación e 
información de sus clientes y de las operaciones que se realicen en su red.

b) Agregar diariamente todas las operaciones realizadas en su red a fin de detectar 
potenciales fraccionamientos y operaciones conectadas.

c) Determinar, con carácter previo a la ejecución de la operación, si procede el 
conocimiento y verificación de la actividad profesional o empresarial del cliente.

d) Detectar cambios en el comportamiento operativo de los clientes o inconsistencias con 
su perfil de riesgo.

e) Impedir de forma automática la ejecución de transacciones cuando no consten 
completos los datos obligatorios del cliente o de la operación.

f) Impedir de forma automática la ejecución de transacciones por parte de personas o 
entidades sujetas a prohibición de operar.

g) Seleccionar automáticamente para su análisis operaciones de riesgo en función de 
criterios o parámetros predeterminados.

h) Mantener una comunicación directa del órgano de control interno con la red.
i) Atender de forma rápida, segura y eficaz los requerimientos de información del Servicio 

Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias.

j) Cumplimentar la comunicación mensual de operaciones al Servicio Ejecutivo de la 
Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o, en su caso, 
la comunicación semestral negativa.

4. Los sujetos obligados aplicarán medidas de seguridad de nivel medio, de conformidad 
con lo establecido en el Reglamento de medidas de seguridad de los ficheros automatizados 
que contengan datos de carácter personal, aprobado por Real Decreto 994/1999, de 11 de 
junio.

Disposición final única.  Entrada en vigor.
La presente Orden entrará en vigor a los seis meses de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».
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§ 22

Orden ETD/1217/2022, de 29 de noviembre, por la que se regulan las 
declaraciones de movimientos de medios de pago en el ámbito de la 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del 

terrorismo

Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital
«BOE» núm. 294, de 8 de diciembre de 2022

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2022-20714

En la era de la digitalización y el dinero virtual, los movimientos de medios de pago 
anónimos siguen representando una seria amenaza para la prevención del blanqueo de 
capitales y de la financiación del terrorismo. Así lo corroboran los sucesivos estudios 
realizados tanto a nivel internacional por el Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI) 
y sus organismos regionales; como a nivel de la Unión Europea por la propia Comisión 
Europea, que en su Análisis Supranacional de Riesgos apunta el elevado riesgo que 
presentan los movimientos de efectivo en frontera por encima de determinados umbrales; 
como a nivel nacional por la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e 
Infracciones Monetarias, quien en su Análisis Nacional de Riesgos del Blanqueo de 
Capitales y de la Financiación del Terrorismo ha señalado que, pese a la disminución del 
efectivo como forma de pago, persiste un riesgo muy elevado de emplearlo para blanquear 
dinero y que sus especiales características –anonimato, fácil transporte o ausencia de 
trazabilidad– lo convierten en un medio idóneo para la financiación del terrorismo.

Para hacer frente a estas amenazas, se han tomado distintas iniciativas a nivel 
internacional, de la Unión Europea y nacional.

A nivel internacional, el GAFI aprobó en 1990 Cuarenta Recomendaciones para combatir 
el blanqueo de capitales, la financiación del terrorismo y otras amenazas relacionadas con la 
integridad del sistema financiero internacional, recomendaciones que han sido revisadas en 
1996, 2001, 2012 y 2022. La Recomendación 32 es la que desde 1990 se ha referido al 
«transporte de efectivo» y, desde entonces, lleva recomendando a los Estados establecer 
una serie de medidas de control del transporte físico transfronterizo de medios de pago al 
portador. La redacción actual de las recomendaciones sugiere que los Estados exijan una 
declaración previa de transporte de efectivo, regulen los mecanismos para la detección de 
aquellos movimientos realizados sin dicha declaración y establezcan sanciones eficaces, 
proporcionales y disuasivas en caso de que se incumpla la regulación establecida.

A nivel de la Unión Europea, el Reglamento (CE) n.º 1889/2005, del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 26 de octubre de 2005, relativo a los controles de la entrada o salida de 
dinero efectivo de la Comunidad, estableció la regulación de los mecanismos de control del 
transporte de efectivo. Esta primera regulación europea se ha visto modificada por sucesivos 
Reglamentos, que inciden en la necesidad del control del movimiento transfronterizo de 
medios de pago. El último de ellos, el Reglamento (UE) 2018/1672, del Parlamento Europeo 
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y del Consejo, de 23 de octubre de 2018, relativo a los controles de entrada y salida de 
efectivo de la Unión y por el que se deroga el Reglamento (CE) n.º 1889/2005, establece 
nuevas obligaciones para todos los Estados miembros y permite, como señala su 
considerando noveno, que los Estados miembros puedan establecer, en sus respectivos 
ordenamientos jurídicos nacionales, controles internos adicionales.

A nivel nacional, han sido numerosas las normas adoptadas para prevenir el blanqueo 
de capitales, tanto legales como reglamentarias.

A nivel legal, cabe destacar la Ley 40/1979, de 10 de diciembre, sobre régimen jurídico 
de control de cambios; la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre determinadas medidas de 
prevención del blanqueo de capitales; la Ley 19/2003, de 4 de julio, sobre régimen jurídico 
de los movimientos de capitales y de las transacciones económicas con el exterior y sobre 
determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales; así como la vigente Ley 
10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del 
terrorismo, que ha sido objeto de reciente modificación por el Real Decreto-ley 7/2021, de 27 
de abril, de transposición de directivas de la Unión Europea en las materias de competencia, 
prevención del blanqueo de capitales, entidades de crédito, telecomunicaciones, medidas 
tributarias, prevención y reparación de daños medioambientales, desplazamiento de 
trabajadores en la prestación de servicios transnacionales y defensa de los consumidores, 
con la finalidad de adecuar el marco normativo español al Reglamento (UE) 2018/1672, de 
23 de octubre.

A nivel reglamentario, cabe recordar, en primer término, el Reglamento de la Ley 
19/1993, de 28 de diciembre, sobre determinadas medidas de prevención del blanqueo de 
capitales, aprobado por Real Decreto 925/1995, de 9 de junio, que fue modificado por el 
Real Decreto 54/2005, de 21 de enero, por el que se modifican el Reglamento de la Ley 
19/1993, de 28 de diciembre, sobre determinadas medidas de prevención del blanqueo de 
capitales, aprobado por el Real Decreto 925/1995, de 9 de junio, y otras normas de 
regulación del sistema bancario, financiero y asegurador; en desarrollo de lo anterior y en 
materia de declaraciones previas de medios de pago se dictó la Orden EHA/1439/2006, de 3 
de mayo, reguladora de la declaración de movimientos de medios de pago en el ámbito de la 
prevención del blanqueo de capitales.

En segundo término, el Real Decreto 304/2014, de 5 de mayo, por el que se aprueba el 
Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de 
la financiación del terrorismo, que derogó el Real Decreto 925/1995, pero dejó vigente 
algunas de las órdenes que lo desarrollaban, en la medida en que no fueran contrarias a lo 
que en él estuviera establecido, entre ellas la Orden EHA/1439/2006, de 3 de mayo, 
reguladora de la declaración de movimientos de medios de pago en el ámbito de la 
prevención del blanqueo de capitales. La entrada en vigor del Reglamento (UE) 2018/1672, 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2018, hace que sea necesario 
adaptar el marco normativo español a los nuevos requerimientos de información exigidos en 
la normativa europea y, por ello, se aprueba una nueva orden para regular las declaraciones 
de medios de pago en sustitución de la que hasta ahora ha estado vigente.

En este sentido, el artículo 1 de la orden establece su objeto y ámbito de aplicación 
refiriéndose a los modelos, criterios y forma de declaración que se aplicarán a quienes 
realicen los movimientos de medios de pago previstos en la nueva redacción del artículo 
34.4 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

En los artículos 2 y 3 se establecen las distintas modalidades de movimientos de pago 
sometidos a declaración previa, así como los modelos de declaración aplicables a cada uno 
de ellos. Destaca, como novedad, la creación del modelo S-2 para la declaración de 
movimientos de medios de pago no acompañados en caso de salida o entrada en territorio 
nacional con destino o procedentes de un Estado Miembro de la Unión Europea y para los 
movimientos dentro del territorio nacional no acompañados. Se mantiene el modelo S-1 para 
la declaración de movimientos de medios de pago, cuando sean portados por persona física, 
bien en el interior del territorio nacional, bien en caso de salida o entrada en territorio 
nacional con destino o procedentes de un Estado Miembro de la Unión Europea. Por su 
parte, el resto de movimientos sujetos a declaración, requerirán de la cumplimentación y 
presentación de los modelos aprobados por el Reglamento de Ejecución (UE) 2021/776 de 
la Comisión, de 11 de mayo de 2021, por el que se establecen los modelos de determinados 
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formularios, así como las normas técnicas para el intercambio efectivo de información en 
virtud del Reglamento (UE) 2018/1672 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de 
octubre de 2018, relativo a los controles de la entrada o salida de efectivo de la Unión. A 
dichos modelos, esta orden les asigna la denominación de modelo E-1 (para movimientos 
acompañados) o modelo E-2 (para movimientos no acompañados).

En los artículos 4 y 5 se regulan, respectivamente, los requisitos de cumplimentación y 
presentación de los modelos de declaración. En ambos casos se recoge la posibilidad de 
hacerlo, bien presencialmente, bien por medios electrónicos, cumpliendo determinados 
requisitos.

Los artículos 6, 7, 8, 9 y 10 contemplan los requisitos particulares que se exigen para 
presentar los distintos tipos de declaración en función del movimiento de que se trate.

En el artículo 11 se recoge la posibilidad de que, en determinados supuestos, las 
entidades de crédito registradas puedan diligenciar las declaraciones presentadas por sus 
clientes, si bien distinguiendo entre los supuestos de salida del territorio nacional y los 
movimientos por territorio nacional de medios de pago.

En el artículo 12, relativo a la intervención de medios de pago, se fija el mínimo de 
supervivencia, se establece el modelo de acta de intervención y se desarrolla el destino de 
los medios de pago intervenidos.

Finalmente, la orden se completa con determinada información que se debe facilitar a los 
viajeros (artículo 13), referencias a la comunicación sistemática de operaciones (artículo 14) 
o la obligación de colaboración administrativa en este ámbito (artículo 15).

En el procedimiento de elaboración de esta orden se ha tenido en cuenta lo dispuesto en 
la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, de modo que se han recibido informes de 
la Abogacía del Estado, del Ministerio de Justicia, del Ministerio de Asuntos Exteriores y 
Cooperación, del Ministerio de Política Territorial, del Ministerio de Hacienda y Función 
Pública, del Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, del Ministerio de 
Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática, del Ministerio de Consumo, 
Ministerio del Interior, Agencia Española de Protección de Datos y de la Secretaría General 
Técnica del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital.

Asimismo, se han tenido en consideración los principios de buena regulación recogidos 
en el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas.

Por lo que se refiere a los principios de necesidad y eficacia, la aprobación de esta orden 
supone la adecuación del ordenamiento jurídico español al derecho de la Unión Europea. 
Además, el instrumento utilizado es el habilitado por el artículo 34.4 de la Ley 10/2010 y la 
disposición adicional segunda del Real Decreto 304/2014 de 5 de mayo, por el que se 
aprueba el Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 de mayo, de prevención del blanqueo de 
capitales y de la financiación del terrorismo, de 28 de abril, que permite una adaptación ágil y 
rápida a normas ya directamente aplicables.

En cuanto al principio de proporcionalidad, esta orden ministerial establece los requisitos 
apropiados exigibles al movimiento de dinero en efectivo de manera armonizada para todos 
los Estados Miembros de la Unión Europea, y se mantienen las obligaciones nacionales ya 
vigentes, previstas en la Ley 10/2010, de 28 de abril.

En relación con el principio de eficiencia, esta orden ministerial no impone cargas 
administrativas innecesarias, y su desarrollo se ha producido con la mayor celeridad.

En aras a garantizar el principio de seguridad jurídica, con esta orden se consigue 
clarificar, conforme a la normativa nacional y de la Unión Europea, los procedimientos de 
gestión y los modelos de declaración relativos a los movimientos de medios de pago, 
intracomunitarios, extracomunitarios y nacionales.

Asimismo, la tramitación de la norma garantiza el principio de transparencia, y su 
elaboración ha cumplido con los trámites de consulta previa y de audiencia e información 
públicas contemplados en el artículo 133 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, y en el artículo 
26 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno.

La aprobación de los modelos S-1 y S-2 se realiza al amparo de la habilitación a la 
persona titular del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital establecida en 
el artículo 34.4.b) de la Ley 10/2010, de 28 de abril. Ambos modelos se incorporan como 
anexos I y II, respectivamente.
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La habilitación para dictar esta orden se encuentra en el artículo 34.4 de la Ley 10/2010, 
de 28 de abril, que habilita a la persona titular del Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital a regular tanto los modelos de declaración de medios de pago (letra 
b) como la forma y lugar para dar por cumplida la obligación de declarar medios de pago 
(último párrafo); y en la disposición final segunda del Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 
de abril, que habilita a la persona titular del Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital a desarrollar la regulación de la intervención de medios de pago.

En su virtud, con la aprobación previa de la persona titular del Ministerio de Hacienda y 
Función Pública, de acuerdo con el Consejo de Estado, dispongo:

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
Esta orden tiene por objeto determinar los modelos, criterios y forma de declaración que 

serán de aplicación a quienes, actuando por cuenta propia o de tercero, realicen los 
movimientos de medios de pago previstos en el artículo 34 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, 
de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.

Artículo 2.  Modalidades de movimientos de medios de pago sometidos a declaración 
previa.

1. Movimientos hacia o desde Estados que no formen parte de la Unión Europea:
a) Movimientos de entrada o salida en territorio nacional de medios de pago, portados 

por persona física, procedentes o con destino a un Estado que no forme parte de la Unión 
Europea, previstos en la letra a) del artículo 34.1 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

b) Movimientos de entrada o salida en territorio nacional de medios de pago no 
acompañados procedentes o con destino a un Estado que no forme parte de la Unión 
Europea, previstos en el artículo 34.2 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

2. Movimientos hacia o desde Estados Miembros de la Unión Europea:
a) Movimientos de entrada o salida en territorio nacional de medios de pago, portados 

por persona física, procedentes o con destino a un Estado que forme parte de la Unión 
Europea, previstos en la letra a) del artículo 34.1 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

b) Movimientos de entrada o salida en territorio nacional de medios de pago no 
acompañados procedentes o con destino a un Estado que forme parte de la Unión Europea, 
previstos en el artículo 34.2 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

3. Movimientos por territorio nacional de medios de pago, acompañados o no, previstos 
en la letra b) del artículo 34.1 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

Artículo 3.  Modelos de declaración.
1. Para cumplir la obligación de declaración establecida en el artículo 2.1.a) se requiere 

cumplimentar y presentar el modelo establecido en el anexo I, parte 1 del Reglamento de 
Ejecución (UE) 2021/776 de la Comisión de 11 de mayo de 2021 por el que se establecen 
los modelos de determinados formularios, así como las normas técnicas para el intercambio 
efectivo de información en virtud del Reglamento (UE) 2018/1672 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 23 de octubre de 2018, relativo a los controles de la entrada o salida de 
efectivo de la Unión. Este modelo de declaración recibirá la denominación de modelo E-1.

2. Para cumplir con la obligación de declaración establecida en los artículos 2.2.a) y 2.3 
en el caso de movimientos por territorio nacional acompañados se requiere cumplimentar y 
presentar el modelo S-1, que se aprueba por esta orden y se incorpora como anexo I.

3. Para cumplir con la obligación de declaración establecida en el artículo 2.1.b) se 
requiere cumplimentar y presentar el modelo establecido en el anexo I, parte 2 del 
Reglamento de Ejecución (UE) 2021/776 de la Comisión, de 11 de mayo de 2021. Este 
modelo de declaración recibirá la denominación de modelo E-2.

4. Para cumplir con la obligación de declaración establecida en el artículo 2.2.b) y 2.3 
cuando se trate de movimientos por territorio nacional no acompañados se deberá 
cumplimentar y presentar el modelo S-2, que se aprueba por esta orden y se incorpora como 
anexo II.
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5. Estos modelos de declaración podrán obtenerse en las oficinas de los órganos con 
competencias en materia de Aduanas e Impuestos Especiales de la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria (en adelante, Agencia Tributaria) y en las Delegaciones de 
Economía y Hacienda. Los referidos modelos estarán también disponibles a través de las 
páginas Web del Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales 
e Infracciones Monetarias (https://www.sepblac.es), de la Agencia Tributaria (https://
sede.agenciatributaria.gob.es) y del Tesoro Público (https://www.tesoro.es).

6. El modelo de declaración, independientemente del tipo de movimiento efectuado, será 
válido para realizar una única operación de transporte, con las excepciones que se 
establecen en el artículo 9.3.

Artículo 4.  Cumplimentación de los modelos de declaración.
1. Los modelos de declaración se cumplimentarán en papel impreso o por medios 

electrónicos, siguiendo las instrucciones que figuran en el propio modelo de declaración o en 
la sede electrónica de la Agencia Tributaria.

2. La cumplimentación del modelo de declaración no equivale a su presentación.

Artículo 5.  Presentación de los modelos de declaración.
1. El modelo de declaración, una vez íntegramente cumplimentado, podrá ser 

presentado de forma presencial o por medios electrónicos, con carácter previo al movimiento 
de los medios de pago, de conformidad con los requisitos establecidos en este artículo.

2. Tanto en los supuestos de presentación de la declaración de forma presencial como 
electrónica, cuando no se haya comprobado la veracidad de los medios de pago 
acompañados por los Servicios de Aduanas en el momento de la entrada o salida del 
territorio nacional, la mera declaración no acreditará frente a la Administración o a terceros el 
movimiento efectivo de los medios de pago.

3. La presentación de forma presencial deberá realizarse:
a) Ante los Servicios de Aduanas de las Delegaciones Especiales, de las Delegaciones 

de la Agencia Tributaria o de las Administraciones de Aduanas e Impuestos Especiales 
integradas en ellas (en adelante, Servicios de Aduanas).

b) En el caso de movimientos por territorio nacional de medios de pago, además, en las 
entidades de crédito, de acuerdo con lo previsto en el artículo 11.

Los Servicios de Aduanas o las entidades de crédito, tras comprobar la identidad del 
declarante, que se ha cumplimentado íntegramente la declaración y, en su caso, comprobar 
la veracidad de los datos declarados y los medios de pago que ampara, procederán a su 
validación con la firma de la declaración y con indicación expresa de la fecha de 
presentación.

El ejemplar del interesado le será devuelto a éste y deberá ser exhibido por el declarante 
y acompañar al portador como justificante de la presentación de la declaración.

4. Quien hubiera cumplimentado el modelo de declaración por medios electrónicos podrá 
optar por presentar electrónicamente la declaración en la sede electrónica de la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria utilizando los sistemas de identificación, autenticación y 
firma electrónica reconocidas normativamente.

El sistema presentará en pantalla la declaración validada con un código seguro de 
verificación, indicando la fecha y hora de presentación. La declaración deberá acompañar al 
portador como justificante de su presentación, constituyendo prueba de ello el Código 
Seguro de Verificación otorgado por el sistema informático.

5. Independientemente del lugar y forma de presentación, la declaración será exhibida 
sin previo requerimiento ante los Servicios de Aduanas permanentes del puesto fronterizo y 
cuando sea requerido por Servicios de Aduanas distintos de los anteriores y las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad.

6. Los datos de la declaración recibidos por los Servicios de Aduanas deberán remitirse 
por vía electrónica al Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de 
Capitales e Infracciones Monetarias en el plazo de quince días desde la fecha de su 
presentación.
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Artículo 6.  Lugar y forma de presentación de la declaración en caso de salida o entrada en 
territorio español de medios de pago portados por persona física con destino o procedentes 
de un Estado que no forme parte de la Unión Europea.

1. El modelo de declaración que se deberá cumplimentar en estos supuestos es el 
modelo E-1.

2. En caso de salida o entrada en territorio nacional de medios de pago por importe igual 
o superior a 10.000 euros o su contravalor en moneda extranjera por persona y movimiento, 
el portador presentará la declaración de los medios de pago, sin necesidad de requerimiento, 
ante los Servicios de Aduanas de la Agencia Tributaria, con carácter previo a cualquier 
actividad fiscalizadora de la Administración.

Artículo 7.  Lugar y forma de presentación de la declaración en caso de salida o entrada en 
territorio nacional de medios de pago portados por persona física con destino o procedentes 
de un Estado Miembro de la Unión Europea.

1. El modelo de declaración que se deberá cumplimentar en estos supuestos es el 
modelo S-1.

2. En caso de que la salida o entrada en territorio nacional de medios de pago por 
importe igual o superior a 10.000 euros o su contravalor en moneda extranjera por persona y 
movimiento, se realice por un paso fronterizo en el que existen Servicios de Aduanas, el 
portador procederá en la forma prevista en los artículos 5 y 6.

3. En caso de que la salida o entrada en territorio nacional de medios de pago por 
importe igual o superior a 10.000 euros o su contravalor en moneda extranjera por persona y 
movimiento se realice por un paso fronterizo en el que no existen Servicios de Aduanas, el 
portador deberá presentar la declaración, con carácter previo al movimiento, electrónica o 
presencialmente.

La declaración válidamente presentada acompañará al portador junto con los medios de 
pago, para su exhibición y verificación si le fuera requerida por los Servicios de Aduanas o 
los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad.

Artículo 8.  Lugar y forma de presentación de la declaración en caso de salida o entrada en 
territorio nacional de medios de pago no acompañados.

1. Los modelos de declaración que se deberán cumplimentar en estos supuestos serán 
los modelos S-2 o E-2, según corresponda.

2. En el supuesto de salida del territorio nacional de medios de pago no acompañados, el 
remitente o su representante presentará la declaración de forma presencial ante los 
Servicios de Aduanas o por medios electrónicos, dentro del plazo de los treinta días 
anteriores al movimiento no acompañado.

3. En el supuesto de entrada en territorio nacional de medios de pago no acompañados, 
el destinatario o su representante, presentará la declaración, de forma presencial ante los 
Servicios de Aduanas o por medios electrónicos, dentro del plazo de los treinta días 
anteriores al movimiento no acompañado.

Artículo 9.  Lugar y forma de presentación de la declaración en caso de movimientos por 
territorio nacional.

1. Los modelos de declaración que se deberán cumplimentar en estos supuestos serán 
el modelo S-1, para el caso de movimientos acompañados, o S-2, para el caso de no 
acompañados.

2. Las declaraciones de movimientos por territorio nacional de medios de pago por 
importe igual o superior a 100.000 euros o su contravalor en moneda extranjera se podrán 
presentar de forma presencial o por medios electrónicos según lo dispuesto en el artículo 5.

3. Cuando un movimiento de medios de pago por territorio nacional que deba ser 
declarado venga precedido, o vaya seguido, de otro movimiento de medios de pago que 
también esté sometido a declaración previa, y no varíen los datos que deban ser declarados, 
se aplicarán las siguientes reglas especiales:
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a) En el caso de que un movimiento por territorio nacional preceda a la salida de España 
de medios de pago con destino a un Estado que forme parte de la Unión Europea, ambos 
movimientos podrán ampararse en un único modelo S-1 o S-2, según corresponda, que se 
presentará de acuerdo con lo previsto para el movimiento de salida por territorio nacional en 
los artículos 5, 7, 8 y, en su caso, 11.

b) En el caso de que un movimiento por territorio nacional sea precedido de una entrada 
en España de medios de pago con origen en un Estado que forme parte de la Unión 
Europea, ambos movimientos podrán ampararse en un único modelo S-1 o S-2, según 
corresponda, que se presentará de acuerdo con lo previsto para el movimiento de entrada en 
España en los artículos 5, 7 y 8.

c) En el caso de que un movimiento por territorio nacional preceda a la salida de España 
de medios de pago con destino a un Estado que no forme parte de la Unión Europea, si se 
trata de medios de pago acompañados, el movimiento por territorio nacional deberá 
ampararse en un modelo S-1 y el movimiento de salida deberá ampararse en un modelo E-1 
y, si se trata de medios de pago no acompañados, el movimiento por territorio nacional 
deberá ampararse en un modelo S-2 y el movimiento de salida deberá ampararse en un 
modelo E-2.

d) En el caso de que un movimiento por territorio nacional sea precedido de una entrada 
en España de medios de pago con origen en un Estado que no forme parte de la Unión 
Europea, ambos movimientos podrán ampararse en un único modelo E-1 o E-2, según 
corresponda.

En los supuestos a que se refieren las letras a) a d), cuando los medios de pago sean 
portados por persona física, durante todo el movimiento estos deberán ir acompañados de la 
oportuna declaración debidamente diligenciada y ser transportados por la persona 
consignada como portador.

La declaración será exhibida sin previo requerimiento ante los Servicios de Aduanas 
permanentes del puesto fronterizo y cuando sea requerido por Servicios de Aduanas 
distintos de los anteriores y las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.

Artículo 10.  Aduanas permanentes.
El Departamento de Aduanas e Impuestos Especiales de la Agencia Tributaria 

establecerá la relación de pasos fronterizos habilitados con Servicios de Aduanas 
permanentes y de las oficinas o puntos adicionales de recepción de las declaraciones a los 
que se hace referencia en esta orden. Dicha relación estará disponible a través de la página 
Web de la Agencia Tributaria (https://sede.agenciatributaria.gob.es).

Artículo 11.  Presentación de las declaraciones en las entidades de crédito.
1. En los supuestos de salida del territorio nacional de medios de pago previstos en el 

artículo 7, el modelo S-1 podrá presentarse ante las entidades de crédito cuando el 
movimiento tenga su origen, al menos en parte, en la cuenta de titularidad del declarante.

2. En los supuestos de movimientos por territorio nacional de medios de pago 
acompañados previstos en el artículo 9, el modelo S-1 podrá presentarse ante las entidades 
de crédito cuando los medios de pago sean objeto de cargo o abono, al menos parcialmente, 
en una cuenta de titularidad del cliente en la entidad.

3. En ambos casos, la entidad de crédito, tras comprobar que se ha cumplimentado 
íntegramente la declaración, la diligenciará con indicación expresa de la fecha de recepción 
y se la devolverá al interesado, remitiendo mediante soporte informático normalizado al 
Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias la información contenida en la declaración como parte de la comunicación 
mensual de operaciones.

Artículo 12.  Intervención de los medios de pago.
1. Procederá la intervención provisional de la totalidad de los medios de pago objeto del 

movimiento por parte de los funcionarios aduaneros o policiales actuantes en los supuestos 
previstos en el artículo 35.2 de la Ley 10/2010, de 28 de abril. Sin perjuicio de lo anterior, la 
autoridad actuante, atendidas las circunstancias del caso, podrá acordar la no intervención 
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de un máximo de 1.000 euros por persona y movimiento en concepto de mínimo de 
supervivencia.

2. El acta de intervención de medios de pago se ajustará al modelo del anexo III de esta 
orden, debiendo ser inmediatamente remitida al Servicio Ejecutivo y a la Secretaría de la 
Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.

3. El destino de los medios de pago intervenidos será el siguiente:
a) Los descritos en el artículo 34.3 a) de la Ley 10/2010 se ingresarán directamente o por 

transferencia en las cuentas abiertas a nombre de la Comisión de Prevención del Blanqueo 
de Capitales e Infracciones Monetarias en el Banco de España. A estos efectos, se 
observará lo establecido en el artículo 35.4 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención 
del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, cuando el medio de pago 
intervenido sea una divisa para la que la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales 
e Infracciones Monetarias no disponga de cuenta en el Banco de España.

b) Los descritos en el artículo 34.3 b) y c) de la Ley 10/2010 se remitirán al Banco de 
España para su custodia en los términos que éste acuerde con la Comisión de Prevención 
de Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.

c) Los descritos en el artículo 34.3 d) de la Ley 10/2010 se remitirán al Banco de España 
para su custodia en los términos que éste acuerde con la Comisión de Prevención de 
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.

La autoridad competente que los hubiera intervenido deberá embolsarlos y precintarlos 
en presencia del portador de los medios de pago, o en el caso de que se trate de medios de 
pago no acompañados en presencia de su remitente o destinatario. No podrá levantarse el 
precinto sin que esté presente la persona a la que se le hayan intervenido, salvo que 
concurra causa debidamente justificada.

Cuando corresponda la entrega al interesado o representante de los medios de pago 
descritos en el artículo 34.3. d) de la Ley 10/2010, de 28 de abril, estos se entregarán en la 
misma forma que fueron depositados en el Banco de España.

Artículo 13.  Información a los viajeros.
EI Departamento de Aduanas e Impuestos Especiales de la Agencia Tributaria 

establecerá, en los lugares de acceso de los viajeros a circuitos previstos para la declaración 
en aduana de forma expresa o tácita, la información que permita a los viajeros conocer la 
obligación de presentar declaración en los términos establecidos en la normativa vigente.

Artículo 14.  Comunicación sistemática de operaciones.
1. Los sujetos obligados relacionados en el artículo 2.1 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, 

de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, comunicarán 
mensualmente al Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales 
e Infracciones Monetarias cualesquiera operaciones realizadas durante el mes anterior en 
las que intervengan que supongan movimientos de medios de pago sujetos a declaración 
obligatoria de conformidad con el artículo 20 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

2. En el caso de que el portador de los medios de pago, estando obligado a ello, no 
presente o exhiba la declaración debidamente diligenciada, los sujetos obligados indicarán 
esta circunstancia en su comunicación al Servicio Ejecutivo de la Comisión.

3. La obligación de comunicación establecida en este apartado se entiende sin perjuicio 
de los restantes deberes impuestos a los sujetos obligados por la normativa de prevención 
del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, especialmente el deber de 
análisis y comunicación de las operaciones que, por su naturaleza, puedan estar 
particularmente vinculadas al blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo.

Artículo 15.  Colaboración administrativa.
1. Toda autoridad o funcionario que, en el ejercicio de sus competencias, descubriese un 

incumplimiento de lo dispuesto en esta orden pondrá dicha situación en conocimiento del 
Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias.
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2. La información obtenida deberá remitirse por medios electrónicos al Servicio Ejecutivo 
de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, que 
será el encargado de su centralización.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 94.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, la Agencia Tributaria tendrá acceso a dicha información para el ejercicio 
de sus competencias.

3. La información relativa a las incautaciones realizadas por incumplimientos de lo 
establecido en esta orden se centralizará en la Secretaría de la Comisión de Prevención del 
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias. Conforme a lo dispuesto en el artículo 
94.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, la Agencia Tributaria tendrá 
acceso a dicha información para el ejercicio de sus competencias. Asimismo, la Secretaría 
de la Comisión, en cumplimiento del deber de colaboración y de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 4 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad, 36 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, y 7 de la Ley Orgánica 7/2021, 
de 26 de mayo, atenderá las solicitudes de información formuladas por las autoridades 
competentes previstas en el citado artículo 7 de la Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, en 
los supuestos y en los términos en él previstos.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Se deroga la Orden EHA/1439/2006, de 3 de mayo, reguladora de la declaración de 

movimientos de medios de pago en el ámbito de la prevención del blanqueo de capitales.

Disposición final primera.  Título competencial.
Esta orden se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.6.ª, 11.ª y 13.ª de la 

Constitución Española que atribuyen al Estado las competencias en materia de legislación 
mercantil, de bases de la ordenación de crédito y de bases y coordinación de la planificación 
general de la actividad económica, respectivamente.

Disposición final segunda.  Habilitación a la Comisión de Prevención del Blanqueo de 
Capitales e Infracciones Monetarias.

La Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, a 
través de su Comité Permanente, podrá dictar instrucciones de servicio para la aplicación de 
esta orden.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
Esta orden entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado».
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ANEXO I

Muy importante: Leer instrucciones al dorso antes de cumplimentar este documento
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ANEXO II
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ANEXO III
Datos mínimos que debe contener el acta de intervención de medios de pago y 

documentación que debe acompañarse al acta.
El acta de intervención deberá contener, al menos, la siguiente información:
a) Datos sobre los funcionarios que intervienen:
– Servicio de Aduanas o Fuerza o Cuerpo de Seguridad que emite el acta.
– Número del acta de intervención.
– Identificación de los agentes o funcionarios que realizan la intervención, mediante 

número de carné profesional.
b) Datos sobre el portador de los medios en caso de salida o entrada en territorio 

nacional, o de los portadores en el caso de movimientos por territorio nacional, o del 
destinatario y del remitente en el supuesto de medios de pago no acompañados:

– Nombre y apellidos.
– Fecha y lugar de nacimiento.
– Profesión que declara.
– Documento de identidad/pasaporte y número del mismo.
– País que expide el documento de identidad.
– Fecha expedición del pasaporte/documento de identidad.
– Fecha renovación del pasaporte/documento de identidad.
– Domicilio que aparece en los documentos y domicilio que declara, en caso de ser 

distinto.
– Nacionalidad.
c) En el caso de menores de edad, datos sobre la persona mayor de edad que lo 

acompañe. En el supuesto de menores no acompañados, datos de la persona que ejerza la 
patria potestad, tutela o curatela.

d) Datos sobre los acompañantes del portador de los medios de pago:
– Nombre y apellidos.
– Fecha y lugar de nacimiento.
– Profesión que declara.
– Documento de identidad/pasaporte y número del mismo.
– País que expide el documento de identidad/pasaporte.
– Fecha expedición del pasaporte/documento de identidad.
– Fecha renovación del pasaporte/documento de identidad.
– Domicilio que aparece en los documentos y domicilio que declara, en caso de ser 

distinto.
– Nacionalidad.
e) Datos sobre la intervención:
– Fecha y hora de la intervención.
– Detalle del lugar exacto en el que se produce la intervención, con indicación expresa 

de:
● Identificación del aeropuerto, puerto marítimo o/y recinto aduanero.
● Vía urbana y número.
● Carretera y punto kilométrico.
● Localidad, provincia.
● Ámbito geográfico, en el mar: latitud y longitud.
● Motivo de la intervención.
– Descripción detallada de la forma de transportar los medios de pago.
– Si los medios de pago fueron hallados en lugar o situación que mostrase una clara 

intención de ocultarlos, a juicio de lo actuantes (s/n).
– Detalle del posible itinerario seguido por el portador de los medios de pago.
– Datos sobre el dinero entregado a los portadores en concepto de mínimo de 

supervivencia establecido en el artículo decimocuarto de esta orden.
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f) Datos sobre los medios de pago intervenidos:
– Tipo de medio de pago (efectivo, cheque bancario, medios electrónicos al portador, 

otros, tarjetas prepago, materias primas).
– Tipo de documento en que se amparan los medios de pago no acompañados 

(manifiesto, declaración en aduanas y su número).
– Importe nominal de cada uno de los medios de pago intervenidos.
– Moneda de cada uno de los medios de pago intervenidos.
– Identificación completa de los medios de pago, en caso de cheques, documentos al 

portador, materias primas o medios electrónicos.
– Número de billetes de alta denominación (500 € y 200 €) incautados tras el recuento.
– Lugar en el que quedan depositados los medios de pago intervenidos.
g) Datos sobre el itinerario del portador de los fondos:
– Ciudad/país de origen inicio del movimiento.
– Ciudad/país de origen inmediato a la intervención.
– Ciudad/país de destino siguiente.
– Ciudad/país de destino final previsto del movimiento.
h) Datos del medio de transporte utilizado hasta la intervención:
– Transporte aéreo comercial, con los siguientes datos: compañía, número de vuelo, 

fecha de compra.
– Transporte aéreo privado, con los siguientes datos: si es alquilado o no, marca, 

identificativo y datos del propietario.
– Transporte público por carretera, con los siguientes datos: compañía de transporte, 

itinerario, número de línea.
– Transporte privado por carretera, con los siguientes datos: si es alquilado o no, tipo de 

vehículo, marca, matrícula y datos del propietario.
– Transporte marítimo comercial, con los siguientes datos: compañía de transporte, 

itinerario.
– Transporte marítimo privado, con los siguientes datos: si es alquilado o no, marca, 

matrícula y datos del propietario.
i) Datos del medio de transporte previsto tras la intervención:
– Transporte aéreo comercial, con los siguientes datos: compañía, número de vuelo, 

fecha de compra.
– Transporte aéreo privado, con los siguientes datos: si es alquilado o no, marca, 

modelo, identificativo y datos del propietario.
– Transporte público por carretera, con los siguientes datos: compañía de transporte, 

itinerario, número de línea.
– Transporte privado por carretera, con los siguientes datos: si es alquilado o no, tipo de 

vehículo, marca, modelo, matrícula y datos del propietario.
– Transporte marítimo comercial, con los siguientes datos: compañía de transporte, 

itinerario.
– Transporte marítimo privado, con los siguientes datos: si es alquilado o no, marca, 

modelo, matrícula y datos del propietario.
j) Declaraciones efectuadas por el/los portador/es de los medios de pago o de las 

personas que intervienen en los movimientos no acompañados, tales como:
– Origen y destino del movimiento.
– Procedencia y finalidad de los medios de pago, con el mayor detalle que el presunto 

infractor quiera realizar.
– Propietario de los fondos incautados. Nombre, apellidos o razón social y domicilio.
– En caso de que haya existido declaración previa, indicación expresa de los datos 

declarados que son falsos o inexactos con la justificación de la falsedad o inexactitud.
k) Indicación de la posibilidad de formular una reclamación ante la Secretaría de la 

Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias en el plazo de 
quince días sobre la intervención provisional de los fondos.
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Documentación que debe acompañarse al acta:
– En caso de que haya existido declaración previa, deberá remitirse copia de la misma.
– Copia completa del documento/s de identificación de el/los portador/es de los medios 

de pago.
– Copia del título de transporte en caso de tratarse de trasporte público.
– Documentación del medio de transporte utilizado en caso de transporte privado y 

descripción detallada del mismo.
– Copia, en su caso, de los documentos que justifiquen el origen o destino de los medios 

pago incautados.
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§ 23

Orden EHA/2963/2005, de 20 de septiembre, reguladora del Órgano 
Centralizado de Prevención en materia de blanqueo de capitales en 

el Consejo General del Notariado

Ministerio de Economía y Hacienda
«BOE» núm. 229, de 24 de septiembre de 2005

Última modificación: 6 de mayo de 2014
Referencia: BOE-A-2005-15844

Esta norma continúa vigente en cuanto no se oponga a lo dispuesto en el Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 
de abril, aprobado por Real Decreto 304/2014, de 5 de mayo, según establece su disposición derogatoria 
única. Ref. BOE-A-2014-4742.

Las últimas modificaciones normativas habidas en materia de prevención del blanqueo 
de capitales han modificado el carácter de los notarios. Si hasta fecha reciente los mismos 
se calificaban por dicha normativa como meros sujetos colaboradores, desde la entrada en 
vigor de la Ley 19/2003, de 4 de julio, sobre régimen jurídico de los movimientos de capitales 
y de las transacciones económicas con el exterior y sobre determinadas medidas de 
prevención del blanqueo de capitales, se considera a los notarios sujetos obligados, si bien 
que de un modo concreto (artículos 2.2 de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre 
determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales y 16 de su Reglamento, 
aprobado por Real Decreto 925/1995, de 9 de junio, en adelante el Reglamento).

Por otra parte, el notario no deja de ser un funcionario público que en el ejercicio de su 
función ha de velar por la legalidad del acto o negocio jurídico que autoriza y documenta. 
Este carácter funcionarial del notario, unido a la inserción en su organización corporativa, 
dota a la profesión notarial de acusadas particularidades que la individualizan del resto de 
los sujetos obligados.

En este contexto, razones de eficiencia hacen extremadamente conveniente el 
establecimiento de un órgano centralizado en esta materia. En efecto, debe recordarse que 
en la actualidad existen algo más de 2.900 notarios distribuidos territorialmente, 
circunstancia que aconseja coordinar la actuación de todos estos funcionarios en tan 
concreto y especial ámbito. La gestión centralizada de la prevención del blanqueo de 
capitales, prevista con carácter general en la normativa reguladora (artículo 11.1 del 
Reglamento), permitirá una superación de la actual situación de «atomización», 
incrementando la eficacia del sistema, en beneficio tanto de la profesión notarial como de la 
lucha contra las formas graves de criminalidad.

Esa actuación coordinada sólo puede lograrse mediante la creación en el seno del 
Consejo General del Notariado de un Órgano Centralizado de Prevención en materia de 
blanqueo de capitales. Ciertamente, el Consejo General del Notariado no es una entidad 
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extraña al notario, sino que es la misma estructura administrativa en la que se inserta el 
notario (artículo 336 del Reglamento Notarial). Por ello, el Tribunal Constitucional utiliza la 
expresión de que la organización corporativa notarial es «parte integrante de la organización 
notarial» y, por tanto, a efectos del cumplimiento de las funciones notariales son una «parte» 
más de la denominada Administración del Notariado (Sentencia del Tribunal Constitucional 
87/1989, de 11 de mayo).

Por otro lado, la ausencia de ajenidad entre el notario y su organización corporativa nos 
sitúa, desde la perspectiva de la legislación de protección de datos, en una situación 
especialísima, pues los Colegios Notariales y el Consejo General del Notariado, podrán 
prestar asistencia técnica a los notarios, como funcionarios, cuando éstos ejerzan una 
función pública. Por ello, la propia Directiva 91/308/CEE del Consejo, relativa a la prevención 
de la utilización del sistema financiero para el blanqueo de capitales, en la redacción dada 
por la Directiva 2001/97/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de diciembre de 
2001, establece en su artículo 6.3 que en el caso de los notarios los Estados miembros 
podrán designar al organismo autorregulador de la profesión como la autoridad a la que se 
ha de informar de cualquier hecho que pudiera ser indicio de blanqueo de capitales y, a tal 
efecto, establecerán las formas apropiadas de cooperación entre dicho organismo y las 
autoridades responsables de la lucha contra el blanqueo de capitales. Asimismo, cabe añadir 
que para el concreto supuesto de los notarios, no sólo es de aplicación el artículo 9.1 a) de la 
Ley 2/1974, de 13 de febrero, sobre Colegios Profesionales cuando regula las competencias 
de los Consejos de Colegios, atribuyendo como función esencial a los Colegios 
Profesionales la de ejercer cuantas funciones le sean encomendadas por la Administración y 
colaborar con ésta mediante la realización de actividades que sean propias de sus fines, sino 
el vigente artículo 344 del Reglamento Notarial que regula las funciones del Consejo General 
del Notariado. Así, tal precepto atribuye a éste las siguientes funciones: apartado A), punto 6 
–organizar servicios comunes de interés para los Notarios– y apartado C), punto 5, ejercicio 
de cuantas funciones le sean encomendadas por la Administración «en todo lo que se refiera 
a la función notarial».

En definitiva, las particularidades de la profesión notarial, unidas a la conveniencia de 
reforzar el sistema, justifican la aprobación por el Ministro de Economía y Hacienda de las 
orientaciones contenidas en la presente Orden, de conformidad con lo establecido en el 
inciso final del párrafo segundo del artículo 11.1 del Reglamento en relación con la 
habilitación contenida en la Disposición final primera del Real Decreto 925/1995, de 9 de 
junio.

En su virtud, dispongo:

Artículo 1.  Órgano Centralizado de Prevención en el Consejo General del Notariado.
El Consejo General del Notariado establecerá un Órgano Centralizado de Prevención (en 

adelante, OCP) para el reforzamiento, intensificación y canalización en la colaboración del 
notariado con las autoridades judiciales, policiales y administrativas responsables de la lucha 
contra el blanqueo de capitales.

Artículo 2.  Incorporación al OCP.
Los notarios deberán comunicar por escrito mediante el modelo previsto en el Anexo de 

esta Orden al Consejo General del Notariado su incorporación al OCP. El OCP ostentará 
respecto de los notarios la condición de encargado del tratamiento, a los efectos previstos en 
la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.

Artículo 3.  Examen especial de operaciones.
La Unidad de Análisis y Comunicación del OCP examinará con especial atención 

cualquier operación contenida en el índice informatizado a que se refiere el artículo 7 del 
Real Decreto 1643/2000, de 22 de septiembre, sobre medidas urgentes para la efectividad 
de la integración en un solo Cuerpo de Notarios y Corredores de Comercio Colegiados, en la 
que intervenga o participe el Notario relativa a la compraventa de bienes inmuebles o 
entidades comerciales o al resto de operaciones recogidas en el artículo 2.2.d) del Real 
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Decreto 925/1995, de 9 de junio, que puedan estar particularmente vinculadas al blanqueo 
de capitales.

Asimismo, podrá examinar aquellas operaciones que, encontrándose en el supuesto 
previsto en el párrafo anterior y con carácter previo a su autorización o intervención, le sean 
remitidas para su análisis por los notarios.

Los notarios deberán facilitar a la Unidad de Análisis y Comunicación del OCP cualquier 
información que ésta les requiera para el ejercicio de su función de examen. Asimismo, los 
notarios deberán velar por la integridad y veracidad del contenido de los índices 
informatizados, a los efectos del debido cumplimiento de lo previsto en el párrafo 
precedente.

Artículo 4.  Comunicación de operaciones.
Si tras el examen a que se refiere el artículo anterior, existieran indicios o certeza de 

blanqueo de capitales, la Unidad de Análisis y Comunicación del OCP comunicará la 
operación al Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e 
Infracciones Monetarias en nombre y por cuenta del Notario interviniente o autorizante o que 
hubiera sometido la operación a examen del OCP con carácter previo a su autorización o 
intervención.

La Unidad de Análisis y Comunicación del OCP estará obligada a facilitar al Servicio 
Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias 
cualquier información que éste le requiera en el ejercicio de sus competencias. El 
responsable de la Unidad de Análisis y Comunicación del OCP ostentará la condición de 
representante de los notarios ante el Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del 
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.

Artículo 5.  Requerimientos de autoridades.
La Unidad de Análisis y Comunicación del OCP atenderá con la máxima diligencia los 

requerimientos de información o colaboración que le sean formulados por las autoridades 
judiciales, policiales o administrativas responsables de la lucha contra el blanqueo de 
capitales, pudiendo a estos efectos solicitar de los notarios los datos necesarios.

Artículo 6.  Procedimientos de control.
La Unidad de Procedimientos, Cumplimiento y Formación del OCP elaborará y 

mantendrá actualizado un Manual de Procedimientos de Prevención del Blanqueo de 
Capitales para los notarios.

La Unidad de Procedimientos, Cumplimiento y Formación del OCP velará para que los 
notarios apliquen en su actividad profesional el referido Manual.

Artículo 7.  Formación de empleados.
La Unidad de Procedimientos, Cumplimiento y Formación del OCP organizará acciones 

formativas, presenciales o a distancia, dirigidas a los notarios y a su personal, emitiendo los 
correspondientes diplomas.

Artículo 8.  Director del OCP.
La Dirección del OCP deberá ser desempeñada por persona que reúna las condiciones 

de experiencia técnica y profesional que la hagan idónea para el desempeño del cargo.
La Unidad de Análisis y Comunicación y la Unidad de Procedimientos, Cumplimiento y 

Formación realizarán sus funciones con arreglo a las orientaciones y directrices del Director 
del OCP.

Artículo 9.  Comunicación de operaciones al Servicio Ejecutivo de la Comisión de 
Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.

Las comunicaciones realizadas al Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del 
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias en el marco de la prevención del blanqueo 
de capitales contendrán en todo caso los requisitos y la totalidad de la información señalada 
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en el apartado 4 del artículo 7 del Reglamento, con indicación nominativa del notario o 
notarios intervinientes o autorizantes.

Disposición final primera.  Habilitación.
Se habilita al Director General del Tesoro y Política Financiera y al Director General de 

los Registros y del Notariado para dictar Instrucciones conjuntas para la aplicación de lo 
previsto en esta Orden.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente Orden entrará en vigor a los tres meses de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».

ANEXO
Comunicación del notario al Consejo General del Notariado

Don/Doña ..........................................................................., con NIF ............................., en 
calidad de titular de la Notaría sita en la 
calle ............................................................................................................................................
.........de .............................., provincia de ............................................., comunica al Consejo 
General del Notariado su decisión de incorporarse al Órgano Centralizado de Prevención 
que se crea por la ........... de .......... de ........... integrado en tal Consejo, atribuyendo a éste 
la condición de encargado del tratamiento de conformidad con lo expresamente previsto en 
el artículo 12 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección de datos de 
carácter personal, para realizar las actuaciones precisas en el ámbito de prevención de 
blanqueo de capitales a que se refiere dicha Orden.

En el ejercicio de la función atribuida, el Consejo General del Notariado únicamente 
tratará los datos conforme a las instrucciones de 
D/Dña. ........................................................................................, responsable del tratamiento, 
en los términos previstos en la citada Orden ......................................... de ........... de ............. 
no aplicándolos a ningún fin distinto y procederá únicamente a su comunicación, siempre en 
nombre y por cuenta de D/Dña. ...................................................................................., en los 
supuestos legalmente previstos, a los órganos competentes en materia de prevención de 
blanqueo de capitales de conformidad con la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre 
determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales y Real Decreto 925/1995, de 
9 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, 
sobre determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales.

Igualmente, el Consejo General del Notariado implantará las medidas técnicas y 
organizativas de nivel medio necesarias que garanticen la seguridad e integridad de los 
datos de carácter personal incluidos en las bases de datos, centros de tratamiento, locales, 
equipos, sistemas, programas y las personas que intervengan en el tratamiento de los datos 
de carácter personal y que eviten su alteración, pérdida, tratamiento o acceso no autorizado, 
habida cuenta del estado de la tecnología, la naturaleza de los datos almacenados y los 
riesgos a que están expuestos, ya provengan de la acción humana, del medio físico o 
natural. Las medidas de seguridad mencionadas son las determinadas en el Real Decreto 
994/1999, de 11 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de medidas de seguridad de 
los ficheros automatizados que contengan datos de carácter personal.

En .............................................................., a ...... de ................. de 2005.
Fdo.: ..........................................
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§ 24

Orden ECO/2652/2002, de 24 de octubre, por la que se desarrollan 
las obligaciones de comunicación de operaciones en relación con 
determinados países al Servicio Ejecutivo de la Comisión de 

Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias

Ministerio de Economía
«BOE» núm. 260, de 30 de octubre de 2002

Última modificación: 7 de junio de 2010
Referencia: BOE-A-2002-20934

La Orden del Ministro de Economía de 3 de agosto de 2000 sometió a comunicación 
mensual al Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e 
Infracciones Monetarias las operaciones con una serie de jurisdicciones no comprendidas en 
el Real Decreto 1080/1991, de 25 de julio, como paraísos fiscales y que fueron identificadas 
como países o territorios no cooperantes (PTNC) por el Grupo de Acción Financiera 
Internacional sobre Blanqueo de Capitales (GAFI).

Esta Orden tenía como fundamento lo dispuesto en el artículo 7.2 del Real Decreto 
925/1995, de 9 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 19/1993, de 28 de 
diciembre, sobre determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales 
(operaciones que en todo caso deberán ser comunicadas al Servicio Ejecutivo con 
periodicidad mensual) y el contenido establecido en la disposición transitoria única del 
Reglamento. En concreto, en la letra c) del artículo 7.2 contempla como operaciones a incluir 
en esta comunicación, aparte de las previstas en las letras a) y b), cualesquiera otras que, a 
propuesta de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias, se recojan en las disposiciones de aplicación del Reglamento.

La competencia del Ministro de Economía para dictar disposiciones de aplicación del 
Reglamento deriva de la habilitación normativa establecida en la disposición final primera del 
Real Decreto 925/1995, en virtud de la cual el Ministro de Economía y Hacienda, previo 
cumplimiento de los trámites legales oportunos, dictará cuantas disposiciones sean 
necesarias para el desarrollo de lo establecido en el Reglamento que se aprueba por el 
presente Real Decreto.

Con posterioridad a la publicación de dicha Orden, el GAFI ha variado la relación de 
jurisdicciones consideradas como PTNC, habiendo sido aprobadas estas variaciones en su 
última Sesión Plenaria, celebrada en París entre los días 18 a 21 de junio de 2002, por lo 
que procede la actualización de la lista establecida por Orden de 3 de agosto de 2000, 
mediante Orden ministerial fundamentada en los preceptos antes señalados.

La iniciativa del proyecto ha sido propuesta por la Comisión de Prevención del Blanqueo 
de Capitales e Infracciones Monetarias en su reunión de 17 de septiembre de 2002, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 7.2 c) del Reglamento de la Ley 19/1993.

En su virtud, dispongo:
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Artículo único.  Jurisdicciones afectadas.
Las obligaciones de comunicación al Servicio Ejecutivo que han de efectuar los sujetos 

obligados en todo caso respecto a las operaciones descritas en el artículo 7.2.b) del 
Reglamento, aprobado por Real Decreto 925/1995, se extienden a aquellas operaciones que 
se realicen con alguno de los siguientes países o territorios:

Egipto.
Filipinas.
Guatemala.
Indonesia.
Mianmar (antigua Birmania).
Nigeria.
República Islámica de Irán
Ucrania.

Disposición derogatoria única.  Derogación de la norma precedente.
Queda derogada la Orden del Ministro de Economía de 3 de agosto de 2000, por la que 

se desarrollan las obligaciones de comunicación de operaciones al Servicio Ejecutivo de la 
Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales en cumplimiento del artículo 7.2 del Real 
Decreto 925/1995.

Disposición final única.  Secuencia de entrada en vigor.
La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».
Respecto de los países y territorios incluidos por primera vez (Egipto, Guatemala, 

Indonesia, Mianmar, Nigeria y Ucrania), los sujetos obligados deberán incluir las operaciones 
a las que se refiere la presente Orden a partir de la primera comunicación mensual que deba 
tener lugar una vez que haya transcurrido un mes natural completo desde su publicación. En 
esta primera comunicación deberán figurar las operaciones realizadas dentro de dicho mes 
natural completo.
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§ 25

Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, de protección de datos 
personales tratados para fines de prevención, detección, 
investigación y enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución 

de sanciones penales

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 126, de 27 de mayo de 2021
Última modificación: 29 de julio de 2022

Referencia: BOE-A-2021-8806

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente ley 

orgánica:

PREÁMBULO

I
La Unión Europea es un espacio en el que los estándares y las garantías de protección 

de los derechos de las personas físicas a la protección de los datos personales se 
encuentran en la vanguardia internacional y constituyen un referente mundial. El rápido 
desarrollo tecnológico, especialmente de Internet, así como la creciente globalización de la 
economía mundial y europea han hecho imprescindible abordar la reforma del marco jurídico 
de la protección de datos, al objeto de consolidar e incluso mejorar este elevado nivel de 
protección a través de la creación de un marco legislativo nuevo, adaptado a la realidad 
cambiante, al tiempo que sólido, coherente e integral. En definitiva, un entorno normativo 
para un mundo globalizado y digital.

En este sentido, la Comunicación de la Comisión Europea «Un enfoque global de la 
protección de los datos personales en la Unión Europea», de 4 de noviembre de 2010, 
precedida de un intenso periodo de consultas durante más de dos años con los Estados 
miembros, el público en general, así como con los distintos sectores afectados, sentó las 
bases de lo que sería esta nueva perspectiva normativa.

El marco normativo resultante consta, principalmente, de dos instrumentos: el 
Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, 
relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos 
personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 
95/46/CE (Reglamento General de Protección de Datos), que sustituye a una norma vigente 
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desde hacía más de veinte años, y la Directiva (UE) 2016/680 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 27 de abril de 2016, relativa a la protección de las personas físicas en lo que 
respecta al tratamiento de datos personales por parte de las autoridades competentes para 
fines de prevención, investigación, detección o enjuiciamiento de infracciones penales o de 
ejecución de sanciones penales, y a la libre circulación de dichos datos y por la que se 
deroga la Decisión Marco 2008/977/JAI del Consejo.

En nuestro ordenamiento jurídico, la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de 
Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales, adaptó el Reglamento 
General de Protección de Datos, en lo que respecta al tratamiento de los datos personales y 
a la libre circulación de estos datos.

II
La Directiva (UE) 2016/680 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 

2016, objeto de transposición por esta Ley Orgánica, deroga la Decisión Marco 2008/977/JAI 
del Consejo, de 27 de noviembre de 2008, relativa a la protección de datos personales 
tratados en el marco de la cooperación policial y judicial en materia penal, que había sido 
superada por varias razones.

En primer lugar, se trataba de una norma previa al Tratado de Lisboa que requería de su 
oportuna adaptación a los nuevos Tratados, en particular, al artículo 16 del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea, que exige que el Consejo y el Parlamento Europeo, a 
través del procedimiento legislativo ordinario, regulen la protección de los datos personales.

En segundo término, la decisión marco se aprobó conforme a la estructura de pilares de 
la Unión Europea, previa al Tratado de Lisboa, por lo que contaba con un ámbito de 
aplicación limitado exclusivamente al tratamiento de datos personales de carácter 
transfronterizo entre los Estados miembros, sin alcanzar, por tanto, a los tratamientos de 
carácter estrictamente nacional.

Asimismo, otorgaba una amplísima capacidad de maniobra a los Estados miembros, sin 
asegurar un nivel mínimo de armonización deseable en determinados ámbitos, como el 
reconocimiento en todos los Estados del derecho de acceso de los interesados a sus propios 
datos, el principio del tratamiento de los datos para fines determinados o las condiciones 
para las transferencias internacionales.

En definitiva, la fragmentación y complejidad de la regulación en este campo perjudicaba 
la necesaria confianza entre los actores de la cooperación policial y judicial penal en Europa, 
quienes mostraban recelos a compartir información, entre otros motivos, por la ausencia de 
una mínima armonización en cuanto a la protección de los datos de carácter personal; unos 
datos que resultan esenciales en el terreno de la cooperación operativa.

III
La Directiva (UE) 2016/680 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 

2016, subsana estas deficiencias, ampliando su ámbito de aplicación al tratamiento nacional 
de los datos personales en el espacio de la cooperación policial y judicial penal. Toda vez 
que cubre otras carencias de la normativa europea anterior, dado que incluye la regulación 
de los datos genéticos –que reclamaba el Tribunal Europeo de Derechos Humanos-, así 
como la distinción entre los datos personales según su grado de exactitud y fiabilidad, o la 
diferenciación entre distintas categorías de interesados.

Resulta pertinente poner de relieve que la citada directiva que transpone esta Ley 
Orgánica se aprobó como respuesta a las crecientes amenazas para la seguridad en el 
contexto nacional e internacional, que tienen, en numerosos casos, un componente 
transfronterizo. Por esta razón, la cooperación internacional y la transmisión de información 
de carácter personal entre los servicios policiales y judiciales de los países implicados se 
convierten en un objetivo ineludible. En efecto, los atentados terroristas de Nueva York en 
2001 supusieron un punto de inflexión en la necesidad de reforzar la cooperación judicial y 
policial en la lucha contra el terrorismo, como volvería a ponerse de manifiesto con ocasión 
de los atentados de Bruselas y Niza en 2016.

La cooperación encaminada a compartir a tiempo la información operativa precisa se 
erige en un requisito de eficacia en la prevención y lucha contra este tipo de amenazas. Todo 
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ello, teniendo en cuenta el estado de la técnica, que permite, en la actualidad, tratamientos 
de datos a gran escala en el ámbito de la seguridad.

Este intercambio de información debe realizarse, en todo caso, de manera que se 
garanticen los principios democráticos y la seguridad de las personas a lo largo de las fases 
del tratamiento.

En consecuencia, esta Ley Orgánica asume la finalidad de lograr un elevado nivel de 
protección de los derechos de la ciudadanía, en general, y de sus datos personales, en 
particular, que resulte homologable al del resto de los Estados miembros de la Unión 
Europea, incorporando y concretando las reglas que establece la directiva.

En este sentido, la Constitución española fue precursora del reconocimiento y la defensa 
del derecho fundamental a la protección de datos personales. Así, el artículo 18.4 de nuestra 
norma fundamental dispone que la ley limitará el uso de la informática para garantizar el 
honor y la intimidad personal y familiar de la ciudadanía y el pleno ejercicio de sus derechos. 
El Tribunal Constitucional, en reiterada jurisprudencia, entiende la protección de datos como 
un derecho fundamental que garantiza a toda persona la capacidad de controlar el uso y 
destino de sus datos, con el propósito de evitar el tráfico ilícito o lesivo de los mismos o una 
utilización para fines distintos de los que justificaron su obtención.

Por todo ello, la transposición de esta directiva por los Estados miembros supone el 
establecimiento de un marco jurídico consistente, que proporciona la seguridad jurídica 
necesaria para facilitar la cooperación policial y judicial penal y, por tanto, una mayor eficacia 
en el desempeño de sus funciones por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y de nuestro 
sistema judicial penal en su conjunto, incluido el penitenciario.

IV
Esta Ley Orgánica consta de sesenta y cinco artículos estructurados en ocho capítulos, 

cinco disposiciones adicionales, una disposición transitoria, una disposición derogatoria y 
doce disposiciones finales.

El capítulo I, relativo a las disposiciones generales, define el objeto de la Ley Orgánica, 
entendiéndose como la regulación del tratamiento de los datos personales para fines de 
prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución 
de sanciones penales, incluida la protección y de prevención frente a las amenazas contra la 
seguridad pública, cuando dicho tratamiento se lleve a cabo por los órganos que, a efectos 
de esta Ley Orgánica, tengan la consideración de autoridades competentes.

La finalidad principal es que los datos sean tratados por estas autoridades competentes 
de manera que se cumplan los fines prevenidos a la par que establecer los mayores 
estándares de protección de los derechos fundamentales y las libertades de los ciudadanos, 
de forma que se cumpla lo dispuesto en el artículo 8, apartado 1, de la Carta de los 
Derechos Fundamentales de la Unión Europea, así como en el artículo 16, apartado 1, del 
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea y el artículo 18.4 de la Constitución.

Asimismo, en correspondencia con lo que dispone el artículo 22.6 de la Ley Orgánica 
3/2018, de 5 de diciembre, cuando el tratamiento de los datos personales se realice para 
alguno de los fines establecidos en esta Ley Orgánica y proceda de las imágenes y sonidos 
obtenidos mediante la utilización de cámaras y videocámaras por las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad, o bien se lleve a cabo por los órganos competentes para la vigilancia y control en 
los centros penitenciarios o para el control, regulación, vigilancia y disciplina del tráfico, 
dichos tratamientos se regularán por las disposiciones de esta Ley Orgánica 
complementándose, en lo que no resulte contrario a su contenido, con la normativa vigente 
que regula estos ámbitos. De este modo, se establece un nuevo sistema que gira en torno a 
las obligaciones de los responsables del tratamiento y a las distintas misiones que se les 
asignan.

Aunque se deben excluir con carácter general, se incluyen igualmente algunas 
previsiones específicas para el tratamiento de los datos de personas fallecidas a similitud de 
lo que se dispone en la precitada Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre.

Las autoridades competentes, a efectos de esta Ley Orgánica, se definen como 
autoridades públicas con competencias legalmente encomendadas para la consecución de 
los fines específicos incluidos en el ámbito de aplicación. En concreto, se determina que 
serán autoridades competentes: las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad; las autoridades 
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judiciales del orden jurisdiccional penal y el Ministerio Fiscal; las Administraciones 
Penitenciarias; la Dirección Adjunta de Vigilancia Aduanera; el Servicio Ejecutivo de la 
Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias; y la Comisión 
de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo. Todo ello, sin perjuicio de que 
los tratamientos que se lleven a cabo por los órganos jurisdiccionales se rijan por lo 
dispuesto en esta Ley Orgánica, en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, 
y en las leyes procesales penales.

Se excluyen expresamente del ámbito de aplicación ciertos tratamientos, como los 
realizados por las autoridades competentes para fines distintos de los cubiertos por la Ley 
Orgánica; los llevados a cabo por los órganos de la Administración General del Estado en el 
marco de las actividades comprendidas en el ámbito del capítulo II del título V del Tratado de 
la Unión Europea, en relación a la Política Exterior y de Seguridad Común; los derivados de 
una actividad no comprendida en el ámbito de aplicación del Derecho de la Unión Europea; y 
los sometidos a la normativa sobre materias clasificadas. Entre estos últimos se mencionan 
expresamente como incluidos los tratamientos relativos a la Defensa Nacional.

El capítulo II se refiere a los principios de protección de datos cuya garantía corresponde 
al responsable del tratamiento. Estos principios se regulan en términos similares a lo 
establecido en el Reglamento General de Protección de Datos, con algunas especialidades 
propias del ámbito de esta Ley Orgánica.

Se incluye un deber de colaboración con las autoridades competentes, según el cual, 
salvo que legalmente sea exigible una autorización judicial, las Administraciones Públicas o 
cualquier persona física o jurídica deberá proporcionar a las autoridades judiciales, al 
Ministerio Fiscal o a la Policía Judicial la información necesaria para la investigación o 
enjuiciamiento de infracciones penales o la ejecución de las penas y la información 
necesaria para la protección y prevención frente a un peligro real y grave para la seguridad 
pública. Todo ello, con la obligación de no informar al interesado de dichos tratamientos 
ulteriores. Esta última precisión resulta fundamental para evitar que la puesta de la 
información a disposición del interesado pueda poner en peligro los fines que, de acuerdo 
con la directiva y esta Ley Orgánica, justifican el tratamiento de los datos.

Se regulan, también, los plazos de conservación y de revisión de los datos de carácter 
personal tratados, siendo relevante el establecimiento de un plazo máximo de conservación 
de los datos con carácter general y la implantación de un sistema que permite al responsable 
revisar, en el plazo que el mismo establezca dentro del margen legal, la necesidad de 
conservar, limitar o suprimir el conjunto de los datos personales contenidos en cada una de 
sus actividades de tratamiento. El responsable deberá, en sus tratamientos, distinguir los 
datos que correspondan a las diversas categorías de interesados, tales como los 
sospechosos, los condenados o los sancionados, las víctimas o los terceros involucrados, 
así como diferenciar, en la medida de lo posible, si los datos que trata son datos basados en 
hechos o en apreciaciones.

Se exigen igualmente ciertas condiciones que determinan la licitud de todo tratamiento 
de datos de carácter personal, esto es, que sean tratados por las autoridades competentes; 
que resulten necesarios para los fines de esta Ley Orgánica y que, en caso necesario y en 
cada ámbito particular, se especifiquen las especialidades por una norma con rango de ley 
que incluya unos contenidos mínimos.

En el supuesto de transmisión de datos sujetos a condiciones específicas de tratamiento, 
dichas condiciones deberán ser respetadas por el destinatario de los mismos, en especial, la 
prohibición de transmitirlos o de utilizarlos para fines distintos para los que fueron 
transmitidos.

De igual modo, se exige que el tratamiento de categorías especiales de datos, como son 
los que revelen el origen étnico o racial, las opiniones políticas, las convicciones religiosas o 
filosóficas, la afiliación sindical o los genéticos o biométricos, sólo pueda tener lugar cuando 
sea estrictamente necesario y se cumplan ciertas condiciones.

Los datos biométricos (como las huellas dactilares o la imagen facial) sólo se consideran 
incluidos en esta categoría especial cuando su tratamiento está dirigido a identificar de 
manera unívoca a una persona física. Esta necesidad de identificación en las actuaciones 
amparadas legalmente se lleva a cabo, con frecuencia, por las distintas autoridades 
competentes. El propósito es singularizar los autores o partícipes de infracciones penales, 
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así como poder reconocer si son las personas que se supone o se busca, y de esta forma, 
atribuir o exonerar, sin género de dudas, la participación en determinados hechos, gracias a 
posibles indicios o vestigios biométricos.

Habida cuenta de la vertiginosa evolución tecnológica y los medios electrónicos de los 
que se dispone, se incluye la habilitación legal que facilite una respuesta rápida y adecuada 
en el uso de estos datos, con el objetivo final de garantizar y proteger los derechos de los 
interesados y de la ciudadanía en general.

Se prohíbe, igualmente, la adopción de decisiones individuales automatizadas, incluida 
la elaboración de perfiles en este ámbito, salvo que esté autorizado por una norma con 
rango de ley del ordenamiento jurídico español o europeo.

El capítulo III, se divide en dos secciones y aborda los derechos de las personas. Regula 
una serie de condiciones generales del ejercicio de los derechos, tales como la obligación 
exigible al responsable de facilitar la información correspondiente a los derechos del 
interesado de forma concisa, con un lenguaje claro y sencillo y de manera gratuita. Se 
establece la información que debe ponerse a disposición del interesado, siendo algunos 
datos obligatorios, en todo caso, y otros en casos concretos.

Se reconocen los derechos de acceso, rectificación, supresión y limitación del 
tratamiento. En virtud de tales derechos se faculta al interesado a conocer si se están 
tratando o no sus datos y, en caso afirmativo, acceder a cierta información sobre el 
tratamiento; a obtener la rectificación de sus datos si estos resultaran inexactos; a 
suprimirlos cuando fueran contrarios a lo dispuesto en los artículos 6, 11 o 13, o cuando así 
lo requiera una obligación legal exigible al responsable; y a limitar el tratamiento, cuando el 
interesado ponga en duda la exactitud de los datos o estos datos deban conservarse 
únicamente a efectos probatorios.

Estos derechos podrán ser ejercidos por el interesado directamente o, en determinados 
casos, a través de la autoridad de protección de datos.

Dispone esta Ley Orgánica que estos derechos pueden ser restringidos por ciertas 
causas tasadas, como cuando sea necesario para evitar que se obstaculice una 
investigación o se ponga en peligro la seguridad pública o la seguridad nacional.

Se establece, en su sección segunda, un régimen especial de derechos de los 
interesados en el marco de investigaciones y procesos penales.

El capítulo IV recoge las obligaciones y responsabilidades de los responsables y 
encargados de protección de datos, las medidas de seguridad y la figura del delegado de 
protección de datos, a lo largo de tres secciones. El responsable del tratamiento, teniendo en 
cuenta la naturaleza, el ámbito, el contexto y los fines del tratamiento, así como los niveles 
de riesgo para los derechos y libertades de las personas físicas, aplicará las medidas 
técnicas y organizativas apropiadas.

El encargado del tratamiento llevará a cabo sus funciones por cuenta del responsable, 
debiendo ofrecer garantías para aplicar medidas técnicas y organizativas apropiadas.

Todo responsable y encargado del tratamiento deberá conservar un registro de 
actividades de tratamiento, con datos identificativos, tales como los datos de contacto del 
responsable, los fines o las categorías de interesados, y un registro de operaciones, pieza 
angular de este sistema e instrumento básico para acreditar el cumplimiento de varios de los 
principios de tratamiento, que comprenderá la recogida, la alteración, las consultas y las 
transferencias de los datos personales entre otras operaciones. Asimismo, están obligados a 
cooperar con la autoridad de protección de datos, en el marco de la legislación vigente.

Se establecen ciertas obligaciones que responden a un nuevo modelo de 
responsabilidad activa que exige una valoración previa del riesgo que pudiera generar el 
tratamiento de los datos de carácter personal para los interesados, para, a partir de dicha 
valoración, adoptar las medidas que procedan.

Se presta una atención detallada a la seguridad del tratamiento, regulándose alguna de 
las medidas de seguridad que se aplicarán, si bien solo se dispone como obligatoria la 
puesta en marcha del citado registro de operaciones como medida técnica y organizativa, 
siendo las demás las que el responsable determine como las más adecuadas para lograr el 
control que se le solicita en virtud del tipo de tratamiento que se esté llevando a cabo y del 
nivel de riesgo que se estime, tras el correspondiente análisis. Se impone, asimismo, el 
deber de notificación a la autoridad de protección de datos de cualquier violación de la 
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seguridad que, con carácter general, deberá ser notificada al interesado, salvo en supuestos 
expresamente previstos en la ley.

El delegado de protección de datos se configura como el órgano o figura de 
asesoramiento y supervisión de los responsables de protección de datos, que podrá ser 
único para varias autoridades competentes y cuya designación será obligatoria salvo en 
relación con los tratamientos de datos con fines jurisdiccionales. En el caso de que se 
dispongan tratamientos que queden bajo distintos ámbitos de aplicación, con el fin de evitar 
disfunciones en las organizaciones de las autoridades competentes, se establece que la 
figura del delegado de protección de datos será única para todos ellos.

El capítulo V regula las transferencias de datos personales realizadas por las 
autoridades competentes españolas a un Estado que no sea miembro de la Unión Europea o 
a una organización internacional, incluidas las transferencias ulteriores a otro Estado que no 
pertenezca a la Unión Europea u otra organización internacional y se establecen las 
condiciones que deberán cumplirse para que estas sean lícitas.

Así, con el fin de garantizar que no se menoscabe el nivel de protección de las personas 
físicas previsto en esta Ley Orgánica, la transferencia respetará ciertas condiciones previstas 
en la misma. De este modo, sólo deben realizarse cuando sean necesarias para los fines de 
esta Ley Orgánica y cuando el responsable del tratamiento en el tercer país u organización 
internacional sea autoridad competente en relación a dichos fines.

Asimismo, cuando el dato se transfiere a un tercer país o a una organización 
internacional, la autoridad competente del Estado miembro en el que se obtuvo el dato, debe 
autorizar previamente esta transferencia y las ulteriores que puedan tener lugar a otro tercer 
país o a una organización internacional. En cuanto al tercer país u organización internacional 
destinatario de la trasferencia, deberá ser objeto de evaluación por la Comisión Europea a la 
vista de su nivel de protección de datos o, en caso de ausencia de decisión, debe 
entenderse por el responsable del tratamiento que ofrece garantías adecuadas. Sólo por las 
causas excepcionales previstas en esta Ley Orgánica se podrán autorizar transferencias 
fuera de estos supuestos. Este capítulo finaliza con la regulación de la transferencia 
internacional de datos personales a destinatarios que, no siendo autoridades competentes, 
están establecidos en terceros países.

El capítulo VI, relativo a las autoridades de protección de datos, dispone que dichas 
autoridades sean la Agencia Española de Protección de Datos y las Agencias Autonómicas 
de Protección de Datos, en sus respectivos ámbitos competenciales. Asimismo, la Ley 
Orgánica recoge sus potestades, funciones y la asistencia entre autoridades de protección 
de datos de los Estados miembros. Se remite en lo restante a la normativa que les resulte de 
aplicación.

El capítulo VII prevé que los procedimientos de reclamación que se planteen ante las 
autoridades de protección de datos se rijan por lo establecido en la Ley Orgánica 3/2018, de 
5 de diciembre, o, en su caso, por la normativa reguladora de la autoridad de protección de 
datos correspondiente. Se refiere a aquellos supuestos en que los responsables o 
encargados del tratamiento, o de la autoridad de protección de datos, en su caso, incumplan 
esta Ley Orgánica y generen un daño o lesión en los bienes o derechos del interesado.

Este capítulo, además, aborda la responsabilidad de los responsables o encargados del 
tratamiento o de la autoridad de protección de datos, en su caso, cuando incumplan esta Ley 
Orgánica y se genere un daño o lesión en los bienes o derechos de un interesado. De igual 
modo, se detalla la forma de ejercer el derecho a la tutela judicial efectiva ante la jurisdicción 
contencioso-administrativa contra las decisiones de una autoridad de protección de datos 
que puedan entenderse que conciernen a los interesados.

Finalmente, el capítulo VIII regula el régimen sancionador específico aplicable ante 
incumplimientos de las obligaciones previstas en esta Ley Orgánica. Se definen los sujetos 
sobre los que recaerá la responsabilidad por las infracciones cometidas. Se determinan las 
reglas del concurso de normas para resolver los casos en los que un hecho pueda ser 
calificado con arreglo a dos o más de ellas, al tiempo que se tipifican las infracciones, que, 
en función de su gravedad, podrán ser leves, graves o muy graves. Por último, se establecen 
las sanciones que se pueden imponer, y se fijan los plazos de prescripción tanto de las 
infracciones como de las sanciones y de caducidad.
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Las disposiciones adicionales se refieren a regímenes específicos, al intercambio de 
datos dentro de la Unión Europea, a los acuerdos internacionales en el ámbito de la 
cooperación judicial en materia penal y de la cooperación policial, y a los tratamientos que se 
efectúen en relación con los ficheros y al Registro de Población de las Administraciones 
Públicas.

Las disposiciones finales introducen las modificaciones necesarias en la Ley Orgánica 
1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria, para adecuarla a las previsiones de 
esta Ley Orgánica en relación con los tratamientos para ejecución de la pena; en la Ley 
50/1981, de 30 de diciembre; en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio; en la Ley Orgánica 
3/2018, de 5 de diciembre; en la Ley Orgánica 1/2020, de 16 de septiembre, sobre la 
utilización de los datos del registro de nombres de pasajeros para la prevención, detección, 
investigación y enjuiciamiento de delitos de terrorismo y delitos graves en correspondencia 
con determinadas obligaciones de los operadores; en la Ley 19/2007, de 11 de julio, contra 
la violencia, el racismo, la xenofobia y la intolerancia en el deporte; en la Ley 5/2014, de 4 de 
abril, de Seguridad Privada para adecuar, en ambos casos, los plazos de caducidad de los 
expedientes sancionadores; y en el texto refundido de la Ley sobre Tráfico, Circulación de 
Vehículos a Motor y Seguridad Vial, aprobado por el Real Decreto Legislativo 6/2015, de 30 
de octubre, para dar soporte legal específico a las matriculaciones por razones de Seguridad 
Nacional.

En la elaboración de esta Ley Orgánica se han observado los principios de necesidad, 
eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y eficiencia, exigidos por el 
artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas.

En primer lugar, se trata de una norma necesaria, dado que la transposición de la 
Directiva (UE) 2016/680 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, 
exige una ley de carácter orgánico, al afectar la norma comunitaria a un derecho 
fundamental reconocido en el artículo 18 de la Constitución y por imperativo del artículo 81 
de la misma. En este sentido, el artículo 18.4 de la Constitución dispone que la ley limitará el 
uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de la 
ciudadanía y el pleno ejercicio de sus derechos.

Esta Ley Orgánica, además, incorpora a nuestro ordenamiento interno los instrumentos 
que permitirán una eficaz protección de los datos de las personas físicas frente a su 
tratamiento por parte de las autoridades competentes con fines de prevención, detección, 
investigación o enjuiciamiento de infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, 
incluidas la protección y la prevención frente a las amenazas contra la seguridad pública.

Por lo que respecta al principio de seguridad jurídica, en razón de la materia objeto de 
regulación, la transposición de la directiva se realiza mediante una Ley Orgánica, cuya 
tramitación e integración en el ordenamiento jurídico goza de las garantías que amparan las 
normas de esta naturaleza.

En cuanto al principio de proporcionalidad, esta Ley Orgánica contempla un importante 
número de garantías orientadas a que el tratamiento de datos personales sea proporcional, 
oportuno, mínimo y suficiente para el cumplimiento de los fines que se persiguen. En 
particular, su tratamiento se sujeta a los principios que rigen el tratamiento de datos 
personales, por lo que se exige que no sean tratados para otros fines distintos de los 
establecidos en la norma, salvo que dicho tratamiento esté autorizado por el Derecho de la 
Unión Europea o por nuestro Derecho interno. Cuando los datos personales sean tratados 
para otros fines que no sean los de la prevención, detección, investigación o enjuiciamiento 
de infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, incluidas la protección y la 
prevención frente a las amenazas contra la seguridad pública, se aplicará el Reglamento 
General de Protección de Datos, a menos que el tratamiento se efectúe como parte de una 
actividad que quede fuera del ámbito de aplicación del Derecho de la Unión Europea.

Se cumple, también, el principio de transparencia, puesto que esta norma ha sido 
sometida a los correspondientes trámites de participación pública, esto es, el de consulta 
pública previa y el de audiencia e información pública.

En la tramitación de esta Ley Orgánica, además de los diversos Ministerios concernidos 
por razón de la materia, han emitido informe la Agencia Española de Protección de Datos; la 
Agencia Vasca de Protección de Datos; la Autoridad Catalana de Protección de Datos; el 
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Consejo Fiscal; el Consejo General del Poder Judicial; los Departamentos de Seguridad 
Pública del Gobierno Vasco y de Interior de la Generalidad de Cataluña; y finalmente el 
Consejo de Estado. Se trata, por tanto, de un texto en el cual se han incorporado las 
consideraciones de órganos tan relevantes como los expuestos.

Por último, esta Ley Orgánica se dicta al amparo de las reglas 1.ª, 6.ª, 18.ª y 29.ª del 
artículo 149.1 de la Constitución, que atribuyen al Estado las competencias exclusivas, 
respectivamente, para la regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad 
de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes 
constitucionales; sobre legislación penal, penitenciaria y procesal; respecto a las bases del 
régimen jurídico de las Administraciones Públicas, el procedimiento administrativo común y 
en relación al sistema de responsabilidad de todas las Administraciones públicas; y en 
materia de seguridad pública.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
Esta Ley Orgánica tiene por objeto establecer las normas relativas a la protección de las 

personas físicas en lo que respecta al tratamiento de los datos de carácter personal por 
parte de las autoridades competentes, con fines de prevención, detección, investigación y 
enjuiciamiento de infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, incluidas la 
protección y prevención frente a las amenazas contra la seguridad pública.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. Será de aplicación al tratamiento total o parcialmente automatizado de datos 

personales, así como al tratamiento no automatizado de datos personales contenidos o 
destinados a ser incluidos en un fichero, realizado por las autoridades competentes, con 
fines de prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones penales y de 
ejecución de sanciones penales, incluidas la protección y prevención frente a las amenazas 
contra la seguridad pública.

2. El tratamiento de los datos personales llevado a cabo con ocasión de la tramitación 
por los órganos judiciales y fiscalías de las actuaciones o procesos de los que sean 
competentes, así como el realizado dentro de la gestión de la Oficina judicial y fiscal, en el 
ámbito del artículo 1, se regirá por lo dispuesto en la presente Ley Orgánica, sin perjuicio de 
las disposiciones de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, las leyes 
procesales que le sean aplicables y, en su caso, por la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, por 
la que se regula el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal. Las autoridades de protección de 
datos a las que se refiere el capítulo VI no serán competentes para controlar estas 
operaciones de tratamiento.

3. Quedan fuera del ámbito de aplicación de esta Ley Orgánica los siguientes 
tratamientos de datos personales:

a) Los realizados por las autoridades competentes para fines distintos de los previstos en 
el artículo 1, incluidos los fines de archivo por razones de interés público, investigación 
científica e histórica o estadísticos. Estos tratamientos se someterán plenamente a lo 
establecido en el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 
de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al 
tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga 
la Directiva 95/46/CE (Reglamento General de Protección de Datos), así como en la Ley 
Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de datos personales y garantía de los 
derechos digitales.

b) Los llevados a cabo por los órganos de la Administración General del Estado en el 
marco de las actividades comprendidas en el ámbito de aplicación del capítulo II del título V 
del Tratado de la Unión Europea.

c) Los tratamientos que afecten a actividades no comprendidas en el ámbito de 
aplicación del Derecho de la Unión Europea.
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d) Los sometidos a la normativa sobre materias clasificadas, entre los que se encuentran 
los tratamientos relativos a la Defensa Nacional.

e) Los tratamientos realizados en las acciones civiles y procedimientos administrativos o 
de cualquier índole vinculados con los procesos penales que no tengan como objetivo 
directo ninguno de los fines del artículo 1.

4. Esta Ley Orgánica no se aplicará a los tratamientos de datos de personas fallecidas, 
sin perjuicio de lo establecido en el artículo siguiente.

Artículo 3.  Datos de personas fallecidas.
1. Las personas vinculadas al fallecido por razones familiares o de hecho, así como sus 

herederos, podrán dirigirse al responsable o encargado del tratamiento al objeto de solicitar 
el acceso, rectificación o supresión de los datos de aquel. Estos derechos se regularán de 
acuerdo con lo dispuesto en esta Ley Orgánica.

2. En caso de fallecimiento de menores, estas facultades podrán ejercerse también por 
sus representantes legales o, en el marco de sus competencias, por el Ministerio Fiscal, que 
podrá actuar de oficio o a instancia de cualquier persona interesada.

3. En caso de fallecimiento de personas con discapacidad, estas facultades también 
podrán ejercerse, además de por quienes señala el apartado anterior, por quienes hubiesen 
sido designados para el ejercicio de funciones de apoyo, si tales facultades se entendieran 
comprendidas en las medidas de apoyo prestadas por el designado.

Artículo 4.  Autoridades competentes.
1. Será autoridad competente, a los efectos de esta Ley Orgánica, toda autoridad pública 

que tenga competencias encomendadas legalmente para el tratamiento de datos personales 
con alguno de los fines previstos en el artículo 1.

En particular, tendrán esa consideración, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
las siguientes autoridades:

a) Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.
b) Las Administraciones Penitenciarias.
c) La Dirección Adjunta de Vigilancia Aduanera de la Agencia Estatal de Administración 

Tributaria.
d) El Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e 

Infracciones Monetarias.
e) La Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo.
2. También tendrán consideración de autoridades competentes las Autoridades judiciales 

del orden jurisdiccional penal y el Ministerio Fiscal.

Artículo 5.  Definiciones.
A efectos de esta Ley Orgánica se entenderá por:
a) «datos personales»: toda información sobre una persona física identificada o 

identificable («el interesado»); se considerará persona física identificable a toda persona 
cuya identidad pueda determinarse, directa o indirectamente, en particular mediante un 
identificador, como por ejemplo un nombre, un número de identificación, unos datos de 
localización, un identificador en línea o uno o varios elementos propios de la identidad física, 
fisiológica, genética, psíquica, económica, cultural o social de dicha persona;

b) «tratamiento»: cualquier operación o conjunto de operaciones realizadas sobre datos 
personales o conjuntos de datos personales, ya sea por procedimientos automatizados o no, 
como la recogida, registro, organización, estructuración, conservación, adaptación o 
modificación, extracción, consulta, utilización, comunicación por transmisión, difusión o 
cualquier otra forma de habilitación de acceso, cotejo o interconexión, limitación, supresión o 
destrucción;

c) «limitación del tratamiento»: el marcado de los datos personales conservados con el 
fin de limitar su tratamiento en el futuro;
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d) «elaboración de perfiles»: toda forma de tratamiento automatizado de datos 
personales consistente en utilizar datos personales para evaluar determinados aspectos 
personales de una persona física, en particular para analizar o predecir aspectos relativos al 
rendimiento profesional, situación económica, salud, preferencias personales, intereses, 
fiabilidad, comportamiento, ubicación o movimientos de dicha persona física;

e) «seudonimización»: el tratamiento de datos personales de manera tal que ya no 
puedan atribuirse a un interesado sin utilizar información adicional, siempre que dicha 
información adicional se mantenga por separado y esté sujeta a medidas técnicas y 
organizativas destinadas a garantizar que los datos personales no se atribuyan a una 
persona física identificada o identificable;

f) «fichero»: todo conjunto estructurado de datos personales, accesibles con arreglo a 
criterios determinados, ya sea centralizado, descentralizado o dispersado de forma funcional 
o geográfica;

g) «responsable del tratamiento» o «responsable»: la autoridad competente que sola o 
conjuntamente con otras, determine los fines y medios del tratamiento de datos personales; 
en caso de que los fines y medios del tratamiento estén determinados por el Derecho de la 
Unión Europea o por la legislación española, dichas normas podrán designar al responsable 
del tratamiento, o bien los criterios para su nombramiento.

h) «encargado del tratamiento» o «encargado»: la persona física o jurídica, autoridad 
pública, servicio u otro organismo que trate datos personales por cuenta del responsable del 
tratamiento;

i) «destinatario»: la persona física o jurídica, autoridad pública, servicio o cualquier otro 
organismo al que se comuniquen datos personales, se trate o no de un tercero. No obstante, 
no se considerará destinatarios las autoridades públicas que puedan recibir datos personales 
en el marco de una investigación concreta de conformidad con la legislación española o de 
la Unión Europea; el tratamiento de tales datos por las citadas autoridades públicas será 
conforme con las normas en materia de protección de datos aplicables a los fines del 
tratamiento;

j) «violación de la seguridad de los datos personales»: toda violación de la seguridad que 
ocasione la destrucción, pérdida o alteración accidental o ilícita, o la comunicación o acceso 
no autorizados a datos personales transmitidos, conservados o tratados de otra forma;

k) «datos genéticos»: datos personales relativos a las características genéticas 
heredadas o adquiridas de una persona física que proporcionen una información única sobre 
la fisiología o la salud de esa persona, obtenidos en particular del análisis de una muestra 
biológica de la persona física de que se trate;

l) «datos biométricos»: datos personales obtenidos a partir de un tratamiento técnico 
específico, relativos a las características físicas, fisiológicas o de conducta de una persona 
física que permitan o confirmen la identificación única de dicha persona, como imágenes 
faciales o datos dactiloscópicos;

m) «datos relativos a la salud»: datos personales relativos a la salud física o mental de 
una persona física, incluida la prestación de servicios de atención sanitaria, que revelen 
información sobre su estado de salud;

n) «organización internacional»: una organización internacional y sus entes subordinados 
de Derecho internacional público o cualquier otro organismo creado mediante un acuerdo 
entre dos o más países o en virtud de tal acuerdo.

CAPÍTULO II
Principios, licitud del tratamiento y videovigilancia

Sección 1.ª Principios y licitud del tratamiento

Artículo 6.  Principios relativos al tratamiento de datos personales.
1. Los datos personales serán:
a) Tratados de manera lícita y leal.
b) Recogidos con fines determinados, explícitos y legítimos, y no serán tratados de forma 

incompatible con esos fines.
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c) Adecuados, pertinentes y no excesivos en relación con los fines para los que son 
tratados.

d) Exactos y, si fuera necesario, actualizados. Se adoptarán todas las medidas 
razonables para que se supriman o rectifiquen, sin dilación indebida, los datos personales 
que sean inexactos con respecto a los fines para los que son tratados.

e) Conservados de forma que permitan identificar al interesado durante un período no 
superior al necesario para los fines para los que son tratados.

f) Tratados de manera que se garantice una seguridad adecuada, incluida la protección 
contra el tratamiento no autorizado o ilícito y contra su pérdida, destrucción o daño 
accidental. Para ello, se utilizarán las medidas técnicas u organizativas adecuadas.

2. Los datos personales recogidos por las autoridades competentes no serán tratados 
para otros fines distintos de los establecidos en el artículo 1, salvo que dicho tratamiento 
esté autorizado por el Derecho de la Unión Europea o por la legislación española. Cuando 
los datos personales sean tratados para otros fines, se aplicará el Reglamento General de 
Protección de Datos y la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, a menos que el 
tratamiento se efectúe como parte de una actividad que quede fuera del ámbito de aplicación 
del Derecho de la Unión Europea.

3. Los datos personales podrán ser tratados por el mismo responsable o por otro, para 
fines establecidos en el artículo 1 distintos de aquel para el que hayan sido recogidos, en la 
medida en que concurran cumulativamente las dos circunstancias siguientes:

a) Que el responsable del tratamiento sea competente para tratar los datos para ese otro 
fin, de acuerdo con el Derecho de la Unión Europea o la legislación española.

b) Que el tratamiento sea necesario y proporcionado para la consecución de ese otro fin, 
de acuerdo con el Derecho de la Unión Europea o la legislación española.

4. El tratamiento por el mismo responsable o por otro podrá incluir el archivo por razones 
de interés público, y el uso científico, estadístico o histórico para los fines establecidos en el 
artículo 1, con sujeción a las garantías adecuadas para los derechos y libertades de los 
interesados.

5. El responsable del tratamiento deberá garantizar y estar en condiciones de demostrar 
el cumplimiento de lo establecido en este artículo.

Artículo 7.  Deber de colaboración.
1. Las Administraciones públicas, así como cualquier persona física o jurídica, 

proporcionarán a las autoridades judiciales, al Ministerio Fiscal o a la Policía Judicial los 
datos, informes, antecedentes y justificantes que les soliciten y que sean necesarios para la 
investigación y enjuiciamiento de infracciones penales o para la ejecución de las penas. La 
petición de la Policía Judicial se deberá ajustar exclusivamente al ejercicio de las funciones 
que le encomienda el artículo 549.1 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio y deberá 
efectuarse siempre de forma motivada, concreta y específica, dando cuenta en todo caso a 
la autoridad judicial y fiscal.

La comunicación de datos, informes, antecedentes y justificantes por la Administración 
Tributaria, la Administración de la Seguridad Social y la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social, se efectuará de acuerdo con su legislación respectiva.

2. En los restantes casos, las Administraciones públicas, así como cualquier persona 
física o jurídica, proporcionarán los datos, informes, antecedentes y justificantes a las 
autoridades competentes que los soliciten, siempre que estos sean necesarios para el 
desarrollo específico de sus misiones para la prevención, detección e investigación de 
infracciones penales y para la prevención y protección frente a un peligro real y grave para la 
seguridad pública. La petición de la autoridad competente deberá ser concreta y específica y 
contener la motivación que acredite su relación con los indicados supuestos.

3. No será de aplicación lo dispuesto en los apartados anteriores cuando legalmente sea 
exigible la autorización judicial para recabar los datos necesarios para el cumplimiento de los 
fines del artículo 1.

4. En los supuestos contemplados en los apartados anteriores, el interesado no será 
informado de la transmisión de sus datos a las autoridades competentes, ni de haber 
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facilitado el acceso a los mismos por dichas autoridades de cualquier otra forma, a fin de 
garantizar la actividad investigadora.

Con el mismo propósito, los sujetos a los que el ordenamiento jurídico imponga un deber 
específico de colaboración con las autoridades competentes para el cumplimiento de los 
fines establecidos en el artículo 1, no informarán al interesado de la transmisión de sus datos 
a dichas autoridades, ni de haber facilitado el acceso a los mismos por dichas autoridades 
de cualquier otra forma, en cumplimiento de sus obligaciones específicas.

Artículo 8.  Plazos de conservación y revisión.
1. El responsable del tratamiento determinará que la conservación de los datos 

personales tenga lugar sólo durante el tiempo necesario para cumplir con los fines previstos 
en el artículo 1.

2. El responsable del tratamiento deberá revisar la necesidad de conservar, limitar o 
suprimir el conjunto de los datos personales contenidos en cada una de las actividades de 
tratamiento bajo su responsabilidad, como máximo cada tres años, atendiendo 
especialmente en cada revisión a la edad del afectado, el carácter de los datos y a la 
conclusión de una investigación o procedimiento penal. Si es posible, se hará mediante el 
tratamiento automatizado apropiado.

3. Con carácter general, el plazo máximo para la supresión de los datos será de veinte 
años, salvo que concurran factores como la existencia de investigaciones abiertas o delitos 
que no hayan prescrito, la no conclusión de la ejecución de la pena, reincidencia, necesidad 
de protección de las víctimas u otras circunstancias motivadas que hagan necesario el 
tratamiento de los datos para el cumplimiento de los fines del artículo 1.

Artículo 9.  Distinción entre categorías de interesados.
El responsable del tratamiento, en la medida de lo posible, establecerá entre los datos 

personales de las distintas categorías de interesados, distinciones tales como:
a) Personas respecto de las cuales existan motivos fundados para presumir que hayan 

cometido, puedan cometer o colaborar en la comisión de una infracción penal.
b) Personas condenadas o sancionadas por una infracción penal.
c) Víctimas o afectados por una infracción penal o que puedan serlo.
d) Terceros involucrados en una infracción penal como son: personas que puedan ser 

citadas a testificar en investigaciones relacionadas con infracciones o procesos penales 
ulteriores, personas que puedan facilitar información sobre dichas infracciones, o personas 
de contacto o asociados de una de las personas mencionadas en las letras a) y b).

Lo anterior no debe impedir la aplicación del derecho a la presunción de inocencia tal 
como lo garantiza el artículo 24 de la Constitución.

Artículo 10.  Verificación de la calidad de los datos personales.
1. El responsable del tratamiento, en la medida de lo posible, establecerá una distinción 

entre los datos personales basados en hechos y los basados en apreciaciones personales.
2. Las autoridades competentes adoptarán todas las medidas razonables para garantizar 

que los datos personales que sean inexactos, incompletos o no estén actualizados, no se 
transmitan ni se pongan a disposición de terceros. En toda transmisión de datos se 
trasladará al mismo tiempo la valoración de su calidad, exactitud y actualización.

En la medida de lo posible, en todas las transmisiones de datos personales se añadirá la 
información necesaria para que la autoridad competente receptora pueda valorar hasta qué 
punto son exactos, completos y fiables, y en qué medida están actualizados. Igualmente, la 
autoridad competente transmisora, en la medida en que sea factible, controlará la calidad de 
los datos personales antes de transmitirlos o ponerlos a disposición de terceros.

3. Si se observara que los datos personales transmitidos son incorrectos o que se han 
transmitido ilegalmente, estas circunstancias se pondrán en conocimiento del destinatario sin 
dilación indebida. En tal caso, los datos deberán rectificarse o suprimirse, o el tratamiento 
deberá limitarse de conformidad con lo previsto en el artículo 23.
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Artículo 11.  Licitud del tratamiento.
1. El tratamiento sólo será lícito en la medida en que sea necesario para los fines 

señalados en el artículo 1 y se realice por una autoridad competente en ejercicio de sus 
funciones.

2. Cualquier ley que regule tratamientos de datos personales para los fines incluidos 
dentro del ámbito de aplicación de esta Ley Orgánica deberá indicar, al menos, los objetivos 
del tratamiento, los datos personales que vayan a ser objeto del mismo y las finalidades del 
tratamiento.

Artículo 12.  Condiciones específicas de tratamiento.
1. Cuando el Derecho de la Unión Europea o la legislación española prevea condiciones 

específicas aplicables al tratamiento, la autoridad competente transmitente deberá informar 
al destinatario al que se transmitan los datos, de dichas condiciones y de la obligación de 
respetarlas.

2. Las condiciones específicas de tratamiento podrán ser, entre otras, la prohibición de 
transmisión de datos o de su utilización para fines distintos para los que fueron transmitidos 
o, en caso de limitación del derecho a la información, la prohibición de dar información al 
interesado sin la autorización previa de la autoridad transmisora.

3. La autoridad competente transmitente no aplicará a los destinatarios de otros Estados 
miembros de la Unión Europea o de organismos, agencias y órganos establecidos en virtud 
de los capítulos 4 y 5 del título V de la tercera parte del Tratado de Funcionamiento de la 
Unión Europea, condiciones distintas de las aplicables a las transmisiones de datos similares 
dentro de España.

Artículo 13.  Tratamiento de categorías especiales de datos personales.
1. El tratamiento de datos personales que revelen el origen étnico o racial, las opiniones 

políticas, las convicciones religiosas o filosóficas o la afiliación sindical, así como el 
tratamiento de datos genéticos, datos biométricos dirigidos a identificar de manera unívoca a 
una persona física, los datos relativos a la salud o a la vida sexual o a la orientación sexual 
de una persona física, sólo se permitirá cuando sea estrictamente necesario, con sujeción a 
las garantías adecuadas para los derechos y libertades del interesado y cuando se cumplan 
alguna de las siguientes circunstancias:

a) Se encuentre previsto por una norma con rango de ley o por el Derecho de la Unión 
Europea.

b) Resulte necesario para proteger los intereses vitales, así como los derechos y 
libertades fundamentales del interesado o de otra persona física.

c) Dicho tratamiento se refiera a datos que el interesado haya hecho manifiestamente 
públicos.

2. Las autoridades competentes, en el marco de sus respectivas funciones y 
competencias, podrán tratar datos biométricos dirigidos a identificar de manera unívoca a 
una persona física con los fines de prevención, investigación, detección de infracciones 
penales, incluidas la protección y la prevención frente a las amenazas contra la seguridad 
pública.

3. Los datos de los menores de edad y de las personas con capacidad modificada 
judicialmente o que estén incursas en procesos de dicha naturaleza, se tratarán 
garantizando el interés superior de los mismos y con el nivel de seguridad adecuado.

Artículo 14.  Mecanismo de decisión individual automatizado.
1. Están prohibidas las decisiones basadas únicamente en un tratamiento automatizado, 

incluida la elaboración de perfiles, que produzcan efectos jurídicos negativos para el 
interesado o que le afecten significativamente, salvo que se autorice expresamente por una 
norma con rango de ley o por el Derecho de la Unión Europea. La norma habilitante del 
tratamiento deberá establecer las medidas adecuadas para salvaguardar los derechos y 
libertades del interesado, incluyendo el derecho a obtener la intervención humana en el 
proceso de revisión de la decisión adoptada.
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2. Las decisiones a las que se refiere el apartado anterior no se basarán en las 
categorías especiales de datos personales contempladas en el artículo 13, salvo que se 
hayan tomado las medidas adecuadas para salvaguardar los derechos y libertades y los 
intereses legítimos del interesado.

3. Queda prohibida la elaboración de perfiles que dé lugar a una discriminación de las 
personas físicas sobre la base de categorías especiales de datos personales establecidas en 
el artículo 13.

Sección 2.ª Tratamiento de datos personales en el ámbito de la videovigilancia 
por Fuerzas y Cuerpos de Seguridad

Artículo 15.  Sistemas de grabación de imágenes y sonido por las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad.

1. La captación, reproducción y tratamiento de datos personales por las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad en los términos previstos en esta Ley Orgánica, así como las 
actividades preparatorias, no se considerarán intromisiones ilegítimas en el derecho al honor, 
a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen, a los efectos de lo establecido en el 
artículo 2.2 de la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de protección civil del derecho al 
honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen.

2. En la instalación de sistemas de grabación de imágenes y sonidos se tendrán en 
cuenta, conforme al principio de proporcionalidad, los siguientes criterios: asegurar la 
protección de los edificios e instalaciones propias; asegurar la protección de edificios e 
instalaciones públicas y de sus accesos que estén bajo custodia; salvaguardar y proteger las 
instalaciones útiles para la seguridad nacional y prevenir, detectar o investigar la comisión de 
infracciones penales y la protección y prevención frente a las amenazas contra la seguridad 
pública.

Artículo 16.  Instalación de sistemas fijos.
1. En las vías o lugares públicos donde se instalen videocámaras fijas, el responsable 

del tratamiento deberá realizar una valoración del citado principio de proporcionalidad en su 
doble versión de idoneidad e intervención mínima. Asimismo, deberá llevar a cabo un 
análisis de los riesgos o una evaluación de impacto de protección de datos relativo al 
tratamiento que se pretenda realizar, en función del nivel de perjuicio que se pueda derivar 
para la ciudadanía y de la finalidad perseguida.

Se entenderá por videocámara fija aquella anclada a un soporte fijo o fachada, aunque el 
sistema de grabación se pueda mover en cualquier dirección.

2. Esta disposición se aplicará asimismo cuando las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 
utilicen instalaciones fijas de videocámaras de las que no sean titulares y exista, por su 
parte, un control y dirección efectiva del proceso completo de tratamiento.

3. Estas instalaciones fijas de videocámaras no estarán sujetas al control preventivo de 
las entidades locales previsto en su legislación reguladora básica, ni al ejercicio de las 
competencias de las diferentes Administraciones públicas, sin perjuicio de que deban 
respetar los principios de la legislación vigente en cada ámbito material de la actuación 
administrativa.

4. Los propietarios y, en su caso, los titulares de derechos reales sobre los bienes 
afectados por estas instalaciones, o quienes los posean por cualquier título, están obligados 
a facilitar y permitir su instalación y mantenimiento, sin perjuicio de las indemnizaciones que 
procedan.

5. Los ciudadanos serán informados de manera clara y permanente de la existencia de 
estas videocámaras fijas, sin especificar su emplazamiento, así como de la autoridad 
responsable del tratamiento ante la que poder ejercer sus derechos.

Artículo 17.  Dispositivos móviles.
1. Podrán utilizarse dispositivos de toma de imágenes y sonido de carácter móvil para el 

mejor cumplimiento de los fines previstos en esta Ley Orgánica, conforme a las 
competencias específicas de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. La toma de imagen y 
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sonido, que ha de ser conjunta, queda supeditada, en todo caso, a la concurrencia de un 
peligro o evento concreto. El uso de los dispositivos móviles deberá estar autorizado por la 
persona titular de la Delegación o Subdelegación del Gobierno, quien atenderá a la 
naturaleza de los eventuales hechos susceptibles de filmación, adecuando la utilización de 
dichos dispositivos a los principios de tratamiento y al de proporcionalidad.

En el caso de los Cuerpos de Policía propios de las Comunidades Autónomas que 
tengan y ejerzan competencias asumidas para la protección de las personas y bienes y para 
el mantenimiento del orden público, serán sus órganos correspondientes los que autorizarán 
este tipo de actuaciones para sus fuerzas policiales, así como para las dependientes de las 
Corporaciones locales radicadas en su territorio.

2. En estos supuestos de dispositivos móviles, las autorizaciones no se podrán conceder 
en ningún caso con carácter indefinido o permanente, siendo otorgadas por el plazo 
adecuado a la naturaleza y las circunstancias derivadas del peligro o evento concreto, por un 
periodo máximo de un mes prorrogable por otro.

3. En casos de urgencia o necesidad inaplazable será el responsable operativo de las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad competentes el que podrá determinar su uso, siendo 
comunicada tal actuación con la mayor brevedad posible, y siempre en el plazo de 24 horas, 
al Delegado o Subdelegado del Gobierno o autoridad competente de las comunidades 
autónomas.

Artículo 18.  Tratamiento y conservación de las imágenes.
1. Realizada la filmación de acuerdo con los requisitos establecidos en esta Ley 

Orgánica, si la grabación captara la comisión de hechos que pudieran ser constitutivos de 
infracciones penales, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad pondrán la cinta o soporte original 
de las imágenes y sonidos en su integridad, a disposición judicial a la mayor brevedad 
posible y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y dos horas desde su grabación. De 
no poder redactarse el atestado en tal plazo, se relatarán verbalmente los hechos a la 
autoridad judicial, o al Ministerio Fiscal, junto con la entrega de la grabación.

2. Si se captaran hechos que pudieran ser constitutivos de infracciones administrativas 
relacionadas con la seguridad pública, se remitirán al órgano competente, de inmediato, para 
el inicio del oportuno procedimiento sancionador.

3. Las grabaciones serán destruidas en el plazo máximo de tres meses desde su 
captación, salvo que estén relacionadas con infracciones penales o administrativas graves o 
muy graves en materia de seguridad pública, sujetas a una investigación policial en curso o 
con un procedimiento judicial o administrativo abierto.

Artículo 19.  Régimen disciplinario.
1. Sin perjuicio de las responsabilidades penales en las que pudieran incurrir, las 

infracciones a lo dispuesto en esta Ley Orgánica por los miembros de las Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad, serán sancionadas con arreglo al régimen disciplinario correspondiente a los 
infractores y, en su defecto, con sujeción al régimen general de sanciones en materia de 
protección de datos de carácter personal establecido en esta Ley Orgánica.

2. Se considerarán faltas muy graves en el régimen disciplinario de las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad del Estado, las siguientes infracciones:

a) Alterar o manipular los registros de imágenes y sonidos, siempre que no constituya 
delito.

b) Permitir el acceso de personas no autorizadas a las imágenes y sonidos grabados o 
utilizar estos para fines distintos de los previstos legalmente.

c) Reproducir las imágenes y sonidos para fines distintos de los previstos en esta Ley 
Orgánica.

d) Utilizar los medios técnicos regulados en esta Ley Orgánica para fines distintos de los 
previstos en la misma.
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CAPÍTULO III
Derechos de las personas

Sección 1.ª Régimen general

Artículo 20.  Condiciones generales de ejercicio de los derechos de los interesados.
1. El responsable del tratamiento deberá facilitar al interesado, de forma concisa, 

inteligible, de fácil acceso y con lenguaje claro y sencillo para todas las personas, incluidas 
aquellas con discapacidad, toda la información contemplada en el artículo 21, así como la 
derivada de los artículos 14, 22 a 26 y 39.

Además, el responsable del tratamiento deberá adoptar las medidas necesarias para 
garantizar al interesado el ejercicio de sus derechos a los que se refieren los artículos 14 y 
22 a 26.

2. El interesado, con capacidad de obrar, podrá actuar en su propio nombre y 
representación o por medio de representantes, de acuerdo con lo previsto en la normativa 
sobre el procedimiento administrativo común de las Administraciones Públicas.

3. La información será facilitada por cualquier medio adecuado, incluidos los medios 
electrónicos, procurando utilizar el mismo medio empleado en la solicitud.

4. El responsable del tratamiento informará por escrito al interesado, sin dilación 
indebida, sobre el curso dado a su solicitud. La solicitud se entenderá desestimada si 
transcurrido un mes desde su presentación no ha sido resuelta expresamente y notificada al 
interesado.

5. La información a la que se refiere el apartado 1 se facilitará gratuitamente. Cuando las 
solicitudes de un interesado sean manifiestamente infundadas o excesivas, en particular 
debido a su carácter repetitivo, el responsable del tratamiento podrá inadmitirlas a trámite, 
mediante resolución motivada.

El responsable del tratamiento deberá demostrar el carácter manifiestamente infundado 
o excesivo de la solicitud.

En todo caso se considerará que la solicitud es repetitiva cuando se realicen tres 
solicitudes sobre el mismo supuesto durante el plazo de seis meses, salvo que exista causa 
legítima para ello.

6. Cuando el responsable del tratamiento tenga dudas razonables acerca de la identidad 
de la persona física que formula la solicitud a la que se refieren los artículos 22 y 23, le 
requerirá para que facilite la información complementaria que resulte necesaria para 
confirmar su identidad en el plazo de diez días. Transcurrido dicho plazo sin que se aporte la 
información, se le tendrá por desistido de su petición mediante resolución motivada. El plazo 
al que se refiere el apartado 4 comenzará a computarse desde la fecha en la que se facilite 
dicha información complementaria.

Artículo 21.  Información que debe ponerse a disposición del interesado.
1. El responsable del tratamiento de los datos pondrá a disposición del interesado, al 

menos, la siguiente información:
a) La identificación del responsable del tratamiento y sus datos de contacto.
b) Los datos de contacto del delegado de protección de datos, en su caso.
c) Los fines del tratamiento a los que se destinen los datos personales.
d) El derecho a presentar una reclamación ante la autoridad de protección de datos 

competente y los datos de contacto de la misma.
e) El derecho a solicitar del responsable del tratamiento el acceso a los datos personales 

relativos al interesado y su rectificación, supresión o la limitación de su tratamiento.
2. Además de la información a la que se refiere el apartado 1, atendiendo a las 

circunstancias del caso concreto, el responsable del tratamiento proporcionará al interesado 
la siguiente información adicional para permitir el ejercicio de sus derechos:

a) La base jurídica del tratamiento.
b) El plazo durante el cual se conservarán los datos personales o, cuando esto no sea 

posible, los criterios utilizados para determinar ese plazo.
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c) Las categorías de destinatarios de los datos personales, cuando corresponda, en 
particular, los establecidos en Estados que no sean miembros de la Unión Europea u 
organizaciones internacionales.

d) Cualquier otra información necesaria, en especial, cuando los datos personales se 
hayan recogido sin conocimiento del interesado.

Artículo 22.  Derecho de acceso del interesado a sus datos personales.
1. El interesado tendrá derecho a obtener del responsable del tratamiento confirmación 

de si se están tratando o no datos personales que le conciernen. En caso de que se confirme 
el tratamiento, el interesado tendrá derecho a acceder a dichos datos personales, así como a 
la siguiente información:

a) Los fines y la base jurídica del tratamiento.
b) Las categorías de datos personales de que se trate.
c) Los destinatarios o las categorías de destinatarios a quienes hayan sido comunicados 

los datos personales, en particular, los destinatarios establecidos en Estados que no sean 
miembros de la Unión Europea u organizaciones internacionales.

d) El plazo de conservación de los datos personales, cuando sea posible, o, en caso 
contrario, los criterios utilizados para determinar dicho plazo.

e) La existencia del derecho a solicitar del responsable del tratamiento la rectificación o 
supresión de los datos personales relativos al interesado o la limitación de su tratamiento.

f) El derecho a presentar una reclamación ante la autoridad de protección de datos 
competente y los datos de contacto de la misma.

g) La comunicación de los datos personales objeto de tratamiento, así como cualquier 
información disponible sobre su origen, sin revelar la identidad de ninguna persona física, en 
especial en el caso de fuentes confidenciales.

2. Cuando el responsable trate una gran cantidad de información relativa al interesado y 
éste ejercite su derecho de acceso sin especificar si se refiere a todos o a una parte de los 
datos, el responsable podrá requerir al interesado que concrete la solicitud en el plazo de 
diez días.

3. Se entenderá concedido el derecho de acceso si el responsable del tratamiento facilita 
al interesado un sistema remoto, directo y seguro que garantice, de modo permanente, el 
acceso a la totalidad de sus datos personales. La notificación informando al interesado del 
procedimiento puesto en marcha a través de este sistema, permitirá denegar su solicitud de 
acceso efectuada por otras vías.

Si el acceso remoto no facilita la totalidad de la información contenida en el apartado 1, 
el interesado tendrá derecho a solicitarla.

4. Cuando el interesado elija un medio distinto al que se le ofrece que suponga un coste 
desproporcionado, la solicitud será considerada excesiva, por lo que dicho interesado 
asumirá el exceso de coste que su elección comporte. En este caso, sólo será exigible al 
responsable del tratamiento que la satisfacción del derecho de acceso a través del medio 
propuesto se produzca sin dilaciones indebidas. Si el interesado no asumiera el exceso de 
coste, se le facilitará el acceso por el medio inicialmente propuesto por el responsable del 
tratamiento.

Artículo 23.  Derechos de rectificación, supresión de datos personales y limitación de su 
tratamiento.

1. El interesado tendrá derecho a obtener del responsable del tratamiento, sin dilación 
indebida, la rectificación de los datos personales que le conciernen, cuando tales datos 
resulten inexactos.

Teniendo en cuenta los fines del tratamiento, el interesado tendrá derecho a que se 
completen los datos personales cuando estos resulten incompletos.

El interesado deberá indicar en su solicitud a qué datos se refiere y la corrección que 
haya de realizarse. Deberá acompañar, cuando sea preciso, la documentación justificativa 
del carácter incompleto o inexacto de los datos objeto de tratamiento.

2. El responsable del tratamiento, a iniciativa propia o como consecuencia del ejercicio 
del derecho de supresión del interesado, suprimirá los datos personales sin dilación indebida 
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y, en todo caso, en el plazo máximo de un mes a contar desde que tenga conocimiento, 
cuando el tratamiento infrinja los artículos 6, 11 o 13, o cuando los datos personales deban 
ser suprimidos en virtud de una obligación legal a la que esté sujeto.

3. En lugar de proceder a la supresión, el responsable del tratamiento limitará el 
tratamiento de los datos personales cuando se dé alguna de las siguientes circunstancias:

a) El interesado ponga en duda la exactitud de los datos personales y no pueda 
determinarse su exactitud o inexactitud.

b) Los datos personales hayan de conservarse a efectos probatorios.
Cuando el tratamiento esté limitado en virtud de la letra a), el responsable del tratamiento 

informará al interesado antes de levantar la limitación del tratamiento.
4. En caso de que el responsable del tratamiento rectifique unos datos personales 

inexactos que provengan de otra autoridad competente, se deberá comunicar a esta la 
rectificación.

5. Cuando los datos personales hayan sido rectificados o suprimidos o el tratamiento 
haya sido limitado, el responsable del tratamiento lo notificará a los destinatarios, que 
deberán rectificar o suprimir los datos personales que estén bajo su responsabilidad o limitar 
su tratamiento.

Artículo 24.  Restricciones a los derechos de información, acceso, rectificación, supresión 
de datos personales y a la limitación de su tratamiento.

1. El responsable del tratamiento podrá aplazar, limitar u omitir la información a la que se 
refiere el artículo 21.2, así como denegar, total o parcialmente, las solicitudes de ejercicio de 
los derechos contemplados en los artículos 22 y 23, siempre que, teniendo en cuenta los 
derechos fundamentales y los intereses legítimos de la persona afectada, resulte necesario y 
proporcional para la consecución de los siguientes fines:

a) Impedir que se obstaculicen indagaciones, investigaciones o procedimientos 
judiciales.

b) Evitar que se cause perjuicio a la prevención, detección, investigación y enjuiciamiento 
de infracciones penales o a la ejecución de sanciones penales.

c) Proteger la seguridad pública.
d) Proteger la Seguridad Nacional.
e) Proteger los derechos y libertades de otras personas.
2. En caso de restricción de los derechos contemplados en los artículos 22 y 23, el 

responsable del tratamiento informará por escrito al interesado sin dilación indebida, y en 
todo caso, en el plazo de un mes a contar desde que tenga conocimiento, de dicha 
restricción, de las razones de la misma, así como de las posibilidades de presentar una 
reclamación ante la autoridad de protección de datos, sin perjuicio de las restantes acciones 
judiciales que pueda ejercer en virtud de lo dispuesto en esta Ley Orgánica.

Las razones de la restricción podrán ser omitidas o ser sustituidas por una redacción 
neutra cuando la revelación de los motivos de la restricción pueda poner en riesgo los fines a 
los que se refiere el apartado anterior.

3. El responsable del tratamiento documentará los fundamentos de hecho o de derecho 
en los que se sustente la decisión denegatoria del ejercicio del derecho de acceso. Dicha 
información estará a disposición de las autoridades de protección de datos.

Artículo 25.  Ejercicio de los derechos del interesado a través de la autoridad de protección 
de datos.

1. En los casos en que se produzca un aplazamiento, limitación u omisión de la 
información a que se refiere el artículo 21 o una restricción del ejercicio de los derechos 
contemplados en los artículos 22 y 23, en los términos previstos en el artículo 24, el 
interesado podrá ejercer sus derechos a través de la autoridad de protección de datos 
competente. El responsable del tratamiento informará al interesado de esta posibilidad.

2. Cuando, en virtud de lo establecido en el apartado anterior, se ejerciten los derechos a 
través de la autoridad de protección de datos, esta deberá informar al interesado, al menos, 
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de la realización de todas las comprobaciones necesarias o la revisión correspondiente y de 
su derecho a interponer recurso contencioso-administrativo.

Sección 2.ª Régimen especial

Artículo 26.  Derechos de los interesados como consecuencia de investigaciones y 
procesos penales.

1. El ejercicio de los derechos de información, acceso, rectificación, supresión y 
limitación del tratamiento a los que se hace referencia en los artículos anteriores se llevará a 
cabo de conformidad con las normas procesales penales cuando los datos personales 
figuren en una resolución judicial, o en un registro, diligencias o expedientes tramitados en el 
curso de investigaciones y procesos penales.

2. Cuando los datos sean objeto de un tratamiento con fines jurisdiccionales del que sea 
responsable un órgano del orden jurisdiccional penal, o el Ministerio Fiscal, el ejercicio de los 
derechos de información, acceso, rectificación, supresión y limitación del tratamiento se 
realizará de conformidad con lo previsto en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, en las 
normas procesales y en su caso, el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal.

3. En defecto de regulación del ejercicio de estos derechos en dichas normas, se 
aplicará lo dispuesto en esta Ley Orgánica.

CAPÍTULO IV
Responsable y encargado de tratamiento

Sección 1.ª Obligaciones generales

Artículo 27.  Obligaciones del responsable del tratamiento.
1. El responsable del tratamiento, tomando en consideración la naturaleza, el ámbito, el 

contexto y los fines del tratamiento, así como los niveles de riesgo para los derechos y 
libertades de las personas físicas, aplicará las medidas técnicas y organizativas apropiadas 
para garantizar que el tratamiento se lleve a cabo de acuerdo con esta Ley Orgánica y con lo 
previsto en la legislación sectorial y en sus normas de desarrollo. Tales medidas se revisarán 
y actualizarán cuando resulte necesario.

2. Entre las medidas mencionadas en el apartado anterior se incluirá la aplicación de las 
oportunas políticas de protección de datos, cuando sean proporcionadas en relación con las 
actividades de tratamiento.

Artículo 28.  Protección de datos desde el diseño y por defecto.
1. En el momento de determinar los medios para el tratamiento, así como en el momento 

del tratamiento propiamente dicho, deberán aplicarse las medidas técnicas y organizativas 
que resulten apropiadas conforme al estado de la técnica y el coste de la aplicación, la 
naturaleza, el ámbito, el contexto, los fines del tratamiento y los riesgos para los derechos y 
libertades de las personas físicas. El objetivo será salvaguardar los principios de protección 
de datos de forma efectiva, al tiempo que integrar las garantías necesarias en el tratamiento. 
Entre estas medidas técnicas, se podrá adoptar la seudonimización de los datos personales 
a los efectos de contribuir a la aplicación de los principios establecidos en esta Ley Orgánica, 
en particular, el de minimización de datos personales.

2. Además, las medidas técnicas y organizativas deberán garantizar que, por defecto, 
sólo sean objeto de tratamiento los datos personales que resulten necesarios para cada uno 
de los fines específicos del tratamiento. Dicha obligación se aplicará a la cantidad de datos 
personales recogidos, a la extensión de su tratamiento, a su período de conservación y a su 
accesibilidad.

Tales medidas garantizarán que, por defecto, los datos personales no sean accesibles a 
un número indeterminado de personas sin intervención humana.
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Artículo 29.  Supuestos de corresponsabilidad en el tratamiento.
1. Cuando dos o más responsables del tratamiento determinen conjuntamente los 

objetivos y los medios de tratamiento serán considerados corresponsables del tratamiento.
2. Salvo que las responsabilidades hayan sido previstas por el Derecho de la Unión 

Europea o por la legislación española, los corresponsables del tratamiento establecerán, de 
modo transparente y de mutuo acuerdo, a través del instrumento oportuno, sus respectivas 
responsabilidades en el cumplimiento de esta Ley Orgánica, en particular, en lo referido al 
ejercicio de los derechos del interesado y a sus respectivas obligaciones en el suministro de 
la información contemplada en el artículo 21.

El citado acuerdo designará el punto de contacto para los interesados, a menos que 
venga ya determinado legalmente.

La concreción de las responsabilidades se realizará atendiendo a las actividades que 
efectivamente desarrolle cada uno de los corresponsables del tratamiento.

Artículo 30.  Encargado del tratamiento.
1. Cuando una operación de tratamiento vaya a ser llevada a cabo por cuenta de un 

responsable del tratamiento, este recurrirá únicamente a encargados que ofrezcan garantías 
suficientes para aplicar medidas técnicas y organizativas apropiadas, de manera que el 
tratamiento sea conforme con los requisitos de esta Ley Orgánica y garantice la protección 
de los derechos del interesado.

El encargado podrá ser una persona física o jurídica, de naturaleza privada o pública.
2. El encargado del tratamiento no recurrirá a otro encargado sin la autorización previa 

por escrito del responsable del tratamiento. El encargado informará siempre al responsable 
de cualquier cambio previsto referido a la adición o sustitución de otros encargados, 
pudiendo el responsable oponerse a dichos cambios.

3. El tratamiento por medio de un encargado se regirá por un contrato, convenio u otro 
instrumento jurídico que corresponda, por escrito, incluyendo la posibilidad del formato 
electrónico, concluido con arreglo al Derecho de la Unión Europea o a la legislación 
española. Dicho instrumento jurídico vinculará al encargado con el responsable y fijará el 
objeto y la duración del tratamiento, su naturaleza y finalidad, el tipo de datos personales y 
categorías de interesados, así como las obligaciones y derechos del responsable.

El instrumento jurídico estipulará, en particular, que el encargado del tratamiento deberá:
a) Actuar únicamente siguiendo las instrucciones del responsable del tratamiento.
b) Garantizar, a través del instrumento o sistema oportuno, que las personas autorizadas 

para tratar datos personales se hayan comprometido a respetar la confidencialidad o estén 
sujetas a una obligación profesional de secreto o confidencialidad.

c) Asistir al responsable del tratamiento por cualquier medio adecuado para garantizar el 
cumplimiento de las disposiciones sobre los derechos del interesado.

d) Suprimir o devolver, a elección del responsable del tratamiento, todos los datos 
personales al responsable del tratamiento, una vez finalice la prestación de los servicios de 
tratamiento, así como suprimir las copias existentes, a menos que el Derecho de la Unión 
Europea o la legislación española requieran la conservación de los datos personales.

e) Poner a disposición del responsable del tratamiento toda la información necesaria 
para demostrar el cumplimiento de estas obligaciones.

f) Respetar las condiciones indicadas en este apartado y en el apartado 2 para contratar 
a otro encargado del tratamiento.

4. Si un encargado del tratamiento determinase los fines y medios de dicho tratamiento, 
infringiendo esta Ley Orgánica, será considerado responsable con respecto a ese 
tratamiento.

5. El encargado del tratamiento se regirá, en lo no previsto por esta Ley Orgánica, por lo 
establecido en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre.

Artículo 31.  Tratamiento bajo la autoridad del responsable o del encargado del tratamiento.
El encargado del tratamiento, así como cualquier persona que actúe bajo la autoridad del 

responsable o del encargado del tratamiento y tenga acceso a datos personales, sólo podrá 
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someterlos a tratamiento siguiendo instrucciones del responsable del tratamiento, a menos 
que esté obligado a hacerlo por el Derecho de la Unión Europea o por la legislación 
española.

Artículo 32.  Registros de las actividades de tratamiento.
1. Cada responsable debe conservar un registro de todas las actividades de tratamiento 

de datos personales efectuadas bajo su responsabilidad. Dicho registro deberá contener la 
información siguiente:

a) La identificación del responsable del tratamiento y sus datos de contacto, así como, en 
su caso, del corresponsable y del delegado de protección de datos.

b) Los fines del tratamiento.
c) Las categorías de destinatarios a quienes se hayan comunicado o vayan a 

comunicarse los datos personales, incluidos los destinatarios en Estados que no sean 
miembros de la Unión Europea u organizaciones internacionales.

d) La descripción de las categorías de interesados y de las categorías de datos 
personales.

e) El recurso a la elaboración de perfiles, en su caso.
f) Las categorías de transferencias de datos personales a un Estado que no sea 

miembro de la Unión Europea o a una organización internacional, en su caso.
g) La indicación de la base jurídica del tratamiento, así como, en su caso, las 

transferencias internacionales de las que van a ser objeto los datos personales.
h) Los plazos previstos para la supresión de las diferentes categorías de datos 

personales, cuando sea posible.
i) La descripción general de las medidas técnicas y organizativas de seguridad a las que 

se refiere el artículo 37.1, cuando sea posible.
2. Cada encargado del tratamiento llevará un registro de todas las actividades de 

tratamiento de datos personales efectuadas en nombre de un responsable. Este registro 
contendrá la información siguiente:

a) El nombre y los datos de contacto del encargado o encargados del tratamiento, de 
cada responsable del tratamiento en cuyo nombre actúe el encargado y, en su caso, del 
delegado de protección de datos.

b) Las categorías de tratamientos efectuados en nombre de cada responsable.
c) Las transferencias de datos personales a un Estado que no sea miembro de la Unión 

Europea o a una organización internacional, en su caso, incluida la identificación de dicho 
Estado o de dicha organización internacional cuando el responsable del tratamiento así lo 
ordene explícitamente.

d) La descripción general de las medidas técnicas y organizativas de seguridad a las que 
se refiere el artículo 37.1, cuando sea posible.

3. Los registros referidos en este artículo se establecerán y llevarán por escrito, incluida 
la posibilidad del formato electrónico.

Estos registros estarán a disposición de la autoridad de protección de datos competente, 
a solicitud de esta, de conformidad con lo dispuesto legalmente.

4. Los responsables de los tratamientos harán público el registro de sus actividades de 
tratamiento, accesible por medios electrónicos, en el que constará la información a la que se 
refiere el apartado 1.

Artículo 33.  Registro de operaciones.
1. Los responsables y encargados del tratamiento deberán mantener registros de, al 

menos, las siguientes operaciones de tratamiento en sistemas de tratamiento automatizados: 
recogida, alteración, consulta, comunicación, incluidas las transferencias, y combinación o 
supresión. Los registros de consulta y comunicación harán posible determinar la justificación, 
la fecha y la hora de tales operaciones y, en la medida de lo posible, el nombre de la persona 
que consultó o comunicó los datos personales, así como la identidad de los destinatarios de 
dichos datos personales.
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2. Estos registros se utilizarán únicamente a efectos de verificar la legalidad del 
tratamiento, controlar el cumplimiento de las medidas y de las políticas de protección de 
datos y garantizar la integridad y la seguridad de los datos personales en el ámbito de los 
procesos penales.

Dichos registros estarán a disposición de la autoridad de protección de datos competente 
a solicitud de esta, de conformidad con lo dispuesto legalmente.

Artículo 34.  Cooperación con las autoridades de protección de datos.
El responsable y el encargado del tratamiento cooperarán con la autoridad de protección 

de datos competente, en el marco de la legislación vigente, cuando esta lo solicite en el 
desempeño de sus funciones.

Artículo 35.  Evaluación de impacto relativa a la protección de datos.
1. Cuando sea probable que un tipo de tratamiento, en particular si utiliza nuevas 

tecnologías, suponga por su naturaleza, alcance, contexto o fines, un alto riesgo para los 
derechos y libertades de las personas físicas, el responsable del tratamiento realizará, con 
carácter previo, una evaluación del impacto de las operaciones de tratamiento previstas en la 
protección de datos personales.

2. La evaluación incluirá, como mínimo, una descripción general de las operaciones de 
tratamiento previstas, una evaluación de riesgos para los derechos y libertades de los 
interesados, las medidas contempladas para hacer frente a estos peligros, así como las 
medidas de seguridad y mecanismos destinados a garantizar la protección de los datos 
personales y a demostrar su conformidad con esta Ley Orgánica. Esta evaluación tendrá en 
cuenta los derechos e intereses legítimos de los interesados y de las demás personas 
afectadas.

3. Las autoridades de protección de datos podrán establecer una lista de tratamientos 
que estén sujetos a la realización de una evaluación de impacto con arreglo a lo dispuesto 
en el apartado anterior y, del mismo modo, podrán establecer una lista de tratamientos que 
no estén sujetos a esta obligación. Ambas listas tendrán un carácter meramente orientativo.

Artículo 36.  Consulta previa a la autoridad de protección de datos.
1. El responsable o el encargado del tratamiento consultará a la autoridad de protección 

de datos, antes de proceder al tratamiento de datos personales que vayan a formar parte de 
un nuevo fichero, en cualquiera de las siguientes circunstancias:

a) Cuando la evaluación del impacto en la protección de los datos indique que el 
tratamiento entrañaría un alto nivel de riesgo, a falta de medidas adoptadas por el 
responsable para mitigar el riesgo o los posibles daños.

b) Cuando el tipo de tratamiento pueda generar un alto nivel de riesgo para los derechos 
y libertades de los interesados, en particular, cuando se usen tecnologías, mecanismos o 
procedimientos nuevos.

2. La autoridad de protección de datos correspondiente podrá establecer una lista de 
carácter orientativo, de las operaciones de tratamiento sujetas a consulta previa, con arreglo 
a lo dispuesto en el apartado anterior.

3. El responsable del tratamiento facilitará a la autoridad de protección de datos 
competente, la evaluación de impacto contemplada en el artículo 35 y, previa solicitud, 
cualquier información adicional que permita a dicha autoridad de protección de datos evaluar 
la conformidad del tratamiento y, más concretamente, el nivel de riesgo para la protección de 
los datos personales del interesado y las garantías correspondientes.

4. Cuando la autoridad de protección de datos considere que el tratamiento previsto en el 
apartado 1 pudiera infringir lo dispuesto en esta Ley Orgánica deberá, en un plazo de seis 
semanas desde la solicitud de la consulta, asesorar por escrito al responsable del 
tratamiento y, en su caso, al encargado del tratamiento, en especial, cuando el responsable 
del tratamiento no haya identificado o mitigado suficientemente el peligro o el nivel de riesgo. 
Asimismo, la autoridad de protección de datos podrá ejercer cualquiera de sus potestades de 
investigación, corrección o consulta.
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Este plazo podrá prorrogarse un mes, en función de la complejidad del tratamiento 
previsto. La autoridad de protección de datos informará al responsable y, en su caso, al 
encargado acerca de la prórroga, en el plazo de un mes a partir de la recepción de la 
solicitud de consulta, junto con los motivos de la dilación.

En caso de no contestar a la consulta en el plazo previsto, no operará la presunción del 
carácter favorable del mismo.

Sección 2.ª Seguridad de los datos personales

Artículo 37.  Seguridad del tratamiento.
1. El responsable y el encargado del tratamiento, teniendo en cuenta el estado de la 

técnica y los costes de aplicación, y la naturaleza, el alcance, el contexto y los fines del 
tratamiento, así como los niveles de riesgo para los derechos y libertades de las personas 
físicas, aplicarán medidas técnicas y organizativas apropiadas para garantizar un nivel de 
seguridad adecuado, especialmente en lo relativo al tratamiento de las categorías de datos 
personales a las que se refiere el artículo 13. En particular, deberán aplicar a los 
tratamientos de datos personales las medidas incluidas en el Esquema Nacional de 
Seguridad.

2. Por lo que respecta al tratamiento automatizado, el responsable o encargado del 
tratamiento, a raíz de una evaluación de los riesgos, pondrá en práctica medidas de control 
con el siguiente propósito:

a) En el control de acceso a los equipamientos, denegar el acceso a personas no 
autorizadas a los equipamientos utilizados para el tratamiento.

b) En el control de los soportes de datos, impedir que estos puedan ser leídos, copiados, 
modificados o cancelados por personas no autorizadas.

c) En el control del almacenamiento, impedir que se introduzcan sin autorización datos 
personales, o que estos puedan inspeccionarse, modificarse o suprimirse sin autorización.

d) En el control de los usuarios, impedir que los sistemas de tratamiento automatizado 
puedan ser utilizados por personas no autorizadas por medio de instalaciones de transmisión 
de datos.

e) En el control del acceso a los datos, garantizar que las personas autorizadas a utilizar 
un sistema de tratamiento automatizado, sólo puedan tener acceso a los datos personales 
para los que han sido autorizados.

f) En el control de la transmisión, garantizar que sea posible verificar y establecer a qué 
organismos se han transmitido o pueden transmitirse, o a cuya disposición pueden ponerse 
los datos personales mediante equipamientos de comunicación de datos.

g) En el control de la introducción, garantizar que pueda verificarse y constatarse, a 
posteriori, qué datos personales se han introducido en los sistemas de tratamiento 
automatizado, en qué momento y quién los ha introducido.

h) En el control del transporte, impedir que durante las transferencias de datos 
personales o durante el transporte de soportes de datos, los datos personales puedan ser 
leídos, copiados, modificados o suprimidos sin autorización.

i) En el control de restablecimiento, garantizar que los sistemas instalados puedan 
restablecerse en caso de interrupción.

j) En el control de fiabilidad e integridad, garantizar que las funciones del sistema no 
presenten defectos, que los errores de funcionamiento sean señalados y que los datos 
personales almacenados no se degraden por fallos de funcionamiento del sistema.

Artículo 38.  Notificación a la autoridad de protección de datos de una violación de la 
seguridad de los datos personales.

1. Cualquier violación de la seguridad de los datos personales será notificada por el 
responsable del tratamiento a la autoridad de protección de datos competente, a menos que 
sea improbable que la violación de la seguridad de los datos personales constituya un 
peligro para los derechos y las libertades de las personas físicas.
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La notificación deberá realizarse en el plazo de las setenta y dos horas siguientes al 
momento en que se haya tenido constancia de ella. En caso contrario, deberá ir 
acompañada de los motivos de la dilación.

2. El encargado del tratamiento notificará, sin dilación indebida, al responsable del 
tratamiento, las violaciones de la seguridad de los datos personales de las que tenga 
conocimiento.

3. La notificación contemplada en el apartado 1 deberá, al menos:
a) Referir la naturaleza de la violación de la seguridad de los datos personales, 

incluyendo, cuando sea posible, las categorías y el número aproximado de personas 
afectadas, así como las categorías y el número aproximado de registros de datos personales 
afectados por la violación de la seguridad.

b) Comunicar el nombre y los datos de contacto del delegado de protección de datos o 
de otro punto de contacto en el que pueda obtenerse más información.

c) Detallar las posibles consecuencias de la violación de la seguridad de los datos 
personales.

d) Describir las medidas adoptadas o propuestas por el responsable del tratamiento para 
poner remedio a la violación de la seguridad de los datos personales, incluyendo, si procede, 
las medidas adoptadas para mitigar sus posibles efectos negativos.

4. Si no fuera posible facilitar la información simultáneamente, se podrá facilitar de forma 
progresiva, a medida que se disponga de ella.

5. El responsable del tratamiento documentará cualquier violación de la seguridad de los 
datos personales, incluidos los hechos relativos a dicha violación, sus efectos y las medidas 
correctivas adoptadas.

Dicha documentación estará a disposición de la autoridad de protección de datos 
competente al objeto de verificar el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo.

6. Cuando la violación de la seguridad de los datos personales afecte a datos que hayan 
sido transmitidos por el responsable del tratamiento o al responsable del tratamiento de otro 
Estado miembro de la Unión Europea, la información recogida en el apartado 3 se 
comunicará al responsable del tratamiento de dicho Estado.

7. Todas las actividades relacionadas en este artículo se realizarán sin dilaciones 
indebidas.

Artículo 39.  Comunicación de una violación de la seguridad de los datos personales al 
interesado.

1. Cuando existan indicios de que una violación de la seguridad de los datos personales 
supondría un alto riesgo para los derechos y libertades de las personas físicas, el 
responsable del tratamiento comunicará al interesado, sin dilación indebida, la violación de la 
seguridad de los datos personales.

2. La comunicación al interesado describirá con lenguaje claro, sencillo y accesible 
conforme a sus circunstancias y capacidades, la naturaleza de la violación de la seguridad 
de los datos personales y contendrá, al menos, la información y las medidas a las que se 
refiere el artículo 38.3. b), c) y d).

3. No se efectuará la comunicación al interesado que prevé el apartado 1 cuando se 
cumpla alguna de las condiciones siguientes:

a) Que el responsable del tratamiento haya adoptado medidas apropiadas de protección 
técnica y organizativa y dichas medidas se hayan aplicado a los datos personales afectados 
por la violación de la seguridad antes de la misma, en particular, aquellas que hagan 
ininteligibles los datos personales para cualquier persona que no esté autorizada a acceder a 
ellos, como en el caso del cifrado.

b) Que el responsable del tratamiento haya tomado medidas ulteriores para garantizar 
que no se materialice el alto nivel de riesgo para los derechos y libertades del interesado a 
que hace referencia el apartado 1.

c) Que suponga un esfuerzo desproporcionado, en cuyo caso, se optará por su 
publicación en el boletín oficial correspondiente, en la sede electrónica del responsable del 
tratamiento o en otro canal oficial que permita una comunicación efectiva con el interesado.
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4. En el supuesto de que el responsable del tratamiento no haya comunicado al 
interesado la violación de la seguridad de los datos personales, la autoridad de protección de 
datos competente, una vez valorada la existencia de un alto nivel de riesgo, podrá exigirle 
que proceda a dicha comunicación, o bien que determine la concurrencia de alguna de las 
condiciones previstas en el apartado 3.

5. La comunicación al interesado referida en el apartado 1 podrá aplazarse, limitarse u 
omitirse con sujeción a las condiciones y por los motivos previstos en el artículo 24.

Sección 3.ª Delegado de protección de datos

Artículo 40.  Designación del delegado de protección de datos.
1. Los responsables del tratamiento designarán, en todo caso, un delegado de 

protección de datos. No estarán obligados a designarlo los órganos jurisdiccionales o el 
Ministerio Fiscal cuando el tratamiento de datos personales se realice en el ejercicio de sus 
funciones jurisdiccionales.

2. El delegado de protección de datos será designado atendiendo a sus cualidades 
profesionales. En concreto, se tendrán en cuenta sus conocimientos especializados en 
legislación, su experiencia en materia de protección de datos y su capacidad para 
desempeñar las funciones a las que se refiere el artículo 42. En el caso de haber designado 
un delegado de protección de datos al amparo del Reglamento General de Protección de 
Datos, este será el que asumirá las funciones de delegado de protección de datos previstas 
en esta Ley Orgánica.

3. Podrá designarse a un único delegado de protección de datos para varias autoridades 
competentes, teniendo en cuenta la estructura organizativa y el tamaño de estas.

4. Los responsables del tratamiento publicarán los datos de contacto del delegado de 
protección de datos y comunicarán a la autoridad de protección de datos competente su 
designación y cese, en el plazo de diez días desde que se haya producido.

Artículo 41.  Posición del delegado de protección de datos.
1. El responsable del tratamiento velará porque el delegado de protección de datos 

participe adecuada y oportunamente en todas las cuestiones relativas a la protección de 
datos personales, al tiempo que cuidará de que mantenga sus conocimientos 
especializados, cuente con los recursos necesarios para el desempeño de sus funciones y 
acceda a los datos personales y a las operaciones de tratamiento.

2. El delegado de protección de datos no podrá ser removido ni sancionado por el 
responsable o el encargado por desempeñar sus funciones, salvo que incurriera en dolo o 
negligencia grave en su ejercicio. Se garantizará la independencia del delegado de 
protección de datos dentro de la organización, debiendo evitar cualquier conflicto de 
intereses.

3. En el ejercicio de sus funciones el delegado de protección de datos tendrá acceso a 
los datos personales y procesos de tratamiento. La existencia de cualquier deber de 
confidencialidad o secreto no permitirá que el responsable o el encargado del tratamiento se 
oponga a dicho acceso.

4. Cuando el delegado de protección de datos aprecie la existencia de una vulneración 
relevante en materia de protección de datos lo documentará y lo comunicará inmediatamente 
a los órganos de dirección del responsable o del encargado del tratamiento.

Artículo 42.  Funciones del delegado de protección de datos.
El responsable del tratamiento encomendará al delegado de protección de datos, al 

menos, las siguientes funciones:
a) Informar y asesorar al responsable del tratamiento y a los empleados que se ocupen 

del mismo, acerca de las obligaciones que les incumben en virtud de esta Ley Orgánica y de 
otras disposiciones de protección de datos aplicables.

b) Supervisar el cumplimiento de lo dispuesto en esta Ley Orgánica y en otras 
disposiciones de protección de datos aplicables, así como de lo establecido en las políticas 
del responsable del tratamiento en materia de protección de datos personales, incluidas la 
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asignación de responsabilidades, la concienciación y formación del personal que participe en 
las operaciones de tratamiento y las auditorías correspondientes.

c) Ofrecer el asesoramiento que se le solicite acerca de la evaluación de impacto relativa 
a la protección de datos y supervisar su realización.

d) Cooperar con la autoridad de protección de datos en los términos de la legislación 
vigente.

e) Actuar como punto de contacto de la autoridad de protección de datos para las 
cuestiones relacionadas con el tratamiento, incluida la consulta previa referida en el artículo 
36, y realizar consultas, en su caso, sobre cualquier otro asunto.

CAPÍTULO V
Transferencias de datos personales a terceros países que no sean miembros 

de la Unión Europea o a organizaciones internacionales

Artículo 43.  Principios generales de las transferencias de datos personales.
1. Al objeto de garantizar el nivel de protección de las personas físicas previsto en esta 

Ley Orgánica, cualquier transferencia de datos personales realizada por las autoridades 
competentes españolas a un Estado que no sea miembro de la Unión Europea o a una 
organización internacional, incluidas las transferencias ulteriores a otro Estado que no 
pertenezca a la Unión Europea o a otra organización internacional, deberá cumplir las 
siguientes condiciones:

a) Que la transferencia sea necesaria para los fines establecidos en el artículo 1.
b) Que los datos personales sean transferidos a un responsable del tratamiento 

competente para los fines mencionados en el artículo 1.
c) Que, en caso de que los datos personales hayan sido transferidos a la autoridad 

competente española procedentes de otro Estado miembro de la Unión Europea, dicho 
Estado miembro autorice previamente la transferencia ulterior de conformidad con su 
Derecho nacional.

d) Que la Comisión Europea haya adoptado una decisión de adecuación de acuerdo con 
el artículo 44 o, a falta de dicha decisión, cuando se hayan aportado o existan garantías 
apropiadas de conformidad con el artículo 45 o, a falta de ambas, cuando resulten de 
aplicación las excepciones para situaciones específicas de acuerdo con el artículo 46.

e) Cuando se trate de una transferencia ulterior a un Estado que no sea miembro de la 
Unión Europea u organización internacional, de datos transferidos inicialmente por una 
autoridad competente española, esta autorizará la transferencia ulterior, una vez 
considerados todos los factores pertinentes, entre estos, la gravedad de la infracción penal, 
la finalidad para la que se transfirieron inicialmente los datos personales y el nivel de 
protección existente en ese Estado u organización internacional a los que se transfieran 
ulteriormente los datos personales.

2. Las transferencias de datos personales por las autoridades españolas sin autorización 
previa de otro Estado miembro, conforme al párrafo 1c), sólo se permitirán si la transferencia 
de datos personales resulta necesaria para prevenir una amenaza inmediata y grave para la 
seguridad pública, tanto de un Estado miembro de la Unión Europea como no perteneciente 
a la misma, o para los intereses fundamentales de un Estado miembro de la Unión Europea, 
y cuando la autorización previa no pueda conseguirse a su debido tiempo.

Las autoridades españolas informarán sin dilación a la autoridad responsable de 
conceder la autorización previa, y en todo caso en el plazo máximo de diez días a contar 
desde que se haya producido la transferencia.

3. Se impulsará el establecimiento de mecanismos de cooperación internacional y de 
asistencia mutua y se fomentará el intercambio de normativa y de buenas prácticas con los 
Estados que no sean miembros de la Unión Europea y con las organizaciones 
internacionales, de manera que se facilite la aplicación efectiva de la legislación sobre la 
protección de datos personales, inclusive en el ámbito de la resolución de conflictos 
jurisdiccionales, procurando la participación de todas las partes interesadas.

ÁMBITOS DE LA SEGURIDAD NACIONAL: TERRORISMO

§ 25  Ley Orgánica de protección de datos para enjuiciamiento de infracciones penales

– 311 –



Artículo 44.  Transferencias basadas en una decisión de adecuación.
1. Cuando la Comisión Europea, mediante una decisión de adecuación, haya decidido 

que un Estado que no sea miembro de la Unión Europea, un territorio o uno o varios 
sectores específicos de dicho Estado, o la organización internacional de que se trate, 
garantizan un nivel de protección adecuado, podrán realizarse transferencias de datos 
personales a ese Estado u organización internacional. Dichas transferencias no requerirán 
ninguna autorización específica.

2. Toda decisión de adecuación de la Comisión Europea que determine que un Estado 
que no sea miembro de la Unión Europea, un territorio o uno o varios sectores específicos 
de dicho Estado, o una organización internacional ha dejado de garantizar un nivel de 
protección adecuado, se entenderá sin perjuicio de las transferencias de datos personales a 
dicho Estado, territorio o sector del mismo o a la organización internacional de que se trate, 
en virtud de los artículos 45 y 46.

Artículo 45.  Transferencias mediante garantías apropiadas.
1. En ausencia de una decisión de adecuación de la Comisión Europea conforme al 

artículo 44 podrán realizarse transferencias de datos personales a un Estado que no sea 
miembro de la Unión Europea o a una organización internacional cuando concurra alguna de 
las siguientes circunstancias:

a) Se hayan aportado garantías apropiadas respecto a la protección de datos personales 
en un instrumento jurídicamente vinculante.

b) Se hayan evaluado, por parte del responsable del tratamiento, todas las 
circunstancias que concurren en la transferencia de datos personales y se haya concluido 
que existen garantías apropiadas respecto a la protección de datos personales.

2. El responsable del tratamiento informará a la autoridad de protección de datos 
competente acerca de las categorías de transferencias a tenor del párrafo 1.b).

3. Cuando las transferencias se basen en lo dispuesto en el párrafo 1.b) deberán 
documentarse. La documentación se pondrá a disposición de la autoridad de protección de 
datos competente, previa solicitud, con inclusión de la siguiente información: fecha, hora de 
la transferencia, información sobre la autoridad competente destinataria, justificación de la 
transferencia y datos personales transferidos.

Artículo 46.  Excepciones para situaciones específicas.
1. En ausencia de una decisión de adecuación de la Comisión Europea o de garantías 

apropiadas de acuerdo con los artículos 44 y 45, podrán realizarse transferencias de datos 
personales a un Estado que no sea miembro de la Unión Europea o a una organización 
internacional cuando la transferencia sea necesaria por concurrir alguna de las siguientes 
circunstancias:

a) Para proteger los intereses vitales o los derechos y libertades fundamentales del 
interesado o de otra persona.

b) Para salvaguardar intereses legítimos del interesado reconocidos por la legislación 
española.

c) Para prevenir una amenaza grave e inmediata para la seguridad pública de un Estado, 
tanto miembro de la Unión Europea como no perteneciente a la misma.

d) En casos individuales, a efectos del artículo 1.
e) Para el ejercicio, en un caso individual, de acciones legales o para la defensa frente a 

ellas en relación con los fines incluidos en el artículo 1.
2. Los datos personales no se transferirán, si la autoridad competente de la transferencia 

determina que los derechos y libertades fundamentales del interesado prevalecen sobre el 
interés público en la transferencia, establecido en las letras d) y e) del apartado anterior.

3. Las transferencias basadas en lo dispuesto en este artículo deberán documentarse. 
Esta documentación quedará a disposición de la autoridad de protección de datos 
competente, con inclusión de la fecha y la hora de la transferencia, la información sobre la 
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autoridad competente destinataria, la justificación de la transferencia y los datos personales 
transferidos.

Artículo 47.  Transferencias directas de datos personales a destinatarios, que no sean 
autoridades competentes, establecidos en Estados no pertenecientes a la Unión Europea.

1. Excepcionalmente, en casos particulares y específicos y sin perjuicio de la existencia 
de un acuerdo internacional entre España y un Estado que no sea miembro de la Unión 
Europea en el ámbito de la cooperación judicial penal o de la cooperación policial, las 
autoridades competentes españolas podrán transferir datos personales directamente a 
destinatarios que no tengan la condición de autoridad competente, establecidos en Estados 
que no sean miembros de la Unión Europea, siempre que se cumplan las disposiciones de 
esta Ley Orgánica y se satisfagan todas las condiciones siguientes:

a) Que la transferencia sea estrictamente necesaria para la realización de una función de 
la autoridad competente que lleva a cabo la transferencia conforme al Derecho de la Unión 
Europea o a la legislación española, con cualquiera de los fines del artículo 1.

b) Que la autoridad competente que realiza la transferencia determine que ninguno de 
los derechos y libertades fundamentales del interesado son superiores al interés público que 
precise de la transferencia de que se trate.

c) Que la autoridad competente que realiza la transferencia considere que la 
transferencia a una autoridad competente del Estado en el que está establecido el 
destinatario, con cualquiera de los fines del artículo 1, resultaría ineficaz o inadecuada, en 
particular porque la transferencia no pueda efectuarse dentro de plazo.

d) Que se informe sin dilación indebida a la autoridad competente para los fines que 
contempla el artículo 1 de dicho Estado, salvo que esto resulte ineficaz o inadecuado.

e) Que la autoridad competente que realiza la transferencia informe al destinatario de la 
finalidad o finalidades específicas para las que puede tratar los datos personales, siempre y 
cuando dicho tratamiento sea necesario.

2. La autoridad competente que realiza la transferencia informará a la autoridad de 
protección de datos competente acerca de las transferencias efectuadas a tenor de este 
artículo.

3. Las transferencias basadas en lo dispuesto en este artículo deberán documentarse.

CAPÍTULO VI
Autoridades de Protección de Datos Independientes

Artículo 48.  Autoridades de protección de datos.
A los efectos de esta Ley Orgánica son autoridades de protección de datos 

independientes:
a) La Agencia Española de Protección de Datos.
b) Las autoridades autonómicas de protección de datos, exclusivamente en relación a 

aquellos tratamientos de los que sean responsables en su ámbito de competencia, y 
conforme a lo dispuesto en el artículo 57.1 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, y 
en la normativa autonómica aplicable.

Dichas autoridades se regirán por esta Ley Orgánica respecto de los tratamientos 
sometidos a la misma, de acuerdo con los principios de cooperación institucional, 
coordinación de criterios e información mutua, y por lo establecido en el Título VII de la Ley 
Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, y en sus normas de creación, así como por lo que 
establezcan sus normas de desarrollo.

La Agencia Española de Protección de Datos actuará como representante de las 
autoridades de protección de datos en el Comité Europeo de Protección de Datos.
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Artículo 49.  Funciones.
1. Las autoridades de protección de datos ejercerán, respecto de los tratamientos 

sometidos a esta Ley Orgánica, las siguientes funciones:
a) Supervisar y hacer cumplir las disposiciones adoptadas con arreglo a esta Ley 

Orgánica.
b) Promover la sensibilización y la comprensión de la ciudadanía acerca de los riesgos, 

normas, garantías y derechos relativos al tratamiento.
c) Asesorar a las Cortes Generales, al Gobierno de la Nación y a los organismos 

dependientes o vinculados a la Administración General del Estado, así como, de acuerdo 
con su ámbito competencial, a las Asambleas Legislativas de las comunidades autónomas, 
los Consejos de Gobierno y los organismos dependientes o vinculados a la Administración 
de las comunidades autónomas, acerca de las medidas legislativas y administrativas 
relativas a la protección de los derechos y libertades de las personas físicas con respecto al 
tratamiento.

d) Promover la sensibilización de los responsables y encargados del tratamiento en 
relación con las obligaciones que les incumben.

e) Facilitar la información solicitada por los interesados sobre el ejercicio de sus 
derechos en virtud de esta Ley Orgánica y, en su caso, cooperar a tal fin con las autoridades 
de protección de datos de otros Estados miembros de la Unión Europea.

f) Tramitar y responder las reclamaciones presentadas por un interesado o por una 
entidad, organización o asociación de conformidad con el artículo 55, e investigar, en la 
medida oportuna, el motivo de la reclamación e informar al reclamante sobre el curso y el 
resultado de la investigación en un plazo razonable.

g) Controlar, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 25, la licitud del tratamiento e 
informar al interesado en un plazo razonable sobre el resultado del control o sobre los 
motivos por los que no se ha llevado a cabo.

h) Cooperar, en particular compartiendo información, con otras autoridades de protección 
de datos y prestarse asistencia mutua.

i) Llevar a cabo investigaciones sobre la aplicación de esta Ley Orgánica, en particular 
basándose en la información recibida de otra autoridad de protección de datos u otra 
autoridad pública.

j) Realizar un seguimiento de acontecimientos que sean de interés, en la medida en que 
tengan incidencia en la protección de datos personales, de manera concreta sobre el 
desarrollo de las tecnologías de la información y la comunicación.

k) Prestar asesoramiento sobre las operaciones de tratamiento contempladas en el 
artículo 36.

l) Contribuir a las actividades del Comité Europeo de Protección de Datos.
m) Informar todas las disposiciones legales o reglamentarias que afecten a tratamientos 

sometidos a esta Ley Orgánica.
2. Las autoridades de protección de datos adoptarán medidas tendentes a facilitar la 

formulación de las reclamaciones incluidas en el párrafo 1f), tales como proporcionar 
formularios que puedan cumplimentarse electrónicamente, sin excluir otros medios.

3. El desempeño de las funciones de las autoridades de control no implicará coste 
alguno para el interesado ni para el delegado de protección de datos.

4. Cuando las solicitudes sean manifiestamente infundadas o excesivas, especialmente 
debido a su carácter repetitivo, la autoridad de protección de datos podrá negarse a actuar 
respecto de la solicitud. La carga de la demostración del carácter manifiestamente infundado 
o excesivo de la solicitud recaerá en la autoridad de protección de datos.

Artículo 50.  Potestades.
Las autoridades de protección de datos tendrán atribuidas, en el ámbito de esta Ley 

Orgánica, las siguientes potestades:
a) De investigación, incluyendo el acceso a todos los datos que estén siendo tratados 

por el responsable o el encargado del tratamiento, en los términos previstos por la legislación 
vigente.
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b) De advertencia y control de lo exigido en esta Ley Orgánica, incluida la sanción de las 
infracciones cometidas, la elaboración de recomendaciones, órdenes de rectificación, 
supresión o limitación del tratamiento de datos personales o de limitación temporal o 
definitiva del tratamiento, incluida su prohibición, así como la orden a los responsables del 
tratamiento de comunicar las vulneraciones de seguridad de los datos a los interesados.

c) De asesoramiento, que comprende la consulta previa prevista en el artículo 36 y la 
emisión, por propia iniciativa o previa solicitud, de dictámenes destinados a las Cortes 
Generales o al Gobierno, a otras instituciones u organismos, así como al público en general, 
acerca de todo asunto relacionado con la protección de datos personales sujeto a esta Ley 
Orgánica.

Artículo 51.  Asistencia entre autoridades de protección de datos de los Estados miembros 
de la Unión Europea.

1. Las autoridades de protección de datos españolas facilitarán la asistencia y 
cooperación necesaria a las autoridades de protección de datos de otros Estados miembros 
de la Unión Europea, debiendo responder a las solicitudes de estas sin dilación indebida, y 
en cualquier caso, en el plazo máximo de un mes desde su recepción. La asistencia mutua 
abarcará, en particular, las solicitudes de información y las medidas de control, así como las 
solicitudes para llevar a cabo consultas, inspecciones e investigaciones.

2. Las autoridades de protección de datos españolas podrán solicitar, en el ejercicio de 
sus funciones, la asistencia y cooperación de las autoridades de protección de datos de 
otros Estados miembros de la Unión Europea.

Las solicitudes deberán contener toda la información necesaria para su contestación, 
incluidos los motivos y la finalidad de la solicitud. La información intercambiada se utilizará 
únicamente para el fin para el que haya sido solicitada.

3. Las contestaciones de las autoridades de protección de datos españolas deberán 
indicar los resultados obtenidos o las medidas adoptadas con base en la solicitud recibida. 
Estas respuestas serán remitidas en formato electrónico, en la medida de lo posible.

4. La solicitud de asistencia procedente de una autoridad de protección de datos de un 
Estado miembro de la Unión Europea únicamente podrá negarse a ser atendida, de manera 
motivada, cuando la autoridad de protección de datos española no sea competente respecto 
al objeto o a las medidas solicitadas, o bien cuando el hecho de atender la solicitud vulnere 
la legislación española o el Derecho de la Unión Europea. Se informará, en su caso, de la 
restricción de los derechos del interesado adoptada en aplicación del artículo 24.

5. Las medidas adoptadas con ocasión de una solicitud de asistencia mutua serán 
gratuitas, sin perjuicio de que en circunstancias excepcionales puedan pactarse 
indemnizaciones por gastos específicos derivados de la prestación de la asistencia.

CAPÍTULO VII
Reclamaciones

Artículo 52.  Régimen aplicable a los procedimientos tramitados ante las autoridades de 
protección de datos.

1. En el caso de que los interesados aprecien que el tratamiento de los datos personales 
haya infringido las disposiciones de esta Ley Orgánica o no haya sido atendida su solicitud 
de ejercicio de los derechos reconocidos en los artículos 21, 22 y 23 tendrán derecho a 
presentar una reclamación ante la autoridad de protección de datos.

2. Dichas reclamaciones serán tramitadas por la autoridad de protección de datos 
competente con sujeción al procedimiento establecido en el título VIII de la Ley Orgánica 
3/2018, de 5 de diciembre, y, en su caso, a la legislación de las Comunidades Autónomas 
que resulte de aplicación. Tendrán carácter subsidiario las normas generales sobre los 
procedimientos administrativos y el régimen jurídico del sector público.

3. En el caso de que la actuación provenga de un órgano judicial o del Ministerio Fiscal 
cuando se realice el tratamiento con fines jurisdiccionales la responsabilidad se regirá por lo 
dispuesto en el Título V del Libro III de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 
Judicial.
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4. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 55, todo interesado tendrá derecho a 
interponer recurso contencioso-administrativo, de acuerdo con su normativa reguladora, en 
caso de que la autoridad de protección de datos competente no dicte resolución expresa y 
se la notifique en el plazo de tres meses.

Artículo 53.  Derecho a indemnización por entes del sector público.
1. Los interesados tendrán derecho a ser indemnizados por el responsable del 

tratamiento, o por el encargado del tratamiento cuando formen parte del sector público, en el 
caso de que sufran daño o lesión en sus bienes o derechos como consecuencia del 
incumplimiento de lo dispuesto en esta Ley Orgánica.

2. Cuando quien incumpla lo dispuesto en esta Ley Orgánica tenga la consideración de 
Administración pública, la responsabilidad se exigirá de acuerdo con la legislación 
reguladora del régimen de responsabilidad patrimonial previsto en la normativa sobre el 
procedimiento administrativo común de las Administraciones públicas y sobre el régimen 
jurídico del sector público.

3. En el caso de que la actuación provenga de un órgano judicial o del Ministerio Fiscal 
cuando se realice el tratamiento con fines jurisdiccionales la responsabilidad se regirá por lo 
dispuesto en el Título V del Libro III de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 
Judicial.

Artículo 54.  Derecho a indemnización por encargados del tratamiento del sector privado.
1. Los interesados que sufran daño o lesión en sus bienes o derechos por parte del 

encargado del tratamiento que no forme parte del sector público, como consecuencia del 
incumplimiento de lo dispuesto en esta Ley Orgánica, tendrán derecho a ser indemnizados.

2. El encargado del tratamiento estará obligado a indemnizar todos los daños y perjuicios 
que cause a los interesados o a terceros como resultado de las operaciones de tratamientos 
de datos previstas en el contrato u otro instrumento o acto jurídico suscrito con el 
responsable del tratamiento conforme al artículo 30, de conformidad con el régimen de 
responsabilidad del contratista por los daños causados a terceros regulado en la normativa 
sobre contratos del sector público.

3. Cuando tales daños y perjuicios hayan sido ocasionados como consecuencia 
inmediata y directa de una orden de la autoridad competente responsable del tratamiento, 
será esta la responsable.

4. Los interesados o los terceros perjudicados podrán requerir al responsable del 
tratamiento, dentro del año siguiente a la producción del hecho, para que informe, una vez 
oído el encargado del tratamiento, acerca de a cuál de las partes contratantes o de las que 
hayan suscrito el acto jurídico conforme al artículo 30, corresponde la responsabilidad de los 
daños. El ejercicio de esta facultad interrumpe el plazo de prescripción de la acción.

5. Con independencia de lo previsto en los apartados anteriores, el encargado del 
tratamiento que no forme parte del sector público responderá de los daños y perjuicios que 
durante las operaciones de tratamiento de datos cause. Deberá hacerlo tanto respecto del 
responsable del tratamiento, como respecto del interesado o de terceros por incumplimientos 
de esta Ley Orgánica, de infracciones de preceptos legales o reglamentarios, o por el 
incumplimiento de las previsiones contenidas en el contrato o en otro acto jurídico suscrito. 
El encargado del tratamiento que no forme parte del sector público deberá haber incurrido en 
actuaciones que le sean imputables, sin perjuicio de la aplicación del régimen sancionador, 
en su caso.

Artículo 55.  Tutela judicial efectiva.
1. Sin perjuicio de cualquier otro recurso administrativo o reclamación, toda persona 

física o jurídica tendrá derecho a recurrir ante la jurisdicción contencioso-administrativa, de 
acuerdo con su legislación reguladora, contra los actos y resoluciones dictadas por la 
autoridad de protección de datos competente.

2. El interesado podrá conferir su representación a una entidad, organización o 
asociación sin ánimo de lucro que haya sido correctamente constituida, cuyos objetivos 
estatutarios sean de interés público y que actúe en el ámbito de la protección de los 
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derechos y libertades de los interesados en materia de protección de sus datos personales, 
para que ejerza los derechos contemplados en el apartado anterior.

CAPÍTULO VIII
Régimen sancionador

Artículo 56.  Sujetos responsables.
1. La responsabilidad por las infracciones cometidas recaerá directamente en los sujetos 

obligados que, por acción u omisión, realizaran la conducta en que consista la infracción.
2. Están sujetos al régimen sancionador:
a) Los responsables de los tratamientos.
b) Los encargados de los tratamientos.
c) Los representantes de los encargados no establecidos en el territorio de la Unión 

Europea.
d) El resto de las personas físicas o jurídicas obligadas por el contenido del deber de 

colaboración establecido en el artículo 7.
3. No será de aplicación el régimen sancionador establecido en este capítulo al delegado 

de protección de datos.

Artículo 57.  Concurso de normas.
1. Los hechos susceptibles de ser calificados con arreglo a dos o más preceptos de esta 

u otra Ley, siempre que no constituyan infracciones al Reglamento General de Protección de 
Datos, ni a la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, se sancionarán observando las 
siguientes reglas:

a) El precepto especial se aplicará con preferencia al general.
b) El precepto más amplio o complejo absorberá el que sancione las infracciones 

subsumidas en aquel.
c) En defecto de los criterios anteriores, se aplicará el precepto que sancione los hechos 

con la sanción mayor.
2. En el caso de que un solo hecho constituya dos o más infracciones, o cuando una de 

ellas sea medio necesario para cometer la otra, la conducta será sancionada por aquella 
infracción que conlleve una mayor sanción.

Artículo 58.  Infracciones muy graves.
Son infracciones muy graves:
a) El tratamiento de datos personales que vulnere los principios y garantías establecidos 

en el artículo 6 o sin que concurra alguna de las condiciones de licitud del tratamiento 
establecidas en el artículo 11, siempre que se causen perjuicios de carácter muy grave a los 
interesados.

b) El acceso, cesión, alteración y divulgación de los datos al margen de los supuestos 
autorizados por el responsable o encargado de los datos, siempre que no constituya ilícito 
penal.

c) La transferencia temporal o definitiva de datos de carácter personal con destino a 
Estados que no sean miembros de la Unión Europea o a destinatarios que no sean 
autoridades competentes, establecidos en dichos Estados incumpliendo las condiciones 
previstas en los artículos 43 y 47.

d) La utilización de los datos para una finalidad que no sea compatible con el objetivo 
para el que fueron recogidos o cuando no se cumplan las condiciones establecidas en el 
artículo 6, siempre que no se cuente con una base legal para ello.

e) El tratamiento de datos personales de las categorías especiales sin que concurra 
alguna de las circunstancias previstas en el artículo 13 o sin garantizar las medidas de 
seguridad adecuadas, que cause perjuicios graves a los interesados.

ÁMBITOS DE LA SEGURIDAD NACIONAL: TERRORISMO

§ 25  Ley Orgánica de protección de datos para enjuiciamiento de infracciones penales

– 317 –



f) La omisión del deber de informar al interesado acerca del tratamiento de sus datos de 
carácter personal conforme a lo dispuesto en esta Ley Orgánica.

g) La vulneración del deber de confidencialidad del encargado del tratamiento, 
establecido en el artículo 30.

h) La adopción de decisiones individuales automatizadas sin las garantías señaladas en 
el artículo 14, siempre que se causen perjuicios de carácter muy grave para los interesados.

i) El impedimento, la obstaculización o la falta de atención reiterada del ejercicio de los 
derechos del interesado de acceso, rectificación, supresión de sus datos o limitación del 
tratamiento, siempre que se causen perjuicios de carácter muy grave para los interesados.

j) La negativa a proporcionar a las autoridades competentes la información necesaria 
para la prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones penales, para la 
ejecución de sanciones penales o para la protección y prevención frente a las amenazas 
contra la seguridad pública de acuerdo con lo previsto en el artículo 7, así como a informar al 
interesado cuando se comuniquen sus datos en virtud del deber de colaboración establecido 
en dicho artículo.

k) La resistencia u obstrucción del ejercicio de la función inspectora de las autoridades 
de protección de datos competentes.

l) La falta de notificación a las autoridades de protección de datos competentes acerca 
de una violación de la seguridad de los datos personales, cuando sea exigible, así como la 
ausencia de comunicación al interesado de una violación de la seguridad cuando sea 
procedente de acuerdo con el artículo 39, siempre que se deriven perjuicios de carácter muy 
grave para el interesado.

m) El incumplimiento de las resoluciones dictadas por las autoridades de protección de 
datos competentes, en el ejercicio de las potestades que le confiere el artículo 50.

n) No facilitar el acceso del personal de las autoridades de protección de datos 
competentes a los datos personales, información, locales, equipos y medios de tratamiento, 
cuando sean requeridos por las mismas, en el ejercicio de sus poderes de investigación.

ñ) El incumplimiento de los plazos de conservación y revisión establecidos en virtud del 
artículo 8.

Artículo 59.  Infracciones graves.
Son infracciones graves:
a) El tratamiento de los datos de carácter personal cuando se incumplan los principios 

del artículo 6 o las condiciones de licitud del tratamiento del artículo 11, siempre que no 
constituya una infracción muy grave.

b) El tratamiento de datos personales de las categorías especiales sin que concurra 
alguna de las circunstancias previstas en el artículo 13 o sin garantizar las medidas de 
seguridad adecuadas, siempre que no constituya una infracción muy grave.

c) La adopción de decisiones individuales automatizadas sin las garantías señaladas en 
el artículo 14, siempre que no constituya una infracción muy grave.

d) La falta de designación de un delegado de protección de datos en los términos 
previstos en el artículo 40 o no posibilitar la efectiva participación del mismo en todas las 
cuestiones relativas a la protección de datos personales, no respaldarlo o interferir en el 
desempeño de sus funciones.

e) El incumplimiento de la puesta a disposición al interesado de la información prevista 
en el artículo 21 o del deber de comunicación al mismo, o a la autoridad de protección de 
datos competente, de una violación de la seguridad de los datos, que entrañe un grave 
perjuicio para los derechos y libertades del interesado.

f) La ausencia de adopción de aquellas medidas técnicas y organizativas que resulten 
apropiadas para aplicar de forma efectiva los principios de protección de datos, incluidas las 
medidas oportunas desde el diseño y por defecto, así como para integrar las garantías 
necesarias en el tratamiento.

g) El impedimento, la falta de atención o la obstaculización de los derechos del 
interesado de acceso, rectificación, supresión de sus datos o limitación del tratamiento, 
siempre que no constituya infracción muy grave.
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h) El incumplimiento de la obligación de llevanza de los registros de actividades de 
tratamiento o del registro de operaciones de tratamiento, si se causan perjuicios de carácter 
grave a los interesados.

i) El incumplimiento de las estipulaciones recogidas en el contrato u acto jurídico que 
vincula al responsable y al encargado del tratamiento, salvo en los supuestos en que fuese 
necesario para evitar la infracción de la legislación en materia de protección de datos y se 
hubiese advertido de ello al responsable o al encargado del tratamiento, así como el 
incumplimiento de las obligaciones impuestas en el artículo 30.

j) La falta de colaboración diligente con las autoridades competentes en el cumplimiento 
de las obligaciones establecidas en el artículo 7, cuando no constituya una infracción muy 
grave.

k) La falta de cooperación, la actuación negligente o el impedimento de la función 
inspectora de las autoridades de protección de datos competentes, cuando no constituya 
infracción muy grave.

l) El incumplimiento de la evaluación de impacto en la protección de los datos de carácter 
personal, si se derivan perjuicios o riesgos de carácter grave para los interesados.

m) El tratamiento de datos personales sin haber consultado previamente a la autoridad 
de protección de datos competente, en los casos en que dicha consulta resulte preceptiva 
conforme al artículo 36.

Artículo 60.  Infracciones leves.
Son infracciones leves:
a) La afectación leve de los derechos de los interesados como consecuencia de la 

ausencia de la debida diligencia o del carácter inadecuado o insuficiente de las medidas 
técnicas y organizativas que se hubiesen implantado.

b) El incumplimiento del principio de transparencia de la información o del derecho de 
información del interesado establecido en el artículo 21 cuando no se facilite toda la 
información exigida en esta Ley Orgánica.

c) La inobservancia de la obligación de informar al interesado y a los destinatarios a los 
que se hayan comunicado o de los que procedan los datos personales rectificados, 
suprimidos o respecto de los que se haya limitado el tratamiento, conforme a lo establecido 
en el artículo 23.

d) El incumplimiento de la llevanza de registros de actividades de tratamiento o del 
registro de operaciones o que los mismos no incorporen toda la información exigida 
legalmente, siempre que no constituya infracción grave.

e) El incumplimiento de la obligación de suprimir los datos referidos a una persona 
fallecida cuando fuera exigible legalmente.

f) La falta de formalización por los corresponsables del tratamiento del acuerdo que 
determine las obligaciones, funciones y responsabilidades respectivas, a propósito del 
tratamiento de datos personales y de sus relaciones con los interesados, así como la 
inexactitud o la falta de concreción en la determinación de las mismas.

g) El incumplimiento de la obligación del encargado del tratamiento de informar al 
responsable del tratamiento acerca de una posible infracción de las disposiciones de esta 
Ley Orgánica, como consecuencia de una instrucción recibida de este.

h) La notificación incompleta o defectuosa a la autoridad de protección de datos 
competente de la información relacionada con una violación de seguridad de los datos 
personales, el incumplimiento de la obligación de documentarla o del deber de comunicar al 
interesado su existencia, cuando no constituya una infracción grave.

i) La aportación de información inexacta o incompleta a la autoridad de protección de 
datos competente, en los supuestos en los que el responsable del tratamiento deba elevarle 
una consulta previa.

j) La falta de publicación de los datos de contacto del delegado de protección de datos, o 
la ausencia de comunicación de su designación y cese a la autoridad de protección de datos 
competente, de conformidad con el artículo 40, cuando su nombramiento sea exigible de 
acuerdo con esta Ley Orgánica.
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Artículo 61.  Régimen jurídico.
1. El ejercicio de la potestad sancionadora que corresponde a las autoridades de 

protección de datos competentes, se regirá por lo dispuesto en el presente capítulo, por los 
títulos VII y IX de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos 
Personales y garantía de los derechos digitales y, en cuanto no la contradiga, con carácter 
supletorio, por la normativa sobre el procedimiento administrativo común de las 
Administraciones Públicas y el régimen jurídico del sector público.

2. En el supuesto de las infracciones recogidas en los artículos 58. j) y 59. j), el ejercicio 
de la potestad sancionadora corresponderá respectivamente, a las personas titulares de la 
Secretaría de Estado de Seguridad y de las Delegaciones del Gobierno. Estos 
procedimientos se regirán por la normativa sobre procedimiento administrativo común de las 
Administraciones Públicas y el régimen jurídico del sector público, sin perjuicio de las 
especialidades que se recogen en este capítulo.

Artículo 62.  Sanciones.
Por la comisión de las infracciones tipificadas en esta Ley Orgánica se impondrán las 

siguientes sanciones:
1. En caso de que el sujeto responsable sea algunos de los enumerados en el artículo 

77.1 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, se impondrán las sanciones y se 
adoptarán las medidas establecidas en dicho artículo.

2. En caso de que el sujeto infractor sea distinto de los señalados en el artículo 77.1 de 
la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, podrá ser sancionado, con multa de la siguiente 
cuantía:

a) Las infracciones muy graves, con multa de 360.001 a 1.000.000 euros.
b) Las infracciones graves, con multa de 60.001 a 360.000 euros.
c) Las leves, con multa de 6.000 a 60.000 euros.
A efectos de la determinación de la cuantía de la sanción, se tendrán en cuenta los 

criterios establecidos en el artículo 83.2 del Reglamento General de Protección de Datos y 
en el artículo 76.2 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre.

Artículo 63.  Prescripción de las infracciones y sanciones.
1. Las infracciones administrativas tipificadas en esta Ley Orgánica prescribirán a los 

seis meses, a los dos o a los tres años de haberse cometido, según sean leves, graves o 
muy graves, respectivamente.

Los plazos señalados en esta Ley Orgánica se computarán desde el día en que se haya 
cometido la infracción. No obstante, en los casos de infracciones continuadas o 
permanentes, los plazos se computarán desde que finalizó la conducta infractora.

Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del 
procedimiento sancionador, reiniciándose el plazo de prescripción si el expediente 
sancionador estuviere paralizado durante más de seis meses por causas no imputables al 
presunto infractor.

Se interrumpirá igualmente la prescripción como consecuencia de la apertura de un 
procedimiento judicial penal, hasta que la autoridad judicial comunique al órgano 
administrativo su finalización.

2. Las sanciones impuestas por infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las 
impuestas por infracciones graves, a los dos años, y las impuestas por infracciones leves al 
año, computados desde el día siguiente a aquel en que adquiera firmeza en vía 
administrativa la resolución por la que se impone la sanción.

La prescripción se interrumpirá por la iniciación, con conocimiento del interesado, del 
procedimiento de ejecución, volviendo a transcurrir el plazo si el mismo está paralizado 
durante más de seis meses por causa no imputable al infractor.
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Artículo 64.  Caducidad del procedimiento.
1. El procedimiento caducará transcurridos seis meses desde su incoación sin que se 

haya notificado la resolución, debiendo, no obstante, tenerse en cuenta en el cómputo las 
posibles paralizaciones por causas imputables al interesado o la suspensión que debiera 
acordarse por la existencia de un procedimiento judicial penal, cuando concurra identidad de 
sujeto, hecho y fundamento, hasta la finalización de este.

2. La resolución que declare la caducidad se notificará al interesado y pondrá fin al 
procedimiento, sin perjuicio de que la administración pueda acordar la incoación de un nuevo 
procedimiento en tanto no haya prescrito la infracción. Los procedimientos caducados no 
interrumpirán el plazo de prescripción.

Artículo 65.  Carácter subsidiario del procedimiento administrativo sancionador respecto del 
penal.

1. No podrán sancionarse los hechos que hayan sido sancionados penal o 
administrativamente cuando se aprecie identidad de sujeto, de hecho y de fundamento.

2. En los supuestos en que las conductas pudieran ser constitutivas de delito, el órgano 
administrativo pasará el tanto de culpa a la autoridad judicial o al Ministerio Fiscal y se 
abstendrá de seguir el procedimiento sancionador mientras la autoridad judicial no dicte 
sentencia firme o resolución que de otro modo ponga fin al procedimiento penal, o el 
Ministerio Fiscal no acuerde la improcedencia de iniciar o proseguir las actuaciones en vía 
penal, quedando hasta entonces interrumpido el plazo de prescripción.

La autoridad judicial y el Ministerio Fiscal comunicarán al órgano administrativo la 
resolución o acuerdo que hubieran adoptado.

3. De no haberse estimado la existencia de ilícito penal, o en el caso de haberse dictado 
resolución de otro tipo que ponga fin al procedimiento penal, podrá iniciarse o proseguir el 
procedimiento sancionador. En todo caso, el órgano administrativo quedará vinculado por los 
hechos declarados probados en vía judicial.

4. Las medidas cautelares adoptadas antes de la intervención judicial podrán 
mantenerse mientras la autoridad judicial no resuelva otra cosa.

Disposición adicional primera.  Regímenes específicos.
1. El tratamiento de los datos personales procedentes de las imágenes y sonidos 

obtenidos mediante la utilización de cámaras y videocámaras por las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad, por los órganos competentes para la vigilancia y control en los centros 
penitenciarios y para el control, regulación, vigilancia y disciplina del tráfico, para los fines 
previstos en al artículo 1, se regirá por esta Ley Orgánica, sin perjuicio de los requisitos 
establecidos en regímenes legales especiales que regulan otros ámbitos concretos como el 
procesal penal, la regulación del tráfico o la protección de instalaciones propias.

2. Fuera de estos supuestos, dichos tratamientos se regirán por su legislación específica 
y supletoriamente por el Reglamento (UE) 2016/679 y por la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de 
diciembre.

Disposición adicional segunda.  Intercambio de datos dentro de la Unión Europea.
El intercambio de datos personales por parte de las autoridades competentes españolas 

en el interior de la Unión Europea, cuando el Derecho de la Unión Europea o la legislación 
española exijan dicho intercambio, no estará limitado ni prohibido por motivos relacionados 
con la protección de las personas físicas respecto al tratamiento de sus datos personales.

Disposición adicional tercera.  Acuerdos internacionales en el ámbito de la cooperación 
judicial en materia penal y de la cooperación policial.

Los acuerdos internacionales en el ámbito de la cooperación judicial en materia penal y 
de la cooperación policial que impliquen la transferencia de datos personales a Estados que 
no sean miembros de la Unión Europea u organizaciones internacionales y que hubieran 
sido celebrados por España antes del 6 de mayo de 2016, cumpliendo lo dispuesto en el 
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Derecho de la Unión Europea aplicable antes de dicha fecha, seguirán en vigor hasta que 
sean objeto de modificación, enmienda o terminación.

Disposición adicional cuarta.  Ficheros y Registro de Población de las Administraciones 
Públicas.

1. Las autoridades competentes podrán solicitar al Instituto Nacional de Estadística y a 
los órganos estadísticos de ámbito autonómico, sin consentimiento del interesado, una copia 
actualizada del fichero formado con los datos del documento de identidad, nombre, apellidos, 
domicilio, sexo y fecha de nacimiento que constan en el padrón municipal de habitantes y en 
el censo electoral correspondiente a los territorios donde ejerzan sus competencias. Esta 
solicitud deberá estar motivada en base a cualquiera de los fines de prevención, detección, 
investigación y enjuiciamiento de infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, 
incluidas la protección y la prevención frente a las amenazas contra la seguridad pública.

2. Los datos obtenidos tendrán como único propósito el cumplimiento de los fines de 
prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones penales o de ejecución 
de sanciones penales, así como de protección y de prevención frente a las amenazas contra 
la seguridad pública y la comunicación de estas autoridades con los interesados residentes 
en los respectivos territorios, respecto a las relaciones jurídico-administrativas derivadas de 
las competencias respectivas.

Disposición adicional quinta.  Referencias normativas.
Las referencias contenidas en normas vigentes en relación a las disposiciones que se 

derogan expresamente, deberán entenderse efectuadas a los artículos de esta Ley Orgánica 
que regulan la misma materia que aquellas.

Disposición transitoria única.  Duración del mandato inicial de la persona titular de la 
Dirección de Supervisión y Control de Protección de datos del Consejo General del Poder 
Judicial.

La duración del mandato del primer nombramiento de la persona titular de la Dirección 
de Supervisión y Control de Protección de datos del Consejo General del Poder Judicial será 
de tres años no renovable.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas todas las normas de igual o inferior rango en lo que contradigan o se 

opongan a lo dispuesto en esta Ley Orgánica.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, 
General Penitenciaria.

Se introduce un nuevo artículo 15 bis en la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, 
General Penitenciaria, que queda redactado como sigue:

«Artículo 15 bis.  Tratamientos de datos de carácter personal.
1. Admitido en el establecimiento un interno, se procederá a verificar su identidad 

personal, efectuando la reseña alfabética, dactilar y fotográfica, así como a la 
inscripción en el libro de ingresos y a la apertura de un expediente personal relativo a 
su situación procesal y penitenciaria, respecto del que se reconoce el derecho de 
acceso. Este derecho sólo se verá limitado de forma individualizada y fundamentada 
en concretas razones de seguridad o tratamiento.

2. El tratamiento de los datos personales de los internos se regirá por lo previsto 
en la Ley Orgánica de protección de datos personales tratados para fines de 
prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones penales y de 
ejecución de sanciones penales. Los datos personales de categorías especiales que 
no figuren en el apartado anterior se podrán tratar con el consentimiento del 
interesado. Sólo se prescindirá de dicho consentimiento cuando sea estrictamente 
necesario y se efectúe con las garantías adecuadas para proteger el derecho a la 
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protección de datos de los interesados, atendiendo al tipo de datos que se traten y a 
las finalidades de los distintos tratamientos dirigidos a la ejecución de la pena.

3. Igualmente se procederá al cacheo de su persona y al registro de sus efectos, 
retirándose los enseres y objetos no autorizados.

4. En el momento del ingreso se adoptarán las medidas de higiene personal 
necesarias, entregándose al interno las prendas de vestir adecuadas que precise, 
firmando el mismo su recepción.»

Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, 
reguladora del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal.

Uno. Se modifica el artículo 12 para incluir en nuevo apartado n) con la siguiente 
redacción:

«n) La Unidad de Supervisión y Control de Protección de Datos.»
Dos. Se modifica el artículo 20 incluyendo un nuevo apartado Cuatro con la siguiente 

redacción:
«Cuatro. En la Fiscalía General del Estado, de igual modo, existirá la Unidad de 

Supervisión y Control de Protección de Datos que ejercerá las competencias que 
corresponden a la autoridad de protección de datos con fines jurisdiccionales sobre 
el tratamiento de los mismos realizado por el Ministerio Fiscal, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 236 octies de la Ley Orgánica del Poder Judicial en el 
ámbito de sus competencias y facultades. Su regulación se remitirá a los términos 
previstos en la Ley Orgánica del Poder Judicial en cuanto le sea de aplicación.

Al frente de la Unidad de Supervisión y Control de Protección de Datos se 
nombrará por mayoría absoluta del Pleno del Consejo Fiscal una persona titular de la 
Unidad, de entre juristas de reconocida competencia con al menos quince años de 
ejercicio profesional y con conocimientos y experiencia acreditados en materia de 
protección de datos.

La duración del mandato de la persona titular de la Unidad de Supervisión y 
Control de Protección de Datos será de cinco años, no renovable. Durante su 
mandato permanecerá, en su caso, en situación de servicios especiales y ejercerá 
exclusivamente las funciones inherentes a su cargo. Sólo podrá ser cesada por 
incapacidad o incumplimiento grave de sus deberes, apreciados por el Pleno 
mediante mayoría absoluta.

El régimen de incompatibilidades de la persona titular de la Unidad de 
Supervisión y Control de Protección de Datos será el mismo que el establecido para 
los Fiscales al servicio de los órganos técnicos de la Fiscalía General del Estado. La 
persona titular de la Unidad de Supervisión y Control de Protección de Datos deberá 
ejercer sus funciones con absoluta independencia y neutralidad.

La persona titular y el resto de personal adscrito a la Unidad de Supervisión y 
Control de Protección de Datos estarán sujetos al deber de secreto profesional, tanto 
durante su mandato como después del mismo, con relación a las informaciones 
confidenciales de las que hayan tenido conocimiento en el cumplimiento de sus 
funciones o el ejercicio de sus atribuciones. Este deber de secreto profesional se 
aplicará en particular a la información que faciliten las personas físicas a la Unidad 
de Supervisión y Control de Protección de Datos en materia de infracciones de la 
presente normativa.

La composición, organización y funcionamiento de la Unidad de Supervisión y 
Control de Protección de Datos será regulada reglamentariamente. Se deberá velar 
porque la Unidad cuente, en todo caso, con todos los medios personales y materiales 
necesarios para el adecuado ejercicio de sus funciones.»

Tres. Se modifica el artículo 14 para incluir en el apartado 4 una nueva letra l) con el 
contenido siguiente:

«l) Nombrar por mayoría absoluta a la persona titular de la Unidad de Supervisión 
y Control de Protección de Datos.»
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Disposición final tercera.  Modificación de la Ley Orgánica 6/1985 de 1 de julio, del Poder 
Judicial.

Los artículos que se relacionan quedarán modificados en los términos siguientes:
Uno. El artículo 234 queda redactado como sigue:

«Artículo 234.  
1. Los Letrados de la Administración de Justicia y funcionarios competentes de la 

oficina judicial y de la oficina fiscal facilitarán a los interesados cuanta información 
soliciten sobre el estado de las actuaciones procesales, que podrán examinar y 
conocer, salvo que sean o hubieren sido declaradas secretas o reservadas conforme 
a la ley.

2. Las partes y cualquier persona que acredite un interés legítimo y directo 
tendrán derecho a obtener, en la forma dispuesta en las leyes procesales y, en su 
caso, en la Ley 18/2011, de 5 de julio, reguladora del uso de las tecnologías de la 
información y la comunicación en la Administración de Justicia, copias simples de los 
escritos y documentos que consten en los autos, no declarados secretos ni 
reservados. También tendrán derecho a que se les expidan los testimonios y 
certificados en los casos y a través del cauce establecido en las leyes procesales.»

Dos. El artículo 235 queda redactado como sigue:

«Artículo 235.  
El acceso a las resoluciones judiciales, o a determinados extremos de las 

mismas, o a otras actuaciones procesales, por quienes no son parte en el 
procedimiento y acrediten un interés legítimo y directo, podrá llevarse a cabo previa 
disociación, anonimización u otra medida de protección de los datos de carácter 
personal que las mismos contuvieren y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a 
los derechos de las personas que requieran un especial deber de tutela o a la 
garantía del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda.»

Tres. El artículo 235 bis queda redactado como sigue:

«Artículo 235 bis.  
1. Es público el acceso a los datos personales contenidos en los fallos de las 

sentencias firmes condenatorias, cuando se hubieren dictado en virtud de los delitos 
previstos en los siguientes artículos:

a) Los artículos 305, 305 bis y 306 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de 
noviembre, del Código Penal.

b) Los artículos 257 y 258 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del 
Código Penal, cuando el acreedor defraudado hubiese sido la Hacienda Pública.

c) El artículo 2 de la Ley Orgánica 12/1995, de 12 de diciembre, de Represión del 
Contrabando, siempre que exista un perjuicio para la Hacienda Pública estatal o de 
la Unión Europea.

2. En los casos previstos en el apartado anterior, el Letrado de la Administración 
de Justicia emitirá certificado en el que se harán constar los siguientes datos:

a) Los que permitan la identificación del proceso judicial.
b) Nombre y apellidos o denominación social del condenado y, en su caso, del 

responsable civil.
c) Delito por el que se le hubiera condenado.
d) Las penas impuestas.
e) La cuantía correspondiente al perjuicio causado a la Hacienda Pública por 

todos los conceptos, según lo establecido en la sentencia.
Mediante diligencia de ordenación el Letrado de la Administración de Justicia 

ordenará su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
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3. Lo dispuesto en este artículo no será de aplicación en el caso de que el 
condenado o, en su caso, el responsable civil, hubiera satisfecho o consignado en la 
cuenta de depósitos y consignaciones del órgano judicial competente la totalidad de 
la cuantía correspondiente al perjuicio causado a la Hacienda Pública por todos los 
conceptos, con anterioridad a la firmeza de la sentencia.»

Cuatro. El artículo 236 queda redactado como sigue:

«Artículo 236.  
La publicidad de los edictos se realizará a través del Tablón Edictal Judicial 

Único, en la forma en que se disponga reglamentariamente, incluyendo los datos 
estrictamente necesarios para cumplir con su finalidad.»

Cinco. El artículo 236 bis queda redactado como sigue:

«Artículo 236 bis.  
1. El tratamiento de los datos personales podrá realizarse con fines 

jurisdiccionales o no jurisdiccionales. Tendrá fines jurisdiccionales el tratamiento de 
los datos que se encuentren incorporados a los procesos que tengan por finalidad el 
ejercicio de la actividad jurisdiccional.

2. El tratamiento de los datos personales en la Administración de Justicia se 
llevará cabo por el órgano competente y, dentro de él, por quien tenga la 
competencia atribuida por la normativa vigente.»

Seis. El artículo 236 ter queda redactado como sigue:

«Artículo 236 ter.  
1. El tratamiento de los datos personales llevado a cabo con ocasión de la 

tramitación por los órganos judiciales y fiscalías de los procesos de los que sean 
competentes, así como el realizado dentro de la gestión de la Oficina judicial y fiscal, 
se regirá por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679, la Ley Orgánica 3/2018 y 
su normativa de desarrollo, sin perjuicio de las especialidades establecidas en el 
presente Capítulo y en las leyes procesales.

2. En el ámbito de la jurisdicción penal, el tratamiento de los datos personales 
llevado a cabo con ocasión de la tramitación por los órganos judiciales y fiscalías de 
los procesos, diligencias o expedientes de los que sean competentes, así como el 
realizado dentro de la gestión de la Oficina judicial y fiscal, se regirá por lo dispuesto 
en la Ley Orgánica de protección de datos personales tratados con fines de 
prevención, detección, investigación o enjuiciamiento de infracciones penales y de 
ejecución de sanciones penales, sin perjuicio de las especialidades establecidas en 
el presente Capítulo y en las leyes procesales y, en su caso, en la Ley 50/1981, de 
30 de diciembre, por la que se regula el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal.

3. No será necesario el consentimiento del interesado para que se proceda al 
tratamiento de los datos personales en el ejercicio de la actividad jurisdiccional, ya 
sean éstos facilitados por las partes o recabados a solicitud de los órganos 
competentes, sin perjuicio de lo dispuesto en las normas procesales para la validez 
de la prueba.»

Siete. El artículo 236 quáter queda redactado como sigue:

«Artículo 236 quáter.  
Cuando se proceda al tratamiento con fines no jurisdiccionales se estará a lo 

dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679, la Ley Orgánica 3/2018 y su normativa 
de desarrollo.»

Ocho. El artículo 236 quinquies queda redactado como sigue:
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«Artículo 236 quinquies.  
1. Las resoluciones y actuaciones procesales deberán contener los datos 

personales que sean adecuados, pertinentes y limitados a lo necesario en relación 
con los fines para los que son tratados, en especial para garantizar el derecho a la 
tutela judicial efectiva, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión.

2. Los Jueces y Magistrados, los Fiscales y los Letrados de la Administración de 
Justicia, conforme a sus competencias, podrán adoptar las medidas que sean 
necesarias para la supresión de los datos personales de las resoluciones y de los 
documentos a los que puedan acceder las partes durante la tramitación del proceso 
siempre que no sean necesarios para garantizar el derecho a la tutela judicial 
efectiva, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión.

3. Los datos personales que las partes conocen a través del proceso deberán ser 
tratados por éstas de conformidad con la normativa general de protección de datos. 
Esta obligación también incumbe a los profesionales que representan y asisten a las 
partes, así como a cualquier otro que intervenga en el procedimiento.

4. Se deberán comunicar a los órganos competentes dependientes del Consejo 
General del Poder Judicial, de la Fiscalía General del Estado y del Ministerio de 
Justicia, en lo que proceda, los datos tratados con fines jurisdiccionales que sean 
estrictamente necesarios para el ejercicio de las funciones de inspección y control 
establecidas en esta Ley, y su normativa de desarrollo. También se deberán facilitar 
los datos tratados con fines no jurisdiccionales cuando ello esté justificado por la 
interposición de un recurso o sea necesario para el ejercicio de las competencias que 
tengan legalmente atribuidas.

5. Las Oficinas de Comunicación establecidas en esta Ley, en el ejercicio de sus 
funciones de comunicación institucional, deberán velar por el respeto del derecho 
fundamental a la protección de datos personales de aquellos que hubieran 
intervenido en el procedimiento de que se trate. Para cumplir con su finalidad, podrán 
recabar los datos necesarios de las autoridades competentes.

6. Los Letrados de la Administración de Justicia deberán facilitar a la Abogacía 
del Estado los datos personales, la información y los documentos que sean 
requeridos para el desempeño de la representación y defensa del Reino de España 
ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos y otros órganos internacionales en 
materia de protección de derechos Humanos, en particular ante el Comité de 
Naciones Unidas. A tales efectos, se establecerán igualmente los mecanismos de 
comunicación con la Fiscalía General del Estado, a través de sus unidades 
competentes.»

Nueve. El artículo 236 sexies queda redactado como sigue:

«Artículo 236 sexies.  
1. La Administración competente deberá suministrar los medios tecnológicos 

adecuados para que se proceda al tratamiento de los datos personales conforme a 
las disposiciones legales y reglamentarias.

2. La Administración competente deberá cumplir con las responsabilidades que 
en materia de tratamiento y protección de datos personales se le atribuya como 
administración prestacional.

3. Se deberán adoptar las medidas organizativas adecuadas para que la Oficina 
judicial y fiscal realice un adecuado tratamiento de los datos personales. Previo 
informe del Consejo General del Poder judicial, y, en su caso, de la Fiscalía General 
del Estado, el Ministerio de Justicia deberá elaborar y actualizar los códigos de 
conducta destinados a contribuir a la correcta aplicación de la normativa de 
protección de datos personales en la Oficina judicial y fiscal, adecuando los principios 
de la normativa general a los propios de la regulación procesal y organización de la 
Oficina judicial y fiscal.

4. El Ministerio de Justicia y las Comunidades Autónomas con competencias en 
la materia, dentro de las políticas de apoyo a la Administración de Justicia y 
desarrollo de la gestión electrónica de los procedimientos, podrán realizar el 
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tratamiento de datos no personales para el ejercicio de sus competencias de gestión 
pública, incluyendo el desarrollo e implementación de sistemas automáticos de 
clasificación documental orientados a la tramitación procesal, con cumplimiento de la 
normativa de interoperabilidad, seguridad y protección de datos que resulte 
aplicable.»

Diez. El artículo 236 septies queda redactado como sigue:

«Artículo 236 septies.  
1. En relación con el tratamiento de los datos personales con fines 

jurisdiccionales, los derechos de información, acceso, rectificación, supresión, 
oposición y limitación se tramitarán conforme a las normas que resulten de aplicación 
al proceso en que los datos fueron recabados. Estos derechos deberán ejercitarse 
ante los órganos judiciales, fiscalías u Oficina judicial en los que se tramita el 
procedimiento, y las peticiones deberán resolverse por quien tenga la competencia 
atribuida en la normativa orgánica y procesal.

2. En todo caso se denegará el acceso a los datos objeto de tratamiento con 
fines jurisdiccionales cuando las diligencias procesales en que se haya recabado la 
información sean o hayan sido declaradas secretas o reservadas.

3. En relación con el tratamiento de los datos personales con fines no 
jurisdiccionales, los interesados podrán ejercitar los derechos de información, 
acceso, rectificación, supresión, oposición y limitación en los términos establecidos 
en la normativa general de protección de datos.»

Once. El artículo 236 octies queda redactado como sigue:

«Artículo 236 octies.  
1. Respecto a las operaciones de tratamiento efectuadas con fines 

jurisdiccionales por los Juzgados, Tribunales, Fiscalías, y las Oficinas judicial y fiscal, 
corresponderán al Consejo General del Poder Judicial y a la Fiscalía General del 
Estado, en el ámbito de sus respectivas competencias, las siguientes funciones:

a) Supervisar el cumplimiento de la normativa de protección de datos personales 
mediante el ejercicio de la labor inspectora otorgada en la presente Ley y el Estatuto 
Orgánico del Ministerio Fiscal.

b) Promover la sensibilización de los profesionales de la Administración de 
Justicia y su comprensión de los riesgos, normas, garantías, derechos y obligaciones 
en relación con el tratamiento.

c) Emitir informe sobre los códigos de conducta destinados a contribuir a la 
correcta aplicación de la normativa de protección de datos personales en la Oficina 
judicial y fiscal.

d) Previa solicitud, facilitar información a cualquier interesado en relación con el 
ejercicio de sus derechos en materia de protección de datos.

e) Tramitar y responder las reclamaciones presentadas por un interesado o por 
asociaciones, organizaciones y entidades que tengan capacidad procesal o 
legitimación para defender intereses colectivos, en los términos que determinen las 
leyes de aplicación al proceso en que los datos fueron recabados. Se informará al 
reclamante sobre el curso y resultado de la reclamación en un plazo razonable, 
previa realización de la investigación oportuna si se considera necesario.

2. Los tratamientos de datos con fines no jurisdiccionales estarán sometidos a la 
competencia de la Agencia Española de Protección de Datos, que también 
supervisará el cumplimiento de aquellos tratamientos que no sean competencia de 
las autoridades indicadas en el apartado anterior.

3. El Consejo General del Poder Judicial, la Fiscalía General del Estado y la 
Agencia Española de Protección de Datos colaborarán en aras del adecuado 
ejercicio de las respectivas competencias que la presente Ley Orgánica les atribuye 
en materia de protección de datos personales en el ámbito de la Administración de 
Justicia.
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4. Cuando con ocasión de la realización de actuaciones de investigación 
relacionadas con la posible comisión de una infracción de la normativa de protección 
de datos, las autoridades competentes a las que se refieran los apartados anteriores 
apreciasen la existencia de indicios que supongan la competencia de otra autoridad, 
darán inmediatamente traslado a esta última a fin de que prosiga con la tramitación 
del procedimiento.»

Doce. El artículo 236 nonies, queda redactado como sigue:

«Artículo 236 nonies.  
1. Las competencias que corresponden a la autoridad de protección de datos 

personales con fines jurisdiccionales serán ejercidas respecto del tratamiento de los 
mismos realizado por Juzgados y Tribunales de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 236 octies, por la Dirección de Supervisión y Control de Protección de Datos 
del Consejo General del Poder Judicial.

2. Al frente de la Dirección de Supervisión y Control de Protección de Datos se 
nombrará por mayoría absoluta del Pleno del Consejo General del Poder Judicial una 
persona titular de la Dirección, de entre juristas de reconocida competencia con al 
menos quince años de ejercicio profesional y con conocimientos y experiencia 
acreditados en materia de protección de datos.

3. La duración del mandato de la persona titular de la Dirección de Supervisión y 
Control de Protección de Datos será de cinco años, no renovable. Durante su 
mandato permanecerá, en su caso, en situación de servicios especiales y ejercerá 
exclusivamente las funciones inherentes a su cargo. Sólo podrá ser cesada por 
incapacidad o incumplimiento grave de sus deberes, apreciados por el Pleno 
mediante mayoría absoluta.

4. El régimen de incompatibilidades de la persona titular de la Dirección de 
Supervisión y Control de Protección de Datos será el mismo que el establecido para 
los Magistrados al servicio de los órganos técnicos del Consejo General del Poder 
Judicial. La persona titular de la Dirección de Supervisión y Control de Protección de 
Datos deberá ejercer sus funciones con absoluta independencia y neutralidad.

5. La persona titular y el resto de personal adscrito a la Dirección de Supervisión 
y Control de Protección de Datos estarán sujetos al deber de secreto profesional, 
tanto durante su mandato como después del mismo, con relación a las informaciones 
confidenciales de las que hayan tenido conocimiento en el cumplimiento de sus 
funciones o el ejercicio de sus atribuciones. Este deber de secreto profesional se 
aplicará en particular a la información que faciliten las personas físicas a la Dirección 
de Supervisión y Control de Protección de Datos en materia de infracciones de la 
presente normativa.

6. La composición, organización y funcionamiento de la Dirección de Supervisión 
y Control de Protección de Datos será regulada reglamentariamente. El Consejo 
General del Poder Judicial deberá velar porque la Dirección cuente, en todo caso, 
con todos los medios personales y materiales necesarios para el adecuado ejercicio 
de sus funciones.»

Trece. El artículo 236 decies, queda redactado como sigue:

«Artículo 236 decies.  
1. Los tratamientos de datos llevados a cabo por el Consejo General del Poder 

judicial y la Fiscalía General del Estado en el ejercicio de sus competencias 
quedarán sometidos a lo dispuesto en la legislación vigente en materia de protección 
de datos personales. Dichos tratamientos no serán considerados en ningún caso 
realizados con fines jurisdiccionales.

2. Las operaciones de tratamiento de datos personales del Consejo General del 
Poder Judicial y de los órganos integrantes del mismo serán autorizados por acuerdo 
del Consejo General del Poder Judicial, a propuesta de la Secretaría General, que 
ostentará la condición de responsable del tratamiento respecto de los mismos.
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3. Las operaciones de tratamiento de datos personales de la Fiscalía General del 
Estado serán autorizadas según determine el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal 
y las Instrucciones que se dicten al respecto.»

Catorce. El ordinal 19.º del apartado 1 del artículo 560 queda redactado como sigue:

«Artículo 560.  
1.º (…)
19.º En materia de protección de datos personales, ejercerá las funciones 

definidas en el artículo 236 octies.»

Disposición final cuarta.  Modificación de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de 
Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales.

Uno. Se incluye un nuevo apartado 5 en el artículo 2 con la siguiente redacción:

«Artículo 2.  
5. El tratamiento de datos llevado a cabo con ocasión de la tramitación por el 

Ministerio Fiscal de los procesos de los que sea competente, así como el realizado 
con esos fines dentro de la gestión de la Oficina Fiscal, se regirán por lo dispuesto en 
el Reglamento (UE) 2016/679 y la presente Ley Orgánica, sin perjuicio de las 
disposiciones de la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, reguladora del Estatuto 
Orgánico del Ministerio Fiscal, la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 
Judicial y de las normas procesales que le sean aplicables.»

Dos. Se modifica el apartado 3 del artículo 44, que queda redactado como sigue:

«Artículo 44.  
3. La Agencia Española de Protección de Datos, el Consejo General del Poder 

Judicial y en su caso, la Fiscalía General del Estado, colaborarán en aras del 
adecuado ejercicio de las respectivas competencias que la Ley Orgánica 6/1985, de 
1 de julio, del Poder Judicial, les atribuye en materia de protección de datos 
personales en el ámbito de la Administración de Justicia.»

Tres. Se modifica la disposición adicional decimoquinta que queda redactada como 
sigue:

«Disposición adicional decimoquinta.  Requerimiento de información por parte de 
la Comisión Nacional del Mercado de Valores.

Cuando no haya podido obtener por otros medios la información necesaria para 
realizar sus labores de supervisión e inspección relacionadas con la detección de 
delitos graves, la Comisión Nacional del Mercado de Valores podrá recabar de los 
operadores que presten servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al 
público y de los prestadores de servicios de la sociedad de la información, los datos 
que obren en su poder relativos a la comunicación electrónica o servicio de la 
sociedad de la información proporcionados por dichos prestadores que sean distintos 
a su contenido y resulten imprescindibles para el ejercicio de dichas labores.

La cesión de estos datos requerirá la previa obtención de autorización judicial 
otorgada conforme a las normas procesales.»

Disposición final quinta.  Modificación de la Ley Orgánica 1/2020, de 16 de septiembre, 
sobre la utilización de los datos del registro de nombres de pasajeros para la prevención, 
detección, investigación y enjuiciamiento de delitos de terrorismo y delitos graves.

Se modifica el artículo 10 que queda redactado como sigue:
«1. Los momentos en los que las compañías aéreas deben transmitir los datos 

PNR a la UIP serán los siguientes:
a) Entre las 24 y las 48 horas antes de la hora de salida programada del vuelo, e
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b) inmediatamente después del cierre del vuelo, una vez que los pasajeros hayan 
embarcado en el avión en preparación de la salida y no sea posible embarcar o 
desembarcar.

Las compañías aéreas podrán limitar esta transmisión prevista en el párrafo b) a 
las actualizaciones de la información transmitida conforme al párrafo a).

2. El Proveedor de Servicios de Navegación Aérea en el espacio aéreo de 
soberanía española, comunicará a la UIP los cambios de destino, así como las 
escalas no programadas que le sean notificados por la tripulación de la aeronave o 
por otro Proveedor de Servicios de Navegación Aérea».

3. Además, cuando sea necesario acceder a los datos PNR para responder a 
una amenaza real y concreta relacionada con delitos de terrorismo o con delitos 
graves, en momentos distintos de los previstos en el apartado 1, todos los sujetos 
obligados, caso por caso, deberán transmitir a la UIP dichos datos con carácter 
inmediato al requerimiento recibido.»

Disposición final sexta.  Modificación de la Ley 19/2007, de 11 de julio, contra la violencia, 
el racismo, la xenofobia y la intolerancia en el deporte.

Se modifica el artículo 30 que queda redactado como sigue:

«Artículo 30.  Procedimiento sancionador.
1. El ejercicio de la potestad sancionadora a la que se refiere este título, se regirá 

por lo dispuesto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público y sus disposiciones de desarrollo, sin perjuicio 
de las especialidades que se regulan en este título.

2. El procedimiento caducará transcurridos seis meses desde su incoación sin 
que se haya notificado la resolución, debiendo, no obstante, tenerse en cuenta en el 
cómputo las posibles paralizaciones por causas imputables al interesado o la 
suspensión que debiera acordarse por la existencia de un procedimiento judicial 
penal, cuando concurra identidad de sujeto, hecho y fundamento, hasta la 
finalización de éste.»

Disposición final séptima.  Modificación de la Ley 5/2014, de 4 de abril, de Seguridad 
Privada.

Se modifica el artículo 69 que queda redactado como sigue:

«Artículo 69.  Régimen Jurídico.
1. El ejercicio de la potestad sancionadora en materia de seguridad privada se 

regirá por lo dispuesto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público y sus disposiciones de desarrollo, 
sin perjuicio de las especialidades que se regulan en este título.

2. El procedimiento caducará transcurridos seis meses desde su incoación sin 
que se haya notificado la resolución, debiendo, no obstante, tenerse en cuenta en el 
cómputo las posibles paralizaciones por causas imputables al interesado o la 
suspensión que debiera acordarse por la existencia de un procedimiento judicial 
penal, cuando concurra identidad de sujeto, hecho y fundamento, hasta la 
finalización de éste.

3. Iniciado el procedimiento sancionador, el órgano que haya ordenado su 
incoación podrá adoptar las medidas cautelares necesarias para garantizar su 
adecuada instrucción, así como para evitar la continuación de la infracción o 
asegurar el pago de la sanción, en el caso de que ésta fuese pecuniaria, y el 
cumplimiento de la misma en los demás supuestos.

4. Dichas medidas, que deberán ser congruentes con la naturaleza de la 
presunta infracción y proporcionadas a la gravedad de la misma, podrán consistir en:
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a) La ocupación o precinto de vehículos, armas, material o equipo prohibido, no 
homologado o que resulte peligroso o perjudicial, así como de los instrumentos y 
efectos de la infracción.

b) La retirada preventiva de las autorizaciones, habilitaciones, permisos o 
licencias, o la suspensión, en su caso, de la eficacia de las declaraciones 
responsables.

c) La suspensión de la habilitación del personal de seguridad privada y, en su 
caso, de la tramitación del procedimiento para el otorgamiento de aquélla, mientras 
dure la instrucción de expedientes por infracciones graves o muy graves en materia 
de seguridad privada.

También podrán ser suspendidas las indicadas habilitación y tramitación, hasta 
tanto finalice el proceso por delitos contra dicho personal.

5. Las medidas cautelares previstas en los párrafos b) y c) del apartado anterior 
no podrán tener una duración superior a un año.»

Disposición final octava.  Modificación del texto refundido de la Ley sobre Tráfico, 
Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
6/2015, de 30 de octubre.

Se modifica el artículo 68 que queda redactado como sigue:

«Artículo 68.  Matrículas.
1. Para poner en circulación vehículos a motor, así como remolques de masa 

máxima autorizada superior a la que reglamentariamente se determine, es preciso 
matricularlos y que lleven las placas de matrícula con los caracteres que se les 
asigne del modo que se establezca. Esta obligación será exigida a los ciclomotores 
en los términos que reglamentariamente se determine.

2. Deben ser objeto de matriculación definitiva en España los vehículos a los que 
se refiere el apartado anterior, cuando se destinen a ser utilizados en el territorio 
español por personas o entidades que sean residentes en España o que sean 
titulares de establecimientos situados en España. Reglamentariamente se 
establecerán los plazos, requisitos y condiciones para el cumplimiento de esta 
obligación y las posibles exenciones a la misma.

3. La matriculación ordinaria será única para cada vehículo, salvo en los 
supuestos que se determinen reglamentariamente. Cuando concurran circunstancias 
que puedan afectar a la Seguridad Nacional, el Secretario de Estado de Seguridad 
podrá autorizar una nueva matrícula distinta de la inicialmente asignada. Este tipo de 
matrículas no serán públicas en el Registro General de Vehículos e, incluso en 
circunstancias excepcionales, podrá utilizarse una titularidad supuesta en el marco 
de la actuación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y del Centro Nacional de 
Inteligencia en el tráfico jurídico.

4. En casos justificados, la autoridad competente para expedir el permiso de 
circulación podrá conceder permisos de circulación temporales y provisionales en los 
términos que se determine reglamentariamente.»

Disposición final novena.  Naturaleza de la ley.
Esta ley tiene el carácter de Ley Orgánica. No obstante, tienen carácter ordinario:
a) El capítulo VI.
b) El capítulo VII.
c) El capítulo VIII.
d) Las disposiciones finales segunda, sexta, séptima y octava.

Disposición final décima.  Título competencial.
Esta Ley Orgánica se dicta al amparo de las reglas 1.ª, 6.ª, 18.ª y 29.ª del artículo 149.1 

de la Constitución, que atribuyen al Estado las competencias exclusivas, respectivamente, 
para la regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los 
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españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes 
constitucionales; respecto a las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas, 
el procedimiento administrativo común y en relación al sistema de responsabilidad de todas 
las Administraciones públicas; sobre legislación penal, penitenciaria, procesal; y en materia 
de seguridad pública.

Disposición final undécima.  Incorporación del Derecho de la Unión Europea.
Mediante esta Ley Orgánica se incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva 

(UE) 2016/680 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativa a la 
protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales por 
parte de las autoridades competentes para fines de prevención, detección, investigación y 
enjuiciamiento de infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, y a la libre 
circulación de dichos datos y por la que se deroga la Decisión Marco 2008/977/JAI del 
Consejo.

Disposición final duodécima.  Entrada en vigor.
Esta Ley Orgánica entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».
No obstante, las previsiones contenidas en el capítulo IV producirán efectos a los seis 

meses de la entrada en vigor de la Ley Orgánica.
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§ 26

Ley Orgánica 9/2022, de 28 de julio, por la que se establecen normas 
que faciliten el uso de información financiera y de otro tipo para la 
prevención, detección, investigación o enjuiciamiento de infracciones 
penales, de modificación de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de 
septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas y otras 
disposiciones conexas y de modificación de la Ley Orgánica 10/1995, 

de 23 de noviembre, del Código Penal

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 181, de 29 de julio de 2022
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2022-12644

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente ley 

orgánica:

PREÁMBULO

I
La lucha contra cualquier forma grave de delincuencia, en particular, contra el fraude 

financiero, el blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo, constituye una prioridad 
para la Unión Europea. En consecuencia, facilitar el intercambio y el acceso a los datos 
financieros resulta imprescindible al objeto de prevenir, detectar, investigar o enjuiciar, no 
sólo la comisión de estas acciones delictivas, sino también, respecto de otros delitos de 
especial gravedad.

No en vano, el modelo actual de acceso y de intercambio de información financiera es 
lento en comparación con el ágil ritmo con que los fondos pueden transferirse 
internacionalmente, dado que obtener información financiera requiere demasiado tiempo y 
ralentiza las investigaciones y las actuaciones judiciales.

Sin embargo, conviene recordar que el hecho de facilitar el acceso a la información 
financiera se compadece con la protección del derecho a la intimidad de los ciudadanos, 
reconocido y protegido en el artículo 18.4 de la Constitución al prever que «la ley limitará el 
uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los 
ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos». La protección de los datos personales se 
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reconoce, igualmente, en el artículo 8 del Convenio Europeo para la Protección de los 
Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales hecho en Roma el 4 de noviembre de 
1950 y en el artículo 16.1 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.

Por su parte, el Tribunal Constitucional en la sentencia 292/2000, de 30 de noviembre, 
declara la existencia del derecho fundamental a la protección de datos, ya abordado en la 
sentencia 254/1993, de 20 de julio, pero en este caso, la novedad estriba en reconocer el 
derecho fundamental a la protección de datos de carácter personal como una categoría 
autónoma y distinta del clásico derecho a la intimidad, desde una amplia perspectiva de la 
noción de vida privada.

Este pronunciamiento coincidió en el tiempo con varias resoluciones del Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos que entienden la protección de datos como un derecho 
fundamental autónomo, permitiendo a su titular disponer y controlar sus propios datos 
personales. Este derecho significa, en la práctica, que los ciudadanos tienen la facultad de 
consentir la recogida, la obtención y el acceso a los datos personales, su posterior 
almacenamiento y tratamiento, así como su uso por un tercero, ya sea el Estado o un 
particular.

II
La correcta comprensión del sentido último de esta ley requiere conocer el contexto 

normativo europeo, que ha evolucionado hacia un marco más sólido y coherente al objeto de 
reforzar la seguridad, mejorar el enjuiciamiento de los delitos financieros, luchar contra el 
blanqueo de capitales y prevenir los delitos fiscales en los Estados miembros.

Cabe mencionar, como el antecedente más lejano, la Directiva 91/308/CEE del Consejo, 
de 10 de junio de 1991, relativa a la prevención de la utilización del sistema financiero para 
el blanqueo de capitales. Posteriormente, se adoptó la Decisión 2000/642/JAI, de 17 de 
octubre de 2000, relativa a las disposiciones de cooperación entre las unidades de 
información financiera de los Estados miembros para el intercambio de información.

La segunda Directiva 2001/97/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de 
diciembre de 2001, por la que se modificó la Directiva 91/308/CEE del Consejo, de 10 de 
junio de 1991, amplió el concepto de delito, incluyendo una noción más extensa de blanqueo 
que comprende la posesión y transferencia de bienes a sabiendas de que proceden de 
cualquier actividad delictiva. La tercera Directiva 2005/60/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 26 de octubre de 2005, relativa a la prevención de la utilización del sistema 
financiero para el blanqueo de capitales y para la financiación del terrorismo, se completó 
con la Decisión 2007/845/JAI del Consejo, de 6 de diciembre de 2007, sobre la cooperación 
entre los organismos de recuperación de activos de los Estados miembros en el ámbito del 
seguimiento y la identificación de productos del delito o de otros bienes relacionados con el 
delito.

Más próxima en el tiempo, se aprobó la Directiva (UE) 2015/849 del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 20 de mayo de 2015, relativa a la prevención de la utilización del sistema 
financiero para el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo, y por la que se 
modifica el Reglamento (UE) 648/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, y se derogan 
la Directiva 2005/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo y la Directiva 2006/70/CE de 
la Comisión (IV Directiva antiblanqueo).

Esa Directiva se incorporó al ordenamiento jurídico español mediante el Real Decreto-ley 
11/2018, de 31 de agosto, de transposición de directivas en materia de protección de los 
compromisos por pensiones con los trabajadores, prevención del blanqueo de capitales y 
requisitos de entrada y residencia de nacionales de países terceros y por el que se modifica 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas; y que modificó la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del 
blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.

A continuación, se adoptó la Directiva (UE) 2018/843 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 30 de mayo de 2018, por la que se modifica la Directiva (UE) 2015/849 relativa 
a la prevención de la utilización del sistema financiero para el blanqueo de capitales o la 
financiación del terrorismo, y por la que se modifican las Directivas 2009/138/CE y 
2013/36/UE (V Directiva antiblanqueo).
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Esa Directiva impulsó la coordinación y colaboración, a todos los niveles, de las 
Unidades de Inteligencia Financiera (UIF) de los Estados miembros, tanto entre ellas como 
entre las UIF y las entidades obligadas. A este respecto, cabe recordar que las mencionadas 
UIF se encargan de recoger y analizar la información que reciben con el objetivo de 
establecer vínculos entre las transacciones sospechosas y la actividad delictiva subyacente, 
a fin de prevenir y luchar contra el blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo.

La regulación trae causa de los atentados terroristas en París y Bruselas, que 
amenazaron la paz y la seguridad de la Unión Europea, al tiempo que obligaron a fortalecer 
la lucha contra la financiación del terrorismo. La Directiva se transpuso en nuestro 
ordenamiento jurídico mediante el Real Decreto-ley 7/2021, de 27 de abril, de transposición 
de directivas de la Unión Europea en las materias de competencia, prevención del blanqueo 
de capitales, entidades de crédito, telecomunicaciones, medidas tributarias, prevención y 
reparación de daños medioambientales, desplazamiento de trabajadores en la prestación de 
servicios transnacionales y defensa de los consumidores.

III
Por último, se aprobó la Directiva (UE) 2019/1153 del Parlamento Europeo y del Consejo, 

de 20 de junio de 2019, por la que se establecen normas destinadas a facilitar el uso de 
información financiera y de otro tipo para la prevención, detección, investigación o 
enjuiciamiento de infracciones penales y por la que se deroga la Decisión 2000/642/JAI del 
Consejo, objeto de transposición por esta ley. La Directiva forma parte de la Agenda Europea 
de Seguridad adoptada en 2015 que reclamaba la adopción de medidas adicionales con el 
propósito de desarticular la delincuencia grave y organizada, toda vez que se inscribe en el 
correspondiente Plan de acción para reforzar la lucha contra la financiación del terrorismo.

La Directiva se articula como un instrumento jurídico independiente y específico que 
permite un acceso directo e inmediato a los registros centralizados de cuentas bancarias y 
de pagos. En España, ese registro se denomina Fichero de Titularidades Financieras, al que 
pueden acceder las autoridades competentes a efectos de prevención, detección, 
investigación o enjuiciamiento de infracciones penales, así como también, los organismos de 
recuperación de activos.

Este Fichero contiene los datos identificativos (nombre y apellidos o denominación social 
y el tipo y número de documento identificativo) de los titulares o, en su caso, de 
representantes o autorizados, así como de cualquier otra persona con poderes de 
disposición; además, incluirá el tipo de cuenta o depósito y la fecha de apertura y 
cancelación. No obstante, se advierte que el Fichero de Titularidades Financieras no 
contiene ninguna información acerca de saldos y movimientos, sino exclusivamente la 
identificación del producto financiero, de la entidad de crédito en la que está y de los titulares 
y autorizados de la cuenta.

El acceso a esa información de manera directa e inmediata y en el marco de una 
cooperación leal y rápida, se entiende como indispensable para alcanzar el éxito de una 
investigación penal acerca de un delito considerado como grave. En efecto, la dificultad de 
acceder a determinada información financiera constituye un obstáculo para la investigación 
de delitos graves, y también entorpece la desarticulación de tramas terroristas o la 
localización e inmovilización de los ingresos procedentes de actividades delictivas. Interesa 
poner de relieve que numerosas investigaciones llegan a un punto muerto, precisamente, 
ante la imposibilidad de acceder de forma oportuna, exacta y completa a los datos 
financieros relevantes.

Con carácter previo a la aprobación de la Directiva, la mayor parte de las autoridades 
competentes en la Unión Europea carecían de acceso directo a la información almacenada 
en los registros centralizados de cuentas bancarias o en sistemas de recuperación de datos, 
respecto de la identidad de los titulares de cuentas bancarias. En la práctica, esta dificultad 
en el acceso provocaba retrasos significativos, susceptibles de afectar a las investigaciones 
penales.

Con el propósito de abordar esta situación, la Directiva (UE) 2019/1153 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, prevé el acceso directo de las autoridades 
competentes a los registros nacionales centralizados de cuentas bancarias o a los sistemas 
de recuperación de datos. En paralelo, se autorizará el acceso indirecto a la Agencia de la 
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Unión Europea para la Cooperación Policial (Europol) a través de las unidades nacionales de 
los Estados miembros. Si bien Europol no lleva a cabo investigaciones penales, sí que apoya 
las acciones de los Estados miembros.

A tenor de todo lo expuesto, resulta crucial reforzar la seguridad, mejorar el 
enjuiciamiento de los delitos financieros, luchar contra el blanqueo de capitales y la 
financiación del terrorismo, así como prevenir los delitos fiscales. Para alcanzar este fin urge 
mejorar el acceso a la información por parte, no sólo de las UIF, sino también de las 
autoridades públicas responsables de la prevención, detección, investigación o 
enjuiciamiento de delitos graves, así como potenciar su capacidad para llevar a cabo 
investigaciones financieras y mejorar la cooperación. La realidad reveló que las UIF de los 
Estados miembros contaban con diferentes grados de acceso a las bases de datos, lo que 
se traducía en un insuficiente intercambio de información entre los servicios policiales y 
judiciales y las propias UIF. En definitiva, se trata de reforzar la cooperación policial y judicial 
penal.

En España, las funciones propias de la UIF son asumidas por el Servicio Ejecutivo de la 
Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias (en adelante, 
Servicio Ejecutivo de la Comisión), responsable de analizar la información financiera y remitir 
un informe de inteligencia financiera a las autoridades designadas, si apreciara la existencia 
de indicios o certezas de blanqueo de capitales, delitos subyacentes conexos o financiación 
del terrorismo.

Dado el carácter sensible de los datos financieros, debe establecerse, de manera 
específica, el tipo y alcance de la información susceptible de intercambio para lograr un 
equilibrio entre la eficiencia y la protección de los datos personales. Para ello, se estará a lo 
dispuesto en la Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, de protección de datos personales 
tratados para fines de prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones 
penales y de ejecución de sanciones penales; en el Reglamento (UE) 2016/679 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las 
personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación 
de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento General de 
Protección de Datos); en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos 
Personales y garantía de los derechos digitales; y en la Ley 10/2010, de 28 de abril, de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.

De este modo, la ley complementa el régimen de acceso a la información financiera y del 
intercambio de información en la lucha contra el blanqueo de capitales y la financiación del 
terrorismo; con la novedad de que ya no estará circunscrito solamente a esta esfera de 
actuación, sino que se ve ampliado al ámbito de la prevención, detección, investigación y 
enjuiciamiento de infracciones penales graves.

Esta nueva perspectiva obedece a que la Directiva (UE) 2019/1153 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, no desplaza ni sustituye la acción de las 
Directivas antiblanqueo, sino que se sitúa en paralelo a las mismas, a fin de mejorar el 
acceso y el intercambio de información financiera; en rigor, las Directivas antiblanqueo se 
basan en la regulación del Mercado Interior, mientras que la Directiva objeto de transposición 
se centra en reforzar la cooperación policial y judicial penal.

IV
La Ley se estructura a lo largo de cuatro capítulos, en 14 artículos, tres disposiciones 

adicionales y once finales.
El capítulo I regula las disposiciones y obligaciones generales destinadas a facilitar el 

acceso a la información financiera contenida en el Fichero de Titularidades Financieras bajo 
el amparo de la protección de las libertades públicas y los derechos fundamentales.

Asimismo, se facilita el acceso a la información de las autoridades competentes por parte 
del Servicio Ejecutivo de la Comisión, en su condición de UIF para la prevención y la lucha 
contra el blanqueo de capitales, los delitos subyacentes conexos y la financiación del 
terrorismo.

Del mismo modo, este capítulo recoge las definiciones a los efectos de esta ley, 
cobrando especial relevancia el concepto de «delitos graves» en base al anexo I del 
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Reglamento (UE) 2016/794 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de mayo de 2016, 
relativo a la Agencia de la Unión Europea para la Cooperación Policial (Europol).

Por último, se precisa que las autoridades competentes para acceder y consultar el 
Fichero de Titularidades Financieras, sin perjuicio de las incluidas en el artículo 43.3 de la 
Ley 10/2010, de 28 de abril, son: los Jueces y Tribunales del orden jurisdiccional penal; el 
Ministerio Fiscal; la Fiscalía Europea; las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado; las 
Policías Autonómicas con competencias estatutariamente asumidas para la investigación de 
delitos graves; la Oficina de Gestión y Recuperación de Activos del Ministerio de Justicia; las 
oficinas de recuperación de activos designadas por España de conformidad con la Decisión 
2007/845/JAI, de 6 de diciembre de 2007; y la Dirección Adjunta de Vigilancia Aduanera de 
la Agencia Estatal de Administración Tributaria. Estas autoridades lo serán en el ejercicio de 
sus competencias en materia de prevención, detección, investigación o enjuiciamiento de 
infracciones penales graves, puesto que son éstas las finalidades del uso de la información 
financiera que establece la Directiva objeto de transposición.

Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 46.1 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, también podrán 
solicitar y recibir información financiera o análisis financieros del Servicio Ejecutivo de la 
Comisión: el Ministerio Fiscal; la Fiscalía Europea; las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del 
Estado, y las Policías Autonómicas con competencias estatutariamente asumidas para la 
investigación de delitos graves; además de los Jueces y Tribunales del orden jurisdiccional 
penal; la Dirección Adjunta de Vigilancia Aduanera de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria; así como la Oficina de Gestión y Recuperación de Activos del Ministerio de 
Justicia y las oficinas de recuperación de activos designadas por España.

En el capítulo II se establecen las medidas que permiten a las autoridades competentes 
acceder a la información contenida en el Fichero de Titularidades Financieras y su 
intercambio. El acceso o la consulta de esa información conlleva la existencia de un registro 
pormenorizado de los accesos (fecha, hora, número de referencia del expediente nacional, 
entre otros).

En cuanto al capítulo III, relativo al intercambio de información, se abordan las solicitudes 
de información de las autoridades competentes a la UIF, lo que significa que el Servicio 
Ejecutivo de la Comisión responderá a aquellas solicitudes de información financiera que 
obren en su poder. No obstante, no estará obligado a responder cuando concurran 
circunstancias que perjudiquen las investigaciones o los análisis en curso.

Paralelamente, el Servicio Ejecutivo de la Comisión, junto con las autoridades 
competentes, responderá a las solicitudes de naturaleza policial a la mayor brevedad 
posible, y antes de las 72 horas en caso de información financiera. Cuando las solicitudes 
requieran o se refieran a análisis financieros, se responderán a la mayor brevedad posible.

Concluye este capítulo regulando el intercambio de información financiera y análisis del 
Servicio Ejecutivo de la Comisión con las autoridades competentes de otros Estados 
miembros de la Unión Europea y con Europol. Esta regulación responde a la necesidad de 
un intercambio más eficaz de información y de una coordinación más estrecha entre las 
autoridades nacionales a escala transfronteriza.

El capítulo IV establece una serie de disposiciones complementarias relativas al 
tratamiento de datos personales derivadas de la aplicación de la Ley 10/2010, de 28 de abril, 
de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, de la Ley 
Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, de protección de datos personales tratados para fines de 
prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución 
de sanciones penales, así como del Reglamento General de Protección de Datos y de la Ley 
Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los 
derechos digitales, que adapta el Reglamento en lo que respecta al tratamiento de datos 
personales y a la libre circulación de éstos.

En cuanto a las disposiciones adicionales, la primera establece el régimen del Centro 
Nacional de Inteligencia; la segunda pone de relieve la ausencia de incremento de gasto 
público; y la tercera concreta ciertos aspectos del acceso al Registro Común de Datos de 
Identidad de la Unión Europea en aplicación de los Reglamentos europeos de 
interoperabilidad en el ámbito de la cooperación policial y judicial, el asilo y la migración.
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Por su parte, las once finales incorporan la reforma de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, en cuanto al acceso 
al Fichero de Titularidades Financieras; la modificación de la Ley 8/2011, de 28 de abril, por 
la que se establecen medidas para la protección de las infraestructuras críticas, respecto a la 
colaboración de los operadores críticos; la modificación de la Ley Orgánica 7/2021, de 26 de 
mayo, de protección de datos personales tratados para fines de prevención, detección, 
investigación y enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución de sanciones penales, 
en cuanto a su régimen sancionador.

Finalmente, se introducen tres nuevas Disposiciones finales por las que se modifican la 
Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas 
(LOFCA), la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación 
de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía 
(LSFA) y la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal.

La modificación de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las 
Comunidades Autónomas, y de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el 
sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con 
Estatuto de Autonomía y se modifican determinadas normas tributarias, tiene por objeto 
articular la cesión a las Comunidades Autónomas del nuevo impuesto sobre el depósito de 
residuos en vertederos, la incineración y la coincineración de residuos.

Este impuesto ha sido creado mediante la Ley 7/2022, de 8 de abril, de residuos y suelos 
contaminados para una economía circular, cuyas disposiciones transitorias séptima y octava 
prevén un régimen transitorio de cesión del rendimiento, así como de competencias 
normativas y de gestión en relación con este impuesto. Así, se prevé que las Comunidades 
Autónomas puedan percibir transitoriamente el importe del impuesto correspondiente a los 
hechos imponibles que se produzcan en su territorio, así como asumir por delegación del 
Estado las competencias de gestión sobre el mismo, transitoriedad que se mantendrá en 
tanto no se produzcan los acuerdos en los marcos institucionales de cooperación en materia 
de financiación autonómica establecidos en nuestro ordenamiento y las modificaciones 
normativas necesarias para su configuración y aplicación plena como tributo cedido.

Las modificaciones normativas a que hacen referencia las disposiciones citadas, y que 
resultan necesarias para la configuración y aplicación plena de este impuesto como tributo 
cedido, implican también la modificación de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de 
Financiación de las Comunidades Autónomas.

Concretamente, en esta ley Orgánica se procede a incluir el impuesto sobre el depósito 
de residuos en vertederos, la incineración y la coincineración de residuos en la lista de 
figuras tributarias que pueden ser objeto de cesión a las Comunidades Autónomas, así como 
a habilitar la atribución a éstas de competencias normativas sobre los tipos impositivos y la 
gestión de este impuesto. En la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, se especifican las 
condiciones de la cesión y el punto de conexión, así como el alcance de las competencias 
normativas y de aplicación del impuesto que se atribuyen a las Comunidades Autónomas. La 
efectividad de lo establecido en ambas leyes queda, no obstante, supeditada a la adopción 
de los acuerdos necesarios en los marcos institucionales de cooperación en materia de 
financiación autonómica establecidos en nuestro ordenamiento.

En cuanto a la modificación del Código Penal, se modifica el artículo 234, apartado 2. Se 
acomete la reforma de los delitos de hurto para dar una respuesta adecuada a los casos de 
multirreincidencia. La reforma resulta necesaria porque, si bien la regulación actual prevé 
expresamente la posibilidad de aplicar una modalidad agravada del delito de hurto cuando el 
autor es multirreincidente, el Tribunal Supremo considera que esta posibilidad debe 
reservarse para los casos en que los delitos de hurto cometidos con anterioridad superan los 
400 euros, pues de lo contrario se produciría un desproporcionado salto punitivo entre la 
pena prevista en el artículo 234.2 del Código Penal para los delitos de hurto inferiores a 400 
euros, que es una pena de multa de 1 a 3 meses, y la pena prevista en el artículo 235.1.7.ª 
del Código Penal para los casos de multirreincidencia, que es una pena de prisión de 1 a 3 
años. Esta regulación, conforme a la interpretación efectuada por el Tribunal Supremo, está 
suponiendo que los delitos leves de hurto que se cometen de manera multirreincidente no 
cuenten con una suficiente respuesta penal, a pesar de que son delitos que están siendo 
objeto de una creciente preocupación por afectar directamente no solo al turismo, al 
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comercio y a la economía en general, sino también a la propia seguridad de los ciudadanos. 
Por ese motivo, se considera necesaria una reforma del artículo 234.2 del Código Penal que 
permita sancionar más gravemente los casos de hurtos leves no superiores a 400 euros 
cuando se producen de forma multirreincidente. A estos efectos, para evitar el salto 
desproporcionado de pena criticado por el Tribunal Supremo, se opta por aumentar la pena 
de estos delitos de hurto leve, pero sin llegar a la pena de prisión del tipo agravado del 
artículo 235.1 del Código Penal. Se prevé así que en los casos de hurtos leves o inferiores a 
400 euros se aumente la pena siempre que el autor sea multirreincidente y la cuantía total de 
lo sustraído, incluyendo los delitos de hurto cometidos con anterioridad, exceda los 400 
euros. En tal caso, sin embargo, se deberá imponer no ya la pena del tipo agravado del 
artículo 235.1 del Código Penal, sino la pena del tipo básico del artículo 234.1 del Código 
Penal, que es una pena de prisión de 6 a 18 meses. De esta forma, se consigue dar a los 
casos de multirreincidencia una respuesta penal más disuasoria y ajustada a la gravedad de 
la conducta, sin incurrir en un incremento desproporcionado de la pena.

Asimismo, las demás disposiciones finales recogen la naturaleza de ley orgánica; el título 
competencial; la habilitación para el desarrollo reglamentario; la incorporación al Derecho 
interno de la Directiva (UE) 2019/1153 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio 
de 2019; y la entrada en vigor de la ley.

Entre las cuestiones más relevantes de esta ley destaca la supresión de la previa 
autorización judicial o del Ministerio Fiscal para acceder al Fichero de Titularidades 
Financieras, tal y como se recogía en el artículo 43.3 de le Ley 10/2010, de 28 de abril, de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, con el fin de 
garantizar un acceso directo e inmediato, en los términos expresamente previstos por la 
Directiva. Ese mismo artículo creó el citado Fichero, operativo desde el 6 de mayo de 2016, 
entendido como un registro centralizado de cuentas bancarias en el que se encuentran 
millones de cuentas y depósitos.

En realidad, el Fichero de Titularidades Financieras contiene los datos identificativos de 
los titulares de las cuentas. No incluye información acerca de saldos ni movimientos 
(ingresos o transferencias), sino que únicamente permite acceder a la identificación del 
producto financiero, de la entidad de crédito y de los titulares y autorizados de la cuenta o 
producto. En el supuesto de requerir un acceso más allá de estos datos, las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad solicitarán previa autorización judicial o del Ministerio Fiscal.

En definitiva, el acceso al Fichero proporciona una foto estática, sin información alguna 
que revele la capacidad económica de las personas afectadas; si bien se trata de 
información sensible, de ahí que tanto la Directiva como esta ley aludan a la necesidad de un 
acceso proporcionado y dentro del concepto de «intimidad económica» que maneja nuestra 
jurisprudencia. De este modo, el ordenamiento jurídico español se inscribe en la misma 
realidad jurídica que el resto de los Estados miembros de la Unión Europea.

V
En la elaboración de esta ley se han observado los principios de buena regulación 

exigidos en el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

En primer lugar, se trata de una norma necesaria, dado que la transposición de la 
Directiva (UE) 2019/1153 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, 
exige una ley de carácter orgánico, al afectar la norma comunitaria a un derecho 
fundamental reconocido en el artículo 18 de la Constitución, y por imperativo del artículo 81 
de la misma.

En este sentido, el artículo 18 de la Constitución dispone que se garantiza la intimidad 
personal y familiar y la propia imagen, así como el secreto de las comunicaciones, además 
de advertir de que sólo una ley podrá limitar el uso de la informática para preservar el honor 
y la intimidad personal y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos.

El principio de necesidad está estrechamente vinculado al de seguridad jurídica, en 
cuanto a la materia objeto de regulación, puesto que la transposición de la citada Directiva 
se lleva a cabo mediante una ley orgánica. Por lo que la tramitación e integración en el 
ordenamiento jurídico goza de las garantías que amparan las normas de esta naturaleza.
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Respecto al principio de proporcionalidad, esta ley contempla las garantías necesarias 
para que el acceso a la información financiera sea proporcional, oportuno, mínimo y 
suficiente, a fin de cumplir con los objetivos que se persiguen, es decir, la prevención, 
detección, investigación o enjuiciamiento de infracciones penales graves. El acceso a la 
información financiera está sujeto a los principios que rigen todo tratamiento de datos 
personales, de resultas, se exige que no sean tratados para fines distintos de los 
establecidos en la norma.

Se cumple, también, con el principio de transparencia, puesto que esta ley ha sido 
sometida a los correspondientes trámites de participación pública, esto es, el de consulta 
pública previa y el de audiencia e información pública.

En la tramitación, además de los diversos Ministerios concernidos por razón de la 
materia, han emitido informe la Agencia Española de Protección de Datos, el Consejo Fiscal 
y el Consejo General del Poder Judicial. Asimismo ha sido objeto de dictamen por parte del 
Consejo de Estado.

Por último, la ley se dicta al amparo de la regla 29.ª del artículo 149.1 de la Constitución, 
que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de seguridad pública; regla 14.ª 
del artículo 149.1 de la Constitución que atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre 
Hacienda General y Deuda del Estado; y 6.ª del artículo 149.1 de la Constitución, que 
atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre legislación penal.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
1. Esta ley tiene por objeto establecer medidas destinadas a facilitar:
a) El acceso a la información financiera y a la información del Fichero de Titularidades 

Financieras, así como su uso por las autoridades competentes para la prevención, 
detección, investigación o enjuiciamiento de infracciones penales graves.

b) El acceso a la información de las autoridades competentes por parte del Servicio 
Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias 
(en adelante, el Servicio Ejecutivo de la Comisión), en su condición de Unidad de Inteligencia 
Financiera (UIF), para la prevención y la lucha contra el blanqueo de capitales, los delitos 
subyacentes conexos y la financiación del terrorismo.

2. Las obligaciones y disposiciones incluidas en esta ley se entenderán sin perjuicio de:
a) El Reglamento (UE) 2016/794 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de mayo 

de 2016, relativo a la Agencia de la Unión Europea para la Cooperación Policial (Europol).
b) La Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la 

financiación del terrorismo.
c) Las obligaciones que resulten de los instrumentos de la Unión Europea en el ámbito 

de la asistencia judicial o del reconocimiento mutuo de resoluciones en materia penal y, en 
todo caso, de la Ley 23/2014, de 20 de noviembre, de reconocimiento mutuo de resoluciones 
penales en la Unión Europea, y de la Ley 31/2010, de 27 de julio, sobre simplificación del 
intercambio de información e inteligencia entre los servicios de seguridad de los Estados 
miembros de la Unión Europea.

d) Los canales para el intercambio de información entre las autoridades competentes o 
de la facultad de las autoridades competentes, en virtud del Derecho de la Unión Europea o 
de nuestro ordenamiento jurídico, para obtener información que obre en poder de los sujetos 
obligados.

Artículo 2.  Definiciones.
1. A efectos de esta ley se entenderá por:
a) «Organismos de recuperación de activos»: las oficinas nacionales establecidas o 

designadas por España de conformidad con la Decisión 2007/845/JAI, de 6 de diciembre de 
2007, sobre cooperación entre los organismos de recuperación de activos de los Estados 
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miembros en el ámbito del seguimiento y la identificación de productos del delito o de otros 
bienes relacionados con el delito.

b) «Información financiera»: todo tipo de información o datos, como los relativos a 
activos financieros, movimientos de fondos y relaciones comerciales financieras que obren 
en poder del Servicio Ejecutivo de la Comisión, en su condición de UIF, con la finalidad de 
prevenir, detectar y combatir eficazmente el blanqueo de capitales, sus delitos subyacentes 
conexos y la financiación del terrorismo.

c) «Análisis financiero»: los resultados del análisis operativo y estratégico que haya 
llevado a cabo el Servicio Ejecutivo de la Comisión, en su condición de UIF.

d) «Datos del Fichero de Titularidades Financieras»: la información acerca de productos 
declarables, como son las cuentas bancarias y de pago, así como las cajas de seguridad, 
que transmiten las entidades declarantes respecto a datos identificativos de los titulares y de 
sus titulares reales y datos identificativos de los representantes o autorizados y de cualquier 
otra persona con poderes de disposición. La información de los productos a declarar incluye 
la numeración que los identifique, el tipo de producto declarado y las fechas de apertura y de 
cancelación.

En el caso de las cajas de seguridad, se incluirá la duración del periodo de 
arrendamiento. También, se incluyen aquellos otros datos de identificación que se declaren 
al Fichero en virtud del Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del 
blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.

e) «Información de naturaleza policial»: todo tipo de información o datos que obren en 
poder de las autoridades competentes en el contexto de la prevención, detección, 
investigación o enjuiciamiento de infracciones penales, incluyendo todo tipo de información o 
datos que obren en poder de autoridades públicas o entes privados en el marco de la 
prevención, detección, investigación o enjuiciamiento de infracciones penales y que esté a 
disposición de las autoridades competentes sin necesidad de adoptar medidas coercitivas.

Dicha información puede consistir, entre otros, en registros de antecedentes penales, 
información sobre investigaciones, información sobre la inmovilización e incautación de 
activos u otras medidas de investigación o de carácter provisional, así como en información 
sobre condenas y decomisos, cuyo tratamiento está sujeto a los principios de necesidad y 
proporcionalidad.

f) «Delitos graves»: las formas de delincuencia enumeradas en el anexo I del 
Reglamento (UE) 2016/794 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de mayo de 2016.

g) «Delitos subyacentes conexos»: los delitos que den lugar a fondos, bienes o activos 
de origen ilícito conforme a lo establecido en el artículo 1.2 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, 
de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.

2. A los efectos de esta ley serán de aplicación el resto de las definiciones incluidas en el 
artículo 2 de la Directiva (UE) 2019/1153 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de 
junio de 2019, por la que se establecen normas destinadas a facilitar el uso de información 
financiera y de otro tipo para la prevención, detección, investigación o enjuiciamiento de 
infracciones penales y por la que se deroga la Decisión 2000/642/JAI del Consejo.

Artículo 3.  Autoridades competentes.
1. A los efectos de esta ley, y sin perjuicio de los órganos autorizados en virtud del 

artículo 43.3 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de 
la financiación del terrorismo, son autoridades competentes para acceder y consultar el 
Fichero de Titularidades Financieras, en el ejercicio de sus respectivas competencias para la 
prevención, detección, investigación o enjuiciamiento de infracciones penales graves, las 
siguientes:

a) Los Jueces y Tribunales del orden jurisdiccional penal.
b) El Ministerio Fiscal.
c) La Fiscalía Europea en el ámbito de sus competencias.
d) Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.
e) Las Policías Autonómicas con competencias estatutariamente asumidas para la 

investigación de delitos graves.
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f) La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos del Ministerio de Justicia y las 
oficinas de recuperación de activos designadas por España de conformidad con la Decisión 
2007/845/JAI, de 6 de diciembre de 2007.

g) La Dirección Adjunta de Vigilancia Aduanera de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria.

2. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 46.1 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, tienen la condición 
de autoridades competentes para solicitar y recibir información financiera o análisis 
financieros del Servicio Ejecutivo de la Comisión, en el ejercicio de sus respectivas 
competencias para la prevención, detección, investigación o enjuiciamiento de infracciones 
penales graves, las siguientes:

a) Los Jueces y Tribunales del orden jurisdiccional penal.
b) El Ministerio Fiscal.
c) La Fiscalía Europea en el ámbito de sus competencias.
d) Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.
e) Las Policías Autonómicas con competencias estatutariamente asumidas para la 

investigación de delitos graves.
f) La Dirección Adjunta de Vigilancia Aduanera de la Agencia Estatal de Administración 

Tributaria.
g) La Oficina de Gestión y Recuperación de Activos del Ministerio de Justicia y las 

oficinas de recuperación de activos designadas por España de conformidad con la Decisión 
200/845/JAI, de 6 de diciembre de 2007.

3. El uso de la información financiera o de los análisis financieros deberá atenerse al 
régimen de utilización de inteligencia financiera establecido en el artículo 46 de la Ley 
10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del 
terrorismo.

CAPÍTULO II
Acceso al Fichero de Titularidades Financieras por parte de las autoridades 

competentes

Artículo 4.  Acceso y consulta al Fichero de Titularidades Financieras.
1. Las autoridades competentes incluidas en el apartado 1 del artículo 3 accederán y 

consultarán, de manera directa e inmediata, la información contenida en el Fichero de 
Titularidades Financieras, cuando sea necesario para el ejercicio de sus competencias y 
funciones de prevención, detección, investigación o enjuiciamiento de un delito grave o para 
apoyar una investigación penal en relación con un delito grave, incluida la identificación, 
localización e inmovilización de los activos relacionados con dicha investigación.

2. Las solicitudes de acceso y el tratamiento de la información y los datos personales 
podrán atenderse por las autoridades competentes en respuesta a las solicitudes remitidas 
mediante sistemas de cooperación internacional.

3. No será accesible, ni objeto de consulta por las autoridades competentes en virtud de 
la presente ley, la información suplementaria que pudiera contenerse en el Fichero de 
Titularidades Financieras en virtud del artículo 32.bis, apartado 4 de la Directiva (UE) 
2015/849 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de mayo de 2015, relativa a la 
prevención de la utilización del sistema financiero para el blanqueo de capitales o la 
financiación del terrorismo, y por la que se modifica el Reglamento (UE) n.º 648/2012 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, y se derogan la Directiva 2005/60/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo y la Directiva 2006/70/CE de la Comisión.

Artículo 5.  Condiciones para el acceso y la consulta.
1. El acceso y la consulta al Fichero de Titularidades Financieras sólo podrán ser 

realizados, caso por caso, por personal específicamente designado y autorizado para 
realizar estas tareas a través de los puntos únicos de acceso establecidos por las 
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autoridades competentes, en los términos que se determinan en la Ley 10/2010, de 28 de 
abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, y en su 
Reglamento.

2. Este personal, en todo caso, estará debidamente cualificado, tendrá un elevado nivel 
de integridad y observará unas estrictas normas profesionales de confidencialidad y 
protección de datos personales.

3. Se adoptarán aquellas medidas técnicas y organizativas necesarias a fin de garantizar 
la seguridad de los sistemas y los datos a efectos del acceso y consulta de esta información, 
a fin de hacer frente a los posibles riesgos y amenazas de ciberseguridad atendiendo, en 
particular, a las normas y recomendaciones que le sean de aplicación, tanto en el ámbito 
europeo como nacional.

Artículo 6.  Seguimiento del acceso y la consulta.
1. El Servicio Ejecutivo de la Comisión llevará un registro de cada una de las 

operaciones de acceso y consulta al Fichero de Titularidades Financieras realizadas por las 
autoridades competentes comprendidas en el apartado 1 del artículo 3 que incluirá, al 
menos, los siguientes datos:

a) El número de referencia del expediente nacional.
b) La fecha y hora de la búsqueda o consulta.
c) El tipo de datos utilizados para iniciar la búsqueda o consulta.
d) El identificador único de los resultados.
e) La autoridad competente designada que haya consultado el registro.
f) El identificador de usuario único de la persona que haya realizado la búsqueda o 

consulta, así como, en su caso, el de la persona que la haya ordenado y, en la medida de lo 
posible, el identificador de usuario único del destinatario de los resultados de dicha 
búsqueda o consulta, si no fuera el mismo.

2. El registro de las operaciones de acceso y consulta del Fichero de Titularidades 
Financieras debe ser examinado regularmente por el delegado de protección de datos del 
Servicio Ejecutivo de la Comisión y estará a disposición de la Agencia Española de 
Protección de Datos, a solicitud de ésta, para el ejercicio de sus potestades legalmente 
reconocidas.

3. Los registros únicamente podrán utilizarse para la supervisión de la protección de 
datos, lo que incluye la comprobación de la admisibilidad de una solicitud y de la legalidad 
del tratamiento de los datos, así como para garantizar la seguridad de los datos. Dichos 
registros estarán protegidos por medidas adecuadas contra el acceso no autorizado y serán 
suprimidos una vez transcurridos cinco años desde su creación, salvo que resulten 
necesarios a efectos de procedimientos de supervisión que estén en curso o que sean 
necesarios para cumplir con cualquier otra obligación legal del responsable del tratamiento.

4. El personal que gestione el Fichero de Titularidades Financieras participará en 
programas de formación especializados y tendrá la cualificación y el conocimiento pertinente 
del Derecho de la Unión Europea y de la normativa nacional aplicable, incluido en el ámbito 
de la protección de datos.

CAPÍTULO III
Intercambio de información y análisis financieros

Artículo 7.  Solicitudes de información dirigidas al Servicio Ejecutivo de la Comisión por 
parte de las autoridades competentes.

1. El Servicio Ejecutivo de la Comisión cooperará con las autoridades competentes 
designadas en el apartado 2 del artículo 3 y responderá a las solicitudes de información 
financiera que obren en su poder y de análisis financieros ya realizados. En el caso de 
información financiera, el plazo de respuesta a las solicitudes será de 72 horas desde su 
recepción. Cuando las solicitudes requieran o se refieran a análisis financieros, se 
responderán a la mayor brevedad posible.
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Las solicitudes de información estarán debidamente motivadas en función de la 
necesidad y de las circunstancias del caso y tendrán como finalidad la prevención, 
detección, investigación o enjuiciamiento de delitos graves.

2. El Servicio Ejecutivo de la Comisión no atenderá estas solicitudes cuando concurran 
motivos objetivos por los que el traslado de la información solicitada podría resultar 
perjudicial para las investigaciones o los análisis en curso. Tampoco atenderá estas 
solicitudes en circunstancias excepcionales, cuando la transmisión de la información pudiera 
ser manifiestamente desproporcionada respecto de los intereses legítimos de una persona 
física o jurídica, o resulte irrelevante respecto al propósito para el que se haya solicitado.

3. La utilización de la información financiera o del análisis financiero con fines distintos 
de los originalmente aprobados estará sujeta a la autorización previa del Servicio Ejecutivo 
de la Comisión, que atenderá las solicitudes efectuadas con arreglo al apartado 1, salvo que 
concurra alguna de las circunstancias del apartado 2, lo que deberá ser debidamente 
motivado.

4. La decisión de proceder a la transmisión de la información corresponderá al Servicio 
Ejecutivo de la Comisión, que motivará de manera adecuada toda negativa a atender una 
solicitud de información.

5. Las autoridades competentes designadas en el apartado 2 del artículo 3 podrán tratar 
la información financiera y los análisis financieros recibidos del Servicio Ejecutivo de la 
Comisión para fines específicos dirigidos a la prevención, detección, investigación y 
enjuiciamiento de los delitos graves, distintos de los fines para los que los datos personales 
incluidos en la información o los análisis hayan sido recogidos, de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 6.3 de la Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, de protección de datos 
personales tratados para fines de prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de 
infracciones penales y de ejecución de sanciones penales.

Artículo 8.  Solicitudes de información dirigidas a las autoridades competentes por parte del 
Servicio Ejecutivo de la Comisión.

1. Las autoridades competentes colaborarán con el Servicio Ejecutivo de la Comisión y 
responderán a las solicitudes de información de naturaleza policial a la mayor brevedad 
posible.

2. Estas solicitudes estarán debidamente motivadas en función de las circunstancias del 
caso y dirigidas, en el ámbito de sus competencias, a la prevención, detección y lucha contra 
el blanqueo de capitales, los delitos subyacentes conexos y la financiación del terrorismo.

Artículo 9.  Intercambio de información financiera relativa al terrorismo entre el Servicio 
Ejecutivo de la Comisión y las Unidades de Inteligencia Financiera de otros Estados 
miembros de la Unión Europea.

1. Con carácter excepcional y urgente, el Servicio Ejecutivo de la Comisión podrá 
intercambiar con las UIF de otros Estados miembros de la Unión Europea, la información 
financiera o los análisis financieros que puedan ser pertinentes para el tratamiento o el 
análisis de información relacionada con el terrorismo o con la delincuencia organizada 
vinculada al mismo. Este intercambio de información se llevará a cabo a la mayor brevedad 
posible.

2. La transmisión de esta información deberá realizarse a través de comunicaciones 
electrónicas seguras y específicas que garanticen un elevado nivel de seguridad de los 
datos.

Artículo 10.  Intercambio de información financiera y análisis financieros con autoridades 
competentes de Estados miembros de la Unión Europea.

1. Las autoridades competentes españolas incluidas en el apartado 2 del artículo 3 
podrán intercambiar la información financiera o los análisis financieros obtenidos del Servicio 
Ejecutivo de la Comisión con una autoridad competente designada para recibir dicha 
información de otro Estado miembro de la Unión Europea, previa solicitud debidamente 
motivada en función de las circunstancias del caso y dirigida a la prevención, detección y la 
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lucha contra el blanqueo de capitales, los delitos subyacentes conexos y la financiación del 
terrorismo, de acuerdo con los mecanismos vigentes de cooperación policial y judicial.

2. Las autoridades competentes españolas incluidas en el apartado 2 del artículo 3 
podrán solicitar a las autoridades competentes de otros Estados miembros de la Unión 
Europea, la información y los análisis a los que se refiere el apartado anterior, procedentes 
de sus respectivas UIF, con las condiciones previstas en dicho apartado.

3. Las autoridades competentes españolas únicamente podrán utilizar la información o 
los análisis financieros intercambiados a los fines para los que se solicitaron, salvo que 
obtengan la autorización previa de la UIF que los haya facilitado al objeto de su utilización 
para otros propósitos. Igualmente, toda transmisión de la información financiera o de los 
análisis financieros obtenidos por las autoridades competentes españolas del Servicio 
Ejecutivo de la Comisión, así como todo uso de dicha información con fines distintos de los 
originariamente aprobados, deberá contar con el consentimiento previo de dicho Servicio 
Ejecutivo.

4. La transmisión de esta información deberá llevarse a cabo a través de 
comunicaciones electrónicas seguras y específicas que garanticen un elevado nivel de 
seguridad de los datos.

Artículo 11.  Intercambio de información con Europol.
1. Las autoridades competentes incluidas en el apartado 1 del artículo 3 responderán a 

las solicitudes de información sobre el Fichero de Titularidades Financieras formuladas por 
Europol a través de la Unidad Nacional de Europol. Las solicitudes de Europol deberán estar 
debidamente motivadas en función de las circunstancias del caso, encontrarse incluidas en 
el ámbito de su competencia y dirigirse al desempeño de sus funciones conforme a lo 
establecido en el artículo 7, apartados 6 y 7 del Reglamento (UE) 2016/794 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 11 de mayo de 2016.

2. El Servicio Ejecutivo de la Comisión responderá a las solicitudes que formule Europol 
respecto a información financiera y análisis financieros a través de la Unidad Nacional de 
Europol. Las solicitudes de Europol deberán estar debidamente motivadas en función de las 
circunstancias del caso, encontrarse incluidas en el ámbito de su competencia y dirigirse al 
desempeño de sus funciones conforme a lo establecido en el artículo 7, apartados 6 y 7 del 
Reglamento (UE) 2016/794 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de mayo de 2016.

El Servicio Ejecutivo de la Comisión no atenderá estas solicitudes cuando concurran 
motivos objetivos por los que la comunicación de la información solicitada podría resultar 
perjudicial para las investigaciones o los análisis en curso. Tampoco atenderá estas 
solicitudes, en circunstancias excepcionales, cuando la transmisión de la información pudiera 
ser manifiestamente desproporcionada respecto de los intereses legítimos de una persona 
física o jurídica, o resulte irrelevante respecto al propósito para el que se haya solicitado.

En los demás supuestos, se responderán las solicitudes a la mayor brevedad posible y 
con la misma diligencia que si procedieran de otra UIF de un Estado miembro de la Unión 
Europea.

3. Los intercambios de información con Europol, de acuerdo con los apartados 1 y 2, se 
efectuarán electrónicamente a través de los siguientes sistemas o de aquellos que los 
sustituyan:

a) SIENA, o
b) La Red de Unidades de Información Financiera (FIU.net), en su caso.

CAPÍTULO IV
Protección de datos de carácter personal

Artículo 12.  Protección de datos de carácter personal.
1. El tratamiento de datos de carácter personal, en aplicación de esta ley, estará a lo 

dispuesto en el artículo 32 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de 
capitales y de la financiación del terrorismo, en la Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, de 
protección de datos personales tratados para fines de prevención, detección, investigación y 
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enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución de sanciones penales y, en lo que 
resulte de aplicación, en el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que 
respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el 
que se deroga la Directiva 95/46/CE, así como en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de 
diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales.

2. En el ámbito de aplicación de esta ley se podrán tratar categorías especiales de datos 
personales cuando sea necesario para cumplir con los fines del artículo 1. En las solicitudes 
de información se motivará esta necesidad y solo se accederá a la misma en los supuestos 
en los que tal circunstancia pueda acreditarse.

3. El tratamiento de categorías especiales de datos personales efectuado por las 
autoridades competentes y por el Servicio Ejecutivo de la Comisión en el marco del 
intercambio de información y análisis financiero, así como el realizado en virtud del 
intercambio de información y de análisis financieros con la participación de la Unidad 
Nacional de Europol, únicamente podrá ser llevado a cabo por las personas que estén 
sometidas a un deber específico de confidencialidad y reserva, que hayan recibido una 
formación específica y sean individualmente autorizadas para ello. Este tratamiento se 
realizará de conformidad con las normas aplicables en materia de protección de datos, de 
acuerdo con las orientaciones del delegado de protección de datos designado por la 
autoridad competente, y será igualmente aplicable a los datos de los menores de edad o a 
los antecedentes penales.

4. No obstante, cuando ese tratamiento de categorías especiales de datos personales se 
realice por órganos judiciales y fiscalías en actuaciones o procedimientos de su 
competencia, así como el realizado dentro de la gestión de la Oficina judicial y fiscal, en lo 
que respecta al tratamiento de los datos de carácter personal por parte de las autoridades 
competentes, con fines de prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de 
infracciones penales, se regirá por lo dispuesto en la Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, 
de protección de datos personales tratados para fines de prevención, detección, 
investigación y enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución de sanciones penales, 
sin perjuicio de las disposiciones de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, 
las leyes procesales que le sean aplicables y, en su caso, por la Ley 50/1981, de 30 de 
diciembre, por la que se regula el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal.

Artículo 13.  Registro de solicitudes de información.
1. Las autoridades competentes y el Servicio Ejecutivo de la Comisión deberán llevar un 

registro de solicitudes de información realizadas al amparo de esta ley, donde figurará, como 
mínimo, la información siguiente:

a) El nombre y los datos de contacto de la organización y del miembro del personal que 
hayan solicitado la información y, en la medida de lo posible, el nombre y los datos de 
contacto del destinatario de los resultados de la búsqueda o la consulta.

b) La referencia al asunto para el que se solicita la información.
c) El objeto de las solicitudes.
d) Cualquier medida de ejecución de las solicitudes.
2. Los registros se conservarán durante un período de 5 años desde que hayan sido 

realizados y se utilizarán solamente a efectos de comprobar la legalidad del tratamiento, 
controlar el cumplimiento de las medidas y de las políticas de protección de datos, así como 
de garantizar la integridad y la seguridad de los datos personales.

Dichos registros estarán a disposición de la autoridad de protección de datos competente 
a solicitud de ésta, de conformidad con las potestades establecidas en su normativa 
específica.

Artículo 14.  Elaboración de estadísticas.
El Servicio Ejecutivo de la Comisión y las autoridades competentes, a fin de evaluar la 

eficacia de los sistemas de lucha contra los delitos graves de los Estados miembros, 
elaborarán la información estadística oportuna y completa relativa al cumplimiento de esta 
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ley, que se facilitará a la Comisión Europea con una periodicidad anual y que incluirá al 
menos:

a) El número de consultas efectuadas por las autoridades competentes al Fichero de 
Titularidades Financieras de conformidad con el artículo 4 de esta ley.

b) El número de solicitudes cursadas por cada autoridad competente incluida en esta ley; 
el seguimiento dado a dichas solicitudes; el número de asuntos investigados; el número de 
personas enjuiciadas; y el número de personas condenadas por delitos graves, cuando se 
disponga de esta información.

c) La información sobre el tiempo de respuesta del Servicio Ejecutivo de la Comisión y 
de las autoridades competentes a las solicitudes que reciban, desde su recepción.

d) La información sobre el coste de los recursos humanos o tecnológicos dedicados a las 
solicitudes tanto nacionales como internacionales cursadas en aplicación de esta ley, en 
caso de que fuera posible.

Disposición adicional primera.  Centro Nacional de Inteligencia.
El Centro Nacional de Inteligencia podrá acceder y consultar el Fichero de Titularidades 

Financieras, así como solicitar y recibir información financiera o análisis financieros del 
Servicio Ejecutivo de la Comisión, para el ejercicio de las funciones que le encomienda la 
Ley 11/2002, de 6 de mayo, reguladora del Centro Nacional de Inteligencia.

Disposición adicional segunda.  No incremento de gasto público.
Las medidas contempladas en esta ley serán atendidas con las disponibilidades 

presupuestarias ordinarias y no podrán suponer incremento de dotaciones ni de 
retribuciones ni de otros gastos de personal al servicio del sector público.

Disposición adicional tercera.  Acceso al Registro Común de Datos de Identidad de la 
Unión Europea.

En aplicación del artículo 20 del Reglamento (UE) 2019/818 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 20 de mayo, relativo al establecimiento de un marco para la interoperabilidad 
entre los sistemas de información de la UE en el ámbito de la cooperación policial y judicial, 
el asilo y la migración y por el que se modifican los Reglamentos (UE) 2018/1726, (UE) 
2018/1862 y (UE) 2019/816; así como del artículo 20 del Reglamento (UE) 2019/817 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de mayo de 2019, relativo al establecimiento de 
un marco para la interoperabilidad de los sistemas de información de la UE en el ámbito de 
las fronteras y los visados y por el que se modifican los Reglamentos (CE) n.° 767/2008, 
(UE) 2016/399, (UE) 2017/2226, (UE) 2018/1240, (UE) 2018/1726 y (UE) 2018/1861 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, y las Decisiones 2004/512/CE y 2008/633/JAI del 
Consejo, se establece lo siguiente:

1. Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad designados, podrán acceder al Registro Común 
de Datos de Identidad (RCDI), a efectos de identificación de las personas, en los casos 
previstos en el artículo 20.1 y para los fines previstos en el artículo 2.1.b) y c) de dichos 
Reglamentos. Podrá, igualmente consultarse el RCDI en caso de catástrofe natural, 
accidente o ataque terrorista, solo con el fin de identificar a personas desconocidas o restos 
humanos sin identificar.

En el marco de la aplicación del artículo 20.1 de los citados Reglamentos, no se realizará 
esta consulta en caso de personas menores de doce años, salvo en interés superior del 
menor.

2. Para ello, de acuerdo con lo establecido en el artículo 20.2 de ambos Reglamentos, 
los cuerpos policiales designados podrán, únicamente a efectos de identificación, consultar 
el RCDI con los datos biométricos de la persona, tomados durante el control de identidad, 
siempre que el procedimiento se haya iniciado en presencia de esta. Se prohíbe cualquier 
tipo de práctica discriminatoria, incluida entre los nacionales de terceros países que no sean 
miembros de la Unión Europea.

ÁMBITOS DE LA SEGURIDAD NACIONAL: TERRORISMO

§ 26  Ley Orgánica que establece normas que faciliten el uso de información financiera

– 347 –



Cuando no puedan ser utilizados los datos biométricos o cuando la consulta con dichos 
datos resulte infructuosa, se podrá consultar el RCDI con los datos de identidad de la 
persona en combinación con los datos del documento de viaje, o con los datos que facilite.

3. El procedimiento y los criterios para efectuar dichos accesos se establecerán por 
Orden del Ministerio del Interior.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención 
del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.

Se modifican los apartados 1, 3 y 4 del artículo 43 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, que quedan 
redactados como sigue:

«Artículo 43.  Fichero de Titularidades Financieras.
1. Con la finalidad de prevenir, impedir y detectar el blanqueo de capitales y la 

financiación del terrorismo, así como para fines de prevención, detección, 
investigación o enjuiciamiento de delitos graves, las entidades de crédito, las 
entidades de dinero electrónico y las entidades de pago (en adelante, las entidades 
declarantes) deberán declarar al Servicio Ejecutivo de la Comisión, con la periodicidad 
que reglamentariamente se determine, la apertura o cancelación de cuentas 
corrientes, cuentas de ahorro, depósitos y de cualquier otro tipo de cuentas de pago, 
así como los contratos de alquiler de cajas de seguridad y su periodo de 
arrendamiento, con independencia de su denominación comercial.

Las declaraciones no incluirán las cajas de seguridad, cuentas y depósitos de las 
sucursales o filiales de las entidades declarantes españolas en el extranjero.

La declaración contendrá, en todo caso, los datos identificativos de los titulares y 
de sus titulares reales y los datos identificativos de los representantes o autorizados y 
cualesquiera otras personas con poderes de disposición. La información de los 
productos a declarar incluirá en todo caso la numeración que los identifique, el tipo de 
producto declarado y las fechas de apertura y de cancelación. En el caso de las cajas 
de seguridad se incluirá la duración del periodo de arrendamiento. 
Reglamentariamente se podrán determinar otros datos de identificación que deban ser 
declarados.

(…)
3. Con ocasión de la investigación de delitos relacionados con el blanqueo de 

capitales o la financiación del terrorismo, podrán acceder al Fichero de Titularidades 
Financieras los órganos jurisdiccionales con competencias en la investigación de 
estos delitos, el Ministerio Fiscal y la Fiscalía Europea en el ejercicio de sus 
competencias, así como:

Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y las Policías Autonómicas con 
competencias estatutariamente asumidas para la investigación de los delitos graves.

Los organismos de recuperación de activos, incluida la Oficina de Recuperación y 
Gestión de Activos, podrán acceder al Fichero cuando les haya sido encomendada la 
localización de activos por los órganos judiciales o fiscalías, así como en la realización 
de sus funciones de intercambio de información con otras oficinas análogas de la 
Unión Europea o instituciones de terceros Estados cuyo fin sea el embargo o 
decomiso en el marco de un procedimiento penal y se trate de delitos relacionados 
con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo.

La Secretaría de la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del 
Terrorismo podrá acceder al Fichero en el marco de las competencias que tiene 
atribuidas en materia de bloqueo de los saldos, cuentas y posiciones, incluidos los 
bienes depositados en cajas de seguridad abiertas por personas o entidades 
vinculadas a organizaciones terroristas, en virtud de los artículos 1 y 2 de la Ley 
12/2003, de 21 de mayo, de prevención y bloqueo de la financiación del terrorismo, y 
del Reglamento de la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del 
Terrorismo, aprobado por el Real Decreto 413/2015, de 29 de mayo.
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El Centro Nacional de Inteligencia podrá acceder a los datos declarados en el 
Fichero de Titularidades Financieras para el cumplimiento de las funciones que tiene 
asignadas en su normativa reguladora.

La Agencia Estatal de Administración Tributaria podrá acceder al Fichero de 
Titularidades Financieras para el ejercicio de sus competencias en materia de 
prevención y lucha contra el fraude, en los términos previstos en la Ley 58/2003, de 17 
de diciembre, General Tributaria, y en el artículo 7.3 bis del Reglamento (UE, Euratom) 
n.º 883/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de septiembre de 2013, 
relativo a las investigaciones efectuadas por la Oficina Europea de Lucha contra el 
Fraude. Igual acceso dispondrán las Haciendas Forales para la mencionada finalidad.

Toda petición de acceso a los datos del Fichero de Titularidades Financieras habrá 
de realizarse a través de los respectivos puntos únicos de acceso que deberán 
asignarse a todas las autoridades anteriormente señaladas y deberá ser 
adecuadamente motivada por el órgano requirente, que será responsable de la 
regularidad del requerimiento. En ningún caso podrá requerirse el acceso al Fichero 
para finalidades distintas de las previstas en este artículo. Los accesos quedarán 
registrados y los datos de los registros se conservarán por un plazo de 5 años.

4. Sin perjuicio de las competencias que correspondan a la Agencia Española de 
Protección de Datos y al Consejo General del Poder Judicial en relación con los 
tratamientos con fines jurisdiccionales realizados por los órganos judiciales, un 
miembro del Ministerio Fiscal designado por el Fiscal General del Estado, de 
conformidad con los trámites previstos en el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, y 
que durante el ejercicio de esta actividad no se encuentre desarrollando su función en 
alguno de los órganos del Ministerio Fiscal encargados de la persecución de los 
delitos de blanqueo de capitales o financiación del terrorismo, velará por el uso 
adecuado del fichero, a cuyos efectos podrá requerir, con posterioridad a cualquier 
acceso, justificación completa de los motivos del mismo.»

Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 8/2011, de 28 de abril, por la que se 
establecen medidas para la protección de las infraestructuras críticas.

1. Se modifican los apartados c) y d) del artículo 13 de la Ley 8/2011, de 28 de abril, por 
la que se establecen medidas para la protección de las infraestructuras críticas, que quedan 
redactados como sigue:

«Artículo 13.  Operadores críticos.
(…)
c) Elaborar el Plan de Seguridad del Operador en los términos y con los 

contenidos que se determinen reglamentariamente, debiendo acreditar la implantación 
de las medidas exigidas por la autoridad competente a través de la certificación 
oportuna.

d) Elaborar, según se disponga reglamentariamente, un Plan de Protección 
Específico por cada una de las infraestructuras consideradas como críticas en el 
Catálogo, debiendo acreditar la implantación de las medidas exigidas por la autoridad 
competente a través de la certificación oportuna.»

2. Se añade un nuevo apartado h) al artículo 13 con el siguiente tenor:
«h) Constituir un Área de Seguridad del Operador, de la manera que 

reglamentariamente se determine.»

Disposición final tercera.  Modificación de la Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, de 
protección de datos personales tratados para fines de prevención, detección, investigación y 
enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución de sanciones penales.

Se modifica el artículo 61 de la Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, de protección de 
datos personales tratados para fines de prevención, detección, investigación y enjuiciamiento 
de infracciones penales y de ejecución de sanciones penales, que queda redactado como 
sigue:
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«Artículo 61.  Régimen jurídico.
1. El ejercicio de la potestad sancionadora que corresponde a las autoridades de 

protección de datos competentes, se regirá por lo dispuesto en el presente capítulo, 
por los títulos VII y IX de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de 
Datos Personales y garantía de los derechos digitales y, en cuanto no la contradiga, 
con carácter supletorio, por la normativa sobre el procedimiento administrativo común 
de las Administraciones Públicas y el régimen jurídico del sector público.

2. En el supuesto de las infracciones recogidas en los artículos 58. j) y 59. j), el 
ejercicio de la potestad sancionadora corresponderá respectivamente, a las personas 
titulares de la Secretaría de Estado de Seguridad y de las Delegaciones del Gobierno. 
Estos procedimientos se regirán por la normativa sobre procedimiento administrativo 
común de las Administraciones Públicas y el régimen jurídico del sector público, sin 
perjuicio de las especialidades que se recogen en este capítulo.»

Disposición final cuarta.  Modificación de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de 
Financiación de las Comunidades Autónomas.

Se modifica la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las 
Comunidades Autónomas, que queda redactada en la forma siguiente:

Uno. Se modifica el artículo 11 que queda redactado de la siguiente manera:
«Solo pueden ser cedidos a las Comunidades Autónomas, en las condiciones que 

establece la presente ley, los siguientes tributos:
a) Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, con carácter parcial con el 

límite máximo del 50 por ciento.
b) Impuesto sobre el Patrimonio.
c) Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.
d) Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
e) Impuesto sobre el Valor Añadido, con carácter parcial con el límite máximo del 

50 por ciento.
f) Los Impuestos Especiales de Fabricación, con carácter parcial con el límite 

máximo del 58 por ciento de cada uno de ellos, excepto el Impuesto sobre la 
Electricidad y el Impuesto sobre Hidrocarburos.

g) El Impuesto sobre la Electricidad.
h) El Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte.
i) Los Tributos sobre el Juego.
j) El Impuesto sobre Hidrocarburos, con carácter parcial con el límite máximo del 

58 por ciento para el tipo estatal general y en su totalidad para el tipo estatal especial 
y para el tipo autonómico.

k) El Impuesto sobre el Depósito de Residuos en vertederos, la incineración y la 
coincineración de residuos.

Dos. Se modifica el apartado 2 del artículo 19, que queda redactado de la siguiente 
manera:

«2. En caso de tributos cedidos, cada Comunidad Autónoma podrá asumir, en los 
términos que establezca la ley que regule la cesión de tributos, las siguientes 
competencias normativas:

a) En el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, la fijación de la cuantía 
del mínimo personal y familiar y la regulación de la tarifa y deducciones de la cuota.

b) En el Impuesto sobre el Patrimonio, la determinación de mínimo exento y tarifa, 
deducciones y bonificaciones.

c) En el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, reducciones de la base 
imponible, tarifa, la fijación de la cuantía y coeficientes del patrimonio preexistente, 
deducciones, bonificaciones, así como la regulación de la gestión.

d) En el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados, en la modalidad "Transmisiones Patrimoniales Onerosas", la 
regulación del tipo de gravamen en arrendamientos, en las concesiones 
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administrativas, en la transmisión de bienes muebles e inmuebles y en la constitución 
y cesión de derechos reales que recaigan sobre los mismos, excepto los derechos 
reales de garantía; y en la modalidad "Actos Jurídicos Documentados", el tipo de 
gravamen de los documentos notariales. Asimismo, podrán regular deducciones de la 
cuota, bonificaciones, así como la regulación de la gestión del tributo.

e) En los Tributos sobre el Juego, la determinación de exenciones, base imponible, 
tipos de gravamen, cuotas fijas, bonificaciones y devengo, así como la regulación de 
la aplicación de los tributos.

f) En el Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte, la 
regulación de los tipos impositivos.

g) En el Impuesto sobre Hidrocarburos, la regulación del tipo impositivo 
autonómico.

h) En el Impuesto sobre el Depósito de Residuos en vertederos, la incineración y 
la coincineración de residuos, la regulación de los tipos impositivos y de la gestión del 
tributo.

En el ejercicio de las competencias normativas a que se refiere el párrafo anterior, 
las Comunidades Autónomas observarán el principio de solidaridad entre todos los 
españoles, conforme a lo establecido al respecto en la Constitución; no adoptarán 
medidas que discriminen por razón del lugar de ubicación de los bienes, de 
procedencia de las rentas, de realización del gasto, de la prestación de los servicios o 
de celebración de los negocios, actos o hechos; y mantendrán una presión fiscal 
efectiva global equivalente a la del resto del territorio nacional.

Asimismo, en caso de tributos cedidos, cada Comunidad Autónoma podrá asumir 
por delegación del Estado la aplicación de los tributos, la potestad sancionadora y la 
revisión, en su caso, de los mismos, sin perjuicio de la colaboración que pueda 
establecerse entre ambas Administraciones, todo ello de acuerdo con lo especificado 
en la ley que fije el alcance y condiciones de la cesión.

Lo previsto en el párrafo anterior no será de aplicación en el Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas, en el Impuesto sobre el Valor Añadido ni en los 
Impuestos Especiales de Fabricación. La aplicación de los tributos, potestad 
sancionadora y revisión de estos impuestos tendrá lugar según lo establecido en el 
apartado siguiente.

Las competencias que se atribuyan a las Comunidades Autónomas en relación 
con los tributos cedidos pasarán a ser ejercidas por el Estado cuando resulte 
necesario para dar cumplimiento a la normativa sobre armonización fiscal de la Unión 
Europea.»

Tres. Se añade una nueva disposición transitoria cuarta, que queda redactada de la 
siguiente manera:

«Cuarta.  
Para que la cesión del Impuesto sobre el Depósito de Residuos en vertederos, la 

incineración y la coincineración de residuos sea efectiva en los términos establecidos 
en esta ley, deberán ser adoptados los acuerdos necesarios para su configuración y 
aplicación plena como tributo cedido en los marcos institucionales de cooperación en 
materia de financiación autonómica establecidos en nuestro ordenamiento.»

Disposición final quinta.  Modificación de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se 
regula el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y 
Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifican determinadas normas tributarias.

Se modifica la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de 
financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de 
Autonomía y se modifican determinadas normas tributarias, en la forma que se indica a 
continuación:

Uno. Se modifica el apartado 1 del artículo 25, que queda redactado de la siguiente 
manera:
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«1. Con el alcance y condiciones establecidos en este título, se cede a las 
Comunidades Autónomas, según los casos, el rendimiento total o parcial en su 
territorio de los siguientes tributos:

a) Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.
b) Impuesto sobre el Patrimonio.
c) Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
d) Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.
e) Tributos sobre el Juego.
f) Impuesto sobre el Valor Añadido.
g) Impuesto sobre la Cerveza.
h) Impuesto sobre el Vino y Bebidas Fermentadas.
i) Impuesto sobre Productos Intermedios.
j) Impuesto sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas.
k) Impuesto sobre Hidrocarburos.
l) Impuesto sobre las Labores del Tabaco.
m)  Impuesto sobre la Electricidad.
n) Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte.
o) Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos.
p) Impuesto sobre el Depósito de Residuos en vertederos, la incineración y la 

coincineración de residuos.»
Dos. Se modifica el apartado 1 del artículo 26, que queda redactado de la siguiente 

manera:
«1. Se entiende por rendimiento cedido de los tributos que se señalan en el 

artículo anterior:
A) El importe de la recaudación líquida derivada de las deudas tributarias 

correspondientes a los distintos hechos imponibles cedidos, en el caso de:
a) El Impuesto sobre el Patrimonio.
b) El Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
c) El Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 

Documentados.
d) Los Tributos sobre el Juego.
e) El Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte.
f) El Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos.
g) El Impuesto sobre el Depósito de Residuos en vertederos, la incineración y la 

coincineración de residuos.
B) El importe de la recaudación líquida efectivamente ingresada derivada de la 

parte de la deuda tributaria cedida, en el caso de:
a) El Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.
b) El Impuesto sobre el Valor Añadido.
c) El Impuesto sobre la Cerveza.
d) El Impuesto sobre el Vino y Bebidas Fermentadas.
e) El Impuesto sobre Productos Intermedios.
f) El Impuesto sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas.
g) El Impuesto sobre Hidrocarburos.
h) El Impuesto sobre las Labores del Tabaco.
i) El Impuesto sobre la Electricidad.»

Tres. Se añade un nuevo artículo 44 bis, que queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 44 bis.  Alcance de la cesión y puntos de conexión en el Impuesto sobre el 
Depósito de Residuos en vertederos, la incineración y la coincineración de residuos.

1. Se cede a la Comunidad Autónoma el rendimiento del Impuesto sobre el 
Depósito de Residuos en vertederos, la incineración y la coincineración de residuos 
producido en su territorio.
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2. Se considerará producido en el territorio de una Comunidad Autónoma el 
rendimiento del Impuesto sobre el Depósito de Residuos en vertederos, la incineración 
y la coincineración de residuos cuando se ubique en su territorio el vertedero o la 
instalación de incineración o coincineración en la que se entreguen los residuos objeto 
del impuesto.»

Cuatro. Se añade un nuevo artículo 52 bis, que queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 52 bis.  Alcance de las competencias normativas en el Impuesto sobre el 
Depósito de Residuos en vertederos, la incineración y la coincineración de residuos.

1. En el Impuesto sobre el Depósito de Residuos en vertederos, la incineración y 
la coincineración de residuos, las Comunidades Autónomas podrán incrementar los 
tipos de gravamen aplicables a cada una de las categorías de residuos e instalaciones 
previstas en el artículo 93 de la Ley 7/2022, de 8 de abril, de residuos y suelos 
contaminados para una economía circular, respecto de los residuos depositados, 
incinerados o coincinerados en sus respectivos territorios. No obstante, no podrán 
regular la clasificación de residuos y de instalaciones contenida en dicho precepto que 
da lugar a la aplicación de tipos de gravamen diferenciados.

2. Las Comunidades Autónomas también podrán regular los aspectos de gestión y 
liquidación.»

Cinco. Se modifica el artículo 53, que queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 53.  Supuesto de no uso de las competencias normativas.
Si una Comunidad Autónoma no hiciera uso de las competencias normativas que 

le confieren los artículos 46, excepto la letra b) del punto 1, a 52 bis, se aplicará, en su 
defecto, la normativa del Estado.»

Seis. Se modifica el apartado 1 del artículo 54, que queda redactado de la siguiente 
manera:

«1. La Comunidad Autónoma se hará cargo, por delegación del Estado y en los 
términos previstos en esta Sección, de la aplicación de los tributos, así como de la 
revisión de los actos dictados en ejercicio de la misma en los siguientes tributos:

a) Impuesto sobre el Patrimonio.
b) Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
c) Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.
d) Tributos sobre el Juego.
e) Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte.
f) Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos.
g) Impuesto sobre el Depósito de Residuos en vertederos, la incineración y la 

coincineración de residuos.»
Siete. Se modifica el artículo 55, que queda redactado de la siguiente manera:

«1. En la gestión tributaria de los Impuestos sobre el Patrimonio, sobre 
Sucesiones y Donaciones, sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados, de los Tributos sobre el Juego, del Impuesto Especial sobre 
Determinados Medios de Transporte, del Impuesto sobre las Ventas Minoristas de 
Determinados Hidrocarburos y del Impuesto sobre el Depósito de Residuos en 
vertederos, la incineración y la coincineración de residuos corresponderá a las 
Comunidades Autónomas:

a) La incoación de los expedientes de comprobación de valores, utilizando los 
mismos criterios que el Estado.

En el caso de concesiones administrativas que superen el ámbito territorial de una 
Comunidad Autónoma, la comprobación de valores corresponderá a la Comunidad 
Autónoma en cuyo territorio se encuentre el domicilio fiscal de la entidad 
concesionaria.

b) La realización de los actos de trámite y la práctica de liquidaciones tributarias.
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c) La calificación de las infracciones y la imposición de sanciones tributarias.
d) La publicidad e información al público de obligaciones tributarias y su forma de 

cumplimiento.
e) La aprobación de modelos de declaración.
f) En general, las demás competencias necesarias para la gestión de los tributos.
2. No son objeto de delegación las siguientes competencias:
a) La contestación de las consultas reguladas en los artículos 88 y 89 de la Ley 

58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, salvo en lo que se refiera a la 
aplicación de las disposiciones dictadas por la Comunidad Autónoma en el ejercicio de 
sus competencias.

b) La confección de los efectos estancados que se utilicen para la gestión de los 
tributos cedidos.

c) Las que a continuación se citan, en relación con el Impuesto Especial sobre 
Determinados Medios de Transporte:

a') La homologación por parte de la Administración tributaria de los vehículos 
automóviles, en los supuestos contemplados en el artículo 65, apartado 1, letra a), 
número 3.º de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales.

b') La aplicación del supuesto de no sujeción regulado en el número 9.º del 
precepto citado en la letra a') anterior, cuando se trate de vehículos destinados a ser 
utilizados por las Fuerzas Armadas, por los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del 
Estado y por el Resguardo Aduanero.

c') La aplicación de las exenciones a que se refieren las letras e) y h) del apartado 
1 del artículo 66 de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, 
siempre que, en el caso de esta última letra, se trate de aeronaves matriculadas por el 
Estado o por empresas u organismos públicos o estatales.

d) Los acuerdos de concesión de las exenciones previstas en las letras a), b), y c) 
del apartado 1 de la Disposición Seis del Impuesto sobre las Ventas Minoristas de 
Determinados Hidrocarburos, regulado en el artículo 9 de la Ley 24/2001, de 27 de 
diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social.

3. Los documentos y autoliquidaciones de los Impuestos sobre Sucesiones y 
Donaciones, sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, 
sobre Determinados Medios de Transporte, sobre las Ventas Minoristas de 
Determinados Hidrocarburos y sobre el Depósito de Residuos en vertederos, la 
incineración y la coincineración de residuos se presentarán y surtirán efectos 
liberatorios exclusivamente ante la oficina competente de la Comunidad Autónoma a 
la que corresponda el rendimiento de acuerdo con los puntos de conexión aplicables. 
Cuando el rendimiento correspondiente a los actos o contratos contenidos en el 
mismo documento se considere producido en distintas Comunidades Autónomas, 
procederá su presentación en la oficina competente de cada una de ellas, si bien la 
autoliquidación que en su caso se formule solo se referirá al rendimiento producido en 
su respectivo territorio.

4. Las competencias en materia de gestión previstas en este artículo se podrán 
realizar mediante diligencias de colaboración entre las distintas Administraciones 
tributarias competentes.

5. En el Impuesto sobre el Depósito de Residuos en vertederos, la incineración y 
la coincineración de residuos los modelos de autoliquidación que aprueben las 
Comunidades Autónomas deberán contener los mismos datos que los aprobados por 
la persona titular del Ministerio de Hacienda y Función Pública. Asimismo, las Órdenes 
reguladoras de la creación del Censo de obligados tributarios sujetos a este impuesto, 
así como del procedimiento para la inscripción de estos en el Registro territorial 
deberán ser sustancialmente iguales a las establecidas por la persona titular del 
Ministerio de Hacienda y Función Pública.»

Ocho. Se modifica el apartado 1 del artículo 56, que queda redactado de la siguiente 
manera:
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«1. Corresponderá a las Comunidades Autónomas la recaudación:
a) En período voluntario de pago y en período ejecutivo, de los Impuestos sobre 

Sucesiones y Donaciones, Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados, Determinados Medios de Transporte, Ventas Minoristas de 
Determinados Hidrocarburos, sobre el Depósito de Residuos en vertederos, la 
incineración y la coincineración de residuos y los Tributos sobre el Juego.

b) En periodo voluntario de pago, las liquidaciones del Impuesto sobre el 
Patrimonio practicadas por la Comunidad Autónoma, y en período ejecutivo todos los 
débitos por este Impuesto.»

Nueve. Se modifica el apartado 1 del artículo 58, que queda redactado de la siguiente 
manera:

«1. Respecto de los Impuestos sobre el Patrimonio, sobre Sucesiones y 
Donaciones, sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, 
Tributos sobre el Juego, Impuesto Especial sobre Determinados Medios de 
Transporte, Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos e 
Impuesto sobre el Depósito de Residuos en vertederos, la incineración y la 
coincineración de residuos corresponden a las Comunidades Autónomas las funciones 
previstas en el artículo 141 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, 
aplicando las normas legales y reglamentarias que regulen las actuaciones 
inspectoras del Estado en materia tributaria y siguiendo los planes de actuación 
inspectora, que habrán de ser elaborados conjuntamente por ambas Administraciones, 
y de cuya ejecución darán cuenta anualmente las Comunidades Autónomas al 
Ministerio de Economía y Hacienda, al Congreso de los Diputados y al Senado.»

Diez. Se modifica el apartado 1 del artículo 60, que queda redactado de la siguiente 
manera:

«1. Todos los actos, documentos y expedientes relativos a los Impuestos sobre 
Sucesiones y Donaciones, sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados, los Tributos sobre el Juego, Impuesto Especial sobre Determinados 
Medios de Transporte, Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados 
Hidrocarburos e Impuesto sobre el Depósito de Residuos en vertederos, la 
incineración y la coincineración de residuos de los que se deriven derechos y 
obligaciones de contenido económico, serán intervenidos y contabilizados por las 
Comunidades Autónomas con arreglo a los principios generales de la Ley General 
Presupuestaria.»

Once. Se añade un nuevo apartado 6 al artículo 61, que queda redactado de la siguiente 
manera:

«6. Las Comunidades Autónomas facilitarán trimestralmente a la Agencia Estatal 
de Administración Tributaria, en las condiciones concretas y por los medios que se 
determinen, información detallada sobre la recaudación del Impuesto sobre el 
Depósito de Residuos en vertederos, la incineración y la coincineración de residuos 
que incluirá de manera específica todos los datos incluidos en los modelos de 
autoliquidación del impuesto presentados por los contribuyentes y las liquidaciones 
practicadas por la administración.»

Doce. Se modifica el apartado 1 del artículo 62, que queda redactado de la siguiente 
manera:

«1. Corresponderá a la autoridad competente de la Comunidad Autónoma 
respectiva poner en conocimiento del Ministerio Fiscal los hechos que estime 
constitutivos de delitos contra la Hacienda Pública con arreglo al Código Penal 
respecto de los siguientes tributos:

a) Impuesto sobre el Patrimonio.
b) Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
c) Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.
d) Tributos sobre el Juego.
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e) Impuesto especial sobre Determinados Medios de Transporte.
f) Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos.
g) Impuesto sobre el Depósito de Residuos en vertederos, la incineración y la 

coincineración de residuos.»
Trece. Se modifica el apartado 1 del artículo 63, que queda redactado de la siguiente 

manera:
«1. La investigación tributaria de las cuentas y operaciones activas y pasivas de 

los Bancos, Cajas de Ahorro, Cooperativas de Crédito y cuantas personas físicas o 
jurídicas se dediquen al tráfico bancario o crediticio, se realizarán en orden a la 
aplicación de los Impuestos sobre el Patrimonio, sobre Sucesiones y Donaciones y 
sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, Tributos sobre el 
Juego, Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte, Impuesto sobre 
las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos e Impuesto sobre el Depósito 
de Residuos en vertederos, la incineración y la coincineración de residuos, previa 
autorización de la autoridad competente de la Comunidad Autónoma respectiva.»

Catorce. Se añade una nueva disposición adicional novena, que queda redactada de la 
siguiente manera:

«Disposición adicional novena.  Impuesto sobre el Depósito de Residuos en 
vertederos, la incineración y la coincineración de residuos.

El rendimiento cedido del Impuesto sobre el Depósito de Residuos en vertederos, 
la incineración y la coincineración de residuos no será tenido en cuenta a los efectos 
del cálculo del Fondo de Garantía de Servicios Públicos Fundamentales, del Fondo de 
Suficiencia Global, ni de los Fondos de Convergencia Autonómica previstos en esta 
ley.

La cesión de este tributo no supondrá la revisión del Fondo de Suficiencia Global 
en los términos previstos en el artículo 21.2 de la presente ley.»

Quince. Se añade una nueva disposición transitoria octava, que queda redactada de la 
siguiente manera:

«Disposición transitoria octava.  Efectividad de la cesión del Impuesto sobre el 
Depósito de Residuos en vertederos, la incineración y la coincineración de residuos.

Para que la cesión del Impuesto sobre el Depósito de Residuos en vertederos, la 
incineración y la coincineración de residuos sea efectiva en los términos establecidos 
en esta ley, deberán ser adoptados los acuerdos necesarios para su configuración y 
aplicación plena como tributo cedido en los marcos institucionales de cooperación en 
materia de financiación autonómica establecidos en nuestro ordenamiento.»

Disposición final sexta.  
El apartado 2 del artículo 234 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del 

Código Penal quedará redactado como sigue:

«Artículo 234.  
2. Se impondrá una pena de multa de uno a tres meses si la cuantía de lo 

sustraído no excediese de 400 euros, salvo si concurriese alguna de las 
circunstancias del artículo 235. No obstante, en el caso de que el culpable hubiera 
sido condenado ejecutoriamente al menos por tres delitos comprendidos en este 
Título, aunque sean de carácter leve, siempre que sean de la misma naturaleza y que 
el montante acumulado de las infracciones sea superior a 400 €, se impondrá la pena 
del apartado 1 de este artículo.

No se tendrán en cuenta antecedentes cancelados o que debieran serlo.»

Disposición final séptima.  Naturaleza de la ley.
Esta ley tiene naturaleza de ley orgánica. No obstante, tienen carácter ordinario:
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a) El capítulo I.
b) El artículo 14.
c) La disposición adicional primera y segunda.
d) Las disposiciones finales primera, segunda, quinta, séptima, octava, novena y décima.

Disposición final octava.  Título competencial.
Esta ley se dicta al amparo de la regla 29.ª del artículo 149.1 de la Constitución, que 

atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de seguridad pública.
Las Disposiciones finales cuarta y quinta se dictan al amparo de lo dispuesto en el 

artículo 149.1.14.ª de la Constitución que atribuye al Estado la competencia sobre Hacienda 
general y Deuda del Estado.

La Disposición final sexta se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.6.ª de la 
Constitución que atribuye al Estado la competencia sobre legislación penal.

Disposición final novena.  Desarrollo reglamentario.
Se habilita al Gobierno para dictar las disposiciones necesarias al objeto de desarrollar y 

aplicar lo previsto en esta ley.

Disposición final décima.  Incorporación de Derecho de la Unión Europea.
Mediante esta ley se incorpora al Derecho español la Directiva (UE) 2019/1153 del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, por la que se establecen normas 
destinadas a facilitar el uso de información financiera y de otro tipo para la prevención, 
detección, investigación o enjuiciamiento de infracciones penales y por la que se deroga la 
Decisión 2000/642/JAI del Consejo.

Disposición final undécima.  Entrada en vigor.
Esta ley entrará en vigor al mes de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
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§ 27

Ley 25/2022, de 1 de diciembre, sobre precursores de explosivos

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 289, de 2 de diciembre de 2022

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2022-20184

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley:

PREÁMBULO

I
El Parlamento Europeo y el Consejo, tras el análisis del estado de situación que 

constituye el uso indiscriminado de sustancias susceptibles de poder ser utilizadas para la 
fabricación de explosivos caseros, y con el objetivo final y primordial de elevar el grado de 
seguridad colectiva, elaboró el Reglamento (UE) n.º 98/2013, de 15 de enero del 2013, sobre 
la comercialización y utilización de los precursores de explosivos, estableciéndose en él una 
serie de normas armonizadas sobre la puesta a disposición, introducción, posesión y 
utilización de estas sustancias.

Mediante la Ley 8/2017, de 8 de noviembre, sobre precursores de explosivos, se aplicó 
el citado Reglamento, regulando un sistema de licencia para permitir a los particulares 
introducir en España, adquirir, poseer o utilizar precursores de explosivos restringidos, así 
como la comunicación por parte de los operadores económicos de las transacciones 
sospechosas, y de la sustracción o desaparición de precursores de explosivos, además del 
régimen sancionador aplicable en caso de infracción.

En este contexto, varias acciones terroristas que tuvieron lugar en distintos escenarios 
europeos han puesto de relieve la necesidad de restringir aún más el acceso a este tipo de 
sustancias, y en consecuencia, confeccionar una nueva norma más restrictiva como 
herramienta para continuar con el compromiso global de combatir el fenómeno terrorista y la 
delincuencia grave.

A estos efectos, atendiendo al mandato de revisión del artículo 18 del Reglamento (UE) 
n.º 98/2013, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de enero del 2013, la Comisión 
elaboró los informes preceptivos correspondientes, llevándose a cabo las iniciativas 
legislativas que coadyuvaran al aumento de la seguridad pública colectiva.
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Como consecuencia de lo anterior, se aprobó el Reglamento (UE) n.º 2019/1148, del 
Parlamento Europeo y del Consejo de 20 de junio de 2019, sobre la comercialización y la 
utilización de precursores de explosivos, modificando el Reglamento (CE) n.º 1907/2006, de 
18 de enero y derogando el Reglamento (UE) n.º 98/2013, de 15 de enero.

Este nuevo Reglamento europeo que es de aplicación desde el 1 de febrero de 2021, 
establece normas armonizadas relativas a la puesta a disposición, introducción, posesión y 
utilización de sustancias o mezclas susceptibles de ser utilizadas de forma indebida para la 
fabricación de explosivos, con el fin de limitar la disponibilidad de dichas sustancias o 
mezclas a los particulares y garantizar la adecuada notificación de las transacciones 
sospechosas en todas las fases de la cadena de suministro.

Su objetivo es reforzar el sistema de control para limitar el acceso de los particulares a 
los precursores de explosivos, ya que las pautas establecidas en el Reglamento (UE) n.º 
98/2013, del Parlamento Europeo y del Consejo de 15 de enero de 2013, se han mostrado 
insuficientes, al no haber impedido adecuadamente su adquisición por los delincuentes para 
fines ilícitos.

II
Esta ley tiene por objeto regular el sistema de licencias que permita la puesta a 

disposición, introducción, posesión y utilización de precursores de explosivos restringidos por 
los particulares en España, así como garantizar la adecuada comunicación de las 
sustracciones, desapariciones y transacciones sospechosas de precursores de explosivos 
regulados. También se incluye el procedimiento sancionador que habrá de aplicarse ante los 
incumplimientos a las disposiciones contempladas en la misma.

Su ámbito de aplicación comprende las sustancias recogidas en los anexos I y II del 
Reglamento (UE) n.º 2019/1148, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 
2019, así como las mezclas y sustancias que las contengan, detallándose las diferencias 
entre los precursores de explosivos restringidos y los regulados.

Podrán concederse licencias a particulares, incluidas las personas jurídicas, en cuyo 
caso, la persona solicitante deberá formar parte de la misma y ostentar un cargo directivo 
con las facultades o poderes de representación suficientes para actuar en su nombre.

Además, puesto que varios de los precursores de explosivos restringidos del anexo I del 
Reglamento (UE) n.º 2019/1148, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 
2019, carecen de un uso legítimo por particulares, se debe interrumpir la concesión de 
licencias para el clorato potásico, el perclorato potásico, el clorato sódico y el perclorato 
sódico, sin perjuicio de lo establecido en la disposición transitoria primera en cuanto a las 
licencias que hayan sido válidamente otorgadas con arreglo a la normativa vigente en el 
momento de su concesión.

Por otra parte, con el propósito de mejorar las buenas prácticas en materia de 
transmisión de la información, los operadores económicos y los mercados en línea 
informarán a sus clientes o usuarios sobre los precursores que ponen a su disposición. Con 
estas medidas se garantiza por un lado, que todo actor de la cadena de suministro sea 
consciente de que el producto que ha adquirido se halla sujeto a restricciones, insertando 
esa información en la etiqueta de los productos, ficha de datos de seguridad, o en cualquier 
otro soporte que permita dejar constancia de su cumplimiento, y por otro, se incluyen unas 
obligaciones específicas para las personas que intervienen en la venta de precursores de 
explosivos restringidos.

Asimismo, con el fin de detectar las compras o intentos de compra de los precursores de 
explosivos que se realicen fuera del marco legal establecido, los operadores económicos y 
los mercados en línea implantarán procedimientos capaces de detectar las transacciones 
sospechosas, siendo esencial la identificación de todos los clientes, ya sean particulares, 
usuarios profesionales u operadores económicos.

Además, la introducción desde terceros países de los precursores no garantiza la 
adecuada notificación de transacciones sospechosas, por lo que se ha optado por prohibir la 
importación por los particulares de los precursores de explosivos regulados.

En materia inspectora, se detallan las autoridades de inspección, con competencias de 
investigación e inspección necesarias para garantizar su ejecución.
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Por último, y como medida de control, se regula el régimen sancionador aplicable al 
incumplimiento de las disposiciones previstas, con sanciones eficaces, proporcionadas y 
disuasorias, en función del sujeto que las cometa.

III
De acuerdo con lo dispuesto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas, la elaboración de esta ley se ha 
efectuado de acuerdo con los principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad 
jurídica, transparencia y eficiencia.

En este sentido, se cumplen los principios de necesidad y eficacia, por cuanto es 
necesaria la aprobación de una ley, dado que los cambios que se introducen en una norma 
de nuestro ordenamiento, al tener rango legal, precisan de su incorporación a este a través 
de una norma de igual rango.

En lo que se refiere al principio de proporcionalidad, se atienden los objetivos 
estrictamente exigidos en aplicación de la normativa comunitaria y el sistema de licencia 
previsto, con una regulación imprescindible para atender la necesidad del acceso a los 
precursores de explosivos, todo ello tenido en cuenta que no existen otras medidas menos 
restrictivas de derechos, o que impongan menos obligaciones a las personas destinatarias.

Conforme al principio de seguridad jurídica, se ha garantizado la coherencia del texto 
con el resto del ordenamiento jurídico nacional, así como con el de la Unión Europea en 
aplicación del Reglamento (UE) n.º 2019/1148, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 
de junio de 2019, de obligado cumplimiento por los Estados miembros.

En aplicación del principio de transparencia, esta norma se ha sometido a los trámites de 
consulta pública previa y de audiencia e información pública, previstos en el artículo 133 de 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, en relación con el artículo 26.2 y 6 de la Ley 50/1997, de 27 
de noviembre, del Gobierno, permitiendo así la participación en su elaboración de toda la 
ciudadanía.

Respecto al principio de eficiencia, se ha procurado que la norma genere las menores 
cargas administrativas para la ciudadanía, todo ello en el marco de las obligaciones 
contempladas en el Reglamento comunitario, así como los menores costes indirectos para 
llevar a cabo el mandato legal al que está subordinada.

En cuanto a su tramitación, cabe destacar que se ha sometido a informe de la Agencia 
Española de Protección de Datos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 5.b) del 
Estatuto de la referida Agencia, aprobado por el Real Decreto 428/1993, de 26 de marzo.

Así como a informe de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, en 
ejercicio de las competencias que le atribuye el artículo 5.2 de la Ley 3/2013, de 4 de junio 
de 2013, de creación de la citada Comisión.

Ha recibido la aprobación previa de la titular del Ministerio de Hacienda y Función 
Pública, conforme a lo dispuesto en el artículo 26.5, párrafo quinto, de la Ley 50/1997, de 27 
de noviembre. Y ha sido informado favorablemente por el Ministerio de Política Territorial, a 
los efectos previstos en el artículo 26.5, último párrafo, de la referida Ley.

Además, se dicta de acuerdo con el Consejo de Estado que ha emitido su preceptivo 
dictamen, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 21.2 de la Ley Orgánica 3/1980, 
de 22 de abril, del Consejo de Estado.

Por último, esta ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.26.ª y 29.ª de 
la Constitución española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre el régimen 
de la producción, comercio, tenencia y uso de explosivos, así como en seguridad pública.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
1. Esta ley tiene por objeto regular el sistema de licencias que permita la puesta a 

disposición, introducción, posesión y utilización de precursores de explosivos restringidos por 
los particulares en España, así como garantizar la adecuada comunicación de las 
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sustracciones, desapariciones y transacciones sospechosas de precursores de explosivos 
regulados.

2. Asimismo, se incluye el régimen sancionador aplicable en caso de infracción a las 
disposiciones del Reglamento (UE) 2019/1148, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 
de junio de 2019, sobre la comercialización y la utilización de precursores de explosivos.

3. A los efectos de esta ley, serán de aplicación las definiciones recogidas en el artículo 3 
del Reglamento (UE) n.º 2019/1148, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio 
de 2019.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. Esta ley será de aplicación a las sustancias recogidas en los anexos I y II del 

Reglamento (UE) n.º 2019/1148, del Parlamento Europeo y del Consejo, del 20 de junio de 
2019, sobre la comercialización y la utilización de precursores de explosivos, que modifica el 
Reglamento (CE) n.º 1907/2006 y deroga el Reglamento (UE) n.º 98/2013, así como a las 
mezclas y sustancias que las contengan, y a aquellas sustancias a las que sea de aplicación 
la cláusula de salvaguarda contemplada en el artículo 14 del citado reglamento.

2. Quedan excluidos de su ámbito de aplicación los siguientes artículos y sustancias:
a) Los artículos, entendiéndose como tales, los objetos tal como se definen en el artículo 

3, punto 3, del Reglamento (CE) n.º 1907/2006, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
18 de diciembre;

b) Los artículos y equipos pirotécnicos tal como se recogen en el Reglamento de 
artículos pirotécnicos y cartuchería, aprobado por el Real Decreto 989/2015, de 30 de 
octubre.

c) Los artículos y equipos pirotécnicos destinados a un uso no comercial, de conformidad 
con el derecho nacional, por parte de las Fuerzas Armadas, las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad u otros servicios de emergencias autorizados.

d) Los artículos pirotécnicos destinados a su uso en la industria aeroespacial.
e) Los pistones de percusión destinados a juguetes.
f) Los medicamentos de uso humano, medicamentos veterinarios y productos 

cosméticos, legítimamente puestos a disposición de un particular con arreglo, en su caso, a 
una receta médica o veterinaria extendida conforme a la normativa vigente, así como las 
sustancias activas y excipientes empleados en su fabricación.

g) Los explosivos a los que se refiere el Reglamento de Explosivos, aprobado por el Real 
Decreto 130/2017, de 24 de febrero.

3. Queda prohibida a los particulares, la introducción de los precursores de explosivos 
regulados desde terceros países.

Artículo 3.  Punto de Contacto Nacional.
La persona titular de la Secretaría de Estado de Seguridad designará al Punto de 

Contacto Nacional para la comunicación de transacciones sospechosas, desapariciones y 
sustracciones de sustancias o mezclas susceptibles de utilizarse de forma indebida para la 
fabricación ilícita de explosivos, que estará disponible con carácter permanente.

CAPÍTULO II
Licencias a particulares

Artículo 4.  Licencias.
1. Los particulares que pretendan adquirir, poseer, utilizar o introducir en España los 

precursores de explosivos restringidos que se relacionan en el anexo I del Reglamento (UE) 
n.º 2019/1148, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, deberán 
solicitar y obtener previamente la correspondiente licencia, la cual habilitará para una o 
varias de dichas actividades o usos.

La licencia sólo podrá amparar precursores de explosivos restringidos dentro de los 
valores fijados en las columnas 2 y 3 del cuadro del anexo I mencionado.

ÁMBITOS DE LA SEGURIDAD NACIONAL: TERRORISMO

§ 27  Ley sobre precursores de explosivos

– 361 –



2. La licencia tendrá un plazo de vigencia de un año no prorrogable, y se otorgará 
conforme al modelo que se incluye en el anexo I.

3. El particular no podrá solicitar una nueva licencia que ampare la misma sustancia que 
tiene autorizada, hasta treinta días antes de la fecha de extinción de la licencia vigente.

4. Una vez finalizada la vigencia de la licencia, el particular al que le fue concedida, 
deberá remitirla a la autoridad competente en un plazo no superior a treinta días desde la 
fecha en que hubiera caducado, debiendo depositar los precursores de explosivos 
restringidos amparados por la licencia, que aún se hallaren en su posesión, en un centro 
homologado de gestión de residuos, conservando el justificante de haber realizado el 
depósito durante un periodo de dieciocho meses.

Artículo 5.  Autoridad competente y autoridades de inspección y autoridades aduaneras.
1. La autoridad competente para conceder, revocar, suspender cautelarmente y levantar 

la medida cautelar de suspensión de las licencias, será la persona titular de la Secretaría de 
Estado de Seguridad.

2. Las autoridades de inspección serán aquellas dependientes de la Secretaría de 
Estado de Seguridad, a quienes les hayan sido encomendadas las funciones de control, 
vigilancia e inspección de los precursores de explosivos. En el ejercicio de su función, 
podrán instar a la autoridad competente cuando proceda, el inicio del procedimiento 
administrativo para la revocación de las licencias.

3. Las autoridades aduaneras, en el ejercicio de su función de control de las mercancías 
procedentes de terceros países, previa a su introducción en el territorio aduanero 
comunitario, y en relación con mercancías que se encuentren bajo vigilancia o control 
aduanero, podrán instar a la autoridad competente, en caso de detectar algún 
incumplimiento en relación con mercancías que se encuentren bajo vigilancia o control 
aduanero, al inicio del procedimiento administrativo para la revocación de las licencias.

Artículo 6.  Concesión de la licencia.
1. La licencia se solicitará en el modelo oficial debidamente cumplimentado en el que 

figurarán, entre otros datos, la denominación de la sustancia y el número CAS, tal y como 
figuran en la columna 1 del anexo I del Reglamento (UE) 2019/1148, así como su 
concentración, cantidad, uso que se le pretende dar y lugar en el que se va a utilizar y, en su 
caso, almacenar dicho precursor de explosivos.

Cuando la persona solicitante de la licencia sea una persona jurídica, deberá designarse 
a una persona física que actúe en su representación. La persona representante designada 
deberá acreditar en la solicitud, y mediante documento válido en derecho, que las facultades 
o poderes de los que goza son suficientes para actuar en nombre y representación de la 
persona jurídica, en la realización de todas las actuaciones que se le puedan requerir 
conforme a esta ley.

2. Con carácter previo a su concesión, las autoridades de inspección realizarán un 
informe preceptivo en el que se considerarán y recabarán cuantas circunstancias y 
particularidades sean necesarias para valorar la concesión o denegación de la licencia 
solicitada.

Para ello, además de consultar las bases de datos policiales, podrán acceder a los datos 
obrantes en los registros que se enumeran en los artículos 6 y 7 del Real Decreto 95/2009, 
de 6 de febrero, por el que se regula el Sistema de registros administrativos de apoyo a la 
Administración de Justicia, así como a la información sobre condenas penales previas de la 
persona solicitante en otros Estados miembros, mediante el sistema establecido por la 
Decisión Marco 2009/315/JAI del Consejo, de 26 de febrero, así como en otros registros de 
análogas características, sin necesidad de consentimiento previo del titular de los datos.

3. En caso de estar el solicitante de una licencia incurso en un procedimiento 
sancionador por algún incumplimiento a lo dispuesto en esta ley, el procedimiento de 
otorgamiento de la licencia se suspenderá hasta que se dicte resolución firme en vía 
administrativa.

4. La licencia podrá ser denegada si la persona solicitante se encuentra afectada por 
alguno de los siguientes supuestos:
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a) Tener antecedentes en alguna de las bases o registros enumerados en el apartado 2;
b) Disponer en el mercado de productos alternativos con eficacia similar para el uso 

requerido;
c) Haber sido sancionado en firme en vía administrativa sin haber prescrito la sanción, 

por algún incumplimiento en las materias objeto de esta ley.
5. La resolución denegando la licencia deberá contener una motivación suficiente de las 

razones que justifican dicha decisión. En todo caso será denegada, si a la vista de la 
información sobre la persona solicitante, se determina que:

a) Carece de las medidas de seguridad adecuadas o son insuficientes en el lugar del 
almacenamiento o utilización de los precursores de explosivos restringidos, en concordancia 
con lo dispuesto en el artículo 13.

b) Existen motivos fundados que permitan dudar de:
1.º La legitimidad de la utilización prevista;
2.º La necesidad de la utilización de un precursor de explosivos restringido;
3.º La intención de utilizarla para fines legítimos o que puedan suponer un riesgo para la 

seguridad de las personas o bienes.
6. El plazo máximo para notificar a la persona interesada la resolución expresa que 

proceda sobre la concesión de la licencia será de tres meses, plazo que se contará desde el 
momento en el que tenga entrada la solicitud en el registro electrónico correspondiente. 
Transcurrido ese plazo la solicitud se entenderá desestimada.

La resolución pondrá fin a la vía administrativa, pudiéndose interponer los recursos 
previstos en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas.

Artículo 7.  Revocación de la licencia.
1. Se procederá a la revocación de la licencia cuando existan motivos fundados para 

entender que la persona titular ha dejado de cumplir las condiciones bajo las que se expidió, 
y en particular, las relativas a las medidas de seguridad contempladas en el artículo 13.

A estos efectos, se podrá requerir a la persona titular de la licencia, en cualquier 
momento del período de vigencia, para que acredite que se siguen cumpliendo las 
condiciones en las cuales se expidió.

La licencia quedará suspendida cautelarmente en el momento de la notificación a la 
persona titular del inicio del procedimiento de revocación, permaneciendo en ese estado 
hasta su resolución. La persona titular remitirá la licencia a la autoridad competente en un 
plazo no superior a diez días desde que hubiera recibido dicha notificación.

2. No obstante, la autoridad competente, previa solicitud de la persona titular de la 
licencia, podrá acordar si mantiene la medida cautelar de suspensión, en cualquier momento 
del procedimiento anterior a su resolución.

3. Acordado el levantamiento de la medida cautelar de suspensión y en caso de que 
hubiera sido ya remitida, conforme a lo descrito en el artículo anterior, la licencia será 
devuelta a la persona titular de la misma.

4. Tanto la notificación del inicio del procedimiento de revocación, que se sustanciará con 
todas las garantías, incluido el trámite de vista y audiencia al interesado, su resolución, como 
las resoluciones relativas a la solicitud de levantamiento de la medida cautelar de 
suspensión, contendrán información sobre los recursos que contra ellas puedan aplicarse, 
las autoridades ante las que haya que interponerlos y los plazos aplicables, todo ello en 
consonancia con lo dispuesto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre.
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CAPÍTULO III
Información de la cadena de suministro, comprobación en el momento de la 
venta, documentación comercial y administrativa, comunicación de 
transacciones con particulares y notificación de transacciones sospechosas, 

sustracciones y desapariciones

Artículo 8.  Información de la cadena de suministro.
1. El operador económico que ponga un precursor de explosivos restringido a disposición 

de otro operador económico, dejará constancia de haberle informado de que su adquisición, 
introducción, posesión o utilización por los particulares está prohibida, a excepción de 
aquellos que estén en posesión de una licencia en vigor, y por las cantidades, 
concentraciones y usos fijados en la misma.

2. El operador económico que ponga precursores de explosivos regulados a disposición 
de otro operador económico, dejará constancia de haberle informado de que su adquisición, 
introducción, posesión o utilización por los particulares está sujeta a la obligación de 
notificación de desapariciones y sustracciones de los mismos.

3. El operador económico que ponga precursores de explosivos regulados a disposición 
de usuarios profesionales o de particulares, garantizará y podrá demostrar a las autoridades 
de inspección, que los miembros de su personal que intervengan en la venta de dichos 
precursores, están instruidos sobre las obligaciones establecidas en los artículos 5 al 9 del 
Reglamento (UE) n.º 2019/1148, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 
2019 y especialmente:

a) Conocer cuáles de los productos puestos a disposición contienen precursores de 
explosivos regulados;

b) La prohibición de la venta de precursores de explosivos restringidos a los particulares, 
a excepción de aquellos que hayan obtenido la licencia, y solo por las cantidades y 
concentraciones máximas fijadas en la misma;

c) La notificación de las transacciones sospechosas o intentos de estas, y las 
desapariciones y sustracciones de las que tenga conocimiento.

4. Los mercados en línea deberán tomar medidas para informar de manera clara y 
efectiva de las obligaciones establecidas en el Reglamento (UE) n.º 2019/1148, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, y en esta ley, a aquellas de sus 
personas usuarias que tengan intención de poner a disposición de terceros precursores de 
explosivos regulados.

Artículo 9.  Comprobación en el momento de la venta.
1. El operador económico que ponga un precursor de explosivos restringido a disposición 

de un particular, solicitará y comprobará en cada transacción, la prueba de identidad, 
mediante la presentación de cualquiera de los documentos oficiales de identidad válidos en 
España.

Antes de realizar la transacción, el operador económico verificará la vigencia de la 
licencia, así como los precursores de explosivos restringidos cuya adquisición esté 
expresamente autorizada en la misma, atendiendo especialmente a las cantidades y 
concentraciones, cumplimentando en la licencia correspondiente los siguientes datos 
relativos a la transacción realizada:

a) Fecha de la transacción.
b) Denominación del precursor de explosivos restringido suministrado.
c) Concentración y cantidad.
d) Razón social del operador económico.
e) NIF del operador económico.
f) Sello y firma.
2. A fin de comprobar que un cliente es un usuario profesional u otro operador 

económico, el operador económico que ponga un precursor de explosivos restringido a su 
disposición, verificará en cada transacción la prueba de identidad del comprador, exigiendo 
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la entrega de la declaración del cliente, debidamente cumplimentada, conforme al modelo 
que se incluye en el anexo II, acreditando además su actividad comercial, empresarial o 
profesional, que debe tener una relación directa con el uso que se pretende dar al precursor 
de explosivos restringido solicitado, mediante la entrega de una certificación de alta en el 
Impuesto de Actividades Económicas, Registro Mercantil, otro Registro oficial, o cualquier 
documento oficial análogo que acredite una actividad económica, debiendo figurar en 
cualquier caso su razón social, domicilio fiscal y número de identificación a efectos del 
Impuesto del Valor Añadido.

3. Todo mercado en línea tomará medidas para garantizar que las personas usuarias del 
mismo, en el momento de la puesta a disposición de precursores de explosivos restringidos 
a través de sus servicios, cumplan las obligaciones que les impone el Reglamento (UE) n.º 
2019/1148, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, y la presente ley.

Artículo 10.  Conservación de la documentación comercial y administrativa.
1. Los operadores económicos que pongan a disposición precursores de explosivos 

restringidos, conservarán durante dieciocho meses, contados desde el día en que se realizó 
la transacción, toda la documentación acreditativa de la actividad comercial, empresarial o 
profesional del cliente, recogida en el artículo anterior, así como la preceptiva declaración del 
cliente. Por idéntico plazo, los operadores económicos deberán conservar las facturas 
expedidas en relación a los precursores de explosivos regulados que hayan puesto en el 
mercado. Durante ese tiempo, la información deberá estar completa, actualizada y disponible 
en cualquier momento para su examen por las autoridades de inspección.

2. Los operadores económicos y usuarios profesionales conservarán las facturas de los 
precursores de explosivos regulados que adquieran, durante el plazo que se refleja en el 
apartado anterior.

3. Si la documentación se conserva por medios electrónicos deberá:
a) Ajustarse al contenido de los documentos correspondientes en papel;
b) Encontrarse disponible de manera inmediata al serle requerida por las autoridades de 

inspección.

Artículo 11.  Comunicación de transacciones con particulares.
1. Los operadores económicos que pongan a disposición de personas particulares los 

precursores de explosivos restringidos, deberán comunicar cada transacción al Punto de 
Contacto Nacional en un plazo no superior a 5 días desde que se formalizó la venta, 
debiendo contener la siguiente información:

a) Nombre, domicilio y número del documento nacional de identidad, número de 
identificación fiscal, pasaporte o cualquier otro documento oficial de identidad, válido y en 
vigor, de la persona titular de la licencia;

b) Cantidad y denominación de la sustancia o mezcla, con mención de su concentración;
c) Uso al que se va a destinar la sustancia o mezcla;
d) Fecha y lugar de la transacción;
e) Datos de la licencia del particular y período de vigencia;
f) Identificación de la persona física que realiza la compra.
2. Las transacciones serán comunicadas a través de la sede electrónica del Ministerio 

del Interior.

Artículo 12.  Notificación de transacciones sospechosas, sustracciones y desapariciones.
1. Los operadores económicos y los mercados en línea podrán rechazar cualquier 

transacción sospechosa, debiendo comunicar al Punto de Contacto Nacional en el plazo de 
24 horas, cualquier transacción sospechosa o intento de realizarla, informando, a ser 
posible, de la identidad del cliente, así como de todas las particularidades de la transacción, 
se hubiera realizado o no.

2. Para determinar si la transacción pudiera considerarse sospechosa, se atenderá a las 
circunstancias del caso y, en especial si el cliente:
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a) No indica con claridad el uso previsto;
b) No parece estar familiarizado con la utilización prevista o no es capaz de ofrecer una 

explicación verosímil al respecto;
c) Se propone comprar en cantidades, combinaciones o concentraciones inusuales para 

su uso legítimo;
d) Es reacio a aportar pruebas de su identidad, su lugar de residencia, o en su caso, su 

condición de usuario profesional u operador económico;
e) Insiste en emplear métodos de pago inhabituales, como el pago en efectivo de 

elevados importes.
3. Efectuada la comunicación y no habiéndose formalizado la transacción comercial, se 

entenderá que se puede proceder a su realización si en un plazo de 72 horas no recibieran 
respuesta del Punto de Contacto Nacional.

4. Los operadores económicos y los mercados en línea deberán obtener y conservar 
durante un plazo de dieciocho meses, los datos que permitan conocer las circunstancias 
previstas en los apartados anteriores, quedando a disposición de las autoridades de 
inspección en el ejercicio de sus funciones.

5. Los operadores económicos y los mercados en línea deberán disponer de 
procedimientos apropiados, razonables y proporcionados para detectar las transacciones 
sospechosas.

Los procedimientos serán acordes al tamaño, capacidad económica, tipo de operaciones 
o de su personal, así como a la peligrosidad o riesgo de las sustancias comercializadas.

6. Los operadores económicos y los usuarios profesionales respecto a los precursores 
de explosivos regulados, y los particulares, en relación con las sustancias autorizadas por la 
licencia, deberán comunicar las sustracciones y desapariciones al Punto de Contacto 
Nacional en el plazo de veinticuatro horas desde que hayan tenido conocimiento de las 
mismas, sin perjuicio de la obligación que tienen de denunciar estos hechos conforme a la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal.

7. Las transacciones sospechosas, sustracciones y desapariciones serán comunicadas 
al Punto de Contacto Nacional, a través de los medios que garanticen una recepción urgente 
y siempre dentro del plazo establecido en el apartado 1.

Artículo 13.  Medidas de seguridad y conservación.
1. Los operadores económicos mantendrán las medidas de seguridad adecuadas que 

eviten el acceso no autorizado a los precursores de explosivos regulados, y especialmente la 
sustracción. Asimismo, deberán garantizar que se almacenan evitando su deterioro o 
pérdida de propiedades. Al menos deberán contar con un sistema de cerramiento en el lugar 
de depósito de los precursores de explosivos restringidos, que impida el acceso de personas 
ajenas al operador económico.

En ningún caso se permitirá la libre disposición por los clientes de los precursores de 
explosivos restringidos, debiendo ser en todo caso suministrados por el operador económico.

2. Los usuarios profesionales mantendrán los precursores de explosivos regulados en un 
espacio de almacenamiento cerrado y de acceso limitado; así mismo deberán garantizar que 
se almacenan evitando su deterioro o pérdida de propiedades.

3. Los particulares mantendrán los precursores de explosivos restringidos en un espacio 
de almacenamiento cerrado y de acceso limitado; así mismo, deberán garantizar que se 
almacenan evitando su deterioro o pérdida de propiedades. Cuando el espacio de 
almacenamiento se corresponda con un lugar de acceso común, deberán estar depositados 
en un armario, caja de seguridad o similar, cuya apertura únicamente pueda ser realizada 
por el titular de la licencia.

4. Cuando se detecte un deterioro o pérdida de propiedades de los precursores de 
explosivos regulados, deberá el operador económico, usuario profesional o particular, 
depositarlos de manera inmediata en un centro homologado de gestión de residuos para su 
destrucción. En un plazo no superior a diez días, deberá la persona interesada remitir el 
certificado de destrucción a la autoridad competente, informando de este hecho.

ÁMBITOS DE LA SEGURIDAD NACIONAL: TERRORISMO

§ 27  Ley sobre precursores de explosivos

– 366 –



Artículo 14.  Facultades de la inspección.
1. Para garantizar la correcta aplicación del Reglamento (UE) n.º 2019/1148, del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, así como de las obligaciones 
contenidas en esta ley, las autoridades de inspección podrán:

a) Recabar información sobre cualquier transacción comercial en la que intervengan 
precursores de explosivos regulados;

b) Acceder en cualquier momento a las instalaciones profesionales de los operadores 
económicos, mercados en línea y usuarios profesionales, y a toda la documentación 
comercial y administrativa relacionada con los precursores de explosivos regulados;

c) Acceder en cualquier momento al lugar de uso o almacenamiento de los precursores 
de explosivos restringidos en posesión de los particulares, con las limitaciones impuestas en 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal;

d) Interceptar cuando sea necesario, los envíos de precursores de explosivos regulados 
cuando se tenga sospecha que no van a ser destinados a un uso lícito.

2. Las autoridades de inspección respetarán la información empresarial de carácter 
confidencial.

3. Las denuncias formuladas por las autoridades de inspección en el ejercicio de sus 
funciones que hubiesen presenciado los hechos, previa ratificación en el caso de haber sido 
negados por los denunciados, constituirán base suficiente para adoptar la resolución que 
proceda en el procedimiento sancionador que se instruya al efecto, salvo prueba en contrario 
y sin perjuicio de que aquellos deban aportar al expediente todos los elementos probatorios 
disponibles.

CAPÍTULO IV
Régimen sancionador

Sección 1.ª Infracciones

Artículo 15.  Régimen jurídico.
El ejercicio de la potestad sancionadora se regirá por lo dispuesto en el presente 

capítulo, y, con carácter supletorio, por la Ley 39/2015, de 1 de octubre, y por el capítulo III 
del título preliminar de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público.

Artículo 16.  Infracciones muy graves.
1. Son infracciones muy graves de los operadores económicos:
a) Poner precursores de explosivos restringidos a disposición de los particulares que 

carezcan de licencia o en concentraciones superiores a los valores máximos para su 
concesión, o que, habiéndola obtenido y estando en vigor, sean distintos a los amparados en 
la misma, o en cantidades o concentraciones superiores a las autorizadas, cuando en ambos 
casos se cause un riesgo o perjuicio grave.

b) No conservar durante el plazo fijado la preceptiva declaración del cliente, o la 
documentación acreditativa de la actividad comercial, empresarial o profesional, o identidad 
del cliente, a que se refieren los artículos 9 y 10, o bien no haberla solicitado de manera 
previa a la puesta a disposición de los precursores de explosivos restringidos.

c) No facilitar o no poner a disposición de las autoridades de inspección competentes a 
su requerimiento la documentación comercial o administrativa de las transacciones 
realizadas con precursores de explosivos regulados.

d) Incumplir la obligación de verificar la documentación detallada en el artículo 9, antes 
de poner a disposición los precursores de explosivos restringidos.

e) Poner precursores de explosivos restringidos a disposición de usuarios profesionales 
u otros operadores económicos, sin haberles exigido la declaración del cliente, cuando se 
cause un riesgo o perjuicio grave.
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f) Impedir a las autoridades de inspección el acceso a sus instalaciones o la información 
que tengan la obligación de obtener o poseer.

g) No disponer de procedimientos apropiados, razonables y proporcionados para 
detectar las transacciones sospechosas de los precursores de explosivos regulados, cuando 
cause un riesgo o perjuicio grave.

h) Incumplir la obligación de comunicar las transacciones que puedan considerarse 
sospechosas, o el intento de estas, o las sustracciones o desapariciones de precursores de 
explosivos regulados, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 12.

i) Proceder a la venta de los precursores de explosivos regulados dentro de las 72 horas 
siguientes a la comunicación de una transacción sospechosa, sin la autorización del Punto 
de Contacto Nacional; o bien, realizarla en contra de lo expresamente ordenado por este.

j) Carecer de las medidas de seguridad suficientes que impidan a personas ajenas al 
operador económico el acceso a los precursores de explosivos restringidos, o cuando estos 
se almacenen de tal modo que se permita su deterioro o pérdida de propiedades, causando 
un riesgo o perjuicio grave, conforme se prevé en el artículo 13.

k) No haber depositado en un centro homologado de gestión de residuos, aquellos 
precursores de explosivos regulados, deteriorados o con pérdida de propiedades, cuando se 
cause un riesgo o perjuicio grave.

l) No comunicar al Punto de Contacto Nacional o hacerlo en un plazo superior a 5 días, 
las transacciones realizadas a los particulares con precursores de explosivos restringidos o 
aportar datos falsos, incorrectos o inexactos, conforme a lo dispuesto en el artículo 11, 
cuando se cause un riesgo o perjuicio grave.

m) No obtener o conservar durante el plazo fijado los datos relativos a la notificación de 
transacciones sospechosas, conforme a lo dispuesto en el artículo 12.

2. Son infracciones muy graves de los particulares:
a) La adquisición, introducción, posesión o utilización de precursores de explosivos 

restringidos cuando se cause un riesgo o perjuicio grave, en los siguientes supuestos:
1.º No se encuentre en posesión de la preceptiva licencia que habilite tales actividades, o 

se realicen en concentraciones superiores a los valores máximos para su concesión.
2.º La licencia se encuentre revocada o suspendida.
3.º Habiendo obtenido la licencia y estando en vigor, los precursores de explosivos sean 

distintos a los amparados por la misma, o en cantidades o concentraciones superiores a las 
autorizadas.

b) La puesta de precursores de explosivos restringidos a disposición de otros 
particulares, usuarios profesionales u operadores económicos, cuando se cause un riesgo o 
perjuicio grave.

c) Aportar datos falsos para la obtención de la licencia, cuando se cause un riesgo o 
perjuicio grave.

d) Aportar datos falsos, incorrectos o inexactos para la adquisición de precursores de 
explosivos restringidos, aludiendo a una supuesta condición de usuario profesional u 
operador económico, cuando se cause un riesgo o perjuicio grave.

e) No poner a disposición de la autoridad competente la licencia, cuando haya sido 
acordada su suspensión o revocación, acorde a los plazos y procedimientos reseñados en el 
artículo 7.

f) No facilitar a las autoridades de inspección, el examen de los precursores de 
explosivos restringidos de los que se disponga o la licencia que ampare su adquisición, a fin 
de poder verificar el cumplimiento de las obligaciones exigidas en el artículo 14.

g) No comunicar al Punto de Contacto Nacional toda desaparición o sustracción de 
precursores de explosivos restringidos que se posean legítimamente, cuando se cause un 
riesgo o perjuicio grave.

h) Carecer de las medidas de seguridad suficientes que garanticen que los precursores 
de explosivos restringidos que se posean, se almacenan de manera segura, conforme a lo 
dispuesto en el artículo 13, o cuando se almacenen de tal modo que se permita su deterioro 
o pérdida de propiedades, causando un riesgo o perjuicio grave.
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i) No haber depositado en un Centro Homologado de Gestión de Residuos, aquellos 
precursores de explosivos regulados, deteriorados o con pérdida de propiedades, cuando se 
cause un riesgo o perjuicio grave.

j) Introducir desde terceros países precursores de explosivos regulados.
3. Son infracciones muy graves de los mercados en línea:
a) No tomar las medidas necesarias para garantizar que sus usuarios, en el momento de 

la puesta a disposición de precursores de explosivos regulados a través de sus servicios, 
estén informados de manera clara y efectiva de las obligaciones previstas en el Reglamento 
(UE) n.º 2019/1148, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, y en 
esta ley, cuando cause un riesgo o perjuicio grave.

b) No tomar las medidas necesarias para contribuir a garantizar que sus usuarios, en el 
momento de la puesta a disposición de precursores de explosivos restringidos a través de 
sus servicios, cumplan las obligaciones que se les impone en el Reglamento (UE) n.º 
2019/1148, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, y en esta ley, 
cuando cause un riesgo o perjuicio grave.

c) Incumplir la obligación de comunicar las transacciones que puedan considerarse 
sospechosas, de conformidad con el artículo 12, cuando cause un riesgo o perjuicio grave.

d) No facilitar o no poner a disposición de las autoridades de inspección competentes a 
su requerimiento los datos solicitados sobre las transacciones comerciales con precursores 
de explosivos regulados, realizadas con los operadores económicos, los usuarios 
profesionales y los particulares.

La localización en el extranjero del domicilio social de los prestadores de servicios en 
línea, no podrá ser excusa para que las delegaciones establecidas en España cumplan con 
el deber de comunicación establecido en el párrafo anterior.

e) No obtener o conservar durante el plazo fijado los datos relativos a la notificación de 
transacciones sospechosas, conforme a lo dispuesto en el artículo 12.

4. Son infracciones muy graves de los usuarios profesionales:
a) Poner precursores de explosivos restringidos a disposición de otros usuarios 

profesionales, operadores económicos o particulares, cuando cause un riesgo o perjuicio 
grave.

b) Adquirir un precursor de explosivos restringido, aludiendo a la condición de usuario 
profesional, cuando su uso no esté relacionado con la actividad profesional acreditada, 
cuando cause riesgo o perjuicio grave.

c) Incumplir la obligación de comunicar las sustracciones y desapariciones de 
precursores de explosivos al Punto de Contacto Nacional, de conformidad con el artículo 12.

d) Impedir a las autoridades de inspección el ejercicio de sus funciones dentro de sus 
instalaciones y especialmente el examen de los precursores de explosivos regulados de los 
que se disponga y de la documentación comercial o administrativa que tengan la obligación 
de obtener o poseer, a fin de poder verificar el cumplimiento de las obligaciones exigidas en 
esta ley.

e) Carecer de un espacio de almacenamiento cerrado y de acceso limitado para los 
precursores de explosivos restringidos; o cuando se almacenen de tal modo, que se permita 
su deterioro o pérdida de propiedades, causando un riesgo o perjuicio grave.

f) No haber depositado en un Centro Homologado de Gestión de Residuos, aquellos 
precursores de explosivos regulados, deteriorados o con pérdida de propiedades, cuando se 
cause un riesgo o perjuicio grave.

5. Se entenderá como riesgo grave, cuando la puesta a disposición, introducción, 
posesión y utilización de los precursores de explosivos regulados, pudiera suponer una 
amenaza para la vida o integridad física de las personas o en bienes de cualquier titularidad.

Y como perjuicio grave, cuando la puesta a disposición, introducción, posesión y 
utilización de los precursores de explosivos regulados, cause daños en la vida o integridad 
física de las personas o en bienes de cualquier titularidad, sin perjuicio de lo dispuesto en la 
Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, de la documentación 
comercial o administrativa de las transacciones comerciales realizadas con precursores de 
explosivos restringidos.
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Artículo 17.  Infracciones graves.
1. Son infracciones graves de los operadores económicos:
a) Poner precursores de explosivos restringidos a disposición de los particulares que 

carezcan de licencia o en concentraciones superiores a los valores máximos para su 
concesión, o que, habiéndola obtenido y estando en vigor, sean distintos a los amparados en 
la misma, o en cantidades o concentraciones superiores a las autorizadas, cuando no 
constituya infracción muy grave.

b) Poner precursores de explosivos restringidos a disposición de usuarios profesionales 
u otros operadores económicos, sin haberles exigido la declaración del cliente, cuando no 
constituya infracción muy grave.

c) Incumplir la obligación de cumplimentar la licencia en el momento de realizarse la 
venta del precursor de explosivos restringido.

d) No garantizar y demostrar que los miembros de su personal que intervengan en 
cualquier fase de la venta, posean el conocimiento suficiente sobre la puesta a disposición 
de usuarios profesionales y particulares de los precursores de explosivos regulados y, 
especialmente:

1.º Desconocer los productos puestos a disposición que contienen precursores de 
explosivos regulados;

2.º No estar instruidos sobre las obligaciones contenidas en los artículos 5 al 9 del 
Reglamento (UE) n.º 2019/1148, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 
2019.

e) Comunicar, excediendo el plazo establecido legalmente, las transacciones que 
puedan ser consideradas sospechosas conforme se prevé en el artículo 12, o los intentos de 
estas, o las desapariciones y las sustracciones de precursores de explosivos regulados.

f) Carecer de un control adecuado de las transacciones comerciales efectuadas, 
especialmente, no presentar a las autoridades de inspección de manera inmediata, los 
documentos comerciales y administrativos solicitados que deban estar en posesión del 
operador económico, o aportarlos de manera incompleta.

g) Permitir el libre acceso de los clientes a los precursores de explosivos restringidos, sin 
cumplir las exigencias detalladas en el artículo 13.

h) Carecer de las medidas de seguridad suficientes que impidan a personas ajenas al 
operador económico el acceso a los precursores de explosivos restringidos, o cuando estos 
se almacenen de tal modo que se permita su deterioro o pérdida de propiedades, conforme 
se establece en el artículo 13, cuando no constituya una infracción muy grave.

i) No informar a otro operador económico al que se haya puesto a su disposición 
precursores de explosivos restringidos, de que la adquisición, introducción, posesión o 
utilización por los particulares está sujeta a las restricciones establecidas en la presente ley.

j) No informar cuando se ponga un precursor de explosivos regulado a disposición de 
otro operador económico, de que la adquisición, introducción, posesión o utilización por los 
particulares está sujeta a la obligación de notificación establecida en el artículo 12.

k) No disponer de procedimientos apropiados, razonables y proporcionados para 
detectar las transacciones sospechosas, cuando no constituya infracción muy grave.

l) No haber depositado en un centro homologado de gestión de residuos, aquellos 
precursores de explosivos regulados deteriorados o con pérdida de propiedades, cuando no 
constituya infracción muy grave.

m) No haber remitido a la autoridad competente en el plazo indicado en el artículo 13, el 
certificado expedido por un centro homologado de gestión de residuos que acredite la 
destrucción de un precursor de explosivos regulado.

n) No comunicar al Punto de Contacto Nacional o hacerlo en un plazo superior a 5 días, 
las transacciones con precursores de explosivos restringidos realizadas a los particulares o 
aportar datos falsos, incorrectos o inexactos, conforme a lo dispuesto en el artículo 11 
cuando no constituya una infracción muy grave.

ñ) No conservar durante el plazo fijado en el artículo 10, las facturas de los precursores 
de explosivos regulados que se hayan adquirido o puesto en el mercado.

2. Son infracciones graves de los particulares:
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a) La adquisición, introducción, posesión o utilización de precursores de explosivos 
restringidos cuando no constituyan infracción muy grave, en los siguientes supuestos:

1.º No se encuentre en posesión de la preceptiva licencia que habilite tales actividades, o 
se realicen en concentraciones superiores a los valores máximos para su concesión.

2.º La licencia se encuentre revocada o suspendida.
3.º Habiendo obtenido la licencia y estando en vigor, los precursores de explosivos sean 

distintos a los amparados por la misma, o en cantidades o concentraciones superiores a las 
autorizadas.

b) Poner precursores de explosivos restringidos a disposición de otros particulares, 
usuarios profesionales u operadores económicos cuando no constituya infracción muy grave.

c) La adquisición, posesión, introducción o utilización de precursores de explosivos 
restringidos por encima de las cantidades o concentraciones recogidas en la correspondiente 
licencia.

d) Aportar datos falsos, incorrectos o inexactos para la obtención de la licencia, cuando 
no constituya infracción muy grave.

e) Aportar datos falsos, incorrectos o inexactos para la adquisición de precursores de 
explosivos restringidos, aludiendo a una supuesta condición de usuario profesional u 
operador económico, cuando no constituya infracción muy grave.

f) No comunicar al Punto de Contacto Nacional en el plazo establecido en el artículo 12, 
la sustracción o desaparición de los precursores de explosivos restringidos que se posean 
legítimamente.

g) Incumplir las condiciones reseñadas en la licencia, relativas al uso y lugar de 
utilización o almacenaje de los precursores de explosivos restringidos que se posean 
legítimamente.

h) Carecer de las medidas de seguridad suficientes que garanticen que los precursores 
de explosivos restringidos que se posean se almacenan de manera segura, contraviniendo lo 
indicado en el artículo 13, o cuando se almacenen de tal modo que se permita su deterioro o 
pérdida de propiedades.

i) Incumplir el plazo de devolución del documento original de la licencia a la autoridad 
competente, habiendo transcurrido más de 30 días desde su caducidad.

j) No remitir a la autoridad competente en el plazo de diez días, la licencia de 
precursores de explosivos restringidos, tras la comunicación de la incoación del 
procedimiento de revocación.

k) No haber depositado en un centro homologado de gestión de residuos, aquellos 
precursores de explosivos regulados deteriorados o con pérdida de propiedades cuando no 
constituya infracción muy grave.

l) No haber remitido a la autoridad competente en el plazo indicado en el artículo 13, el 
certificado expedido por un centro homologado de gestión de residuos que acredite la 
destrucción de un precursor de explosivos regulado.

m) No haber depositado el stock sobrante una vez caducada la licencia o no conservar 
durante el plazo establecido en el artículo 4, el justificante de su depósito.

3. Son infracciones graves de los mercados en línea:
a) No garantizar que sus usuarios, en el momento de la puesta a disposición de 

precursores de explosivos regulados a través de sus servicios, estén informados de manera 
clara y efectiva de las obligaciones previstas en el Reglamento (UE) n.º 2019/1148, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, cuando no constituya infracción 
muy grave.

b) No tomar medidas para contribuir a garantizar que sus usuarios, en el momento de la 
puesta a disposición de precursores de explosivos restringidos a través de sus servicios, 
cumplan las obligaciones que se les impone en el Reglamento (UE) n.º 2019/1148, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, y en la presente ley, cuando no 
constituya infracción muy grave.

c) Incumplir la obligación de comunicar las transacciones que puedan considerarse 
sospechosas, de conformidad con el artículo 12, cuando no constituya infracción muy grave.
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d) Carecer de un control adecuado de las transacciones comerciales efectuadas, 
especialmente, no presentar a las autoridades de inspección de manera inmediata, los 
documentos comerciales y administrativos solicitados que deban estar en posesión del 
mercado en línea, o aportarlos de manera incompleta.

e) No disponer de procedimientos apropiados, razonables y proporcionados para 
detectar las transacciones sospechosas, cuando no constituya infracción muy grave.

4. Son infracciones graves de los usuarios profesionales:
a) Poner precursores de explosivos restringidos a disposición de otros usuarios 

profesionales, operadores económicos o particulares, cuando no constituya infracción muy 
grave.

b) Adquirir un precursor de explosivos restringido aludiendo a la condición de usuario 
profesional, no estando su uso relacionado con la actividad profesional acreditada, cuando 
no constituya infracción muy grave.

c) Comunicar, excediendo el plazo establecido en el artículo 12, las sustracciones y 
desapariciones de precursores de explosivos regulados.

d) Carecer de las medidas de seguridad suficientes que garanticen que los precursores 
de explosivos restringidos que se posean se almacenan de manera segura, y en particular 
cuando no se custodien en un espacio de almacenamiento cerrado y de acceso limitado; o 
se almacenen de tal modo que se permita su deterioro o pérdida de propiedades.

e) Carecer de un control adecuado sobre la adquisición, almacenamiento y consumo de 
los precursores de explosivos regulados, que permita la comprobación de posibles 
sustracciones y desapariciones.

f) No haber depositado en un centro homologado de gestión de residuos, aquellos 
precursores de explosivos regulados deteriorados o con pérdida de propiedades cuando no 
constituya infracción muy grave.

g) No haber remitido a la autoridad competente en el plazo indicado en el artículo 13, el 
certificado expedido por un centro homologado de gestión de residuos que acredite la 
destrucción de un precursor de explosivos regulado.

h) No conservar durante el plazo fijado en el artículo 10, las facturas de los precursores 
de explosivos regulados que se hayan adquirido.

Artículo 18.  Infracciones leves.
Son infracciones leves los incumplimientos por los operadores económicos, los 

particulares, los mercados en línea o los usuarios profesionales, de las obligaciones que se 
deriven de la aplicación de esta ley y del Reglamento (UE) n.º 2019/1148, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, que no estén tipificados como infracciones 
muy graves o graves.

Artículo 19.  Responsabilidad de los sujetos obligados.
La responsabilidad por las infracciones cometidas recaerá en los sujetos obligados que, 

por acción u omisión, realicen la conducta en que consista la infracción, que será exigible sin 
perjuicio de las responsabilidades de otra índole que pudieran serlo igualmente, incluida la 
de orden penal.

Sección 2.ª Sanciones

Artículo 20.  Sanciones.
1. Las infracciones muy graves cometidas por los operadores económicos y los 

mercados en línea serán sancionadas con multa de 10.001 a 60.000 euros; las graves, con 
multa de 3.001 a 10.000 euros, y las leves, con multa de 601 a 3.000 euros.

Las infracciones cometidas por los operadores económicos, atendiendo a la naturaleza 
de la infracción y a las circunstancias concurrentes, podrán sancionarse accesoriamente con 
la suspensión de las actividades de comercialización de los precursores de explosivos 
regulados, de dos meses y un día a seis meses en el caso de las infracciones muy graves, y 
hasta dos meses en el caso de las graves.
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2. Las infracciones muy graves cometidas por los particulares serán sancionadas con 
multa de 3.001 a 10.000 euros; las graves, con multa de 601 a 3.000 euros, y las leves, con 
multa de hasta 600 euros.

Las infracciones cometidas por los particulares, atendiendo a la naturaleza de la 
infracción y a las circunstancias concurrentes, además de la sanción de multa, podrá llevar 
aparejada la revocación de la licencia en el caso de ser titular de una; y en todo caso, 
comportará la prohibición de obtenerla por un plazo comprendido entre seis meses y un día y 
un año, en el caso de las infracciones muy graves, y de hasta seis meses, en el caso de las 
infracciones graves.

3. Las infracciones muy graves cometidas por los usuarios profesionales serán 
sancionadas con multa de 10.001 a 30.000 euros; las graves, con multa de 3.001 a 10.000 
euros, y las leves, con multa de 601 a 3.000 euros.

4. Habiendo recaído una resolución sancionadora firme, en relación con expedientes 
sancionadores instruidos por infracciones muy graves o graves, podrá acordarse la medida 
accesoria de destrucción de los precursores de explosivos, repercutiendo los gastos de 
transporte, almacenamiento, gestión y destrucción en el sancionado.

Artículo 21.  Graduación de las sanciones.
1. Dentro de los límites establecidos en esta ley, atendiendo al principio de 

proporcionalidad, se graduará la cuantía de las multas y la duración de suspensión de las 
actividades o de la prohibición de obtener la licencia correspondiente, debiéndose tener en 
cuenta las siguientes circunstancias:

a) La intencionalidad;
b) La incidencia para la seguridad ciudadana;
c) La reincidencia;
d) El beneficio económico obtenido como consecuencia de la comisión de la infracción;
e) El volumen de la actividad comercial del infractor.
2. Se entenderá que existe reincidencia cuando se cometan en el término de un año, 

más de una infracción de la misma naturaleza, cuando así haya sido declarado por 
resolución firme en vía administrativa.

Artículo 22.  Competencia sancionadora.
1. Son autoridades competentes para imponer las sanciones tipificadas en esta ley:
a) La persona titular de la Secretaría de Estado de Seguridad, para imponer las 

sanciones previstas por la comisión de infracciones muy graves.
b) Las personas titulares de las Delegaciones del Gobierno en las Comunidades 

Autónomas y en las Ciudades de Ceuta y Melilla, para imponer las sanciones previstas por la 
comisión de infracciones graves, así como para imponer las sanciones previstas por la 
comisión de infracciones graves y leves en las Comunidades Autónomas uniprovinciales.

c) Las personas titulares de las Subdelegaciones del Gobierno en las provincias, para 
imponer las sanciones previstas por la comisión de infracciones leves.

2. La competencia para incoar e instruir el procedimiento sancionador corresponderá a 
las personas titulares de las Delegaciones del Gobierno en las Comunidades Autónomas 
uniprovinciales y en las Ciudades de Ceuta y Melilla, o a la persona titular de la 
Subdelegación del Gobierno en la provincia donde se haya cometido la infracción.

3. El periodo máximo de notificación de la resolución del procedimiento sancionador será 
de seis meses, contados desde la fecha del acuerdo de iniciación del expediente 
sancionador. Una vez transcurrido ese plazo sin haberse notificado la resolución, se 
producirá la caducidad del procedimiento, en los términos previstos en la Ley 39/2015, de 1 
de octubre.

4. Contra la resolución que se dicte podrán interponerse los recursos previstos en la Ley 
39/2015, de 1 de octubre.
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Artículo 23.  Prescripción de las infracciones y sanciones.
Las infracciones y las sanciones impuestas por su comisión, prescribirán al año en el 

caso de las leves; a los tres años, en el caso de las graves; y a los cinco años, en el caso de 
las muy graves.

Artículo 24.  Expedientes sancionadores y medidas provisionales.
1. El órgano competente para resolver podrá adoptar en cualquier momento, una vez 

incoado el expediente sancionador y mediante acuerdo motivado, las medidas de carácter 
provisional que resulten necesarias para asegurar la eficacia de la resolución que pudiera 
recaer, el buen fin del procedimiento, y evitar que se prolonguen los efectos de la infracción o 
preservar la seguridad ciudadana, sin que en ningún caso puedan tener carácter 
sancionador. Dichas medidas serán proporcionadas a la naturaleza y gravedad de la 
infracción y podrán consistir en:

a) La intervención de los precursores de explosivos regulados;
b) La suspensión de las actividades relacionadas con los precursores de explosivos 

regulados;
c) Instar a la autoridad competente a la suspensión de la licencia durante el periodo de 

instrucción del expediente sancionador, en caso de que el expedientado sea un particular y 
la que posea se encuentre en vigor;

d) La destrucción de los precursores de explosivos regulados cuando su 
almacenamiento o conservación pueda suponer un riesgo para la seguridad ciudadana.

2. Los gastos ocasionados por la adopción de las medidas provisionales indicadas 
correrán a cargo de la persona o entidad contra la que se dirija el expediente sancionador. 
Dichos gastos, en su caso, serán reclamables cuando la sanción adquiera firmeza en vía 
administrativa.

3. Los precursores de explosivos intervenidos quedarán a disposición de la autoridad 
sancionadora en establecimientos adecuados, conforme a la naturaleza y peligrosidad de las 
sustancias intervenidas, en tanto se tramita el procedimiento sancionador y a expensas de la 
resolución adoptada.

4. La duración de las medidas provisionales que se relacionan en los párrafos b) y c) del 
apartado 1, no podrá exceder de la mitad del plazo previsto en esta ley para la sanción que 
pudiera corresponder a la infracción cometida, salvo acuerdo debidamente motivado 
adoptado por el órgano competente para resolver.

5. Las medidas adoptadas serán inmediatamente ejecutivas, sin perjuicio de que las 
personas interesadas puedan solicitar su suspensión justificando la apariencia de buen 
derecho y la existencia de daños de difícil o imposible reparación, prestando, en su caso, 
caución suficiente para asegurar el perjuicio que se pudiera derivar para la seguridad 
ciudadana.

6. Las medidas provisionales acordadas podrán ser modificadas o levantadas cuando 
varíen las circunstancias que motivaron su adopción, y en todo caso, se extinguirán con la 
resolución que ponga fin al procedimiento.

7. La autoridad competente informará sin demora a los titulares de licencias de toda 
suspensión de las mismas, conforme al procedimiento dispuesto en el artículo 7.

8. Asimismo, en los casos de urgencia y para la protección provisional de los intereses 
implicados, las autoridades de inspección podrán adoptar las medidas provisionales 
previstas en el apartado 1, antes del inicio del procedimiento sancionador. Dichas medidas 
deberán ser ratificadas o levantadas por la autoridad sancionadora en el plazo de cinco días 
desde la incoación del expediente.

9. La autoridad competente y las autoridades de inspección podrán acordar, como 
medidas de seguridad extraordinarias, el cierre o desalojo de locales o establecimientos, la 
prohibición del paso, la evacuación de inmuebles o espacios públicos debidamente 
acotados, o el depósito de los precursores de explosivos u otras sustancias susceptibles de 
ser empleadas en la fabricación de explosivos, en situaciones de emergencia que las hagan 
imprescindibles y durante el tiempo estrictamente necesario para garantizar la seguridad 
ciudadana. Dichas medidas podrán adoptarse por los agentes de la autoridad si la urgencia 
de la situación lo hiciera imprescindible, incluso mediante órdenes verbales.
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10. A estos efectos, se entiende por emergencia aquella situación de riesgo sobrevenida 
por un evento que pone en peligro inminente a personas o bienes y exige una actuación 
rápida por parte de la autoridad o de sus agentes para evitarla o mitigar sus efectos.

CAPÍTULO V
Acciones formativas y de sensibilización

Artículo 25.  Acciones de formación y sensibilización.
La Secretaría de Estado de Seguridad promoverá la formación del personal que tenga 

encomendada las labores de inspección, así como el de las autoridades aduaneras que 
guarden relación con la introducción de los precursores de explosivos regulados, en los 
términos previstos en el artículo 10 del Reglamento (UE) n.º 2019/1148, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019. Del mismo modo, y cuando así lo soliciten, 
podrán participar en las mencionadas acciones formativas, los Cuerpos de policía 
dependientes de las comunidades autónomas con competencias para la protección de las 
personas y bienes, y el mantenimiento del orden público.

Disposición adicional primera.  Protección de datos de carácter personal e información 
comercial sensible.

El tratamiento de los datos de carácter personal, en aplicación de esta ley, se atendrá a 
lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y el Consejo, de 27 
de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al 
tratamiento de sus datos personales y a la libre circulación de estos datos y en la Ley 
Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los 
derechos digitales, incluidos los datos comunicados a una autoridad competente para su 
tratamiento con fines de prevención, investigación, detección, o enjuiciamiento de 
infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, incluidas la protección y la 
prevención frente a las amenazas contra la seguridad pública.

Los operadores económicos y los mercados en línea, en el cumplimiento de las 
obligaciones indicadas en los artículos 9 y 11, en relación con la información comercial 
sensible, deberán atenerse a lo dispuesto en la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la 
Competencia, y la Ley 1/2019, de 20 de febrero, de Secretos Empresariales.

Disposición adicional segunda.  Campañas de información.
Al menos una vez al año, la autoridad competente organizará acciones de sensibilización 

adaptadas a las especificidades de los sectores que utilicen precursores de explosivos 
regulados.

Disposición adicional tercera.  Solicitud de la licencia.
Los particulares podrán acceder al modelo de solicitud de la licencia a través de la 

página web del Ministerio del Interior.

Disposición adicional cuarta.  Cooperación y colaboración entre el Estado y las 
Comunidades Autónomas.

1. La Secretaría de Estado de Seguridad y los órganos de las Comunidades Autónomas 
competentes en materia de seguridad pública que dispongan de Cuerpo de policía 
autonómica propio, articularán los mecanismos de intercambio de información necesarios 
para el cumplimiento efectivo de lo dispuesto en esta ley.

En particular, se intercambiará la información oficial necesaria para el desarrollo de la 
actuación policial de conformidad con lo establecido en los correspondientes Estatutos de 
Autonomía, sobre las licencias que se otorguen, las medidas provisionales que se adopten, 
las transacciones sospechosas, desapariciones y sustracciones de precursores de 
explosivos de las que tenga conocimiento el Punto de Contacto Nacional, y en su caso, las 
sanciones que impongan, todo ello, en los términos previstos en la presente ley.
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Así mismo, los órganos de las Comunidades Autónomas competentes en materia de 
seguridad pública que dispongan de Cuerpo de policía propia, podrán adherirse a los planes 
anuales de inspección en materia de precursores de explosivos para el desarrollo de las 
funciones de Autoridad de Inspección, en los mismos términos y obligaciones que las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.

2. El Punto de Contacto Nacional atenderá cualquier petición de información que, sobre 
la materia regulada en la presente ley, se formule por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 
competentes en materia de seguridad ciudadana y que guarde relación directa con el 
ejercicio de sus funciones.

Disposición adicional quinta.  Acceso a los datos de otras Administraciones Públicas.
1. La Secretaría de Estado de Seguridad y las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 

competentes podrán, en el marco de una investigación concreta, acceder a la información 
obrante en los registros de las Administraciones Públicas, de acuerdo con su normativa 
específica, cuando resulte necesaria para la prevención y persecución de ilícitos penales o 
administrativos relacionados con precursores de explosivos, sin necesidad del 
consentimiento previo de los interesados.

El tratamiento posterior de esos datos estará sujeto a lo previsto en la normativa sobre 
protección de datos de carácter personal.

2. A estos efectos, las distintas Administraciones Públicas y el Ministerio del Interior 
podrán suscribir los acuerdos en que se concreten las condiciones de transmisión de la 
información cuando se produzca un requerimiento concreto. Corresponde en todo caso al 
Ministerio del Interior, conforme a la normativa de aplicación y los mecanismos de 
cooperación establecidos al efecto, la coordinación de esta información entre las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad del Estado y las de las Comunidades Autónomas que cuenten con 
Cuerpos de policía propios con competencias para la protección de las personas y bienes y 
el mantenimiento del orden público.

Disposición adicional sexta.  Reconocimiento mutuo de licencias.
Podrán establecerse Acuerdos con otros Estados Miembros en el ámbito de 

reconocimiento mutuo de licencias, rigiéndose por las condiciones que en ellos se 
determinen.

Disposición adicional séptima.  No incremento de gasto público.
La aplicación de las medidas contempladas en esta ley no conllevará ningún incremento 

en gasto público.

Disposición adicional octava.  Cómputo de plazos.
Los plazos que se señalan por días en esta ley se computarán como días hábiles, 

conforme se dispone en el artículo 30 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.

Disposición transitoria primera.  Vigencia de las licencias otorgadas conforme a la 
normativa anterior.

Conforme a lo dispuesto en artículo 23.3 del Reglamento (UE) 2019/1148, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, las licencias que hayan sido 
válidamente otorgadas con arreglo a lo previsto en la Ley 8/2017, de 8 de noviembre, sobre 
precursores de explosivos, se consideran caducadas con efectos de 2 de febrero de 2022.

Disposición transitoria segunda.  Sustancias precursoras de explosivos.
Conforme a lo dispuesto en artículo 23.5 del Reglamento (UE) 2019/1148, del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, la posesión, introducción y 
utilización por particulares de precursores de explosivos que tengan la consideración de 
restringidos y que hubieran sido adquiridos legalmente antes del 1 de febrero de 2021, no 
estará permitida desde el 2 de febrero de 2022.
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Disposición transitoria tercera.  Procedimientos sancionadores iniciados a la entrada en 
vigor de esta ley.

Los procedimientos sancionadores iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de 
esta ley se regirán por la legislación anterior, salvo aquellas disposiciones más favorables 
que sean de aplicación para la persona interesada.

En particular, conforme a lo contemplado en el artículo 16.1, se procederá a la revisión 
de las infracciones calificadas como muy graves, en función del riesgo o perjuicio grave 
causado.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Queda derogada la Ley 8/2017, de 8 de noviembre, sobre precursores de explosivos, y 

cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo establecido en esta ley.

Disposición final primera.  Título competencial.
Esta ley se dicta al amparo de lo previsto en el artículo 149.1.10.ª, 18.ª, 26.ª y 29.ª de la 

Constitución española, que atribuyen al Estado la competencia exclusiva sobre comercio 
exterior, las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas y el procedimiento 
administrativo común, el régimen de producción, comercio, tenencia y uso de explosivos y la 
seguridad pública.

Disposición final segunda.  Desarrollo reglamentario.
Se faculta al Gobierno de la Nación para dictar, en el ámbito de sus competencias, las 

disposiciones reglamentarias necesarias para el desarrollo y aplicación de esta ley y, en 
particular, para actualizar la cuantía de las multas establecidas en el artículo 20, así como 
para adoptar las medidas contempladas en el artículo 14 del Reglamento (UE) n.º 
2019/1148, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor al mes de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado».
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ANEXO I
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ANEXO II
Declaración del cliente
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§ 28

Ley 29/2011, de 22 de septiembre, de Reconocimiento y Protección 
Integral a las Víctimas del Terrorismo

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 229, de 23 de septiembre de 2011
Última modificación: 29 de diciembre de 2021

Referencia: BOE-A-2011-15039

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

PREÁMBULO

I
Con la presente Ley, la sociedad española, a través de sus legítimos representantes en 

el Congreso de los Diputados y en el Senado, rinde homenaje a las víctimas del terrorismo y 
expresa su compromiso permanente con todas las personas que lo han sufrido o que lo 
pudieran sufrir en el futuro, en cualquiera de sus formas. Esta Ley es, por tanto, un signo de 
reconocimiento y de respeto, pero también de solidaridad debida. El apoyo integral que 
persigue representa el esfuerzo compartido de reparación que las víctimas y sus familias 
merecen, inspirado por los principios de memoria, dignidad, justicia y verdad.

En efecto, memoria, dignidad, justicia y verdad, son las ideas fuerza que fundamentan el 
dispositivo normativo recogido en la presente Ley buscando en última instancia la reparación 
integral de la víctima. De acuerdo con estos cuatro principios fundamentales, el Estado 
reitera su compromiso de perseguir la derrota definitiva, incondicional y sin contrapartidas del 
terrorismo en todas sus manifestaciones.

El valor de la memoria como la garantía última de que la sociedad española y sus 
instituciones representativas no van a olvidar nunca a los que perdieron la vida, sufrieron 
heridas físicas o psicológicas o vieron sacrificada su libertad como consecuencia del 
fanatismo terrorista. El Estado salvaguarda así el recuerdo de las víctimas del terrorismo con 
especial atención a su significado político, que se concreta en la defensa de todo aquello que 
el terrorismo pretende eliminar para imponer su proyecto totalitario y excluyente. La 
significación política de las víctimas exige su reconocimiento social y constituye una 
herramienta esencial para la deslegitimación ética, social y política del terrorismo. El 
recuerdo es así un acto de justicia y a la vez un instrumento civilizador, de educación en 
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valores y de erradicación definitiva, a través de su deslegitimación social, del uso de la 
violencia para imponer ideas políticas.

Las víctimas del terrorismo constituyen asimismo una referencia ética para nuestro 
sistema democrático. Simbolizan la defensa de la libertad y del Estado de Derecho frente a 
la amenaza terrorista. Los poderes públicos garantizarán que las víctimas sean tratadas con 
respeto a sus derechos y para asegurar la tutela efectiva de su dignidad. Por ello esta Ley, a 
través de su sistema de ayudas, prestaciones y condecoraciones, quiere rendir un especial 
reconocimiento a los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado y a las Fuerzas Armadas 
de España por la eficacia siempre demostrada en la lucha contra la amenaza terrorista y 
porque, lamentablemente, son las que han aportado el mayor número de víctimas mortales y 
de heridos tanto en los ataques terroristas cometidos en territorio nacional como en los 
perpetrados por el terrorismo internacional. Este homenaje no sería genuino ni completo si, 
al mismo tiempo, no se reconoce el papel que han desempeñado las familias de los 
miembros del Cuerpo Nacional de Policía, de la Guardia Civil, del Ejército, de la Ertzaintza, 
«Mossos d’Esquadra», o de las policías locales, víctimas todos de atentados terroristas. El 
esfuerzo, la resistencia, el coraje y la dignidad demostrada en estos difíciles años son, sin 
duda alguna, un ejemplo de civismo y de compromiso con la democracia, la Constitución y 
sus valores.

Asimismo los colectivos representativos de las víctimas del terrorismo en nuestro país, 
asociaciones, fundaciones y movimientos cívicos, numerosos y plurales, son sin duda un 
pilar fundamental en el apoyo a las familias que han sufrido el zarpazo del terror. Son 
también un instrumento de participación y de canalización de sus demandas y pretensiones, 
de visibilidad y vertebración, contribuyendo también a la deslegitimación social del terrorismo 
y a la difusión de los principios de convivencia democrática en el marco del Estado 
constitucional y de Derecho. Esta Ley también pretende reforzar su estatus y su papel en 
nuestra sociedad, reconociéndoles como interlocutores legítimos y favoreciendo sus 
iniciativas y programas de apoyo a las víctimas. En este sentido, es incompatible con la 
participación democrática en los distintos ámbitos de representación el apoyo o la 
justificación del terrorismo.

El respeto a la justicia como exigencia básica del Estado de Derecho, de acuerdo con 
sus normas y garantías. Los poderes públicos garantizarán en este sentido y en el ámbito de 
sus competencias que no se produzcan situaciones injustas o de desamparo hacia las 
víctimas. Concretamente, trabajarán para impedir la impunidad de los crímenes terroristas en 
cualquiera de sus manifestaciones y velarán para que los terroristas cumplan íntegramente 
sus penas, de acuerdo con lo establecido por la legislación penal.

Igualmente, los poderes públicos contribuirán al conocimiento de la verdad, atendiendo a 
las causas reales de victimización y contribuyendo a un relato de lo que sucedió que evite 
equidistancias morales o políticas, ambigüedades o neutralidades valorativas, que recoja con 
absoluta claridad la existencia de víctimas y terroristas, de quien ha sufrido el daño y de 
quien lo ha causado y que favorezca un desenlace en el que las víctimas se sientan 
apoyadas y respetadas, sin que quepa justificación alguna del terrorismo y de los terroristas. 
En este sentido, la presente Ley es también una manifestación de la condena más firme de 
la sociedad española hacia el terrorismo practicado en nuestra historia, incompatible con la 
democracia, el pluralismo y los valores más elementales de la civilización. Nuestro 
reconocimiento a sus víctimas mediante esta Ley es la mejor forma de denunciar su sinrazón 
a lo largo de todos estos años.

El desarrollo de estos principios en la presente Ley y en los términos que ella establece 
debe perseguir la reparación moral, política y jurídica de las víctimas, expresión a su vez de 
la solidaridad debida con ellas y sus familias, atendiendo al daño sufrido y a su mejor y más 
pronta recuperación.

Porque, cuando el terrorismo golpea a las sociedades democráticas, causa víctimas para 
destruir al Estado y a sus instituciones, afectando a la convivencia en paz y en libertad,en 
este sentido, el terrorismo, más que otros delitos violentos, supone la cosificación de las 
personas, a las que pretende privar de su humanidad. Ciudadanos y representantes 
políticos, miembros de los Cuerpos y Fuerzas de la Seguridad del Estado y de las Fuerzas 
Armadas, hombres y mujeres, niños y mayores, son utilizados, de forma indiscriminada o 
selectiva, como medios para fines ideológicos, religiosos o identitarios imposibles e 
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indeseables; el uso mismo de la violencia para imponer ideas en democracia envenena 
definitivamente éstas y convierte, medios y fines, en un todo incompatible con la libertad, el 
pluralismo y la democracia.

Esta Ley asume igualmente una idea relativamente novedosa, que impregna todo su 
articulado y es que las víctimas del terrorismo son, en efecto, víctimas de violaciones de 
derechos humanos. Esta tesis refuerza sin duda el estatus normativo de la víctima, 
vinculando sus derechos a los valores constitucionales y universales de las sociedades 
abiertas y democráticas y señalando correlativamente obligaciones jurídicas vinculantes para 
el Estado que aseguran la adecuada compensación de quienes han sufrido el terrorismo.

Este esfuerzo y compromiso colectivo, plasmado en la presente Ley, se concreta en el 
reconocimiento y en el apoyo integral a las víctimas del terrorismo que supone asimismo un 
aumento, también cualitativo, de las ayudas, prestaciones y honores a los que tienen 
derecho aquéllas.

La Ley se inspira igualmente en el principio de igualdad, estableciendo criterios que 
garanticen un trato más equitativo en orden a la compensación, evitando en todo caso 
respuestas desiguales ante supuestos similares. Al mismo tiempo, completa la regla general 
de la territorialidad a los efectos del reconocimiento subjetivo de la condición de víctima con 
el principio de la ciudadanía. La incorporación normativa de este principio lleva a proteger 
también a los españoles que sufran atentados terroristas fuera de España y de la Unión 
Europea con independencia de que éstos vayan dirigidos o no contra «intereses españoles», 
sean realizados por bandas que operen habitualmente en España o afecten a operaciones 
de paz y de seguridad en el exterior.

Los principios de respeto, justicia y solidaridad son los que justifican que se haya reunido 
en un cuerpo normativo la plural legislación existente con anterioridad y que se vino 
aprobando desde los orígenes de nuestra democracia para dar respuesta a las necesidades 
de víctimas y familiares.

Esta Ley integral articulada bajo el principio de constituir un cuerpo legal unitario regula 
de manera unificada las prestaciones y ayudas económicas directas y todas aquellas que 
permitan que la incorporación a la vida familiar, social o laboral se realice en las mejores y 
óptimas condiciones posibles. Sin perjuicio de que, en determinados aspectos y una vez 
formulado el reconocimiento de los derechos, deba acudir para su adecuada ejecución a su 
complementación con otros instrumentos normativos y especialmente en aquellos supuestos 
en que es necesario contar con las diferentes Administraciones Públicas que ejercen 
competencias sobre materias específicas; respecto de quienes fallecieron y sus familiares, 
quienes sufrieron en su integridad, o en aspectos como los de sanidad, vivienda o empleo.

La dignidad de la sociedad se mide también por la dignidad con la que ampara y protege 
a quienes han sido víctimas de las acciones del terrorismo. Por ello constituye un eje 
fundamental de la Ley la defensa de la dignidad y el respeto a la memoria de quienes física o 
psicológicamente, sufrieron los daños directos y a sus familias.

La prohibición de que en los lugares públicos se haga ostentación mediante símbolos, 
monumentos, escudos, insignias, placas y otros objetos o menciones conmemorativas o de 
exaltación o enaltecimiento individual o colectivo del terrorismo o de los terroristas se 
complementa con otras medidas de respeto que se incorporan en relación con el tratamiento 
que los medios de comunicación hagan de las imágenes de personas y familias.

En esta Ley se han mantenido, actualizándolos, todos aquellos aspectos que han estado 
presentes en la normativa hasta ahora vigente, a la vez que se han incorporado nuevas 
medidas que responden a propuestas puestas de manifiesto por los colectivos de 
representación y defensa de las víctimas, y a la necesidad de dar respuesta a nuevas 
manifestaciones transnacionales del terrorismo o a la participación española en operaciones 
internacionales de paz y seguridad.

Esta concepción integral de la atención a las víctimas del terrorismo no sería completa si 
solo se hubiera proyectado hacia el futuro. Por ello la Ley contempla su aplicación retroactiva 
a todos los actos acaecidos a partir de 1 de enero de 1960 y abre su aplicación retroactiva 
para quienes en aplicación de la legislación anterior hayan podido recibir en concepto de 
ayudas o indemnizaciones cuantías inferiores a las que la presente Ley establece.
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II
El título primero se inicia definiendo el objeto y finalidad de la Ley desde la perspectiva 

de la protección integral de las víctimas de terrorismo, destacando de manera expresa la 
defensa de la dignidad de las víctimas, incorporando junto a los destinatarios de la misma 
una nueva figura, la de los amenazados, y, en cuanto al ámbito temporal, señalando que su 
aplicación se extiende a los sucesos acaecidos desde el 1 de enero de 1960.

El título segundo incorpora las medidas que, por su carácter general e inmediato, han de 
ponerse en práctica ante la situación de atentado terrorista. Parte de la necesaria 
colaboración y cooperación de todas las Administraciones Públicas de manera que los 
medios de que todas y cada una de ellas disponen, se pongan al servicio de las víctimas y 
las personas afectadas de manera que reciban y dispongan de atención personalizada para 
poder hacer efectivos sus derechos.

El título tercero, dedicado a los derechos y prestaciones, se inicia con la enumeración y 
definición de los distintos destinatarios de esta Ley a la vez que se mantienen las previsiones 
ya existentes en la normativa anterior sobre su régimen jurídico, sistema de compatibilidad y 
tratamiento fiscal. A continuación se incorporan las reglas relativas a los abonos por causa 
de fallecimiento, las personas beneficiarias y el orden de prelación de las mismas. Se 
regulan, con remisión expresa a los Anexos de la Ley, las prestaciones y ayudas por los 
daños personales correspondientes. Se contempla la necesaria adecuación en relación con 
las cargas familiares.

Es en este título donde se incorpora alguna de las principales innovaciones de esta Ley.
En primer lugar se ha procedido a unificar en esta Ley las prestaciones que hasta el 

momento actual venían reguladas de manera diferenciada en las leyes anteriores, a la vez 
que se ha incrementado su importe. Se mantiene el principio de asunción por parte del 
Estado del abono de las indemnizaciones fijadas en sentencia firme en concepto de 
responsabilidad civil señalando una cuantía específica para los supuestos de fallecimiento, 
gran invalidez, invalidez en sus diferentes grados y lesiones no invalidantes, de manera que 
todas las víctimas tengan garantizado un mismo trato indemnizatorio, evitando con ello 
posibles diferencias de trato económico ante situaciones iguales. Todo ello sin perjuicio de 
que las víctimas conservan el ejercicio de acciones civiles para poder reclamar a los 
responsables de los delitos las diferencias que se puedan derivar en el supuesto de que las 
indemnizaciones fijadas pudieran ser superiores a las asumidas por el Estado.

En segundo lugar se ha regulado expresamente el sistema indemnizatorio para los 
supuestos de ayudas excepcionales por daños sufridos en el extranjero. Regulación que 
estaba pendiente de desarrollo y que había constituido una de las demandas de las 
diferentes asociaciones de víctimas. Para configurar estas ayudas excepcionales y en 
atención a su naturaleza se han tenido en cuenta los criterios generales que son de 
aplicación en otros ámbitos de la actividad indemnizatoria de la Administración. Así se ha 
fijado la cuantía del cincuenta por ciento para quienes tengan su residencia habitual en el 
país en que se produzcan los daños; y un cuarenta por ciento para quienes no tengan su 
residencia habitual en el país en que se produzca la acción terrorista.

A continuación se han incorporado los diferentes artículos en los que se configuran las 
diferentes indemnizaciones por daños de carácter material, daños sufridos en viviendas y 
vehículos, en establecimientos mercantiles e industriales y en sedes de organizaciones y 
partidos políticos.

Respecto del procedimiento de solicitud y tramitación de las ayudas e indemnizaciones 
se mantiene la competencia en el Ministerio del Interior y se adoptan algunas medidas para 
simplificar la tramitación y garantizar la participación y presencia de este Ministerio en otros 
órganos que puedan intervenir y en particular, siempre que así lo autoricen los interesados, 
para poder recabar información de los Tribunales sobre documentos, informes y otros datos 
que obren en su poder y que puedan resultar de interés para resolver los expedientes.

En el título cuarto se configura ya de manera integral todo el conjunto de medidas que 
bajo la denominación de «régimen de protección social» tienen como finalidad atender las 
necesidades de todo tipo que a lo largo de la vida se generan para quienes se han visto 
afectados por la acción terrorista.

Respecto de las necesidades de atención sanitaria se incorpora la previsión de 
formación especializada de los profesionales sanitarios para abordar la atención y 
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tratamiento de las víctimas, en los planes nacionales de salud se incorporará un plan de 
atención integrada e integral para la atención de las mismas y el Sistema Nacional de Salud 
deberá prever en el régimen específico al que se refieren los apartados anteriores la 
prestación de atención psicológica, psicopedagógica y, en su caso, psiquiátrica, a las 
personas comprendidas en el ámbito de aplicación de la Ley.

De manera complementaria y adicional se regulan las ayudas para financiar tratamientos 
médicos, prótesis e intervenciones quirúrgicas y gastos médicos en las cuantías que puedan 
no estar cubiertas por los respectivos sistemas de previsión a los que las víctimas estén 
acogidas.

Para atender las necesidades que se producen como consecuencia de los efectos que 
las acciones terroristas producen en la vida se garantiza la posibilidad de movilidad 
geográfica y funcional, la reordenación de los tiempos de trabajo y se contempla la 
obligatoriedad de que los planes de políticas activas de empleo contemplen un apartado 
dirigido a las víctimas en condiciones adecuadas a sus necesidades físicas o psíquicas.

Estas medidas permitirán a quienes hayan sufrido la acción terrorista no solo poder 
continuar con sus actividades profesionales sino adquirir nuevas formaciones para 
incorporarse en condiciones de calidad a la vida laboral.

Se contempla la posibilidad de que por parte del Ministerio del Interior y atendiendo a 
situaciones de especial necesidad personal o familiar se puedan otorgar ayudas 
extraordinarias. Si bien la Ley en su conjunto ofrece todo un sistema de garantía de apoyo y 
ayuda, se ha considerado necesario dotar a la Administración de un instrumento 
complementario para poder atender a quienes se puedan encontrar en estas situaciones 
especiales.

Se incorporan previsiones relativas a la posibilidad de ejercer derecho de preferencia de 
acceso a vivienda tanto en régimen de adquisición como de alquiler para quienes puedan 
necesitar, como resultado o secuelas de la acción terrorista, cambiar de vivienda o lugar de 
residencia.

En el ámbito educativo se regulan las exenciones de tasas académicas, sistemas de 
becas y apoyo dentro del sistema educativo, junto a la adaptación de los sistemas de 
enseñanza.

Se completa con la previsión de que a los extranjeros que en España sean víctimas de 
terrorismo se tenga en cuenta esta condición para la concesión de nacionalidad por carta de 
naturaleza.

El capítulo séptimo de este título cuarto es reflejo de la importancia que la defensa y 
protección de la dignidad de las personas víctimas de terrorismo tiene para la sociedad en su 
conjunto. La protección de su intimidad, la declaración de ilicitud de aquella publicidad que 
pretenda dar un trato despectivo o vejatorio a las víctimas o familiares, la necesidad de que 
por parte de los medios de comunicación se evite todo uso desproporcionado o inadecuado 
de las imágenes personales de las mismas y la realización por parte de las Administraciones 
Públicas de campañas y actividades de formación y sensibilización de los profesionales de la 
información, darán como resultado que la dignidad de las víctimas sea respetada en todo 
momento.

El título quinto está destinado en su totalidad a proteger a las víctimas y a sus familias en 
el ámbito procesal. Junto con las ayudas para una asistencia jurídica especializada, se 
consagra el denominado principio de mínima lesividad en el desarrollo del proceso penal, de 
manera que no se vean obligadas a mantener contacto directo visual con los imputados o 
acusados y que eviten las manifestaciones, signos o declaraciones que puedan denigrarlas u 
ofenderlas, para prevenir una victimización secundaria.

En todo caso los Jueces y Tribunales velarán y protegerán la dignidad y la seguridad 
personal de las víctimas en la tramitación del proceso, evitando la utilización de signos e 
inscripciones que puedan ofenderles o denigrarles.

Dentro de estas medidas se contempla la implementación y consolidación de una oficina 
de apoyo a las víctimas en la Audiencia Nacional y de oficinas específicas para la atención 
personalizada atendidas por personal especializado.

La defensa de la dignidad de las personas víctimas de acciones terroristas se 
complementa en el título sexto con el necesario reconocimiento público y social a través del 
sistema de condecoraciones y honores públicos, La Real Orden de Reconocimiento de las 
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víctimas del terrorismo que se otorga, con el grado de Gran Cruz, a título póstumo, a los 
fallecidos en actos terroristas, y, con el grado de Encomienda, a los heridos y secuestrados 
en actos terroristas.

Además se establece que los poderes públicos impulsarán medidas activas para 
asegurar, dentro del máximo respeto y dignificación de las víctimas, y mediante actos, 
símbolos, monumentos o elementos análogos, el recuerdo y el reconocimiento de las 
víctimas del terrorismo y que velarán por destacar la presencia protocolaria y el 
reconocimiento social de las víctimas del terrorismo en todos los actos institucionales que les 
afecten.

El contenido del título séptimo responde a la necesidad de proteger la dignidad pública 
de las víctimas. El Estado asume esta protección y se declara expresamente la prohibición 
de exhibir públicamente monumentos, escudos, insignias, placas y otros objetos o 
menciones conmemorativas o de exaltación o enaltecimiento individual o colectivo del 
terrorismo o de los terroristas. Para ello las Administraciones Públicas deberán adoptar las 
medidas para impedir o para hacer cesar estas situaciones.

El Ministerio del Interior asume la obligación de mantener los adecuados cauces de 
información, apoyo y participación, así como la elaboración de informes y la presentación de 
iniciativas y propuestas normativas que resulten necesarias a la vista de la experiencia y de 
las necesidades que se vayan poniendo de manifiesto para mantener debidamente 
actualizadas las necesidades de apoyo y protección a las personas víctimas del terrorismo.

La esencial labor desarrollada por las asociaciones y organizaciones de víctimas justifica 
que, dentro de este título, se dedique un capítulo especial al fomento del movimiento 
asociativo.

Además de formular una declaración expresa al reconocimiento público y social de su 
labor se recoge la actividad subvencional destinada a las asociaciones cuyo objeto sea la 
representación y defensa de las víctimas.

En cumplimiento de esos principios y de configurar un marco legislativo que dé 
respuesta a la necesidad de protección integral para las víctimas del terrorismo no solo se 
han establecido previsiones hacia el futuro. Por ello la Ley en su disposición adicional 
primera aborda la aplicación retroactiva para quienes a lo largo del tiempo hubieran podido 
recibir indemnizaciones o compensaciones económicas inferiores a las contempladas en el 
anexo I de la norma.

En las disposiciones adicionales se complementan las previsiones sustantivas 
incorporadas en el texto, con la creación en el Consejo Interterritorial del Sistema Nacional 
de Salud de una Comisión de Análisis del tratamiento de las víctimas del terrorismo, la 
incorporación dentro del Plan de Empleo del Reino de España de un plan propio para 
quienes siendo víctimas del terrorismo se encuentren inscritos como demandantes de 
empleo, la adopción de medidas sobre el acceso de las víctimas al empleo público, y la 
actualización de las indemnizaciones por daños.

TÍTULO PRIMERO
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
La presente Ley tiene por objeto el reconocimiento de las víctimas del terrorismo y el 

establecimiento de un marco de indemnizaciones, ayudas, prestaciones, garantías y 
condecoraciones con la finalidad de reconocer y atenuar, en la medida de lo posible, las 
consecuencias de la acción terrorista en las víctimas y en sus familias o en las personas que 
hayan sufrido daños como consecuencia de la acción terrorista.

Artículo 2.  Valores y finalidad.
1. Esta Ley se fundamenta en los valores de memoria, dignidad, justicia y verdad. 

Memoria, que salvaguarde y mantenga vivo su reconocimiento social y político. Dignidad, 
simbolizando en las víctimas la defensa del Estado democrático de Derecho frente a la 
amenaza terrorista. Justicia, para resarcir a las víctimas, evitar situaciones de desamparo y 
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condenar a los terroristas. Verdad, al poner de manifiesto la violación de los derechos 
humanos que suponen las acciones terroristas.

2. Para el cumplimiento de estos valores la Ley articula un conjunto integral de medidas 
que corresponde impulsar e implantar a la Administración General del Estado y a las 
Administraciones Públicas competentes, encaminadas a conseguir los siguientes fines:

a) Reconocer y promover la dignidad y la memoria de las víctimas del terrorismo y 
asegurar la reparación efectiva y la justicia con las mismas.

b) Dotar de una protección integral a las víctimas del terrorismo.
c) Resarcir a las víctimas, mediante las indemnizaciones y ayudas previstas en la Ley, de 

los daños personales y materiales sufridos como consecuencia de la acción terrorista.
d) Fortalecer las medidas de atención a las víctimas del terrorismo, dotando a los 

poderes públicos de instrumentos eficaces en el ámbito de la protección social, los servicios 
sociales y sanitarios.

e) Reconocer los derechos de las víctimas del terrorismo, exigibles ante las 
Administraciones Públicas, y así asegurar un acceso rápido, transparente y eficaz a los 
servicios establecidos al efecto.

f) Establecer mecanismos de flexibilización y coordinación en el conjunto de trámites 
administrativos que son precisos para obtener las indemnizaciones, ayudas y prestaciones 
previstas en la Ley.

g) Establecer un marco específico en el tratamiento procesal de las víctimas, 
especialmente en los procesos en los que sean partes. Promover la colaboración y 
participación de las entidades, asociaciones y organizaciones que desde la sociedad civil 
actúan contra el terrorismo.

h) Reconocer y apoyar a las personas objeto de amenazas y coacciones de los grupos 
terroristas y de su entorno.

Artículo 3.  Destinatarios.
La presente Ley será de aplicación, a quienes sufran la acción terrorista, definida ésta 

como la llevada a cabo por personas integradas en organizaciones o grupos criminales que 
tengan por finalidad o por objeto subvertir el orden constitucional o alterar gravemente la paz 
pública.

Será aplicable igualmente, a las víctimas de los actos dirigidos a alcanzar los fines 
señalados en el párrafo precedente aun cuando sus responsables no sean personas 
integradas en dichas organizaciones o grupos criminales.

Artículo 3 bis.  Requisitos para el reconocimiento de las ayudas y prestaciones previstas en 
la ley.

1. Serán destinatarios de las ayudas y prestaciones reguladas en la presente ley 
aquellas personas en las que concurra alguno de los dos siguientes supuestos:

a) Cuando en virtud de sentencia firme, se les hubiere reconocido el derecho a ser 
indemnizados en concepto de responsabilidad civil por los hechos y daños contemplados en 
esta Ley.

b) Cuando, sin mediar tal sentencia, se hubiesen llevado a cabo las oportunas diligencias 
judiciales o incoado los procesos penales para el enjuiciamiento de los delitos. En estos 
casos, la condición de víctima o derechohabiente, la entidad de los daños sufridos, la 
naturaleza de los actos o hechos causantes y los demás requisitos legalmente exigidos 
podrán acreditarse ante el órgano competente de la Administración General del Estado por 
cualquier medio de prueba admisible en derecho.

2. La concesión de las ayudas y prestaciones reconocidas en la presente ley se 
someterá a los principios que, para ser indemnizadas, se establecen en el Convenio 
Europeo sobre indemnización a las víctimas de delitos violentos.

Artículo 4.  Titulares de los derechos y prestaciones.
Se considerará titulares de los derechos y prestaciones regulados en la presente Ley a:
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1. Las personas fallecidas o que han sufrido daños físicos y/o psíquicos como 
consecuencia de la actividad terrorista y que, a los efectos de la Ley, son consideradas como 
víctimas del terrorismo.

2. Las personas que, en el supuesto de fallecimiento de la víctima al que se refiere el 
apartado anterior, y en los términos y con el orden de preferencia establecido en el artículo 
17 de esta Ley, puedan ser titulares de las ayudas o de los derechos por razón del 
parentesco, o la convivencia o relación de dependencia con la persona fallecida.

3. Las personas que sufran daños materiales, cuando, conforme a este artículo, no 
tengan la consideración de víctima de actos de terrorismo o de titular de ayudas, 
prestaciones o indemnizaciones.

4. Los términos del reconocimiento de la consideración de víctima o destinatario de las 
ayudas, prestaciones, e indemnizaciones serán los que establezca para cada una de las 
situaciones esta Ley y sus normas reglamentarias de desarrollo.

5. En el supuesto de fallecimiento, serán considerados como víctimas del terrorismo, 
exclusivamente a efectos honoríficos, de respeto, dignidad y defensa pública de estos 
valores, el cónyuge del fallecido o persona ligada con él por análoga relación de afectividad, 
los padres y los hijos, abuelos y hermanos. Todo ello sin perjuicio de los derechos, 
prestaciones, indemnizaciones y demás ayudas que les otorga la presente Ley.

6. Los familiares de los fallecidos y de los heridos que hayan sufrido lesiones 
incapacitantes en sus distintos grados, hasta el segundo grado de consanguinidad, así como 
las personas que, habiendo sido objeto de atentados terroristas, hayan resultado ilesas, a 
efectos honoríficos y de condecoraciones, sin derecho a compensación económica alguna.

Artículo 5.  De los amenazados.
Las personas que acrediten, en los términos del artículo 3 bis de la Ley, sufrir situaciones 

de amenazas o coacciones directas y reiteradas, procedentes de organizaciones terroristas, 
serán objeto de especial atención, en el marco de sus competencias por parte de las 
Administraciones Públicas.

Artículo 6.  Ámbito de aplicación territorial.
1. El régimen de derechos y prestaciones se aplicará cuando la acción terrorista se 

cometa en territorio español o bajo jurisdicción española.
2. Asimismo será aplicable:
a) A las personas de nacionalidad española que sean objeto de una acción terrorista en 

el extranjero.
b) A los participantes en operaciones de paz y seguridad que formen parte de los 

contingentes que España envíe al exterior y sean objeto de una acción terrorista.
3. En el caso de atentados cometidos fuera de territorio nacional, las indemnizaciones y 

ayudas económicas tendrá carácter subsidiario de las compensaciones que puedan ser 
reconocidas a la víctima por el Estado donde se haya producido el atentado. Si la 
indemnización o ayuda a percibir en el exterior fuera inferior a la prevista en España, se le 
abonará la diferencia.

4. Asimismo, en el supuesto de atentados cometidos fuera del territorio nacional, en caso 
de tener las víctimas españolas más de una nacionalidad, las indemnizaciones y ayudas 
económicas tendrán carácter subsidiario de las compensaciones que puedan ser 
reconocidas a la víctima por otro Estado del que sea nacional. Si la indemnización o ayuda a 
percibir en el exterior fuera inferior a la establecida en España, el Estado español abonará la 
diferencia.

5. En caso de concurrencia de indemnizaciones o ayudas, el Estado podrá abonar 
inicialmente el importe total calculado conforme al apartado 1, en calidad de pago a cuenta 
de la liquidación final correspondiente. En ésta se considerarán los ingresos percibidos por la 
víctima en el extranjero y se establecerá, en su caso, la obligación de reintegro al Estado de 
la cantidad que proceda.

6. El reconocimiento de esta indemnización o ayuda no producirá efectos en otras 
legislaciones específicas.
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Artículo 7.  Ámbito de aplicación temporal.
Las disposiciones de la presente Ley serán de aplicación a los hechos que se hubieran 

cometido desde el 1 de enero de 1960.

TÍTULO SEGUNDO
Actuaciones inmediatas tras un atentado terrorista para la protección de las 

víctimas

Artículo 8.  Información general.
1. Las Administraciones Públicas competentes establecerán protocolos generales de 

actuación para situaciones derivadas de un atentado terrorista, con la finalidad de prever las 
acciones inmediatas a ejecutar y los servicios u organismos llamados a intervenir en estos 
casos. La Administración General del Estado establecerá los criterios para la elaboración de 
los citados protocolos.

2. Para conseguir la máxima eficacia en la ejecución de los protocolos, las 
Administraciones Públicas establecerán mecanismos específicos de coordinación y 
cooperación que comprenderán la creación de unidades o puestos de mando integrados por 
los responsables de los distintos servicios o intervinientes.

3. Corresponde al Ministerio del Interior, a través de los Delegados del Gobierno en las 
Comunidades Autónomas, y de la Dirección General responsable de la asistencia a las 
víctimas del terrorismo, impulsar y coordinar la elaboración, ejecución y difusión de los 
protocolos.

Artículo 9.  Asistencia psicológica y psiquiátrica inmediata.
1. Las personas afectadas por un atentado terrorista recibirán, con carácter inmediato y 

gratuito, la asistencia psicológica y psiquiátrica necesaria para cubrir sus necesidades de 
atención, durante todo el tiempo que precisen de acuerdo con los criterios médicos y 
buscando en todo caso su mejor y más pronta recuperación.

2. A tales efectos, la Administración General del Estado podrá establecer los oportunos 
conciertos con otras Administraciones Públicas o con entidades privadas para articular un 
sistema inmediato, coordinado y suficientemente organizado capaz de paliar, en el plano 
individual, los efectos de un atentado terrorista.

Artículo 10.  Asistencia sanitaria de urgencia.
1. La asistencia sanitaria de urgencia será prestada por los órganos y entidades que 

componen el Sistema Nacional de Salud en las condiciones que establezcan sus normas de 
funcionamiento.

2. Las autoridades sanitarias y el personal de dirección de los establecimientos sanitarios 
adoptarán procedimientos específicos dirigidos a localizar e informar a los familiares de las 
víctimas sobre el estado de éstas. El Ministerio del Interior será el habilitado para recabar de 
las citadas autoridades y centros sanitarios cuanta información precise para la debida 
prestación de los servicios de atención a las víctimas del terrorismo y a sus familiares.

3. La asistencia a la que se refiere este artículo incluirá, en el régimen que 
reglamentariamente se determine, la asistencia psicológica y psiquiátrica que sea necesaria 
hasta que se adquiera este derecho de conformidad con lo que se indica en los artículos 
siguientes.

Artículo 11.  Información específica sobre ayudas, indemnizaciones y demás prestaciones.
1. Las Administraciones Públicas competentes establecerán, de forma coordinada, en 

sus respectivos ámbitos y competencias, los mecanismos de información que permitan 
conocer los procedimientos para obtener las ayudas, indemnizaciones y prestaciones que 
correspondan.

2. Dicha información será personalizada y adaptada a las características y a las 
situaciones que padecen las personas afectadas por un atentado terrorista, y estará 
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orientada al reconocimiento del régimen previsto en esta Ley y al conjunto de prestaciones 
que se contienen en el Sistema Nacional de Salud.

3. Se articularán los medios necesarios para que las víctimas del terrorismo que, por sus 
circunstancias personales y sociales, puedan tener una mayor dificultad para acceder 
íntegramente a la información, tengan asegurado el ejercicio efectivo de este derecho. A tal 
efecto, se garantizará que las personas a las que la presente Ley es de aplicación, y que se 
encuentren en una situación de discapacidad, o desconocimiento del idioma, puedan 
obtener, de forma inteligible, información sobre sus derechos y sobre los recursos existentes 
para cubrir sus necesidades.

Artículo 12.  Gastos de sepelio e inhumación.
La Administración General del Estado, en los términos que reglamentariamente se 

establezcan, asumirá los gastos de traslado, sepelio e inhumación y/o incineración de las 
personas que resulten fallecidas como consecuencia de un atentado terrorista.

Artículo 13.  Asistencia consular y diplomática.
La Administración General del Estado en el exterior establecerá instrumentos de 

atención específica a las víctimas españolas mediante asistencia consular y diplomática 
efectiva en las situaciones de atentado terrorista en el extranjero.

TÍTULO TERCERO
De los derechos y prestaciones derivados de actos de terrorismo

CAPÍTULO PRIMERO
Disposiciones generales

Artículo 14.  Delimitación de los derechos y prestaciones.
1. Las personas comprendidas en el artículo 4, apartado primero, tendrán los derechos y 

las prestaciones establecidas en esta Ley por los daños personales que les hayan causado 
las acciones terroristas. Si como consecuencia de la actividad delictiva la víctima hubiese 
fallecido, los titulares serán las personas que se indican en el artículo 4 apartado segundo de 
la Ley.

2. Las personas comprendidas en el artículo 4, apartados 1 y 2, tendrán, asimismo, 
derecho a que el Estado les abone la cantidad impuesta a los condenados en concepto de 
responsabilidad civil en virtud de sentencia firme por terrorismo, en los términos previstos en 
esta Ley.

3. Las personas comprendidas en el artículo 4, apartados 1 y 2, tendrán derecho a 
obtener las prestaciones de los regímenes públicos de protección social con el alcance y 
régimen específico establecidos en la presente Ley.

4. Las personas comprendidas en el artículo 4, apartado 3, tendrán derecho a percibir las 
indemnizaciones por daños materiales previstas en esta Ley.

5. Las pensiones extraordinarias derivadas de actos terroristas se regirán por las 
disposiciones específicas del Sistema de la Seguridad Social o del Régimen de Clases 
Pasivas del Estado que corresponda.

Artículo 15.  Régimen jurídico de las ayudas.
1. Las ayudas e indemnizaciones establecidas en esta Ley son compatibles con las 

pensiones, ayudas y compensaciones que pudieran reconocerse en ella o en cualquier otra 
que pudieran dictar las Comunidades Autónomas.

2. Asimismo, son compatibles con la exigencia de responsabilidad patrimonial al Estado 
por el normal o anormal funcionamiento de la Administración, si bien aquéllas se imputarán a 
la indemnización que pudiera reconocerse por este concepto, detrayéndose de la misma.
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Artículo 16.  Exenciones tributarias.
Las cantidades percibidas como consecuencia de las indemnizaciones, resarcimientos o 

ayudas de carácter económico a que se refiere la presente Ley estarán exentas del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas y de cualquier impuesto personal que pudiera recaer 
sobre las mismas.

CAPÍTULO SEGUNDO
Abono de daños

Sección 1.ª Daños personales

Artículo 17.  Resarcimiento por fallecimiento.
1. En el caso de fallecimiento se abonarán las cantidades dispuestas en el anexo I.
2. Los titulares de este derecho, de conformidad con el artículo 4, apartado 2, serán, por 

orden de preferencia, las siguientes personas:
a) El cónyuge de la persona fallecida, si no estuvieren legalmente separados, o la 

persona que hubiere venido conviviendo con ella de forma permanente con análoga relación 
de afectividad al menos los dos años inmediatamente anteriores al momento del 
fallecimiento, salvo que hubieren tenido descendencia en común, en cuyo caso bastará la 
mera convivencia; y los hijos de la persona fallecida.

b) En caso de inexistencia de los anteriores, serán destinatarios, por orden sucesivo y 
excluyente, los padres, los nietos, los hermanos y los abuelos de la persona fallecida.

c) En defecto de los anteriores, los hijos de la persona conviviente y los menores en 
acogimiento familiar permanente de la persona fallecida, cuando dependieren 
económicamente de ella.

3. En el caso de la concurrencia prevista en el apartado a), la ayuda se repartirá por 
mitades, correspondiendo una al cónyuge o conviviente y la otra a los hijos, distribuyéndose 
esta última entre ellos por partes iguales.

4. En los supuestos de concurrencia de personas con el mismo parentesco, la cuantía 
total se repartirá entre ellas por partes iguales.

Artículo 18.  Resarcimiento por daños personales.
Las víctimas del terrorismo que como consecuencia del delito sufran daños personales 

tendrán derecho a las indemnizaciones fijadas en las tablas I, II y III del anexo de esta Ley 
para los distintos grados de incapacidad, lesiones no invalidantes y secuestro.

Artículo 19.  Adecuación en función de las cargas familiares.
Las personas a que se refiere el artículo 17, y las víctimas afectadas con un grado de 

incapacidad permanente, tendrán derecho a que la ayuda que perciban sea incrementada en 
una cantidad fija de veinte mensualidades del indicador público de renta de efectos múltiples 
(IPREM) que corresponda, en razón de cada uno de los hijos, o menores acogidos que 
dependiesen económicamente de la víctima.

Artículo 20.  Abono por el Estado de la responsabilidad civil fijada en sentencia. Carácter 
extraordinario del abono.

1. El Estado asumirá con carácter extraordinario el abono de las indemnizaciones 
correspondientes, impuestas en sentencia firme en concepto de responsabilidad civil, por la 
comisión de alguno de los delitos comprendidos en el ámbito de aplicación de esta Ley.

2. Las indemnizaciones se extenderán únicamente a los daños físicos o psíquicos.
3. La indemnización se abonará a las víctimas de terrorismo o a las personas indicadas 

en el artículo 17 y, en defecto de ellas, a sus herederos o a quien se fije como destinatarios 
en la resolución judicial que se adopte.
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4. La cantidad total a abonar por el Estado, en concepto de responsabilidad civil fijada en 
sentencia, no podrá exceder de las siguientes cuantías:

– Fallecimiento: 500.000 €.
– Gran Invalidez: 750.000 €.
– Incapacidad permanente absoluta: 300.000 €.
– Incapacidad permanente total: 200.000 €.
– Incapacidad permanente parcial: 125.000 €.
– Lesiones no invalidantes: 100.000 €.
– Secuestro: 125.000 €.
5. Cuando las personas a las que se refiere el apartado 3 hubieren percibido la ayuda 

por daños personales, conforme a lo previsto en el artículo 17 de esta Ley, la cuantía del 
abono extraordinario por parte del Estado se extenderá únicamente a la diferencia existente 
entre la cantidad fijada como responsabilidad civil en sentencia firme, con los límites del 
apartado anterior, y la cantidad percibida como ayuda por los daños personales.

6. En el supuesto de que la cuantía de la indemnización fijada en sentencia firme sea 
igual o inferior a la percibida como ayuda por daños personales, la Administración no 
desarrollará ninguna actividad.

7. En ningún caso el abono previsto en este artículo supone la asunción de 
responsabilidad civil subsidiaria por parte del Estado en los procesos penales.

Artículo 21.  Subrogación del Estado por el abono de la responsabilidad civil.
1. El Estado se subrogará en la titularidad del derecho de crédito nacido de la sentencia 

que declare la responsabilidad civil derivada del delito hasta el límite de la indemnización 
satisfecha en virtud de lo dispuesto en el artículo anterior. La repetición del importe 
satisfecho por el Estado contra el obligado civilmente por el hecho delictivo se realizará 
mediante el procedimiento administrativo de apremio previsto en el Real Decreto 939/2005, 
de 29 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General de Recaudación.

2. Los destinatarios de las indemnizaciones y prestaciones por terrorismo a quienes la 
sentencia judicial hubiera reconocido derechos de resarcimiento por un importe superior al 
recibido del Estado en aplicación de esta Ley, conservarán la acción civil para reclamar la 
diferencia a los responsables de la acción delictiva causante de los daños.

Artículo 22.  Ayudas excepcionales por daños sufridos en el extranjero.
(Suprimido)

Artículo 22 bis.  Resarcimiento por secuestro.
La persona que haya sido objeto de secuestro, como consecuencia de acciones 

comprendidas dentro del ámbito de aplicación de la ley, exigiéndose alguna condición para 
su libertad, será indemnizada con la cantidad de 12.000€. En su caso, será indemnizada por 
los daños personales que el acto de secuestro le haya causado, con el límite de la 
indemnización por incapacidad permanente parcial y por los días de secuestro según las 
cuantías resultantes de aplicar la Tabla III del Anexo.

Artículo 22 ter.  Anticipos y pagos a cuenta.
El Ministerio del Interior podrá anticipar hasta 18.030,36 €, a cuenta de la percepción de 

la ayuda definitiva, en los casos en que por la gravedad de las lesiones sufridas por la acción 
terrorista, sea razonable presumir una posterior declaración de incapacidad laboral 
permanente total, absoluta o una gran invalidez de la víctima.

Igualmente, en los casos de lesiones invalidantes o de incapacidad temporal, podrán 
abonarse trimestralmente los periodos de baja laboral. Estas cantidades a cuenta serán 
equivalentes a las que resulte de multiplicar el duplo del IPREM vigente en la fecha en que 
se produjo la lesión por los días de incapacidad.
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Sección 2.ª Daños materiales

Artículo 23.  Alcance de la indemnización por daños materiales.
1. Los daños materiales causados como consecuencia o con ocasión de los delitos de 

terrorismo a quienes no fueren responsables de los mismos, serán resarcibles por la 
Administración General del Estado en los términos previstos en el presente artículo y los 
artículos siguientes.

2. La indemnización comprenderá los daños causados en la vivienda de las personas 
físicas, en establecimientos mercantiles, industriales o elementos productivos de las 
empresas, en las sedes de partidos políticos, sindicatos u organizaciones sociales y los 
producidos en vehículos.

La Administración General del Estado podrá encargar la reparación de los inmuebles 
referidos en el apartado anterior a empresas constructoras, abonando directamente a éstas 
su importe.

Los contratos administrativos a que den lugar las obras de reparación se tramitarán por 
el procedimiento de emergencia previsto en la Legislación de Contratos de las 
Administraciones Públicas.

Sin perjuicio de ello, la Administración General del Estado podrá celebrar convenios con 
otras Administraciones Públicas, al objeto de que éstas asuman la ejecución de las obras de 
reparación, abonando aquélla su importe.

Los damnificados que se hubieran beneficiado de obras de reparación realizadas por la 
Administración General del Estado decaerán en su derecho a reclamar al Consorcio de 
Compensación de Seguros las indemnizaciones correspondientes a los daños reparados en 
los bienes asegurados, las cuales serán percibidas por la empresa ejecutora de las obras, o 
por la Administración actuante mediante convenio, conforme a las peritaciones oficiales de 
dicho Consorcio.

3. Los resarcimientos por daños materiales tendrán carácter subsidiario respecto de los 
reconocidos por las Administraciones Públicas o derivados de contratos de seguro, 
reduciéndose en la cantidad recibida por estos conceptos.

4. No serán resarcibles los daños causados en bienes de titularidad pública.

Artículo 24.  Daños en las viviendas.
1. En las viviendas habituales de las personas físicas serán indemnizables los daños 

sufridos en la estructura, instalaciones y mobiliario que resulte necesario reponer para que 
recuperen las condiciones anteriores de habitabilidad, excluyendo los elementos suntuarios. 
En las viviendas que no tengan el carácter de residencia habitual, el resarcimiento 
comprenderá el cincuenta por ciento de los daños, con el límite por vivienda que se 
determine reglamentariamente.

2. La Administración General del Estado podrá contribuir a sufragar los gastos que 
origine el alojamiento provisional de aquellas personas que, como consecuencia de un 
atentado terrorista, tengan que abandonar temporalmente su vivienda y mientras se efectúan 
las obras de reparación. A estos efectos, podrá celebrar convenios o acuerdos con otras 
Administraciones Públicas o con organizaciones especializadas en el auxilio o asistencia a 
damnificados en situaciones de siniestro o catástrofe.

Artículo 25.  Daños en establecimientos mercantiles o industriales.
1. En el caso de establecimientos mercantiles o industriales, el resarcimiento 

comprenderá el valor de las reparaciones necesarias para poner nuevamente en 
funcionamiento dichos establecimientos, incluyendo el mobiliario y equipo siniestrado, con el 
límite de indemnización que se fije reglamentariamente.

2. Con independencia de ello, la Administración General del Estado podrá acordar, en 
supuestos excepcionales y, en particular, cuando como consecuencia del acto terrorista 
quedare interrumpida la actividad de una empresa, con riesgo de pérdida de sus puestos de 
trabajo, subsidiar la concesión de préstamos destinados a la reanudación de dicha actividad.

3. El subsidio consistirá en el abono a la entidad de crédito prestamista de la diferencia 
existente entre los pagos de amortización de capital e intereses al tipo de interés fijado por la 
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entidad prestamista, y los que corresponderían al tipo de interés subsidiado, que se 
determinará en las normas de desarrollo.

4. También podrá celebrar la Administración General del Estado convenios con entidades 
de crédito al objeto de que éstas establezcan modalidades de créditos a bajo interés, con la 
finalidad indicada en el párrafo precedente.

Artículo 26.  Daños en sedes de partidos políticos, sindicatos y organizaciones sociales.
1. En el caso de sedes de partidos políticos, sindicatos y organizaciones sociales, el 

resarcimiento comprenderá el valor de las reparaciones necesarias para que recuperen sus 
condiciones anteriores de funcionamiento, incluyendo el mobiliario y el equipo siniestrado.

2. Se entenderán comprendidos como daños indemnizables de esta naturaleza, los 
producidos por actos terroristas en las sedes o lugares de culto pertenecientes a confesiones 
religiosas inscritas.

Artículo 27.  Daños en vehículos.
1. Serán resarcibles los daños causados en vehículos particulares así como los sufridos 

por los destinados al transporte terrestre de personas o mercancías, salvo los de titularidad 
pública. Para que proceda la indemnización, será requisito indispensable disponer en el 
momento del siniestro de póliza vigente del seguro obligatorio del vehículo. Siempre que de 
acuerdo con la normativa específica sea exigible dicho seguro.

2. El resarcimiento comprenderá el importe de los gastos necesarios para su reparación. 
En caso de destrucción del vehículo, o cuando la reparación resulte superior a su valor 
venal, la indemnización será equivalente al importe de adquisición en el mercado de un 
vehículo de similares características técnicas y condiciones de uso al siniestrado, con el 
límite máximo que se establezca reglamentariamente.

3. El resarcimiento tendrá carácter subsidiario respecto de cualesquiera otros 
reconocidos por las Administraciones Públicas o derivados de contratos de seguro, 
reduciéndose en cuantía igual al valor de dichos resarcimientos o indemnizaciones, de 
concurrir éstos.

CAPÍTULO III
Procedimiento y competencia

Artículo 28.  Procedimiento para la indemnización por daños corporales o materiales.
1. El procedimiento para el reconocimiento del derecho a la indemnización por los daños 

a que se refiere este Título será tramitado y resuelto por el Ministerio del Interior.
Las solicitudes de los interesados deben cursarse en el plazo máximo de un año desde 

que se produjeron los daños. A efectos de plazos, se computa el daño corporal a fecha de 
alta o consolidación de secuelas, conforme acredite el Sistema Nacional de Salud. En los 
supuestos en que, como consecuencia directa de las lesiones, se produjese el fallecimiento, 
se abrirá un nuevo plazo de igual duración para solicitar el resarcimiento o, en su caso, la 
diferencia que procediese entre la cuantía satisfecha por tales lesiones y la que 
correspondiera por fallecimiento. De igual modo se procederá cuando, como consecuencia 
directa de las lesiones, se produjese una situación de mayor gravedad a la que corresponda 
una cantidad superior.

En los casos de daños psicológicos, el plazo de un año empezará a contar desde el 
momento en el que existiera un diagnóstico acreditativo de la causalidad de la secuela.

Si la víctima incapacitada hubiera fallecido por causa distinta a las secuelas derivadas 
del atentado, resultarán beneficiarios de la indemnización que hubiera correspondido al 
causante las personas a las que se refiere el artículo 17 de esta Ley, según el orden de 
preferencia establecido en el mismo.

2. Para la calificación de las lesiones a efectos indemnizatorios será preceptivo el 
dictamen emitido por un equipo de valoración de incapacidades cuya composición se 
determinará reglamentariamente según el sistema sanitario del solicitante de la 
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indemnización. En dichos equipos se integrará, en todo caso, un representante del Ministerio 
del Interior vinculado con la atención a las víctimas del terrorismo.

La calificación de las lesiones permanentes no invalidantes podrá efectuarse, en su 
caso, por la Asesoría Médica adscrita a la Unidad Administrativa instructora de los 
resarcimientos.

3. La tasación pericial de los daños materiales se realizará por los servicios competentes 
del Consorcio de Compensación de Seguros, al que se reintegrará el importe de los costes 
incurridos en la tasación de los bienes no cubiertos por contratos de seguros.

4. Las evaluaciones médicas de las lesiones y las tasaciones periciales de los daños 
materiales, cuando resulten determinantes para adoptar la resolución, suspenderán el 
procedimiento hasta su incorporación al expediente indemnizatorio.

El Ministerio del Interior podrá, en el ejercicio de las competencias derivadas de este 
artículo, recabar los datos sobre los procedimientos de reconocimiento de pensiones 
extraordinarias por terrorismo relacionados con los solicitantes, que obrasen en los ficheros 
del Instituto Nacional de la Seguridad Social y la Dirección General de Costes de Personal y 
Pensiones Públicas.

5. Las resoluciones dictadas en los mencionados procedimientos pondrán fin a la vía 
administrativa y podrán ser recurridas potestativamente en reposición o impugnadas ante el 
orden jurisdiccional contencioso-administrativo.

6. El plazo máximo para la resolución del procedimiento es de 12 meses, entendiéndose 
estimada la petición en caso de haber transcurrido el citado plazo sin haberse dictado 
resolución expresa.

Artículo 29.  Unificación de los órganos de instrucción.
1. En el Ministerio del Interior existirá un único órgano administrativo al que 

corresponderá la instrucción de todos los expedientes a que se refieren los artículos 
anteriores.

2. Los documentos de evaluación de lesiones que pueda realizar cualquier órgano de la 
Administración General del Estado vincularán, en lo que a dicha calificación se refiere, a 
cualquier otro que, conforme a esta Ley, venga obligado a efectuar dicha evaluación para el 
reconocimiento de una ayuda o prestación, y dispensan a los interesados de la obligación de 
someterse a nuevos reconocimientos médicos para acreditar dicha evaluación.

3. El citado órgano operará, además, como ventanilla única de cualquier otro 
procedimiento que pudieran iniciar los interesados ante la Administración General del Estado 
asumiendo la remisión al órgano competente de las peticiones deducidas y la relación con el 
interesado.

Artículo 30.  Relación con los tribunales.
A los efectos de la tramitación de los procedimientos descritos en los artículos anteriores 

y con la finalidad de comprobar las situaciones y circunstancias que son precisas para la 
instrucción de los mismos y de evitar molestias y trámites a los interesados, el Ministerio del 
Interior podrá recabar directamente de los órganos jurisdiccionales los antecedentes, datos o 
informes que resulten necesarios para la tramitación de los expedientes cuando los 
interesados autoricen tal petición en el curso de los expedientes en los que son parte.

TÍTULO CUARTO
Régimen de protección social

CAPÍTULO PRIMERO
Asistencia sanitaria

Artículo 31.  Sensibilización y tratamiento especifico de las víctimas del terrorismo.
1. Las Administraciones sanitarias, en el seno del Consejo Interterritorial del Sistema 

Nacional de Salud, promoverán e impulsarán la actuación de los profesionales sanitarios 
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para la atención específica de las víctimas del terrorismo, y propondrán las medidas que 
estimen necesarias a fin de optimizar la contribución del sector sanitario en la atención a las 
mismas.

2. En particular, se desarrollarán programas de sensibilización y formación continuada 
del personal sanitario con el fin de mejorar e impulsar el diagnóstico, la asistencia 
coordinada y la rehabilitación de las víctimas del terrorismo.

3. En los Planes Nacionales de Salud que procedan, se contemplará un apartado de 
intervención integral y coordinada en los supuestos de las víctimas del terrorismo.

4. El Sistema Nacional de Salud deberá prever en el régimen específico al que se 
refieren los apartados anteriores la prestación de atención psicológica, psicopedagógica y, 
en su caso, psiquiátrica, a las personas comprendidas en el artículo 4, en sus apartados 1 y 
2, sin que de ello se derive automáticamente derecho alguno en el ámbito de la reparación o 
de la compensación económica.

Artículo 32.  Ayudas para tratamientos médicos y asistencia sanitaria complementaria a la 
dispensada por el Sistema Nacional de Salud.

1. Las personas a que se refieren el artículo 4 en sus apartados 1 y 2 podrán recibir 
ayudas específicas destinadas a financiar tratamientos médicos, prótesis e intervenciones 
quirúrgicas, siempre que se acreditare la necesidad actual de ellos, que tuviesen vinculación 
con el atentado terrorista y que no hubieran sido cubiertos bien por un sistema público o 
privado de aseguramiento, bien por el régimen público de resarcimientos o ayudas a las 
víctimas de actos terroristas.

2. Serán igualmente resarcibles los gastos por tratamientos médicos, en la cuantía no 
cubierta por cualquier sistema de previsión al que estas personas estuvieren acogidas.

3. Estas ayudas son complementarias y adicionales a las que se determinan en la 
presente Ley.

Serán incompatibles con las que establezca, por los mismos conceptos, el sistema 
público sanitario, y no podrán ser indemnizadas cuando la prestación en cuestión sea 
cubierta por aquél.

CAPÍTULO SEGUNDO
Derechos laborales y de Seguridad Social

Artículo 33.  Derechos laborales.
Las personas que hayan sufrido daños físicos y/o psíquicos como consecuencia de la 

actividad terrorista, su cónyuge o persona que haya convivido con análoga relación de 
afectividad durante al menos dos años anteriores y los hijos, tanto de los heridos como de 
los fallecidos, previo reconocimiento del Ministerio del Interior o de sentencia judicial firme, 
tendrán derecho, en los términos previstos en el Estatuto de los Trabajadores, a la 
reordenación de su tiempo de trabajo y a la movilidad geográfica.

Artículo 34.  De las políticas activas de empleo.
Las personas que hayan sufrido daños físicos y/o psíquicos como consecuencia de la 

actividad terrorista, su cónyuge o persona que haya convivido con análoga relación de 
afectividad durante al menos dos años anteriores y los hijos, tanto de los heridos como de 
los fallecidos, tendrán derecho, de conformidad con el artículo 3 bis y previo reconocimiento 
del Ministerio del Interior o de sentencia judicial firme, a ser beneficiarios de las medidas de 
bonificación a la contratación y de las políticas activas de empleo previstas en la legislación 
específica.

Artículo 35.  Derechos de los funcionarios y del personal laboral al servicio de las 
Administraciones Públicas.

1. Las personas a las que se refiere el artículo 4, en su apartado 1, que tuviesen la 
condición de funcionarios públicos tendrán derecho a la reducción o a la reordenación de su 
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tiempo de trabajo y a la movilidad geográfica de centro de trabajo, en los términos que se 
determinen en su legislación específica.

2. En el caso de que se ejercite el derecho a la movilidad geográfica previsto en el 
apartado anterior, los cónyuges o personas vinculadas por análoga relación de afectividad 
con aquéllos, tendrán derecho preferente a ocupar un puesto de trabajo igual o similar al que 
vengan desempeñando, si hubiera plaza vacante en la misma localidad.

3. Estos derechos, en la medida en que resulte compatible con su propio régimen 
jurídico, serán aplicables, igualmente y en los términos que establezca su legislación 
específica, al personal laboral al servicio de las Administraciones Públicas.

CAPÍTULO TERCERO
Ayudas extraordinarias a las víctimas del terrorismo

Artículo 36.  Ayudas extraordinarias a las víctimas del terrorismo.
Sin perjuicio de los resarcimientos y ayudas de carácter ordinario, el Ministerio del 

Interior podrá conceder ayudas extraordinarias para paliar situaciones de necesidad personal 
o familiar plena o insuficientemente cubiertas. Estas ayudas son compatibles con las ayudas 
ordinarias previstas en esta Ley.

CAPÍTULO CUARTO
Actuaciones en materia de vivienda

Artículo 37.  Tratamiento específico en materia de vivienda pública.
1. Las Administraciones Públicas procurarán que las personas incluidas en el artículo 4 

de esta Ley tengan una consideración preferente en la adjudicación de viviendas de 
protección pública, especialmente, cuando las secuelas del acto terrorista obliguen al cambio 
de aquélla en la que vivían.

2. Las Administraciones Públicas velarán por el establecimiento de un régimen 
preferente para que también puedan ocupar viviendas de alquiler cuando sean gestionadas 
mediante sistemas u organizaciones públicas.

3. Las Administraciones Públicas establecerán ayudas para la adaptación de las 
viviendas de aquellas víctimas que lo requieran debido a las secuelas devenidas de actos 
terroristas.

CAPÍTULO QUINTO
Ayudas educativas

Artículo 38.  Exención de tasas académicas.
Las Administraciones Públicas competentes y, en su caso, las autoridades educativas 

adoptarán, en los distintos niveles educativos, las medidas necesarias para asegurar la 
exención de todo tipo de tasas académicas en los centros oficiales de estudios a las víctimas 
de actos terroristas definidas en el artículo 4, apartado 1, de la presente Ley, así como a los 
hijos de aquéllos que hayan fallecido en acto terrorista o de aquéllos que han sufrido daños 
físicos y/o psíquicos a consecuencia de la actividad terrorista.

Artículo 39.  Concesión de ayudas al estudio.
1. Se concederán ayudas de estudio cuando como consecuencia de un acto terrorista se 

deriven para el estudiante, para su viudo o viuda, pareja de hecho o hijos del fallecido, o 
para sus padres, hermanos, tutores o guardadores, daños personales que los incapaciten 
para el ejercicio de su profesión habitual.

2. Las normas de desarrollo de la presente disposición determinarán las modalidades de 
las ayudas, sus cuantías y las condiciones para su percepción, estableciendo, en todo caso, 
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su incompatibilidad con las percibidas, por el mismo concepto, de otras Administraciones 
Públicas.

Artículo 40.  Régimen específico de asistencia a las víctimas en el sistema educativo.
1. Las Administraciones Públicas con competencia en materia educativa podrán 

establecer un sistema de atención específica a las víctimas del terrorismo a que se refiere el 
artículo 4 de esta Ley, en sus apartados 1 y 2, mediante la designación de tutores u otros 
sistemas que permitan la atención individualizada y faciliten la continuación de los estudios 
que estaban realizando o que pudiesen realizar.

2. Asimismo, las citadas autoridades, en colaboración con los directores y responsables 
de los centros docentes, procurarán, si fuera preciso, adaptar el régimen docente a sus 
condiciones físico-psíquicas.

CAPÍTULO SEXTO
Derechos específicos de los extranjeros víctimas del terrorismo

Artículo 41.  Concesión de la nacionalidad.
La condición de víctima del terrorismo a que se refiere el artículo 4.1 de esta Ley se 

considerará como circunstancia excepcional a los efectos de la adquisición de la 
nacionalidad española por carta de naturaleza.

CAPÍTULO SÉPTIMO
Derechos de los afectados en el tratamiento de las informaciones 

correspondientes a las víctimas del terrorismo

Artículo 42.  De la protección de datos y las limitaciones a la publicidad.
En las actuaciones y procedimientos relacionados con el terrorismo, se protegerá la 

intimidad de las víctimas; en especial sus datos personales, los de sus descendientes y los 
de cualquier otra persona que esté bajo su guarda o custodia.

Artículo 43.  Publicidad ilícita.
De acuerdo con lo establecido en la legislación específica en la materia, se considerará 

ilícita la publicidad que utilice la imagen de las víctimas con carácter despreciativo, vejatorio 
o sensacionalista o con ánimo lucrativo.

Artículo 44.  Vigilancia y control.
Las instituciones a las que corresponda velar para que los medios audiovisuales 

cumplan sus obligaciones adoptarán las medidas que procedan para asegurar un 
tratamiento de las víctimas del terrorismo conforme con los principios y valores 
constitucionales, sin perjuicio de las posibles actuaciones que puedan adoptar otras 
entidades.

Artículo 45.  Acciones de cesación y rectificación.
Las personas reseñadas en el artículo 4 de esta Ley estarán legitimadas para ejercitar 

ante los Tribunales las acciones de cesación y rectificación de publicidad ilícita por utilizar en 
forma vejatoria la imagen de las víctimas del terrorismo, en los términos que se señalen en la 
legislación específica.

Artículo 46.  Principios aplicables a la información sobre las víctimas del terrorismo.
1. Los medios de comunicación fomentarán la protección y salvaguarda de la imagen de 

las víctimas del terrorismo, evitando cualquier utilización inadecuada y desproporcionada de 
ella.
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2. La difusión de informaciones relativas a las víctimas del terrorismo tendrá en cuenta el 
respeto a los derechos humanos, la libertad y dignidad de las mismas y de sus familias. En 
particular, se tendrá especial cuidado en el tratamiento gráfico de las informaciones.

Artículo 47.  Medios de comunicación.
1. A fin de dar cumplimiento a lo indicado en el artículo anterior, las Administraciones 

Públicas promoverán acuerdos de autorregulación dotados de mecanismos de control 
preventivo y de resolución extrajudicial de controversias eficaces que contribuyan al 
cumplimiento de la legislación publicitaria.

2. Para conseguir la mejor realización de los fines indicados en este artículo y en los 
precedentes, las Administraciones Públicas competentes podrán promover campañas de 
sensibilización y formación continuada de los profesionales de la información.

TÍTULO QUINTO
Protección de las víctimas en los procesos judiciales

CAPÍTULO ÚNICO
Principios rectores y derechos de la víctima de terrorismo ante los Tribunales 

españoles

Artículo 48.  Derecho a la asistencia jurídica gratuita.
1. Las víctimas del terrorismo a que se refiere el artículo 4.1 y 2, tienen derecho a la 

asistencia jurídica gratuita en todos los procesos judiciales y procedimientos administrativos 
que tengan causa directa o indirecta en la situación que provoca la citada condición, con 
independencia de sus recursos económicos, en los términos establecidos en la Ley 1/1996, 
de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita. En estos supuestos, una misma dirección 
letrada asumirá la defensa de la víctima. Este derecho asistirá también a las personas a que 
se refiere el artículo 4 en caso de fallecimiento de la víctima.

2. En todo caso, se garantizará la asistencia jurídica gratuita de forma inmediata a todas 
las víctimas del terrorismo que lo soliciten. El derecho de justicia gratuita se perderá si con 
posterioridad no se les reconoce la condición de víctima o si se dicta sentencia absolutoria 
firme o archivo firme, sin la obligación de abonar el coste de las prestaciones disfrutadas 
gratuitamente hasta ese momento.

Artículo 49.  Mínima lesividad en la participación en el proceso.
Los Tribunales velarán por que toda declaración o intervención de alguna de las 

personas previstas en el artículo 4 de la presente Ley, en sus apartados 1 y 2, se realice de 
forma que les suponga las mínimas incomodidades y perjuicios. En particular, se procurará 
por todos los medios previstos en las leyes que estas personas en sus actuaciones 
procesales no tengan relación directa visual o sonora con los imputados o acusados por la 
comisión de acciones terroristas.

En todo caso los Jueces y Tribunales velarán y protegerán la dignidad y la seguridad 
personal de las víctimas en la tramitación del proceso, evitando la utilización de signos e 
inscripciones que puedan ofenderlas o denigrarlas.

Artículo 50.  Información especializada.
1. Las Administraciones Públicas con competencia en materia de medios materiales 

sobre la Justicia, en colaboración con los órganos de gobierno del Poder Judicial, 
establecerán los mecanismos de información personalizada que permitan a las personas 
señaladas en el artículo 4 de la presente Ley conocer el estado de los procedimientos en los 
que son parte y, en su caso, de las acciones judiciales que pueden iniciar en defensa de sus 
derechos.
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Específicamente, el Ministerio de Justicia establecerá una Oficina de Información y 
Asistencia a las Víctimas del Terrorismo en la Audiencia Nacional.

2. Los citados mecanismos de información pueden consistir en la creación de oficinas 
específicas, en la presentación telemática de informaciones y en cualquier otro que permita 
obtener la información que deseen aminorando la dificultad de obtener la misma.

3. Las personas que presten la citada información y atención deberán tener la 
cualificación suficiente para evitar la duplicidad de trámites y las personaciones innecesarias 
ante los correspondientes órganos jurisdiccionales.

Artículo 51.  Oficina de Información y Asistencia a las Víctimas del Terrorismo.
Entre las funciones de la Oficina de Información y Asistencia a las Víctimas del 

Terrorismo de la Audiencia Nacional se encuentran:
– Facilitar información sobre el estado de los procedimientos que afecten a las víctimas 

del terrorismo.
– Asesorar a las víctimas del terrorismo en todo lo relacionado con los procesos penales 

y contencioso-administrativos que les afecten.
– Ofrecer acompañamiento personal a los juicios que se celebren en relación a los actos 

terroristas de los que traigan causa los afectados.
– Promover la salvaguarda de la seguridad e intimidad de las víctimas en su 

participación en los procesos judiciales, para protegerlas de injerencias ilegítimas o actos de 
intimidación y represalia y cualquier otro acto de ofensa y denigración.

– Establecer cauces de información a la víctima acerca de todo lo relacionado con la 
ejecución penitenciaria, hasta el momento del cumplimiento íntegro de las penas. 
Particularmente, en los supuestos que supongan concesión de beneficios o excarcelación de 
los penados.

TÍTULO SEXTO
Reconocimientos y condecoraciones

Artículo 52.  Condecoraciones.
1. La Real Orden de Reconocimiento Civil a las Víctimas del Terrorismo configura la 

acción honorífica específica del Estado con el fin de honrar a las víctimas del terrorismo.
2. Esta acción honorífica se otorga con el grado de Gran Cruz, a título póstumo, a los 

fallecidos en actos terroristas; con el grado de Encomienda, a los heridos y secuestrados en 
actos terroristas; y con el grado de Insignia, a los que tengan la condición de amenazados, a 
los ilesos en atentado terrorista, así como al cónyuge del fallecido o persona ligada con él 
por análoga relación de afectividad, los padres y los hijos, los abuelos, los hermanos y los 
nietos de los fallecidos, así como a los familiares de los heridos que hayan sufrido lesiones 
incapacitantes en sus distintos grados hasta el segundo grado de consanguinidad.

3. El procedimiento para su reconocimiento es el previsto en el artículo 54 de esta Ley.

Artículo 53.  Titulares de las condecoraciones.
1. Las víctimas del terrorismo a que se refiere el artículo 4, apartados 1 y 2 de esta Ley 

podrán ser titulares de las condecoraciones con el grado de Gran Cruz y Encomienda, en los 
términos previstos en el artículo anterior.

Las personas a las que se refiere el artículo 4, apartados 5 y 6 y el artículo 5 podrán ser 
titulares de la condecoración con el grado de Insignia.

2. Las condecoraciones en ningún caso podrán ser concedidas a quienes, en su 
trayectoria personal o profesional, hayan mostrado comportamientos contrarios a los valores 
representados en la Constitución y en la presente Ley y a los Derechos Humanos 
reconocidos en los tratados internacionales.
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Artículo 54.  Procedimiento para la concesión de condecoraciones.
1. Corresponderá al Ministerio del Interior la tramitación de los procedimientos de 

concesión de las condecoraciones. Dichos expedientes podrán ser iniciados a instancia de 
alguna de las personas a que se refiere el artículo anterior, de las personas que hubiesen 
sufrido el delito aunque no estuviesen comprendidas dentro de las indicadas en los 
apartados anteriores, o bien de oficio, previa consulta con los destinatarios, por la Dirección 
General responsable de la asistencia a las víctimas del terrorismo del citado Ministerio 
cuando tuviese conocimiento de situaciones que pudieran dar lugar al reconocimiento del 
derecho.

Cuando la propuesta de condecoración sea la de Gran Cruz, su resolución se producirá 
mediante Real Decreto aprobado en Consejo de Ministros a propuesta del Ministerio del 
Interior.

Cuando la propuesta de condecoración lo sea en el grado de Encomienda y de Insignia, 
la resolución corresponde al Ministro del Interior y será dictada en nombre de S.M. el Rey.

2. La condecoración podrá solicitarse o iniciarse de oficio en cualquier momento.
3. El plazo máximo para notificar la resolución de las solicitudes será de doce meses 

desde la fecha de entrada en el registro del órgano competente para su tramitación. En 
aquellos procedimientos en los que no recaiga resolución dentro del plazo señalado, las 
solicitudes se entenderán estimadas.

4. La resolución estimatoria o desestimatoria pondrá fin a la vía administrativa, pudiendo 
interponerse contra ella recurso contencioso-administrativo.

5. La concesión de una condecoración no comportará por sí misma derecho a las 
indemnizaciones previstas en esta Ley.

Artículo 55.  Reconocimiento de la condición de víctima del terrorismo en la actividad 
honorífica del Estado.

Con independencia de lo anterior, la condición de víctima del terrorismo será 
especialmente evaluable para la concesión de las condecoraciones y recompensas que 
pudieran corresponderles conforme a su profesión, ocupación o lugar de residencia.

Artículo 56.  Reconocimiento y memoria de las víctimas del terrorismo.
Los poderes públicos impulsarán medidas activas para asegurar, dentro del máximo 

respeto y dignificación de las víctimas, y mediante actos, símbolos, monumentos o 
elementos análogos, el recuerdo y el reconocimiento de las víctimas del terrorismo.

Artículo 57.  Centro Nacional para la Memoria de las Víctimas del Terrorismo.
El Gobierno constituirá un Centro Nacional para la Memoria de las Víctimas del 

Terrorismo, que tendrá como objetivo preservar y difundir los valores democráticos y éticos 
que encarnan las víctimas del terrorismo, construir la memoria colectiva de las víctimas y 
concienciar al conjunto de la población para la defensa de la libertad y de los derechos 
humanos y contra el terrorismo. El Centro Nacional para la Memoria de la Víctimas del 
Terrorismo tendrá su sede en la Comunidad Autónoma del País Vasco.

Artículo 58.  Reconocimiento institucional de la presencia de las víctimas.
Se velará por destacar la presencia protocolaria y el reconocimiento social de las 

víctimas del terrorismo en todos los actos institucionales que les afecten.

Artículo 59.  Educación para la defensa de la libertad, la democracia y la paz.
Las Administraciones educativas al objeto de garantizar el respeto de los derechos 

humanos y la defensa de la libertad dentro de los principios democráticos de convivencia, 
impulsarán planes y proyectos de educación para la libertad, la democracia y la paz, en los 
que se procurará la presencia del testimonio directo de las víctimas del terrorismo.
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Artículo 60.  Día de recuerdo y homenaje a las víctimas del terrorismo.
Se declara el día 27 de junio de cada año, como día de recuerdo y homenaje a las 

víctimas del terrorismo.
El día 11 de marzo de cada año se conmemorará el día europeo de las víctimas del 

terrorismo.
Las instituciones públicas, en esas fechas, impulsarán actos de reconocimiento a las 

víctimas del terrorismo con el objeto de mantener su memoria y reivindicar su mensaje ético.

TÍTULO SÉPTIMO
Tutela institucional y apoyo a las víctimas del terrorismo

CAPÍTULO PRIMERO
Tutela institucional

Artículo 61.  Defensa del honor y la dignidad de las víctimas.
1. El Estado asume la defensa de la dignidad de las víctimas, estableciendo la 

prohibición de exhibir públicamente monumentos, escudos, insignias, placas y otros objetos 
o menciones conmemorativas o de exaltación o enaltecimiento individual o colectivo del 
terrorismo, de los terroristas o de las organizaciones terroristas.

2. Las Administraciones Públicas, en el ejercicio de sus competencias, adoptarán las 
medidas necesarias para dar cumplimiento a esta prohibición. Todo ello sin perjuicio de las 
actuaciones que las víctimas y sus familiares puedan llevar a cabo en defensa de su derecho 
al honor y dignidad.

3. Asimismo prevendrán y evitarán la realización de actos efectuados en público que 
entrañen descrédito, menosprecio o humillación de las víctimas o de sus familiares, 
exaltación del terrorismo, homenaje o concesión pública de distinciones a los terroristas.

4. Los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas velarán por el 
cumplimiento de la obligación establecida en los apartados anteriores, por parte de las 
Corporaciones Locales, a los efectos de su reclamación de oficio ante los Tribunales de 
justicia que sean competentes.

Artículo 62.  Tutela institucional a las víctimas del terrorismo.
1. El Ministerio del Interior designará un órgano de la Administración General del Estado 

que tendrá por finalidad ser un instrumento de relación, ayuda y orientación a las personas y 
familiares que sufran la acción del terrorismo.

2. Asimismo, este órgano actuará en la formulación de propuestas de reformas 
normativas u organizativas que optimicen el régimen de asistencia y prestaciones 
establecido o que pueda establecerse para favorecer su situación.

Artículo 63.  Informes sobre la situación de las víctimas del terrorismo.
1. El Ministerio del Interior, en el ejercicio de sus funciones de asesoramiento, 

evaluación, colaboración institucional, elaborará informes y realizará estudios, así como 
propuestas de actuación en materia de asistencia a las víctimas del terrorismo.

2. Dichos informes sobre la situación de las víctimas del terrorismo destacarán, 
asimismo, las necesidades de reforma legal al objeto de garantizar que la aplicación de las 
medidas de protección adoptadas puedan asegurar el máximo nivel de tutela para las 
víctimas del terrorismo. Anualmente, el Ministerio del Interior remitirá al Parlamento un 
informe sobre la situación del colectivo de víctimas del terrorismo y, en su caso, propuestas 
de actuación.

3. Para la elaboración de estos estudios e informes se procurará, en todo caso, la 
participación de las Comunidades Autónomas, las entidades locales, los agentes sociales y 
las asociaciones de víctimas.
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CAPÍTULO SEGUNDO
Fomento del movimiento asociativo y fundacional

Artículo 64.  Reconocimiento del papel y la relevancia del movimiento asociativo.
1. Las asociaciones y fundaciones de víctimas del terrorismo contribuyen a fomentar la 

unión entre las víctimas, la defensa de sus intereses y la mejora de su condición y 
promueven la concienciación social contra el terrorismo y la preservación de la memoria. Por 
este motivo, su actuación goza del reconocimiento social que permite a las Administraciones 
Públicas fomentar su creación y su mantenimiento.

2. Las asociaciones y fundaciones de víctimas del terrorismo son reconocidas por la 
presente Ley como representantes de las mismas.

Artículo 65.  Actividad subvencional.
La Administración General del Estado deberá, en los términos y condiciones que se 

determinen en las normas de desarrollo, conceder subvenciones a las asociaciones, 
fundaciones y entidades sin ánimo de lucro cuyo objeto sea la representación y defensa de 
los intereses de las víctimas del terrorismo. En el establecimiento de este régimen 
subvencional se priorizará a aquellas entidades que cuenten con mayor número de víctimas 
a cuyo fin se establecerá un procedimiento para que, con el consentimiento de los 
interesados, esta condición pueda hacerse pública al órgano competente para conceder las 
subvenciones, así como la labor asistencial a favor de las víctimas del terrorismo que se 
realice por parte de las organizaciones.

 

ANEXO I
Indemnizaciones por daños físicos y psicofísicos. Baremos

Tabla I. Indemnizaciones por fallecimiento e incapacidades permanentes

Concepto Euros
Fallecimiento 250.000,00
Gran Invalidez 500.000,00
Incapacidad Permanente Absoluta 180.000,00
Incapacidad Permanente Total 100.000,00
Incapacidad Permanente Parcial 75.000,00

Tabla II. Indemnizaciones por lesiones permanentes no invalidantes
Las indemnizaciones por lesiones permanentes no invalidantes se establecerán 

conforme a lo dispuesto en el Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre, por el que 
se aprueba el Texto Refundido de la Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la 
Circulación de Vehículos a Motor y con arreglo al baremo resultante de la aplicación de la 
legislación de seguridad social sobre cuantías de las indemnizaciones de las lesiones, 
mutilaciones y deformaciones definitivas y no invalidantes, causadas por accidente de 
trabajo o enfermedad profesional.

Tabla III. Indemnizaciones por incapacidad temporal y por secuestro

Concepto Indemnizaciones
Incapacidad temporal IPREM/día x 2, hasta el límite de 18 mensualidades.

Secuestro IPREM/día x 3, hasta el límite de lo establecido en este anexo para la Incapacidad 
Permanente Parcial.
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Disposición adicional primera.  Aplicación retroactiva a quienes ya hubieran obtenido 
ayudas e indemnizaciones.

Quienes con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley hubieran percibido como 
resultado total del importe de las ayudas y del pago, en su caso, de las cuantías por 
responsabilidad civil fijada en sentencia firme, una cuantía inferior a la señalada en el anexo 
I de esta Ley podrán solicitar en el plazo de un año, contado a partir de la entrada en vigor 
del Reglamento de la Ley, el abono de las diferencias que pudieran corresponderles.

Disposición adicional segunda.  Comisión de Análisis del Consejo Interterritorial del 
Sistema Nacional de Salud.

1. En el seno del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud se constituirá, en 
el plazo de un año desde la entrada en vigor de la presente Ley, una Comisión de Análisis 
del tratamiento de las víctimas del terrorismo que apoye técnicamente y oriente la 
planificación de las medidas sanitarias contempladas en esta Ley, evalúe y proponga las 
necesarias para la aplicación del protocolo sanitario y cualesquiera otras medidas que se 
estimen precisas para que el sector sanitario contribuya a la atención especializada en este 
ámbito.

2. La Comisión de Tratamiento de las Víctimas del Terrorismo del Consejo Interterritorial 
del Sistema Nacional de Salud estará compuesta por representantes de las Comunidades 
Autónomas.

3. La Comisión emitirá un informe anual que será remitido al Pleno del Consejo 
Interterritorial.

Disposición adicional tercera.  Plan de Empleo.
1. En el marco del Plan de Empleo del Reino de España, se incluirá un programa de 

acción específico para las personas previstas en el artículo 4, apartado 1 de esta Ley y que 
consten inscritas como demandantes de empleo.

2. Este programa incluirá medidas para favorecer el inicio de una nueva actividad por 
cuenta propia.

Disposición adicional cuarta.  Medidas de empleo público.
Las Administraciones Públicas adoptarán, en el ámbito de sus competencias, medidas 

conducentes a favorecer el acceso de las víctimas de terrorismo al empleo público.

Disposición adicional quinta.  Competencias autonómicas.
Todo lo establecido en la presente Ley, se entenderá sin perjuicio de las competencias 

de las Comunidades Autónomas en la materia.

Disposición adicional sexta.  Carta Europea de Derechos de las Víctimas del Terrorismo.
El Gobierno apoyará e impulsará la aprobación de la Carta Europea de Derechos de las 

Víctimas del Terrorismo, redactada en colaboración con todas las asociaciones de víctimas 
del terrorismo del ámbito europeo.

Disposición adicional séptima.  Actualización de las indemnizaciones por daños físicos y 
psicofísicos.

Las ayudas e indemnizaciones reguladas en esta Ley serán objeto de actualización 
periódica conforme a las previsiones contenidas en las leyes anuales de Presupuestos 
Generales de Estado.

Disposición transitoria.  
Las solicitudes presentadas con anterioridad a la entrada en vigor de la ley y que se 

encuentren en tramitación serán resueltas de conformidad a la normativa aplicable en el 
momento de presentación de la solicitud.
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Disposición derogatoria única.  
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

establecido en la presente Ley.

Disposición final primera.  Desarrollo reglamentario.
1. El Gobierno, en el plazo de 6 meses a partir de la entrada en vigor de esta Ley, a 

propuesta conjunta de los Ministerios de Justicia, Economía y Hacienda, del Interior y de 
Trabajo e Inmigración, desarrollará reglamentariamente lo dispuesto en la misma.

2. En el plazo de 1 año, la Administración General del Estado establecerá los criterios 
esenciales para la elaboración de los protocolos de actuación para situaciones derivadas de 
un atentado terrorista. Igualmente, en dicho plazo, impulsará y coordinará la elaboración, 
ejecución y difusión de esos protocolos de actuación por parte del conjunto de 
Administraciones Públicas competentes en la materia.

Disposición final segunda.  Consideración de las asociaciones de víctimas como 
asociaciones de utilidad pública.

Se modifica el artículo 32.1.a) de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora 
del Derecho de Asociación, que queda redactado en los siguientes términos:

«a) Que sus fines estatutarios tiendan a promover el interés general, en los 
términos definidos por el artículo 31.3 de esta Ley, y sean de carácter cívico, 
educativo, científico, cultural, deportivo, sanitario, de promoción de los valores 
constitucionales, de promoción de los derechos humanos, de víctimas del terrorismo, 
de asistencia social, de cooperación para el desarrollo, de promoción de la mujer, de 
promoción y protección de la familia, de protección de la infancia, de fomento de la 
igualdad de oportunidades y de la tolerancia, de defensa del medio ambiente, de 
fomento de la economía social o de la investigación, de promoción del voluntariado 
social, de defensa de consumidores y usuarios, de promoción y atención a la 
personas en riesgo de exclusión por razones físicas, sociales, económicas o 
culturales, y cualesquiera otros de similar naturaleza.»

Disposición final tercera.  Consignación económico-presupuestaria de la Ley.
1. El Gobierno elevará a las Cortes Generales un proyecto de ley de concesión de un 

crédito extraordinario para financiar los pagos previsibles a partir de la entrada en vigor de la 
Ley.

2. Las necesidades presupuestarias ordinarias se consignarán en las Leyes de 
Presupuestos Generales del Estado.

Disposición final cuarta.  Normas supletorias.
En lo no previsto en esta Ley, será de aplicación la legislación sobre resarcimiento a las 

víctimas de delitos de terrorismo o bandas armadas, las disposiciones sobre subvenciones y 
ayudas públicas y, en su caso, la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del procedimiento Administrativo Común.

Disposición final quinta.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado».
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§ 29

Real Decreto 671/2013, de 6 de septiembre, por el que se aprueba el 
Reglamento de la Ley 29/2011, de 22 de septiembre, de 

Reconocimiento y Protección Integral a las Víctimas del Terrorismo

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 224, de 18 de septiembre de 2013

Última modificación: 10 de marzo de 2018
Referencia: BOE-A-2013-9680

El presente real decreto tiene por objeto el desarrollo de la Ley 29/2011, de 22 de 
septiembre, de Reconocimiento y Protección Integral a las Víctimas del Terrorismo, aprobada 
por unanimidad por ambas Cámaras legislativas como expresión del reconocimiento y 
compromiso permanente de la sociedad española hacia todas las víctimas del terrorismo.

En cumplimiento de la habilitación para el desarrollo reglamentario contenida en la 
disposición final primera de la citada disposición legal, el reglamento incorpora las 
principales novedades legales y se inspira, al igual que aquélla, en una concepción integral 
de la atención al colectivo de víctimas del terrorismo, así como en los principios de 
protección de las víctimas de delitos reconocidos por el Derecho de la Unión Europea.

Se recogen en él las reparaciones, indemnizaciones, ayudas y condecoraciones que se 
encontraban hasta ahora reguladas de forma separada en los Reales Decretos 288/2003, de 
7 de marzo y 1912/1999, de 17 de diciembre, que ordenaban, respectivamente el régimen de 
resarcimientos por daños derivados del atentado terrorista y el abono por parte del Estado, 
con carácter extraordinario, de la responsabilidad civil derivada de los delitos de terrorismo. 
Incluye igualmente las distinciones honoríficas anteriormente contempladas en el Real 
Decreto 1974/1999, de 23 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de la Real 
Orden de Reconocimiento Civil a las Víctimas del Terrorismo.

Con la aprobación de este Reglamento se posibilita la plena aplicación del marco de 
atención integral a las víctimas del terrorismo que estableció la Ley 29/2011 antes citada, 
permitiendo asimismo avanzar hacia una mejor complementariedad y coordinación de los 
sistemas de protección de las diversas Administraciones públicas para con las víctimas del 
terrorismo, objetivo incluido entre las medidas que forman parte del informe para la Comisión 
de la reforma de las Administraciones Públicas, aprobado por acuerdo de consejo de 
ministros de fecha 21 de junio de 2013.

La nueva regulación, al igual que la Ley de la que trae causa, persigue asegurar un trato 
equitativo de las víctimas del terrorismo con independencia del momento y lugar de comisión 
de los atentados. Dispone, de esta forma, un régimen transitorio destinado a regular los 
supuestos de aplicación retroactiva de los resarcimientos, indemnizaciones y ayudas desde 
el 1 de enero de 1960. El ámbito territorial comprende los atentados cometidos en territorio 
español y en el extranjero, en este último caso tanto si la víctima es española y los daños 
han sido causados por actos cometidos por grupos que operen habitualmente en España o 
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dirigidos a atentar contra el Estado español o los intereses españoles, como si la víctima es 
española pero los actos cometidos no reúnen las características mencionadas.

Por lo que se refiere a la estructura del reglamento, éste se ordena en siete títulos y un 
anexo.

En el título preliminar se dispone el ámbito de aplicación temporal y territorial, los 
requisitos para la acreditación de la condición de destinatario, la delimitación del contenido 
de las indemnizaciones, resarcimientos, ayudas y condecoraciones, y el régimen jurídico de 
las ayudas.

El título primero determina, en sus tres primeros capítulos, los titulares y las cuantías de 
los resarcimientos que corresponden en los supuestos de fallecimiento, lesiones personales 
producidas como consecuencia del acto terrorista y secuestro. El cuarto capítulo regula el 
abono por parte del Estado, con carácter extraordinario, de la responsabilidad civil fijada en 
sentencia. El quinto capítulo dispone el régimen aplicable a las ayudas extraordinarias por 
atentados terroristas cometidos en el extranjero que no estén incluidas en el régimen 
general.

El título segundo contempla la regulación de los daños materiales. Se consideran 
resarcibles, hasta el límite máximo fijado en el reglamento, los daños ocasionados en 
viviendas, en establecimientos mercantiles o industriales, en la sede de partidos políticos, 
sindicatos y otras organizaciones sociales, así como los producidos en vehículos.

El título tercero contempla, en su capítulo primero, la prestación de la asistencia 
psicológica y psiquiátrica inmediata y sanitaria de urgencia que sea requerida en el supuesto 
de que eventualmente se produjera un atentado terrorista. Por su parte, los capítulos 
segundo, tercero y cuarto prevén las ayudas para la asistencia sanitaria y psicosocial 
complementaria, el tratamiento psicológico, el apoyo psicopedagógico para las víctimas y 
sus familiares, así como el régimen aplicable a las ayudas educativas y en materia de 
vivienda pública. Se contempla, asimismo, la posibilidad de otorgar ayudas extraordinarias 
en los supuestos de necesidad personal o familiar insuficientemente cubiertas y de conceder 
anticipos a cuenta de las mismas, reguladas en el capítulo quinto. Finalmente, el capítulo 
sexto recoge una serie de derechos reconocidos en el ámbito laboral a los afectados por la 
actividad terrorista.

El título cuarto contempla las disposiciones aplicables a la tramitación de los 
procedimientos para el reconocimiento de los resarcimientos, indemnizaciones, ayudas y 
condecoraciones previstas al amparo del reglamento, en el capítulo primero. Asimismo, se 
establecen en el capítulo segundo las normas destinadas a facilitar a las víctimas del 
terrorismo en situaciones transfronterizas el reconocimiento de las indemnizaciones a que 
tuvieran derecho con arreglo a las legislaciones de los Estados miembros de la Unión 
Europea, recogiéndose así las obligaciones derivadas de la Directiva 2004/80/CE, del 
Consejo, de 29 de abril de 2004, sobre indemnización a las víctimas de los delitos.

El título quinto incorpora la regulación de la Real Orden de Reconocimiento Civil a las 
Víctimas del Terrorismo, que puede concederse, de oficio o a solicitud de los interesados, en 
los grados de Gran Cruz y Encomienda. Con ella se configura la acción honorífica específica 
del Estado con el fin de honrar a las víctimas del terrorismo.

Finalmente, el título sexto prevé las disposiciones relativas a la tutela institucional a las 
víctimas del terrorismo y el anexo contiene los modelos de solicitudes de resarcimientos, 
indemnizaciones, ayudas y condecoraciones regulados en el presente reglamento.

En su virtud, a propuesta de los Ministros del Interior, de Justicia, de Hacienda y 
Administraciones Públicas, y de Empleo y Seguridad Social, de acuerdo con el Consejo de 
Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 6 de septiembre 
de 2013,

DISPONGO:

Artículo único.  Aprobación del Reglamento.
Se aprueba el Reglamento de la Ley 29/2011, de 22 de septiembre, de Reconocimiento y 

Protección Integral a las Víctimas del Terrorismo, cuyo texto se incluye a continuación.
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Disposición transitoria primera.  Régimen transitorio.
Los procedimientos iniciados antes de la entrada en vigor del presente reglamento 

continuarán su tramitación de conformidad con las normas que les fueran de aplicación en el 
momento de presentación de la solicitud.

Disposición transitoria segunda.  Aplicación retroactiva a quienes ya hubieran obtenido 
resarcimientos, indemnizaciones y ayudas.

1. Quienes, con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 29/2011, de 22 de 
septiembre, de Reconocimiento y Protección Integral a las Víctimas del Terrorismo, hubieran 
percibido como resultado total de los resarcimientos por daños personales, así como del 
abono, en su caso, de la indemnización por responsabilidad civil fijada en sentencia firme, 
una cuantía inferior a la señalada en el anexo I de la citada Ley, podrán solicitar el abono de 
las diferencias que pudieran corresponderles en el plazo de un año contado a partir de la 
entrada en vigor de este reglamento.

2. En el plazo de un año contado a partir de la entrada en vigor de este reglamento 
podrán solicitarse resarcimientos por daños materiales derivados de acciones terroristas que 
hubieran tenido lugar desde el 1 de enero de 1960, cuando los mismos no hubieran podido 
ser resarcidos en su día por no estar previsto en el ordenamiento jurídico. En las mismas 
condiciones, salvo la limitación de plazo, podrán solicitarse ayudas educativas, por 
tratamientos médicos, asistencia psicopedagógica y extraordinarias.

3. Para los hechos cometidos antes de la entrada en vigor de este reglamento, el plazo 
de 5 años previsto en el artículo 49.4 para la concesión de condecoraciones empezará a 
contar desde el día siguiente al de la publicación de este reglamento.

Disposición derogatoria única.  Disposiciones que se derogan.
Quedan derogadas todas las normas de igual o inferior rango en lo que se opongan a lo 

dispuesto en este Real Decreto y, en particular, el Real Decreto 1912/1999, de 17 de 
diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de ejecución de la Ley 32/1999, de 8 de 
octubre, de solidaridad con las víctimas del terrorismo, el Real Decreto 1974/1999, de 23 de 
diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de la Real Orden de Reconocimiento Civil a 
las víctimas del Terrorismo, y el Real Decreto 288/2003, de 7 de marzo, por el que se 
aprueba el Reglamento de ayudas y resarcimientos a las víctimas de delitos de terrorismo.

Disposición final primera.  Título competencial.
Este real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.1.ª de la 

Constitución Española.

Disposición final segunda.  Incorporación de Derecho de la Unión Europea.
Mediante este reglamento se incorpora al Derecho español la Directiva 2004/80/CE, del 

Consejo, de 29 de abril de 2004, sobre indemnización a las víctimas de delitos.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
El presente reglamento entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».
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REGLAMENTO DE LA LEY 29/2011, DE 22 DE SEPTIEMBRE, DE 
RECONOCIMIENTO Y PROTECCIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS DEL 

TERRORISMO

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
El presente reglamento tiene por objeto el desarrollo de la Ley 29/2011, de 22 de 

septiembre, de Reconocimiento y Protección Integral a las Víctimas del Terrorismo.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. El régimen de ayudas, resarcimientos, indemnizaciones y condecoraciones 

reconocidas por el presente reglamento será de aplicación a las víctimas de actos de 
terrorismo cometidos en territorio español o bajo jurisdicción española y a los amenazados 
por organizaciones y elementos terroristas conforme a lo establecido, respectivamente, en 
los artículos 3 y 5 de la Ley 29/2011, de 22 de septiembre.

2. Se aplicará igualmente el citado régimen a los hechos cometidos fuera del territorio 
español, siempre que las víctimas sean de nacionalidad española y concurra, además, 
alguna de las siguientes circunstancias:

a) Que los daños hayan sido causados por actos cometidos por grupos que operen 
habitualmente en España.

b) Que las acciones terroristas estuvieran dirigidas a atentar contra el Estado español o 
los intereses españoles.

3. Se aplicará igualmente el citado régimen a los españoles víctimas de acciones 
terroristas cometidas fuera del territorio nacional no comprendidos en el apartado anterior, en 
las condiciones previstas en el presente Reglamento.

4. Asimismo, será de aplicación el régimen de ayudas, resarcimientos, indemnizaciones 
y condecoraciones reconocidas en el presente reglamento a los participantes en operaciones 
de paz y seguridad que formen parte de los contingentes de España en el exterior y sean 
objeto de un atentado terrorista.

A estos efectos, se aplicará a:
a) Los miembros de las Fuerzas Armadas españolas que participen en dichas 

operaciones, con inclusión de aquellos que, dependientes del Ministerio de Defensa, formen 
parte de la tripulación de los medios de transporte en los que se realicen los 
desplazamientos.

b) Los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado que participen en 
dichas operaciones.

c) El personal al servicio de las Administraciones Públicas, incluyendo el contratado en 
España a título individual por el Estado, que se desplace al territorio en que se realice la 
operación para participar en ella o que se encuentre destinado en dicho territorio.

5. El régimen de ayudas, resarcimientos, indemnizaciones y condecoraciones 
reconocidas por el presente reglamento será de aplicación a los hechos que se hubieren 
cometido desde el 1 de enero de 1960.

Artículo 3.  Destinatarios.
1. Serán destinatarios de las ayudas, resarcimientos, indemnizaciones y 

condecoraciones los afectados por las acciones comprendidas en el ámbito de aplicación de 
este reglamento.

2. A los efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, la acreditación de la condición de 
afectado tendrá lugar:
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a) Por sentencia firme que reconozca el derecho a ser indemnizado en concepto de 
responsabilidad civil por los hechos y daños contemplados en el ámbito de aplicación de la 
Ley.

b) Cuando, sin mediar tal sentencia, se hubiesen llevado a cabo las oportunas diligencias 
judiciales o la incoación de los procesos penales para el enjuiciamiento de los delitos, en 
cuyo caso la condición de víctima o derechohabiente, la entidad de los daños sufridos, la 
naturaleza de los actos o hechos causantes y los demás requisitos legalmente exigidos 
podrán acreditarse ante la Administración General del Estado por cualquier medio de prueba 
admisible en derecho. En los supuestos contemplados en los apartados 2, 3 y 4 del artículo 
2 de este reglamento, se solicitará informe a los titulares de los Ministerios de Asuntos 
Exteriores y de Cooperación, de Defensa y del Interior, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, a los efectos de acreditar los extremos anteriores.

3. La concesión de las ayudas y prestaciones reconocidas en este reglamento se 
someterán a los principios que, para ser indemnizadas, se establecen en el Convenio 
Europeo sobre indemnización a las víctimas de delitos violentos.

4. Las resoluciones administrativas firmes dictadas por órganos de la Administración 
General del Estado de las que se derive el reconocimiento a los interesados de la condición 
de víctimas del terrorismo tendrán eficacia para la tramitación y resolución de los 
correspondientes expedientes administrativos que se instruyan al amparo de este 
reglamento, de conformidad con las previsiones que les sean de aplicación.

Artículo 4.  Delimitación de las ayudas, resarcimientos, indemnizaciones y condecoraciones.
1. En el supuesto de fallecimiento de la víctima como consecuencia de las acciones 

comprendidas en el ámbito de aplicación de este reglamento, se reconocerá, en los términos 
en él contemplados:

a) El pago por el Estado de los gastos de traslado, sepelio e inhumación y, en su caso, 
incineración, efectivamente soportados por los familiares de la víctima, en los términos del 
artículo 8.

b) El abono por el Estado del resarcimiento por fallecimiento en la cuantía reconocida en 
el artículo 7.

c) En su caso, el abono extraordinario a cargo del Estado de la cantidad impuesta en 
sentencia firme en concepto de responsabilidad civil por los daños físicos o psíquicos 
derivados de los hechos comprendidos en el ámbito de aplicación de este reglamento, en los 
términos establecidos por el capítulo IV del título I.

d) El abono de los daños materiales de conformidad con lo establecido en el título II.
e) Las ayudas para tratamientos médicos, asistencia sanitaria y psicosocial 

complementaria reconocida en el capítulo II del título III.
f) Las ayudas educativas de conformidad con lo establecido en el capítulo III del título III.
g) Las ayudas en materia de vivienda contempladas en el capítulo IV del título III.
h) Las ayudas extraordinarias para situaciones de necesidad, conforme a lo dispuesto en 

el capítulo V del título III.
i) Las condecoraciones otorgadas por el Estado, de conformidad con lo establecido en el 

título V de este Reglamento.
2. Las personas que hayan sufrido daños físicos o psíquicos como consecuencia de las 

acciones comprendidas en el ámbito de aplicación de este reglamento tendrán derecho al 
abono por el Estado de los resarcimientos por daños personales en las cuantías 
establecidas por el artículo 10, así como a las indemnizaciones, ayudas y condecoraciones 
reconocidas en las letras c) a i) del apartado anterior.

3. Las personas que hayan sido objeto de secuestro, como consecuencia de acciones 
comprendidas en el ámbito de aplicación de este reglamento, tendrán derecho al abono del 
resarcimiento en las cuantías establecidas por el artículo 14 de este reglamento, así como a 
las indemnizaciones, ayudas y condecoraciones reconocidas en las letras c) a i) del apartado 
uno.

4. Las personas que hayan sufrido daños materiales derivados de las acciones 
comprendidas en el ámbito de aplicación de este reglamento y no estén incluidas en alguno 
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de los supuestos anteriores, tendrán derecho a ser resarcidas por el Estado en los términos 
establecidos en el título II del presente Reglamento.

5. Los españoles que no formen parte de contingentes de España en el exterior y sean 
víctimas de atentados terroristas en el extranjero perpetrados por grupos que no operen 
habitualmente en España y que no estén dirigidos contra el Estado español ni contra 
intereses españoles tendrán derecho al abono por el Estado de los resarcimientos por daños 
personales en las cuantías establecidas por el artículo 21.

Artículo 5.  Régimen especial de ayudas a las personas amenazadas.
Las personas amenazadas a las que se refiere el artículo 5 de la Ley 29/2011, de 22 de 

septiembre, sólo tendrán derecho a la prestación por el Estado de las ayudas extraordinarias 
del apartado 4 del artículo 42 de este reglamento.

TÍTULO I
Daños personales

CAPÍTULO I
Fallecimiento

Artículo 6.  Titulares.
1. Serán titulares del derecho de resarcimiento por fallecimiento, con referencia a la 

fecha en que éste se hubiera producido:
a) El cónyuge de la persona fallecida, si no estuvieran legalmente separados, o la 

persona que hubiere venido conviviendo con ella de forma permanente con análoga relación 
de afectividad al menos los dos años inmediatamente anteriores al momento del 
fallecimiento, salvo que hubieran tenido descendencia en común, en cuyo caso bastará la 
mera convivencia; y los hijos de la persona fallecida.

b) En el caso de inexistencia de los anteriores, serán destinatarios, por orden sucesivo y 
excluyente, los padres, los nietos, los hermanos y los abuelos de la persona fallecida.

c) En defecto de los anteriores, los hijos de la persona conviviente y los menores en 
acogimiento familiar permanente o preadoptivo de la persona fallecida, cuando dependieren 
económicamente de ella.

2. De concurrir dentro de un mismo párrafo del apartado anterior varios beneficiarios, la 
distribución de la cuantía correspondiente al resarcimiento se efectuará de la siguiente 
manera:

a) En el supuesto contemplado por la letra a), la cantidad se repartirá por mitades, 
correspondiendo una al cónyuge no separado legalmente o conviviente y otra a los hijos, 
distribuyéndose esta última entre ellos por partes iguales.

b) En el supuesto contemplado en la letra b), la cuantía se repartirá por partes iguales 
entre las personas con el mismo parentesco.

c) En el supuesto contemplado en la letra c), la cuantía se repartirá por partes iguales 
entre los beneficiarios concurrentes.

3. A los efectos de este artículo, se entenderá que una persona depende 
económicamente del fallecido cuando, en el momento del fallecimiento, viviera total o 
parcialmente a expensas de éste y no percibiera en cómputo anual rentas o ingresos de 
cualquier naturaleza superiores al 150 por ciento del indicador público de renta que 
correspondiera en aquel momento, también en cómputo anual.

Artículo 7.  Cuantías.
La cuantía de indemnización en caso de fallecimiento por acto terrorista será de 250.000 

€, cantidad que será incrementada en una cantidad fija de 20 mensualidades del indicador 
público de renta que corresponda a la fecha del acto terrorista, en razón de cada uno de los 

ÁMBITOS DE LA SEGURIDAD NACIONAL: TERRORISMO

§ 29  Reglamento Ley de Reconocimiento y Protección Integral a Víctimas del Terrorismo

– 411 –



hijos o menores acogidos que dependiesen económicamente de la víctima en el momento 
del fallecimiento.

Artículo 8.  Gastos de sepelio e inhumación.
1. La Administración General del Estado abonará los gastos de traslado, sepelio e 

inhumación y/o incineración de las personas que fallecidas como consecuencia de un 
atentado terrorista que no se hallen cubiertos por una póliza de seguro, hasta el límite 
de 6.000 euros.

2. Los gastos serán satisfechos previa presentación de las facturas correspondientes. 
Será necesario acompañarlas de la póliza de seguro que cubra estos gastos o de la 
declaración responsable de ausencia de tal seguro.

CAPÍTULO II
Daños físicos o psíquicos

Artículo 9.  Titulares.
Serán titulares del derecho al resarcimiento por daños personales, que comprenderán 

los daños físicos y psíquicos, quienes los hubieran padecido.

Artículo 10.  Cuantías.
1. Las cuantías de los resarcimientos por daños personales serán las siguientes:
a) Gran invalidez: 500.000 euros.
b) Incapacidad permanente absoluta: 180.000 euros.
c) Incapacidad permanente total: 100.000 euros.
d) Incapacidad permanente parcial: 75.000 euros.
e) Lesiones permanentes no invalidantes: se determinarán de acuerdo con el sistema de 

valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación 
establecido en el anexo del Texto refundido de la Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro 
en la Circulación de Vehículos a Motor, aprobado por Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 
de octubre, actualizadas sus cuantías por la resolución de la Dirección General de Seguros y 
Fondos de Pensiones del Ministerio de Economía y Competitividad, vigente en el momento 
de presentación de la solicitud, y con arreglo al baremo resultante de la aplicación de la 
legislación de Seguridad Social sobre cuantías de las indemnizaciones de las lesiones, 
mutilaciones y deformaciones definitivas y no invalidantes, causadas por accidente de 
trabajo o enfermedad profesional. El importe total no podrá exceder, en ningún caso, de la 
cuantía señalada para la incapacidad permanente parcial.

f) Incapacidad temporal: duplo del indicador público de renta diario que corresponda al 
período en que se encuentre en situación de incapacidad temporal, hasta el límite de 18 
mensualidades. A estos efectos, se entenderá que la víctima se encuentra en situación de 
incapacidad temporal mientras reciba asistencia sanitaria y esté impedida para el ejercicio de 
sus actividades profesionales o habituales.

2. Las víctimas afectadas por un grado de incapacidad permanente tendrán derecho a 
que la ayuda sea incrementada en una cantidad fija de 20 mensualidades del indicador 
público de renta que corresponda, en razón de cada uno de los hijos o menores acogidos 
que dependiesen económicamente de la víctima en el momento del acto terrorista que causó 
la lesión.

Artículo 11.  Calificación de las lesiones.
1. Para la calificación de las lesiones a efectos de indemnización será preceptivo el 

dictamen emitido por el equipo de valoración de incapacidades que determine el Instituto 
Nacional de Seguridad Social, en el que en todo caso se integrará una persona designada 
por el Ministerio del Interior, al efecto de la valoración del nexo causal de éstas con los actos 
terroristas.
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El equipo de valoración de incapacidades sólo requerirá el reconocimiento personal de la 
víctima y la práctica de pruebas complementarias en los casos en que sea indispensable. No 
será necesario someterse a nuevos reconocimientos médicos en el supuesto de que los 
órganos competentes de la Administración General del Estado hayan elaborado ya un 
informe de calificación de lesiones, en cuyo caso la citada calificación tendrá carácter 
vinculante para el órgano instructor del procedimiento.

El coste de los informes, pruebas o exploraciones complementarias será financiado con 
cargo a los créditos de la sección correspondiente del presupuesto de gastos del Estado, 
efectuando el Ministerio del Interior el ingreso de las cantidades correspondientes a la 
Tesorería General de la Seguridad Social.

2. El informe médico de síntesis consolidado se practicará por un facultativo 
perteneciente a los servicios médicos de la Dirección Provincial del Instituto Nacional de la 
Seguridad Social en la que el interesado tenga su residencia o, en su defecto, por órgano 
equivalente del servicio de salud pública de la Comunidad Autónoma.

3. Para las víctimas no residentes en el territorio nacional, el dictamen se emitirá a la 
vista de los informes periciales evacuados con motivo de las actuaciones penales seguidas y 
de los informes y pruebas complementarias que sea preciso recabar de la legación consular 
más próxima al lugar de residencia de la víctima.

4. La calificación de las lesiones invalidantes de los miembros de las Fuerzas Armadas, 
Guardia Civil o Cuerpo Nacional de Policía se efectuará por sus respectivos órganos médico-
periciales o tribunales. A estos efectos, se incorporará, en todo caso, una persona designada 
por el Ministerio del Interior para informar sobre la valoración del nexo causal.

5. La calificación de las lesiones permanentes no invalidantes podrá efectuarse, en su 
caso, por la asesoría médica adscrita a la unidad administrativa instructora de las ayudas e 
indemnizaciones, la cual podrá solicitar informes médicos complementarios a los diferentes 
servicios sanitarios públicos.

Artículo 12.  Pagos a cuenta.
1. El sistema de pagos a cuenta se aplicará en los supuestos de incapacidad temporal y 

de lesiones invalidantes derivadas de acciones comprendidas en el ámbito de aplicación de 
este reglamento.

2. El Ministerio del Interior podrá anticipar hasta 18.030,36 €, a cuenta de la percepción 
de la ayuda definitiva en los casos en que, por la gravedad de las lesiones sufridas, sea 
razonable presumir una posterior declaración de incapacidad permanente total, absoluta o 
una gran invalidez de la víctima.

En tales casos, a instancia de parte o de oficio por el Ministerio del Interior cuando el 
afectado se viera imposibilitado para ello, el órgano instructor en materia de atención a 
víctimas del terrorismo tramitará un expediente con carácter de urgencia en el que, una vez 
comprobado el nexo causal entre las lesiones y los hechos incluidos en el ámbito de 
aplicación de este reglamento, examinará los informes médicos aportados, a efectos de 
valorar la presumible incapacidad futura de la víctima, y propondrá a la Dirección General de 
Apoyo a las Víctimas del Terrorismo la resolución correspondiente sobre la cantidad que 
deba ser anticipada.

Cuando el afectado no estuviera de acuerdo con la cuantía fijada en dicha resolución, 
podrá solicitar su reexamen en el plazo de quince días hábiles contados a partir del día 
siguiente al de notificación de aquélla.

3. En los demás supuestos de lesiones invalidantes o de incapacidad temporal, las 
cantidades a cuenta serán equivalentes a las que resulte de multiplicar el duplo del indicador 
público de renta vigente en la fecha en la que se produjo la lesión, por los días de 
incapacidad, teniendo su abono una periodicidad trimestral.

La instrucción y resolución del procedimiento para su concesión corresponderá a los 
órganos señalados en el apartado anterior. Para dictar la resolución de concesión, bastará 
que en el expediente haya quedado acreditada la condición de beneficiario y la situación de 
baja médica o incapacidad temporal del beneficiario El primer pago a cuenta estará 
supeditado, sin embargo, a la presentación del documento que pruebe la permanencia de la 
situación de baja o incapacidad laboral de la víctima durante todo el período trimestral 
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transcurrido. Los sucesivos abonos, también de periodicidad trimestral, se producirán a 
medida que se acredite la prolongación de la baja, hasta un plazo máximo de 18 meses.

4. Una vez concedida el alta médica y, en todo caso, transcurrido el plazo de 18 meses 
previsto en el anterior apartado, se tramitará expediente para el pago total del resarcimiento 
que corresponda, del que se descontarán las cantidades previamente abonadas.

CAPÍTULO III
Secuestro

Artículo 13.  Titulares.
La persona que haya sido objeto de secuestro, como consecuencia de las acciones 

comprendidas en el ámbito de aplicación de este reglamento, exigiéndose alguna condición 
para su libertad, tendrá derecho a las prestaciones reconocidas en el artículo siguiente.

Artículo 14.  Cuantía.
Procederá el abono de 12.000 euros por el acto del secuestro y el triple del indicador 

público de renta diario por cada día de duración del mismo, hasta el límite de la 
indemnización fijada por incapacidad permanente parcial.

Podrá ser resarcido, en su caso, por los daños personales que el acto del secuestro le 
haya causado.

CAPÍTULO IV
Abono de la responsabilidad civil fijada en sentencia

Artículo 15.  Titulares.
Las víctimas de acciones comprendidas en el ámbito de aplicación de este reglamento 

tendrán derecho a ser resarcidas por el Estado, que asumirá con carácter extraordinario el 
abono de las correspondientes indemnizaciones en concepto de responsabilidad civil por 
muerte o por daños físicos o psíquicos.

Artículo 16.  Cuantía.
1. Las obligaciones asumidas por el Estado, conforme a lo dispuesto en el artículo 

anterior, se extenderán al pago de las indemnizaciones que traigan causa de las siguientes 
contingencias:

a) Fallecimiento.
b) Gran invalidez.
c) Incapacidad permanente absoluta.
d) Incapacidad permanente total.
e) Incapacidad permanente parcial.
f) Lesiones permanentes no invalidantes.
g) Secuestro.
2. La cuantía de las indemnizaciones se determinará de la siguiente manera:
a) Cuando exista sentencia firme que reconozca una indemnización por responsabilidad 

civil, bien sea por fallecimiento, bien por daños físicos o psíquicos causante de alguna de las 
contingencias especificadas en el párrafo anterior, se abonará la cantidad fijada en la misma, 
con el límite establecido en el apartado tercero.

b) Cuando la sentencia firme no reconociera ni permitiera reconocer una cantidad en 
concepto de responsabilidad civil por daños físicos o psíquicos, se abonará la cuantía 
prevista en el anexo I de la Ley 29/2011, de 22 de septiembre.

3. La cantidad total a abonar por el Estado, en concepto de responsabilidad civil fijada en 
sentencia no excederá de las siguientes cuantías:

a) Fallecimiento: 500.000 €.
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b) Gran invalidez: 750.000 €.
c) Incapacidad permanente absoluta: 300.000 €.
d) Incapacidad permanente total: 200.000 €.
e) Incapacidad permanente parcial: 125.000 €.
f) Lesiones permanentes no invalidantes: 100.000 €.
g) Secuestro: 125.000 €.

Artículo 17.  Régimen jurídico.
1. En ningún caso el abono previsto en este capítulo supone la asunción de 

responsabilidad civil subsidiaria por parte del Estado en los procesos penales.
2. Cuando las personas a las que se refiere el artículo 15 hubieren percibido el 

resarcimiento por daños personales, la cuantía del abono extraordinario de la 
responsabilidad civil por parte del Estado se extenderá únicamente a la diferencia que pueda 
existir entre la cantidad fijada por responsabilidad civil en sentencia firme, con los límites 
establecidos en el apartado tercero del artículo anterior, y la percibida por daños personales.

Artículo 18.  Subrogación del Estado en las acciones de responsabilidad civil.
1. El Estado se subrogará en las acciones que los perceptores de las indemnizaciones y 

prestaciones recibidas en aplicación de esta Ley puedan ejercer contra los responsables de 
los actos de terrorismo hasta el límite de la indemnización satisfecha por el Estado. A estos 
efectos deberán, con carácter previo a la percepción de las ayudas y prestaciones, transmitir 
al Estado las acciones civiles correspondientes.

2. Los destinatarios de las indemnizaciones y prestaciones por terrorismo a quienes la 
sentencia judicial hubiera reconocido derechos de resarcimiento por un importe superior al 
recibido del Estado en aplicación de esta Ley, conservarán la acción civil para reclamar la 
diferencia a los responsables de la acción delictiva causante de los daños.

3. A tales fines, las personas que tengan derecho a ser indemnizadas acompañarán a su 
solicitud el documento por el que transmiten al Estado las acciones derivadas de la 
responsabilidad civil que pudieran corresponderles.

Artículo 19.  Comunicación con los órganos jurisdiccionales.
Las concesiones de indemnización se comunicarán al órgano jurisdiccional que hubiere 

dictado la resolución que declaró la responsabilidad civil en la que el Estado hubiere 
quedado subrogado.

CAPÍTULO V
Ayudas excepcionales por daños sufridos en el extranjero

Artículo 20.  Titulares.
Los españoles que no formen parte de contingentes de España en el exterior y sean 

víctimas de atentados terroristas en el extranjero perpetrados por grupos que no operen 
habitualmente en España y que no estén dirigidos contra el Estado español ni contra 
intereses españoles, tendrán derecho a percibir el resarcimiento excepcional regulado en el 
presente capítulo.

Artículo 21.  Cuantía.
1. Si el español tiene su residencia habitual en el país en que se produce la acción 

terrorista, le corresponderá el 50 % de las cantidades fijadas para los supuestos de 
fallecimiento, daños personales y secuestro en los artículos 7, 10 y 14 de este reglamento.

2. Si el español no tuviera residencia habitual en dicho país, la ayuda a percibir será del 
40 % de las cantidades señaladas en los artículos citados en el apartado precedente.
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Artículo 22.  Carácter subsidiario.
1. Esta ayuda tendrá carácter subsidiario de las que pudieran ser reconocidas a la 

víctima por el Estado donde se produzca el atentado. A tal efecto, el órgano instructor podrá 
recabar la información pertinente a través del Ministerio de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación.

2. Únicamente se abonará la ayuda excepcional prevista en este capítulo cuando el 
beneficiario no reciba indemnización o ayuda del Estado donde se cometió el hecho o 
cuando la reciba por importe inferior a la prevista en el artículo anterior, y en este caso sólo 
por la diferencia. Si el Estado español hubiese satisfecho una ayuda excepcional y luego el 
beneficiario percibiera otra del Estado donde se cometió el hecho, estará obligado a 
reintegrar la primera, en todo o en parte según proceda.

TÍTULO II
Daños materiales

Artículo 23.  Daños resarcibles.
1. Los resarcimientos por daños materiales comprenderán los causados en las viviendas, 

en los establecimientos mercantiles e industriales o en elementos productivos de las 
empresas, en las sedes de partidos políticos, de sindicatos o de organizaciones sociales y 
los producidos en vehículos, con los requisitos y limitaciones establecidos en el presente real 
decreto.

2. Los resarcimientos tendrán carácter subsidiario respecto de cualesquiera otros 
reconocidos por las Administraciones Públicas o derivados de contrato de seguro, 
reduciéndose en la cantidad percibida por estos conceptos. El conjunto de resarcimientos no 
podrá superar, en ningún caso, el valor del daño producido.

3. No serán resarcibles los daños causados en bienes de titularidad pública.

Artículo 24.  Daños en viviendas.
1. En las viviendas habituales serán objeto de resarcimiento los daños sufridos en la 

estructura, instalaciones y mobiliario que resulte necesario reponer para que aquéllas 
recuperen sus condiciones anteriores de habitabilidad, excluyendo los elementos que la 
Administración considere que tienen carácter suntuario.

En las viviendas que no tengan carácter habitual el resarcimiento comprenderá el 50 % 
de los daños, con el límite de 113.680 euros.

2. Se entenderá por vivienda habitual, a los efectos de este reglamento, la edificación 
que constituya la residencia de una persona o unidad familiar durante un período de, al 
menos, seis meses al año. Igualmente se entenderá que la vivienda es habitual en los casos 
de ocupación de ésta en tiempo inferior a un año, siempre que se haya residido en ella un 
tiempo equivalente, al menos, a la mitad del transcurrido desde la fecha en que hubiera 
comenzado la ocupación.

Artículo 25.  Alojamiento provisional.
1. Los gastos derivados del alojamiento provisional de las personas que tengan que 

abandonar temporalmente su vivienda, se abonarán mientras duren las obras de reparación, 
con el límite de 90 euros diarios si el alojamiento tiene lugar en un establecimiento hotelero, 
o de 1.500 euros mensuales si se trata del alquiler de una vivienda.

2. A estos efectos el Ministerio de Interior podrá celebrar convenios o acuerdos con otras 
Administraciones Públicas u organizaciones especializadas en el auxilio o asistencia a 
damnificados en situaciones de catástrofe o siniestro.

Artículo 26.  Daños en establecimientos mercantiles o industriales.
1. Serán resarcibles los daños sufridos en la estructura, instalaciones, mobiliario y equipo 

necesarios para poner nuevamente en funcionamiento los establecimientos mercantiles o 
industriales, con un máximo de 113.680 euros por establecimiento.
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2. Con independencia de estas reparaciones, la Administración General del Estado, en 
supuestos excepcionales y, en particular, cuando quedara interrumpida la actividad de una 
empresa, con riesgo de pérdida de sus puestos de trabajo, podrá subsidiar préstamos 
destinados a reanudar dicha actividad.

El subsidio consistirá en el abono a la entidad de crédito prestamista de la diferencia 
existente entre los pagos de amortización de capital e intereses, al tipo de interés fijado por 
la entidad prestamista, y los que corresponderían al tipo de interés subsidiado, que será el 
del interés legal del dinero en el momento de formalización del préstamo menos tres puntos 
porcentuales de interés anual.

3. También podrá celebrar la Administración General del Estado convenios con entidades 
de créditos a bajo interés, con la finalidad indicada en el apartado precedente.

Artículo 27.  Daños en sedes de partidos políticos, sindicatos y organizaciones sociales.
1. Serán resarcibles los daños sufridos en las sedes de partidos políticos, sindicatos y 

organizaciones sociales, incluyendo el mobiliario y el equipo siniestrado, en la cuantía 
necesaria para que recuperen sus condiciones anteriores de funcionamiento y puedan 
reanudar su actividad.

2. Se incluirán entre las organizaciones sociales las asociaciones, fundaciones y 
entidades sin ánimo de lucro cuyo objeto sea la representación y defensa de los intereses de 
las víctimas del terrorismo.

3. Igualmente, serán resarcibles los daños de esta naturaleza sufridos en las sedes o 
lugares de culto pertenecientes a confesiones religiosas inscritas en el Registro de Entidades 
Religiosas, en la cuantía anteriormente precisada.

Artículo 28.  Daños en vehículos.
1. Serán resarcibles los daños sufridos en vehículos particulares, así como en los 

destinados al transporte terrestre de personas o mercancías, siempre que se disponga de 
póliza de seguro obligatorio de vehículo vigente en el momento del daño, cuando ésta sea 
exigible según la normativa reguladora de dicho seguro.

2. El resarcimiento comprenderá el importe de los gastos necesarios para su reparación. 
En caso de destrucción del vehículo, o si la reparación es superior al valor venal, la 
indemnización abarcará el importe en el mercado de un vehículo de similares características 
y condiciones de uso al siniestrado, hasta el límite de 30.500 euros. El informe pericial hará 
constar el valor de las reparaciones o el de reposición, según proceda.

Artículo 29.  Tasación de daños materiales.
1. La tasación pericial de los daños materiales se realizará por los servicios competentes 

del Consorcio de Compensación de Seguros, que tendrá derecho al abono por parte de la 
Administración General del Estado de los trabajos de peritación conforme al baremo de 
honorarios profesionales que dicho Consorcio tuviese aprobado para sus peritos tasadores 
de seguros.

2. En la tasación pericial habrán de valorarse tanto los daños indemnizables por el 
Consorcio, con arreglo a su propia normativa, como los resarcibles por la Administración, 
conforme a lo dispuesto en este reglamento.

3. En los expedientes de resarcimiento de daños materiales de cuantía inferior 
a 1.803,04 euros será suficiente, para su reconocimiento en la correspondiente resolución 
administrativa, el informe pericial del Consorcio de Compensación de Seguros.

4. No obstante, se podrá prescindir de la peritación cuando la cuantía total de los daños, 
acreditada mediante la factura o presupuesto de reparación originales, no alcance 600 
euros, si constara a la Administración el cumplimiento de los demás requisitos exigibles.
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TÍTULO III
Asistencia inmediata, ayudas y derechos sociales

CAPÍTULO I
Asistencia inmediata

Artículo 30.  Asistencia psicológica y psiquiátrica inmediata.
Las personas afectadas por un atentado terrorista recibirán de inmediato, con carácter 

gratuito, la asistencia psicológica y psiquiátrica necesaria para cubrir sus necesidades de 
atención, durante todo el tiempo que precisen de acuerdo con los criterios médicos y 
buscando su mejor y más pronta recuperación.

Artículo 31.  Asistencia sanitaria de urgencia.
1. La asistencia sanitaria de urgencia se prestará por los órganos y entidades que 

componen el Sistema Nacional de Salud en las condiciones que establezcan sus normas de 
funcionamiento.

2. Las autoridades sanitarias y el personal de dirección de los establecimientos sanitarios 
adoptarán procedimientos específicos dirigidos a localizar e informar a los familiares de las 
víctimas sobre el estado de éstas. El Ministerio del Interior recabará de las citadas 
autoridades y centros sanitarios cuanta información precise para la debida prestación de los 
servicios de atención a las víctimas del terrorismo y a sus familiares.

CAPÍTULO II
Ayudas para asistencia sanitaria y psicosocial complementaria

Artículo 32.  Tratamientos médicos y asistencia sanitaria complementaria.
1. Las personas que hayan sufrido daños físicos tendrán derecho a que les sean 

resarcidos los gastos por tratamientos médicos, prótesis e intervenciones quirúrgicas que 
guarden vinculación con las acciones terroristas, cuando quede acreditada su necesidad y 
no se hallen cubiertos por el sistema público o privado de previsión al que estas personas se 
encuentren acogidas.

2. Para justificar la necesidad y la no cobertura pública o privada de la ayuda se 
acompañará a la solicitud un informe médico acreditativo de la misma y una certificación de 
la entidad aseguradora de la víctima de que la ayuda no entra dentro de la cobertura de sus 
prestaciones. El órgano instructor podrá recabar la certificación anterior, previo 
consentimiento del interesado, cuando el sistema de aseguramiento o previsión sea público.

3. Estos gastos podrán ser abonados directamente a la entidad prestataria o al 
destinatario de la ayuda, previa presentación de la factura original acreditativa.

Artículo 33.  Tratamiento psicológico.
1. Las víctimas y amenazados y sus familiares o personas con quienes convivan, que 

sufran secuelas psicológicas derivadas de los actos de terrorismo que se manifiesten con 
posterioridad, tendrán derecho a la financiación del coste de la atención psicológica, previa 
prescripción facultativa, con un límite de 3.600 euros por tratamiento individualizado.

2. A tal efecto, la Administración General del Estado podrá establecer los oportunos 
conciertos con otras Administraciones Públicas o con entidades privadas especializadas en 
dicha asistencia.

En defecto de los oportunos conciertos, la Administración General del Estado podrá 
financiar el coste de los tratamientos individuales requeridos, siempre que quede acreditada, 
a juicio de la Dirección General de Apoyo a Víctimas del Terrorismo del Ministerio del Interior, 
su necesidad, vinculación con las acciones comprendidas en el ámbito de aplicación de este 
reglamento y falta de adecuación al trauma causado por las acciones terroristas del 
tratamiento psicológico prestado por el sistema de previsión público o privado.
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La ayuda correspondiente se abonará por trimestres vencidos al profesional interviniente, 
previa presentación de las facturas originales de los honorarios correspondientes.

Artículo 34.  Apoyo psicopedagógico.
El Ministerio del Interior, en cooperación con las Comunidades Autónomas y en el marco 

de la normativa que regula la atención al alumnado con necesidades específicas de apoyo 
educativo, desarrollará las medidas necesarias para que los alumnos de educación infantil, 
primaria y secundaria obligatoria que, como consecuencia de las acciones comprendidas en 
el ámbito de aplicación de este reglamento, padezcan problemas de aprendizaje o 
adaptación social, puedan recibir apoyo psicopedagógico, prioritario y gratuito.

CAPÍTULO III
Ayudas educativas

Artículo 35.  Titulares.
Se concederán ayudas de estudio cuando como consecuencia de un acto terrorista se 

deriven para el estudiante, para su viudo o viuda, pareja de hecho o hijos del fallecido, o 
para sus padres, hermanos, tutores o guardadores, daños personales que los incapaciten 
para el ejercicio de su profesión habitual.

Artículo 36.  Contenido.
1. Las citadas ayudas podrán concederse para iniciar o proseguir enseñanzas en las 

cuantías que se indican por cada curso escolar:
a) Primer ciclo de educación infantil: 1.000 euros.
b) Segundo ciclo de educación infantil y educación primaria: 400 euros.
c) Educación secundaria obligatoria: 400 euros.
d) Bachillerato: 1.000 euros.
e) Formación profesional de grado medio y superior: 1.500 euros.
f) Grado o equivalente: 1.500 euros.
g) Máster: 1.500 euros.
h) Otros estudios superiores: 750 euros.
i) Enseñanzas de idiomas en centros oficiales: 300 euros.
2. Estas cantidades se incrementarán en un 20 % siempre que el centro de estudios 

diste, al menos, 50 km de la localidad en la que se encuentre el domicilio familiar, y en un 40 
% si la asistencia al citado centro implica cambio de residencia respecto del domicilio 
familiar.

Artículo 37.  Requisitos.
1. Para ser destinatario de las ayudas será preciso no estar en posesión o no reunir los 

requisitos legales para la obtención de un título del mismo nivel o de nivel superior al de los 
estudios para los que se solicita la ayuda.

2. En los niveles de bachillerato o formación profesional media o superior, enseñanzas 
universitarias conducentes al título de grado, máster universitario, enseñanzas de idiomas y 
otros estudios superiores no integrados en la universidad, serán de aplicación los requisitos 
académicos de matriculación y carga lectiva superada establecidos en el capítulo III del Real 
Decreto 1721/2007, de 21 de diciembre, por el que se establece el régimen de becas y 
ayudas al estudio.

No obstante, para el cálculo de los rendimientos académicos mínimos exigidos a los 
beneficiarios de las ayudas al estudio, el Ministerio del Interior aplicará un coeficiente 
corrector del 0,60 a los alumnos con necesidades específicas de apoyo educativo que 
requieran de una adaptación curricular o de un aumento de tiempos para realizar los 
estudios en los supuestos de incapacidad física o psíquica.
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3. De manera motivada, el Ministerio del Interior podrá eximir del cumplimiento de los 
requisitos académicos mínimos al solicitante de la ayuda, atendiendo a la fecha de comisión 
del atentado terrorista o a su repercusión en el solicitante y/o en su ámbito familiar.

Artículo 38.  Incompatibilidades.
1. Las ayudas al estudio percibidas por la condición de víctima de terrorismo serán 

incompatibles con las percibidas por los mismos conceptos de otras Administraciones. En 
caso de percepción de más de una ayuda por el mismo concepto, se procederá a la 
revocación de la ayuda concedida por el Ministerio del Interior.

2. Sólo se concederá una ayuda por curso, aunque se realicen de forma simultánea 
varios cursos o grados universitarios.

Artículo 39.  Tasas académicas.
La Administración General del Estado, en cooperación con las Comunidades 

Autónomas, acordará las medidas necesarias para eximir del pago de las tasas y precios por 
los servicios académicos en los centros oficiales de estudios a quienes hayan sufrido daños 
físicos o psíquicos de carácter permanente como consecuencia de la actividad terrorista, así 
como a los hijos de los anteriores y de las personas fallecidas en actos terroristas.

CAPÍTULO IV
Ayudas en materia de vivienda pública

Artículo 40.  Vivienda pública.
1. La Administración General del Estado, en cooperación con las Comunidades 

Autónomas, acordará las medidas necesarias para que los beneficiarios del régimen de 
ayudas e indemnizaciones contemplado en este reglamento tengan una consideración 
preferente en la adjudicación de viviendas de protección pública a precio tasado o para 
arrendamiento.

2. A estos efectos, los planes estatales de vivienda incluirán medidas específicas para 
facilitar el acceso a las viviendas de protección pública en régimen de propiedad o 
arrendamiento. En particular, dichas medidas podrán exonerar la aplicación de requisitos de 
umbrales de renta familiar cuando las secuelas que se deriven del atentado terrorista 
padecidas sean de tal entidad que obliguen a cambio de vivienda.

Artículo 41.  Ayudas para la adaptación de vivienda.
La Administración General del Estado, en cooperación con las Comunidades 

Autónomas, acordará las medidas necesarias para la adaptación de viviendas cuando esta 
sea necesaria en atención a las secuelas derivadas de las acciones incluidas en el ámbito de 
aplicación del presente reglamento. Sin perjuicio de ello, el Ministerio del Interior atenderá 
con carácter extraordinario el abono de ayudas destinadas a esa finalidad, de conformidad 
con lo establecido en el artículo siguiente.

CAPÍTULO V
Ayudas extraordinarias y anticipos

Artículo 42.  Ayudas extraordinarias.
1. El Ministerio de Interior podrá conceder ayudas extraordinarias para paliar situaciones 

de necesidad personal o familiar plena o insuficientemente cubiertas por el régimen de 
ayudas e indemnizaciones previstas en este reglamento.

2. En los supuestos de daños personales, las ayudas podrán cubrir necesidades 
sociales, sanitarias, psicológicas o educativas, previa evaluación efectuada por los órganos 
competentes del Ministerio del Interior.
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3. En los supuestos de daños materiales, las ayudas podrán cubrir la adaptación o 
cambio de vivienda cuando las secuelas del atentado terrorista así lo exijan, así como 
aquellas otras necesidades personales o familiares derivadas de la acción terrorista.

4. Las personas que acrediten la condición de amenazado podrán percibir ayudas que 
faciliten el traslado de localidad, abandono de vivienda, gastos de escolarización y otros que 
guarden relación con dicha situación.

5. Estas ayudas serán compatibles con las ayudas ordinarias reguladas por este 
reglamento y podrán ser solicitadas por las víctimas o familiares que convivan con ellas, o 
bien ser promovidas de oficio por el Ministerio de Interior, en atención a la necesidad 
detectada, elevándose por el órgano competente en materia de ayudas y resarcimientos a 
las víctimas del terrorismo la propuesta de concesión al titular del Ministerio del Interior.

Artículo 43.  Anticipos.
En supuestos de perentoria necesidad podrán otorgarse anticipos a cuenta de las 

ayudas extraordinarias, gastos de asistencia médica, traslados de afectados y alojamientos 
provisionales, cuya cuantía no excederá el 70 % de la que previsiblemente fuera a 
corresponder en la resolución que acuerde su concesión.

CAPÍTULO VI
Derechos laborales

Artículo 44.  Derechos laborales.
Las personas incluidas en los artículos 5 y 33 de la Ley 29/2011, de 22 de septiembre, 

tendrán derecho para hacer efectiva su protección o su derecho a la asistencia social 
integral:

a) A la reducción de la jornada de trabajo con disminución proporcional del salario o a la 
reordenación del tiempo de trabajo, a través de la adaptación del horario, de la aplicación del 
horario flexible o de otras formas de reordenación del tiempo de trabajo que se utilicen en la 
empresa, en los términos del artículo 37.7 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo.

b) A la movilidad geográfica, mediante el derecho preferente a ocupar otro puesto de 
trabajo, del mismo grupo profesional o categoría equivalente, que la empresa tenga vacante 
en cualquier otro de sus centros de trabajo, en los términos expresados en el artículo 40.3 
bis del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores.

Artículo 45.  Derechos de los empleados públicos.
Las personas a las que se refiere el artículo anterior que tuviesen la condición de 

funcionarios públicos y de personal laboral al servicio de las Administraciones Públicas 
tendrán derecho a la reducción o a la reordenación de su tiempo de trabajo y a la movilidad 
geográfica, en los términos previstos en el artículo 35 de la Ley 29/2011 y en la legislación 
específica.

Artículo 46.  Políticas activas de empleo.
Las personas incluidas en el artículo 34 de la Ley 29/2011, de 22 de septiembre, tendrán 

derecho:
a) a ser beneficiarias de las medidas de bonificación a la contratación previstas en la Ley 

43/2006, de 29 de diciembre, para la mejora del crecimiento y del empleo.
b) a ser beneficiarias de medidas de inserción laboral para colectivos con especiales 

dificultades para el acceso y permanencia en el empleo, de conformidad con lo previsto en la 
Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo.
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Artículo 47.  Convenios con empresas para facilitar la contratación de víctimas del 
terrorismo.

El Ministerio del Interior, con el fin de facilitar la contratación de las víctimas del 
terrorismo y la movilidad geográfica, para aquéllas que precisen trasladar su residencia con 
la garantía de un empleo, promoverá la suscripción de convenios de colaboración con 
empresas para fomentar la sensibilización sobre la violencia terrorista y la inserción laboral 
de las víctimas.

TÍTULO IV
Procedimientos

CAPÍTULO I
Procedimiento general para el reconocimiento de resarcimientos, 

indemnizaciones y ayudas

Artículo 48.  Iniciación del procedimiento. Forma y lugar de presentación de las solicitudes.
1. El procedimiento para el reconocimiento de los resarcimientos, indemnizaciones y 

prestaciones reguladas en el presente reglamento se iniciará mediante solicitud de persona 
interesada, directamente o por medio de un representante acreditado por cualquier medio 
válido en derecho que deje constancia fidedigna, debiendo formalizarse aquella conforme a 
los modelos contenidos en el anexo. Las solicitudes estarán igualmente disponibles para su 
cumplimentación y presentación en la sede electrónica del Ministerio del Interior en la 
dirección https://sede.mir.gob.es.

Las solicitudes deberán acompañarse de la documentación acreditativa de la condición 
de afectado, conforme a lo establecido en el artículo 3.2 de este reglamento o, en su caso, 
del grado de parentesco con la víctima.

Si se solicitan ayudas al estudio, habrá de adjuntarse la documentación acreditativa de 
los créditos en los que se haya matriculado y del rendimiento académico exigido de acuerdo 
con el artículo 37 de este reglamento.

El solicitante no deberá aportar documentación que se halle en poder de la 
Administración actuante, en cuyo caso podrá autorizar a ésta para que recabe en su nombre 
la documentación necesaria para la tramitación del expediente.

2. Los procedimientos de concesión de las condecoraciones previstas en el artículo 60 
se iniciarán a solicitud del interesado o de las personas indicadas en el artículo 6 para, por 
orden de presentación de la solicitud, instar la que correspondiera a la persona fallecida, 
debiendo formalizarse en el modelo de solicitud que figura en el anexo. No obstante, este 
procedimiento podrá también iniciarse de oficio por el Ministerio del Interior, previa consulta 
con los destinatarios, cuando tuviese conocimiento de los hechos que pudieran dar lugar al 
reconocimiento.

3. La presentación de solicitudes podrá realizarse en el registro general del Ministerio del 
Interior, en los registros de cualquier órgano administrativo de la Administración General del 
Estado, de las Administraciones de las Comunidades Autónomas o de cualquier Entidad 
Local que hubiese suscrito el oportuno convenio, en las Oficinas de Correos o en las 
representaciones diplomáticas u oficinas consulares de España en el extranjero. Asimismo, 
las solicitudes podrán presentarse de forma electrónica a través del registro electrónico del 
Ministerio del Interior (https://sede.mir.gob.es).

Artículo 49.  Plazo de presentación de solicitudes.
1. El plazo de presentación de solicitudes de indemnización por daños personales o 

materiales será de un año, a contar desde el día en que se produjeron los daños.
En el caso de daños personales, se computará desde la fecha de alta o consolidación de 

secuelas, conforme acredite el Sistema Nacional de Salud.
Si, como consecuencia directa de las lesiones, se produjese un agravamiento de 

secuelas o el fallecimiento del afectado derivado de las lesiones sufridas como consecuencia 
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del acto terrorista, se abrirá de nuevo el plazo de un año para solicitar la diferencia 
cuantitativa que proceda.

Si la víctima incapacitada hubiera fallecido por causa distinta a las secuelas derivadas 
del atentado, resultarán destinatarios de la indemnización que hubiera correspondido al 
causante las personas a las que se refiere el artículo 6 de este reglamento, según el orden 
de preferencia establecido en el mismo.

En el caso de daños psicológicos, el plazo de un año se computará desde el momento 
en que existiera un diagnóstico acreditativo de la causalidad de la secuela.

2. El plazo para solicitar el abono con carácter extraordinario de la responsabilidad civil 
fijada en sentencia firme será de un año desde la notificación al interesado de la sentencia o, 
en su caso, de la resolución judicial que fije la cuantía indemnizatoria.

3. El plazo de presentación de solicitudes de ayudas al estudio será de tres meses desde 
la formalización de la matrícula del curso para el que se solicita la ayuda.

4. El plazo para solicitar las condecoraciones previstas en el artículo 60 o, en su caso, 
para el inicio de oficio del expediente, previa consulta con los destinatarios, será de cinco 
años, a contar desde la comisión del acto terrorista o desde que la Administración Pública 
tuviera conocimiento del mismo.

Artículo 50.  Subsanación y mejora de la solicitud.
1. Si la solicitud de iniciación no reúne los requisitos que señala el artículo 70 de la Ley 

30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, se requerirá a la persona interesada para que, en un 
plazo de quince días, subsane las faltas o acompañe los documentos preceptivos, con 
indicación de que, si así no lo hiciera, se le tendrá por desistido de su petición, previa 
resolución dictada al efecto.

2. El plazo mencionado en el apartado anterior podrá ser ampliado hasta 5 días, a 
petición de la persona interesada o a iniciativa del órgano instructor, cuando la aportación de 
documentos requeridos presente dificultades especiales.

Artículo 51.  Instrucción del procedimiento.
1. El procedimiento para el reconocimiento de los resarcimientos, indemnizaciones y 

ayudas será instruido por el órgano competente en materia de atención a víctimas 
dependiente del Ministerio del Interior, que actuará como ventanilla única de cualquier otro 
procedimiento que el interesado pueda deducir ante la Administración General del Estado.

2. Los procedimientos se ajustarán a lo dispuesto en este título y, en lo no previsto, a las 
previsiones generales contenidas en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y en la Ley 
11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos y 
en la normativa de desarrollo de las anteriores.

3. No se requerirá la aportación documental del interesado referida a hechos notorios o 
circunstancias cuya acreditación conste en los antecedentes o archivos de la Administración 
actuante.

A tal efecto, el órgano instructor podrá recabar del Instituto Nacional de la Seguridad 
Social del Ministerio de Empleo y Seguridad Social, de la Dirección General de Costes de 
Personal y Pensiones Públicas del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas y de 
la Dirección General de Personal del Ministerio de Defensa los datos correspondientes al 
reconocimiento de pensiones extraordinarias por delitos de terrorismo que afecten al 
solicitante. Igualmente, podrá solicitar la información que precise para sustanciar de forma 
adecuada el procedimiento.

Asimismo, podrá solicitar a las autoridades policiales, a las autoridades consulares, al 
Ministerio Fiscal, a los órganos jurisdiccionales, a los órganos autonómicos competentes en 
materia de atención a víctimas del terrorismo, así como a las autoridades sanitarias, con el 
consentimiento previo del interesado, la información que precise para sustanciar de forma 
adecuada el procedimiento.

4. Si durante la instrucción de un procedimiento de concesión de indemnización por el 
fallecimiento de una persona como consecuencia de atentado terrorista se advierte la 
existencia de otras personas que sean titulares de este derecho al mismo nivel que el primer 
solicitante siguiendo el orden de prelación previsto en el artículo 6 de este reglamento, cuya 
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identificación resulte del expediente, se comunicará a estas personas, a instancia de parte o 
de oficio por el órgano instructor, la tramitación de este procedimiento para su consideración 
como parte interesada.

5. Corresponderá al Ministerio del Interior la tramitación de los procedimientos de 
concesión de las condecoraciones, quedando facultada para interesar de toda clase de 
tribunales, autoridades, centros oficiales y entidades, los informes que estime convenientes, 
en orden a la determinación de la procedencia del otorgamiento, en su caso. En todo caso, 
la condición de víctima del terrorismo o ileso quedará acreditada mediante informe del 
Ministerio del Interior, de conformidad con lo establecido en el artículo 3 de este reglamento.

Artículo 52.  Suspensión del procedimiento.
1. El transcurso del plazo máximo legalmente previsto para resolver el procedimiento y 

notificar la resolución se podrá suspender en los siguientes casos:
a) Cuando deba requerirse al interesado para la subsanación de deficiencias y la 

aportación de documentos y otros elementos de juicio necesarios, por el tiempo que medie 
entre la notificación del requerimiento y su efectivo cumplimiento por el destinatario o, en su 
defecto, el transcurso del plazo concedido, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 50 del 
presente reglamento.

b) Cuando deban realizarse, por cualquiera de los tribunales médicos a los que se refiere 
el artículo 11 del presente reglamento, las evaluaciones médicas de las lesiones sufridas por 
los interesados, por el tiempo que medie entre la petición de examen y valoración al tribunal 
médico correspondiente, que deberá comunicarse al interesado, y la recepción del acta 
médica por el órgano instructor.

c) Cuando, con motivo de la instrucción de un expediente indemnizatorio por daños 
materiales, deban realizarse las tasaciones periciales de dichos daños por parte de los 
servicios competentes del Consorcio de Compensación de Seguro, por el tiempo que medie 
entre la petición de valoración al citado Organismo, que deberá comunicarse al interesado, y 
la recepción del informe resultante por el órgano instructor.

d) Cuando deban solicitarse los informes mencionados en el artículo 3.2.b) in fine de 
este reglamento, por el tiempo que medie entre la petición, que deberá comunicarse a los 
interesados, y la recepción del informe por el órgano instructor.

e) Cuando deban solicitarse otros informes que sean preceptivos y determinantes del 
contenido de la resolución a órganos de la Administración General del Estado o de otras 
Administraciones Públicas, por el tiempo que medie entre la petición, que deberá 
comunicarse a los interesados, y la recepción del informe. Este plazo de suspensión no 
podrá exceder de tres meses.

2. Asimismo, el transcurso del plazo máximo legalmente previsto para resolver y notificar 
la resolución se podrá suspender cuando se encuentre pendiente un proceso judicial del 
orden penal contra los responsables del acto terrorista que haya producido los daños sobre 
los que se solicita indemnización, por el tiempo que medie desde la petición al órgano 
jurisdiccional hasta la fecha de certificación de la firmeza de la sentencia o de la resolución 
judicial que proceda y no ejecución de la responsabilidad civil derivada de delito.

Artículo 53.  Resolución.
1. La resolución será dictada por el titular del Ministerio del Interior, salvo en el supuesto 

de concesión de condecoraciones, que corresponderá a los órganos previstos en el artículo 
60.2.

2. El plazo máximo para resolver y notificar será de doce meses, salvo en el caso de las 
ayudas al estudio, que será de seis meses.

3. Transcurridos los plazos máximos para resolver sin haberse notificado resolución 
expresa, se entenderá estimada la solicitud.
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CAPÍTULO II
Normas para facilitar a las víctimas del terrorismo en situaciones 

transfronterizas el reconocimiento de las indemnizaciones

Artículo 54.  Ámbito de aplicación.
1. Las disposiciones de este título resultarán de aplicación a la tramitación y resolución 

de los procedimientos para el reconocimiento de los resarcimientos, indemnizaciones y 
ayudas reconocidos en este reglamento, cuando los actos descritos en el apartado 1 del 
artículo 2 se hayan cometido en España y el solicitante de la indemnización tenga su 
residencia habitual en otro Estado miembro de la Unión Europea.

2. Las disposiciones de este título también serán de aplicación, cuando el lugar en que 
se cometa el delito sea un Estado miembro de la Unión Europea distinto a España y el 
solicitante de la ayuda tenga su residencia habitual en España. En este caso, la autoridad de 
asistencia llevará a cabo las funciones previstas en el artículo 55, a los efectos de cooperar 
en la iniciación y tramitación de los procedimientos para el reconocimiento de las ayudas e 
indemnizaciones reconocidas por el Estado miembro de la Unión Europea en el que se haya 
cometido el delito.

Artículo 55.  Designación y funciones de la autoridad de asistencia.
1. El Ministerio del Interior actuará como autoridad de asistencia en los casos a que se 

refiere el apartado 2 del artículo anterior, para que el solicitante pueda acceder, desde 
España, al resarcimiento que proceda, en su caso, por el Estado en cuyo ámbito territorial se 
cometió el delito.

2. A estos efectos, el Ministerio del Interior facilitará al solicitante de la ayuda:
a) Información sobre las posibilidades de solicitar una ayuda económica o resarcimiento, 

los trámites e impresos necesarios, incluido el modo en que éstos han de cumplimentarse, y 
la documentación acreditativa que pueda precisarse.

b) Orientación general sobre el modo de cumplimentar las peticiones de información 
suplementaria.

3. Asimismo, el Ministerio del Interior, como autoridad de asistencia, deberá:
a) Trasladar la solicitud y documentación acreditativa, y también la documentación que, 

en su caso, sea requerida posteriormente, a la autoridad de decisión designada por el 
Estado en cuyo territorio se cometió el delito.

b) Cooperar con el organismo a que se refiere el párrafo anterior cuando, de conformidad 
con su legislación nacional, éste acuerde oír al solicitante o a cualquier otra persona.

Esta cooperación por parte del Ministerio del Interior podrá consistir, a petición de la 
autoridad de decisión, en disponer lo necesario para que esta última realice directamente la 
audiencia, en particular por teléfono o por videoconferencia, o bien en dar audiencia al 
solicitante de la ayuda económica o a cualquier otra persona y remitir a la autoridad de 
decisión un acta de la audiencia.

Artículo 56.  Autoridad de decisión.
1. Cuando las solicitudes hayan sido presentadas a través de la autoridad de asistencia 

donde el solicitante resida habitualmente, el Ministerio del Interior, como autoridad de 
decisión, deberá comunicar al solicitante y a la autoridad de asistencia:

a) La recepción de la solicitud, el órgano que instruye el procedimiento, el plazo para su 
resolución y la fecha previsible en la que se adoptará la resolución.

b) La resolución que ponga fin al procedimiento.
2. Asimismo, el Ministerio del Interior, como autoridad de decisión, podrá recabar la 

cooperación de la autoridad de asistencia del Estado donde el solicitante tenga su residencia 
habitual, a fin de oír al solicitante o a cualquier otra persona si lo estima necesario, para la 
determinación, conocimiento y comprobación de los hechos y datos en virtud de los cuales 
deba pronunciarse la resolución.
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A tal efecto, podrá solicitar a la autoridad de asistencia a que se refiere el párrafo anterior 
que disponga lo necesario para que:

a) El órgano instructor pueda realizar directamente la audiencia, en particular por 
teléfono o por videoconferencia, con la persona que deba ser oída, si ésta lo acepta.

b) La autoridad de asistencia realice la audiencia y remita al órgano instructor un acta de 
ésta.

La realización de la audiencia por el Ministerio del Interior se ajustará a lo establecido en 
este reglamento, la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y en la Ley 11/2007, de 22 de junio.

Artículo 57.  Impresos para la transmisión de solicitudes y comunicación de la resolución.
Para el traslado de la solicitud y documentación acreditativa previsto en el artículo 

55.3.a) y para la comunicación de la resolución que ponga fin al procedimiento, prevista en el 
artículo 56.1.b) se utilizarán los impresos que se establezcan por orden del Ministro del 
Interior.

Artículo 58.  Recurso administrativo.
1. Cuando el escrito mediante el que se interponga recurso potestativo de reposición 

contra la resolución del Ministerio del Interior sea cursado a través de la autoridad de 
asistencia del Estado miembro donde la víctima del delito tiene su residencia habitual, el 
Ministerio del Interior, como autoridad de decisión, deberá comunicar al interesado y a la 
autoridad de asistencia:

a) La recepción del escrito de recurso, el órgano que tramita el procedimiento, el plazo 
para su resolución y notificación, así como los efectos de la falta de resolución y, si es 
posible, la fecha previsible en la que se adoptará la resolución.

b) La resolución que ponga fin al procedimiento.
2. Asimismo, el órgano al que corresponde la tramitación del recurso podrá recabar la 

cooperación de la autoridad de asistencia del Estado donde el solicitante de la 
indemnización tenga su residencia habitual, para oír al interesado o a cualquier otra persona, 
si lo estima necesario, para la determinación, conocimiento y comprobación de los hechos y 
datos en virtud de los cuales deba pronunciarse la resolución.

A tal efecto, podrá solicitar a la autoridad de asistencia a que se refiere el párrafo anterior 
que disponga lo necesario para que:

a) El órgano instructor pueda realizar directamente la audiencia, en particular por 
teléfono o por videoconferencia, con la persona que deba ser oída, si ésta lo acepta, en los 
términos indicados en el apartado segundo del artículo anterior.

b) La autoridad de asistencia realice la audiencia y remita al órgano instructor un acta de 
la misma.

TÍTULO V
Reconocimientos y condecoraciones

Artículo 59.  Condecoraciones.
La Real Orden de Reconocimiento Civil a las Víctimas del Terrorismo configura la acción 

honorífica específica del Estado con el fin de honrar a las víctimas del terrorismo, de 
conformidad con la Ley 29/2011, de 22 de septiembre.

Artículo 60.  Grados y concesión.
1. La Real Orden de Reconocimiento Civil a las Víctimas del Terrorismo comprende los 

siguientes grados:
a) Gran Cruz, que se concederá, a título póstumo, a los fallecidos en actos terroristas.
b) Encomienda, que se otorgará a quienes hayan sufrido daños físicos o psíquicos y a 

secuestrados en actos terroristas.
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c) Insignia, que se concederá a los que tengan la condición de amenazados, a los ilesos 
en atentado terrorista, así como al cónyuge del fallecido o persona ligada con él por análoga 
relación de afectividad, los padres, los hijos, los abuelos, los hermanos y los nietos de los 
fallecidos, así como los familiares de los heridos que hayan sufrido lesiones incapacitantes 
en sus distintos grados hasta el segundo grado de consanguinidad.

2. El titular del Ministerio del Interior elevará a la aprobación del Consejo de Ministros los 
proyectos de reales decretos de concesión del grado de la Gran Cruz y concederá, mediante 
orden y en nombre de Su Majestad el Rey, los grados de Encomienda e Insignia.

3. El Gran Canciller de la Real Orden será el titular del Ministerio del Interior y el Canciller 
de la misma el titular de la Subsecretaría del Departamento.

Artículo 61.  Carácter de las condecoraciones y tratamiento que otorgan.
1. Las condecoraciones tendrán carácter personal e intransferible.
2. La Gran Cruz otorga tratamiento de excelencia, la Encomienda de ilustrísimo señor o 

ilustrísima señora y la Insignia de señor o señora, seguido de don o doña.
3. La concesión de una condecoración no genera derecho a las ayudas o prestaciones 

reguladas en la Ley 29/2011, de 22 de septiembre.

Artículo 62.  Descripción de las condecoraciones.
Los distintivos correspondientes a los distintos grados de la Real Orden responderán a la 

siguiente descripción:
a) Gran Cruz: Consistirá en una placa de 85 milímetros de diámetro total, de metal 

dorado formado por cuatro brazos hendidos a lo largo, iguales y simétricos, cuya parte 
central o llama va esmaltada en rojo. Alternándose con estos brazos llevará cuatro ráfagas 
bruñidas de cinco facetas. En el centro de la Cruz y en forma circular irá esmaltado el 
Escudo de España en sus colores y en la mitad del brazo superior de la misma, la corona 
real. En el reverso de la Gran Cruz se encontrará una corona circular, con bordes dorados de 
1 milímetro, esmaltada en negro, de 35 milímetros de diámetro y 4 milímetros de grosor, 
donde constará grabada en letra dorada y mayúsculas la siguiente inscripción 
«reconocimiento y memoria», apareciendo una pequeña cruz latina en la parte inferior. En el 
interior se encontrará un círculo esmaltado en rojo de 17 milímetros de diámetro, con un 
cuadrado dorado de 10 milímetros en su interior.

b) Encomienda: Consistirá en una placa de iguales características que las descritas para 
la Gran Cruz, con, la diferencia de su tamaño, que será de 60 milímetros de diámetro. Se 
portará pendiente del cuello mediante una cinta de 45 milímetros de ancho con los colores 
de la Orden, rojo y blanco, midiendo las franjas blancas que ocupan los bordes de la cinta 
4,5 milímetros. Todo el conjunto de la cruz pende de una corona de laurel en metal dorado. 
En el reverso de la Encomienda se encontrará una corona circular, con bordes dorados de 1 
milímetro, esmaltada en negro, de 25 milímetros de diámetro y 4 milímetros de grosor, donde 
constará grabada en letra dorada y mayúsculas la siguiente inscripción «reconocimiento y 
memoria», apareciendo una pequeña cruz latina en la parte inferior. En el interior se 
encontrará un círculo esmaltado en rojo de 17 milímetros de diámetro, con un cuadrado 
dorado de 10 milímetros en su interior.

c) Insignia: Consistirá en una Cruz de iguales características que las descritas para la 
Gran Cruz y la Encomienda, con la diferencia de su tamaño, que será de 45 milímetros de 
diámetro. Todo el conjunto de la Cruz penderá de una corona de laurel en metal dorado. Se 
portará pendiente con una cinta de 30 milímetros de ancho con los colores de la Orden, rojo 
y blanco, midiendo las franjas blancas que ocupan los bordes de la cinta 3 milímetros. En el 
reverso de la Insignia se encontrará una corona circular, con bordes dorados de 1 milímetro, 
esmaltada en negro, de 20 milímetros de diámetro y 4 milímetros de grosor, donde constará 
grabada en letra dorada y mayúsculas la siguiente inscripción «reconocimiento y memoria», 
apareciendo una pequeña cruz latina en la parte inferior. En el interior se encontrará un 
círculo esmaltado en rojo de 15 milímetros de diámetro, con un cuadrado dorado de 8 
milímetros en su interior.
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Artículo 63.  Expedición de títulos y Libro Registro.
1. La Cancillería de la Real Orden, una vez otorgada una condecoración, expedirá el 

título correspondiente, que estará autorizado con la estampilla de la firma de Su Majestad el 
Rey e irá firmado por el Gran Canciller de la Real Orden.

2. La concesión de las condecoraciones reguladas en este título se harán constar en un 
Libro Registro.

Artículo 64.  Uso y efectos de las condecoraciones.
La concesión de estas condecoraciones a los miembros de las Fuerzas Armadas, a los 

funcionarios de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y, en general, a los empleados públicos 
les servirá de mérito especial, así como de circunstancia especialmente relevante a los 
efectos de la concesión de condecoraciones en su respectivo ámbito profesional, de acuerdo 
con lo previsto en la correspondiente normativa reguladora.

Artículo 65.  Actos de homenaje y reconocimiento a las víctimas del terrorismo.
El Gobierno podrá impulsar el reconocimiento y preservar la memoria de las víctimas del 

terrorismo y, en particular, la entrega de condecoraciones, al amparo de la Real Orden de 
Reconocimiento Civil a las Víctimas del Terrorismo, así como la presencia institucional el 27 
de junio, Día de recuerdo y homenaje a las víctimas del terrorismo, y el 11 de marzo, Día 
europeo de las víctimas del terrorismo.

TÍTULO VI
Tutela institucional a las víctimas del terrorismo

Artículo 66.  Informe sobre la situación de las víctimas del terrorismo.
El Ministerio del Interior elaborará un informe anual sobre la situación del colectivo de 

víctimas con propuestas de actuación que, en su caso, podrán incluir propuestas de reforma 
normativa.

En la elaboración de dicho informe, se solicitará información a las comunidades 
autónomas y a las entidades locales.

Asimismo, se recogerá el análisis de detección de necesidades que realicen las distintas 
asociaciones de víctimas del terrorismo, que será canalizado a través de la Fundación de 
Víctimas del Terrorismo.

Dicho informe será elevado al Parlamento en el último trimestre del año.

Artículo 67.  Carta Europea de Derechos de las Víctimas del Terrorismo.
En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de este Reglamento, el Ministerio 

del Interior, en colaboración con las asociaciones más representativas del colectivo de 
víctimas del terrorismo, elaborará un borrador de Carta Europea de Derechos de las víctimas 
del terrorismo, que será elevado a la Comisión Europea, al efecto de que sirva como base 
para el estudio y la aprobación de una Carta Europea de Derechos de las Víctimas del 
Terrorismo.
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ANEXO
Modelos de solicitudes
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§ 30

Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores. 

[Inclusión parcial]

Ministerio de Empleo y Seguridad Social
«BOE» núm. 255, de 24 de octubre de 2015

Última modificación: 12 de enero de 2024
Referencia: BOE-A-2015-11430

[ . . . ]
TÍTULO I

De la relación individual de trabajo

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Contenido del contrato de trabajo

[ . . . ]
Sección 5.ª Tiempo de trabajo

[ . . . ]
Artículo 37.  Descanso semanal, fiestas y permisos.

1. Los trabajadores tendrán derecho a un descanso mínimo semanal, acumulable por 
periodos de hasta catorce días, de día y medio ininterrumpido que, como regla general, 
comprenderá la tarde del sábado o, en su caso, la mañana del lunes y el día completo del 
domingo. La duración del descanso semanal de los menores de dieciocho años será, como 
mínimo, de dos días ininterrumpidos.

Resultará de aplicación al descanso semanal lo dispuesto en el artículo 34.7 en cuanto a 
ampliaciones y reducciones, así como para la fijación de regímenes de descanso alternativos 
para actividades concretas.

2. Las fiestas laborales, que tendrán carácter retribuido y no recuperable, no podrán 
exceder de catorce al año, de las cuales dos serán locales. En cualquier caso se respetarán 
como fiestas de ámbito nacional las de la Natividad del Señor, Año Nuevo, 1 de mayo, como 
Fiesta del Trabajo, y 12 de octubre, como Fiesta Nacional de España.

Respetando las expresadas en el párrafo anterior, el Gobierno podrá trasladar a los 
lunes todas las fiestas de ámbito nacional que tengan lugar entre semana, siendo, en todo 
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caso, objeto de traslado al lunes inmediatamente posterior el descanso laboral 
correspondiente a las fiestas que coincidan con domingo.

Las comunidades autónomas, dentro del límite anual de catorce días festivos, podrán 
señalar aquellas fiestas que por tradición les sean propias, sustituyendo para ello las de 
ámbito nacional que se determinen reglamentariamente y, en todo caso, las que se trasladen 
a lunes. Asimismo, podrán hacer uso de la facultad de traslado a lunes prevista en el párrafo 
anterior.

Si alguna comunidad autónoma no pudiera establecer una de sus fiestas tradicionales 
por no coincidir con domingo un suficiente número de fiestas nacionales podrá, en el año 
que así ocurra, añadir una fiesta más, con carácter de recuperable, al máximo de catorce.

3. La persona trabajadora, previo aviso y justificación, podrá ausentarse del trabajo, con 
derecho a remuneración, por alguno de los motivos y por el tiempo siguiente:

a) Quince días naturales en caso de matrimonio o registro de pareja de hecho.
b) Cinco días por accidente o enfermedad graves, hospitalización o intervención 

quirúrgica sin hospitalización que precise reposo domiciliario del cónyuge, pareja de hecho o 
parientes hasta el segundo grado por consanguineidad o afinidad, incluido el familiar 
consanguíneo de la pareja de hecho, así como de cualquier otra persona distinta de las 
anteriores, que conviva con la persona trabajadora en el mismo domicilio y que requiera el 
cuidado efectivo de aquella.

b bis) Dos días por el fallecimiento del cónyuge, pareja de hecho o parientes hasta el 
segundo grado de consanguinidad o afinidad. Cuando con tal motivo la persona trabajadora 
necesite hacer un desplazamiento al efecto, el plazo se ampliará en dos días.

c) Un día por traslado del domicilio habitual.
d) Por el tiempo indispensable, para el cumplimiento de un deber inexcusable de 

carácter público y personal, comprendido el ejercicio del sufragio activo. Cuando conste en 
una norma legal o convencional un periodo determinado, se estará a lo que esta disponga en 
cuanto a duración de la ausencia y a su compensación económica.

Cuando el cumplimiento del deber antes referido suponga la imposibilidad de la 
prestación del trabajo debido en más del veinte por ciento de las horas laborables en un 
periodo de tres meses, podrá la empresa pasar al trabajador afectado a la situación de 
excedencia regulada en el artículo 46.1.

En el supuesto de que el trabajador, por cumplimiento del deber o desempeño del cargo, 
perciba una indemnización, se descontará el importe de la misma del salario a que tuviera 
derecho en la empresa.

e) Para realizar funciones sindicales o de representación del personal en los términos 
establecidos legal o convencionalmente.

f) Por el tiempo indispensable para la realización de exámenes prenatales y técnicas de 
preparación al parto y, en los casos de adopción, guarda con fines de adopción o 
acogimiento, para la asistencia a las preceptivas sesiones de información y preparación y 
para la realización de los preceptivos informes psicológicos y sociales previos a la 
declaración de idoneidad, siempre, en todos los casos, que deban tener lugar dentro de la 
jornada de trabajo.

4. En los supuestos de nacimiento, adopción, guarda con fines de adopción o 
acogimiento, de acuerdo con el artículo 45.1.d), las personas trabajadoras tendrán derecho a 
una hora de ausencia del trabajo, que podrán dividir en dos fracciones, para el cuidado del 
lactante hasta que este cumpla nueve meses. La duración del permiso se incrementará 
proporcionalmente en los casos de nacimiento, adopción, guarda con fines de adopción o 
acogimiento múltiples.

Quien ejerza este derecho, por su voluntad, podrá sustituirlo por una reducción de su 
jornada en media hora con la misma finalidad o acumularlo en jornadas completas en los 
términos previstos en la negociación colectiva o en el acuerdo a que llegue con la empresa 
respetando, en su caso, lo establecido en aquella.

La reducción de jornada contemplada en este apartado constituye un derecho individual 
de las personas trabajadoras sin que pueda transferirse su ejercicio a la otra persona 
progenitora, adoptante, guardadora o acogedora. No obstante, si dos personas trabajadoras 
de la misma empresa ejercen este derecho por el mismo sujeto causante, podrá limitarse su 
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ejercicio simultáneo por razones fundadas y objetivas de funcionamiento de la empresa, 
debidamente motivadas por escrito, debiendo en tal caso la empresa ofrecer un plan 
alternativo que asegure el disfrute de ambas personas trabajadoras y que posibilite el 
ejercicio de los derechos de conciliación.

Cuando ambas personas progenitoras, adoptantes, guardadoras o acogedoras ejerzan 
este derecho con la misma duración y régimen, el periodo de disfrute podrá extenderse 
hasta que el lactante cumpla doce meses, con reducción proporcional del salario a partir del 
cumplimiento de los nueve meses.

5. Las personas trabajadoras tendrán derecho a ausentarse del trabajo durante una hora 
en el caso de nacimiento prematuro de hijo o hija, o que, por cualquier causa, deban 
permanecer hospitalizados a continuación del parto. Asimismo, tendrán derecho a reducir su 
jornada de trabajo hasta un máximo de dos horas, con la disminución proporcional del 
salario. Para el disfrute de este permiso se estará a lo previsto en el apartado 7.

6. Quien por razones de guarda legal tenga a su cuidado directo algún menor de doce 
años o una persona con discapacidad que no desempeñe una actividad retribuida tendrá 
derecho a una reducción de la jornada de trabajo diaria, con la disminución proporcional del 
salario entre, al menos, un octavo y un máximo de la mitad de la duración de aquella.

Tendrá el mismo derecho quien precise encargarse del cuidado directo del cónyuge o 
pareja de hecho, o un familiar hasta el segundo grado de consanguinidad y afinidad, incluido 
el familiar consanguíneo de la pareja de hecho, que por razones de edad, accidente o 
enfermedad no pueda valerse por sí mismo, y que no desempeñe actividad retribuida.

El progenitor, guardador con fines de adopción o acogedor permanente tendrá derecho a 
una reducción de la jornada de trabajo, con la disminución proporcional del salario de, al 
menos, la mitad de la duración de aquella, para el cuidado, durante la hospitalización y 
tratamiento continuado, del menor a su cargo afectado por cáncer (tumores malignos, 
melanomas y carcinomas), o por cualquier otra enfermedad grave, que implique un ingreso 
hospitalario de larga duración y requiera la necesidad de su cuidado directo, continuo y 
permanente, acreditado por el informe del servicio público de salud u órgano administrativo 
sanitario de la comunidad autónoma correspondiente y, como máximo, hasta que el hijo o 
persona que hubiere sido objeto de acogimiento permanente o de guarda con fines de 
adopción cumpla los veintitrés años.

En consecuencia, el mero cumplimiento de los dieciocho años de edad por el hijo o el 
menor sujeto a acogimiento permanente o a guarda con fines de adopción no será causa de 
extinción de la reducción de la jornada, si se mantiene la necesidad de cuidado directo, 
continuo y permanente.

No obstante, cumplidos los 18 años, se podrá reconocer el derecho a la reducción de 
jornada hasta que el causante cumpla 23 años en los supuestos en que el padecimiento de 
cáncer o enfermedad grave haya sido diagnosticado antes de alcanzar la mayoría de edad, 
siempre que en el momento de la solicitud se acrediten los requisitos establecidos en los 
párrafos anteriores, salvo la edad.

Asimismo, se mantendrá el derecho a esta reducción hasta que la persona cumpla 26 
años si antes de alcanzar 23 años acreditara, además, un grado de discapacidad igual o 
superior al 65 por ciento.

Por convenio colectivo, se podrán establecer las condiciones y supuestos en los que 
esta reducción de jornada se podrá acumular en jornadas completas.

En los supuestos de nulidad, separación, divorcio, extinción de la pareja de hecho o 
cuando se acredite ser víctima de violencia de género, el derecho a la reducción de jornada 
se reconocerá a favor del progenitor, guardador o acogedor con quien conviva la persona 
enferma, siempre que cumpla el resto de los requisitos exigidos.

Cuando la persona enferma que se encuentre en los supuestos previstos en los párrafos 
tercero y cuarto de este apartado contraiga matrimonio o constituya una pareja de hecho, 
tendrá derecho a la reducción de jornada quien sea su cónyuge o pareja de hecho, siempre 
que acredite las condiciones para acceder al derecho a la misma.

Las reducciones de jornada contempladas en este apartado constituyen un derecho 
individual de los trabajadores, hombres o mujeres. No obstante, si dos o más trabajadores 
de la misma empresa generasen este derecho por el mismo sujeto causante, el empresario 
podrá limitar su ejercicio simultáneo por razones fundadas y objetivas de funcionamiento de 
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la empresa, debidamente motivadas por escrito, debiendo en tal caso la empresa ofrecer un 
plan alternativo que asegure el disfrute de ambas personas trabajadoras y que posibilite el 
ejercicio de los derechos de conciliación.

En el ejercicio de este derecho se tendrá en cuenta el fomento de la corresponsabilidad 
entre mujeres y hombres y, asimismo, evitar la perpetuación de roles y estereotipos de 
género.

7. La concreción horaria y la determinación de los permisos y reducciones de jornada, 
previstos en los apartados 4, 5 y 6, corresponderán a la persona trabajadora dentro de su 
jornada ordinaria. No obstante, los convenios colectivos podrán establecer criterios para la 
concreción horaria de la reducción de jornada a que se refiere el apartado 6, en atención a 
los derechos de conciliación de la vida personal, familiar y laboral de la persona trabajadora 
y las necesidades productivas y organizativas de las empresas. La persona trabajadora, 
salvo fuerza mayor, deberá preavisar al empresario con una antelación de quince días o la 
que se determine en el convenio colectivo aplicable, precisando la fecha en que iniciará y 
finalizará el permiso de cuidado del lactante o la reducción de jornada.

Las discrepancias surgidas entre empresario y trabajador sobre la concreción horaria y la 
determinación de los periodos de disfrute previstos en los apartados 4, 5 y 6 serán resueltas 
por la jurisdicción social a través del procedimiento establecido en el artículo 139 de la Ley 
36/2011, de 10 de octubre, Reguladora de la Jurisdicción Social.

8. Las personas trabajadoras que tengan la consideración de víctimas de violencia de 
género o de víctimas del terrorismo tendrán derecho, para hacer efectiva su protección o su 
derecho a la asistencia social integral, a la reducción de la jornada de trabajo con 
disminución proporcional del salario o a la reordenación del tiempo de trabajo, a través de la 
adaptación del horario, de la aplicación del horario flexible o de otras formas de ordenación 
del tiempo de trabajo que se utilicen en la empresa. También tendrán derecho a realizar su 
trabajo total o parcialmente a distancia o a dejar de hacerlo si este fuera el sistema 
establecido, siempre en ambos casos que esta modalidad de prestación de servicios sea 
compatible con el puesto y funciones desarrolladas por la persona.

Estos derechos se podrán ejercitar en los términos que para estos supuestos concretos 
se establezcan en los convenios colectivos o en los acuerdos entre la empresa y los 
representantes legales de las personas trabajadoras, o conforme al acuerdo entre la 
empresa y las personas trabajadoras afectadas. En su defecto, la concreción de estos 
derechos corresponderá a estas, siendo de aplicación las reglas establecidas en el apartado 
anterior, incluidas las relativas a la resolución de discrepancias.

9. La persona trabajadora tendrá derecho a ausentarse del trabajo por causa de fuerza 
mayor cuando sea necesario por motivos familiares urgentes relacionados con familiares o 
personas convivientes, en caso de enfermedad o accidente que hagan indispensable su 
presencia inmediata.

Las personas trabajadoras tendrán derecho a que sean retribuidas las horas de ausencia 
por las causas previstas en el presente apartado equivalentes a cuatro días al año, conforme 
a lo establecido en convenio colectivo o, en su defecto, en acuerdo entre la empresa y la 
representación legal de las personas trabajadoras aportando las personas trabajadoras, en 
su caso, acreditación del motivo de ausencia.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Modificación, suspensión y extinción del contrato de trabajo

Sección 1.ª Movilidad funcional y geográfica

[ . . . ]
Artículo 40.  Movilidad geográfica.

1. El traslado de trabajadores que no hayan sido contratados específicamente para 
prestar sus servicios en empresas con centros de trabajo móviles o itinerantes a un centro 
de trabajo distinto de la misma empresa que exija cambios de residencia requerirá la 
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existencia de razones económicas, técnicas, organizativas o de producción que lo 
justifiquen. Se consideraran tales las que estén relacionadas con la competitividad, 
productividad u organización técnica o del trabajo en la empresa, así como las 
contrataciones referidas a la actividad empresarial.

La decisión de traslado deberá ser notificada por el empresario al trabajador, así como a 
sus representantes legales, con una antelación mínima de treinta días a la fecha de su 
efectividad.

Notificada la decisión de traslado, el trabajador tendrá derecho a optar entre el traslado, 
percibiendo una compensación por gastos, o la extinción de su contrato, percibiendo una 
indemnización de veinte días de salario por año de servicio, prorrateándose por meses los 
periodos de tiempo inferiores a un año y con un máximo de doce mensualidades. La 
compensación a que se refiere el primer supuesto comprenderá tanto los gastos propios 
como los de los familiares a su cargo, en los términos que se convengan entre las partes, y 
nunca será inferior a los límites mínimos establecidos en los convenios colectivos.

Sin perjuicio de la ejecutividad del traslado en el plazo de incorporación citado, el 
trabajador que, no habiendo optado por la extinción de su contrato, se muestre disconforme 
con la decisión empresarial podrá impugnarla ante la jurisdicción social. La sentencia 
declarará el traslado justificado o injustificado y, en este último caso, reconocerá el derecho 
del trabajador a ser reincorporado al centro de trabajo de origen.

Cuando, con objeto de eludir las previsiones contenidas en el apartado siguiente, la 
empresa realice traslados en periodos sucesivos de noventa días en número inferior a los 
umbrales allí señalados, sin que concurran causas nuevas que justifiquen tal actuación, 
dichos nuevos traslados se considerarán efectuados en fraude de ley y serán declarados 
nulos y sin efecto.

2. El traslado a que se refiere el apartado anterior deberá ir precedido de un periodo de 
consultas con los representantes legales de los trabajadores de una duración no superior a 
quince días, cuando afecte a la totalidad del centro de trabajo, siempre que este ocupe a 
más de cinco trabajadores, o cuando, sin afectar a la totalidad del centro de trabajo, en un 
periodo de noventa días comprenda a un número de trabajadores de, al menos:

a) Diez trabajadores, en las empresas que ocupen menos de cien trabajadores.
b) El diez por ciento del número de trabajadores de la empresa en aquellas que ocupen 

entre cien y trescientos trabajadores.
c) Treinta trabajadores en las empresas que ocupen más de trescientos trabajadores.
Dicho periodo de consultas deberá versar sobre las causas motivadoras de la decisión 

empresarial y la posibilidad de evitar o reducir sus efectos, así como sobre las medidas 
necesarias para atenuar sus consecuencias para los trabajadores afectados. La consulta se 
llevará a cabo en una única comisión negociadora, si bien, de existir varios centros de 
trabajo, quedará circunscrita a los centros afectados por el procedimiento. La comisión 
negociadora estará integrada por un máximo de trece miembros en representación de cada 
una de las partes.

La intervención como interlocutores ante la dirección de la empresa en el procedimiento 
de consultas corresponderá a los sujetos indicados en el artículo 41.4, en el orden y 
condiciones señalados en el mismo.

La comisión representativa de los trabajadores deberá quedar constituida con carácter 
previo a la comunicación empresarial de inicio del procedimiento de consultas. A estos 
efectos, la dirección de la empresa deberá comunicar de manera fehaciente a los 
trabajadores o a sus representantes su intención de iniciar el procedimiento. El plazo 
máximo para la constitución de la comisión representativa será de siete días desde la fecha 
de la referida comunicación, salvo que alguno de los centros de trabajo que vaya a estar 
afectado por el procedimiento no cuente con representantes legales de los trabajadores, en 
cuyo caso el plazo será de quince días.

Transcurrido el plazo máximo para la constitución de la comisión representativa, la 
dirección de la empresa podrá comunicar el inicio del periodo de consultas a los 
representantes de los trabajadores. La falta de constitución de la comisión representativa no 
impedirá el inicio y transcurso del periodo de consultas, y su constitución con posterioridad al 
inicio del mismo no comportará, en ningún caso, la ampliación de su duración.
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La apertura del periodo de consultas y las posiciones de las partes tras su conclusión 
deberán ser notificadas a la autoridad laboral para su conocimiento.

Durante el periodo de consultas, las partes deberán negociar de buena fe, con vistas a la 
consecución de un acuerdo. Dicho acuerdo requerirá la conformidad de la mayoría de los 
representantes legales de los trabajadores o, en su caso, de la mayoría de los miembros de 
la comisión representativa de los trabajadores siempre que, en ambos casos, representen a 
la mayoría de los trabajadores del centro o centros de trabajo afectados.

Tras la finalización del periodo de consultas el empresario notificará a los trabajadores su 
decisión sobre el traslado, que se regirá a todos los efectos por lo dispuesto en el apartado 
1.

Contra las decisiones a que se refiere el presente apartado se podrá reclamar en 
conflicto colectivo, sin perjuicio de la acción individual prevista en el apartado 1. La 
interposición del conflicto paralizará la tramitación de las acciones individuales iniciadas, 
hasta su resolución.

El acuerdo con los representantes de los trabajadores en el periodo de consultas se 
entenderá sin perjuicio del derecho de los trabajadores afectados al ejercicio de la opción 
prevista en el párrafo tercero del apartado 1.

El empresario y la representación de los trabajadores podrán acordar en cualquier 
momento la sustitución del periodo de consultas a que se refiere este apartado por la 
aplicación del procedimiento de mediación o arbitraje que sea de aplicación en el ámbito de 
la empresa, que deberá desarrollarse dentro del plazo máximo señalado para dicho periodo.

3. Si por traslado uno de los cónyuges cambia de residencia, el otro, si fuera trabajador 
de la misma empresa, tendrá derecho al traslado a la misma localidad, si hubiera puesto de 
trabajo.

4. Las personas trabajadoras que tengan la consideración de víctimas de violencia de 
género o de víctimas del terrorismo que se vean obligados a abandonar el puesto de trabajo 
en la localidad donde venían prestando sus servicios, para hacer efectiva su protección o su 
derecho a la asistencia social integral, tendrán derecho preferente a ocupar otro puesto de 
trabajo, del mismo grupo profesional o categoría equivalente, que la empresa tenga vacante 
en cualquier otro de sus centros de trabajo.

En tales supuestos, la empresa estará obligada a comunicar a los trabajadores las 
vacantes existentes en dicho momento o las que se pudieran producir en el futuro.

El traslado o el cambio de centro de trabajo tendrá una duración inicial de seis meses, 
durante los cuales la empresa tendrá la obligación de reservar el puesto de trabajo que 
anteriormente ocupaban los trabajadores.

Terminado este periodo, los trabajadores podrán optar entre el regreso a su puesto de 
trabajo anterior o la continuidad en el nuevo. En este último caso, decaerá la mencionada 
obligación de reserva.

5. Para hacer efectivo su derecho de protección a la salud, los trabajadores con 
discapacidad que acrediten la necesidad de recibir fuera de su localidad un tratamiento de 
habilitación o rehabilitación médico-funcional o atención, tratamiento u orientación 
psicológica relacionado con su discapacidad, tendrán derecho preferente a ocupar otro 
puesto de trabajo, del mismo grupo profesional, que la empresa tuviera vacante en otro de 
sus centros de trabajo en una localidad en que sea más accesible dicho tratamiento, en los 
términos y condiciones establecidos en el apartado anterior para las trabajadoras víctimas de 
violencia de género y para las víctimas del terrorismo.

6. Por razones económicas, técnicas, organizativas o de producción, o bien por 
contrataciones referidas a la actividad empresarial, la empresa podrá efectuar 
desplazamientos temporales de sus trabajadores que exijan que estos residan en población 
distinta de la de su domicilio habitual, abonando, además de los salarios, los gastos de viaje 
y las dietas.

El trabajador deberá ser informado del desplazamiento con una antelación suficiente a la 
fecha de su efectividad, que no podrá ser inferior a cinco días laborables en el caso de 
desplazamientos de duración superior a tres meses; en este último supuesto, el trabajador 
tendrá derecho a un permiso de cuatro días laborables en su domicilio de origen por cada 
tres meses de desplazamiento, sin computar como tales los de viaje, cuyos gastos correrán 
a cargo del empresario.
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Contra la orden de desplazamiento, sin perjuicio de su ejecutividad, podrá recurrir el 
trabajador en los mismos términos previstos en el apartado 1 para los traslados.

Los desplazamientos cuya duración en un periodo de tres años exceda de doce meses 
tendrán, a todos los efectos, el tratamiento previsto en esta ley para los traslados.

7. Los representantes legales de los trabajadores tendrán prioridad de permanencia en 
los puestos de trabajo a que se refiere este artículo. Mediante convenio colectivo o acuerdo 
alcanzado durante el periodo de consultas se podrán establecer prioridades de permanencia 
a favor de trabajadores de otros colectivos, tales como trabajadores con cargas familiares, 
mayores de determinada edad o personas con discapacidad.

[ . . . ]
Disposición adicional decimocuarta.  Consideración de víctimas del terrorismo a efectos 
laborales.

Se consideran incluidas a efectos de lo dispuesto en los artículos 37.8 y 40.4 las 
personas a las que se refieren los artículos 5 y 33 de la Ley 29/2011, de 22 de septiembre, 
de Reconocimiento y Protección Integral a las Víctimas del Terrorismo.

[ . . . ]
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§ 31

Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita. [Inclusión 
parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 11, de 12 de enero de 1996

Última modificación: 21 de febrero de 2023
Referencia: BOE-A-1996-750

CAPÍTULO I
Derecho a la asistencia jurídica gratuita

[ . . . ]
Artículo 2.  Ambito personal de aplicación.

En los términos y con el alcance previstos en esta ley y en los tratados y convenios 
internacionales sobre la materia en los que España sea parte, tendrán derecho a la 
asistencia jurídica gratuita:

a) Los ciudadanos españoles, los nacionales de los demás Estados miembros de la 
Unión Europea y los extranjeros que se encuentren en España, cuando acrediten 
insuficiencia de recursos para litigar.

b) Las Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social, en todo caso.
c) Las siguientes personas jurídicas cuando acrediten insuficiencia de recursos para 

litigar:
1.º Asociaciones de utilidad pública, previstas en el artículo 32 de la Ley Orgánica 

1/2002, de 22 de marzo, reguladora del Derecho de Asociación
2.º Fundaciones inscritas en el Registro Público correspondiente.
d) En el orden jurisdiccional social, además, los trabajadores y beneficiarios del sistema 

de Seguridad Social, tanto para la defensa en juicio como para el ejercicio de acciones para 
la efectividad de los derechos laborales en los procedimientos concursales.

Asimismo, el derecho a la asistencia jurídica gratuita se reconoce a los trabajadores y 
beneficiarios de la Seguridad Social para los litigios que sobre esta materia se sustancien 
ante el orden contencioso-administrativo.

e) En el orden contencioso-administrativo, así como en la vía administrativa previa, los 
ciudadanos extranjeros que acrediten insuficiencia de recursos para litigar tendrán derecho a 
la asistencia letrada y a la defensa y representación gratuita en los procedimientos que 
puedan llevar a la denegación de su entrada en España, a su devolución o expulsión del 
territorio español, y en todos los procedimientos en materia de asilo.

f) En los litigios transfronterizos en materia civil y mercantil, las personas físicas 
contempladas en el Capítulo VIII de esta ley, en los términos que en él se establecen.
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g) En el ámbito concursal, se reconoce el derecho a la asistencia jurídica gratuita, para 
todos los trámites del procedimiento especial, a los deudores personas naturales que tengan 
la consideración de microempresa en los términos establecidos en el texto refundido de la 
Ley Concursal, a los que resulte de aplicación el procedimiento especial previsto en su libro 
tercero, siempre que acrediten insuficiencia de recursos para litigar.

Igualmente, en el ámbito concursal, los sindicatos estarán exentos de efectuar depósitos 
y consignaciones en todas sus actuaciones y gozarán del beneficio legal de justicia gratuita 
cuando ejerciten un interés colectivo en defensa de las personas trabajadoras y beneficiarias 
de la Seguridad Social.

h) Con independencia de la existencia de recursos para litigar, se reconoce el derecho 
de asistencia jurídica gratuita, que se les prestará de inmediato, a las víctimas de violencia 
de género, de terrorismo y de trata de seres humanos en aquellos procesos que tengan 
vinculación, deriven o sean consecuencia de su condición de víctimas, así como a las 
personas menores de edad y las personas con discapacidad necesitadas de especial 
protección cuando sean víctimas de delitos de homicidio, de lesiones de los artículos 149 y 
150, en el delito de maltrato habitual previsto en el artículo 173.2, en los delitos contra la 
libertad, en los delitos contra la libertad e indemnidad sexual y en los delitos de trata de 
seres humanos.

Este derecho asistirá también a los causahabientes en caso de fallecimiento de la 
víctima, siempre que no fueran partícipes en los hechos.

A los efectos de la concesión del beneficio de justicia gratuita, la condición de víctima se 
adquirirá cuando se formule denuncia o querella, o se inicie un procedimiento penal, por 
alguno de los delitos a que se refiere esta letra, y se mantendrá mientras permanezca en 
vigor el procedimiento penal o cuando, tras su finalización, se hubiere dictado sentencia 
condenatoria. El beneficio de justifica gratuita se perderá tras la firmeza de la sentencia 
absolutoria, o del sobreseimiento definitivo o provisional por no resultar acreditados los 
hechos delictivos, sin la obligación de abonar el coste de las prestaciones disfrutadas 
gratuitamente hasta ese momento.

En los distintos procesos que puedan iniciarse como consecuencia de la condición de 
víctima de los delitos a que se refiere esta letra y, en especial, en los de violencia de género, 
deberá ser el mismo abogado el que asista a aquella, siempre que con ello se garantice 
debidamente su derecho de defensa.

i) Con independencia de la existencia de recursos para litigar, se reconoce el derecho de 
asistencia jurídica gratuita a quienes a causa de un accidente acrediten secuelas 
permanentes que les impidan totalmente la realización de las tareas de su ocupación laboral 
o profesional habitual y requieran la ayuda de otras personas para realizar las actividades 
más esenciales de la vida diaria, cuando el objeto del litigio sea la reclamación de 
indemnización por los daños personales y morales sufridos.

j) Con independencia de la existencia de recursos para litigar, se reconoce el derecho de 
asistencia jurídica gratuita a las asociaciones que tengan como fin la promoción y defensa de 
los derechos de las víctimas del terrorismo, señaladas en la Ley 29/2011, de 22 de 
septiembre, de reconocimiento y protección integral a las víctimas del terrorismo.

k) Las personas que comuniquen infracciones en los términos de la Ley reguladora de la 
protección de las personas que informen sobre infracciones normativas y de lucha contra la 
corrupción, a la Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I., o a las 
autoridades autonómicas respectivas, siempre que cumplan las condiciones de protección 
recogidas en la citada Ley, siempre que cuenten con unos recursos e ingresos económicos 
brutos, computados anualmente por todos los conceptos y por unidad familiar, inferiores a 
cuatro veces el indicador público de renta de efectos múltiples vigente en el momento de 
comunicar la información, y exclusivamente para los procedimientos seguidos en cualquier 
orden jurisdiccional que sean consecuencia directa de la infracción comunicada.

[ . . . ]
Artículo 6.  Contenido material del derecho.

El derecho a la asistencia jurídica gratuita comprende las siguientes prestaciones:
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1. Asesoramiento y orientación gratuitos previos al proceso a quienes pretendan 
reclamar la tutela judicial de sus derechos e intereses, así como información sobre la 
posibilidad de recurrir a la mediación u otros medios extrajudiciales de solución de conflictos, 
en los casos no prohibidos expresamente por la ley, cuando tengan por objeto evitar el 
conflicto procesal o analizar la viabilidad de la pretensión.

Cuando se trate de víctimas de violencia de género, de terrorismo y de trata de seres 
humanos, así como de menores de edad y las personas con discapacidad intelectual o 
enfermedad mental, en los términos establecidos en la letra g) del artículo 2, la asistencia 
jurídica gratuita comprenderá asesoramiento y orientación gratuitos en el momento 
inmediatamente previo a la interposición de denuncia o querella.

2. Asistencia de abogado al detenido, preso o imputado que no lo hubiera designado, 
para cualquier diligencia policial que no sea consecuencia de un procedimiento penal en 
curso o en su primera comparecencia ante un órgano jurisdiccional, o cuando ésta se lleve a 
cabo por medio de auxilio judicial y el detenido, preso o imputado no hubiere designado 
abogado en el lugar donde se preste. Igualmente será de aplicación dicha asistencia letrada 
a la persona reclamada y detenida como consecuencia de una orden de detención europea 
que no hubiere designado abogado.

No será necesario que el detenido, preso o imputado acredite previamente carecer de 
recursos, sin perjuicio de que si no se le reconoce con posterioridad el derecho a la 
asistencia jurídica gratuita, deba abonar al abogado los honorarios devengados por su 
intervención.

3. Defensa y representación gratuitas por abogado y procurador en el procedimiento 
judicial, cuando la intervención de estos profesionales sea legalmente preceptiva o cuando, 
no siéndolo, se dé alguna de las siguientes circunstancias:

a) su intervención sea expresamente requerida por el juzgado o tribunal mediante auto 
motivado para garantizar la igualdad de las partes en el proceso.

b) tratándose de delitos leves, la persona frente a la que se dirige el proceso penal haya 
ejercitado su derecho a estar asistido de abogado y así se acuerde por el juzgado o tribunal, 
en atención a la entidad de la infracción de que se trate y las circunstancias personales del 
solicitante de asistencia jurídica.

4. Inserción gratuita de anuncios o edictos, en el curso del proceso, que preceptivamente 
deban publicarse en periódicos oficiales.

5. Exención del pago de tasas judiciales, así como del pago de depósitos necesarios 
para la interposición de recursos.

6. Asistencia pericial gratuita en el proceso a cargo del personal técnico adscrito a los 
órganos jurisdiccionales, o, en su defecto, a cargo de funcionarios, organismos o servicios 
técnicos dependientes de las Administraciones públicas.

Excepcionalmente y cuando por inexistencia de técnicos en la materia de que se trate, 
no fuere posible la asistencia pericial de peritos dependientes de los órganos jurisdiccionales 
o de las Administraciones públicas, ésta se llevará a cabo, si el Juez o el Tribunal lo estima 
pertinente, en resolución motivada, a cargo de peritos designados de acuerdo a lo que se 
establece en las leyes procesales, entre los técnicos privados que correspondan.

El Juez o Tribunal podrá acordar en resolución motivada que la asistencia pericial 
especializada gratuita se lleve a cabo por profesionales técnicos privados cuando deba 
prestarse a menores y personas con discapacidad psíquica que sean víctimas de abuso o 
maltrato, atendidas las circunstancias del caso y el interés superior del menor o de la 
persona con discapacidad, pudiendo prestarse de forma inmediata.

7. Obtención gratuita de copias, testimonios, instrumentos y actas notariales, en los 
términos previstos en el artículo 130 del Reglamento Notarial.

8. Reducción del 80 por 100 de los derechos arancelarios que correspondan por el 
otorgamiento de escrituras públicas y por la obtención de copias y testimonios notariales no 
contemplados en el número anterior, cuando tengan relación directa con el proceso y sean 
requeridos por el órgano judicial en el curso del mismo, o sirvan para la fundamentación de 
la pretensión del beneficiario de la justicia gratuita.

9. Reducción del 80 por 100 de los derechos arancelarios que correspondan por la 
obtención de notas, certificaciones, anotaciones, asientos e inscripciones en los Registros de 
la Propiedad y Mercantil, cuando tengan relación directa con el proceso y sean requeridos 
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por el órgano judicial en el curso del mismo, o sirvan para la fundamentación de la 
pretensión del beneficiario de la justicia gratuita.

10. Los derechos arancelarios a que se refieren los apartados 8 y 9 no se percibirán 
cuando el interesado acredite ingresos por debajo del indicador público de renta de efectos 
múltiples.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Organización de los servicios de asistencia letrada, defensa y representación 
gratuitas

[ . . . ]
Artículo 24.  Distribución por turnos.

Los Colegios profesionales establecerán sistemas de distribución objetiva y equitativa de 
los distintos turnos y medios para la designación de los profesionales de oficio. Dichos 
sistemas serán públicos para todos los colegiados y podrán ser consultados por los 
solicitantes de asistencia jurídica gratuita.

Los Colegios de Abogados, salvo aquéllos en los que por la reducida dimensión de la 
actividad no sea necesario, contarán con un turno de guardia permanente para la prestación 
del servicio de asistencia letrada al detenido y otro para la prestación de los servicios de 
asesoramiento previo y de asistencia letrada para las víctimas de violencia de género, 
terrorismo, trata de seres humanos y de menores de edad y personas con discapacidad 
intelectual o enfermedad mental que sean víctimas de situaciones de abuso o maltrato.

[ . . . ]
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§ 32

Ley Orgánica 9/2015, de 28 de julio, de Régimen de Personal de la 
Policía Nacional. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 180, de 29 de julio de 2015

Última modificación: 31 de octubre de 2015
Referencia: BOE-A-2015-8468

[ . . . ]
TÍTULO IX

Ordenación y provisión de puestos de trabajo

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Provisión de puestos de trabajo

[ . . . ]
Artículo 49.  Movilidad.

1. En caso de urgente e inaplazable necesidad, los puestos de trabajo podrán proveerse 
con carácter provisional en comisión de servicios, en los términos que reglamentariamente 
se establezcan.

En todo caso, una vez transcurrido un año desde el inicio de la comisión de servicios, 
deberá publicarse, dentro de los seis meses siguientes, la convocatoria para la provisión del 
puesto de trabajo según el sistema establecido.

2. La funcionaria de la Policía Nacional víctima de violencia de género que se vea 
obligada a abandonar el puesto de trabajo en la localidad donde venía prestando sus 
servicios, para hacer efectiva su protección o su derecho a la asistencia social integral, 
tendrá derecho al traslado a otro puesto de trabajo propio de su escala o categoría 
profesional, de análogas características, sin necesidad de que sea vacante de necesaria 
cobertura. Este traslado tendrá la consideración de traslado forzoso.

3. Los Policías Nacionales podrán ser adscritos a un puesto de trabajo de distinta unidad 
administrativa, en la misma o en otra localidad, previa solicitud basada en motivos de salud o 
terapias de rehabilitación, propias del funcionario, de su cónyuge, o de los hijos a su cargo, 
siempre que se cumplan los requisitos que se determinen reglamentariamente.

4. Podrán disponer de movilidad geográfica aquellos Policías Nacionales declarados 
víctimas del terrorismo en los términos establecidos reglamentariamente.

[ . . . ]
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§ 33

Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del Derecho de 
Asociación. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 73, de 26 de marzo de 2002

Última modificación: 23 de septiembre de 2011
Referencia: BOE-A-2002-5852

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 4.  Relaciones con la Administración.

1. Los poderes públicos, en el ámbito de sus respectivas competencias, fomentarán la 
constitución y el desarrollo de las asociaciones que realicen actividades de interés general.

2. La Administración no podrá adoptar medidas preventivas o suspensivas que 
interfieran en la vida interna de las asociaciones.

3. El otorgamiento de ayudas o subvenciones públicas y, en su caso, el reconocimiento 
de otros beneficios legal o reglamentariamente previstos, estará condicionado al 
cumplimiento de los requisitos establecidos en cada caso.

4. La Administración competente ofrecerá el asesoramiento y la información técnica de 
que disponga, cuando sea solicitada, por quienes acometan proyectos asociativos de interés 
general.

5. Los poderes públicos no facilitarán ningún tipo de ayuda a las asociaciones que en su 
proceso de admisión o en su funcionamiento discriminen por razón de nacimiento, raza, 
sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

6. Los poderes públicos no facilitarán ayuda alguna, económica o de cualquier otro tipo, 
a aquellas asociaciones que con su actividad promuevan o justifiquen el odio o la violencia 
contra personas físicas o jurídicas, o enaltezcan o justifiquen por cualquier medio los delitos 
de terrorismo o de quienes hayan participado en su ejecución, o la realización de actos que 
entrañen descrédito, menosprecio o humillación de las víctimas de los delitos terroristas o de 
sus familiares.

Se considerará, a estos efectos, que una asociación realiza las actividades previstas en 
el párrafo anterior, cuando alguno de los integrantes de sus órganos de representación, o 
cualesquier otro miembro activo, haya sido condenado por sentencia firme por pertenencia, 
actuación al servicio o colaboración con banda armada en tanto no haya cumplido 
completamente la condena, si no hubiese rechazado públicamente los fines y los medios de 
la organización terrorista a la que perteneció o con la que colaboró o apoyó o exaltó.

Asimismo, se considerará actividad de la asociación cualquier actuación realizada por los 
miembros de sus órganos de gobierno y de representación, o cualesquiera otros miembros 
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activos, cuando hayan actuado en nombre, por cuenta o en representación de la asociación, 
aunque no constituya el fin o la actividad de la asociación en los términos descritos en sus 
Estatutos.

Lo dispuesto en este apartado se entiende sin perjuicio de lo establecido en la legislación 
penal y en el artículo 30.4 de la presente Ley.

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

Medidas de fomento

[ . . . ]
Artículo 32.  Asociaciones de utilidad pública.

1. A iniciativa de las correspondientes asociaciones, podrán ser declaradas de utilidad 
pública aquellas asociaciones en las que concurran los siguientes requisitos:

a) Que sus fines estatutarios tiendan a promover el interés general, en los términos 
definidos por el artículo 31.3 de esta Ley, y sean de carácter cívico, educativo, científico, 
cultural, deportivo, sanitario, de promoción de los valores constitucionales, de promoción de 
los derechos humanos, de víctimas del terrorismo, de asistencia social, de cooperación para 
el desarrollo, de promoción de la mujer, de promoción y protección de la familia, de 
protección de la infancia, de fomento de la igualdad de oportunidades y de la tolerancia, de 
defensa del medio ambiente, de fomento de la economía social o de la investigación, de 
promoción del voluntariado social, de defensa de consumidores y usuarios, de promoción y 
atención a la personas en riesgo de exclusión por razones físicas, sociales, económicas o 
culturales, y cualesquiera otros de similar naturaleza.

b) Que su actividad no esté restringida exclusivamente a beneficiar a sus asociados, sino 
abierta a cualquier otro posible beneficiario que reúna las condiciones y caracteres exigidos 
por la índole de sus propios fines.

c) Que los miembros de los órganos de representación que perciban retribuciones no lo 
hagan con cargo a fondos y subvenciones públicas.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, y en los términos y condiciones que se 
determinen en los Estatutos, los mismos podrán recibir una retribución adecuada por la 
realización de servicios diferentes a las funciones que les corresponden como miembros del 
órgano de representación.

d) Que cuenten con los medios personales y materiales adecuados y con la organización 
idónea para garantizar el cumplimiento de los fines estatutarios.

e) Que se encuentren constituidas, inscritas en el Registro correspondiente, en 
funcionamiento y dando cumplimiento efectivo a sus fines estatutarios, ininterrumpidamente 
y concurriendo todos los precedentes requisitos, al menos durante los dos años 
inmediatamente anteriores a la presentación de la solicitud.

2. Las federaciones, confederaciones y uniones de entidades contempladas en esta Ley 
podrán ser declaradas de utilidad pública, siempre que los requisitos previstos en el apartado 
anterior se cumplan, tanto por las propias federaciones, confederaciones y uniones, como 
por cada una de las entidades integradas en ellas.

[ . . . ]
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